
 

 No. de edición del mes: 27 Ciudad de México, lunes 30 de octubre de 2023  

CONTENIDO 
Secretaría de Marina 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

Secretaría de Salud 

Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 

Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social 

para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Banco de México 

Fiscalía General de la República 

Avisos 

Indice en página 336 

 
 



2 DIARIO OFICIAL Lunes 30 de octubre de 2023 

PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE MARINA 

NORMA Oficial Mexicana de Emergencia NOM-EM-002-SEMAR-2023, Prueba de Inclinación para 
Embarcaciones. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría  
de Marina. 

NORMA OFICIAL MEXICANA DE EMERGENCIA, NOM-EM-002-SEMAR-2023, PRUEBA DE INCLINACIÓN PARA 

EMBARCACIONES 

JOSÉ LUIS ARELLANO RUIZ, Subsecretario de Marina y Presidente del Comité Consultivo Nacional de 

Normalización de la Secretaría de Marina (CCNN-SEMAR), con fundamento en los artículos 30 fracciones V, 

V Bis y VII Ter de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 3 fracciones IX y X, 4 fracción XVI, 10 

fracciones VIII y XV, 24, 30, 31 y 34 de la Ley de Infraestructura de la Calidad; 1, 7, 8 fracciones IX, XVIII y 

XX, 65 y 74 fracción III de la Ley de Navegación y Comercio Marítimos; 268, 269, 272 apartado “A” fracción 

IV, 283, 284, 285, 293, 296, 297 y 341 del Reglamento de la Ley de Navegación y Comercio Marítimos; en 

ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 3 fracción I inciso a), 7 fracciones XVI y XVII del 

Reglamento Interior de la Secretaría de Marina; 49 de las Reglas de Operación del Comité Consultivo 

Nacional de Normalización de la Secretaría de Marina, y 

CONSIDERANDO 

Que la persona titular del Ejecutivo Federal, ejerce la Autoridad Marítima Nacional a través de la 

Secretaría de Marina, quien se encarga de regular y vigilar la seguridad en la navegación, la salvaguarda de la 

vida humana en el mar, inspeccionar y certificar las embarcaciones, artefactos navales mexicanos, las 

instalaciones de servicios y de recepción de desechos, en cumplimiento a la legislación nacional y los 

Tratados Internacionales, suscritos por el Estado mexicano; 

Que la seguridad marítima garantiza la protección al derecho humano a la vida y al medio ambiente sano 

en el sector marítimo, consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la cual se 

entiende como todas aquellas medidas y acciones destinadas a garantizar que la operación de las 

embarcaciones y artefactos navales, se realice de manera segura, para lo cual a través de los 

reconocimientos, inspecciones, supervisiones y verificaciones, la Autoridad Marítima Nacional certifica el 

cumplimiento de esas medidas y acciones, con el objeto de disminuir el riesgo de pérdidas de la vida de la 

tripulación y/o los pasajeros, mercancías, de la seguridad en la navegación y de contaminación al medio 

ambiente marino y, 

Que México es miembro de la Organización Marítima Internacional y signante del Convenio Internacional 

para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar de 1974 (SOLAS) y sus enmiendas, así como el Convenio 

Internacional para Prevenir la Contaminación por los Buques (MARPOL), entre otros, de los cuales derivan 

obligaciones y responsabilidades que se le deben dar cumplimiento, a través de la implementación de éstos 

por medio de la legislación nacional, mediante regulaciones técnicas como lo son las Normas Oficiales 

Mexicanas. 

Ciudad de México, a 18 de septiembre de 2023.- Titular de la Subsecretaría de Marina y Presidente del 

Comité Consultivo Nacional de Normalización de la Secretaría de Marina, José Luis Arellano Ruiz.- Rúbrica. 
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NORMA OFICIAL MEXICANA DE EMERGENCIA, NOM-EM-002-SEMAR-2023,  
PRUEBA DE INCLINACIÓN PARA EMBARCACIONES 

PREFACIO 

En la elaboración de la presente Norma Oficial Mexicana de Emergencia participó la siguiente Autoridad 
Normalizadora: 

● Secretaría de Marina. 

Índice de Contenido 
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11. Bibliografía 

Apéndices 

TRANSITORIO 

 

Introducción 

La prueba de inclinación (referida en el contenido de esta norma como prueba de estabilidad) busca 
determinar (en la condición de carga en rosca), la posición vertical del centro de gravedad de la embarcación 
o artefacto naval, la altura metacéntrica inicial y la posición longitudinal del centro de gravedad, aplicándola a 
embarcaciones navales nacionales al término de su construcción, así como a las existentes que hayan sufrido 
modificaciones significativas, que alteren su desplazamiento en rosca o la posición de su centro de gravedad. 

Sin esta prueba, no podrían conocerse datos que son fundamentales para elaborar el cuaderno de 
estabilidad; documento de la embarcación o artefacto naval que contiene las propiedades hidrostáticas y la 
medida de la estabilidad de una embarcación o artefacto naval a los calados resultantes de las diferentes 
condiciones de carga, las cuales aseguran que el buque o artefacto naval navegue en condiciones seguras en 
diferentes circunstancias. 

1. Objetivo, campo de aplicación y objetivos legítimos de interés público 

1.1. Objetivo 

Esta Norma Oficial Mexicana de Emergencia establece el método de la prueba de estabilidad para 
determinar (en la condición de carga en rosca) la posición vertical del centro de gravedad de la embarcación o 
artefacto naval, así como, los parámetros de su estabilidad, la altura metacéntrica inicial y la posición 
longitudinal del centro de gravedad. 

1.2. Campo de aplicación 

Esta Norma Oficial Mexicana de Emergencia es aplicable a embarcaciones y artefactos navales 
nacionales al término de su construcción y a las existentes que hayan sufrido modificaciones significativas, 
que alteren su desplazamiento en rosca o la posición de su centro de gravedad, que sean autopropulsadas o 
no, que cuenten con cubierta corrida y cuya eslora de arqueo sea igual o mayor a 12 m. 

Las embarcaciones que sean consideradas como gemelas quedarán exentas de la aplicación de esta 
Norma Oficial Mexicana de Emergencia, previo a la realización del reconocimiento del peso muerto, para 
determinar que no existe una variación del peso en rosca, así como la posición del centro longitudinal de 
gravedad. 
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1.3. Objetivos legítimos de interés público 

Esta Norma Oficial Mexicana de Emergencia atiende a los siguientes objetivos legítimos de interés público 
de acuerdo a señalado en el artículo 10 fracciones VIII y XV, así como su último párrafo de la Ley de 
Infraestructura de la Calidad: 

VIII. La protección al medio ambiente y cambio climático, y 

XV. Cualquier otra necesidad pública en términos de las disposiciones legales aplicables. 

“Asimismo, se considera como un objetivo legítimo de interés público el cumplimiento con aquéllos 
señalados en los acuerdos y tratados internacionales suscritos por el Estado Mexicano.” 

En concordancia con el “Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar (SOLAS)” 
del que el Estado mexicano es parte contratante, el cual tiene por objeto el establecimiento de reglas de 
seguridad marítima respecto a la construcción y mantenimiento de las embarcaciones y artefactos marítimos 
que naveguen dentro y fuera del territorio nacional con la finalidad de salvaguardar y proteger la vida humana 
en el mar. Además del “Convenio Internacional para Prevenir la Contaminación por los Buques (MARPOL)”, 
cuyo objeto es prevenir y reducir al mínimo la contaminación ocasionada por los buques, tanto accidental 
como procedente de las operaciones normales. 

2. Términos, definiciones y términos abreviados 

Para los propósitos de este proyecto de Norma Oficial Mexicana, se aplican los términos y definiciones 
dados en la Ley de Navegación y Comercio Marítimos, la Ley Federal de Protección al Consumidor, la Ley de 
Infraestructura de la Calidad, en el Reglamento de la Ley Federal Sobre Metrología y Normalización, así como 
los siguientes: 

2.1. Abrigo 

Lugar protegido de los vientos, del oleaje y de las corrientes. 

2.2. Anemómetro 

Instrumento utilizado para medir la dirección y la fuerza del viento. 

2.3. Artefacto naval 

Cualquier estructura fija o flotante, que, sin haber sido diseñada y construida para navegar, sea 
susceptible de ser desplazada sobre el agua por sí misma o por una embarcación, o bien construida sobre el 
agua, para el cumplimiento de sus fines operativos. 

2.4. AMN 

Autoridad Marítima Nacional. 

2.5. Brazo de escora 

Distancia medida transversalmente desde la línea de crujía del buque hasta el centro de gravedad del 
peso escorante. 

2.6. Buque en rosca 

Buque que ha sido acabado en todos los aspectos pero que no lleva a bordo productos consumibles, 
provisiones, carga, tripulación con sus efectos, ni líquidos, salvo los fluidos de la maquinaria y las tuberías, 
tales como lubricantes y fluidos hidráulicos, que están a nivel de servicio. 

2.7. Centro de gravedad 

Punto donde se considera concentrado el peso de un cuerpo. 

2.8. Certificación de los pesos para escora de la prueba de estabilidad 

Verificación del peso marcado en cada peso para escora. Los pesos de prueba se certificarán utilizando 
una báscula certificada. La pesada se realizará con la mínima antelación posible a la prueba de estabilidad, a 
fin de asegurar la precisión del peso medido. 

2.9. Cofferdam 

También conocido como ataguía, es el espacio vacío entre dos mamparos, relativamente cerca uno del 
otro, para aislar bodegas, tanques, sección de proa o cuarto de máquinas. 

2.10. Curvas y tablas hidrostáticas 

Representación de las propiedades geométricas de la carena. 



Lunes 30 de octubre de 2023 DIARIO OFICIAL 5 

2.11. Densidad relativa 

La relación entre la masa (densidad) del volumen de un fluido de muestra y la masa (densidad) de un 
volumen igual de agua a la misma temperatura especificada. 

2.12. Densímetro 

Instrumento empleado para medir la densidad relativa de un líquido; debiendo estar graduado para 
registrar con precisión densidades del agua en el cual flota la embarcación y los líquidos contenidos en los 
tanques durante la prueba de estabilidad. 

2.13. Embarcación 

Toda construcción diseñada para navegar sobre o bajo vías navegables. 

2.14. Embarcación con cubierta 

Es una embarcación que tiene una cubierta estructural fija y estanca, que cubre todo el casco por encima 
de la máxima flotación de servicio. Cuando en esta cubierta hay dispuestos pozos abiertos, se considera una 
embarcación con cubierta si la inundación del pozo se limita a éste, y no pone en peligro a la embarcación. 

2.15. Eslora de arqueo 

Longitud del casco de la embarcación medida de popa a proa, se considera el 96% de la eslora total en 
una flotación situada a una altura sobre el canto superior de la quilla igual al 8 % del puntal mínimo de 
trazado, o la distancia desde la cara de proa de la roda al eje de la mecha del timón en esta flotación, si este 
último valor es mayor. En embarcaciones proyectadas para navegar con asiento de quilla, la flotación en la 
que se ha de medir la eslora debe ser paralela a la flotación en carga prevista en el proyecto. 

2.16. GM’s 

Altura metacéntrica. 

2.17. Modificación significativa 

Cuando el desplazamiento en rosca sufra una variación prevista o calculada superior al 2% para 
embarcaciones de eslora menor a 50 m y de 1% para embarcaciones mayores de 160 m de eslora1. Para 
esloras intermedias por interpolación lineal, y la desviación de la posición longitudinal del centro de gravedad 
(LCG) del buque en rosca correspondiente a L no deberá superar el 0.5% del LCG. 

2.18. Momento de escora 

Producto que resulta de multiplicar un peso por su brazo de escora. 

2.19. Oficial de Supervisión de Seguridad Marítima (OSSM) 

Profesional adscrito a la Secretaría, que realiza reconocimientos, inspecciones, verificaciones y 
certificaciones a embarcaciones y artefactos navales de Bandera Mexicana o extranjera, e instalaciones de 
servicios. 

2.20. Péndulo 

Instrumento similar en funcionamiento a una plomada; fabricado preferentemente de alambre acerado de 
bajo calibre, suspendido con rotación libre en un punto y por el otro extremo tensado mediante un cuerpo de 
peso conveniente. 

2.21. Pesos para escora (P) 

 Cuerpos de forma geométrica regular de peso conocido, utilizados para escorar una embarcación. 

2.22. Pesos por agregar 

Pesos de componentes de una embarcación, los cuales forman parte de su desplazamiento en rosca y 
que, durante la prueba de estabilidad, no se encontraban a bordo. 

2.23. Pesos por deducir 

Pesos que durante la prueba de estabilidad se encuentran a bordo, pero que no forman parte del 
desplazamiento de la embarcación en rosca. 

2.24. Plano de crujía 

Plano de proa a popa que indica la simetría longitudinal de la embarcación. 

                                                 
1 Véase la regla II-1/5 del Convenio SOLAS 1974, en su forma enmendada. 



6 DIARIO OFICIAL Lunes 30 de octubre de 2023 

2.25. Posición longitudinal del centro de gravedad (LCG o XG) 

Distancia longitudinal medida desde un punto de referencia al centro de gravedad; el punto de referencia 
suele encontrarse en la perpendicular de popa (proa + / popa -). 

2.26. Posición transversal del centro de gravedad (TCG o YG) 

Distancia transversal medida desde un punto de referencia al centro de gravedad; el punto de referencia 
se encuentra en el eje longitudinal (babor + / estribor -). 

2.27. Posición vertical del centro de gravedad (VCG o KG) 

Distancia vertical medida desde un punto de referencia al centro de gravedad; el punto de referencia se 
encuentra en la línea base (hacia arriba + / hacia abajo -). 

2.28. Protocolo 

Documento que describe el procedimiento a seguir para realizar la prueba de estabilidad. 

2.29. Prueba de estabilidad 

También llamada prueba de inclinación, es la operación que consiste en desplazar una serie de pesos de 
valor conocido, normalmente en dirección transversal, y medir seguidamente el cambio resultante en el ángulo 
de escora de equilibrio del buque. 

2.30. Reconocimiento para determinar el peso en rosca 

Operación que consiste en hacer un inventario, en el momento de realizar la prueba de estabilidad, de 
todos los elementos que se vayan a añadir, retirar o cambiar de lugar, de modo que el estado observado del 
buque pueda ajustarse al estado del buque en rosca. 

2.31. Secretaría 

La Secretaría de Marina. 

2.32. Tina 

Depósito parcialmente lleno de aceite o agua donde se sumerge el cuerpo tensante del péndulo, que 
amortigua el movimiento del mismo. 

3. Preparación de la prueba 

3.1. Protocolo de la prueba 

3.1.1. Se deberá elaborar el protocolo de prueba de estabilidad correspondiente, conforme a la presente 
norma y solicitar a la Secretaría su aprobación. El contenido del protocolo deberá de ser el siguiente: 

A. Nombre, matrícula y/o número de casco según proceda; 

B. Dimensiones principales: eslora total, eslora entre perpendiculares, eslora de arqueo, manga, puntal de 
trazado, puntal al centro, calado, asiento de diseño o asiento aproximado, desplazamiento al máximo calado, 
francobordo, arqueo bruto y neto cuando sea aplicable; 

C. Fecha, hora y localización de la prueba; 

D. Datos de los pesos para escora: 

I. Tipo y descripción; 

II. Cantidad (número de unidades y peso de cada una); 

III. Certificación; 

IV. Método de manejo (grúa, rieles o similares), y 

V. Ángulo máximo de escora esperado durante la prueba a cada banda; 

E. Péndulos, tamaño y ubicación aproximada. Debe contarse con la aprobación de la Secretaría en el caso 
de desear la sustitución de uno o algunos de los péndulos por clinómetros o por dispositivos tipo U. Se 
recomienda utilizar al menos un péndulo de la totalidad de dispositivos y en el caso de no ser posible la 
instalación de al menos un péndulo, se deberá de solicitar la aprobación a la Secretaría; 

F. Asiento aproximado de la embarcación; 

G. Condición de los tanques; 
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H. Estimación de la masa que hay que deducir, añadir y cambiar de lugar para que el buque quede 
verdaderamente en rosca; 

I. Descripción detallada de un programa de cómputo en caso de ser usado como ayuda en los cálculos 
durante la prueba de estabilidad, y 

J. Nombre, datos generales y número de autorización emitida por la Secretaría para elaborar documentos 
técnicos del ingeniero que conduce la prueba. 

3.1.2. Aprobado el protocolo se deberá de solicitar a la Secretaría el reconocimiento en su modalidad de 
testificación de pruebas y experimentos, para que un OSSM testifique la prueba de estabilidad y compruebe 
que las condiciones son las adecuadas para realizar la prueba de manera satisfactoria, de acuerdo al 
protocolo aprobado. Los resultados serán presentados para aprobación de la Secretaría. 

3.2. Condición de la embarcación 

3.2.1. La embarcación deberá estar completada al menos al 98% al momento de la prueba de estabilidad. 

3.2.2. Materiales no pertenecientes a la embarcación, tripulación y personal que no intervenga 
directamente con la prueba de inclinación, deben desembarcarse antes del inicio de la prueba. 

3.2.3. Los tanques deben estar vacíos, limpios o completamente llenos sin bolsas de aire, y las sentinas 
completamente secas. A juicio de la autoridad, se admitirán tanques parcialmente llenos. La densidad del 
fluido, el volumen del mismo y la geometría del tanque deben ser tales, que el efecto de superficie libre pueda 
ser determinado con exactitud. 

3.2.4. La embarcación debe estar en un área de abrigo, libre de fuerzas externas, tales como el 
movimiento del paso de otras embarcaciones o similares. La profundidad del agua debe de ser medida y 
registrada en tantos lugares como sea necesario, para confirmar que la embarcación no tendrá en ningún 
momento de la prueba contacto con el fondo. Se deberá registrar con precisión el peso específico del agua. El 
buque deberá quedar amarrado de manera que pueda escorar y oscilar sin restricciones. 

3.2.5. Las rampas, escalas de acceso y objetos móviles deben ser trincadas en condiciones de 
navegación, o ser retiradas preferentemente. 

3.2.6. Los registros de los tanques vacíos deben estar abiertos. 

3.2.7. La embarcación debe estar adrizada, con los pesos de prueba en su posición inicial, puede tolerarse 
una escora de hasta medio grado, el asiento deberá ser de menos del 1% de la eslora entre perpendiculares, 
a menos que sea una condición de diseño para el desplazamiento en rosca. 

3.2.8. La masa total utilizada deberá ser suficiente para conseguir una inclinación a cada banda de un 
grado como mínimo y cuatro grados como máximo. Los pesos para escora deben ser compactos y tener una 
forma geométrica que permita determinar con precisión la posición de su centro de gravedad, cada peso debe 
de estar marcado con su masa y su número de identificación. Los pesos de prueba deberán ser certificados 
previos a la prueba o presentar su certificación reciente. 

3.2.9. Podrá permitirse el trasiego de agua de lastre cuando sea imposible realizar la prueba de estabilidad 
utilizando pesos sólidos previo a la autorización de la Secretaría. 

3.2.10. Los péndulos deben estar colocados en áreas protegidas del viento, preferentemente en la línea de 
crujía. Se recomienda utilizar tres péndulos, y en todo caso dos como mínimo, para poder identificar las 
lecturas erróneas de cualquiera de ellos. 

3.3. Planos, equipos y documentación necesaria 

3.3.1. La persona a cargo de la prueba de inclinación debe tener disponible los siguientes planos 
aprobados u homologados por la Secretaría: 

I. Plano de líneas de formas; 

II. Curva de formas (curvas o tablas hidrostáticas); 

III. Plano de distribución general (perfil exterior y cubiertas); 

IV. Plano de capacidades en el que se indiquen la capacidad y las posiciones vertical y longitudinal de 
los centros de gravedad. Cuando se utilice el peso del agua de lastre para conseguir la inclinación, 
se conocerán las posiciones transversal y vertical de los centros de gravedad de los tanques 
correspondientes para cada ángulo de inclinación. El uso de agua de lastre estará sujeto a la 
aprobación de la Secretaría; 

V. Tabla de sondas y aforos; 

VI. Plano de las marcas de calado. 
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3.3.2. Además del equipo necesario, tales como pesos escorantes, péndulos, bote pequeño y similares. 
Los siguientes son necesarios y deben proporcionarse al conductor de la prueba: 

I. Lápices para marcar las deflexiones de los péndulos; 

II. Reglas para medir las deflexiones de los péndulos (las reglas deben estar subdivididas 
adecuadamente para lograr la deseada exactitud); 

III. Gises para marcar las posiciones de los pesos escorantes; 

IV. Una cinta de suficiente longitud para medir los movimientos de los pesos y las diferentes posiciones 
de los objetos a bordo; 

V. Una cinta de suficiente longitud para sondear los tanques y tomar la lectura de francobordo; 

VI. Uno o más hidrómetros con rango suficiente de cobertura de 0.999 a 1.030 de gravedad específica 
del agua en la cual la embarcación está flotando; 

VII. Otro hidrómetro para medir la densidad relativa de algún otro líquido a bordo; 

VIII. Papel milimétrico para graficar los momentos escorantes contra tangentes obtenidas, en su caso 
programa de dibujo en computadora adecuado para efectuar la gráfica; 

IX. Una regla recta para trazar la línea de flotación en el plano de líneas; 

X. Un cuaderno para registrar datos; 

XI. Certificados de la existencia de suficiente oxígeno y la ausencia de gases letales en los tanques y 
otros espacios cerrados tales como: cofferdam y espacios vacíos como lo establece la NOM-033-
STPS-2015: Condiciones de seguridad para realizar trabajos en espacios confinados, o la que la 
sustituya.; 

XII. Tinas; 

XIII. Medios de comunicación; 

XIV. Cuerdas para los péndulos de un solo filamento; 

XV. Plomadas; 

XVI. Arandelas; 

XVII. Clinómetros, y 

XVIII. Medios de fijación del péndulo. 

3.4. Pesos para la escora 

3.4.1. Los pesos, hechos de materiales tales como concreto poroso, que pueden absorber humedad, 
deben ser usados sólo si son pesados justo en el momento previo a la prueba de inclinación o, si son 
presentados los certificados recientes de los pesos. Cada peso debe estar marcado con un número y su peso 
correspondiente. Para embarcaciones menores, tambos completamente llenos con agua pueden ser usados. 
Los tambos normalmente deben ser llenados y tapados para permitir el adecuado control del peso. En tales 
casos, el peso de los tambos debe ser verificado en la presencia del representante de la autoridad marítima, 
usando una escala recientemente calibrada. 

3.4.2. Escorar la embarcación por transferencia de líquidos debe ser sólo adoptado cuando las 
embarcaciones son muy grandes con altos GM’s, que hacen impracticable la transferencia de pesos. 

3.4.3. Se deben tomar precauciones para asegurar que las cubiertas no están sobrecargadas durante los 
movimientos de los pesos. Si la resistencia de la cubierta es cuestionable, entonces un análisis estructural 
debe ser llevado a cabo para determinar si existen cuadernas que puedan soportar el peso. 

3.4.4. Generalmente, los pesos para la prueba deben ser colocados tan cerca de la borda como sea 
posible, en la cubierta superior. Los pesos para la prueba deben estar a bordo y en su posición inicial, previo a 
la hora programada de la prueba de estabilidad. 

3.4.5. Cuando se demuestre la imposibilidad de utilizar pesos sólidos para conseguir el movimiento de 
inclinación, podrá permitirse el movimiento de agua de lastre como método alternativo, previo a la autorización 
de la Secretaría; los requisitos mínimos para la aceptación son los siguientes: 

A. Los tanques utilizados para la prueba deben ser de mamparos verticales y carecer de palmejares de 
gran tamaño o de otros miembros internos que puedan crear bolsas de aire; 

B. Los tanques deberían de estar alineados transversalmente para mantener el asiento del buque; 
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C. La densidad específica del agua de lastre debe ser medida y registrada; 

D. Las tuberías de los tanques de agua para la inclinación deben estar llenas; 

E. Todas las válvulas de agua de lastre deben ser cerradas antes de la prueba. Un estricto control de las 
válvulas debe ser mantenido durante la prueba. Si el agua es transferida a través de múltiples tuberías o cajas 
de válvulas, todas las válvulas a los ramales no usados deben ser cegadas o selladas, para prevenir aperturas 
durante la prueba; 

F. Todos los tanques para la inclinación deben ser manualmente sondeados antes y después de  
cada movimiento; 

G. Para cada movimiento deberán calcularse los centros de gravedad vertical, longitudinal y transversal, y 

H. Se deberá proporcionar tablas precisas de sondeo/altura del espacio vacío. 

3.4.6. Debe determinarse el ángulo de escora inicial del buque antes de la inclinación para obtener valores 
precisos por lo que respecta a los volúmenes y a las posiciones transversal y vertical del centro de gravedad 
de los tanques utilizados en la prueba para cada ángulo de escora. Para determinar el ángulo de escora inicial 
deben utilizarse las marcas de calado a media eslora (a babor y a estribor). 

3.5. Dispositivos para medir la inclinación 

3.5.1. Péndulos. 

3.5.1.1. Los péndulos deben ser de longitud suficiente para dar una medida de deflexión a cada lado de la 
posición de equilibrio de al menos 15 centímetros, generalmente, esto requiere una longitud de péndulo de 4 a 
6 metros. Normalmente, cuanto más largo sea el péndulo, mayor será la precisión de los resultados; no 
obstante, si en un buque con reacciones a la escora muy vivas se utilizan péndulos excesivamente largos, es 
posible que éstos oscilan con demasiada amplitud por lo que la lectura de su deflexión sería más difícil de 
precisar. En los buques de gran tamaño con un valor de GM alto, pueden ser necesarios péndulos de longitud 
mayor que la recomendada anteriormente a fin de obtener la deflexión mínima. En la mayoría de los casos, 
suele ser conveniente que la cubeta (tina) representada en la Figura 1, se llene con aceite de alta viscosidad. 
Así mismo, que los péndulos sean de longitud diferente para evitar la posibilidad de que exista colusión entre 
las personas que toman las lecturas en los diferentes puestos. 

 

 

Figura 1  
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3.5.1.2. En embarcaciones menores donde no hay suficiente altura sobre cabeza para colgar los péndulos, 
la deflexión mínima de los 15 cm puede ser obtenida por incremento de los pesos de prueba, de forma tal que 
se incremente la escora. En la mayoría de las embarcaciones la inclinación típica es entre uno y cuatro 
grados. 

3.5.1.3. La cuerda del péndulo debe ser de cuerda de piano o de otro material, de un solo filamento. La 
conexión del tope del péndulo debe permitir la rotación irrestricta del punto del pivote. Un ejemplo es el de una 
arandela a la que se fija la cuerda del péndulo y se sostiene de un clavo. 

3.5.1.4. Un recipiente con líquido, debe ser provisto para amortiguar las oscilaciones del péndulo después 
de cada movimiento del peso. Debe ser suficientemente profunda para prevenir que la plomada del péndulo 
toque el fondo. El uso de una plomada alada al final de la cuerda del péndulo puede ayudar a amortiguar las 
oscilaciones del péndulo en el líquido. 

3.5.1.5. Las reglas deben ser lisas, suficientemente rígidas y deben estar fijadas en su posición, de forma 
tal que un contacto inadvertido no pueda causar su movimiento. Las reglas deben estar alineadas cerca de la 
cuerda del péndulo, pero no en contacto con él. 

3.5.1.6. Es recomendado que clinómetros u otros aparatos de medición sólo sean usados con al menos un 
péndulo. La Secretaría podrá aprobar un medio distinto cuando considere que lo anterior no es factible. 

3.5.2. Tubo en forma de U 

3.5.2.1. Cuando es usado un tubo en forma de "u" lo siguiente debe ser complementado: 

I. Los brazos del dispositivo deberían colocarse y fijarse tan cerca del costado como sea posible y en 
posición paralela al plano de crujía del buque. La distancia entre los brazos debería medirse 
perpendicularmente al plano de crujía. En la medida de lo posible, los brazos deberían estar en 
posición vertical; 

II. Deberá tomarse disposiciones para registrar todas las lecturas en ambos brazos. A fin de facilitar la 
lectura y la detección de bolsas de aire, podría utilizarse, en toda la longitud del dispositivo, tubo o 
manguera de plástico transparente. El tubo en U deberá someterse a una prueba de presión antes 
de realizar la prueba de estabilidad, a fin de asegurar que es estanco al agua; 

III. La distancia longitudinal entre extremos debe ser suficiente para obtener una diferencia de nivel de 
al menos 15 centímetros entre la posición de equilibrio y la de la máxima inclinación a cada banda; 

IV. El líquido utilizado en el tubo será agua o líquido de baja viscosidad; 

V. El tubo no debería contener bolsas de aire, y 

VI. Cuando se utilice un tubo en U como dispositivo de medición, se deberá tener en cuenta las 
condiciones meteorológicas. 

3.5.3. Inclinómetros 

3.5.3.1. El uso de inclinómetros, debe estar sujeto, como mínimo, a las siguientes recomendaciones: 

A. La precisión deberá ser equivalente a la de un péndulo, pero no menor que +/- 0.01 grados con una 
exactitud de +/- 0.05 grados, debiéndose anexar la evidencia de la certificación de fábrica o actualización 
correspondiente; 

B. La sensibilidad del inclinómetro deberá ser tal que el ángulo de escora no constante del buque se 
pueda registrar durante toda la medición; 

C. El periodo de registro deberá ser suficiente para medir con exactitud la inclinación. La capacidad de 
registro debe ser suficiente, en general, para la totalidad de la prueba; 

D. El instrumento deberá poder trazar o imprimir en papel los ángulos de inclinación registrados; 

E. El instrumento deberá tener un rendimiento lineal con respecto a la gama prevista de ángulos de 
inclinación; 

F. El instrumento deberá ir acompañado de las instrucciones del fabricante, en las que se incluirán los 
pormenores de la calibración, el modo de empleo, entre otros, y 

G. Durante la prueba de estabilidad se deberá poder demostrar el rendimiento prescrito de manera 
satisfactoria a juicio de la administración. 
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4. Desarrollo de la prueba 

4.1. Especificaciones 

Para llevar a cabo la prueba de inclinación es necesario efectuar la lectura de calados y francobordos 
previamente. Sin embargo, si por causas de fuerza mayor o imprevistos se hace necesario cambiar el orden 
de la prueba a solicitud del conductor, se debe notificar al representante de la autoridad marítima para que, 
con su anuencia, si así lo considera pertinente autorice el cambio de orden, en la inteligencia que dicha 
prueba debe quedar sujeta al resultado de la inspección. 

4.2. Recorrido inicial e inspección 

4.2.1. El conductor de la prueba y el representante de la autoridad marítima deben llegar a bordo con 
suficiente anticipación de la hora programada del inicio de la prueba, con la finalidad de llevar a cabo en forma 
conjunta el reconocimiento. Para la seguridad del personal que conduce el recorrido y para implementar la 
documentación de los pesos inspeccionados y detectar deficiencias, por lo menos dos personas deben de 
hacer el recorrido inicial. La revisión incluye que: todos los compartimentos estén abiertos, limpios y secos; los 
tanques estén bien ventilados y libres de gases; los elementos movibles o suspendidos ser trincados y su 
posición documentada; los péndulos están en su lugar; los pesos escorantes certificados, planos, equipo y 
documentación estén disponibles antes de iniciar la prueba de inclinación. El conductor de la prueba de 
inclinación debe considerar los siguientes puntos: 

4.2.1.1. Las condiciones del tiempo deben ser como máximo de la escala Beaufort 2. La combinación 
adversa del efecto del viento, las corrientes y el oleaje en el lugar de la prueba pueden ocasionar o invalidar la 
prueba debido a lo siguiente: 

A. Imposibilidad de precisión en la lectura y registro de los francobordos y calados; 

B. Oscilaciones mayores de 4° o deflexiones irregulares de los péndulos, y 

C. Variaciones por sobreimposición de momentos escorantes inevitables. En algunos casos, a menos que 
las condiciones puedan ser suficientemente mejoradas al mover la embarcación a un mejor lugar, puede ser 
necesario regresar o posponer la prueba. Cualquier cantidad de agua de lluvia debe ser retirada de la 
embarcación antes de la prueba. Si las condiciones del mal tiempo son conocidas con suficiente anticipación y 
el pronóstico no menciona mejoría, el representante de la autoridad marítima debe ser avisado y el conductor 
programar una nueva fecha. 

4.2.2. Se debe hacer un recorrido de observación a la embarcación para asegurar que está completa para 
la conducción de la prueba y que todo el equipo esté en su lugar. 

4.2.3. Entrar en todos los tanques después de que se determine que están bien ventilados y libres de 
gases para asegurar que estén secos y libres de residuos. Constatar que cualquier tanque esté totalmente 
lleno sin bolsas de aire. La cantidad de líquidos prevista durante la prueba debe incluirse en el procedimiento 
sujeto a aprobación por la Secretaría. 

4.2.4. Hacer una revisión total, para identificar todos los objetos, los cuales es necesario sean agregados, 
removidos o reubicados para llevar la embarcación a la condición de desplazamiento en rosca. Cada uno de 
los objetos deben ser identificados por su peso, posición vertical, longitudinal y transversal de su centro de 
gravedad. Los pesos para escora, tinas, cualquier equipo temporal, las personas a bordo durante la prueba y 
los líquidos contenidos en los tanques deben ser los pesos por deducir para obtener la condición del 
desplazamiento en rosca. Los tanques deben ser sondeados y sus sondas registradas, así como sus 
dimensiones. 

4.2.5. Es admisible que el peso de algunos objetos a bordo o que deban ser agregados, puedan ser 
estimados. Si es necesario, es favorable para la embarcación estar del lado seguro cuando se estima, por lo 
tanto, las siguientes reglas deben ser seguidas: 

A. Cuando se estiman pesos a ser agregados: 

I. Estimar alto, para objetos a ser agregados en las partes altas de la embarcación. 

II. Estimar bajo, para objetos a ser agregados en las partes bajas de la embarcación. 

B. Cuando se estiman pesos a ser removidos: 

I. Estimar por defectos los elementos que vayan a retirarse de un lugar bajo del buque. 

II. Estimar por exceso los elementos que vayan a retirarse de un lugar bajo del buque. 
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C. Cuando se estiman pesos a ser reubicados: 

I. Estimar por exceso los elementos que vayan a retirarse de un lugar bajo del buque. 

II. Estimar por defecto los elementos que vayan a desplazarse hacia un lugar más bajo del buque. 

4.3. Lectura de calados y francobordos 

4.3.1. Las lecturas de calados y francobordos son tomadas para establecer la posición de la línea de 
flotación y a fin de determinar el desplazamiento de la embarcación en el momento de la prueba de 
estabilidad. Es recomendable que como mínimo sean tomadas 5 lecturas de francobordo a distancias 
aproximadamente iguales en cada banda de la embarcación, o que todas las marcas de calado (proa, sección 
media y popa) sean leídas en cada banda. Las lecturas de las marcas de calado deben ser tomadas como 
ayuda en la determinación de la línea de flotación definida por las lecturas de francobordos, o para verificar la 
posición vertical de las marcas de calado, donde su posición puede no estar confirmada. La ubicación de cada 
una de las lecturas de francobordos debe estar claramente marcada. La localización longitudinal a lo largo de 
la eslora de la embarcación debe ser exactamente determinada y registrada, ya que el puntal (trazado) de 
cada punto debe ser obtenido del plano de líneas de forma. En todas las lecturas de francobordo deberá 
adjuntarse una anotación que aclare si en la medición se ha incluido la brazola y la altura de esta. 

4.3.2. Las lecturas de francobordos y calados deben efectuarse inmediatamente antes o después de la 
prueba de estabilidad. Los pesos para escora deben estar a bordo y en su lugar, y todo el personal necesario 
para la prueba debe estar en su posición durante estas lecturas. Si las lecturas son hechas después de la 
prueba, la embarcación debe mantenerse en la misma condición (como durante la prueba). En embarcaciones 
menores puede ser necesario compensar los efectos de escora causados por las personas que miden a los 
francobordos. Cuando sea factible, las lecturas deben ser tomadas desde un bote pequeño. 

4.3.3. Un bote pequeño debe estar disponible para ayudar a tomar la lectura de francobordos y marcas de 
calados. Este debe tener un francobordo bajo para permitir la exacta precisión de las lecturas. 

4.3.4. La densidad relativa del agua de flotación debe ser determinada en el momento de la prueba. Al 
menos tres muestras deben ser tomadas y promediadas (en la superficie, a mitad del calado y a profundidad 
del calado de la embarcación). Las densidades relativas de las muestras deben ser leídas y registradas. Para 
embarcaciones mayores de 24 metros de eslora, es recomendable que las muestras de agua sean tomadas a 
ambas bandas a proa, sección media y a popa y las lecturas promediadas. La temperatura del agua debe ser 
tomada y la lectura de la densidad relativa corregida en el caso de existir diferencias mayores a 1 grado 
centígrado, con la temperatura de calibración del densímetro. 

4.3.5. Una lectura de la marca de calado puede sustituir a una lectura dada de francobordo en esa 
posición longitudinal si la altura y la posición de la marca han sido verificadas cuando la embarcación estuvo 
en seco. 

4.3.6. Las dimensiones que figuran en el plano de formas de un buque son generalmente de trazado. En el 
caso del puntal, la distancia se mide desde el interior del forro del fondo hasta el interior de las chapas de 
cubierta. Al trazar la flotación del buque en el plano de formas habrá que convertir las lecturas de francobordo 
en calados de trazado. De igual modo, antes de trazar las lecturas de las marcas de calado habrá que 
convertir los valores tomados fuera de forros (hasta la cara inferior de la quilla) en valores de trazado (hasta la 
cara superior de la quilla). Habrá que resolver toda discrepancia entre las lecturas de francobordo y las de 
calado. 

4.3.7. El calado medio (lecturas promedio de babor y estribor) es calculado para cada posición donde las 
lecturas de calado y francobordo son tomadas y representadas en el plano de líneas de la embarcación o en 
el perfil exterior para asegurar que todas las lecturas son congruentes y que juntas definan la correcta línea de 
flotación. El resultado de la gráfica debe ser una línea recta o una línea de flotación que en todo caso es 
arrufada o quebrantada. Si las lecturas tomadas son incongruentes, los calados y francobordos deben ser 
retomados. 

4.4. Desarrollo de la Prueba de Estabilidad 

4.4.1. Previo al movimiento de algún peso de escora lo siguiente debe ser comprobado: 

A. La distribución y condición de las amarras deben ser revisadas para asegurar que la embarcación flota 
con libertad, esto debe realizarse previo a las lecturas de los péndulos; 
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B. Los péndulos deben ser medidos y sus longitudes registradas. Estos deben ser alineados antes que 
sea escorada la embarcación, la cuerda debe estar bastante cerca de la regla para tener exactitud de las 
lecturas, pero no tener contacto con ella; 

C. Todas las posiciones donde vayan a estar ubicados los pesos durante los diferentes movimientos 
deberán estar marcadas sobre la cubierta siempre que sea posible. esto puede hacerse trazando el contorno 
de los pesos sobre la cubierta; 

D. Los arreglos para la comunicación del personal a distancia entre el personal de la prueba deben ser 
adecuados, y 

E. El personal que interviene en la prueba debe estar en su posición asignada. 

4.4.2. En el transcurso de la prueba se deberán ir trazando las lecturas para asegurarse de que se 
obtienen datos aceptables. Generalmente, la abscisa del gráfico es el momento escorante W(x) (peso 
multiplicado por distancia x) y la ordenada es la tangente del ángulo de escora (deflexión del péndulo dividida 
por su longitud). La línea resultante no tiene que pasar necesariamente por el origen o por ningún otro punto 
en particular, ya que ningún punto es más significativo que cualquier otro. Para trazar la línea recta se realiza 
a menudo un análisis de regresión lineal. Los movimientos de pesos que se indican en la Figura 2 ofrecen una 
buena dispersión de puntos en el gráfico resultante. 

 

 

Figura 2  

4.4.3. El trazado de todas las lecturas de cada uno de los péndulos durante la prueba de estabilidad facilita 
la detección de mediciones erróneas. Dado que W(x)/tan Φ debería ser constante, la línea trazada deberá ser 
recta. Si ése no es el caso, es muy posible que el buque esté sometido a otros momentos durante la prueba. 
Dichos momentos deberán ser identificados, y habrá que corregir la causa y repetir los movimientos hasta 
lograr una línea recta. La Figura 3 ilustra ejemplos de cómo detectar algunos de dichos momentos durante la 
prueba y ofrecen la solución recomendada en cada caso. Por sencillez, en los gráficos sólo se muestra el 
promedio de las lecturas. 
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Figura 3 Detección de mediciones erróneas 

 

4.4.4. Una vez que todo esté listo para la prueba, la posición cero del péndulo debe ser obtenida y 

marcada en la regla. El resto de la prueba conducirla tan rápido como sea posible, mientras se mantenga la 

exactitud y el procedimiento, a fin de minimizar la posibilidad de un cambio en las condiciones durante  

la prueba. 

4.4.5. Previo a cada lectura del péndulo, cada estación de péndulo debe reportar a la estación control 

cuando el péndulo ha parado la oscilación. Entonces, la estación control debe dar aviso de "ATENCION" y la 

orden "MARCA". Cuando "MARCA" se anota la lectura correspondiente. Si el cable está oscilando ligeramente 

el centro de la oscilación debe tomarse como la marca. Si alguno de los que observan las lecturas de los 

péndulos piensa que alguna no es correcta, debe dar aviso a la estación control y el punto debe ser retomado 

para todas las estaciones del péndulo. Hacer lo mismo si la estación control sospecha de la exactitud de las 

lecturas. Esto debe ser repetido para todas las estaciones de los péndulos, lo siguiente a la marca en la regla 

debe ser anotado el número de peso movido, tal como cero para la posición inicial y la 1 a 7 para los 

movimientos de los pesos, se debe escorar la embarcación 3 veces como mínimo a cada banda. 
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4.4.6. Cada movimiento de peso debe ser hecho en la misma dirección, normalmente en sentido 

transversal, para no cambiar el asiento de la embarcación. Después de cada movimiento de los pesos, la 

distancia del peso que fue movido (centro a centro) debe ser medido y el momento escorante calculado; 

multiplicando la distancia por la cantidad del peso movido. La tangente es calculada para cada péndulo 

dividiendo la deflexión entre la longitud del péndulo. Las tangentes resultantes son trazadas en la gráfica. A 

condición de que haya una buena concordancia entre los péndulos con respecto al valor de la tangente, el 

promedio de las lecturas de los péndulos puede ser representada, en lugar de trazar cada una de las lecturas. 

Revisar todos los tanques y los espacios vacíos, remover líquidos y rehacer todos los movimientos de pesos y 

revisar lecturas de francobordos y calados. La embarcación está tocando fondo o está restringida por las 

líneas de amarre. Revisar sondas del agua y líneas de amarre, rehacer los movimientos de pesos 2 y 3. 

Viento constante desde la banda de babor después de haber tomado la posición cero. Gráfica aceptable. 

Ráfaga de viento desde la banda de babor. Rehacer los puntos 1 y 5. 

5. Información para el Acta y el Reporte de la Prueba de Estabilidad 

5.1. El acta de la prueba de estabilidad deberá de ser como se establece en el Apéndice A (Normativo). 

5.2. La información que deberá de contar el reporte de la prueba de estabilidad es: 

I. Información general de la embarcación; 

II. Datos sobre los pesos de prueba; 

III. Condiciones meteorológicas; 

IV. Densidad del Agua; 

V. Fecha, hora y lugar; 

VI. Francobordos; 

VII. Calados; 

VIII. Tablas con sondas de los tanques, en caso de que éstos no se encuentren completamente vacíos; 

IX. Tabla de pesos por deducir; 

X. Tabla de pesos por agregar; 

XI. Tablas de pesos por reubicar; 

XII. Tablas con los datos de los movimientos realizados: dirección, peso, distancia, deflexión, y 

XIII. Resultados obtenidos: peso en rosca, posición del centro de gravedad y altura metacéntrica. 

6. Frecuencia de la prueba 

6.1. Cuando se haya realizado cualquier modificación significativa a la embarcación como se define en 

2.17, o cuando sea requerido por la autoridad marítima como resultado del reconocimiento del peso en rosca. 

7. Procedimiento de Evaluación de la Conformidad 

7.1. La Evaluación de la Conformidad será de observancia obligatoria y se realizará por conducto de la 

Unidad de Capitanías de Puerto y Asuntos Marítimos y de la Dirección General Adjunta de Protección y 

Certificación Marítima, a través de los OSSM. 

7.2. El proceso de evaluación se determinará mediante dos fases; la primera de manera documental, a 

protocolo de la prueba de estabilidad aprobada por la Autoridad Marítima (prestando el oficio de aprobación 

expedido por la autoridad competente), la cual debe cumplir con las disposiciones establecidas en la presente 

norma, mientras que la segunda fase deberá ser comprobada por medio del OSSM, en forma ocular de modo 

que pueda constar que se ha llevado a cabo la prueba de acuerdo a lo establecido en el protocolo aprobado, 

de modo que el sujeto obligado pueda obtener la conformidad para esta Norma Oficial Mexicana de 

Emergencia 

7.3. El plazo máximo de respuesta con que contará la Unidad de Capitanías de Puerto y Asuntos 

Marítimos, para resolver sobre lo solicitado, será de treinta días hábiles a partir de la fecha de solicitud. 
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8. Verificación y Vigilancia 

8.1. La verificación de la presente Norma Oficial Mexicana de Emergencia se llevará a cabo por la 
Secretaría en el momento en que ésta lo considere pertinente, conforme a lo establecido en el Procedimiento 
de Evaluación de la Conformidad de este proyecto de Norma Oficial Mexicana. 

8.2. La dependencia encargada de la vigilancia de lo dispuesto en la presente Norma Oficial Mexicana de 
Emergencia es la Secretaría, conforme a sus respectivas atribuciones. 

9. Referencias a estándares para su implementación 

9.1. Esta Norma Oficial Mexicana de Emergencia hace referencia a los estándares siguientes para su 
implementación o a los que los sustituyan: 

9.1.1. NOM-008-SCFI-1993, Sistema General de Unidades de Medida, Sistema Internacional (SI) de 
Unidades de Medida. 

9.1.2. NOM-33-STPS-2015, Condiciones de Seguridad para Realizar Trabajos en Espacios Confinados. 

9.1.3. Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar, 1974 (Convenio SOLAS 
1974, enmendado). 

9.1.4. Código Internacional Sin Avería 2008 (EDICIÓN 2002, resolución A.749(18) enmendada mediante la 
resolución MSC.75(69) 

10. Normas Internacionales y su concordancia 

Esta Norma Oficial Mexicana de Emergencia no coincide con alguna Norma Internacional, por no existir 
esta última al momento de su elaboración. 
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ISO 80000-1, Magnitudes y Unidades. Ginebra : ISO, 2009. 

United States Coast Guard. 1991. Guidelines for Conducting Stability Test. Navigation and Vesseel 
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Apéndices 

Apéndice A 

(Normativo) 

Siendo las __________ horas del día ___________ de __________________ del año _________, dio 

inicio la prueba de estabilidad de la embarcación denominada ______________________________ con 

número de (matrícula o casco) ______________________________, en presencia de 

_________________________________ en su calidad de (Armador/ Representante legal/ Capitán), el 

C._______________________________________________ Oficial de Supervisión de Seguridad Marítima y 

el C. _______________________________________ responsable de efectuar la prueba. 

Dicha prueba se llevó a cabo, bajo las condiciones abajo citadas y obteniendo los siguientes resultados: 

Péndulos Ubicación Longitud Pesos Toneladas 

1   1  

2   2  

3   3  

 

Estando la embarcación en las condiciones siguientes: 

Calado Proa: _____________________________; Calado de Popa: _____________________________; 

Sección media: _____________________________. 

Francobordo Popa: __________________________________; Proa: ____________________________; 

Sección media: ____________________________________, con las condiciones meteorológicas 

siguientes: ____________________________________________________________________________ 

____________________________________________________________________________. 

Derivado de los movimientos escorantes realizados, se obtuvieron los siguientes resultados*: 

Momentos BR Tangentes Momentos ER Tangentes 

    

    

    

    

*Se deberán de representar en la gráfica momentos-tangentes. 

Siendo las _______ horas. se da por concluida la prueba de estabilidad, firmando al calce todos los 

involucrados en dicha prueba, dando fe de que los resultados obtenidos son concordantes con la norma 

aplicable. 

TRANSITORIO 

ÚNICO. Esta Norma Oficial Mexicana de Emergencia entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 

el Diario Oficial de la Federación. 

Ciudad de México, a 18 de septiembre de 2023.- Titular de la Subsecretaría de Marina y Presidente del 

Comité Consultivo Nacional de Normalización de la Secretaría de Marina, José Luis Arellano Ruiz.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
CUARTA Resolución de Modificaciones a las Reglas Generales de Comercio Exterior para 2023 y su Anexo 21. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Servicio de Administración Tributaria. 

CUARTA RESOLUCIÓN DE MODIFICACIONES A LAS REGLAS GENERALES DE COMERCIO 
EXTERIOR PARA 2023 Y ANEXOS 1, 2, 10, 17, 20, 21, 22 y 28 

El Servicio de Administración Tributaria, con fundamento en los artículos 1o., 2o., fracción VII y 144 de la 
Ley Aduanera; 33, fracción I, inciso g) del Código Fiscal de la Federación; 16 y 31 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal; 14, fracción III de la Ley del Servicio de Administración Tributaria, y 8 del 
Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, resuelve: 

PRIMERO. Se reforman las reglas 3.1.11.; 3.7.7.; 4.6.17., segundo párrafo; 7.2.1., primer párrafo, fracción 
X y 7.2.3., séptimo párrafo y se derogan las reglas 1.3.3., primer párrafo, fracción XLII y 7.1.6., séptimo 
párrafo, fracción I de las RGCE para 2023, para quedar de la siguiente manera: 

 “Causales de suspensión en los padrones 

1.3.3. ... 

I. a XLI. ... 

XLII. Se deroga. 

XLIII. a XLVI. ... 

 ... 

 ... 

 ... 

 ... 

 Ley 2, 36-A, 37-A, 59, 59-A, 86-A, 119, 119-A, 144, 158, 176, 177, 179, 182, LFPIORPI 17, 
CPF 193, CFF 10, 17-K, 27, 29, 42, 69, 69-B, 134, Reglamento del CFF 29, Decreto de 
vehículos usados 9, Decreto IMMEX 7, 24, 27, LIGIE 1, Capítulos 50 al 64 y 74, Reglamento 
39, 84, 87, 177, RGCE 1.1.4., 1.2.1., 1.2.2., 1.3.2., 1.3.4., 1.3.7., 2.4.4., 3.1.20., 3.1.25., 
4.5.9., 7.1.2., 7.1.3., 7.2.1., 7.4.1., 7.4.3., Anexos 1, 2, 10 y 30, RMF Anexo 11 

 Aplicación de identificadores para introducción de mercancías bajo trato arancelario 
preferencial 

3.1.11. Para los efectos del artículo 36 de la Ley, quienes introduzcan mercancías al territorio 
nacional destinándolas a cualquier régimen aduanero, bajo trato arancelario preferencial, de 
conformidad con los acuerdos y tratados de libre comercio de los que el Estado mexicano 
sea Parte y se encuentren en vigor, utilizando las claves de los identificadores AL y TL, del 
apéndice 8 del Anexo 22, deberán asentar las claves del identificador PO y EO, del mismo 
apéndice, excepto en las siguientes operaciones: 

I. a III. ... 

 Ley 36, LIGIE 1, Capítulo 98, RGCE Anexo 22 

 Juntas técnicas consultivas de clasificación arancelaria 

3.7.7. Para los efectos de los artículos 2, fracción XV, 43, 45, 47, 150 y 152 de la Ley se estará a 
lo siguiente: 

I. Cuando se trate de mercancía por la cual exista duda razonable en lo relativo a la 
clasificación arancelaria y, en su caso, el NICO que será declarado en el 
pedimento, que no se trate de mercancía de difícil identificación que requiera 
análisis por parte de la DGJA, ni se haya presentado consulta a la autoridad 
aduanera en términos del artículo 47 de la Ley para determinar su correcta 
clasificación arancelaria, el agente aduanal, agencia aduanal, apoderado aduanal, 
el importador o exportador, podrá solicitar mediante escrito libre, a la autoridad 
aduanera la celebración de una junta técnica consultiva de clasificación arancelaria 
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y, en su caso, del NICO previa al despacho de la mercancía, con el objeto de que 
se presenten los elementos e información técnica que permitan su plena 
identificación, para determinar la clasificación arancelaria y, en su caso, el NICO 
que corresponda a las mercancías susceptibles de presentarse a despacho. 

 La autoridad aduanera deberá fijar la fecha de celebración de la junta técnica 
consultiva en un plazo que no excederá de dos días a partir de la fecha de la 
recepción de la solicitud y la misma se celebrará dentro de los cinco días 
posteriores a la recepción de la solicitud. 

II. Cuando con motivo del reconocimiento aduanero la autoridad aduanera determine 
una clasificación arancelaria y, en su caso, un NICO diferente a los que el agente 
aduanal, agencia aduanal, apoderado aduanal, el importador o exportador, declaró 
en el pedimento, que no se trate de mercancía de difícil identificación que requiera 
análisis por parte de la DGJA, ni se haya presentado consulta a la autoridad 
aduanera en términos del artículo 47 de la Ley, el agente aduanal, agencia aduanal 
o apoderado aduanal, el importador o exportador, podrán solicitar mediante escrito 
libre, dentro del plazo de los diez días a que se refieren los artículos 150, quinto 
párrafo y 152, quinto párrafo de la Ley, la celebración de una junta técnica 
consultiva de clasificación arancelaria y, en su caso, de determinación del NICO, 
en la que se proporcionen los elementos e información técnica que se utilizaron 
para la clasificación arancelaria de la mercancía. 

 La autoridad aduanera correspondiente celebrará la junta técnica consultiva dentro 
de los tres días siguientes a la presentación de la solicitud correspondiente. 

 En el caso de que, como resultado de la junta técnica consultiva, se acuerde que la 
clasificación arancelaria y, en su caso, el NICO declarado por el agente aduanal, agencia 
aduanal, apoderado aduanal, importador o exportador, es correcta, la autoridad aduanera 
emitirá la resolución definitiva a favor del interesado y, en su caso, acordará el 
levantamiento del embargo y la entrega inmediata de las mercancías, dejando sin efectos el 
mismo. En caso contrario, el procedimiento continuará su curso legal. 

 Lo señalado en la presente regla no constituye instancia. 

 Ley 2, 40, 41, 43, 45, 47, 150, 152, RGCE 1.2.2. 

 Plazos máximos para el tránsito interno (Anexo 15) 

4.6.17. ... 

 Tratándose del tránsito interno de mercancías de las aduanas del Aeropuerto Internacional 
de la Ciudad de México, de Cancún, de Guadalajara, de Lázaro Cárdenas, de Manzanillo, 
de Monterrey, de Nuevo Laredo, de Querétaro, de Toluca, de Tijuana y de Veracruz con 
destino a la Aduana del Aeropuerto Internacional Felipe Ángeles y viceversa, el plazo 
máximo de traslado será de cinco días naturales. 

 ... 

 Ley 128, RGCE Anexo 15 

 Plazos para la emisión de Resoluciones del Registro en el Esquema de Certificación 
de Empresas y vigencia del Registro 

7.1.6. ... 

 ... 

 ... 

 ... 

 ... 

 ... 

 ... 



20 DIARIO OFICIAL Lunes 30 de octubre de 2023 

I. Se deroga. 

II. ... 

 ... 

 ... 

 Ley 9-A, 9-B, CFF 38, 134, RGCE 1.2.1., 7.1.2., 7.1.3., 7.1.4., 7.1.5., 7.1.7., 7.1.8., 7.1.10., 
7.2.1., 7.2.3., Anexo 1 

 Obligaciones en el Registro en el Esquema de Certificación de Empresas 

7.2.1. ... 

I. a IX. ... 

X. Las empresas que cuenten con el Registro en el Esquema de Certificación de 
Empresas en las modalidades de Comercializadora e Importadora, Operador 
Económico Autorizado y/o Socio Comercial Certificado, en cualquiera de sus 
rubros, cuya vigencia sea de dos años, deberán realizar el pago anual de derechos 
establecido en el artículo 40, inciso m) y segundo párrafo de la LFD, a través del 
esquema electrónico e5cinco, al cumplirse el año de que se emita la resolución por 
la que se autorice su registro y presentarlo ante la AGACE dentro de los quince 
días siguientes, mediante escrito libre. 

 ... 

 ... 

 ... 

 ... 

 Ley 100-A, Ley del IVA 28-A, Ley del IEPS 15-A, LFD 4, 40, CFF 4, 27, 32-D, RGCE 1.2.1., 
1.2.2., 7.1.2., 7.1.3., 7.1.4., 7.1.5., 7.2.4., 7.2.5., 7.3.1., Anexos 1, 22 y 30, RMF Anexo 19 

 Renovaciones para el Registro en el Esquema de Certificación de Empresas 

7.2.3. ... 

 ... 

 ... 

 ... 

 ... 

 ... 

 Las empresas que cuenten con el Registro en el Esquema de Certificación de Empresas 
bajo la modalidad de IVA e IEPS rubro A, podrán renovar en los rubros AA y AAA, siempre 
que en la solicitud de renovación acrediten el cumplimiento de los requisitos del rubro 
correspondiente, caso en el cual, la autoridad emitirá resolución de conformidad con la regla 
7.1.6. otorgando para cualquiera de los anteriores rubros, una vigencia de un año. 

 ... 

 ... 

 LFD 40, RGCE 1.2.1., 7.1.1., 7.1.2., 7.1.3., 7.1.4., 7.1.5., 7.1.6., 7.2.2., 7.2.4., 7.2.5., Anexos 
1 y 30, RMF Anexo 19” 

SEGUNDO. Se dan a conocer las modificaciones de los siguientes Anexos: 

I.  Segunda Modificación al Anexo 10 de las RGCE para 2022. 

 Para los efectos de esta fracción, se entenderá lo siguiente: 

a) Primera Modificación al Anexo 10, la publicada en el DOF el 28 de noviembre de 2022. 

II.  Segunda Modificación al Anexo 17 de las RGCE para 2022. 

 Para los efectos de esta fracción, se entenderá lo siguiente: 

a) Primera Modificación al Anexo 17, la publicada en el DOF el 28 de noviembre de 2022. 
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III.  Segunda Modificación al Anexo 20 de las RGCE para 2022. 

 Para los efectos de esta fracción, se entenderá lo siguiente: 

a) Primera Modificación al Anexo 20, la publicada en el DOF el 28 de noviembre de 2022. 

IV.  Cuarta Modificación al Anexo 21 de las RGCE para 2022. 

V.  Segunda Modificación al Anexo 28 de las RGCE para 2022. 

 Para los efectos de esta fracción, se entenderá lo siguiente: 

a) Primera Modificación al Anexo 28, la publicada en el DOF el 28 de noviembre de 2022. 

VI. Segunda Modificación a los Anexos 1 y 22 de las RGCE para 2023. 

VII.  Tercera Modificación al Anexo 2 de las RGCE para 2023. 

Transitorios 

Primero.  La presente Resolución entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el DOF.  

Segundo.  Las empresas que a la fecha de la publicación de la presente Resolución tengan vigente su 
Registro en el Esquema de Certificación de Empresas, modalidad de IVA e IEPS, rubros AA 
y AAA, durante la vigencia señalada en el último oficio notificado donde se les concede 
dicho registro, les será aplicable lo establecido en la regla 7.2.1., primer párrafo, fracción X 
de las RGCE para 2023, publicadas en el DOF el 27 de diciembre de 2022. 

Tercero.  Las modificaciones a la regla 3.1.11. y al Anexo 22, apéndice 8, entrarán en vigor el 29 de 
diciembre de 2023. 

Cuarto.  La modificación al Anexo 21 entrará en vigor el 01 de enero de 2024. 

Atentamente. 

Ciudad de México, a 23 de octubre de 2023.- En suplencia por ausencia del Jefe del Servicio de 
Administración Tributaria, con fundamento en el artículo 4, primer párrafo del Reglamento Interior del Servicio 
de Administración Tributaria, firma el Administrador General Jurídico, Lic. Ricardo Carrasco Varona.- 
Rúbrica. 

 

CUARTA MODIFICACIÓN AL ANEXO 21 DE LAS  
REGLAS GENERALES DE COMERCIO EXTERIOR PARA 2022 

Aduanas autorizadas para tramitar el despacho aduanero de determinado tipo de mercancías. 

A. ... 

I. ...  

II. Precursores químicos:  

Fracción 
arancelaria y 
número de 

identificación 
comercial 

Descripción Acotación 

... ... ... 

 

Aduanas: 

1. De Colombia. 3. De Veracruz. 

2. De Manzanillo. 4. Del Aeropuerto Internacional Felipe Ángeles. 

III. a VII.  ...  

B. ... 

Atentamente. 

Ciudad de México, a 23 de octubre de 2023.- En suplencia por ausencia del Jefe del Servicio de 
Administración Tributaria, con fundamento en el artículo 4, primer párrafo del Reglamento Interior del Servicio 
de Administración Tributaria, firma el Administrador General Jurídico, Lic. Ricardo Carrasco Varona.- 
Rúbrica. 
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OFICIO mediante el cual se modifican los términos de la autorización para el establecimiento en territorio 
nacional de MUFG Bank, Ltd., Oficina de Representación en México. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Comisión Nacional Bancaria y de Valores.- Vicepresidencia de Normatividad.- 
Dirección General de Autorizaciones al Sistema Financiero.- Vicepresidencia de Supervisión de Grupos e 
Intermediarios Financieros A.- Dirección General de Supervisión de Grupos e Intermediarios Financieros B.- 
Oficio Núm: 312-1/94399/2023.- Exp: CNBV.3S.3.2,312 (1099). 

Asunto:  Se modifican los términos de la autorización 
para el establecimiento en territorio nacional 
de esa oficina de representación. 

MUFG BANK, LTD., OFICINA DE 
REPRESENTACIÓN EN MÉXICO 
Paseo de la Reforma Núm. 250, piso 11, 
Torre Niza, Col. Juárez, Alc. Cuauhtémoc, 
C.P. 06600, Ciudad de México. 

AT’N.: C. JORGE FERNANDO DEL CASTILLO PONCE DE LEÓN 
Apoderado Legal 

Hacemos referencia al Oficio Núm.: 312-1/94398/2023, de fecha 28 de septiembre de 2023, mediante el 
cual esta Comisión, con fundamento en la Décima Primera, fracción VI de las Reglas de oficinas de 
representación de entidades financieras del exterior (Reglas) autorizó al señor Yusuke Komori para que se 
desempeñe como nuevo Representante de MUFG Bank, Ltd., Oficina de Representación en México 
(MUFG Oficina de Representación), a partir de la fecha del referido oficio, en sustitución del señor Ko 
Shimomura. 

Como consecuencia de lo anterior, esta Comisión, con fundamento en la Cuarta, segundo párrafo de las 
Reglas, resuelve modificar el resolutivo PRIMERO de la “Resolución por la que se modifica la autorización 
otorgada a la entidad financiera del exterior The Bank of Tokyo-Mitsubishi UFJ, Ltd., para establecer una 
oficina de representación en México” emitida por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público mediante oficio 
UBA/033/2006 de fecha 9 de febrero de 2006, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 24 de 
febrero de 2006, la cual fue modificada por última vez por esta Comisión mediante Oficio Núm.:  
312-1/0316/2020 de fecha 19 de octubre de 2020, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 1 de 
septiembre de 2023, para quedar redactado en los siguientes términos: 

“… 

PRIMERO. - … 

I. … 

II. … 

III. Su representante será el señor Yusuke Komori. 

…” 

En este sentido, de conformidad con la Cuarta, segundo párrafo de las Reglas, MUFG Oficina de 
Representación, deberá dar aviso al Banco de México y a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público de la 
modificación referida en el párrafo anterior, dentro de los 10 (diez) días naturales siguientes a la fecha de 
recepción del presente oficio, acompañando copia del mismo. 

Asimismo, esta Comisión, con fundamento en los artículos 97 de la Ley de Instituciones de Crédito y 19 de 
la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, requiere a MUFG Oficina de Representación, para 
que informe a esta autoridad la fecha de publicación del presente oficio en el Diario Oficial de la Federación, 
en un plazo de diez días hábiles, contado a partir de la fecha en que se realice la referida publicación, 
adjuntando copia de la misma. Lo anterior, en el entendido que dicha publicación deberá tramitarse dentro de 
los quince días hábiles posteriores a la fecha de recepción de este oficio. Asimismo, dentro del plazo antes 
referido, deberá remitir a esta autoridad evidencia de la presentación del aviso referido en el párrafo  
que antecede. 

El presente oficio se emite con fundamento en los artículos 16, antepenúltimo párrafo de la Ley de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores; 21, fracciones I, inciso f), III y último párrafo, 44, fracciones I y IV, y 
64, primer párrafo del Reglamento Interior de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 28 de septiembre de 2023.- Directora General de Autorizaciones al Sistema 
Financiero, Lic. Aurora de la Paz Torres Arroyo.- Rúbrica.- Director General de Supervisión de Grupos e 
Intermediarios Financieros B, C.P. Ciro Antonio Cerecedo Batista.- Rúbrica. 

(R.- 544122) 
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CONVOCATORIA para la certificación en materia de prevención de operaciones con recursos de procedencia 
ilícita y financiamiento al terrorismo. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 4, 
fracciones X, X Bis, XXXVI y XXXVIII y 16, fracción I de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 
así como 1, 4 y 5 de las “Disposiciones de carácter general para la certificación de auditores externos 
independientes, oficiales de cumplimiento y demás profesionales en materia de prevención de operaciones 
con recursos de procedencia ilícita y financiamiento al terrorismo”, publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación el 1 de noviembre de 2019, emite la siguiente: 

CONVOCATORIA PARA LA CERTIFICACIÓN EN MATERIA DE PREVENCIÓN DE OPERACIONES CON 
RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA Y FINANCIAMIENTO AL TERRORISMO 

La presente convocatoria, relativa al proceso de obtención y renovación del certificado en materia de 
prevención de operaciones con recursos de procedencia ilícita y financiamiento al terrorismo (Certificado en 
materia de PLD/FT), se encuentra dirigida a: 

I. Los oficiales de cumplimiento, auditores externos independientes, auditores internos y otros 
profesionales que presten sus servicios en las entidades financieras y demás personas sujetas a la 
supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con la finalidad de verificar el 
cumplimiento de las leyes financieras y disposiciones que emanen de ellas en materia de prevención, 
detección y reporte de actos, omisiones u operaciones que pudiesen ubicarse en los supuestos de 
los artículos 139 Quáter o 400 Bis del Código Penal Federal. 

II. Los auditores y demás profesionales que coadyuven con la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, cuando esta los contrate para la verificación del cumplimiento de las leyes financieras y 
disposiciones que emanen de ellas en materia de prevención, detección y reporte de actos, 
omisiones u operaciones que pudiesen ubicarse en los supuestos de los artículos 139 Quáter o  
400 Bis del Código Penal Federal. 

III. Aquellas personas que cumplan con lo establecido en las "Disposiciones de carácter general para la 
certificación de auditores externos independientes, oficiales de cumplimiento y demás profesionales 
en materia de prevención de operaciones con recursos de procedencia ilícita y financiamiento al 
terrorismo" (Disposiciones para la Certificación), publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 1 
de noviembre de 2019. 

IV. Aquellas personas interesadas en renovar su Certificado en materia de PLD/FT. 

BASES DE PARTICIPACIÓN 

PRIMERA.- Las personas interesadas en obtener o renovar el Certificado en materia de PLD/FT se 
sujetarán a lo previsto en las Disposiciones para la Certificación, que tienen por objeto establecer los 
requisitos y el proceso aplicables para tales efectos. 

SEGUNDA.- Los participantes deberán enviar a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores la información 
y documentación previstas en el artículo 8 de las Disposiciones para la Certificación, así como aquella 
señalada en el "Instructivo para solicitar la obtención o renovación del certificado en materia de prevención de 
operaciones con recursos de procedencia ilícita y financiamiento al terrorismo" (Instructivo), que la propia 
Comisión dé a conocer a través de su portal de Internet en la siguiente dirección: 
https://www.gob.mx/cnbv/acciones-y-programas/certificacion-cnbv-en-materia-de-pld-ft. 

En el Instructivo, los interesados podrán consultar los términos y condiciones relacionados con el proceso 
de obtención y renovación del Certificado en materia de PLD/FT. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores notificará la aceptación de la solicitud a través del correo 
electrónico que, de acuerdo con el Instructivo, haya sido proporcionado por el participante. 

TERCERA.- Durante 2024, para la obtención o renovación del Certificado en materia de PLD/FT, se 
realizarán dos evaluaciones con cupo de hasta 1,500 lugares en cada una, las cuales se llevarán a cabo en 
las siguientes fechas: 29 de junio y 26 de octubre de 2024. Ambas evaluaciones iniciarán a las 9:00 horas, 
con una duración de 4 horas cada una. 

Los participantes deberán presentarse a las 7:00 horas, en el lugar y la fecha que les corresponda para 
que se realice el cotejo de la documentación a que se refiere el primer párrafo de la Base SEGUNDA anterior. 

Cada evaluación se aplicará en las sedes que determine la Comisión Nacional Bancaria y de Valores en 
las siguientes entidades federativas: Ciudad de México, Jalisco y Nuevo León. 
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En la aceptación de la solicitud de obtención o renovación del Certificado en materia de PLD/FT, se 
señalará la sede de aplicación de la evaluación de acuerdo con la entidad federativa seleccionada por el 
participante en el registro de su solicitud y conforme a la disponibilidad de lugares. 

CUARTA.- El cronograma para los procesos de obtención y renovación del Certificado en materia de 
PLD/FT durante 2024, será el siguiente: 

Etapa Fecha o plazo 

Primera Evaluación 

Registro y envío de solicitud de obtención o 
renovación del Certificado en materia de 
PLD/FT 

Del 2 de abril al 9 de mayo de 2024 

Cotejo de la documentación 29 de junio de 2024 

Aplicación de la evaluación 29 de junio de 2024 

Notificación de los resultados de la 
evaluación 

23 de julio de 2024 

Segunda Evaluación 

Registro y envío de solicitud de obtención o 
renovación del Certificado en materia de 
PLD/FT 

Del 30 de julio al 5 de septiembre de 
2024 

Cotejo de la documentación 26 de octubre de 2024 

Aplicación de la evaluación 26 de octubre de 2024 

Notificación de los resultados de la 
evaluación 

20 de noviembre de 2024 

 

QUINTA.- El resultado que recaiga a la evaluación será "Aprobatorio" o "No Aprobatorio" de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 16 de las Disposiciones para la Certificación. 

SEXTA.- A efecto de brindar atención a las dudas que los participantes formulen con relación al proceso 
de obtención o renovación del Certificado en materia de PLD/FT, se encuentra disponible la dirección de 
correo electrónico certificacionpld@cnbv.gob.mx. 

Los casos no previstos en esta convocatoria serán resueltos por la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, por conducto de la Vicepresidencia de Supervisión de Procesos Preventivos. 

SÉPTIMA.- Cualquier modificación a las fechas o plazos previstos en las Bases TERCERA y CUARTA de 
la presente convocatoria, se hará del conocimiento de los participantes inscritos a través del portal de Internet 
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y en el correo electrónico registrado por el participante en la 
solicitud para la obtención o renovación del Certificado en materia de PLD/FT. 

OCTAVA.- Los Certificados en materia de PLD/FT, vencerán de conformidad con lo establecido en el 
segundo párrafo del artículo 18 de las Disposiciones para la Certificación, por lo que, a efecto de que las 
personas interesadas en renovarlo lo mantengan vigente, deberán presentar su solicitud de renovación en el 
proceso de certificación en el que la notificación de los resultados de la evaluación correspondiente, se realice 
previo a que venza. 

En caso de que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores resuelva no realizar, aplazar o recalendarizar 
alguna de las evaluaciones mencionadas en la Base CUARTA de la presente convocatoria, los Certificados en 
materia de PLD/FT de los participantes a que se refiere el párrafo anterior, continuarán vigentes hasta la 
notificación de los resultados de la evaluación a la que se hayan inscrito, siempre y cuando su solicitud de 
renovación haya sido aceptada. 

La expedición de un nuevo Certificado en materia de PLD/FT dejará sin efectos el expedido con 
anterioridad de conformidad con lo establecido en el artículo 20 de las Disposiciones para la Certificación. 

Atentamente 

Ciudad de México, 23 de octubre de 2023.- Presidente de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores,  
Dr. Jesús de la Fuente Rodríguez.- Rúbrica. 

(R.- 544130) 
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SECRETARIA DE SALUD 
CONVENIO Específico en materia de transferencia de insumos y ministración de recursos presupuestarios 
federales para realizar acciones en materia de salud pública en las entidades federativas, que celebran la Secretaría 
de Salud y el Estado de San Luis Potosí. 

 

CONVENIO-SaNAS-SLP/2023 

CONVENIO ESPECÍFICO EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE INSUMOS Y MINISTRACIÓN DE RECURSOS 
PRESUPUESTARIOS FEDERALES PARA REALIZAR ACCIONES EN MATERIA DE SALUD PÚBLICA EN LAS 
ENTIDADES FEDERATIVAS, QUE CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL EJECUTIVO FEDERAL, A TRAVÉS DE 
LA SECRETARÍA DE SALUD, A LA QUE EN ADELANTE SE LE DENOMINARÁ "LA SECRETARÍA", POR CONDUCTO 
DEL DR. HUGO LÓPEZ GATELL RAMÍREZ, SUBSECRETARIO DE PREVENCIÓN Y PROMOCIÓN DE LA SALUD, 
ASISTIDO POR EL DR. RICARDO CORTÉS ALCALÁ, DIRECTOR GENERAL DE PROMOCIÓN DE LA SALUD; EL 
DR. GABRIEL GARCÍA RODRÍGUEZ, DIRECTOR GENERAL DE EPIDEMIOLOGÍA; LA MTRA. DIANA IRIS TEJADILLA 
OROZCO, SECRETARIA TÉCNICA DEL CONSEJO NACIONAL DE SALUD MENTAL; LIC. RAÚL GÓMEZ TORRES, 
DIRECTOR DE COORDINACIÓN DE RELACIONES INTERINSTITUCIONALES DE LA SUBSECRETARIA DE 
PREVENCIÓN Y PROMOCIÓN DE LA SALUD Y ENCARGADO DE LOS ASUNTOS DE LA DIRECCIÓN GENERAL 
DEL SECRETARIADO TÉCNICO DEL CONSEJO NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN DE ACCIDENTES; LA 
ACT. YOLANDA VARELA CHÁVEZ, DIRECTORA DE PLANIFICACIÓN FAMILIAR DEL CENTRO NACIONAL 
DE EQUIDAD DE GÉNERO Y SALUD REPRODUCTIVA; EL DR. RUY LÓPEZ RIDAURA, DIRECTOR GENERAL DEL 
CENTRO NACIONAL DE PROGRAMAS PREVENTIVOS Y CONTROL DE ENFERMEDADES; LA DRA. ALETHSE DE LA 
TORRE ROSAS, DIRECTORA GENERAL DEL CENTRO NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN Y EL CONTROL DEL 
VIH/SIDA; EL DR. JOSÉ LUIS DÍAZ ORTEGA, DIRECTOR GENERAL DEL CENTRO NACIONAL PARA LA SALUD DE LA 
INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA; EL DR. DWIGHT DANIEL DYER LEAL, DIRECTOR GENERAL DE INFORMACIÓN EN 
SALUD; EL DR. JORGE ENRIQUE TREJO GÓMORA, DIRECTOR GENERAL DEL CENTRO NACIONAL DE LA 
TRANSFUSIÓN SANGUÍNEA; EL DR. JUAN MANUEL QUIJADA GAYTÁN; DIRECTOR GENERAL DE LOS SERVICIOS 
DE ATENCIÓN PSIQUIÁTRICA Y EL DR. GADY ZABICKY SIROT; COMISIONADO NACIONAL CONTRA LAS 
ADICCIONES; Y POR LA OTRA PARTE, EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE SAN LUIS POTOSÍ, 
A QUIEN EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ “LA ENTIDAD”, REPRESENTADO POR EL DR. DANIEL ACOSTA 
DÍAZ DE LEÓN, SECRETARIO DE SALUD Y DIRECTOR GENERAL DE LOS SERVICIOS DE SALUD DE SAN LUIS 
POTOSÍ Y EL C.P. JESÚS SALVADOR GONZÁLEZ MARTÍNEZ, SECRETARIO DE FINANZAS, A LAS QUE AL ACTUAR 
DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ “LAS PARTES”, CONFORME A LOS ANTECEDENTES, 
DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. Con fecha 10 de octubre de 2012, “LA SECRETARÍA” y “LA ENTIDAD” celebraron el ACUERDO 
MARCO DE COORDINACIÓN, con el objeto de facilitar la concurrencia en la prestación de servicios en 
materia de salubridad general y fijar las bases y mecanismos generales a fin de ministrar recursos 
presupuestarios federales y/o insumos federales, mediante la suscripción de los instrumentos específicos 
correspondientes, para coordinar la participación de “LA ENTIDAD” con “LA SECRETARÍA”, en términos de 
los artículos 9 y 13, apartado B de la Ley General de Salud, en lo sucesivo “EL ACUERDO MARCO”. 

II. De conformidad con lo establecido en la cláusula SEGUNDA de “EL ACUERDO MARCO”, los 
Convenios Específicos que al efecto se celebren serán suscritos por EL DR. DANIEL ACOSTA DÍAZ DE 
LEÓN, SECRETARIO DE SALUD Y DIRECTOR GENERAL DE LOS SERVICIOS DE SALUD DE SAN LUIS 
POTOSÍ Y EL C.P. JESÚS SALVADOR GONZÁLEZ MARTÍNEZ, SECRETARIO DE FINANZAS por parte de 
“LA ENTIDAD” y por la Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud por sí misma, o asistida por los 
titulares de las Unidades Administrativas u Órganos Administrativos Desconcentrados que tiene adscritos, por 
parte de “LA SECRETARÍA”. 

III. Que “LA SECRETARÍA”, a través de las Unidades Administrativas y Órganos Administrativos 
Desconcentrados, adscritos a la Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud, son responsables de 
coordinar y realizar acciones en materia de salud pública en las entidades federativas, las cuales, se 
encuentran inmersas en los Programas de Acción Específico a su cargo, en lo sucesivo “LOS PROGRAMAS”. 

IV. Que, en el caso de la Dirección General de Información en Salud, el Centro Nacional de Transfusión 
Sanguínea, los Servicios de Atención Psiquiátrica y la Comisión Nacional contra las Adicciones, en adelante 
“UNIDADES TÉCNICAS”, no ministran recursos presupuestarios en carácter de subsidios a las entidades 
federativas ni insumos federales a través del presente instrumento jurídico, no obstante, tienen a su cargo los 
siguientes Programas de Acción Específicos y Programas Presupuestarios, a los cuales, en lo subsecuente se 
les denominará “PROGRAMAS TÉCNICOS”: 
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Unidad 
Administrativa/Órgano 

Administrativo 
Desconcentrado 

Programa de Acción 
Específico y/o Programa 

Presupuestario 

Clave del Programa 
Presupuestario con el que 

se relaciona 

Comisión Nacional contra 
las Adicciones 

Salud Mental y Adicciones / 
Prevención y Atención contra 
las Adicciones 

E025 

Centro Nacional de la 
Transfusión Sanguínea 

Acceso Universal a Sangre y 
Hemocomponentes y Células 
Troncales Hematopoyéticas 
seguros / Asistencia Social y 
Protección del Paciente 

P013 

Servicios de Atención 
Psiquiátrica 

Salud Mental y Adicciones / 
Atención a la Salud 

E023 

Dirección General de 
Información en Salud 

Rectoría en Salud P012 

 

V. Considerando que, las “UNIDADES TÉCNICAS”, realizan acciones de atención a la salud mental, 
acceso equitativo de sangre, componentes sanguíneos y células progenitoras hematopoyéticas, así como, 
para la generación de información estadística en salud, y prevención y atención contra las adicciones, 
conforme a sus respectivos ámbitos de competencia; lo cual, contribuye fortalecer las acciones de salud 
pública en las entidades federativas, se considera indispensable su participación en el presente instrumento 
jurídico, con la única finalidad de dar seguimiento a través de informes trimestrales al grado de avance y 
cumplimiento de los objetivos, estrategias, líneas de acción, actividades o indicadores establecidos en sus 
respectivos “PROGRAMAS TÉCNICOS”. 

DECLARACIONES 

I. “LA SECRETARÍA” declara que: 

I.1. Dr. Hugo López Gatell Ramírez, en su carácter de Subsecretario de Prevención y Promoción de la 
Salud tiene la competencia y legitimidad suficiente y necesaria para suscribir el presente Convenio Específico, 
según se desprende de lo previsto en los artículos 8, fracción XVI y 10 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Salud, cargo que se acredita con la copia fotostática del nombramiento, la cual se acompaña 
como parte del Anexo 1 de este instrumento. 

I.2. La Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud, entre otras atribuciones, le corresponde, 
proponer al Secretario de Salud las políticas en las materias de prevención y promoción de la salud, de control 
de enfermedades, de salud mental, así como establecer las estrategias de ejecución, coordinación, dirección, 
supervisión y evaluación de aquellas políticas aprobadas por el Secretario de Salud; además, Coordinar el 
desarrollo de los centros nacionales de Programas Preventivos y Control de Enfermedades, para la Salud de 
la Infancia y la Adolescencia, de Equidad de Género y Salud Reproductiva y para la Prevención y Control 
del VIH/SIDA, Coordinar el desarrollo de los secretariados técnicos de los consejos nacionales de Salud 
Mental y para la Prevención de Accidentes; Proponer las políticas, estrategias, sistemas y programas que 
permitan optimizar la asignación de recursos financieros para los programas de prevención, promoción de la 
salud y de control de enfermedades, así como en materia de salud mental y accidentes; Promover 
mecanismos para fomentar la participación de las dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal, de las entidades federativas, de los sectores público, privado y social y, en general, de la sociedad en 
las acciones de prevención, promoción de la salud y control de enfermedades, así como en materia de salud 
mental y accidentes; de conformidad con lo dispuesto en el artículo 10 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Salud. 

I.3. Que de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo por el que se adscriben orgánicamente las 
unidades administrativas y órganos desconcentrados de la Secretaría de Salud, publicado en el Diario Oficial 
de la Federación con fecha 19 de agosto de 2020, las Direcciones Generales de Información en Salud, 
Promoción de la Salud y de Epidemiología, así como los Secretariados Técnicos de los Consejos Nacionales 
de Salud Mental y para la Prevención de Accidentes; los centros nacionales de Equidad de Género y Salud 
Reproductiva; la Transfusión Sanguínea; de Programas Preventivos y Control de Enfermedades; para la 
Prevención y el Control del VIH/SIDA; y para la Salud de la Infancia y la Adolescencia, así como los Servicios 
de Atención Psiquiátrica y la Comisión Nacional contra las Adicciones; son unidades administrativas y órganos 
administrativos desconcentrados que, se encuentran dentro del tramo de control de la Subsecretaría de 
Prevención y Promoción de la Salud. 
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I.4. Las Direcciones Generales de Información en Salud, Promoción de la Salud y de Epidemiología, así 
como los Secretariados Técnicos de los Consejos Nacionales de Salud Mental y para la Prevención de 
Accidentes, son unidades administrativas de la Secretaría de Salud, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 2, apartado B, fracciones VIII, XII, XVII Bis, XIX y XXI, del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Salud, con las atribuciones que se contienen en los artículos 24, 28, 32 Bis 2, 35 y 35 Bis 2 del citado 
Reglamento; asimismo los centros nacionales de Equidad de Género y Salud Reproductiva; la Transfusión 
Sanguínea; de Programas Preventivos y Control de Enfermedades; para la Prevención y el Control del 
VIH/SIDA; y para la Salud de la Infancia y la Adolescencia, así como los Servicios de Atención Psiquiátrica 
son órganos desconcentrados de la Secretaría de Salud, de conformidad con lo establecido en el artículo 2, 
apartado C, fracciones II, IV, VII, VIII, IX y XIV, del Reglamento Interior de la Secretaría de Salud, con las 
atribuciones que se contienen en los artículos 36, 37, 38, 40, 42, 45, 46, 47 y 48 del citado Reglamento; 
asimismo la Comisión Nacional contra las Adicciones de conformidad con el artículo 2, apartado C, fracción 
VII Bis del Reglamento Interior de la Secretaría de Salud, y en observancia a la publicación del Decreto en el 
Diario Oficial de la Federación del 20 de julio de 2016 por el que se modifica la denominación, objeto, 
organización y funcionamiento del Órgano Desconcentrado Centro Nacional para la Prevención y el Control de 
las Adicciones, para transformarse en la Comisión Nacional Contra las Adicciones, reviste el carácter de 
Órgano Administrativo Desconcentrado de la Secretaría de Salud, con las atribuciones señaladas en el citado 
Decreto; todos ellos adscritos a la Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud de conformidad con 
el Acuerdo por el que se adscriben orgánicamente las unidades administrativas y órganos desconcentrados 
de la Secretaría de Salud, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 19 de agosto de 2020, cuyos 
titulares se encuentran plenamente facultados para suscribir el presente Convenio Específico y acreditan sus 
cargos mediante sus respectivos nombramientos que en copia fotostática se acompañan como parte del 
Anexo 1 del presente instrumento. De acuerdo con lo establecido en el Reglamento Interior de la Secretaría 
de Salud, a las Unidades Administrativas y Órganos Administrativos Desconcentrados, adscritos a la 
Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud, les corresponde, entre otras atribuciones, proponer las 
políticas y estrategias nacionales de los programas de prevención y control de enfermedades, de salud mental 
y adicciones, promoción de la salud, de transfusión sanguínea y vigilancia epidemiológica, así como de 
estadística en información en salud; participar en el ámbito de sus respectivas competencias en la 
instrumentación del Sistema Nacional de Salud; promover la celebración de acuerdos de coordinación con 
los gobiernos de las entidades federativas; y proponer o definir los mecanismos que permitan el control 
en el suministro y la distribución oportuna, suficiente y de calidad del material y los insumos utilizados en 
“LOS PROGRAMAS”. 

I.5. Cada una de las Unidades Administrativas y Órganos Administrativos Desconcentrados adscritos a la 
Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud, cuentan con la disponibilidad técnica y presupuestaria 
correspondiente para hacer frente a los compromisos derivados de la suscripción del presente instrumento, de 
conformidad con el Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal 2023. 

I.6. Para los efectos del presente Convenio Específico se señala como domicilio el ubicado en la calle 
de Homero, número 213, Colonia Chapultepec Morales, Demarcación Territorial Miguel Hidalgo, Código 
Postal 11570, en la Ciudad de México. 

II. “LA ENTIDAD” declara que: 

1. Que el C.P. Jesús Salvador González Martínez, en su carácter de Secretario de Finanzas, asiste 
a la suscripción del presente Convenio, de conformidad con el artículo 33 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, S.L.P, y acredita su cargo mediante 
nombramiento que en copia fotostática se adjunta al presente como Anexo 1 para formar parte 
integrante de su contexto. 

2. Que el Dr. Daniel Acosta Díaz de León, en su carácter de Secretario de Salud y Director General de 
los Servicios de Salud de San Luis Potosí, asiste a la suscripción del presente Convenio, 
de conformidad con el artículo 12 fracciones I y XII del Decreto Administrativo de Creación del 
Organismo Descentralizado de la Administración Pública Estatal denominado Servicios de Salud 
de San Luis Potosí, publicado en el Periódico Oficial de la Entidad Federativa en fecha 11 de 
septiembre de 1996 y acredita su cargo mediante nombramiento que en copia fotostática se adjunta 
al presente como Anexo 1 para formar parte integrante de su contexto. 

3. Que se compromete a realizar las acciones y medidas necesarias para lograr los objetivos 
establecidos en este convenio; con la finalidad de realizar propuestas de mejora continua, coordinar y 
supervisar las actividades de salud pública con énfasis en la prevención y asistencia social, de 
conformidad con lo establecido en el (los) artículo(s) 5º, 13º y 14º de la Ley de Salud del Estado 
de San Luis Potosí y en los artículos 1º, 3º, 9º y 13º de la Ley General de Salud. 

4. Que para todos los efectos legales relacionados con este Convenio Específico señala como su 
domicilio el ubicado en Calle Prol. Calzada de Guadalupe numero 5850 Colonia Lomas de la Virgen 
C.P. 78380 de la Ciudad de San Luis Potosí, S.L.P. 
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Expuesto lo anterior, toda vez que la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria dispone 
en sus artículos 74 y 75, que los titulares de las dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal, con cargo a cuyos presupuestos se autorice la ministración de subsidios, serán responsables en el 
ámbito de sus competencias, de que éstos se otorguen y ejerzan conforme a las disposiciones generales 
aplicables, así como que dichas ministraciones se sujeten a los criterios de objetividad, equidad, 
transparencia, publicidad, selectividad y temporalidad que en dicha Ley se señalan, “LAS PARTES” celebran 
el presente Convenio Específico al tenor de las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETO.- El presente Convenio Específico tiene por objeto ministrar insumos y recursos 
presupuestarios federales, en carácter de subsidios, a “LA ENTIDAD” para coordinar su participación con 
“LA SECRETARÍA”, en términos de los artículos 9 y 13, apartado B de la Ley General de Salud, que permitan 
a “LA ENTIDAD” realizar acciones en materia de salud pública, mediante la implementación de intervenciones 
transversales y funcionales para el cumplimiento de indicadores, metas para el bienestar y parámetros de 
“LOS PROGRAMAS”, a fin de contribuir con “LA ENTIDAD” a su adecuada instrumentación. 

En los Anexos 2, 3 y 4 del presente instrumento, se señala la alineación de las acciones en materia de 
salud pública en las que deberán aplicarse los insumos y recursos presupuestarios federales ministrados 
a “LA ENTIDAD”, las cuales, operarán a través de “LOS PROGRAMAS” y en el Anexo 4 se precisan los 
Indicadores- Metas para el bienestar- Parámetros, que servirán para la evaluación y control del ejercicio y 
aplicación de los recursos ministrados e insumos suministrados a “LA ENTIDAD”; anexos que debidamente 
firmados por “LAS PARTES” forman parte integral del mismo. 

La ministración de recursos presupuestarios y suministro de insumos federales que efectúe 
“LA SECRETARÍA” a “LA ENTIDAD” se realizará conforme a la tabla siguiente: 

NO. 
UNIDAD RESPONSABLE/PROGRAMA 

DE ACCIÓN 

CLAVE DEL 

PROGRAMA 

PRESUPUESTARIO 

MONTO MÁXIMO A CARGO DE "LA SECRETARÍA" 

(Pesos) 

RECURSOS 

PRESUPUESTARIOS 

FEDERALES 

INSUMOS 

FEDERALES 
TOTAL 

310 DIRECCIÓN GENERAL DE PROMOCIÓN DE LA SALUD 

1 Políticas de Salud Pública y Promoción de la 

Salud 

 0.00 0.00 0.00

S u b t o t a l  0.00 0.00 0.00

313 SECRETARIADO TÉCNICO DEL CONSEJO NACIONAL DE SALUD MENTAL 

1 Salud Mental y Adicciones  0.00 0.00 0.00

 1 Salud Mental  0.00 0.00 0.00

 2 Adicciones  0.00 0.00 0.00

S u b t o t a l  0.00 0.00 0.00

315 SECRETARIADO TÉCNICO DEL CONSEJO NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN DE ACCIDENTES 

1 Programa de Prevención de Accidentes, 

Lesiones y Seguridad Vial 

 0.00 0.00 0.00

 1 Seguridad Vial  0.00 0.00 0.00

 2 PA en Grupos Vulnerables  0.00 0.00 0.00

S u b t o t a l  0.00 0.00 0.00

316 DIRECCIÓN GENERAL DE EPIDEMIOLOGÍA 

1 Emergencias en Salud  0.00 0.00 0.00

 1 Emergencias  0.00 0.00 0.00

 2 Monitoreo  0.00 0.00 0.00

2 Vigilancia en Salud Pública por Laboratorio  0.00 0.00 0.00

S u b t o t a l  0.00 0.00 0.00
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K00 CENTRO NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN Y EL CONTROL DEL VIH/SIDA 

1 VIH y otras ITS P016 0.00 4,892,782.51 4,892,782.51

2 Virus de Hepatitis C P016 0.00 248,163.44 248,163.44

S u b t o t a l  0.00 5,140,945.95 5,140,945.95

L00 CENTRO NACIONAL DE EQUIDAD DE GÉNERO Y SALUD REPRODUCTIVA 

1 Salud Sexual y Reproductiva  0.00 0.00 0.00

 1 SSR para Adolescentes  0.00 0.00 0.00

 2 PF y Anticoncepción  0.00 0.00 0.00

 3 Salud Materna  0.00 0.00 0.00

 4 Salud Perinatal  0.00 0.00 0.00

 5 Aborto Seguro  0.00 0.00 0.00

 6 Violencia de Género  0.00 0.00 0.00

2 Prevención y Control del Cáncer  0.00 0.00 0.00

3 Igualdad de Género  0.00 0.00 0.00

S u b t o t a l  0.00 0.00 0.00

O00 CENTRO NACIONAL DE PROGRAMAS PREVENTIVOS Y CONTROL DE ENFERMEDADES 

1 Prevención y Control de Enfermedades 

Zoonóticas y Emergentes 

 0.00 0.00 0.00

2 Control de Enfermedades Transmitidas por 

Vectores e Intoxicación por Veneno de 

Artrópodos 

 0.00 0.00 0.00

 1 Paludismo  0.00 0.00 0.00

 2 Enfermedad de Chagas  0.00 0.00 0.00

 3 Leishmaniasis  0.00 0.00 0.00

 4 Intoxicación por Artrópodos  0.00 0.00 0.00

 5 Dengue  0.00 0.00 0.00

 6 Vigilancia Post Oncocercosis  0.00 0.00 0.00

3 Programa Nacional de Prevención y Control 

de las micobacteriosis (Tuberculosis y Lepra) 

P018 0.00 362,225.38 362,225.38

4 Atención de Urgencias Epidemiológicas y 

Desastres 

 0.00 0.00 0.00

5 Programa Nacional de Prevención y Control 

de Infecciones Respiratorias Agudas 

(Neumonías, Influenza y COVID-19) 

 0.00 0.00 0.00

6 Programa de Acción Específico para la 

Prevención y Control de Enfermedades 

Respiratorias Crónicas 

 0.00 0.00 0.00

7 Enfermedades Cardiometabólicas  0.00 0.00 0.00

8 Programa de Acción Específico en Atención al 

Envejecimiento 

 0.00 0.00 0.00

9 Prevención, Detección y Control de las 

Enfermedades Bucales 

 0.00 0.00 0.00

10 Prevención y Control de Enfermedades 

Diarréicas Agudas 

 0.00 0.00 0.00

S u b t o t a l  0.00 362,225.38 362,225.38
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R00 CENTRO NACIONAL PARA LA SALUD DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA 

1 Vacunación Universal E036 0.00 54,502,010.99 54,502,010.99

2 Atención a la Salud de la Adolescencia  0.00 0.00 0.00

3 Atención a la Salud en la Infancia  0.00 0.00 0.00

S u b t o t a l  0.00 54,502,010.99 54,502,010.99

Total de recursos federales a ministrar 

a "LA ENTIDAD" 

 0.00 60,005,182.32 60,005,182.32

 

La ministración de recursos presupuestarios federales que realice “LA SECRETARÍA” a “LA ENTIDAD” se 
hará considerando la estacionalidad del gasto y, en su caso, el calendario presupuestario autorizado por la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a través del Sistema Integral de Administración Financiera Federal 
(SIAFF). Dicha ministración se hará una vez que se haya formalizado el presente instrumento jurídico y/o 
cualquier otro documento que sea necesario para la operación de cualquiera de “LOS PROGRAMAS”. 

Los recursos presupuestarios federales otorgados a “LA ENTIDAD” se considerarán devengados 
para “LA SECRETARÍA”, a partir de que ésta realice la entrega de los mismos a la Secretaría de Finanzas 
de “LA ENTIDAD”, no así para “LA ENTIDAD”. 

Cuando la entrega sea de insumos “LA SECRETARÍA” realizará esta en “LA ENTIDAD” según su 
necesidad y disponibilidad; dichos insumos pasarán a custodia de “LA ENTIDAD” hasta su destino final, 
debiendo comprobarse en términos de la normativa aplicable. 

SEGUNDA. - MINISTRACIÓN. - Para el cumplimiento del objeto del presente instrumento, 
“LA SECRETARÍA”, con cargo a su presupuesto, ministrará a “LA ENTIDAD”, recursos federales con el 
carácter de subsidios, hasta por la cantidad de $ 60,005,182.32 (SESENTA MILLONES CINCO MIL CIENTO 
OCHENTA Y DOS PESOS 32/100 M.N.), para la realización de acciones en materia de salud pública, 
mediante la implementación de intervenciones transversales y funcionales para el cumplimiento de 
indicadores, metas para el bienestar y parámetros de “LOS PROGRAMAS”. 

Los recursos presupuestarios federales se radicarán a la Secretaría de Finanzas de “LA ENTIDAD”, en la 
cuenta bancaria productiva específica que ésta establezca para tal efecto, en forma previa a la entrega 
de los recursos, en la institución de crédito bancaria que la misma determine, informando de ello a 
“LA SECRETARÍA”. 

Los recursos presupuestarios a que se hace alusión, se ministrarán conforme al calendario establecido en 
el Anexo 3 del presente instrumento, para lo cual, será requisito indispensable que “LA SECRETARÍA” cuente 
con el original del presente Convenio, debidamente suscrito y el registro de la cuenta bancaria en el Sistema 
de Contabilidad y Presupuesto (SICOP) de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

“LA SECRETARÍA” por conducto de las Unidades Administrativas u Órganos Administrativos 
Desconcentrados notificará por escrito a “LA ENTIDAD” la fecha en que realizó la ministración de los recursos 
presupuestarios. 

La Secretaría de Finanzas de “LA ENTIDAD” se obliga a ministrar los recursos a que se refiere el párrafo 
anterior a la Unidad Ejecutora, junto con los rendimientos financieros que se generen en la cuenta bancaria 
productiva específica que ésta establezca para tal efecto, en un plazo no mayor a 5 días hábiles, contados a 
partir de que “LA SECRETARÍA” le radique dichos recursos, de conformidad con “EL ACUERDO MARCO”. 

Para efectos de este Convenio Específico se entenderá como Unidad Ejecutora a los Servicios de Salud 
de San Luis Potosí. 

Los recursos presupuestarios federales ministrados, que después de radicados en la Secretaría de 
Finanzas de “LA ENTIDAD”, no hayan sido ministrados a la Unidad Ejecutora, o que una vez ministrados a 
esta última, no sean ejercidos en los términos de este Convenio, serán considerados por “LA SECRETARÍA” 
como recursos ociosos, debiendo “LA ENTIDAD” proceder a su reintegro junto con sus rendimientos 
financieros al Erario Federal (Tesorería de la Federación), dentro de los 15 días naturales siguientes en que lo 
requiera “LA SECRETARÍA”. Dicho reintegro aplicará también en aquellos casos en que los recursos sean 
desviados para propósitos distintos a los autorizados en el presente instrumento. 
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Los insumos federales que suministre “LA SECRETARÍA” a “LA ENTIDAD”, por un monto total de 
$60,005,182.32 (SESENTA MILLONES CINCO MIL CIENTO OCHENTA Y DOS PESOS 32/100 M.N.), serán 
entregados directamente a los Servicios de Salud de San Luis Potosí. 

Los insumos federales que no sean destinados en tiempo y forma al objeto del presente instrumento 
jurídico, serán considerados por “LA SECRETARÍA” como recursos ociosos, por lo que las Unidades 
Administrativas y Órganos Administrativos Desconcentrados responsables de “LOS PROGRAMAS”, podrán 
solicitar su devolución para reasignarlos. 

“LAS PARTES” convienen expresamente que los recursos presupuestarios federales e insumos federales 
otorgados en el presente Convenio Específico, no son susceptibles de presupuestarse en los ejercicios 
fiscales siguientes, por lo que no implica el compromiso de ministraciones posteriores en el ejercicio en curso, 
ni en ejercicios fiscales subsecuentes con cargo a la Federación para complementar la infraestructura y el 
equipamiento que pudiera derivar del objeto del presente instrumento, ni de operaciones inherentes a las 
obras y equipamientos, ni para cualquier otro gasto administrativo o de operación vinculado con el objeto 
del mismo. 

TERCERA. VERIFICACIÓN DEL DESTINO DE LOS RECURSOS FEDERALES. Para asegurar 
la transparencia en la aplicación y comprobación de los recursos federales ministrados “LA SECRETARÍA” 
y “LA ENTIDAD” convienen en sujetarse a lo siguiente: 

1. “LA SECRETARÍA” verificará, por conducto de las Unidades Administrativas u Órganos Administrativos 
Desconcentrados responsables de cada uno de “LOS PROGRAMAS”, que los recursos presupuestarios 
federales ministrados e insumos federales suministrados con motivo del presente Convenio Específico, 
sean destinados para realizar acciones en materia de salud pública que se encuentran inmersas en 
“LOS PROGRAMAS” a que se refiere la Cláusula Primera, sin perjuicio de las atribuciones que en la materia 
correspondan a otras instancias competentes del Ejecutivo Federal. 

2. Los recursos presupuestarios federales e insumos federales que “LA SECRETARÍA” se compromete a 
ministrar y suministrar, respectivamente, a “LA ENTIDAD”, a través de las Unidades Administrativas u 
Órganos Administrativos Desconcentrados responsables de cada uno de “LOS PROGRAMAS”, estarán 
sujetos a la disponibilidad presupuestaria y a las autorizaciones correspondientes, de conformidad con las 
disposiciones jurídicas aplicables y de acuerdo con el calendario que para tal efecto se establezca. 

3. “LA SECRETARÍA”, por conducto de las Unidades Administrativas u Órganos Administrativos 
Desconcentrados responsables de “LOS PROGRAMAS”, podrá vigilar, supervisar, dar seguimiento y evaluar 
en todo momento las obligaciones que asume “LA ENTIDAD” así como la aplicación y destino de los recursos 
presupuestarios federales e insumos federales que se le entregan en el marco del presente instrumento. 

4. “LA SECRETARÍA”, por conducto de las Unidades Administrativas u Órganos Administrativos 
Desconcentrados responsables de “LOS PROGRAMAS”, aplicará las medidas que procedan de acuerdo con 
la normativa vigente y, en su caso, suspenderá o cancelará las subsecuentes ministraciones de recursos 
presupuestarios federales, cuando éstos no hayan sido aplicados por “LA ENTIDAD”, para los fines objeto 
del presente Convenio Específico, o bien, se hayan aplicado en contravención a sus cláusulas o a las de 
“EL ACUERDO MARCO”. 

5. “LA SECRETARÍA”, a través de las Unidades Administrativas u Órganos Administrativos 
Desconcentrados responsables de cada uno de “LOS PROGRAMAS” practicará, cuando lo considere 
necesario, visitas de supervisión o reuniones de seguimiento, las cuales, podrán ser virtuales o presenciales, 
a efecto de observar el cumplimiento del objeto del presente instrumento, así como el destino, aplicación, 
ejecución y comprobación de los recursos presupuestarios e insumos federales ministrados a “LA ENTIDAD”. 

“LA ENTIDAD” queda obligada a la entrega del formato de certificación del gasto que corresponda 
de acuerdo a lo establecido en los Criterios para la comprobación del gasto, 2023; mismos que forman 
parte del presente instrumento jurídico, así como a exhibir la documentación original comprobatoria y 
justificatoria del gasto, que sustente y fundamente la aplicación de los recursos citados en la Cláusula Primera 
del presente instrumento. 

6. Para el control, vigilancia, supervisión, seguimiento y evaluación de los recursos presupuestarios 
federales e insumos federales que, en virtud de este instrumento son ministrados y suministrados, 
respectivamente, a “LA ENTIDAD”, se deberá atender el mecanismo que para tal efecto “LA SECRETARÍA” a 
través de las Unidades Administrativas u Órganos Administrativos Desconcentrados responsables de cada 
uno de “LOS PROGRAMAS” establezca para apoyar la comprobación del gasto de los recursos 
presupuestarios federales ministrados a “LA ENTIDAD”. 
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CUARTA. INDICADORES Y METAS. - Los recursos federales que ministre “LA SECRETARÍA” a 
“LA ENTIDAD”, se aplicarán para la realización de las acciones en materia de salud pública a que se refiere la 
Cláusula Primera del presente instrumento, mediante la implementación de intervenciones transversales 
y funcionales para el cumplimiento de indicadores, metas para el bienestar y parámetros de 
“LOS PROGRAMAS” que se establecen en el Anexo 4 del presente instrumento. 

QUINTA. APLICACIÓN. - Los recursos presupuestarios federales e insumos federales que ministre y 
suministre, respectivamente, “LA SECRETARÍA” a “LA ENTIDAD”, serán destinados, ejercidos y aplicados en 
forma exclusiva a la realización de acciones en materia de salud pública, mediante la implementación de 
intervenciones transversales y funcionales para el cumplimiento de indicadores, metas para el bienestar y 
parámetros de “LOS PROGRAMAS”, en términos de lo estipulado en la Cláusula Primera de este Instrumento. 

Los recursos presupuestarios federales, a que refiere el párrafo anterior, deberán ser ejercidos con cargo 
a las partidas de gasto autorizadas por “LA SECRETARÍA” a través de las Unidades Administrativas u 
Órganos Administrativos Desconcentrados responsables de cada uno de “LOS PROGRAMAS” y conforme 
a las disposiciones jurídicas federales en materia de ejercicio y ejecución del gasto. 

Los recursos presupuestarios federales que se ministren con motivo de la celebración de este Convenio 
Específico no podrán desviarse hacia cuentas en las que “LA ENTIDAD” maneje otro tipo de recursos ni 
traspasarse a otros conceptos de gasto y se registrarán conforme a su naturaleza, como gasto corriente o 
gasto de capital, de conformidad con el Clasificador por Objeto del Gasto para la Administración 
Pública Federal. 

SEXTA. DOCUMENTOS PARA LA COMPROBACIÓN DE RECURSOS. - Los requisitos y 
especificaciones para la comprobación de recursos ministrados a través del presente Convenio, establecidos 
en los Criterios para la Comprobación del Gasto, 2023, mismos que forman parte del presente instrumento, 
son de carácter obligatorio para “LAS PARTES”, por lo que, en caso de incumplimiento a lo establecido en 
dichos Criterios, “LA SECRETARÍA” a través de sus Unidades Administrativas y Órganos Administrativos 
Desconcentrados responsables de cada uno de “LOS PROGRAMAS”, en observancia a lo dispuesto en la 
Cláusula Décima Primera del presente instrumento y conforme a sus respectivos ámbitos de competencia, 
podrá informar a las instancias de fiscalización federal y/o estatal dicho incumplimiento para los efectos 
legales a que haya lugar. 

SÉPTIMA. GASTOS ADMINISTRATIVOS. - “LAS PARTES" convienen en que los gastos administrativos 
que deriven del cumplimiento del presente instrumento jurídico, deberán ser realizados por “LA ENTIDAD” con 
cargo a sus recursos propios. 

OCTAVA. OBLIGACIONES DE “LA ENTIDAD”.- “LA ENTIDAD”, adicionalmente a las obligaciones 
establecidas en “EL ACUERDO MARCO”, deberá: 

I. Informar mediante oficio dirigido a “LA SECRETARÍA” a través de sus Unidades Administrativas y 
Órganos Administrativos Desconcentrados responsables de cada uno de “LOS PROGRAMAS”, dentro de los 
5 días hábiles siguientes a la recepción de los recursos ministrados por “LA SECRETARÍA”, objeto del 
presente Convenio, adjuntando el archivo electrónico, en formato PDF, el recibo del Comprobante Fiscal 
Digital por Internet, CFDI, con el cual, acredite la recepción de dichos recursos. 

II. Aplicar la totalidad de los recursos presupuestarios federales e insumos federales a que se refiere la 
Cláusula Primera de este Convenio Específico, exclusivamente para la realización de acciones en materia de 
salud pública mediante la implementación de intervenciones transversales y funcionales para el cumplimiento 
de indicadores, metas para el bienestar y parámetros de “LOS PROGRAMAS”, con estricta sujeción a lo 
establecido en el Anexo 4 del presente instrumento, por lo que, se hace responsable del ejercicio, uso, 
aplicación y destino de los citados recursos federales. 

III. Entregar a “LA SECRETARÍA”, a través de las Unidades Administrativas u Órganos Administrativos 
Desconcentrados que tienen a cargo cada uno de “LOS PROGRAMAS”, los certificados del gasto que 
correspondan, respecto de la comprobación del gasto de los recursos presupuestarios federales ministrados, 
así como de los reintegros a la Tesorería de la Federación que realice “LA ENTIDAD”, elaborados y validados 
por el titular de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, o por aquel servidor público en quien éste delegue 
dichas funciones, conforme a la normativa aplicable en “LA ENTIDAD”, de acuerdo a los formatos 
establecidos en los Criterios para la comprobación del gasto, 2023, mismos que forman parte del presente 
instrumento adjuntando en formato electrónico copia simple de la documentación justificatoria y comprobatoria 
correspondiente que soporte dichos certificados. 
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IV. Obtener la documentación comprobatoria del gasto de los recursos presupuestarios federales objeto de 
este Convenio Específico, la cual deberá estar a nombre de los Servicios de Salud de San Luis Potosí y 
cumplir con los requisitos establecidos en los artículos 29 y 29-A del Código Fiscal de la Federación, así como 
con los requisitos que establezcan los Criterios para la Comprobación del Gasto, 2023, mismos que forman 
parte del presente instrumento. Dicha documentación comprobatoria se deberá cancelar con la leyenda 
“Operado”, y se identificará con el nombre de “LOS PROGRAMAS” en los que se haya efectuado el gasto, 
haciéndose mención expresa a que dichas erogaciones corresponden al ejercicio fiscal 2023. 

V. Mantener bajo su custodia, a través de los Servicios de Salud de San Luis Potosí por lo menos 5 años 
posteriores a su expedición, la documentación comprobatoria original de carácter técnico, administrativo y 
operativo del cumplimiento de las metas a que hace referencia el Anexo 4 del presente instrumento y, en su 
caso, proporcionarla cuando ésta le sea requerida por “LA SECRETARÍA”, por la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público y/o las instancias de fiscalización federales que correspondan, así como la información 
adicional que éstas últimas llegaran a requerirle. 

VI. Mantener bajo su custodia, a través de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, por lo menos 10 
años a partir de la fecha de su expedición, la documentación comprobatoria y justificatoria original de los 
recursos presupuestarios federales erogados y, en su caso, proporcionarla cuando ésta le sea requerida por 
“LA SECRETARÍA”, por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y/o las instancias de fiscalización 
federales que correspondan, así como la información adicional que éstas últimas llegaran a requerirle. 

VII. Mantener bajo su custodia, a través de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, la documentación 
comprobatoria original de los insumos federales suministrados, así como aquella que soporte su debida 
aplicación, entendiéndose por ésta, a la entrega de dichos insumos que realiza la unidad ejecutora a los 
Establecimientos de Salud que correspondan, hasta en tanto dicha documentación le sea requerida por 
“LA SECRETARÍA” y, en su caso, proporcionarla cuando ésta le sea requerida por “LA SECRETARÍA”, por la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público y/o las instancias de fiscalización federales que correspondan, así 
como la información adicional que éstas últimas llegaran a requerirle. 

VIII. Informar a “LA SECRETARÍA”, a través de las Unidades Administrativas u Órganos Administrativos 
Desconcentrados responsables de cada uno de “LOS PROGRAMAS”, mediante los formatos establecidos en 
el Anexo 6 del presente instrumento, conforme resulte aplicable, y con los requisitos solicitados, dentro de los 
20 días hábiles siguientes a la terminación del segundo y tercer trimestre del ejercicio fiscal 2023 y a más 
tardar el 15 de marzo del 2024, el informe correspondiente al cuarto trimestre del ejercicio 2023, sobre: 

a. El avance del ejercicio de los recursos financieros ministrados a “LA ENTIDAD”, señalando el 
nombre del Programa al que se destinan los recursos, monto de los recursos programados, 
ministrados comprometidos, ejercidos, reintegrados a la TESOFE y por ejercer. 

b. El avance en el suministro y destino de los insumos/bienes enviados a “LA ENTIDAD”, señalando 
el nombre del Programa, índice, descripción del bien/descripción complementaria, fuente de 
financiamiento, cantidad programada, costo total estimado, cantidad real ministrada, costo total real, 
porcentaje de avance suministrado, pendiente por suministrar, cantidad real aplicada, porcentaje de 
avance aplicado y por aplicar. 

c. El avance de indicadores, señalando el nombre del programa, índice, actividad general, indicador, 
frecuencia de medición, medición de avance, meta, meta programada, presupuesto, meta realizada y 
porcentaje de avance. 

IX. Entregar a “LA SECRETARÍA”, a través de las Unidades Administrativas u Órganos Administrativos 
Desconcentrados que tienen a cargo cada uno de “LOS PROGRAMAS”, la documentación comprobatoria que 
soporte la aplicación de los insumos federales suministrados, a que hace referencia la fracción VII de la 
presente Cláusula. 

X. Reportar de manera oportuna y con la periodicidad establecida en la normativa vigente, los datos para 
el Sistema Nacional de Vigilancia Epidemiológica, así como para los sistemas de información específicos 
establecidos por las direcciones generales de Promoción de la Salud y de Epidemiología, el secretariado 
técnico del consejo nacional de Salud Mental y por los centros nacionales de Equidad de Género y Salud 
Reproductiva; de Programas Preventivos y Control de Enfermedades; para la Prevención y el Control del 
VIH/SIDA y para la Salud de la Infancia y la Adolescencia. 

XI. Manejar adecuadamente el ciclo logístico para la conservación y distribución oportuna de los insumos 
federales que se le suministren con motivo de este instrumento. 
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XII. Mantener en condiciones óptimas de operación, los sistemas de red de frío para el mantenimiento de 
los insumos y vigilar la vigencia de los insumos federales suministrados de aplicación directa a la población 
de su circunscripción territorial, evitando la caducidad de los mismos. 

XIII. Verificar que todos los procedimientos referentes a la remodelación, modificación, ampliación y 
equipamiento de los laboratorios de referencia epidemiológica que se realicen en “LA ENTIDAD” cumplan con 
lo dispuesto por las leyes, reglamentos, decretos, circulares y normas de las autoridades competentes en 
materia de salubridad, protección ecológica y de medio ambiente que rijan en el ámbito federal. 

XIV. Registrar como activos fijos, los bienes muebles que sean adquiridos con cargo a los recursos 
presupuestarios federales objeto de este instrumento, de conformidad con las disposiciones jurídicas vigentes 
en materia de ejercicio, registro y contabilidad del gasto público gubernamental. 

XV. Registrar en su contabilidad los recursos presupuestarios federales ministrados e insumos federales 
suministrados con motivo del presente Convenio Específico, una vez devengados conforme al avance del 
ejercicio e informar de ello en la cuenta pública de la Hacienda Pública Estatal y en los demás informes que le 
sean requeridos, sin que por ello pierdan su carácter federal, por lo que en su asignación, ejercicio, ejecución 
y comprobación se sujetará a las disposiciones federales aplicables. 

XVI. Contratar con recursos de “LA ENTIDAD”, y mantener vigentes las pólizas de seguros y de 
mantenimientos preventivo y correctivo de los bienes muebles, que cubran el valor de los que sean adquiridos 
con cargo a los recursos presupuestarios federales objeto de este instrumento. 

XVII. Mantener actualizados los indicadores de desempeño, así como evaluar los resultados que se 
obtengan con los mismos. 

XVIII. Con base en el seguimiento de las metas para el bienestar y parámetros de “LOS PROGRAMAS”, 
en los resultados de las evaluaciones realizadas, establecer medidas de mejora continua para el cumplimiento 
de las metas para las que se destinan los recursos federales ministrados. 

XIX. Informar sobre la suscripción de este Convenio Específico al órgano técnico de fiscalización de la 
legislatura local en “LA ENTIDAD”. 

XX. Publicar el presente Convenio Específico en el órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD”. 

XXI. Difundir en su página de Internet el listado de “LOS PROGRAMAS” financiados con los recursos que 
le serán ministrados mediante el presente instrumento, incluyendo los avances y resultados físicos y 
presupuestarios, en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 

XXII. Reintegrar a la Tesorería de la Federación, conforme a los plazos y requisitos previstos en el artículo 
17 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, los recursos 
presupuestarios federales ministrados que, al 31 de diciembre de 2023, no hayan sido devengados. 

XXIII. Reintegrar a la Tesorería de la Federación, dentro de los 15 días naturales siguientes al cierre del 
ejercicio, los rendimientos financieros que generen los recursos presupuestarios federales ministrados por 
“LA SECRETARÍA”, e informar trimestralmente a cada Unidad Administrativa u Órgano Administrativo 
Desconcentrado que corresponda, los rendimientos financieros generados, así como el depósito que de estos 
se haya realizado a dicha Tesorería, adjuntando los estados de cuenta bancarios correspondientes, 
así como informar a las diferentes instancias fiscalizadoras, cuando así lo requieran, el monto y fecha de 
dichos reintegros. 

La autenticidad de la documentación justificatoria y comprobatoria de los recursos presupuestarios 
federales erogados a que se refiere la fracción VI de esta Cláusula, será responsabilidad de los Servicios de 
Salud de San Luis Potosí. 

NOVENA. OBLIGACIONES DE “LA SECRETARÍA”. - “LA SECRETARÍA”, por conducto de las 
Unidades Administrativas u Órganos Administrativos Desconcentrados responsables de cada uno de 
“LOS PROGRAMAS”, adicionalmente a las obligaciones establecidas en “EL ACUERDO MARCO”, estará 
obligada a: 

I. Ministrar los recursos presupuestarios federales a la Secretaría de Finanzas de “LA ENTIDAD”, 
señalados en la Cláusula Primera del presente instrumento de conformidad con el Anexo 3 de este Convenio 
Específico y notificar mediante oficio a “LA ENTIDAD”, la fecha de dicha ministración. 
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II. Suministrar los insumos federales a los Servicios de Salud de San Luis Potosí de “LA ENTIDAD”, 
señalados en la Cláusula Primera del presente instrumento, de conformidad con lo establecido y detallado en 
el Anexo 5 de este Convenio Específico. 

III. Verificar que los recursos presupuestarios federales e insumos federales que se ministren y 
suministren, respectivamente, no permanezcan ociosos y que sean destinados únicamente para la realización 
de acciones en materia de salud pública, mediante la implementación de intervenciones transversales 
y funcionales para el cumplimiento de indicadores, metas para el bienestar y parámetros de 
“LOS PROGRAMAS”, a que se refiere la Cláusula Primera de este Convenio Específico, sin perjuicio de las 
atribuciones que en la materia correspondan a otras instancias de fiscalización federales. 

IV. Proporcionar la asesoría técnica necesaria a “LA ENTIDAD” a fin de garantizar el cumplimiento del 
objeto del presente instrumento, en los tiempos y para la prestación de los servicios relacionados con las 
materias de salubridad general. 

V. Practicar, cuando lo considere necesario, visitas de supervisión o reuniones de seguimiento , las cuales 
podrán ser virtuales o presenciales y serán coordinadas por la Subsecretaría de Prevención y Promoción 
de la Salud conforme al calendario que, para tal efecto se establezca, como mecanismo para asegurar la 
aplicación de los recursos federales ministrados y el cumplimiento del objeto del presente instrumento, 
sin perjuicio de que las Unidades Administrativas u Órganos Administrativos Desconcentrados puedan 
realizar visitas de supervisión o reuniones de seguimiento de carácter técnico, las cuales podrán ser 
virtuales o presenciales de conformidad con lo establecido en el numeral 5 de la Cláusula Tercera del 
presente instrumento. 

VI. Aplicar, las medidas que procedan de acuerdo con la normativa aplicable e informar, a través de la 
Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud, a la Secretaría de la Función Pública, a la Auditoria 
Superior de la Federación, a la Secretaría de la Contraloría estatal o equivalente de “LA ENTIDAD”, así como 
a la Dirección General de Programación y Presupuesto de “LA SECRETARÍA” y, ésta a su vez, a la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, los casos en que: a) Se determine suspender o cancelar la ministración de los 
recursos presupuestarios federales objeto de este Convenio y b) Se reintegre a la Tesorería de la Federación 
los recursos federales que se hayan ministrados a “LA ENTIDAD”. 

VII. Informar en la cuenta pública de la Hacienda Pública Federal y en los demás informes que sean 
requeridos, sobre la aplicación de los recursos presupuestarios federales ministrados e insumos federales 
suministrados con motivo del presente Convenio Específico. 

VIII. Dar seguimiento trimestralmente, en coordinación con “LA ENTIDAD”, sobre el avance en el 
cumplimiento del objeto del presente instrumento, mediante los formatos de Informes Trimestrales a que hace 
referencia la fracción VIII de la Cláusula Octava del presente instrumento. 

IX. Realizar, en el ámbito de su competencia, la vigilancia, seguimiento y evaluación de los recursos 
presupuestarios federales e insumos federales que en virtud de este instrumento serán ministrados y 
suministrados, respectivamente, a “LA ENTIDAD” de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables en 
materia del ejercicio del gasto público federal, lo anterior, sin perjuicio de las acciones de verificación, control, 
evaluación y fiscalización a que hace referencia la Cláusula Décima Primera del presente instrumento. 

X. Con base en el seguimiento de las metas de los indicadores y en los resultados de las evaluaciones 
realizadas, establecer medidas de mejora continua para el cumplimiento de los objetivos para los que se 
destinan los recursos presupuestarios federales e insumos federales. 

XI. Emitir a más tardar el 15 de marzo de 2024, mediante el formato establecido en el Anexo 7 del 
presente instrumento jurídico, el Acta de Conciliación de Insumos. Dicha Acta se generará, siempre y cuando 
existan diferencias entre las cantidades de insumos e importes programados en el último convenio 
modificatorio del presente ejercicio fiscal y los insumos ministrados por las Unidades Administrativas y/o 
Órganos Administrativos Desconcentrados a las entidades federativas, conforme a las remisiones y/o los 
documentos oficiales con los que se acredite la entrega de insumos. 

XII. Emitir, a más tardar el 15 de abril de 2024, mediante el formato establecido en el Anexo 7 del presente 
instrumento jurídico, la Constancia de Cierre de Presupuesto, una vez que “LA ENTIDAD”, haya concluido con 
la comprobación de los recursos ejercidos y, en su caso, con el reintegro de los no comprobados, en los 
plazos señalados en el presente instrumento. 

XIII. Informar sobre la suscripción de este Convenio Específico, a la Auditoría Superior de la Federación. 
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XIV. Publicar el presente Convenio Específico en el Diario Oficial de la Federación. 

XV. Difundir en su página de Internet “LOS PROGRAMAS” financiados con los recursos que serán 
ministrados mediante el presente instrumento, incluyendo los avances y resultados físicos y presupuestarios, 
en términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 

DÉCIMA. DE LA COOPERACIÓN TÉCNICA Y SEGUIMIENTO A LOS “PROGRAMAS TÉCNICOS” - 
Las “UNIDADES TÉCNICAS” tendrán la obligación de entregar mediante oficio dirigido al Titular de la 
Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud dentro de los 15 días hábiles siguientes al término del 
segundo, tercer y cuarto trimestre del ejercicio fiscal 2023, la información correspondiente al grado de avance 
y cumplimiento de objetivos, estrategias, líneas de acción, actividades e indicadores establecidos en sus 
“PROGRAMAS TÉCNICOS” para su respectivo seguimiento, teniendo como fecha límite el 15 de abril de 
2024 para la información correspondiente al cuarto trimestre. 

Asimismo, las “UNIDADES TÉCNICAS” deberán proporcionar la cooperación técnica que, en su caso, les 
sea requerida por “LA ENTIDAD”, conforme al ámbito de sus respectivas competencias. 

DÉCIMA PRIMERA. ACCIONES DE CONTROL, VIGILANCIA, SUPERVISIÓN, SEGUIMIENTO Y 
EVALUACIÓN.- Los recursos presupuestarios federales e insumos que ministre “LA SECRETARÍA” 
a “LA ENTIDAD” con motivo del presente instrumento no pierden su carácter federal, por lo que el control, 
vigilancia, supervisión, seguimiento y evaluación, corresponderá a “LA SECRETARÍA”, a la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, así como a las instancias de fiscalización federales que correspondan en sus 
respectivos ámbitos de competencia, sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia, supervisión, 
seguimiento y evaluación que, en coordinación con las instancias de fiscalización federales, realicen los 
órganos de fiscalización de “LA ENTIDAD” y se llevarán a cabo de conformidad con las disposiciones jurídicas 
vigentes en materia del ejercicio del gasto público federal. 

DÉCIMA SEGUNDA. RELACIÓN LABORAL.- Queda expresamente estipulado por “LAS PARTES”, que el 
personal contratado, empleado o comisionado por cada una de ellas para dar cumplimiento al presente 
instrumento jurídico, guardará relación laboral únicamente con aquélla que lo contrató, empleó o comisionó, 
por lo que asumen plena responsabilidad por este concepto, sin que en ningún caso, la otra parte pueda ser 
considerada como patrón sustituto o solidario, obligándose en consecuencia, cada una de ellas, a sacar a la 
otra, en paz y a salvo, frente a cualquier reclamación, demanda o sanción, que su personal pretendiese fincar 
o entablar en su contra, deslindándose desde ahora de cualquier responsabilidad de carácter laboral, civil, 
penal, administrativa o de cualquier otra naturaleza jurídica que en ese sentido se les quiera fincar. 

DÉCIMA TERCERA. VIGENCIA. - El presente Convenio Específico comenzará a surtir sus efectos a partir 
de la fecha de su suscripción y se mantendrán en vigor hasta el 31 de diciembre de 2023. 

DÉCIMA CUARTA. MODIFICACIONES AL CONVENIO. - “LAS PARTES” acuerdan que el presente 
Convenio Específico podrá modificarse de común acuerdo y por escrito, sin alterar su estructura y en estricto 
apego a las disposiciones jurídicas aplicables. Las modificaciones al Convenio Específico obligarán a sus 
signatarios a partir de la fecha de su firma y deberán publicarse en el Diario Oficial de la Federación y en el 
órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD”. 

En caso de contingencias para la realización de las acciones en materia de salud pública e 
implementación de intervenciones transversales y funcionales para el cumplimiento de indicadores, metas 
para el bienestar y parámetros de “LOS PROGRAMAS”, previstos en este instrumento, “LAS PARTES” 
acuerdan tomar las medidas necesarias que permitan afrontar dichas contingencias. En todo caso, las 
medidas acordadas serán formalizadas mediante la suscripción del convenio modificatorio correspondiente. 

DÉCIMA QUINTA. CAUSAS DE TERMINACIÓN. - El presente Convenio Específico podrá darse por 
terminado de manera anticipada en los supuestos estipulados en “EL ACUERDO MARCO”. 

DÉCIMA SEXTA. CAUSAS DE RESCISIÓN. - El presente Convenio Específico podrá rescindirse 
administrativamente en su totalidad, o bien, de forma parcial, por cada una de las Unidades Administrativas u 
Órganos Administrativos Desconcentrados en lo concerniente a “LOS PROGRAMAS” que les corresponda, 
por las siguientes causas: 

I. Por la falta de entrega de la información, reportes y demás documentos dentro de los plazos 
establecidos en este Convenio. 
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II. Cuando se determine que los recursos presupuestarios y/o insumos federales permanecen ociosos o 
que se utilizaron con fines distintos a los previstos en el presente instrumento. 

III. Por incumplimiento de alguna de las partes a las obligaciones contraídas en el mismo. 

DÉCIMA SÉPTIMA. - OBLIGATORIEDAD DEL ACUERDO MARCO. - Para el cumplimiento del objeto del 
presente Convenio Específico, "LAS PARTES” convienen en sujetarse expresamente a las estipulaciones 
de “EL ACUERDO MARCO”, cuyo contenido se tiene por reproducido en el presente instrumento como si a la 
letra se insertasen, así como a las demás disposiciones jurídicas aplicables. 

Estando enteradas las partes del contenido y alcance legal del presente Convenio Específico, lo firman por 
cuadruplicado a los 2 días del mes de mayo de 2023. 

 

ANEXO 1 

CONVENIO ESPECIFICO EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE INSUMOS Y MINISTRACIÓN DE RECURSOS 

PRESUPUESTARIOS FEDERALES PARA REALIZAR ACCIONES EN MATERIA DE SALUD PÚBLICA EN LAS 

ENTIDADES FEDERATIVAS QUE CELEBRAN, EL EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DE “LA SECRETARÍA”, Y 

EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE SAN LUIS POTOSÍ POR CONDUCTO DE “LA ENTIDAD”. 

Copias fotostáticas simples de los nombramientos de los titulares de “LA SECRETARÍA” 

1 Dr. Hugo López Gatell Ramírez Subsecretario de Prevención y Promoción de la Salud 

2 Dr. Ricardo Cortés Alcalá Director General de Promoción de la Salud 

3 Dr. Gabriel García Rodríguez Director General de Epidemiología 

4 Mtra. Diana Iris Tejadilla Orozco Secretaria Técnica del Consejo Nacional De Salud Mental 

5 Lic. Raúl Gómez Torres Director de Coordinación de Relaciones 
Interinstitucionales de la Subsecretaria de Prevención y 
Promoción de la Salud y Encargado de los Asuntos de la 
Dirección General del Secretariado Técnico del Consejo 
Nacional para la Prevención de Accidentes 

6 Act. Yolanda Varela Chávez Directora de Planificación Familiar del Centro Nacional de 
Equidad de Género y Salud Reproductiva 

7 Dr. Ruy López Ridaura Director General del Centro Nacional de Programas 
Preventivos y Control de Enfermedades 

8 Dra. Alethse De La Torre Rosas Directora General del Centro Nacional para la Prevención 
y el Control del VIH/SIDA 

9 Dr. José Luis Díaz Ortega Director General del Centro Nacional para la Salud de la 
Infancia y la Adolescencia 

10 Dr. Dwight Daniel Dyer Leal Director General de información en Salud 

11 Dr. Jorge Enrique Trejo Gómora Director General del Centro Nacional de la Transfusión 
Sanguínea 

12 Dr. Juan Manuel Quijada Gaytán Director General de los Servicios de Atención Psiquiátrica 

13 Dr. Gady Zabicky Sirot Comisionado Nacional Contra las Adicciones 

 

Copias fotostáticas simples de los nombramientos de los titulares de “LA ENTIDAD” 

1 Dr. Daniel Acosta Díaz de León Secretario de Salud y Director General de los Servicios de 
Salud de San Luis Potosí 

2 C.P. Jesús Salvador González Martínez Secretario de Finanzas 
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C. Hugo López Gatell Ramírez, 

Presente. 

 

Andrés Manuel López Obrador, Presidente 

de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la facultad 

que me confiere el artículo 89, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, he tenido a bien 

nombrarlo Subsecretario de Prevención y Promoción de la 

Salud de la Secretaría de Salud. 

 

 

 

 

 

Rúbricas. 

Ciudad de México, a 1 de diciembre de 2018. 
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SALUD 

SECRETARÍA DE SALUD 

 

 

Nombramiento No. LD-003/2019 

 

 

DR. RICARDO CORTÉS ALCALÁ 

P R E S E N T E. 

 

Con fundamento en los artículos 2, apartado B, fracción XII, 7, fracciones XXIV y XXV y 28 
del Reglamento Interior de la Secretaría de Salud; 2, fracción XII del Reglamento de la Ley 
del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal, así como los 
numerales 152, fracción I, inciso b), subinciso ii y 162 del "Acuerdo por el que se emiten las 
Disposiciones en las materias de Recursos Humanos y del Servicio Profesional de Carrera, 
así como el Manual Administrativo de Aplicación General en materia de Recursos Humanos 
y Organización y el Manual del Servicio Profesional de Carrera", me permito hacer de su 
conocimiento que a partir de esta fecha, he tenido a bien nombrarle 

 

DIRECTOR GENERAL 

DE PROMOCIÓN DE LA SALUD 

 

Dicha designación se formula con el carácter de servidor público de libre designación, rango 
de Dirección General, adscrito a la Dirección General de Promoción de la Salud 

Al aceptar la encomienda, usted ha protestado guardar la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en los términos del artículo 128 y las leyes que de ella emanen, 
asimismo adquiere el compromiso de desempeñarla al límite de su capacidad y esfuerzo, 
debiendo siempre actuar con eficiencia, lealtad y honradez en el desempeño de la misma. 

 

Ciudad de México, a 16 de febrero de 2019. 

 

 

EL SECRETARIO DE SALUD 

 

 

 

Rúbrica. 

DR. JORGE CARLOS ALCOCER VARELA 
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SALUD 

SECRETARÍA DE SALUD 

 

 

Nombramiento No. DD-002/2022 

Código 12-316-1-M1C026P-0000903-E-X-V 

 

 

DR. GABRIEL GARCÍA RODRÍGUEZ 

P R E S E N T E. 

 

Con fundamento en los artículos 2, apartado B, fracción XVII Bis, 7, fracción XXIV y 32 Bis 2 
del Reglamento Interior de la Secretaría de Salud; 8 de la Ley del Servicio Profesional de 
Carrera en la Administración Pública Federal, así como 2, fracción XI, del Reglamento de 
dicha Ley, me permito hacer de su conocimiento que, a partir de esta fecha, he tenido  
a bien nombrarlo 

 

DIRECTOR GENERAL DE EPIDEMIOLOGÍA 

 

Dicha designación se formula con el carácter de servidor público de designación directa, 
rango de Dirección General, adscrito a la Dirección General de Epidemiología. 

Al aceptar la encomienda, usted ha protestado guardar la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en los términos del artículo 128 y las leyes que de ella emanen, 
asimismo adquiere el compromiso de desempeñarla al límite de su capacidad y esfuerzo, 
debiendo siempre actuar con eficiencia, lealtad y honradez en el desempeño de la misma. 

 

Ciudad de México, a 1 de marzo de 2022. 

 

 

EL SECRETARIO DE SALUD 

 

 

 

Rúbrica. 

DR. JORGE CARLOS ALCOCER VARELA 
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SALUD 

SECRETARÍA DE SALUD 

 

 

Nombramiento No. C-007/2022 

Código 12-313-1-M1C029P-0000029-E-C-A 

 

 

MTRA. DIANA IRIS TEJADILLA OROZCO 

P R E S E N T E. 

 

Con fundamento en los artículos 4 y 33 de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la 
Administración Pública Federal; 5, fracción II, inciso a), 6 y 41 del Reglamento de la Ley del 
Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal y 2, apartado B, 
fracción XIX, 7, fracción XXIV y 35 del Reglamento Interior de la Secretaría de Salud; me 
permito hacer de su conocimiento que, a partir de esta fecha, he tenido a bien nombrarla 

 

SECRETARIA TÉCNICA DEL CONSEJO NACIONAL DE SALUD MENTAL 

 

Dicha designación se formula con el carácter de servidora pública de carrera titular, 
rango de Dirección General, adscrita al Secretariado Técnico del Consejo Nacional de 
Salud Mental. 

Al aceptar la encomienda, usted ha protestado guardar la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en los términos del artículo 128 y las leyes que de ella emanen, 
asimismo adquiere el compromiso de desempeñarla al límite de su capacidad y esfuerzo, 
debiendo siempre actuar con eficiencia, lealtad y honradez en el desempeño de la misma. 

 

Ciudad de México, a 16 de enero de 2022. 

 

 

EL SECRETARIO DE SALUD 

 

 

 

Rúbrica. 

DR. JORGE CARLOS ALCOCER VARELA 
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Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud 

 

Ciudad de México, 13 de abril del 2023 

 

OFICIO No. SPPS- 2890 -2023 

LIC. RAÚL GÓMEZ TORRES, 

Director de Coordinación de Relaciones 

Interinstitucionales de la Subsecretaría de 

Prevención y Promoción de la Salud 

P R E S E N T E 

 

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 8, fracciones VII y XXII; 10, fracciones II y XIX; del 

Reglamento Interior de la Secretaría de Salud, tengo a bien designarlo para que en ausencia del Titular 

del Secretariado Técnico del Consejo Nacional para la Prevención de Accidentes (STCONAPRA) se 

haga cargo del despacho de todos los asuntos que competen a esa unidad administrativa (UA), el cual, 

se encuentra adscrito a esta Subsecretaría de Prevención y Promoción de la Salud, de conformidad 

con lo establecido en el “Acuerdo por el que se adscriben orgánicamente las unidades administrativas 

y órganos desconcentrados de la Secretaría de Salud”, publicado en el Diario Oficial de la Federación 

con fecha 19 de agosto de 2020. 

Por lo anterior, le instruyo que a partir del día 16 de abril del año en curso y hasta en tanto sea 

designada la persona titular del STCONAPRA, se dé la debida atención en los términos legales 

aplicables y procedentes a los temas que compete a esa UA, acorde a las atribuciones previstas en el 

artículo 35 Bis 2 del citado Reglamento y las demás que se le soliciten. 

Cabe mencionar que deberá mantener constantemente informado al que suscribe, respecto de los 

temas tanto de organización y funcionamiento que conlleva este encargo, observando los principios de 

disciplina, legalidad, objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, integridad, rendición 

de cuentas, eficacia y eficiencia que rigen el servicio público, así como las directrices previstas en el 

artículo 7 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

Sin otro particular, reciba un cordial saludo. 

 

A T E N T A M E N T E 

 

Rúbrica. 

Dr. Hugo López-Gatell Ramírez 

Subsecretario de Prevención y Promoción de la Salud 

 

C.c.p. DR. JORGE CARLOS ALCOCER VARELA. - SECRETARIO DE SALUD. – Para su superior conocimiento. 
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Sistema de Servicio Profesional de Carrera en la 

Administración Pública Federal 

 

Nombramiento No. C-555/2013 

 

 

C. YOLANDA VARELA CHÁVEZ 

P R E S E N T E 

 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 4 segundo párrafo, 33 de la Ley del 

Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal; 5 fracción II, inciso a) 

de su Reglamento, y artículo 29 Fracción XXII del Reglamento Interior de la Secretaría de 

Salud, tengo a bien nombrarle: 

 

DIRECTORA DE PLANIFICACIÓN FAMILIAR 

 

Con el rango de Dirección de Área, con código 12-L00-1-CFMB002-0000006-E-C-F, 

puesto adscrito al Centro Nacional de Equidad de Género y Salud Reproductiva, a partir del día 

16 de diciembre de 2013. 

 

 

“Mérito e Igualdad de Oportunidades” 

México, D.F., a 16 de diciembre de 2013. 

 

 

Rúbrica. 

Lic. Maximina Graciela Romero Monroy 

Directora General de Recursos Humanos 
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SALUD 

SECRETARÍA DE SALUD 

 

 

Nombramiento No. LD- 014/2018 

Código 12-O00-1-CFKC002-0000080-E-L-4 

 

 

DR. RUY LÓPEZ RIDAURA 

P R E S E N T E. 

 

Con fundamento en los artículos 2, apartado C, fracción VII, 7, fracciones XV, XXIV y XXV y 
45 del Reglamento Interior de la Secretaría de Salud; 2, fracción XII del Reglamento de la 
Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal, así como en 
los numerales 152, fracción I, inciso b), subinciso ii y 162 del "Acuerdo por el que se emiten 
las Disposiciones en las materias de Recursos Humanos y del Servicio Profesional de 
Carrera, así como el Manual Administrativo de Aplicación General en materia de Recursos 
Humanos y Organización y el Manual del Servicio Profesional de Carrera", me permito hacer 
de su conocimiento que a partir de esta fecha, he tenido a bien nombrarlo 

 

DIRECTOR GENERAL DEL CENTRO 

NACIONAL DE PROGRAMAS PREVENTIVOS 

Y CONTROL DE ENFERMEDADES 

 

Dicha designación se formula con el carácter de servidor público de libre designación, rango 
de Dirección General, adscrito al Centro Nacional de Programas Preventivos y Control de 
Enfermedades. 

Al aceptar la encomienda, usted ha protestado guardar la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en los términos del artículo 128 y las leyes que de ella emanen, 
asimismo adquiere el compromiso de desempeñarla al límite de su capacidad y esfuerzo, 
debiendo siempre actuar con eficiencia, lealtad y honradez en el desempeño de la misma. 

Ciudad de México, a 16 de diciembre de 2018. 

 

 

EL SECRETARIO DE SALUD 

 

Rúbrica. 

DR. JORGE CARLOS ALCOCER VARELA 
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SALUD 

SECRETARÍA DE SALUD 

 

 

Nombramiento No. LD-009/2019 

Código 12-K00-1-M1C029P-0000041-E-L-C 

 

 

DRA. ALETHSE DE LA TORRE ROSAS 

P R E S E N T E. 

 

Con fundamento en los artículos 2, apartado C, fracción VIII, 7, fracciones XV y XXV y 46 
del Reglamento Interior de la Secretaría de Salud; 2, fracción XII del Reglamento de la Ley 
del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal, así como en los 
numerales 152, fracción III, inciso a) y 162 del "Acuerdo por el que se emiten las 
Disposiciones en las materias de Recursos Humanos y del Servicio Profesional de Carrera, 
así como el Manual Administrativo de Aplicación General en materia de Recursos Humanos 
y Organización y el Manual del Servicio Profesional de Carrera", me permito hacer de su 
conocimiento que a partir de esta fecha, he tenido a bien nombrarla 

 

DIRECTORA GENERAL 
DEL CENTRO NACIONAL PARA LA 

PREVENCIÓN Y EL CONTROL DEL VIH/SIDA 

 

Dicha designación se formula con el carácter de servidora pública de libre designación, 
rango de Dirección General, adscrita al Centro Nacional para la Prevención y el Control del 
VIH/SIDA. 

Al aceptar la encomienda, usted ha protestado guardar la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en los términos del artículo 128 y las leyes que de ella emanen, 
asimismo adquiere el compromiso de desempeñarla al límite de su capacidad y esfuerzo, 
debiendo siempre actuar con eficiencia, lealtad y honradez en el desempeño de la misma. 

 

Ciudad de México, a 16 de julio de 2019. 

 

 

EL SECRETARIO DE SALUD 

 

Rúbrica. 

DR. JORGE CARLOS ALCOCER VARELA 
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SALUD 

SECRETARÍA DE SALUD 

 

 

Nombramiento No. LD-001/2023 

Código 12-R00-1-M1C029P-0000059-E-L-V 

 

 

DR. JOSÉ LUIS DÍAZ ORTEGA 

P r e s e n t e. 

 

Con fundamento en los artículos 2, fracción XII del Reglamento de la Ley del Servicio 
Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal; 7, fracciones XV y XXIV y XXV 
del Reglamento Interior de la Secretaría de Salud y en los numerales 152, fracción I, 
inciso b), subinciso ii y 162 del Acuerdo por el que se emiten las Disposiciones en las 
materias de Recursos Humanos y del Servicio Profesional de Carrera, así como el Manual 
Administrativo de Aplicación General en materia de Recursos Humanos y Organización y el 
Manual del Servicio Profesional de Carrera, me permito hacer de su conocimiento que, a 
partir de esta fecha, he tenido a bien nombrarlo: 

 

DIRECTOR GENERAL DEL CENTRO NACIONAL PARA LA  
SALUD DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA 

 

Dicha designación se formula con el carácter de servidor público de Libre Designación, 
rango de Dirección General, adscrito al Centro Nacional para la Salud de la Infancia 
y la Adolescencia. 

Al aceptar la encomienda, usted ha protestado guardar la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en los términos del artículo 128 y las leyes que de ella emanen, 
y adquiere el compromiso de desempeñarla al límite de su capacidad y esfuerzo, debiendo 
siempre actuar con eficiencia, lealtad y honradez en el desempeño de la misma. 

Ciudad de México, a 1 de mayo de 2023. 

 

 

EL SECRETARIO DE SALUD 

 

Rúbrica. 

DR. JORGE CARLOS ALCOCER VARELA 
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SALUD 

SECRETARÍA DE SALUD 

 

 

Nombramiento No. LD-002/2020 

Código 12-613-1-M1C029P-0000108-E-L-K 

 

 

LIC. DWIGHT DANIEL DYER LEAL 

P R E S E NT E. 

 

Con fundamento en los artículos 2, apartado B, fracción VIII, 7, fracciones XXIV y XXV y 24 

del Reglamento Interior de la Secretaría de Salud; 2, fracción XII del Reglamento de la Ley 

del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal, así como los 

numerales 152, fracción I, inciso b) subinciso ii y 162 del "Acuerdo por el que se emiten las 

Disposiciones en las materias de Recursos Humanos y del Servicio Profesional de Carrera, 

así como el Manual Administrativo de Aplicación General en materia de Recursos Humanos 

y Organización y el Manual del Servicio Profesional de Carrera", me permito hacer de su 

conocimiento que a partir de esta fecha, he tenido a bien nombrarle 

 

DIRECTOR GENERAL 

DE INFORMACIÓN EN SALUD 

 

Dicha designación se formula con el carácter de servidor público de libre designación, rango 

de Dirección General, adscrito a la Dirección General de información en Salud. 

Al aceptar la encomienda, usted ha protestado guardar la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en los términos del artículo 128 y las leyes que de ella emanen, 

asimismo adquiere el compromiso de desempeñarla al límite de su capacidad y esfuerzo, 

debiendo siempre actuar con eficiencia, lealtad y honradez en el desempeño de la misma. 

 

Ciudad de México, a 1 de noviembre de 2020. 

 

 

EL SECRETARIO DE SALUD 

 

Rúbrica. 

DR. JORGE CARLOS ALCOCER VARELA 
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SALUD 

SECRETARÍA DE SALUD 

 

 

Nombramiento No. LD-001/2020 

Código 12-I00-1-M1C029P-0000035-E-L-V 

 

 

DR. JORGE ENRIQUE TREJO GÓMORA 

P R E S E NT E. 

 

Con fundamento en los artículos 2, apartado C, fracción IV, 7, fracciones XV, XXIV y XXV y 

42 del Reglamento Interior de la Secretaría de Salud; 2, fracción XII del Reglamento de la 

Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal, así como los 

numerales 152, fracción I, inciso b), subinciso ii y 162 del "Acuerdo por el que se emiten las 

Disposiciones en las materias de Recursos Humanos y del Servicio Profesional de Carrera, 

así como el Manual Administrativo de Aplicación General en materia de Recursos Humanos 

y Organización y el Manual del Servicio Profesional de Carrera", me permito hacer de su 

conocimiento que a partir de esta fecha, he tenido a bien nombrarlo 

 

DIRECTOR GENERAL DEL CENTRO NACIONAL 

DE LA TRANSFUSIÓN SANGUÍNEA 

 

Dicha designación se formula con el carácter de servidor público de libre designación, rango 

de Dirección General, adscrito al Centro Nacional de la Transfusión Sanguínea. 

Al aceptar la encomienda, usted ha protestado guardar la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en los términos del artículo 128 y las leyes que de ella emanen, 

asimismo adquiere el compromiso de desempeñarla al límite de su capacidad y esfuerzo, 

debiendo siempre actuar con eficiencia, lealtad y honradez en el desempeño de la misma. 

 

Ciudad de México, a 1 de septiembre de 2020. 

 

 

EL SECRETARIO DE SALUD 

 

Rúbrica. 

DR. JORGE CARLOS ALCOCER VARELA 
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SALUD 

SECRETARÍA DE SALUD 

 

 

Nombramiento No. LD-001/2019 

Código 12-N00-1-M1C026P-0000044-E-L-V 

 

 

DR. JUAN MANUEL QUIJADA GAYTAN 

P R E S E NT E. 

 

Con fundamento en los artículos 2, apartado C, fracción XIV, 7, fracciones XV, XXIV y XXV 

y 48 del Reglamento Interior de la Secretaría de Salud; 2, fracción XII del Reglamento de la 

Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal, así como en 

los numerales 152, fracción I, inciso b), subinciso ii y 162 del "Acuerdo por el que se emiten 

las Disposiciones en las materias de Recursos Humanos y del Servicio Profesional de 

Carrera, así como el Manual Administrativo de Aplicación General en materia de Recursos 

Humanos y Organización y el Manual del Servicio Profesional de Carrera", me permito hacer 

de su conocimiento que a partir de esta fecha, he tenido a bien nombrarlo 

 

DIRECTOR GENERAL DE LOS 

SERVICIOS DE ATENCIÓN PSIQUIÁTRICA 

 

Dicha designación se formula con el carácter de servidor público de libre designación, rango 

de Dirección General, adscrito a los Servicios de Atención Psiquiátrica. 

Al aceptar la encomienda, usted ha protestado guardar la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en los términos del artículo 128 y las leyes que de ella emanen, 

asimismo adquiere el compromiso de desempeñarla al límite de su capacidad y esfuerzo, 

debiendo siempre actuar con eficiencia, lealtad y honradez en el desempeño de la misma. 

 

Ciudad de México, a 16 de febrero de 2019. 

 

 

EL SECRETARIO DE SALUD 

 

Rúbrica. 

DR. JORGE CARLOS ALCOCER VARELA 
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C. Gady Zabicky Sirot, 

Presente. 

 

Andrés Manuel López Obrador, Presidente 

de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la facultad 

que me confiere el artículo 89, fracción II, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, y con fundamento 

en el artículo 4, fracción II del Decreto por el que se modifica 

la denominación, objeto, organización y funcionamiento del 

órgano desconcentrado Centro Nacional para la Prevención 

y el Control de las Adicciones, para transformarse en la 

Comisión Nacional contra las Adicciones como un órgano 

administrativo desconcentrado de la Secretaría de Salud, he 

tenido o bien nombrarlo Comisionado Nacional contra las 

Adicciones. 

 

 

 

 

 

Rúbrica. 

Ciudad de México, a 16 de mayo de 2019. 
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DESPACHO DEL GOBERNADOR 

 

San Luis Potosí, S.L.P., septiembre 26 de 2021 

 

 

DR. DANIEL ACOSTA DÍAZ DE LEÓN 

P R E S E N T E. - 

 

 

Al ser una de las atribuciones como Gobernador del Estado designar a los 

Secretarios de Despacho del Poder Ejecutivo de San Luis Potosí, le confiero la Titularidad 

de la Secretaría de Salud, con efectos a partir del día de la fecha y hasta un máximo del 

25 de septiembre de 2027. 

Lo anterior con fundamento en los artículos 80 fracción XI, de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, y 31, fracción XVII de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública del Estado de San Luis Potosí. 

Lo que comunico a usted para su conocimiento y fines consiguientes. 

 

 

 

Rúbrica. 

José Ricardo Gallardo Cardona 

Gobernador Constitucional del Estado 

San Luis Potosí, S.L.P., septiembre 2021. 

 

 

 

 

c.c.p. LIC. J. GUADALUPE TORRES SANCHEZ. Secretario de Gobierno 

c.c.p. LIC. NOÉ LARA ENRÍQUEZ. Oficial Mayor. Para trámites administrativos conducentes. 
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San Luis Potosí, S.L.P. el día 30 de septiembre de 2021. 

 

 

C. DANIEL ACOSTA DÍAZ DE LEÓN. 

P R E S E N T E. 

 

 

Me permito hacer de su conocimiento que la Junta de Gobierno de los servicios de 

Salud de San Luis Potosí, ha tenido a bien designarlo como DIRECTOR GENERAL 

DE SERVICIOS DE SALUD DE SAN LUIS POTOSÍ, a partir de la fecha y hasta un máximo 

del término de la presente administración. 

Lo anterior con fundamente en los artículos 4° fracción XX de la Ley de Salud del Estado, 61 

de la Ley orgánica de la Administración Pública Estatal, 1°, 2°, 5°, 6° fracción II, inciso a), 7° 

fracción XV, 8° fracción II inciso a), 10, 11 y 12 del Decreto Administrativo por el que se 

constituyen los Servicios de Salud de San Luis Potosí como un Organismo Descentralizo del 

Gobierno Estatal, publicado el 11 de septiembre de 1996 y su reforma del 18 de noviembre 

de 2020, artículos 1, 2, 12 fracción II, inciso a), 13 fracción XV y 14 el Reglamento Interior 

de los Servicios de Salud. 

Lo que comunico a Usted para su conocimiento y fines consiguientes. 

 

 

Sufragio Efectivo. No Reelección. 

EL C. GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO. 

 

 

 

Rúbrica. 

LIC. JOSÉ RICARDO GALLARDO CARDONA. 
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DESPACHO DEL GOBERNADOR 

 

San Luis Potosí, S.L.P., septiembre 26 de 2021 

 

JESÚS SALVADOR GONZÁLEZ MARTÍNEZ 

P R E S E N T E.- 

 

 

Al ser una de las atribuciones como Gobernador del Estado designar a los Secretarios 

de Despacho del Poder Ejecutivo de San Luis Potosí, le confiero la Titularidad de la 

Secretaría de Finanzas, con efectos a partir del día de la fecha y hasta un máximo del 25 de 

septiembre de 2027. 

Lo anterior con fundamento en los artículos 80 fracción XI, de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, y 31, fracción II de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública del Estado de San Luis Potosí. 

Lo que comunico a usted para su conocimiento y fines consiguientes. 

 

 

 

Rúbrica. 

José Ricardo Gallardo Cardona 

Gobernador Constitucional del Estado 

San Luis Potosí, S.L.P., septiembre 2021. 

 

 

 

c.c.p. LIC. J. GUADALUPE TORRES SANCHEZ. Secretario de Gobierno 

c.c.p. LIC. NOÉ LARA ENRÍQUEZ. Oficial Mayor. Para trámites administrativos conducentes. 
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ANEXO 2 

Identificación de fuentes de financiamiento de “LOS PROGRAMAS” en materia de Salud Pública. 

310 DIRECCIÓN GENERAL DE PROMOCIÓN DE LA SALUD 

NO. PROGRAMA DE ACCIÓN ESPECÍFICO 

ORIGEN DE LOS RECURSOS PRESUPUESTARIOS 
(PESOS) 

SPPS/INTERVENCIONES/RAMO 12 
TOTAL 

CASSCO CAUSES 

1 Políticas de Salud Pública y Promoción de la Salud 0.00 0.00 0.00

TOTALES 0.00 0.00 0.00

 

313 SECRETARIADO TÉCNICO DEL CONSEJO NACIONAL DE SALUD MENTAL 

NO. PROGRAMA DE ACCIÓN ESPECÍFICO 

ORIGEN DE LOS RECURSOS PRESUPUESTARIOS 
(PESOS) 

SPPS/INTERVENCIONES/RAMO 12 
TOTAL 

CASSCO CAUSES 

1 Salud Mental y Adicciones 0.00 0.00 0.00

 1 Salud Mental 0.00 0.00 0.00

 2 Adicciones 0.00 0.00 0.00

TOTALES 0.00 0.00 0.00

 

315 SECRETARIADO TÉCNICO DEL CONSEJO NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN DE ACCIDENTES 

NO. PROGRAMA DE ACCIÓN ESPECÍFICO 

ORIGEN DE LOS RECURSOS PRESUPUESTARIOS 
(PESOS) 

SPPS/INTERVENCIONES/RAMO 12 
TOTAL 

CASSCO CAUSES 

1 
Programa de Prevención de Accidentes, Lesiones y 
Seguridad Vial 0.00 0.00 0.00

 1 Seguridad Vial 0.00 0.00 0.00

 2 PA en Grupos Vulnerables 0.00 0.00 0.00

TOTALES 0.00 0.00 0.00
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316 DIRECCIÓN GENERAL DE EPIDEMIOLOGÍA 

NO. PROGRAMA DE ACCIÓN ESPECÍFICO 

ORIGEN DE LOS RECURSOS PRESUPUESTARIOS 

(PESOS) 

SPPS/INTERVENCIONES/RAMO 12 
TOTAL 

CASSCO CAUSES 

1 Emergencias en Salud 0.00 0.00 0.00

 1 Emergencias 0.00 0.00 0.00

 2 Monitoreo 0.00 0.00 0.00

2 Vigilancia en Salud Pública por Laboratorio 0.00 0.00 0.00

TOTALES 0.00 0.00 0.00

 

K00 CENTRO NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN Y EL CONTROL DEL VIH/SIDA 

NO. PROGRAMA DE ACCIÓN ESPECÍFICO 

ORIGEN DE LOS RECURSOS PRESUPUESTARIOS 

(PESOS) 

SPPS/INTERVENCIONES/RAMO 12 
TOTAL 

CASSCO CAUSES 

1 VIH y otras ITS 0.00 0.00 0.00

2 Virus de Hepatitis C 0.00 0.00 0.00

TOTALES 0.00 0.00 0.00

 

L00 CENTRO NACIONAL DE EQUIDAD DE GÉNERO Y SALUD REPRODUCTIVA 

NO. PROGRAMA DE ACCIÓN ESPECÍFICO 

ORIGEN DE LOS RECURSOS PRESUPUESTARIOS 

(PESOS) 

SPPS/INTERVENCIONES/RAMO 12 
TOTAL 

CASSCO CAUSES 

1 Salud Sexual y Reproductiva 0.00 0.00 0.00

 1 SSR para Adolescentes 0.00 0.00 0.00
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 2 PF y Anticoncepción 0.00 0.00 0.00

 3 Salud Materna 0.00 0.00 0.00

 4 Salud Perinatal 0.00 0.00 0.00

 5 Aborto Seguro 0.00 0.00 0.00

 6 Violencia de Género 0.00 0.00 0.00

2 Prevención y Control del Cáncer 0.00 0.00 0.00

3 Igualdad de Género 0.00 0.00 0.00

TOTALES 0.00 0.00 0.00

 

O00 CENTRO NACIONAL DE PROGRAMAS PREVENTIVOS Y CONTROL DE ENFERMEDADES 

NO. PROGRAMA DE ACCIÓN ESPECÍFICO 

ORIGEN DE LOS RECURSOS PRESUPUESTARIOS 

(PESOS) 

SPPS/INTERVENCIONES/RAMO 12 
TOTAL 

CASSCO CAUSES 

1 
Prevención y Control de Enfermedades Zoonóticas y 
Emergentes 

0.00 0.00 0.00

2 
Control de Enfermedades Transmitidas por Vectores e 
Intoxicación por Veneno de Artrópodos 

0.00 0.00 0.00

 1 Paludismo 0.00 0.00 0.00

 2 Enfermedad de Chagas 0.00 0.00 0.00

 3 Leishmaniasis 0.00 0.00 0.00

 4 Intoxicación por Artrópodos 0.00 0.00 0.00

 5 Dengue 0.00 0.00 0.00

 6 Vigilancia Post Oncocercosis 0.00 0.00 0.00

3 
Programa Nacional de Prevención y Control de las 
micobacteriosis (Tuberculosis y Lepra) 

0.00 0.00 0.00
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4 Atención de Urgencias Epidemiológicas y Desastres 0.00 0.00 0.00

5 
Programa Nacional de Prevención y Control de Infecciones 
Respiratorias Agudas (Neumonías, Influenza y COVID-19) 

0.00 0.00 0.00

6 
Programa de Acción Específico para la Prevención y Control de 
Enfermedades Respiratorias Crónicas 

0.00 0.00 0.00

7 Enfermedades Cardiometabólicas 0.00 0.00 0.00

8 Programa de Acción Específico en Atención al Envejecimiento 0.00 0.00 0.00

9 Prevención, Detección y Control de las Enfermedades Bucales 0.00 0.00 0.00

10 Prevención y Control de Enfermedades Diarréicas Agudas 0.00 0.00 0.00

TOTALES 0.00 0.00 0.00

 

R00 CENTRO NACIONAL PARA LA SALUD DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA 

NO. PROGRAMA DE ACCIÓN ESPECÍFICO 

ORIGEN DE LOS RECURSOS PRESUPUESTARIOS 

(PESOS) 

SPPS/INTERVENCIONES/RAMO 12 
TOTAL 

CASSCO CAUSES 

1 Vacunación Universal 0.00 0.00 0.00

2 Atención a la Salud de la Adolescencia 0.00 0.00 0.00

3 Atención a la Salud en la Infancia 0.00 0.00 0.00

TOTALES 0.00 0.00 0.00

 

GRAN TOTAL 

NO. PROGRAMA DE ACCIÓN ESPECÍFICO 

ORIGEN DE LOS RECURSOS PRESUPUESTARIOS 

(PESOS) 

SPPS/INTERVENCIONES/RAMO 12 
TOTAL 

CASSCO CAUSES 

 0.00 0.00 0.00
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ANEXO 3 

Calendario de Ministraciones 

(Pesos) 

310 DIRECCIÓN GENERAL DE PROMOCIÓN DE LA SALUD 

NO. PROGRAMA DE ACCIÓN ESPECÍFICO 

1 Políticas de Salud Pública y Promoción de la Salud 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

  

Total 0.00

 

313 SECRETARIADO TÉCNICO DEL CONSEJO NACIONAL DE SALUD MENTAL 

NO. PROGRAMA DE ACCIÓN ESPECÍFICO 

1 Salud Mental y Adicciones 

 1.1 Salud Mental 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

 

  1.2 Adicciones 

Subtotal de ministraciones 0.00

Total Programa 0.00

  

Total 0.00

 

315 SECRETARIADO TÉCNICO DEL CONSEJO NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN DE ACCIDENTES 

NO. PROGRAMA DE ACCIÓN ESPECÍFICO 

1 Programa de Prevención de Accidentes, Lesiones y Seguridad Vial 

 1.1 Seguridad Vial 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

 

 1.2 PA en Grupos Vulnerables 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

Total Programa 0.00

  

Total 0.00
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316 DIRECCIÓN GENERAL DE EPIDEMIOLOGÍA 

NO. PROGRAMA DE ACCIÓN ESPECÍFICO 

1 Emergencias en Salud 

 1.1 Emergencias 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

 

 1.2 Monitoreo 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

Total Programa 0.00

  

2 Vigilancia en Salud Pública por Laboratorio 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

  

Total 0.00

 

K00 CENTRO NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN Y EL CONTROL DEL VIH/SIDA 

NO. PROGRAMA DE ACCIÓN ESPECÍFICO 

1 VIH y otras ITS 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

  

2 Virus de Hepatitis C 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

  

Total 0.00

 

L00 CENTRO NACIONAL DE EQUIDAD DE GÉNERO Y SALUD REPRODUCTIVA 

NO. PROGRAMA DE ACCIÓN ESPECÍFICO 

1 Salud Sexual y Reproductiva 

 1.1 SSR para Adolescentes 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00
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 1.2 PF y Anticoncepción 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

 

 1.3 Salud Materna 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

 

 1.4 Salud Perinatal 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

 

 1.5 Aborto Seguro 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

 

 1.6 Violencia de Género 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

Total Programa 0.00

  

2 Prevención y Control del Cáncer 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

  

3 Igualdad de Género 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

  

Total 0.00

 

O00 CENTRO NACIONAL DE PROGRAMAS PREVENTIVOS Y CONTROL DE ENFERMEDADES 

NO. PROGRAMA DE ACCIÓN ESPECÍFICO 

1 Prevención y Control de Enfermedades Zoonóticas y Emergentes 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00
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2 Control de Enfermedades Transmitidas por Vectores e Intoxicación por Veneno de Artrópodos 

 2.1 Paludismo 

Subtotal de ministraciones 0.00

 

 2.2 Enfermedad de Chagas 

Subtotal de ministraciones 0.00

 

 2.3 Leishmaniasis 

Subtotal de ministraciones 0.00

 

 2.4 Intoxicación por Artrópodos 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

 

 2.5 Dengue 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

 

 2.6 Vigilancia Post Oncocercosis 

Subtotal de ministraciones 0.00

Total Programa 0.00

  

3 Programa Nacional de Prevención y Control de las micobacteriosis (Tuberculosis y Lepra) 

Subtotal de ministraciones 0.00

  

4 Atención de Urgencias Epidemiológicas y Desastres 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

  

5 Programa Nacional de Prevención y Control de Infecciones Respiratorias Agudas (Neumonías, 

Influenza y COVID-19) 

Subtotal de ministraciones 0.00
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6 Programa de Acción Específico para la Prevención y Control de Enfermedades Respiratorias Crónicas 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

  

7 Enfermedades Cardiometabólicas 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

  

8 Programa de Acción Específico en Atención al Envejecimiento 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

  

9 Prevención, Detección y Control de las Enfermedades Bucales 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

  

10 Prevención y Control de Enfermedades Diarréicas Agudas 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

  

Total 0.00

 

R00 CENTRO NACIONAL PARA LA SALUD DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA 

NO. PROGRAMA DE ACCIÓN ESPECÍFICO 

1 Vacunación Universal 

Subtotal de ministraciones 0.00

Subtotal de programas institucionales 0.00

  

2 Atención a la Salud de la Adolescencia 

Subtotal de ministraciones 0.00

  

3 Atención a la Salud en la Infancia 

Subtotal de ministraciones 0.00

  

Total 0.00

 

Gran total 0.00
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ANEXO 4 A 

Programas-Indicadores-Metas de “LOS PROGRAMAS” en materia de Salud Pública. 

310 DIRECCIÓN GENERAL DE PROMOCIÓN DE LA SALUD 

No. PROGRAMA ÍNDICE 
TIPO DE 

INDICADOR 
NUMERADOR DENOMINADOR INDICADOR META FEDERAL META ESTATAL 

SIN DATOS 

 

Por la Secretaría: Director General de Promoción de la Salud, Dr. Ricardo Cortés Alcalá.- Rúbrica.- Por la Entidad: Secretario de Salud y Director General de los 
Servicios de Salud de San Luis Potosí, Dr. Daniel Acosta Díaz de León.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas, C.P. Jesús Salvador González Martínez.- Rúbrica. 

 

ANEXO 4 B 

Programas-Indicadores-Metas de “LOS PROGRAMAS” en materia de Salud Pública. 

313 SECRETARIADO TÉCNICO DEL CONSEJO NACIONAL DE SALUD MENTAL 

No. PROGRAMA ÍNDICE 
TIPO DE 

INDICADOR 
NUMERADOR DENOMINADOR INDICADOR META FEDERAL META ESTATAL 

SIN DATOS 

 

Por la Secretaría: Secretaria Técnica del Consejo Nacional de Salud Mental, Mtra. Diana Iris Tejadilla Orozco.- Rúbrica.- Por la Entidad: Secretario de Salud y 
Director General de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, Dr. Daniel Acosta Díaz de León.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas, C.P. Jesús Salvador González 
Martínez.- Rúbrica. 

 

ANEXO 4 C 

Programas-Indicadores-Metas de “LOS PROGRAMAS” en materia de Salud Pública. 

315 SECRETARIADO TÉCNICO DEL CONSEJO NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN DE ACCIDENTES 

No. PROGRAMA ÍNDICE 
TIPO DE 

INDICADOR 
NUMERADOR DENOMINADOR INDICADOR META FEDERAL META ESTATAL 

SIN DATOS 

 

Por la Secretaría: firma en ausencia del Titular del Secretariado Técnico del Consejo Nacional para la Prevención de Accidentes, de conformidad con lo dispuesto 
en el oficio de designación SPPS-2890-2023, Director de Coordinación de Relaciones Interinstitucionales de la Subsecretaria de Prevención y Promoción de la Salud 
y Encargado de los Asuntos de la Dirección General del Secretariado Técnico del Consejo Nacional para la Prevención de Accidentes, Lic. Raúl Gómez Torres.- 
Rúbrica.- Por la Entidad: Secretario de Salud y Director General de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, Dr. Daniel Acosta Díaz de León.- Rúbrica.- Secretario 
de Finanzas, C.P. Jesús Salvador González Martínez.- Rúbrica. 
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ANEXO 4 D 

Programas-Indicadores-Metas de “LOS PROGRAMAS” en materia de Salud Pública. 

316 DIRECCIÓN GENERAL DE EPIDEMIOLOGÍA 

No. PROGRAMA ÍNDICE 
TIPO DE 

INDICADOR 
NUMERADOR DENOMINADOR INDICADOR META FEDERAL META ESTATAL 

SIN DATOS 

 

Por la Secretaría: Director General de Epidemiología, Dr. Gabriel García Rodríguez.- Rúbrica.- Por la Entidad: Secretario de Salud y Director General de los 
Servicios de Salud de San Luis Potosí, Dr. Daniel Acosta Díaz de León.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas, C.P. Jesús Salvador González Martínez.- Rúbrica. 

 

ANEXO 4 E 

Programas-Indicadores-Metas de “LOS PROGRAMAS” en materia de Salud Pública. 

K00 CENTRO NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN Y EL CONTROL DEL VIH/SIDA 

No. PROGRAMA ÍNDICE 
TIPO DE 

INDICADOR 
NUMERADOR DENOMINADOR INDICADOR 

META 

FEDERAL 

META 

ESTATAL 

1 VIH y otras ITS 1.9.1 Proceso Condones entregados a personas 
viviendo con VIH en los CAPASITS 
y SAIHS, en la Secretaría de Salud 

Personas de 15 a 60 años en 
tratamiento antirretroviral, en la 
Secretaría de Salud 

Condones entregados por 
persona viviendo con VIH. 

112 112 

1 VIH y otras ITS 5.1.1 Proceso Personas viviendo con VIH que se 
diagnostican e incorporan por 
primera vez a atención (sin 
tratamiento antirretroviral 
previamente) cuyo primer recuento 
de linfocitos CD4 es menor a 200 
células/l, con respecto al total de 
las personas viviendo con VIH 
diagnosticadas e incorporadas a 
atención en el periodo, en la 
Secretaría de Salud 

Personas viviendo con VIH que 
se diagnostican e incorporan 
por primera vez a atención 
(sin tratamiento antirretroviral 
previamente) que tuvieron su 
primer recuento de linfocitos CD4 
en el periodo, en la Secretaría 
de Salud 

Porcentaje de 
presentadores tardíos a 
los Servicios de Salud. 

100% 100% 

1 VIH y otras ITS 8.10.1 Proceso Personas en tratamiento 
antirretroviral con diagnóstico de 
tuberculósis activa en tratamiento, 
en la Secretaría de Salud 

Personas con diagnóstico de 
tuberculósis activa y VIH en 
tratamiento, en la Secretaría de 
Salud 

Personas en tratamiento 
antirretroviral (TAR) con 
diagnóstico de 
tuberculosis (TB) activa en 
tratamiento para ésta. 

90% 90% 

1 VIH y otras ITS 11.6.1 Proceso Detecciones de sífilis en personas 
en tratamiento antirretroviral, en la 
Secretaría de Salud 

Personas de 15 a 60 años que se 
encuentran en tratamiento 
antirretroviral en el año, en la 
Secretaría de Salud 

Detección de sífilis en 
personas en tratamiento 
antirretroviral. 

1 1 
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1 VIH y otras ITS 12.3.1 Proceso Mujeres embarazadas viviendo 
con VIH bajo tratamiento 
antirretroviral, con carga viral 
indetectable (<50 copias/ml), en la 
Secretaría de Salud  

Mujeres embarazadas viviendo 
con VIH, bajo tratamiento 
antirretroviral, en la Secretaría de 
Salud  

Porcentaje de mujeres 
embarazadas viviendo con 
VIH, bajo tratamiento 
antirretroviral, con carga 
viral indetectable. 

90% 90% 

2 Virus de Hepatitis C 8.6.1 Proceso Personas diagnosticadas con VHC 
(con carga viral de VHC positiva) 
que están en tratamiento antiviral, 
en la Secretaría de Salud 

Personas diagnosticadas con 
VHC (con carga viral de VHC 
positiva), en la Secretaría de 
Salud 

Porcentaje de personas 
diagnosticadas con VHC 
en tratamiento antiviral. 

90% 90% 

 

Por la Secretaría: Directora General del Centro Nacional para la Prevención y el Control del VIH/SIDA, Dra. Alethse De La Torre Rosas.- Rúbrica.- Por la 
Entidad: Secretario de Salud y Director General de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, Dr. Daniel Acosta Díaz de León.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas, 
C.P. Jesús Salvador González Martínez.- Rúbrica. 

 

ANEXO 4 F 

Programas-Indicadores-Metas de “LOS PROGRAMAS” en materia de Salud Pública. 

L00 CENTRO NACIONAL DE EQUIDAD DE GÉNERO Y SALUD REPRODUCTIVA 

No. PROGRAMA ÍNDICE 
TIPO DE 

INDICADOR 
NUMERADOR DENOMINADOR INDICADOR META FEDERAL META ESTATAL 

SIN DATOS 

 

Por la Secretaría: firma en ausencia del Titular del Centro Nacional de Equidad de Género y Salud Reproductiva, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 55 
del Reglamento Interior de la Secretaría de Salud, Directora de Planificación Familiar del Centro Nacional de Equidad de Género y Salud Reproductiva, Act. Yolanda 
Varela Chávez.- Rúbrica.- Por la Entidad: Secretario de Salud y Director General de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, Dr. Daniel Acosta Díaz de León.- 
Rúbrica.- Secretario de Finanzas, C.P. Jesús Salvador González Martínez.- Rúbrica. 

 

ANEXO 4 G 

Programas-Indicadores-Metas de “LOS PROGRAMAS” en materia de Salud Pública. 

O00 CENTRO NACIONAL DE PROGRAMAS PREVENTIVOS Y CONTROL DE ENFERMEDADES 

No. PROGRAMA ÍNDICE 
TIPO DE 

INDICADOR 
NUMERADOR DENOMINADOR INDICADOR 

META 
FEDERAL 

META 
ESTATAL 

3 Programa Nacional de 
Prevención y Control 
de las micobacteriosis 
(Tuberculosis y Lepra) 

2.1.1 RESULTADO Número de casos nuevos de 
TBP confirmados 
bacteriológicamente 
(BK o Cultivo +) que ingresan 
a tratamiento primario 
acortado, los que terminan y 
los que curan (Éxito)  

Número de casos nuevos de 
TBP confirmados 
bacteriológicamente 
(BK o Cultivo +) que ingresan 
a tratamiento primario 
acortado x 100. 

Porcentaje de Éxito de 
Tratamiento de la TB 
pulmonar confirmada 
bacteriológicamente 

85.6% 85.6% 
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3 Programa Nacional de 
Prevención y Control 
de las micobacteriosis 
(Tuberculosis y Lepra) 

3.1.1 PROCESO Número de casos TB TF 
nuevos y previamente tratados 
que se les realizo una prueba 
de sensibilidad al diagnóstico, 
incluye resultados de pruebas 
moleculares (Xpert MTB/RIF) 
así como de pruebas 
fenotípicas convencionales 

Número de casos nuevos y 
previamente tratados 
notificados X 100 

Cobertura de la prueba de 
sensibilidad a los anti-TB para 
pacientes con TB TF al 
momento del diagnóstico. 

30% 30% 

3 Programa Nacional de 
Prevención y Control 
de las micobacteriosis 
(Tuberculosis y Lepra) 

4.1.1 PROCESO Número de casos con 
diagnóstico de resistencia a 
fármacos que reciben 
esquema de tratamiento con 
fármacos antituberculosis de 
2da línea en el año 

Número de casos 
programados con diagnóstico 
de resistencia a fármacos en 
el año X 100 

Cobertura de tratamiento con 
fármacos antituberculosis de 
2da línea en personas con 
diagnóstico de tuberculosis 
resistente a fármacos. 

90% 90% 

 

Por la Secretaría: Director General del Centro Nacional de Programas Preventivos y Control de Enfermedades, Dr. Ruy López Ridaura.- Rúbrica.- Por la Entidad: 
Secretario de Salud y Director General de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, Dr. Daniel Acosta Díaz de León.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas, C.P. Jesús 
Salvador González Martínez.- Rúbrica. 

 

ANEXO 4 H 

Programas-Indicadores-Metas de “LOS PROGRAMAS” en materia de Salud Pública. 

R00 CENTRO NACIONAL PARA LA SALUD DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA 

No. PROGRAMA ÍNDICE 
TIPO DE 

INDICADOR 
NUMERADOR DENOMINADOR INDICADOR 

META 
FEDERAL 

META 
ESTATAL 

1 Vacunación 
Universal 

1.1.1 Proceso Niñas y niños menores 
de 1 año de edad sin 
derechohabiencia que 
recibieron la 3er dosis de la 
vacuna hexavalente acelular 

Total de niñas y niños 
menores de 1 año de edad 
sin derechohabiencia (SSA) 

Cobertura de vacunación al 95% 
con 3ra dosis de la vacuna 
hexavalente en niñas y niños 
menores de 1 año de edad sin 
derechohabiencia al semestre 

95% 95% 

2 Vacunación 
Universal 

2.1.1 Proceso Población sin derechohabiencia 
que recibe la vacuna contra 
influenza estacional en la 
temporada invernal 2023-2024 

Total de población meta sin 
derechohabiencia a vacunar 
contra la influenza estacional. 

Logro de aplicación de la Vacuna 
contra la Influenza Estacional al 
75% de la meta en el último 
trimestre de 2023 

75% 75% 

 

Por la Secretaría: Director General del Centro Nacional para la Salud de la Infancia y la Adolescencia, Dr. José Luis Díaz Ortega.- Rúbrica.- Por la Entidad: 
Secretario de Salud y Director General de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, Dr. Daniel Acosta Díaz de León.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas, C.P. Jesús 
Salvador González Martínez.- Rúbrica. 
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ANEXO 5 A 

Relación de insumos federales enviados en especie por “LOS PROGRAMAS” en materia de Salud Pública. 

310 DIRECCIÓN GENERAL DE PROMOCIÓN DE LA SALUD 

No. PROGRAMA ÍNDICE FUENTE DE FINANCIAMIENTO CONCEPTO 
PRECIO 

UNITARIO 
CANTIDAD TOTAL (PESOS)

SIN DATOS 

 

Por la Secretaría: Director General de Promoción de la Salud, Dr. Ricardo Cortés Alcalá.- Rúbrica.- Por la Entidad: Secretario de Salud y Director General de los 
Servicios de Salud de San Luis Potosí, Dr. Daniel Acosta Díaz de León.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas, C.P. Jesús Salvador González Martínez.- Rúbrica. 

 

ANEXO 5 B 

Relación de insumos federales enviados en especie por “LOS PROGRAMAS” en materia de Salud Pública. 

313 SECRETARIADO TÉCNICO DEL CONSEJO NACIONAL DE SALUD MENTAL 

No. PROGRAMA ÍNDICE FUENTE DE FINANCIAMIENTO CONCEPTO 
PRECIO 

UNITARIO 
CANTIDAD TOTAL (PESOS)

SIN DATOS 

 

Por la Secretaría: Secretaria Técnica del Consejo Nacional de Salud Mental, Mtra. Diana Iris Tejadilla Orozco.- Rúbrica.- Por la Entidad: Secretario de Salud y 
Director General de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, Dr. Daniel Acosta Díaz de León.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas, C.P. Jesús Salvador González 
Martínez.- Rúbrica. 

 

ANEXO 5 C 

Relación de insumos federales enviados en especie por “LOS PROGRAMAS” en materia de Salud Pública 

315 SECRETARIADO TÉCNICO DEL CONSEJO NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN DE ACCIDENTES 

No. PROGRAMA ÍNDICE FUENTE DE FINANCIAMIENTO CONCEPTO 
PRECIO 

UNITARIO 
CANTIDAD TOTAL (PESOS)

SIN DATOS 

 

Por la Secretaría: firma en ausencia del Titular del Secretariado Técnico del Consejo Nacional para la Prevención de Accidentes, de conformidad con lo dispuesto 
en el oficio de designación SPPS-2890-2023, Director de Coordinación de Relaciones Interinstitucionales de la Subsecretaria de Prevención y Promoción de la Salud 
y Encargado de los Asuntos de la Dirección General del Secretariado Técnico del Consejo Nacional para la Prevención de Accidentes, Lic. Raúl Gómez Torres.- 
Rúbrica.- Por la Entidad: Secretario de Salud y Director General de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, Dr. Daniel Acosta Díaz de León.- Rúbrica.- Secretario 
de Finanzas, C.P. Jesús Salvador González Martínez.- Rúbrica. 
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ANEXO 5 D 

Relación de insumos federales enviados en especie por “LOS PROGRAMAS” en materia de Salud Pública. 

316 DIRECCIÓN GENERAL DE EPIDEMIOLOGÍA 

No. PROGRAMA ÍNDICE FUENTE DE FINANCIAMIENTO CONCEPTO 
PRECIO 

UNITARIO 
CANTIDAD TOTAL (PESOS)

SIN DATOS 

 

Por la Secretaría: Director General de Epidemiología, Dr. Gabriel García Rodríguez.- Rúbrica.- Por la Entidad: Secretario de Salud y Director General de los 
Servicios de Salud de San Luis Potosí, Dr. Daniel Acosta Díaz de León.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas, C.P. Jesús Salvador González Martínez.- Rúbrica. 

 

ANEXO 5 E 

Relación de insumos federales enviados en especie por “LOS PROGRAMAS” en materia de Salud Pública. 

K00 CENTRO NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN Y EL CONTROL DEL VIH/SIDA 

No. PROGRAMA ÍNDICE FUENTE DE FINANCIAMIENTO CONCEPTO 
PRECIO 

UNITARIO 
CANTIDAD TOTAL (PESOS) 

1 VIH y otras ITS 8.10.1.2 Ramo 12 VALGANCICLOVIR, Comprimido. Cada Comprimido 
contiene: Clorhidrato de valganciclovir equivalente 

a 450 mg de valganciclovir. Envase con 60 Comprimidos. 

$1,003.00 6 $6,018.00

1 VIH y otras ITS 8.10.1.2 Ramo 12 VALGANCICLOVIR, Comprimido. Cada Comprimido 
contiene: Clorhidrato de valganciclovir equivalente 

a 450 mg de valganciclovir. Envase con 60 Comprimidos. 

$893.00 0 $ -

1 VIH y otras ITS 12.3.1.2 Ramo 12 SUCEDÁNEO DE LECHE HUMANA DE PRETERMINO. 
Polvo Contenido en: Kilocalorías Unidad kcal 100g Mín. 
400 Máx 525 100kcal Mín 100.0 Máx 100.0 100ml Mín 64 
Máx 85 Lípidos Unidad g 100g Mín. 19.2 Máx 31.5 
100kcal Mín4.80 Máx 6.00 100ml Mín 3.072 Máx 5.1 
Acido linoleico Unidad mg 100g Mín. 1200 Máx 7350 
100kcal Mín300.00 Máx 1400.00 100ml Mín 192 Máx 
1190 Ac alfa Linolénico Unidad mg 100g Mín. 200 Máx 
SE* 100kcal Mín50.00 Máx SE* 100ml Mín 32 Máx SE* 
Relac A. Linoleico/ A. á Linolenico 100g Mín. 5:1 Máx 15:1 
100kcal Mín5:1 Máx 15:1 100ml Mín 5:1 Máx 15:1 Acido 
araquidónico Unidad % 100g Mín. 1.60 Máx 3.675 
100kcal Mín0.40 Máx 0.70 100ml Mín 0.256 Máx 0.595 
Acido DHA** Unidad % 100g Mín. 1.40 Máx 2.625 100kcal 
Mín 0.35 Máx 0.50 100ml Mín 0.224 Máx 0.425 Relac 
Aa/DHA 100g Mín. 1.5:1 Máx 2:1 100kcal Mín1.5:1 Máx 

$107.30 12 $1,287.60
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2:1 100ml Mín 1.5:1 Máx 2:1 Proteínas Unidad g 100g 
Mín. 9.60 Máx 15.75 100kcal Mín 2.40 Máx 3.00 100ml 
Mín 1.536 Máx 2.55 Taurina Unidad mg 100g Mín. 20.00 
Máx 63 100kcal Mín 5.00 Máx 12.00 100ml Mín 3.2 Máx 
10.2 Hidratos de carbono*** Unidad g 100g Mín. 38.80 
Máx 73.5 100kcal Mín 9.70 Máx 14.00 100ml Mín 6.208 
Máx 11.9 Sodio Unidad mg 100g Mín. 144.00 Máx 315 
100kcal Mín36.00 Máx 60.00 100ml Mín 23.04 Máx 51 
Potasio Unidad mg 100g Mín. 376.00 Máx 840 100kcal 
Mín 94.00 Máx 160.00 100ml Mín 60.16 Máx 136 Cloruros 
Unidad mg 100g Mín. 240.00 Máx 840 100kcal Mín 60.00 
Máx 160.00 100ml Mín 38.4 Máx 136 Calcio Unidad mg 
100g Mín. 380.00 Máx 735 100kcal Mín 95.00 Máx 140.00 
100ml Mín 60.8 Máx 119 Fósforo Unidad mg 100g Mín. 
208.00 Máx 525 100kcal Mín 52.00 Máx 100.00 100ml 
Mín 33.28 Máx 85 Relación Ca/P 100g Mín. 1.7:1 Máx 2:1 
100kcal Mín 1.7:1 Máx 2:1 100ml Mín 1.7:1 Máx 2:1 
Vitamina A Unidad U.I. 100g Mín. 2800.00 Máx 6583.5 
100kcal Min 700.00 Máx 1254.00 100ml Mín 448 Máx 
1065.9 Vitamina A ER (Retinol) Unidad µg 100g Mín. 
816.00 Máx 1995 100kcal Mín 204.00 Máx 380.00 100ml 
Mín 130.56 Máx 323 Vitamina D Unidad U.I. 100g Mín. 
292.00 Máx 525 100kcal Mín 73.00 Máx 100.00 100ml 
Mín 46.72 Máx 85 Vitamina E ( Alfa Tocoferol) Unidad U.I. 
100g Mín. 12.00 Máx 63 100kcal Mín 3.00 Máx 12.00 
100ml Mín 1.92 Máx 10.2 Vitamina K Unidad µg 100g 
Mín. 32.80 Máx 131.25 100kcal Mín 8.20 Máx 25.00 
100ml Mín 5.248 Máx 21.25 Vitamina C Unidad mg 100g 
Mín. 53.60 Máx 194.25 100kcal Mín 13.40 Máx 37.00 
100ml Mín 8.576 Máx 31.45 Vitamina B1 (tiamina) Unidad 
µg 100g Mín. 240.00 Máx 1312.5 100kcal Mín 60.00 Máx 
250.00 100ml Mín 38.4 Máx 212.5 Vitamina B2 
(riboflavina) Unidad µg 100g Mín. 560.00 Máx 2625 
100kcal Mín 140.00 Máx 500.00 100ml Mín 89.6 Máx 425 
Niacina Unidad µg 100g Mín. 4000.00 Máx 7875 100kcal 
Mín 1000.00 Máx 1500.00 100ml Mín 640 Máx 1275 
Vitamina B6 (piridoxina) Unidad µg 100g Mín. 300.00 Máx 
918.75 100kcal Mín 75.00 Máx 175.00 100ml Mín 48 Máx 
148.75 Acido fólico Unidad µg 100g Mín. 148.00 Máx 
262.5 100kcal Mín 37.00 Máx 50.00 100ml Mín 23.68 Máx 
42.5 Acido pantoténico Unidad µg 100g Mín. 1800.00 Máx 
9975 100kcal Mín 450.00 Máx 1900.00 100ml Mín 288 
Máx 1615 Vitamina B12 (cianocobalamina) Unidad µg 
100g Mín. 0.80 Máx 7.875 100kcal Mín 0.20 Máx 1.50 
100ml Mín 0.128 Máx 1.275 Biotina Unidad µg 100g Mín. 
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8.80 Máx 52.5 100kcal Mín 2.20 Máx 10.00 100ml Mín 
1.408 Máx 8.5 Colina Unidad mg 100g Mín. 30.00 Máx 
262.5 100kcal Mín 7.50 Máx 50.00 100ml Mín 4.8 Máx 
42.5 Mioinositol Unidad mg 100g Mín. 16.00 Máx 210 
100kcal Mín 4.00 Máx 40.00 100ml Mín 2.56 Máx 34 
Magnesio Unidad mg 100g Mín. 28.00 Máx 78.75 100kcal 
Mín 7.00 Máx 15.00 100ml Mín 4.48 Máx 12.75 Hierro 
Unidad mg 100g Mín. 6.80 Máx 15.75 100kcal Mín 1.70 
Máx 3.00 100ml Mín 1.088 Máx 2.55 Yodo Unidad µg 
100g Mín. 24.00 Máx 236.25 100kcal Mín 6.00 Máx 45.00 
100ml Mín 3.84 Máx 38.25 Cobre Unidad µg 100g Mín. 
360.00 Máx 630 100kcal Mín 90.00 Máx 120.00 100ml 
Mín 57.6 Máx 102 Zinc Unidad mg 100g Mín. 4.40 Máx 
7.875 100kcal Mín 1.10 Máx 1.50 100ml Mín 0.704 Máx 
1.275 Manganeso Unidad µg 100g Mín. 28.00 Máx 131.25 
100kcal Mín 7.00 Máx 25.00 100ml Mín 4.48 Máx 21.25 
Selenio Unidad µg 100g Mín. 7.20 Máx 26.25 100kcal Mín 
1.80 Máx 5.00 100ml Mín 1.152 Máx 4.25 Nucleótidos 
Unidad mg 100g Mín. 7.60 Máx 84 100kcal Mín 1.90 Máx 
16.00 100ml Mín 1.216 Máx 13.6 Cromo Unidad µg 100g 
Mín. 6.00 Máx 52.5 100kcal Mín 1.50 Máx 10.00 100ml 
Mín 0.96 Máx 8.5 Molibdeno Unidad µg 100g Mín. 6.00 
Máx 52.5 100kcal Mín 1.50 Máx 10.00 100ml Mín 0.96 
Máx 8.5 Dilución 16% Envase con 450 a 454 g y medida 
de 4.40 a 5.37 g. * Aunque no existe un nivel superior de 
recomendación siempre deberá conservar la relación de 
ácido linoleico/ácido linolenico. **DHA: Acido 
Docosahexanoico. *** La lactosa y polímeros de glucosa 
deben ser los hidratos de carbono preferidos sólo podrán 
añadirse almidones naturalmente exentos de gluten 
precocidos y/o gelatinizados hasta un máximo de 30% del 
contenido total de hidratos de carbono y hasta un máximo 
de 2 g/100ml. 

1 VIH y otras ITS 12.3.1.2 Ramo 12 Energía Mínimo /100 mL 60 kcal, Máximo /100 mL70 kcal; 
Energía Mínimo /100 mL 250 kJ, Máximo /100 mL295 kJ. 
Vitaminas. Vitamina A (expresados en retinol). 
Mínimo/100 kcal 200 U.I. o 60 µg, Máximo/100 kcal 2,5 µg 
o 100 U.I., NSR/100 kcal. En caso de productos en polvo 
debería procurarse conseguir NSR más bajo -; Vitamina D 
Mínimo/100 kcal 1 µg o 40 U.I., Máximo/100 kcal , 
NSR/100 kcal En caso de productos en polvo debería 
procurarse conseguir NSR más bajo-; Vitamina C (Ác. 
ascórbico) Mínimo/100 kcal 10 mg, Máximo/100 kcal S. 
E., NSR/100 kcal En caso de productos en polvo debería 

$34.50 2,206 $76,107.00
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procurarse conseguir NSR más bajo70 mg; Vitamina B 
Mínimo/100 kcal 60 µg, Máximo/100 kcal S. E., NSR/100 
kcal En caso de productos en polvo debería procurarse 
conseguir NSR más bajo300 µg; Tiamina (B1) Mínimo/100 
kcal 60 µg, Máximo/100 kcal S. E., NSR/100 kcal En caso 
de productos en polvo debería procurarse conseguir NSR 
más bajo300 µg; Riboflavina (B2) Mínimo/100 kcal 80 µg, 
Máximo/100 kcal S. E., NSR/100 kcal En caso de 
productos en polvo debería procurarse conseguir NSR 
más bajo500 µg; Niacina (B3) Mínimo/100 kcal 300 µg, 
Máximo/100 kcal S. E., NSR/100 kcal En caso de 
productos en polvo debería procurarse conseguir NSR 
más bajo1 500 µg; Piridoxina (B6) Mínimo/100 kcal 35 µg, 
Máximo/100 kcal S. E., NSR/100 kcal En caso de 
productos en polvo debería procurarse conseguir NSR 
más bajo175 µg; Ácido fólico (B9) Mínimo/100 kcal 10 µg, 
Máximo/100 kcal S. E., NSR/100 kcal En caso de 
productos en polvo debería procurarse conseguir NSR 
más bajo50 µg; Ácido pantoténico (B5) Mínimo/100 kcal 
400 µg, Máximo/100 kcal S. E., NSR/100 kcal En caso de 
productos en polvo debería procurarse conseguir NSR 
más bajo2 000 µg; Cianocobalamina (B12) Mínimo/100 
kcal 0,1 µg, Máximo/100 kcal S. E., NSR/100 kcal En caso 
de productos en polvo debería procurarse conseguir NSR 
más bajo1,5 µg; Biotina (H) Mínimo/100 kcal 1,5 µg, 
Máximo/100 kcal S. E., NSR/100 kcal En caso de 
productos en polvo debería procurarse conseguir NSR 
más bajo10 µg; Vitamina K1 Mínimo/100 kcal 4 µg, 
Máximo/100 kcal S. E., NSR/100 kcal En caso de 
productos en polvo debería procurarse conseguir NSR 
más bajo27 µg; Vitamina E (alfa tocoferol equivalente) 
Mínimo/100 kcal 0,5 mg, Máximo/100 kcal S. E., NSR/100 
kcal En caso de productos en polvo debería procurarse 
conseguir NSR más bajo5 mg; Nutrimentos inorgánicos 
(minerales y elementos traza), Sodio (Na) Mínimo/100 
kcal 20 mg, Máximo/100 kcal 60 mg, NSR/100 kcal -; 
Potasio (K) Mínimo/100 kcal 60 mg, Máximo/100 kcal 180 
mg, NSR/100 kcal -; Cloro (Cl) Mínimo/100 kcal 50 mg, 
Máximo/100 kcal 160 mg, NSR/100 kcal -; Calcio (Ca) 
Mínimo/100 kcal 50 mg, Máximo/100 kcal S. E., NSR/100 
kcal 140 mg; Fósforo (P) Mínimo/100 kcal 25 mg, 
Máximo/100 kcal S. E., NSR/100 kcal 100 mg; La relación 
Ca:P Mínimo/100 kcal 1:1, Máximo/100 kcal 2:1, NSR/100 
kcal -; Magnesio (Mg) Mínimo/100 kcal 5 mg, Máximo/100 
kcal S. E., NSR/100 kcal 15 mg; Hierro (Fe) Mínimo/100 
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kcal 1 mg, Máximo/100 kcal 2 mg, NSR/100 kcal -; Yodo 
(I) Mínimo/100 kcal 10 µg, Máximo/100 kcal S. E., 
NSR/100 kcal 60 µg; Cobre (Cu)Mínimo/100 kcal 35 µg, 
Máximo/100 kcal S. E., NSR/100 kcal 120 µg; Cinc (Zn) 
Mínimo/100 kcal 0,5 mg, Máximo/100 kcal S. E., NSR/100 
kcal 1,5 mg; Manganeso (Mn)Mínimo/100 kcal 1 µg, 
Máximo/100 kcal S. E., NSR/100 kcal 100 µg; Selenio 
(Se)Mínimo/100 kcal 1 µg, Máximo/100 kcal S. E., 
NSR/100 kcal 9 µg; Colina Mínimo/100 kcal 14 mg, 
Máximo/100 kcal S. E., NSR/100 kcal 50 mg; Mioinositol 
(Inositol) Mínimo/100 kcal 4 mg, Máximo/100 kcal S. E., 
NSR/100 kcal 40 mg; L-Carnitina (Carnitina) Mínimo/100 
kcal 1,2 mg, Máximo/100 kcal 2,3 mg, NSR/100 kcal -; 
Taurina Mínimo/100 kcal 4,7 mg, Máximo/100 kcal 12 mg, 
NSR/100 kcal -; Nucleótidos **) Mínimo/100 kcal 1,9 mg, 
Máximo/100 kcal 16 mg, NSR/100 kcal -; Fuente de 
proteína. Contendrá los aminoácidos esenciales **. 
Lípidos y ácidos grasos. Grasas Mínimo/100 kcal 4,4 g, 
Máximo/100 kcal 6 g NSR/100 kcal -; ARA Mínimo/100 
kcal 7 mg, Máximo/100 kcal S.E. NSR/100 kcal -; DHA 
Mínimo/100 kcal 7 mg, Máximo/100 kcal S.E. NSR/100 
kcal (0,5 % de los ácidos grasos); Relación ARA: DHA 
Mínimo/100 kcal 1:1, Máximo/100 kcal 2:1 NSR/100 kcal -
; Ácido linoleico Mínimo/100 kcal 300 mg, Máximo/100 
kcal S. E. NSR/100 kcal 1 400 mg; Ácido alfa-linolénico 
Mínimo/100 kcal 50 mg, Máximo/100 kcal S. E. NSR/100 
kcal -; Hidratos de carbono. Hidratos de carbono 
Mínimo/100 kcal 9 g, Máximo/100 kcal 14 g NSR/100 kcal 
-. Disposiciones Generales. La proporción de ácido 
linoleico/alfa-linolénico mínimo 5:1, máximo 15:1 De 
manera opcional, la fuente de proteína podrá contener los 
aminoácidos esenciales (valina, leucina, isoleucina, 
treonina, lisina, metionina, fenilalanina y triptófano, y 
otros, regulados en la NORMA Oficial Mexicana NOM-
131-SSA1-2012) y en caso de ser adicionados se listarán 
en la ficha técnica. El contenido de ácidos grasos trans no 
será superior al 3% del contenido total de ácidos grasos 
en las fórmulas para lactantes. En las fórmulas para 
lactantes sólo podrán añadirse almidones naturalmente 
exentos de gluten precocidos y/o gelatinizados hasta un 
máximo de 30% del contenido total de hidratos de 
carbono y hasta un máximo de 2 g/100 ml. En las 
fórmulas para lactantes debe evitarse el uso de sacarosa, 
así como la adición de fructosa como ingrediente, salvo 
cuando sea necesario por justificación tecnológica. En las 
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fórmulas para lactantes podrán añadirse otros 
nutrimentos/ingredientes normalmente presentes en la 
leche materna o humana en cantidad suficiente con la 
finalidad de lograr el efecto nutrimental o fisiológico de 
ésta, sobre la base de las cantidades presentes en la 
leche materna y para asegurarse que sea adecuado como 
fuente única de la nutrición del lactante. Su idoneidad e 
inocuidad debe estar demostrada científicamente. Se 
debe contar con evidencia científica que demuestre la 
utilidad de los nutrimentos/ingredientes opcionales que se 
utilicen y estar a disposición de la Secretaría de Salud 
cuando ésta lo solicite. Las fórmulas que contengan más 
de 1,8 g de proteínas por cada 100 kcal, deben 
incrementar el contenido de piridoxina en al menos 15 µg 
de piridoxina por cada gramo de proteína arriba de dicho 
valor. En la fórmula lista para ser consumida de acuerdo 
con las instrucciones descritas en la etiqueta. Si se añade 
ácido docosahexaenoico (DHA), el contenido de ácido 
araquidónico debe ser al menos el mismo que el de DHA 
y el contenido de ácido eicosapentaenoico (EPA) no debe 
exceder el contenido de DHA. ** Opcional. S.E. Sin 
Especificación. NSR: Nivel Superior de Referencia. 
Envase desde 360 g hasta 454 g polvo y medida 
dosificadora. 

1 VIH y otras ITS 1.9.1.1 Ramo 12 CONDÓN MASCULINO De hule látex. Envase con 
100 piezas 

$97.99 2,743 $268,773.40

1 VIH y otras ITS 1.9.1.1 Ramo 12 CONDÓN MASCULINO De hule látex. Envase con 
100 piezas 

$89.15 4,115 $366,835.79

1 VIH y otras ITS 1.9.1.1 Ramo 12 CONDÓN FEMENINO de poliuretano a látez lubricado 
con dos anillos flexibles en los extremos. Envase con 
1, 2 ó 3 piezas en empaque individual. 

$7.89 6,214 $49,016.03

1 VIH y otras ITS 1.9.1.1 Ramo 12 GEL LUBRICANTE a base de agua. Envase con 
2 a 60 grs. 

$11.82 21,009 $248,334.78

1 VIH y otras ITS 1.9.1.1 Ramo 12 GEL LUBRICANTE a base de agua. Envase con 
2 a 60 grs. 

$11.22 39,221 $439,949.80

1 VIH y otras ITS 8.10.1.4 Ramo 12 REACTIVO Y JUEGO DE REACTIVOS PARA PRUEBAS 
ESPECÍFICAS. Reactivos para la detección de 
compuestos de ADN de Mycobacterium tuberculosis y 
mutaciones asociadas a resistencia a rifampicina del gen 
rpoB mediante PCR semicuantitativa integrada y en 
tiempo real en muestras de esputo y sedimentos 
preparados 10 Cartuchos RTC. 

$29,000.65 10 $290,006.50
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1 VIH y otras ITS 5.1.1.1 Ramo 12 PRUEBAS RÁPIDAS. Prueba rápida para la 

determinación cualitativa en sangre total de anticuerpos 

IgG por inmunocromatografía contra el virus de la 

inmunodeficiencia humana Tipos 1 y 2. Estuche para 

mínimo 24 pruebas. TATC. Con sensibilidad igual o 

superior al 99% y especificidad igual o superior al 98% 

para VIH, de acuerdo con el certificado de evaluación 

diagnóstica del Instituto de Diagnóstico y Referencia 

Epidemiológicos, o en su caso algún otro organismo 

internacional como la FDA, EMA o la Organización 

Mundial de la Salud. 

$57.42 2,100 $120,582.00

1 VIH y otras ITS 11.6.1.1 Ramo 12 PRUEBAS RÁPIDAS. Prueba rápida 

inmunocromatográfica para la determinación de 

anticuerpos de Treponema pallidum en suero o plasma 

humano. Con sensibilidad no menor al 95% y una 

especificidad no menor al 98% de acuerdo con el 

certificado de evaluación diagnóstica del Instituto de 

Diagnóstico y Referencia Epidemiológicos, o en su caso 

algún otro organismo internacional como la FDA, EMA, o 

la Organización Mundial de la Salud. Requiere prueba 

confirmatoria. Envase para mínimo 20 pruebas. 

$33.30 16,000 $532,857.60

1 VIH y otras ITS 5.1.1.1 Ramo 12 RUEBAS RÁPIDAS. Inmunoanálsis para la detección del 

antígeno p24 de HIV-1 y anticuerpos al HIV-1 y HIV-2. 

Inmunoanálsis cualitativo in vitro con lectura visual para la 

detección simultánea del antígeno (Ag) no 

inmunocomplejo p24 del HIV-1 en forma libre y 

anticuerpos (Ab) a HIV-1 y HIV-2 en sangre humana. 10 

tarjetas de prueba recubiertas de antígeno HIV1/2 

recombinante y péptidos sintéticos, anticuerpos al 

antígeno p24 y avidina. TATC 

$98.60 5,200 $512,720.00

1 VIH y otras ITS 5.1.1.1 Ramo 12 PRUEBAS RÁPIDAS. Prueba rápida 

inmunocromatográfica para la determinación cualitativa de 

anticuerpos lgM/lgG anti HIV-1 y HIV-2 simultáneamente 

en suero, sangre, plasma o sangre total humana. Con 

lanceta retráctil con 3 niveles de punción, pipeta de toma 

y solución de corrimiento y sensibilidad igual o superior al 

99% y especificidad igual o superior al 98% para VIH, de 

acuerdo con el certificado de evaluación diagnóstica del 

Instituto de Diagnóstico y Referencia Epidemiológica, o en 

su caso algún otro organismo internacional como la FDA, 

EMA o la Organización Mundial de la Salud. 

$54.52 25,900 $1,412,068.00
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1 VIH y otras ITS 5.1.1.1 Ramo 12 PRUEBAS RÁPIDAS. Prueba rápida 

inmunocromatográfica para la determinación cualitativa de 

anticuerpos lgM/lgG anti HIV-1 y HIV-2 simultáneamente 

en suero, sangre, plasma o sangre total humana. Con 

lanceta retráctil con 3 niveles de punción, pipeta de toma 

y solución de corrimiento y sensibilidad igual o superior al 

99% y especificidad igual o superior al 98% para VIH, de 

acuerdo con el certificado de evaluación diagnóstica del 

Instituto de Diagnóstico y Referencia Epidemiológica, o en 

su caso algún otro organismo internacional como la FDA, 

EMA o la Organización Mundial de la Salud. 

$56.26 10,100 $568,226.00

2 Virus de Hepatitis C 5.1.1.1 Ramo 12 PRUEBA RÁPIDA PARA LA DETERMINACIÓN 

CUALITATIVA DE ANTICUERPOS CONTRA EL VIRUS 

DE LA HEPATITIS C. Prueba rápida para la 

determinación cualitativa de anticuerpos IgG por técnica 

inmunocromatográfica, contra el virus de la Hepatitis C 

(VHC) en sangre total, suero y plasma. Para su uso 

exclusivo como prueba de tamizaje. Requiere prueba 

confirmatoria. Envase para mínimo 25 pruebas. TATC 

$33.54 7,400 $248,163.44

TOTAL 5,140,945.95 

 

Por la Secretaría: Directora General del Centro Nacional para la Prevención y el Control del VIH/SIDA, Dra. Alethse De La Torre Rosas.- Rúbrica.- Por la 
Entidad: Secretario de Salud y Director General de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, Dr. Daniel Acosta Díaz de León.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas, 
C.P. Jesús Salvador González Martínez.- Rúbrica. 

 

ANEXO 5 F 

Relación de insumos federales enviados en especie por “LOS PROGRAMAS” en materia de Salud Pública. 

L00 CENTRO NACIONAL DE EQUIDAD DE GÉNERO Y SALUD REPRODUCTIVA 

No. PROGRAMA ÍNDICE FUENTE DE FINANCIAMIENTO CONCEPTO 
PRECIO 

UNITARIO 
CANTIDAD TOTAL (PESOS)

SIN DATOS 

 

Por la Secretaría: firma en ausencia del Titular del Centro Nacional de Equidad de Género y Salud Reproductiva, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 55 
del Reglamento Interior de la Secretaría de Salud, Directora de Planificación Familiar del Centro Nacional de Equidad de Género y Salud Reproductiva, Act. Yolanda 
Varela Chávez.- Rúbrica.- Por la Entidad: Secretario de Salud y Director General de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, Dr. Daniel Acosta Díaz de León.- 
Rúbrica.- Secretario de Finanzas, C.P. Jesús Salvador González Martínez.- Rúbrica. 
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ANEXO 5 G 

Relación de insumos federales enviados en especie por “LOS PROGRAMAS” en materia de Salud Pública. 

O00 CENTRO NACIONAL DE PROGRAMAS PREVENTIVOS Y CONTROL DE ENFERMEDADES 

No. PROGRAMA ÍNDICE FUENTE DE FINANCIAMIENTO CONCEPTO 
PRECIO 

UNITARIO 
CANTIDAD TOTAL (PESOS) 

3 Programa Nacional de 

Prevención y Control de las 

micobacteriosis (Tuberculosis 

y Lepra) 

4.1.1 Ramo 12 P018 Linezolid 600m tabletas  $197.90 1830 $362,225.38

TOTAL $362,225.38

 

Por la Secretaría: Director General del Centro Nacional de Programas Preventivos y Control de Enfermedades, Dr. Ruy López Ridaura.- Rúbrica.- Por la Entidad: 
Secretario de Salud y Director General de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, Dr. Daniel Acosta Díaz de León.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas, C.P. Jesús 
Salvador González Martínez.- Rúbrica. 

 

ANEXO 5 H 

Relación de insumos federales enviados en especie por “LOS PROGRAMAS” en materia de Salud Pública. 

R00 CENTRO NACIONAL PARA LA SALUD DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA 

No. PROGRAMA ÍNDICE FUENTE DE FINANCIAMIENTO CONCEPTO 
PRECIO 

UNITARIO 
CANTIDAD TOTAL (PESOS) 

1 Vacunación Universal 1.1.1 Ramo 12  Vacuna Contra Difteria, Tos Ferina, Tetanos, Hepatitis 

B, Poliomielitis Y Haemophilus Influenzae Tipo B.  

$293.725 119,810 $35,191,192.250

1 Vacunación Universal 2.1.1 Ramo 12 Vacuna contra la Influenza Estacional $72.742 265,470 $19,310,818.740

TOTAL $54,502,010.990

 

Por la Secretaría: Director General del Centro Nacional para la Salud de la Infancia y la Adolescencia, Dr. José Luis Díaz Ortega.- Rúbrica.- Por la Entidad: 
Secretario de Salud y Director General de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, Dr. Daniel Acosta Díaz de León.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas, C.P. Jesús 
Salvador González Martínez.- Rúbrica. 
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ANEXO 6 

Formato Informes Trimestrales Sobre el avance del Ejercicio de los Recursos Financieros Ministrados 
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Formato Informes Trimestrales Sobre el avance en el Suministro y Destino de los Insumos/Bienes 

 

 

 



 
Lunes 30 de octubre de 2023 

D
IA

R
IO

 O
FIC

IA
L 

79 

 

Formato Informes Trimestrales Sobre Avance de Indicadores 
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ANEXO 7 

Ejemplo de Formato de Acta de Conciliación de Insumos 

SUBSECRETARÍA DE PREVECIÓN Y PROMOCIÓN DE LA SALUD

UA/OAD: 

PROGRAMA: 

Ejercicio Fiscal: 

Entidad Federativa: 

ACTA DE CONCILIACIÓN DE INSUMOS 2023 

En la Ciudad de México, a 15 de marzo de 2024, __(#Titular de la UA/OAD)__, (#Representantes Estatales), 

con el objeto realizar la conciliación respecto de las cantidades de insumos ministrados por la Secretaría de 

Salud al __(#Entidad Federativa)__ en adelante __”(#Denominación de la Entidad Federativa)”_ , para el 

__(#Nombre del Programa)__ con motivo de la suscripción del Convenio Específico en Materia de 

transferencia de Insumos y ministración de recursos presupuestarios federales para realizar Acciones

en Materia de Salud Pública en las Entidades Federativas, Convenio SaNAS para el ejercicio 2023, entre el 

Ejecutivo Federal por conducto de la Secretaría de Salud, en adelante “LA SECRETARÍA” y 

__”(#Denominación de la Entidad Federativa)”_, hacen constar lo siguiente: 

ANTECEDENTES 

1.- Con fecha _#fechaConvenioEspecífico_, “LA SECRETARÍA” y _”(#Denominación de la Entidad 

Federativa”, celebraron, el Convenio Específico en Materia de transferencia de Insumos y ministración de 

recursos presupuestarios federales para realizar Acciones en Materia de Salud Pública en las Entidades 

Federativas, en adelante Convenio SaNAS 2023, con el objeto de ministrar recursos presupuestarios 

federales y/o insumos federales a _”(#Denominación de la Entidad Federativa, a fin de coordinar su 

participación con el Ejecutivo Federal, en términos del artículo 9 de la Ley General de Salud, que permitan a 

_”(#Denominación de la Entidad Federativa” , la adecuada instrumentación, así como fortalecer la integridad 

de las acciones de Promoción y Prevención de la Salud. 

2.- Con fecha _#fechaPrimerModificatorio_, “LA SECRETARÍA” y _”(#Denominación de la Entidad 

Federativa”, celebraron el Convenio Modificatorio al Convenio SaNAS 2023, con el objeto de ajustar los 

montos de los recursos presupuestarios federales y/o insumos federales ministrados a _”(#Denominación de 

la Entidad Federativa”. 

3.- Que toda vez que al 31 de Diciembre de 2023, fecha en la que concluyó la vigencia del Convenio SaNAS 

2023, no fue possible realizar la conciliación del total de los insumos ministrados por la “LA SECRETARÍA” a 

_”(#Denominación de la Entidad Federativa”_,contra los programados en el Convenio SaNAS 2023, y generar, 

en su caso, la emisión de un Convenio Modificatorio adicional a los señalados el numeral 2 del presente 

documento, se acuerda: 

ACUERDOS 

PRIMERO.-Que las cantidades, precios unitarios e importes definitivos de los insumos ministrados con motivo 

del cierre de laentrega-recepción de los insumos asignados al _#Nombre del Programa_, al 31 de Diciembre 

de 2023, ministrados a _”(#Denominación de la Entidad Federativa”_, con motivo de la suscripción del 

Convenio SaNAS 2023, son las que se muestran en el cuadro de conciliación siguiente: 
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CONCILIACIÓN DE INSUMOS MINISTRADOS CON MOTIVO DE LA SUSCRIPCIÓN DEL 

CONVENIO SaNAS 2023, A EL ESTADO DE _#ENTIDADFEDERATIVA_, PARA 

EL PROGRAMA DE _#NOMBREDELPROGRAMA_ 

 INSUMOS PROGRAMADOS EN EL CONVENIO SaNAS 2023  

CONCEPTO FUENTE DE 

FINANCIAMIENTO 

CANTIDAD PRECIO 

UNITARIO 

MONTO JUSTIFICACIÓN

DE LA 

CONCILIACIÓN 

      

INSUMOS ENVIADOS Y RECIBIDOS EN LOS ALMACENES DE LOS SERVICIOS ESTATALES DE 

SALUD DEL ESTADO 

FOLIO DE MINISTRACIÓN CANTIDAD MINISTRADA PRECIO 

UNITARIO 

MONTO 

MINISTRADO 

    

Total ministrado $ .00 

Total ministrado de la Entidad Federativa: $ .00

SEGUNDO.- Que con la presente conciliación se deja constancia de la cantidad total de los insumos 

ministrados a _”(#Denominación de la Entidad Federativa_”_, cumpliendo con lo establecido en el Convenio 

SaNAS 2023. 

TERCERO.- La suscripción de la presente acta no genera compromiso alguno para “LA SECRETARÍA” de 

ministraciones posteriores, ni en ejercicios fiscales subsecuentes con cargo a la Federación. 

CUARTO.- La suscripción de la presente acta no exime a _”(#Denominación de la Entidad Federativa_”_, de 

la responsabilidad por el incumplimiento, que en su caso, haya incurrido respecto de las obligaciones 

contraídas en el Convenios SaNAS 2023. 

Previa lectura de la presente acta y no habiendo otro asunto que hacer constar, se firma por todos los que en 

ella intervienen, para dejar constancia. 

Por “LA SECRETARÍA” 

DIRECTOR(A) GENERAL DE UA/OAD 

Hoja de firmas por “LA SECRETARÍA” del Acta de Conciliación de Insumos 2023, suscrita el día 15 de marzo 

de 2024. 

Por _”(#Denominación de la Entidad Federativa_”_, 

SECRETARIO(A) DE SALUD 

DIRECTOR DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS 

Hoja de firmas por _”(#Denominación de la Entidad Federativa_”_,del Acta de Conciliación de Insumos 2023, 

suscrita el día 15 de marzo de 2024. 
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Ejemplo de Formato de Acta de Conciliación de Insumos 

SUBSECRETARÍA DE PREVECIÓN Y PROMOCIÓN DE LA SALUD

UA/OAD: 

PROGRAMA: 

Ejercicio Fiscal: 

Entidad Federativa: 

Asunto: Constancia de cierre de Presupuesto

 

__#Titular de la Secretaría de Salud del Estado__ 

__#Cargo del Titular de la Secretaría de Salud del Estado__ 

Entidad Federativa: 

 

Me refiero al Convenio Específico en Materia de transferencia de Insumos y ministración de recursos 
presupuestarios federales para realizar Acciones en Materia de Salud Pública en las Entidades Federativas, 
Convenio SaNAS para el ejercicio 2023, al respecto, y a efecto de dejar constancia de la comprobación de los 
recursos ministrados a través de dicho Convenio, me permito informar a usted que los recursos transferidos al 
programa de __#Nombre del Programa__ a través de la _#UA/OAD_ por un monto de $______.00 (Monto en 
Letra 00/100 M.N.) han sido comprobados en su totalidad conforme a las partidas del gasto autorizadas por 
esta Unidad Administrativa u Órgano Administrativo Desconcentrado cumpliendo lo establecido en el convenio 
antes referido. 

La emisión de la presente constancia no prejuzga la autenticidad de la información y de la documentación que 
respaldan los Certificados de Gasto y los Certificados de Reintegro, presentada a esta Unidad Administrativa 
u Órgano Administrativo Desconcentrado para la comprobación del gasto, por lo que no exime a esa entidad 
federativa de la responsabilidad que, en su caso, los órganos fiscalizadores federales y/o estatales, 
determinen conforme a sus atribuciones. 

 

A T E N T A M E N T E 

 

#TITULAR UA/OAD 

 

 

Por la Secretaría: Subsecretario de Prevención y Promoción de la Salud, Dr. Hugo López Gatell 
Ramírez.- Rúbrica.- Director General de Promoción de la Salud, Dr. Ricardo Cortés Alcalá.- Rúbrica.- 
Director General de Epidemiología, Dr. Gabriel García Rodríguez.- Rúbrica.- Secretaria Técnica del Consejo 
Nacional de Salud Mental, Mtra. Diana Iris Tejadilla Orozco.- Rúbrica.- Firma en ausencia del Titular del 
Secretariado Técnico del Consejo Nacional para la Prevención de Accidentes, de conformidad con lo 
dispuesto en el oficio de designación SPPS-2890-2023, Director de Coordinación de Relaciones 
Interinstitucionales de la Subsecretaria de Prevención y Promoción de la Salud y Encargado de los Asuntos de 
la Dirección General del Secretariado Técnico del Consejo Nacional para la Prevención de Accidentes, 
Lic. Raúl Gómez Torres.- Rúbrica.- Firma en ausencia del Titular del Centro Nacional de Equidad de Género 
y Salud Reproductiva, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 55 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Salud, Directora de Planificación Familiar del Centro Nacional de Equidad de Género y Salud 
Reproductiva, Act. Yolanda Varela Chávez.- Rúbrica.- Director General del Centro Nacional de Programas 
Preventivos y Control de Enfermedades, Dr. Ruy López Ridaura.- Rúbrica.- Directora General del Centro 
Nacional para la Prevención y el Control del VIH/SIDA, Dra. Alethse de la Torre Rosas.- Rúbrica.- Director 
General del Centro Nacional para la Salud de la Infancia y la Adolescencia, Dr. José Luis Díaz Ortega.- 
Rúbrica.- Director General de Información en Salud, Dr. Dwight Daniel Dyer Leal.- Rúbrica.- Director General 
del Centro Nacional de la Transfusión Sanguínea, Dr. Jorge Enrique Trejo Gómora.- Rúbrica.- Director 
General de los Servicios de Atención Psiquiátrica, Dr. Juan Manuel Quijada Gaytán.- Rúbrica.- Comisionado 
Nacional contra las Adicciones, Dr. Gady Zabicky Sirot.- Rúbrica.- Por la Entidad: Secretario de Salud y 
Director General de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, Dr. Daniel Acosta Díaz de León.- Rúbrica.- 
Secretario de Finanzas, C.P. Jesús Salvador González Martínez.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE DESARROLLO AGRARIO, 
TERRITORIAL Y URBANO 

DECRETO por el que se expropia por causa de utilidad pública la superficie de 09-41-53 hectáreas, del ejido 
“Santa Cruz”, municipio de Chemax, estado de Yucatán, a favor de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la 
facultad que me confiere el artículo 89, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, con fundamento en los artículos 27, párrafos primero y segundo, de la propia Constitución; 13, 41 
y 42 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 93, fracciones l y VII, y 94 de la Ley Agraria; 60, 
61 y 75 del Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, y 

RESULTANDO 

1. Que, mediante resolución presidencial publicada en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 17 de 
noviembre de 1954, se dotó al poblado "Santa Cruz", municipio de Chemax, estado de Yucatán, la superficie 
de 1,529 hectáreas. Dicha resolución se ejecutó el 14 de abril de 1955; 

2. Que, mediante decreto presidencial publicado en el DOF el 27 de diciembre de 1993, se expropió por 
causa de utilidad pública la superficie de 30-61-56.50 hectáreas de terrenos de agostadero de uso común del 
ejido "Santa Cruz", municipio de Chemax, estado de Yucatán, para destinarla al derecho de vía de la carretera 
concesionada Mérida-Cancún, tramo Piste-Cancún; 

3. Que, mediante asamblea general de ejidatarios de 31 de enero de 1998, se determinó la delimitación, 
destino y asignación de tierras del ejido "Santa Cruz", municipio de Chemax, estado de Yucatán; 

4. Que, el 12 de mayo de 1998, el ejido “Santa Cruz”, municipio de Chemax, estado de Yucatán, quedó 
inscrito en el sistema de inscripciones del Registro Agrario Nacional (RAN) con el folio de ejidos y 
comunidades 31019011117111954R; 

5. Que en escritura pública 98,727, de 5 de diciembre de 2018, se protocolizó el cambio de denominación 
de Fonatur Operadora Portuaria, S.A. de C.V., por el de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. En la cláusula 
CUARTA de la citada escritura pública consta, como parte de su objeto social: 

c) Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos y ejecutar la construcción, operación, 
explotación, conservación y mantenimiento de vías férreas en el sureste de la República 
Mexicana. 

d) Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos y prestar el servicio público de 
transporte ferroviario de pasajeros o de carga, por sí mismo mediante asignación o de 
manera conjunta con concesionarios. 

e) Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos para prestar servicios auxiliares 
ferroviarios, así como todo tipo de servicios relacionados con la infraestructura 
ferroviaria. 

(...) 

g) Celebrar todo tipo de actos jurídicos por los cuales otorgue o reciba el uso y 
aprovechamiento de bienes muebles e inmuebles, así como el adquirirlos o enajenarlos, 
comprendidos en instalaciones turísticas o inmobiliarias de cualquier naturaleza, en 
cualquier destino turístico, polos de desarrollo turístico, Centros Integralmente 
Planeados, y en Centros Turísticos Sustentables del Fondo Nacional del Fomento al 
Turismo (Fonatur), en el sureste de la República Mexicana. 

6. Que el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado en el DOF el 12 de julio de 2019, establece 
los programas y proyectos que constituyen las prioridades de atención estratégica a problemas públicos 
identificados. Asimismo, expone como una de las tareas centrales impulsar la reactivación de la economía, 
para que esta vuelva a crecer a tasas aceptables y se fortalezca el mercado interno y el empleo mediante 
programas sectoriales, proyectos regionales y obras de infraestructura; 
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7. Que, en el capítulo "Proyectos regionales" de dicho plan nacional, se dispone expresamente: 

1. El Tren Maya es el más importante proyecto de infraestructura, desarrollo 
socioeconómico y turismo del presente sexenio. Tendrá un recorrido  
de mil 525 kilómetros, pasará por los estados de Chiapas, Tabasco, Campeche, 
Yucatán y Quintana Roo e interconectará las principales ciudades y sitios turísticos 
de la Península de Yucatán… 

El Tren Maya es un proyecto orientado a incrementar la derrama económica del turismo 
en la Península de Yucatán, crear empleos, impulsar el desarrollo sostenible, proteger el 
medio ambiente de la zona desalentando actividades como la tala ilegal y el tráfico de 
especies y propiciar el ordenamiento territorial de la región. Se procurará integrar a la 
obra y a sus beneficios a los pobladores; se gestionarán los derechos de vía que aún no 
se tengan mediante acuerdos con los propietarios de los terrenos respectivos; se 
buscarán acuerdos benéficos en los casos en los que las vías de propiedad federal se 
encuentren invadidas y se pedirá la aprobación de las comunidades y pueblos 
originarios mediante consultas. 

8. Que, mediante publicación en el DOF el 21 de abril de 2020, el Gobierno federal otorgó, por conducto 
de la entonces Secretaría de Comunicaciones y Transportes, a la empresa de participación estatal mayoritaria 
Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., la asignación para construir, operar y explotar la vía general de 
comunicación ferroviaria denominada Tren Maya, la cual incluye la prestación del servicio público de 
transporte ferroviario de carga y de pasajeros, y los permisos para prestar los servicios auxiliares requeridos; 

9. Que los programas sectoriales de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020-2024 y de Turismo 
2020-2024, publicados en el DOF el 26 de junio y 3 de julio, respectivamente, ambos de 2020, establecen que 
la construcción del Tren Maya es el compromiso más relevante de infraestructura para impulsar el desarrollo 
socioeconómico y turístico de la historia del sureste del país y fortalecer la integración de cadenas productivas 
en la península de Yucatán, así como para elevar la calidad de los servicios turísticos y fomentar la 
capacitación y profesionalización del capital humano que forma parte de esta industria; 

10. Que el Programa Institucional 2020-2024 del Fondo Nacional de Fomento al Turismo, publicado el 20 
de noviembre de 2020 en el DOF, tiene como uno de sus objetivos prioritarios en su numeral 7.1 "Relevancia 
del Objetivo prioritario 1: Desarrollar el Proyecto Regional Tren Maya en los estados de Chiapas, Tabasco, 
Campeche, Yucatán y Quintana Roo"; 

11. Que, en cumplimiento del Programa Institucional 2020-2024 del Fondo Nacional de Fomento al 
Turismo, Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. elaboró dictámenes técnicos de viabilidad del proyecto Tren Maya, 
en los que se concluye que es de primera necesidad contar con un servicio confiable, eficiente, cómodo y 
seguro que permita, por una parte, el transporte de mercancías y, por otra, movilizar a sus usuarios con altos 
estándares de calidad, acceso y cobertura en el área urbana y conurbada. Dichos dictámenes acreditan que el 
proyecto Tren Maya satisface el interés colectivo, e impulsa las actividades económicas del sur-sureste del 
país que garantizan el derecho a la movilidad en condiciones de seguridad, accesibilidad, comodidad, 
eficiencia, calidad e igualdad. Asimismo, la construcción del Tren Maya permitirá el desarrollo socioeconómico 
y turístico; reducirá los niveles de pobreza que existen en la zona, y mejorará las condiciones de vida de 
quienes habitan y transitan por la zona; 

12. Que el Programa Institucional 2020-2024 de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., publicado el 24 de 
diciembre de 2020 en el DOF, tiene como uno de sus objetivos prioritarios en su numeral 6 "Relevancia del 
objetivo prioritario 1.- Ejecutar el Proyecto Prioritario Integral Tren Maya para mejorar la conectividad, 
movilidad y el desarrollo integral sostenible del sureste"; 

13. Que, el 19 de junio de 2021 y 29 de mayo de 2022, el ejido "Santa Cruz", en asambleas generales, 

aprobó la celebración de los convenios de ocupación previa a título gratuito con Fonatur Tren Maya, S.A. de 

C.V., respecto de las tierras de uso común, mismos que fueron suscritos el 15 de septiembre de 2021 y 29 de 

mayo de 2022, por los integrantes del comisariado ejidal. En dichos convenios, se autorizó ocupar a título 

gratuito la superficie materia de los convenios, hasta la expedición del decreto respectivo, así como realizar un 

pago inmediato como anticipo a cuenta de la indemnización que proceda una vez decretada la expropiación; 
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14. Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., mediante oficio número FTM/AZH/ 2159/2022, de 18 de 

diciembre de 2022, y con fundamento en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), 

la Ley Agraria y el Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural 

(RLAMOPR), solicitó al titular de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (Sedatu) la 

expropiación de la superficie de 9-40-94.85 hectáreas de terrenos del ejido "Santa Cruz", municipio de 

Chemax, estado de Yucatán, para destinarla a la construcción de obras de infraestructura ferroviaria y 

operación del Proyecto Tren Maya, Tramo 4 Izamal-Cancún; 

15. Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., mediante oficio FTM/AZH/028-12/2023, de 6 de enero de 2023, 

comunicó que el destino de la superficie a expropiar es para “la construcción de obras de infraestructura 

ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus obras complementarias”; 

16. Que la Dirección General de Ordenamiento de la Propiedad Rural (DGOPR) de la Sedatu, el 12 de 

enero de 2023, emitió acuerdo de instauración del procedimiento de expropiación con número de expediente 

DGOPR-DE/SOE-31YU/015FONATUR TREN MAYA, S.A. de C.V/2023; 

17. Que el comisionado técnico del RAN y el comisionado agrario de la Sedatu rindieron el "informe de 

comisión de Trabajos Técnicos e Informativos de Expropiación", de 9 de junio de 2023, en el que señalan que 

la superficie real a expropiar al ejido "Santa Cruz", municipio Chemax, estado de Yucatán, es de 09-41-53 

hectáreas de terrenos de temporal y agostadero de uso común, lo cual se describe en los siguientes planos y 

cuadros de construcción: 
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*Meridiano central de referencia para los Polígonos I, II, III, IV y V 87° 48’, y para el Polígono VI, 87° 45’ 

Superficie total a expropiar de uso común: 09-41-53 ha 
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18. Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., es una empresa de participación estatal mayoritaria sectorizada 
a la Secretaría de Turismo, como se indica en la "Relación de Entidades Paraestatales de la Administración 
Pública Federal", publicada en el DOF el 7 de agosto de 2023; 

19. Que a los integrantes del comisariado del ejido "Santa Cruz" se les notificó el 10 agosto de 2023, la 
solicitud de expropiación, el oficio de 6 de enero de 2023, el acuerdo de instauración, y la superficie real a 
expropiar. Asimismo, se les informó que contaban con 10 días hábiles para que manifestaran lo que a sus 
intereses conviniera. En dicho plazo no realizaron manifestaciones; 

20. Que la Dirección General de Ordenamiento Territorial de la Sedatu, el 22 de agosto de 2023, 
emitió "Opinión Técnica CONDICIONADA respecto del procedimiento de expropiación a favor de Fonatur 
Tren Maya S.A. de C.V.” (SOTA/DGOT/071/QROO YUC/FONATUR TM4/025/2023) de la superficie  
de 09-41-53 hectáreas del ejido “Santa Cruz” (VI polígonos), municipio de Chemax, estado de Yucatán; 

21. Que el Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales (Indaabin) emitió el dictamen 
valuatorio y anexo único, con número secuencial 04-23-1664 y genérico G-35586-ZND, de 24 de agosto de 
2023, en el que determinó que el monto total de indemnización asciende a $1,411,422.76 (un millón 
cuatrocientos once mil cuatrocientos veintidós pesos 76/100 M.N.) con base en el valor comercial de la 
superficie a expropiar; 

22. Que la DGOPR, el 30 de agosto de 2023, emitió dictamen en el que determinó "procedente la 
expropiación por causa de utilidad pública, a favor de Fonatur Tren Maya S.A. de C.V., para destinarse a la 
construcción de obras de infraestructura ferroviaria y operación del proyecto Tren Maya, con una superficie de 
09-41-53 (nueve hectáreas, cuarenta y un áreas, cincuenta y tres centiáreas), las cuales son terrenos de 
temporal y agostadero de uso común, del ejido "Santa Cruz", municipio de Chemax, estado de Yucatán", y 

CONSIDERANDO 

I. Que, de conformidad con los artículos 27, párrafos primero y segundo, de la CPEUM; 93, fracciones I y 
VII, y 94 de la Ley Agraria, y 75 del RLAMOPR, procede, mediante indemnización y previo decreto expedido 
por el titular del Ejecutivo Federal publicado en el DOF, la expropiación por causa de utilidad pública, como lo 
es la construcción de obras de infraestructura ferroviaria y operación del Proyecto Tren Maya y sus obras 
complementarias; 

II. Que la superficie de 09-41-53 hectáreas de terrenos de temporal y agostadero de uso común, 
pertenecientes al ejido "Santa Cruz", municipio de Chemax, estado de Yucatán, se solicitó para destinarse a la 
construcción de obras de infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus obras 
complementarias, así como la prestación del servicio público de transporte de carga ferroviaria y de pasajeros. 
Como consecuencia, se acreditan las causas de utilidad pública del establecimiento, explotación o 
conservación de un servicio o función públicos, y de la construcción de puentes, carreteras, ferrocarriles y 
demás obras que faciliten el transporte, previstas en el artículo 93, fracciones I y VII, respectivamente, de la 
Ley Agraria; 

III. Que la construcción de obras de infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus 
obras complementarias son acordes con el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, toda vez que se prestará 
un servicio público de transporte de pasajeros para el beneficio del turismo nacional y extranjero, así como de 
transporte de carga ferroviario para acelerar el comercio de la península, lo que facilitará el intercambio de 
mercancías con el resto del país y diversificará los puntos turísticos de la región para generar una derrama 
económica. Como consecuencia, se generarán oportunidades laborales y se redistribuirá la riqueza a lo largo 
de la península; se dará protección y rehabilitación a las áreas naturales protegidas y a los sitios 
patrimoniales. De igual forma, el Tren Maya funcionará como corredor humanitario por medio del cual se 
entregarán apoyos alimentarios, médicos, etc. para las comunidades indígenas y pueblos marginados del 
sureste mexicano; tendrá un flujo constante, y solo por su conducto, se podrá llegar a dichos poblados de 
manera pronta y eficaz; su ubicación geográfica es fundamental para salvaguardar las costas y la zona 
fronteriza con Centroamérica; 

IV. Que, de diversos documentos contenidos en el expediente de expropiación número DGOPR-DE/SOE-
31YU/015FONATUR TREN MAYA, S.A de C.V/2023, se advierte que la superficie que se solicitó expropiar al 
ejido "Santa Cruz" fue de 9-40-94.85 hectáreas; sin embargo, una vez realizados los trabajos técnicos, resultó 
que la superficie real es de 09-41-53 hectáreas de terrenos de temporal y agostadero de uso común, como 
consta en el informe de comisión de Trabajos Técnicos e Informativos de Expropiación de 9 de junio de 2023, 
motivo por el cual la superficie a expropiar al ejido "Santa Cruz", municipio de Chemax, estado de Yucatán, 
debe ser 09-41-53 hectáreas; 
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V. Que de las constancias señaladas en el resultando 19 del presente instrumento, se acredita que en el 

procedimiento DGOPR-DE/SOE-31YU/015FONATUR TREN MAYA, S.A de C.V/2023, se otorgó garantía de 

audiencia al órgano de representación del ejido "Santa Cruz", municipio de Chemax, estado de Yucatán, toda 

vez que se les notificó la solicitud de expropiación, el oficio de 6 de enero de 2023, el acuerdo de instauración, 

y la superficie real a expropiar, sin que en el plazo concedido realizaran manifestaciones respecto del 

procedimiento expropiatorio materia del presente decreto; con lo anterior, se dio cumplimiento a los artículos 

14 y 16 de la CPEUM y 65 del RLAMOPR; 

VI. Que el Indaabin emitió dictamen valuatorio con número secuencial 04-23-1664 y genérico G-35586-

ZND, de 24 de agosto de 2023, en el cual determinó que el monto de indemnización, con base al valor 

comercial de la superficie a expropiar, es de $1,411,422.76 (un millón cuatrocientos once mil cuatrocientos 

veintidós pesos 76/100 M.N.), con lo que se acredita el cumplimiento a los artículos 94 de la Ley Agraria y 70 

del RLAMOPR. Con base en dicho avalúo, procede pagar la indemnización al ejido por las tierras de uso 

común, en la que se considere el pago anticipado; 

VII. Que, en caso de que los bienes expropiados se destinen a un fin distinto al señalado en el decreto 

respectivo, o si transcurrido un plazo de 5 años no se ha cumplido con la causa de utilidad pública, el 

Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal podrá ejercer las acciones necesarias para reclamar la 

reversión parcial o total, según corresponda, de los bienes expropiados, y operar la incorporación de estos a 

su patrimonio; ello de conformidad con el artículo 97 de la Ley Agraria. Asimismo, los bienes objeto de la 

expropiación solo podrán ser ocupados de manera definitiva, mediante el pago que se efectúe al ejido o a las 

personas que acrediten tener derecho sobre las tierras de uso común en la proporción que les corresponda; 

VIII. Que, de conformidad con los artículos 94 de la Ley Agraria y 75 y 76 del RLAMOPR, debe ordenarse 

que el decreto expropiatorio se publique en el DOF, se notifique al núcleo agrario por conducto de su 

comisariado ejidal y afectados, y se inscriba en el RAN, en el Registro Público de la Propiedad de la entidad 

federativa de que se trate y en el Registro Público de la Propiedad Federal, cuando así corresponda, y 

IX. Que, en términos de los artículos 93, 94 y 95 de la Ley Agraria y 60, 61, 63, 65, 67, 70, 72, 73, 74 y 75 

del RLAMOPR, el procedimiento de expropiación se ha tramitado ante la Sedatu y han sido acreditadas las 

causas de utilidad pública, he tenido a bien expedir el siguiente 

DECRETO 

PRIMERO. Se expropia por causa de utilidad pública la superficie de 09-41-53 hectáreas (nueve 

hectáreas, cuarenta y un áreas, cincuenta y tres centiáreas), de temporal y agostadero de uso común del ejido 

"Santa Cruz", municipio de Chemax, estado de Yucatán, a favor de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., para 

destinarla a la construcción de obras de infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus 

obras complementarias. 

SEGUNDO. Queda a cargo de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. pagar, por concepto de indemnización por 

la superficie que se expropia, la cantidad señalada en el avalúo emitido por el Instituto de Administración y 

Avalúos de Bienes Nacionales, y en los términos señalados en el considerando VI del presente decreto. 

TERCERO. La Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, una vez publicado el presente 

decreto en el Diario Oficial de la Federación, procederá a su ejecución cuando Fonatur Tren Maya, S.A. de 

C.V. haya acreditado el pago o depósito de la indemnización señalada en el numeral anterior. 

CUARTO. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación e inscríbase en el Registro Agrario Nacional, en 

el Registro Público de la Propiedad Federal y en el Registro Público de la Propiedad estatal o municipal 

correspondiente. Notifíquese y ejecútese. 

Dado en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en Ciudad de México a 26 de octubre de 2023.- 

Andrés Manuel López Obrador.- Rúbrica.- Secretario de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, Román 

Guillermo Meyer Falcón.- Rúbrica.- Secretario de Turismo, Miguel Tomás Torruco Marqués.- Rúbrica. 
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DECRETO por el que se expropia por causa de utilidad pública la superficie de 03-08-72 hectáreas, del ejido 
“X-Holop”, municipio de Tinum, estado de Yucatán, a favor de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la 
facultad que me confiere el artículo 89, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, con fundamento en los artículos 27, párrafos primero y segundo, de la propia Constitución; 13, 41 
y 42 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 93, fracciones I y VII, y 94 de la Ley Agraria; 60, 
61 y 75 del Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, y 

RESULTANDO 

1. Que, mediante resolución presidencial publicada en el Diario Oficial de la Federación (DOF)  
el 6 de agosto de 1985, se dotó al poblado “X-Holop”, municipio de Tinum, estado de Yucatán, la superficie de 
254-19-50 hectáreas. Dicha resolución se ejecutó el 30 de octubre de 1986; 

2. Que, mediante decreto publicado en el DOF el 6 de diciembre de 1993, se expropió por causa de 
utilidad pública la superficie de 13-57-92 hectáreas del ejido “X-Holop”, municipio de Tinum, estado de 
Yucatán, para destinarla al derecho de vía de la carretera concesionada Mérida-Cancún,  
tramo Kantunil-El Tintal; 

3. Que, mediante asamblea general de ejidatarios de 28 de marzo de 1994, se determinó la delimitación, 
destino y asignación de tierras del ejido “X-Holop”, municipio de Tinum, estado de Yucatán; 

4. Que, el 2 de abril de 1994, el ejido “X-Holop”, municipio de Tinum, estado de Yucatán, quedó inscrito en 
el sistema de inscripciones del Registro Agrario Nacional (RAN) con el folio de ejidos y comunidades 
31091008106081985R; 

5. Que en escritura pública 98,727, de 5 de diciembre de 2018, se protocolizó el cambio de denominación 
de Fonatur Operadora Portuaria, S.A. de C.V., por el de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. En la cláusula 
CUARTA de la citada escritura pública consta, como parte de su objeto social: 

c) Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos y ejecutar la construcción, operación, 
explotación, conservación y mantenimiento de vías férreas en el sureste de la República 
Mexicana. 

d) Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos y prestar el servicio público de 
transporte ferroviario de pasajeros o de carga, por sí mismo mediante asignación o de 
manera conjunta con concesionarios. 

e) Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos para prestar servicios auxiliares 
ferroviarios, así como todo tipo de servicios relacionados con la infraestructura 
ferroviaria. 

(…) 

g) Celebrar todo tipo de actos jurídicos por los cuales otorgue o reciba el uso y 
aprovechamiento de bienes muebles e inmuebles, así como el adquirirlos o enajenarlos, 
comprendidos en instalaciones turísticas o inmobiliarias de cualquier naturaleza, en 
cualquier destino turístico, polos de desarrollo turístico, Centros Integralmente 
Planeados, y en Centros Turísticos Sustentables del Fondo Nacional del Fomento al 
Turismo (FONATUR), en el sureste de la República Mexicana. 

6. Que el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado en el DOF el 12 de julio de 2019, establece 
los programas y proyectos que constituyen las prioridades de atención estratégica a problemas públicos 
identificados. Asimismo, expone como una de las tareas centrales impulsar la reactivación de la economía, 
para que esta vuelva a crecer a tasas aceptables y se fortalezca el mercado interno y el empleo mediante 
programas sectoriales, proyectos regionales y obras de infraestructura; 

7. Que, en el capítulo “Proyectos regionales” de dicho plan nacional, se dispone expresamente: 

1. El Tren Maya es el más importante proyecto de infraestructura, desarrollo 
socioeconómico y turismo del presente sexenio. Tendrá un recorrido de  
mil 525 kilómetros, pasará por los estados de Chiapas, Tabasco, Campeche, Yucatán y 
Quintana Roo e interconectará las principales ciudades y sitios turísticos de la Península 
de Yucatán… 

El Tren Maya es un proyecto orientado a incrementar la derrama económica del turismo 
en la Península de Yucatán, crear empleos, impulsar el desarrollo sostenible, proteger el 
medio ambiente de la zona desalentando actividades como la tala ilegal y el tráfico de 
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especies y propiciar el ordenamiento territorial de la región. Se procurará integrar a la 
obra y a sus beneficios a los pobladores; se gestionarán los derechos de vía que aún no 
se tengan mediante acuerdos con los propietarios de los terrenos respectivos; se 
buscarán acuerdos benéficos en los casos en los que las vías de propiedad federal se 
encuentren invadidas y se pedirá la aprobación de las comunidades y pueblos 
originarios mediante consultas. 

8. Que, mediante publicación en el DOF el 21 de abril de 2020, el Gobierno federal otorgó, por conducto 
de la entonces Secretaría de Comunicaciones y Transportes, a la empresa de participación estatal mayoritaria 
Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., la asignación para construir, operar y explotar la vía general de 
comunicación ferroviaria denominada Tren Maya, la cual incluye la prestación del servicio público de 
transporte ferroviario de carga y de pasajeros, y los permisos para prestar los servicios auxiliares requeridos; 

9. Que los programas sectoriales de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020-2024 y de Turismo  
2020-2024, publicados en el DOF el 26 de junio y 3 de julio, respectivamente, ambos de 2020, establecen que 
la construcción del Tren Maya es el compromiso más relevante de infraestructura para impulsar el desarrollo 
socioeconómico y turístico de la historia del sureste del país y fortalecer la integración de cadenas productivas 
en la península de Yucatán, así como para elevar la calidad de los servicios turísticos y fomentar la 
capacitación y profesionalización del capital humano que forma parte de esta industria; 

10. Que el Programa Institucional 2020-2024 del Fondo Nacional de Fomento al Turismo, publicado el 20 
de noviembre de 2020 en el DOF, tiene como uno de sus objetivos prioritarios en su numeral 7.1 "Relevancia 
del Objetivo prioritario 1: Desarrollar el Proyecto Regional Tren Maya en los estados de Chiapas, Tabasco, 
Campeche, Yucatán y Quintana Roo"; 

11. Que, en cumplimiento del Programa Institucional 2020-2024 del Fondo Nacional de Fomento al 
Turismo, Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. elaboró dictámenes técnicos de viabilidad del proyecto Tren Maya, 
en los que se concluye que es de primera necesidad contar con un servicio confiable, eficiente, cómodo y 
seguro que permita, por una parte, el transporte de mercancías y, por otra, movilizar a sus usuarios con altos 
estándares de calidad, acceso y cobertura en el área urbana y conurbada. Dichos dictámenes acreditan que el 
Proyecto Tren Maya satisface el interés colectivo, e impulsa las actividades económicas del sur-sureste del 
país que garantizan el derecho a la movilidad en condiciones de seguridad, accesibilidad, comodidad, 
eficiencia, calidad e igualdad. Asimismo, la construcción del Tren Maya permitirá el desarrollo socioeconómico 
y turístico; reducirá los niveles de pobreza que existen en la zona, y mejorará las condiciones de vida de 
quienes habitan y transitan por la zona; 

12. Que el Programa Institucional 2020-2024 de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., publicado el 24 de 
diciembre de 2020 en el DOF, tiene como uno de sus objetivos prioritarios en su numeral 6 “Relevancia del 
objetivo prioritario 1.- Ejecutar el Proyecto Prioritario Integral Tren Maya para mejorar la conectividad, 
movilidad y el desarrollo integral sostenible del sureste"; 

13. Que, el 13 de junio de 2021, el ejido " X-Holop ", en asamblea general, aprobó la celebración del 
convenio de ocupación previa a título gratuito con Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., respecto de la superficie 
de 03-08-71.79 hectáreas de tierras de uso común, mismo que fue suscrito el 24 de octubre de 2021, por los 
integrantes del comisariado ejidal. En dicho convenio, se autorizó ocupar a título gratuito la superficie materia 
del convenio, hasta la expedición del decreto respectivo, así como realizar un pago inmediato como anticipo a 
cuenta de la indemnización que proceda una vez decretada la expropiación; 

14. Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., mediante oficio número FTM/AZH/2152/2022, de 18 de 
diciembre de 2022, y con fundamento en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), 
la Ley Agraria y el Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural 
(RLAMOPR), solicitó al titular de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (Sedatu) la 
expropiación de la superficie de 3-08-71.79 hectáreas de terrenos del ejido “X-Holop”, municipio de Tinum, 
estado de Yucatán, para destinarla a la construcción de obras de infraestructura Ferroviaria y operación del 
Proyecto Tren Maya Tramo 4 Izamal-Cancún; 

15. Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., mediante oficio FTM/AZH/028-21/2023, de 6 de enero de 2023, 
comunicó que el destino de la superficie a expropiar es para “la construcción de obras de infraestructura 
ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus obras complementarias”; 

16. Que la Dirección General de Ordenamiento de la Propiedad Rural (DGOPR) de la Sedatu, el 12 de 
enero de 2023, emitió acuerdo de instauración del procedimiento de expropiación con número de expediente 
DGOPR-DE/SOE-31YU/009FONATUR TREN MAYA, S.A. DE C.V/2023; 

17. Que el comisionado técnico del RAN y el comisionado agrario de la Sedatu rindieron el “informe de 
comisión de Trabajos Técnicos e Informativos de Expropiación”, de 9 de junio de 2023, en el que señalan que 
la superficie real a expropiar al ejido “X-Holop”, municipio de Tinum, estado de Yucatán, es de 03-08-72 
hectáreas de terrenos de agostadero de uso común, lo cual se describe en el siguiente plano y cuadros de 
construcción: 
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18. Que el Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales (Indaabin) emitió el dictamen 

valuatorio y anexo único, con número secuencial 04-23-1560 y genérico G-35384-ZND, de 7 de agosto de 

2023, en el que determinó que el monto total de indemnización asciende a $463,080.00 (cuatrocientos 

sesenta y tres mil ochenta pesos 00/100 M.N.) con base en el valor comercial de la superficie a expropiar; 

19. Que a los integrantes del comisariado del ejido "X-Holop" se les notificó el 11 de agosto de 2023, la 

solicitud de expropiación, el oficio de 6 de enero de 2023, el acuerdo de instauración, la superficie real a 

expropiar, y el dictamen valuatorio y anexo único con número secuencial 04-23-1560 y genérico  

G-35384-ZND. Asimismo, se les informó que contaban con 10 días hábiles para que manifestaran lo que a 

sus intereses conviniera. En dicho plazo no realizaron manifestaciones; 

20. Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., es una empresa de participación estatal mayoritaria sectorizada 

a la Secretaría de Turismo, como se indica en la "Relación de Entidades Paraestatales de la Administración 

Pública Federal", publicada en el DOF el 7 de agosto de 2023; 

21. Que la Dirección General de Ordenamiento Territorial de la Sedatu, el 22 de agosto de 2023, emitió 

“Opinión Técnica CONDICIONADA respecto del procedimiento de expropiación a favor de Fonatur Tren 

Maya S.A. de C.V." (SOTA/DGOT/071/QROO YUC/FONATUR TM4/025/2023) de la superficie de 03-08-72 

hectáreas del ejido “X-Holop” (I polígono), municipio de Tinum, estado de Yucatán; 

22. Que la DGOPR, el 24 de agosto de 2023, emitió dictamen en el que determinó “procedente la 

expropiación por causa de utilidad pública, a favor de Fonatur Tren Maya S.A. de C.V. para destinarlos a la 

construcción de obras de infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus obras 

complementarias, con una superficie de 03-08-72 ha (tres hectáreas, ocho áreas, setenta y dos centiáreas), 

de agostadero de uso común del ejido 'X-Holop', municipio de Tinum, estado de Yucatán”, y 

CONSIDERANDO 

I. Que, de conformidad con los artículos 27, párrafos primero y segundo, de la CPEUM; 93, fracciones I y 

VII, y 94 de la Ley Agraria, y 75 del RLAMOPR, procede, mediante indemnización y previo decreto expedido 

por el titular del Ejecutivo Federal publicado en el DOF, la expropiación por causa de utilidad pública, como lo 

es la construcción de obras de infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus obras 

complementarias; 

II. Que la superficie de 03-08-72 hectáreas de terrenos de agostadero de uso común, pertenecientes al 

ejido “X-Holop”, municipio de Tinum, estado de Yucatán, se solicitó para destinarse a la construcción de obras 

de infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus obras complementarias, así como a la 

prestación del servicio público de transporte de carga ferroviaria y de pasajeros. Como consecuencia, se 

acreditan las causas de utilidad pública del establecimiento, explotación o conservación de un servicio o 

función públicos, y de la construcción de puentes, carreteras, ferrocarriles y demás obras que faciliten el 

transporte, previstas en el artículo 93, fracciones I y VII, respectivamente, de la Ley Agraria; 

III. Que la construcción de obras de infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus 

obras complementarias son acordes con el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, toda vez que se prestará 

un servicio público de transporte de pasajeros para el beneficio del turismo nacional y extranjero, así como de 

transporte de carga ferroviario para acelerar el comercio de la península, lo que facilitará el intercambio de 

mercancías con el resto del país y diversificará los puntos turísticos de la región para generar una derrama 

económica. Como consecuencia, se generarán oportunidades laborales y se redistribuirá la riqueza a lo largo 

de la península; se dará protección y rehabilitación a las áreas naturales protegidas y a los sitios 

patrimoniales. De igual forma, el Tren Maya funcionará como corredor humanitario por medio del cual se 

entregarán apoyos alimentarios, médicos, etc. para las comunidades indígenas y pueblos marginados del 

sureste mexicano; tendrá un flujo constante, y solo por su conducto, se podrá llegar a dichos poblados de 

manera pronta y eficaz; su ubicación geográfica es fundamental para salvaguardar las costas y la zona 

fronteriza con Centroamérica; 

IV. Que, de diversos documentos contenidos en el expediente de expropiación número  

DGOPR-DE/SOE-31YU/009FONATUR TREN MAYA, S.A. DE C.V/2023, se advierte que la superficie que se 

solicitó expropiar al ejido “X-Holop” fue de 3-08-71.79 hectáreas; sin embargo, una vez realizados los trabajos 
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técnicos, resultó que la superficie real es de 03-08-72 hectáreas de terrenos de agostadero de uso común, 

como consta en el informe de comisión de Trabajos Técnicos e Informativos de Expropiación de 9 de junio de 

2023, motivo por el cual la superficie a expropiar al ejido “X-Holop”, municipio de Tinum, estado de Yucatán, 

debe ser de 03-08-72 hectáreas; 

V. Que de las constancias señaladas en el resultando 19 del presente instrumento, se acredita que en el 

procedimiento DGOPR-DE/SOE-31YU/009FONATUR TREN MAYA, S.A. DE C.V/2023, se otorgó garantía de 

audiencia al órgano de representación del ejido “X-Holop”, municipio de Tinum, estado de Yucatán, toda vez 

que se les notificó la solicitud de expropiación, el oficio de 6 de enero de 2023, el acuerdo de instauración, la 

superficie real a expropiar, y el dictamen valuatorio y anexo único, sin que en el plazo concedido realizaran 

manifestaciones respecto del procedimiento expropiatorio materia del presente decreto; con lo anterior, se dio 

cumplimiento a los artículos 14 y 16 de la CPEUM y 65 del RLAMOPR; 

VI. Que el Indaabin emitió dictamen valuatorio con número secuencial 04-23-1560 y genérico 

G-35384-ZND, de 7 de agosto de 2023, en el cual determinó que el monto de indemnización, con base al 

valor comercial de la superficie a expropiar, es de $463,080.00 (cuatrocientos sesenta y tres mil ochenta 

pesos 00/100 M.N.), con lo que se acredita el cumplimiento a los artículos 94 de la Ley Agraria y 70 del 

RLAMOPR. Con base en dicho avalúo, procede pagar la indemnización al ejido por las tierras de uso común, 

en la que se considere el pago anticipado; 

VII. Que, en caso de que los bienes expropiados se destinen a un fin distinto al señalado en el decreto 

respectivo, o si transcurrido un plazo de 5 años no se ha cumplido con la causa de utilidad pública, el 

Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal podrá ejercer las acciones necesarias para reclamar la 

reversión parcial o total, según corresponda, de los bienes expropiados, y operar la incorporación de estos a 

su patrimonio; ello de conformidad con el artículo 97 de la Ley Agraria. Asimismo, los bienes objeto de la 

expropiación solo podrán ser ocupados de manera definitiva, mediante el pago que se efectúe al ejido o a las 

personas que acrediten tener derecho sobre tierras de uso común en la proporción que les corresponda; 

VIII. Que, de conformidad con los artículos 94 de la Ley Agraria y 75 y 76 del RLAMOPR, debe ordenarse 

que el decreto expropiatorio se publique en el DOF, se notifique al núcleo agrario por conducto de su 

comisariado ejidal y afectados, y se inscriba en el RAN, en el Registro Público de la Propiedad de la entidad 

federativa de que se trate y en el Registro Público de la Propiedad Federal, cuando así corresponda, y 

IX. Que, en términos de los artículos 93, 94 y 95 de la Ley Agraria y 60, 61, 63, 65, 67, 70, 72, 73, 74 y 75 

del RLAMOPR, el procedimiento de expropiación se ha tramitado ante la Sedatu y han sido acreditadas las 

causas de utilidad pública, he tenido a bien expedir el siguiente 

DECRETO 

PRIMERO. Se expropia por causa de utilidad pública la superficie de 03-08-72 hectáreas (tres hectáreas, 

ocho áreas, setenta y dos centiáreas) de agostadero de uso común del ejido “X-Holop”, municipio de Tinum, 

estado de Yucatán, a favor de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., para destinarla a la construcción de obras de 

infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus obras complementarias. 

SEGUNDO. Queda a cargo de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. pagar, por concepto de indemnización por 

la superficie que se expropia, la cantidad señalada en el avalúo emitido por el Instituto de Administración y 

Avalúos de Bienes Nacionales, y en los términos señalados en el considerando VI del presente decreto. 

TERCERO. La Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, una vez publicado el presente 

decreto en el Diario Oficial de la Federación, procederá a su ejecución cuando Fonatur Tren Maya, S.A. de 

C.V. haya acreditado el pago o depósito de la indemnización señalada en el numeral anterior. 

CUARTO. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación e inscríbase en el Registro Agrario Nacional, en 

el Registro Público de la Propiedad Federal y en el Registro Público de la Propiedad estatal o municipal 

correspondiente. Notifíquese y ejecútese. 

Dado en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en Ciudad de México a 26 de octubre de 2023.- 

Andrés Manuel López Obrador.- Rúbrica.- Secretario de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, Román 

Guillermo Meyer Falcón.- Rúbrica.- Secretario de Turismo, Miguel Tomás Torruco Marqués.- Rúbrica. 
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DECRETO por el que se expropia por causa de utilidad pública la superficie de 32-14-95 hectáreas, del ejido 
Palmar, municipio de Othón P. Blanco, estado de Quintana Roo, a favor de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la 

facultad que me confiere el artículo 89, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, con fundamento en los artículos 27, párrafos primero y segundo, de la propia Constitución; 13, 41 

y 42 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 93, fracciones I y VII, y 94 de la Ley Agraria; 60, 

61 y 75 del Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, y 

RESULTANDO 

1. Que, mediante resolución presidencial publicada en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 6 de 

diciembre de 1935, se dotó al poblado “Palmar”, delegación de Payo Obispo, territorio de Quintana Roo, la 

superficie de 1,550 hectáreas. Dicha resolución se ejecutó el 1 de mayo de 1936; 

2. Que, mediante resolución presidencial publicada en el DOF el 9 de mayo 1942, se dotó por concepto de 

ampliación al poblado “El Palmar”, delegación de Chetumal, territorio de Quintana Roo, la superficie de 13,990 

hectáreas. Dicha resolución se ejecutó el 20 de diciembre de 1943; 

3. Que, mediante decreto publicado en el DOF el 14 de mayo de 1953, se expropió por causa de utilidad 

pública la superficie de 100 hectáreas del ejido “El Palmar Río Hondo”, delegación de Chetumal, territorio de 

Quintana Roo, para destinarla al establecimiento de un embarcadero al margen del Río Hondo, depósitos y 

patios de movimientos; 

4. Que el Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, mediante decreto publicado en el DOF el 8 de 

octubre de 1974, reformó el artículo 43 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para 

reconocer al estado de Quintana Roo como parte integrante de la federación;  

5. Que, el 12 de enero de 1975, se publicó en el periódico oficial del estado de Quintana Roo, la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, en la cual se establece la extensión, 

límites y cabeceras de los municipios que conforman el estado, y señaló que la delegación de Chetumal 

quedó inmersa en el municipio Othón P. Blanco; 

6. Que, mediante asamblea general de ejidatarios de 16 de abril de 2000, se determinó la delimitación, 

destino y asignación de tierras del ejido “Palmar”, municipio de Othón P. Blanco, estado de Quintana Roo; 

7. Que, el 5 de julio de 2000, el ejido “Palmar”, municipio de Othón P. Blanco, estado de Quintana Roo, 

quedó inscrito en el sistema de inscripciones del Registro Agrario Nacional (RAN) con el folio de ejidos y 

comunidades 23004006106121935R; 

8. Que en escritura pública 98,727, de 5 de diciembre de 2018, se protocolizó el cambio de denominación 

de Fonatur Operadora Portuaria, S.A. de C.V., por el de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. En la cláusula 

CUARTA de la citada escritura pública consta, como parte de su objeto social: 

c) Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos y ejecutar la construcción, operación, 

explotación, conservación y mantenimiento de vías férreas en el sureste de la República 

Mexicana. 

d) Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos y prestar el servicio público de 

transporte ferroviario de pasajeros o de carga, por sí mismo mediante asignación o de 

manera conjunta con concesionarios. 

e) Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos para prestar servicios auxiliares 

ferroviarios, así como todo tipo de servicios relacionados con la infraestructura 

ferroviaria. 
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(…) 

g) Celebrar todo tipo de actos jurídicos por los cuales otorgue o reciba el uso y 

aprovechamiento de bienes muebles e inmuebles, así como el adquirirlos o enajenarlos, 

comprendidos en instalaciones turísticas o inmobiliarias de cualquier naturaleza, en 

cualquier destino turístico, polos de desarrollo turístico, Centros Integralmente 

Planeados, y en Centros Turísticos Sustentables del Fondo Nacional del Fomento al 

Turismo (FONATUR), en el sureste de la República Mexicana. 

9. Que el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado en el DOF el 12 de julio de 2019, establece 

los programas y proyectos que constituyen las prioridades de atención estratégica a problemas públicos 

identificados. Asimismo, expone como una de las tareas centrales impulsar la reactivación de la economía, 

para que esta vuelva a crecer a tasas aceptables y se fortalezca el mercado interno y el empleo mediante 

programas sectoriales, proyectos regionales y obras de infraestructura; 

10. Que, en el capítulo “Proyectos regionales” de dicho plan nacional, se dispone expresamente: 

1. El Tren Maya es el más importante proyecto de infraestructura,  

desarrollo socioeconómico y turismo del presente sexenio. Tendrá un recorrido de mil 

525 kilómetros, pasará por los estados de Chiapas, Tabasco, Campeche, Yucatán y 

Quintana Roo e interconectará las principales ciudades y sitios turísticos de la Península 

de Yucatán… 

El Tren Maya es un proyecto orientado a incrementar la derrama económica del turismo 

en la Península de Yucatán, crear empleos, impulsar el desarrollo sostenible, proteger el 

medio ambiente de la zona desalentando actividades como la tala ilegal y el tráfico de 

especies y propiciar el ordenamiento territorial de la región. Se procurará integrar a la 

obra y a sus beneficios a los pobladores; se gestionarán los derechos de vía que aún no 

se tengan mediante acuerdos con los propietarios de los terrenos respectivos; se 

buscarán acuerdos benéficos en los casos en los que las vías de propiedad federal se 

encuentren invadidas y se pedirá la aprobación de las comunidades y pueblos 

originarios mediante consultas. 

11. Que, mediante publicación en el DOF el 21 de abril de 2020, el Gobierno federal otorgó, por conducto 

de la entonces Secretaría de Comunicaciones y Transportes, a la empresa de participación estatal mayoritaria 

Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., la asignación para construir, operar y explotar la vía general de 

comunicación ferroviaria denominada Tren Maya, la cual incluye la prestación del servicio público de 

transporte ferroviario de carga y de pasajeros, y los permisos para prestar los servicios auxiliares requeridos; 

12. Que los programas sectoriales de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020-2024 y de Turismo 

2020-2024, publicados en el DOF el 26 de junio y 3 de julio, respectivamente, ambos de 2020, establecen que 

la construcción del Tren Maya es el compromiso más relevante de infraestructura para impulsar el desarrollo 

socioeconómico y turístico de la historia del sureste del país y fortalecer la integración de cadenas productivas 

en la península de Yucatán, así como para elevar la calidad de los servicios turísticos y fomentar la 

capacitación y profesionalización del capital humano que forma parte de esta industria; 

13. Que el Programa Institucional 2020-2024 del Fondo Nacional de Fomento al Turismo, publicado  

el 20 de noviembre de 2020 en el DOF, tiene como uno de sus objetivos prioritarios en su numeral 7.1 

"Relevancia del Objetivo prioritario 1: Desarrollar el Proyecto Regional Tren Maya en los estados de Chiapas, 

Tabasco, Campeche, Yucatán y Quintana Roo"; 

14. Que, en cumplimiento del Programa Institucional 2020-2024 del Fondo Nacional de Fomento al 

Turismo, Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. elaboró dictámenes técnicos de viabilidad del proyecto Tren Maya, 

en los que se concluye que es de primera necesidad contar con un servicio confiable, eficiente, cómodo y 

seguro que permita, por una parte, el transporte de mercancías y, por otra, movilizar a sus usuarios con altos 
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estándares de calidad, acceso y cobertura en el área urbana y conurbada. Dichos dictámenes acreditan que el 

Proyecto Tren Maya satisface el interés colectivo, e impulsa las actividades económicas del sur-sureste del 

país que garantizan el derecho a la movilidad en condiciones de seguridad, accesibilidad, comodidad, 

eficiencia, calidad e igualdad. Asimismo, la construcción del Tren Maya permitirá el desarrollo socioeconómico 

y turístico; reducirá los niveles de pobreza que existen en la zona, y mejorará las condiciones de vida de 

quienes habitan y transitan por la zona; 

15. Que el Programa Institucional 2020-2024 de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., publicado el 24 de 

diciembre de 2020 en el DOF, tiene como uno de sus objetivos prioritarios en su numeral 6 “Relevancia del 

objetivo prioritario 1.- Ejecutar el Proyecto Prioritario Integral Tren Maya para mejorar la conectividad, 

movilidad y el desarrollo integral sostenible del sureste"; 

16. Que, el 4 de noviembre de 2022, el ejido "Palmar", en asamblea general, aprobó la celebración del 

convenio de ocupación previa a título gratuito con Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., respecto de la superficie 

de 32-18-86.29 hectáreas de tierras de uso común, el cual fue suscrito en la misma fecha, por los integrantes 

del comisariado ejidal. En dicho convenio, se autorizó ocupar a título gratuito la superficie materia del 

convenio, hasta la expedición del decreto respectivo, así como realizar un pago inmediato como anticipo a 

cuenta de la indemnización que proceda una vez decretada la expropiación; 

17. Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., mediante oficio número FTM/AZH/1702/2022, de 1 de 

noviembre de 2022, y con fundamento en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), 

la Ley Agraria y el Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural 

(RLAMOPR), solicitó al titular de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (Sedatu) la 

expropiación de la superficie de 32-18-86.29 hectáreas de terrenos del ejido “Palmar”, municipio de Othón P. 

Blanco, estado de Quintana Roo, para destinarla a la construcción de obras de infraestructura ferroviaria y 

operación del proyecto Tren Maya, Tramo 7 Chetumal-Escárcega; 

18. Que la Dirección General de Ordenamiento de la Propiedad Rural (DGOPR) de la Sedatu, el 10 de 

noviembre de 2022, emitió acuerdo de instauración del procedimiento de expropiación con número de 

expediente DGOPR-DE/SOE23QR/0056FONATUR TREN MAYA, S.A. de C.V/2022; 

19. Que el comisionado técnico del RAN y el comisionado agrario de la Sedatu rindieron el “informe de 

comisión de Trabajos Técnicos e Informativos de Expropiación”, de 16 de enero de 2023, en el que señalan 

que la superficie real a expropiar al ejido “Palmar”, municipio de Othón P. Blanco, estado de Quintana Roo, es 

de 32-14-95 hectáreas de terrenos de temporal de uso común, lo cual se describe en el siguiente plano y 

cuadros de construcción: 
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*Meridiano central de referencia 88° 37’ 

20. Que el Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales (Indaabin) emitió el dictamen 

valuatorio y anexo único, con número secuencial 04-23-989 y genérico G-34401-ZND, de 19 de mayo de 

2023, en el que determinó que el monto total de indemnización asciende a $6,429,900.00 (seis millones 

cuatrocientos veintinueve mil novecientos pesos 00/100 M.N.) con base en el valor comercial de la superficie a 

expropiar; 

21. Que a los integrantes del comisariado del ejido "Palmar" se les notificó el 3 de junio de 2023, la 

solicitud de expropiación, el acuerdo de instauración, la superficie real a expropiar, y el dictamen valuatorio y 

anexo único con número secuencial 04-23-989 y genérico G-34401-ZND. Asimismo, se les informó que 

contaban con 10 días hábiles para que manifestaran lo que a sus intereses conviniera. En dicho plazo no 

realizaron manifestaciones; 

22. Que la Dirección General de Ordenamiento Territorial de la Sedatu, el 1 de junio de 2023, emitió 

opinión número SOTA/DGOT/055/QROO/FONATUR TM/0021/2023, en la que “emite Opinión Técnica 

CONDICIONADA respecto del procedimiento de expropiación a favor de FONATUR Tren Maya S.A de C.V., 

por una superficie de 32-14-95 hectáreas conformadas por un (I) polígono de terreno perteneciente al ejido 

Palmar, municipio Othón P. Blanco, estado de Quintana Roo”; 

23. Que la DGOPR, el 13 de julio de 2023, emitió dictamen en el que determinó “procedente la 

expropiación por causa de utilidad pública, a favor de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., para destinarse a la 

construcción de obras de infraestructura ferroviaria y operación del proyecto Tren Maya, con una superficie de 

32-14-95 hectáreas (treinta y dos hectáreas, catorce áreas, noventa y cinco centiáreas), las cuales son 

terrenos de temporal de uso común, del ejido “Palmar”, municipio de Othón P. Blanco, estado de  

Quintana Roo”; 

24. Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., es una empresa de participación estatal mayoritaria sectorizada 

a la Secretaría de Turismo, como se indica en la "Relación de Entidades Paraestatales de la Administración 

Pública Federal", publicada en el DOF el 7 de agosto de 2023, y 
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CONSIDERANDO 

I. Que, de conformidad con los artículos 27, párrafos primero y segundo, de la CPEUM; 93, fracciones I y 

VII, y 94 de la Ley Agraria, y 75 del RLAMOPR, procede, mediante indemnización y previo decreto expedido 

por el titular del Ejecutivo Federal publicado en el DOF, la expropiación por causa de utilidad pública, como lo 

es a la construcción de obras de infraestructura ferroviaria y operación del Proyecto Tren Maya; 

II. Que los documentos señalados en los resultandos 1, 2 y 3 del presente instrumento indican que el ejido 

“Palmar” o “El Palmar Río Hondo” se ubica en las delegaciones de Payo Obispo y Chetumal, respectivamente, 

territorio de Quintana Roo; sin embargo, de las publicaciones referidas en los resultandos 4 y 5, los datos 

actuales y correctos del ejido son “Palmar”, municipio de Othón P. Blanco, estado de Quintana Roo, tal como 

consta en la inscripción del Registro Agrario Nacional y en el informe de comisión de Trabajos Técnicos e 

Informativos de Expropiación, por lo que el presente procedimiento debe culminar con estos últimos; 

III. Que la superficie de 32-14-95 hectáreas de terrenos de temporal de uso común, pertenecientes al ejido 

“Palmar”, municipio de Othón P. Blanco, estado de Quintana Roo, se solicitó para destinarse a la construcción 

de obras de infraestructura ferroviaria y operación del Proyecto Tren Maya, así como a la prestación del 

servicio público de transporte de carga ferroviaria y de pasajeros. Como consecuencia, se acreditan las 

causas de utilidad pública del establecimiento, explotación o conservación de un servicio o función públicos, y 

de la construcción de puentes, carreteras, ferrocarriles y demás obras que faciliten el transporte, previstas en 

el artículo 93, fracciones I y VII, respectivamente, de la Ley Agraria; 

IV. Que la construcción de obras de infraestructura ferroviaria y operación del Proyecto Tren Maya son 

acordes con el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, toda vez que se prestará un servicio público de 

transporte de pasajeros para el beneficio del turismo nacional y extranjero, así como de transporte de carga 

ferroviario para acelerar el comercio de la península, lo que facilitará el intercambio de mercancías con el 

resto del país y diversificará los puntos turísticos de la región para generar una derrama económica. Como 

consecuencia, se generarán oportunidades laborales y se redistribuirá la riqueza a lo largo de la península; se 

dará protección y rehabilitación a las áreas naturales protegidas y a los sitios patrimoniales. De igual forma, el 

Tren Maya funcionará como corredor humanitario por medio del cual se entregarán apoyos alimentarios, 

médicos, etc. para las comunidades indígenas y pueblos marginados del sureste mexicano; tendrá un flujo 

constante, y solo por su conducto, se podrá llegar a dichos poblados de manera pronta y eficaz; su ubicación 

geográfica es fundamental para salvaguardar las costas y la zona fronteriza con Centroamérica; 

V. Que, de diversos documentos contenidos en el expediente de expropiación número 

DGOPR-DE/SOE23QR/0056FONATUR TREN MAYA, S.A. de C.V/2022, se advierte que la superficie que se 

solicitó expropiar al ejido “Palmar” fue de 32-18-86.29 hectáreas; sin embargo, una vez realizados los trabajos 

técnicos, resultó que la superficie real es de 32-14-95 hectáreas de terrenos de temporal de uso común, como 

consta en el informe de comisión de Trabajos Técnicos e Informativos de Expropiación de 16 de enero de 

2023, motivo por el cual la superficie a expropiar al ejido “Palmar”, municipio de Othón P. Blanco, estado de 

Quintana Roo, debe ser de 32-14-95 hectáreas; 

VI. Que de las constancias señaladas en el resultando 21 del presente instrumento, se acredita que en el 

procedimiento DGOPR-DE/SOE23QR/0056FONATUR TREN MAYA, S.A. de C.V/2022, se otorgó garantía de 

audiencia al órgano de representación del ejido “Palmar”, municipio de Othón P. Blanco, estado de Quintana 

Roo, toda vez que se les notificó la solicitud de expropiación, el acuerdo de instauración, la superficie real a 

expropiar, y el dictamen valuatorio y anexo único, sin que en el plazo concedido realizaran manifestaciones 

respecto del procedimiento expropiatorio materia del presente decreto; con lo anterior, se dio cumplimiento a 

los artículos 14 y 16 de la CPEUM y 65 del RLAMOPR; 
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VII. Que el Indaabin emitió dictamen valuatorio con número secuencial 04-23-989 y genérico  

G-34401-ZND, de 19 de mayo de 2023, en el cual determinó que el monto de indemnización, con base al 

valor comercial de la superficie a expropiar, es de $6,429,900.00 (seis millones cuatrocientos veintinueve mil 

novecientos pesos 00/100 M.N.), con lo que se acredita el cumplimiento a los artículos 94 de la Ley Agraria y 

70 del RLAMOPR. Con base en dicho avalúo, procede pagar la indemnización al ejido por las tierras de uso 

común, en la que se considere el pago anticipado; 

VIII. Que, en caso de que los bienes expropiados se destinen a un fin distinto al señalado en el decreto 

respectivo, o si transcurrido un plazo de 5 años no se ha cumplido con la causa de utilidad pública, el 

Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal podrá ejercer las acciones necesarias para reclamar la 

reversión parcial o total, según corresponda, de los bienes expropiados, y operar la incorporación de estos a 

su patrimonio; ello de conformidad con el artículo 97 de la Ley Agraria. Asimismo, los bienes objeto de la 

expropiación solo podrán ser ocupados de manera definitiva, mediante el pago que se efectúe al ejido o a las 

personas que acrediten tener derecho sobre tierras de uso común en la proporción que les corresponda; 

IX. Que, de conformidad con los artículos 94 de la Ley Agraria y 75 y 76 del RLAMOPR, debe ordenarse 

que el decreto expropiatorio se publique en el DOF, se notifique al núcleo agrario por conducto de su 

comisariado ejidal y afectados, y se inscriba en el RAN, en el Registro Público de la Propiedad de la entidad 

federativa de que se trate y en el Registro Público de la Propiedad Federal, cuando así corresponda, y 

X. Que, en términos de los artículos 93, 94 y 95 de la Ley Agraria y 60, 61, 63, 65, 67, 70, 72, 73, 74 y 75 

del RLAMOPR, el procedimiento de expropiación se ha tramitado ante la Sedatu y han sido acreditadas las 

causas de utilidad pública, he tenido a bien expedir el siguiente 

DECRETO 

PRIMERO. Se expropia por causa de utilidad pública la superficie de 32-14-95 hectáreas (treinta y dos 

hectáreas, catorce áreas, noventa y cinco centiáreas) de temporal de uso común del ejido “Palmar”, municipio 

de Othón P. Blanco, estado de Quintana Roo, a favor de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., para destinarla a la 

construcción de obras de infraestructura ferroviaria y operación del Proyecto Tren Maya. 

SEGUNDO. Queda a cargo de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. pagar, por concepto de indemnización por 

la superficie que se expropia, la cantidad señalada en el avalúo emitido por el Instituto de Administración y 

Avalúos de Bienes Nacionales, y en los términos señalados en el considerando VII del presente decreto. 

TERCERO. La Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, una vez publicado el presente 

decreto en el Diario Oficial de la Federación, procederá a su ejecución cuando Fonatur Tren Maya, S.A. de 

C.V. haya acreditado el pago o depósito de la indemnización señalada en el numeral anterior. 

CUARTO. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación e inscríbase en el Registro Agrario Nacional, en 

el Registro Público de la Propiedad Federal y en el Registro Público de la Propiedad estatal o municipal 

correspondiente. Notifíquese y ejecútese. 

Dado en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en Ciudad de México a 26 de octubre de 2023.- 

Andrés Manuel López Obrador.- Rúbrica.- Secretario de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, Román 

Guillermo Meyer Falcón.- Rúbrica.- Secretario de Turismo, Miguel Tomás Torruco Marqués.- Rúbrica. 
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DECRETO por el que se expropia por causa de utilidad pública la superficie de 07-88-51 hectáreas, del ejido 
“Libre Unión”, municipio de Yaxcabá, estado de Yucatán, a favor de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la 
facultad que me confiere el artículo 89, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, con fundamento en los artículos 27, párrafos primero y segundo, de la propia Constitución; 13, 41 
y 42 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 93, fracción I y VII, y 94 de la Ley Agraria; 60, 
61 y 75 del Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, y 

RESULTANDO 

1. Que, mediante resolución presidencial publicada en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 2 de 
noviembre de 1935, se dotó al poblado “Libre Unión”, municipio de Yaxcabá, estado de Yucatán, la superficie 
de 1,690-40-00 hectáreas. Dicha resolución se ejecutó el 13 de diciembre de 1935; 

2. Que, mediante resoluciones presidenciales publicadas en el DOF el 20 de enero de 1943 y 31 de julio 
de 1980, se concedió por conceptos de primera y segunda ampliación al ejido “Libre Unión”, municipio de 
Yaxcabá, estado de Yucatán, las superficies de 2,954 hectáreas y 107-00-00 hectáreas, respectivamente. 
Dichas resoluciones se ejecutaron el 30 de junio de 1944 y 23 de abril de 1981, respectivamente; 

3. Que, mediante decreto presidencial publicado en el DOF el 9 de diciembre de 1993, se expropió por 
causa de utilidad pública la superficie de 16-04-17 hectáreas del poblado “Libre Unión”, municipio de Yaxcabá, 
estado de Yucatán, para destinarla al derecho de vía de la carretera concesionada Mérida-Cancún, tramo 
Kantunil-Chemax; 

4. Que, mediante asamblea general de ejidatarios de 28 de diciembre de 1997, se determinó la 
delimitación, destino y asignación de tierras del ejido “Libre Unión”, municipio de Yaxcabá, estado de Yucatán; 

5. Que, el 26 de agosto de 1998, el ejido “Libre Unión”, municipio de Yaxcabá, estado de Yucatán, quedó 
inscrito en el sistema de inscripciones del Registro Agrario Nacional (RAN) con el folio de ejidos y 
comunidades 31104008102111935R; 

6. Que en escritura pública 98,727, de 5 de diciembre de 2018, se protocolizó el cambio de denominación 
de Fonatur Operadora Portuaria, S.A. de C.V., por el de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. En la cláusula 
CUARTA de la citada escritura pública consta, como parte de su objeto social: 

c) Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos y ejecutar la construcción, operación, 
explotación, conservación y mantenimiento de vías férreas en el sureste de la República 
Mexicana. 

d) Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos y prestar el servicio público de 
transporte ferroviario de pasajeros o de carga, por sí mismo mediante asignación  
o de manera conjunta con concesionarios. 

e) Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos para prestar servicios auxiliares 
ferroviarios, así como todo tipo de servicios relacionados con la infraestructura 
ferroviaria. 

(...) 

g) Celebrar todo tipo de actos jurídicos por los cuales otorgue o reciba el uso y 
aprovechamiento de bienes muebles e inmuebles, así como el adquirirlos o enajenarlos, 
comprendidos en instalaciones turísticas o inmobiliarias de cualquier naturaleza, en 
cualquier destino turístico, polos de desarrollo turístico, Centros Integralmente 
Planeados, y en Centros Turísticos Sustentables del Fondo Nacional del Fomento al 
Turismo (FONATUR), en el sureste de la República Mexicana. 

7. Que el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado en el DOF el 12 de julio de 2019, establece 
los programas y proyectos que constituyen las prioridades de atención estratégica a problemas públicos 
identificados. Asimismo, expone como una de las tareas centrales impulsar la reactivación de la economía, 
para que esta vuelva a crecer a tasas aceptables y se fortalezca el mercado interno y el empleo mediante 
programas sectoriales, proyectos regionales y obras de infraestructura; 
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8. Que, en el capítulo “Proyectos regionales” de dicho plan nacional, se dispone expresamente: 

1. El Tren Maya es el más importante proyecto de infraestructura, desarrollo 
socioeconómico y turismo del presente sexenio. Tendrá un recorrido de  
mil 525 kilómetros, pasará por los estados de Chiapas, Tabasco, Campeche, Yucatán y 
Quintana Roo e interconectará las principales ciudades y sitios turísticos de la Península 
de Yucatán… 

El Tren Maya es un proyecto orientado a incrementar la derrama económica del turismo 
en la Península de Yucatán, crear empleos, impulsar el desarrollo sostenible, proteger el 
medio ambiente de la zona desalentando actividades como la tala ilegal y el tráfico de 
especies y propiciar el ordenamiento territorial de la región. Se procurará integrar a la 
obra y a sus beneficios a los pobladores; se gestionarán los derechos de vía que aún no 
se tengan mediante acuerdos con los propietarios de los terrenos respectivos; se 
buscarán acuerdos benéficos en los casos en los que las vías de propiedad federal se 
encuentren invadidas y se pedirá la aprobación de las comunidades y pueblos 
originarios mediante consultas. 

9. Que, mediante publicación en el DOF el 21 de abril de 2020, el Gobierno federal otorgó, por conducto 
de la entonces Secretaría de Comunicaciones y Transportes, a la empresa de participación estatal mayoritaria 
Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., la asignación para construir, operar y explotar la vía general de 
comunicación ferroviaria denominada Tren Maya, la cual incluye la prestación del servicio público de 
transporte ferroviario de carga y de pasajeros, y los permisos para prestar los servicios auxiliares requeridos; 

10. Que los programas sectoriales de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020-2024 y de Turismo 
2020-2024, publicados en el DOF el 26 de junio y 3 de julio, respectivamente, ambos de 2020, establecen que 
la construcción del Tren Maya es el compromiso más relevante de infraestructura para impulsar el desarrollo 
socioeconómico y turístico de la historia del sureste del país y fortalecer la integración de cadenas productivas 
en la península de Yucatán, así como para elevar la calidad de los servicios turísticos y fomentar la 
capacitación y profesionalización del capital humano que forma parte de esta industria; 

11. Que el Programa Institucional 2020-2024 del Fondo Nacional de Fomento al Turismo, publicado el 20 
de noviembre de 2020 en el DOF, tiene como uno de sus objetivos prioritarios en su numeral 7.1 "Relevancia 
del Objetivo prioritario 1: Desarrollar el Proyecto Regional Tren Maya en los estados de Chiapas, Tabasco, 
Campeche, Yucatán y Quintana Roo";  

12. Que, en cumplimiento del Programa Institucional 2020-2024 del Fondo Nacional de Fomento al 
Turismo, Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. elaboró dictámenes técnicos de viabilidad del proyecto Tren Maya, 
en los que se concluye que es de primera necesidad contar con un servicio confiable, eficiente, cómodo y 
seguro que permita, por una parte, el transporte de mercancías y, por otra, movilizar a sus usuarios con altos 
estándares de calidad, acceso y cobertura en el área urbana y conurbada. Dichos dictámenes acreditan que el 
Proyecto Tren Maya satisface el interés colectivo, e impulsa las actividades económicas del sur-sureste del 
país que garantizan el derecho a la movilidad en condiciones de seguridad, accesibilidad, comodidad, 
eficiencia, calidad e igualdad. Asimismo, la construcción del Tren Maya permitirá el desarrollo socioeconómico 
y turístico; reducirá los niveles de pobreza que existen en la zona, y mejorará las condiciones de vida de 
quienes habitan y transitan por la zona;  

13. Que el Programa Institucional 2020-2024 de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., publicado el 24 de 
diciembre de 2020 en el DOF, tiene como uno de sus objetivos prioritarios en su numeral 6 “Relevancia del 
objetivo prioritario 1.- Ejecutar el Proyecto Prioritario Integral Tren Maya para mejorar la conectividad, 
movilidad y el desarrollo integral sostenible del sureste"; 

14. Que, el 18 de julio de 2021, el ejido “Libre Unión”, en asamblea general, aprobó la celebración del 
convenio de ocupación previa a título gratuito con Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., respecto de la superficie 
de 07-88-54.88 hectáreas de tierras de uso común, mismo que fue suscrito el 1 de octubre de 2022, por los 
integrantes del comisariado ejidal. En dicho convenio, se autorizó ocupar a título gratuito la superficie materia 
del convenio, hasta la expedición del decreto respectivo, así como realizar un pago inmediato como anticipo a 
cuenta de la indemnización que proceda una vez decretada la expropiación; 

15. Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., mediante oficio número FTM/AZH/2146/2022, de 18 de 
diciembre de 2022, y con fundamento en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), 
la Ley Agraria y el Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural 
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(RLAMOPR), solicitó al titular de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (Sedatu) la 
expropiación de la superficie de 7-88-54.88 hectáreas de terrenos del ejido “Libre Unión”, municipio de 
Yaxcabá, estado de Yucatán, para destinarla a la construcción de obras de infraestructura ferroviaria y 
operación del proyecto Tren Maya, Tramo 4 Izamal-Cancún; 

16. Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., mediante oficio FTM/AZH/028-7/2023, de 6 de enero de 2023, 
comunicó que el destino de la superficie a expropiar es para “la construcción de obras de infraestructura 
ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus obras complementarias”; 

17. Que la Dirección General de Ordenamiento de la Propiedad Rural (DGOPR) de la Sedatu, el 12 de 
enero de 2023, emitió acuerdo de instauración del procedimiento de expropiación con número de expediente 
DGOPR-DE/SOE-31YU/005FONATUR TREN MAYA, S.A. DE C.V/2023; 

18. Que el comisionado técnico del RAN y el comisionado agrario de la Sedatu rindieron el "informe de 
comisión de Trabajos Técnicos e Informativos de Expropiación", de 9 de junio de 2023, en el que señalan que 
la superficie real a expropiar al ejido "Libre Unión ", municipio de Yaxcabá, estado de Yucatán, es de 07-88-51 
hectáreas de terrenos de temporal de uso común, lo cual se describe en el siguiente plano y cuadros de 
construcción: 
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*Meridiano central de referencia 88° 48’ 

Superficie total a expropiar: 07-88-51 hectáreas 
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19. Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., es una empresa de participación estatal mayoritaria sectorizada 

a la Secretaría de Turismo, como se indica en la “Relación de Entidades Paraestatales de la Administración 

Pública Federal", publicada en el DOF el 7 de agosto de 2023; 

20. Que a los integrantes del comisariado del ejido “Libre Unión” se les notificó el 10 de agosto de 2023, la 

solicitud de expropiación, el oficio de 6 de enero de 2023, el acuerdo de instauración, y la superficie real a 

expropiar. Asimismo, se les informó que contaban con 10 días hábiles para que manifestaran lo que a sus 

intereses conviniera. En dicho plazo no realizaron manifestaciones; 

21. Que la Dirección General de Ordenamiento Territorial de la Sedatu, el 22 de agosto de 2023, emitió 

“Opinión Técnica CONDICIONADA respecto del procedimiento de expropiación a favor de Fonatur Tren 

Maya S.A. de C.V.” (SOTA/DGOT/071/QROO YUC/FONATUR TM4/025/2023) de la superficie de 07-88-51 

hectáreas del ejido “Libre Unión” (IV polígonos), municipio de Yaxcabá, estado de Yucatán; 

22. Que el Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales (Indaabin) emitió el dictamen 

valuatorio y anexo único, con número secuencial 04-23-1660 y genérico G-35582-ZND, de 24 de agosto de 

2023, en el que determinó que el monto total de indemnización asciende a $1,199,323.71 (un millón ciento 

noventa y nueve mil trescientos veintitrés pesos 71/100 M.N.) con base en el valor comercial de la superficie a 

expropiar; 

23. Que la DGOPR, el 30 de agosto de 2023, emitió dictamen en el que determinó “procedente la 

expropiación por causa de utilidad pública, a favor de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. para destinarse a la 

construcción de obras de infraestructura ferroviaria, operación del proyecto Tren Maya, y sus obras 

complementarias, con una superficie de 07-88-51 hectáreas (siete hectáreas, ochenta y ocho áreas, cincuenta 

y un centiáreas), de terrenos de temporal de uso común del ejido “LIBRE UNIÓN”, municipio de YAXCABA, 

estado de YUCATÁN”, y 

CONSIDERANDO 

I. Que, de conformidad con los artículos 27, párrafos primero y segundo, de la CPEUM; 93, fracciones I y 

VII, y 94 de la Ley Agraria, y 75 del RLAMOPR, procede, mediante indemnización y previo decreto expedido 

por el titular del Ejecutivo Federal publicado en el DOF, la expropiación por causa de utilidad pública, como lo 

es la construcción de obras de infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus obras 

complementarias; 

II. Que la superficie de 07-88-51 hectáreas de terrenos de temporal de uso común, pertenecientes al ejido 

“Libre Unión”, municipio de Yaxcabá, estado de Yucatán, se solicitó para destinarse a la construcción de obras 

de infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus obras complementarias, así como a la 

prestación del servicio público de transporte de carga ferroviaria y de pasajeros. Como consecuencia, se 

acreditan las causas de utilidad pública del establecimiento, explotación o conservación de un servicio o 

función públicos, y de la construcción de puentes, carreteras, ferrocarriles y demás obras que faciliten el 

transporte, previstas en el artículo 93, fracciones I y VII, respectivamente, de la Ley Agraria; 

III. Que la construcción de obras de infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus 

obras complementarias son acordes con el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, toda vez que se prestará 

un servicio público de transporte de pasajeros para el beneficio del turismo nacional y extranjero, así como de 

transporte de carga ferroviario para acelerar el comercio de la península, lo que facilitará el intercambio de 

mercancías con el resto del país y diversificará los puntos turísticos de la región para generar una derrama 

económica. Como consecuencia, se generarán oportunidades laborales y se redistribuirá la riqueza a lo largo 

de la península; se dará protección y rehabilitación a las áreas naturales protegidas y a los sitios 

patrimoniales. De igual forma, el Tren Maya funcionará como corredor humanitario por medio del cual se 

entregarán apoyos alimentarios, médicos, etc. para las comunidades indígenas y pueblos marginados del 

sureste mexicano; tendrá un flujo constante, y solo por su conducto, se podrá llegar a dichos poblados de 

manera pronta y eficaz; su ubicación geográfica es fundamental para salvaguardar las costas y la zona 

fronteriza con Centroamérica; 
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IV. Que, de diversos documentos contenidos en el expediente de expropiación número  
DGOPR-DE/SOE-31YU/005FONATUR TREN MAYA, S.A. DE C.V/2023, se advierte que la superficie que se 
solicitó expropiar al ejido "Libre Unión" fue de 7-88-54.88 hectáreas; sin embargo, una vez realizados los 
trabajos técnicos, resultó que la superficie real es de 07-88-51 hectáreas de terrenos de temporal de uso 
común, como consta en el informe de comisión de Trabajos Técnicos e Informativos de Expropiación de 9 de 
junio de 2023, motivo por el cual la superficie a expropiar al ejido "Libre Unión ", municipio de Yaxcabá, estado 
de Yucatán, debe ser de 07-88-51 hectáreas; 

V. Que de las constancias señaladas en el resultando 20 del presente instrumento, se acredita que en el 
procedimiento DGOPR-DE/SOE-31YU/005FONATUR TREN MAYA, S.A. DE C.V/2023, se otorgó garantía de 
audiencia al órgano de representación del ejido "Libre Unión ", municipio de Yaxcabá, estado de Yucatán, 
toda vez que se les notificó la solicitud de expropiación, oficio de 6 de enero de 2023, el acuerdo de 
instauración, y la superficie real a expropiar, sin que en el plazo concedido realizaran manifestaciones 
respecto del procedimiento expropiatorio materia del presente decreto; con lo anterior, se dio cumplimiento a 
los artículos 14 y 16 de la CPEUM y 65 del RLAMOPR; 

VI. Que el Indaabin emitió dictamen valuatorio con número secuencial 04-23-1660 y genérico 
G-35582-ZND, de 24 de agosto de 2023, en el cual determinó que el monto de indemnización, con base al 
valor comercial de la superficie a expropiar, es de $1,199,323.71 (un millón ciento noventa y nueve mil 
trescientos veintitrés pesos 71/100 M.N.), con lo que se acredita el cumplimiento a los artículos 94 de la Ley 
Agraria y 70 del RLAMOPR. Con base en dicho avalúo, procede pagar la indemnización al ejido por las tierras 
de uso común, en la que se considere el pago anticipado; 

VII. Que, en caso de que los bienes expropiados se destinen a un fin distinto al señalado en el decreto 
respectivo, o si transcurrido un plazo de 5 años no se ha cumplido con la causa de utilidad pública, el 
Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal podrá ejercer las acciones necesarias para reclamar la 
reversión parcial o total, según corresponda, de los bienes expropiados, y operar la incorporación de estos a 
su patrimonio; ello de conformidad con el artículo 97 de la Ley Agraria. Asimismo, los bienes objeto de la 
expropiación solo podrán ser ocupados de manera definitiva, mediante el pago que se efectúe al ejido o a las 
personas que acrediten tener derecho sobre tierras de uso común en la proporción que les corresponda; 

VIII. Que, de conformidad con los artículos 94 de la Ley Agraria y 75 y 76 del RLAMOPR, debe ordenarse 
que el decreto expropiatorio se publique en el DOF, se notifique al núcleo agrario por conducto de su 
comisariado ejidal y afectados, y se inscriba en el RAN, en el Registro Público de la Propiedad de la entidad 
federativa de que se trate y en el Registro Público de la Propiedad Federal, cuando así corresponda, y 

IX. Que, en términos de los artículos 93, 94 y 95 de la Ley Agraria y 60, 61, 63, 65, 67, 70, 72, 73, 74 y 75 
del RLAMOPR, el procedimiento de expropiación se ha tramitado ante la Sedatu y han sido acreditadas las 
causas de utilidad pública, he tenido a bien expedir el siguiente 

DECRETO 

PRIMERO. Se expropia por causa de utilidad pública la superficie de 07-88-51 hectáreas (siete hectáreas, 
ochenta y ocho áreas, cincuenta y un centiáreas) de temporal de uso común del ejido "Libre Unión", municipio 
de Yaxcabá, estado de Yucatán, a favor de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., para destinarla a la construcción 
de obras de infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus obras complementarias. 

SEGUNDO. Queda a cargo de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. pagar, por concepto de indemnización por 
la superficie que se expropia, la cantidad señalada en el avalúo emitido por el Instituto de Administración y 
Avalúos de Bienes Nacionales, y en los términos señalados en el considerando VI del presente decreto. 

TERCERO. La Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, una vez publicado el presente 
decreto en el Diario Oficial de la Federación, procederá a su ejecución cuando Fonatur Tren Maya, S.A. de 
C.V. haya acreditado el pago o depósito de la indemnización señalada en el numeral anterior. 

CUARTO. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación e inscríbase en el Registro Agrario Nacional, en 
el Registro Público de la Propiedad Federal y en el Registro Público de la Propiedad estatal o municipal 
correspondiente. Notifíquese y ejecútese. 

Dado en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en Ciudad de México a 26 de octubre de 2023.- 
Andrés Manuel López Obrador.- Rúbrica.- Secretario de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, Román 
Guillermo Meyer Falcón.- Rúbrica.- Secretario de Turismo, Miguel Tomás Torruco Marqués.- Rúbrica. 
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DECRETO por el que se expropia por causa de utilidad pública la superficie de 40-94-52 hectáreas, del ejido 
“Sudzal”, municipio de Sudzal, estado de Yucatán, a favor de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la 
facultad que me confiere el artículo 89, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, con fundamento en los artículos 27, párrafos primero y segundo, de la propia Constitución; 13, 41 
y 42 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 93, fracciones I y VII, y 94 de la Ley Agraria; 60, 
61 y 75 del Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, y 

RESULTANDO 

1. Que, mediante resolución presidencial publicada en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 11 de 
julio de 1925, se dotó al poblado “Sudzal”, municipio y departamento de Izamal, estado de Yucatán, la 
superficie de 3,000 hectáreas. Dicha resolución se ejecutó el 29 de octubre de 1935; 

2. Que, mediante resolución presidencial publicada en el DOF el 10 de mayo de 1939, se dotó por 
concepto de ampliación al poblado “Sudzal”, municipio de Sudzal, estado de Yucatán, la superficie  
de 617 hectáreas. Dicha resolución se ejecutó el 14 de abril de 1978; 

3. Que, mediante asamblea general de ejidatarios de 27 de agosto de 1999, se determinó la delimitación, 
destino y asignación de tierras del ejido “Sudzal”, municipio de Sudzal, estado de Yucatán; 

4. Que, el 31 de agosto de 1999, el ejido “Sudzal”, municipio de Sudzal, estado de Yucatán, quedó inscrito 
en el sistema de inscripciones del Registro Agrario Nacional (RAN) con el folio de ejidos y comunidades 
31071001111071925R; 

5. Que el entonces gobernador constitucional del estado de Yucatán, mediante decreto publicado en el 
“Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán” el 25 de enero de 2006, promulgó la Ley de Gobierno de 
los Municipios del Estado de Yucatán, la cual prevé los municipios que integran dicho estado, así como la 
extensión, límites y cabeceras municipales, por lo que el ejido Sudzal quedó inmerso en la jurisdicción del 
municipio del mismo nombre; 

6. Que en escritura pública 98,727, de 5 de diciembre de 2018, se protocolizó el cambio de denominación 
de Fonatur Operadora Portuaria, S.A. de C.V., por el de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. En la cláusula 
CUARTA de la citada escritura pública consta, como parte de su objeto social: 

c) Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos y ejecutar la construcción, operación, 
explotación, conservación y mantenimiento de vías férreas en el sureste de la República 
Mexicana. 

d) Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos y prestar el servicio público de 
transporte ferroviario de pasajeros o de carga, por sí mismo mediante asignación o de 
manera conjunta con concesionarios. 

e) Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos para prestar servicios auxiliares 
ferroviarios, así como todo tipo de servicios relacionados con la infraestructura 
ferroviaria. 

(...) 

g) Celebrar todo tipo de actos jurídicos por los cuales otorgue o reciba el uso y 
aprovechamiento de bienes muebles e inmuebles, así como el adquirirlos o enajenarlos, 
comprendidos en instalaciones turísticas o inmobiliarias de cualquier naturaleza, en 
cualquier destino turístico, polos de desarrollo turístico, Centros Integralmente 
Planeados, y en Centros Turísticos Sustentables del Fondo Nacional del Fomento al 
Turismo (FONATUR), en el sureste de la República Mexicana. 

7. Que el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado en el DOF el 12 de julio de 2019, establece 
los programas y proyectos que constituyen las prioridades de atención estratégica a problemas públicos 
identificados. Asimismo, expone como una de las tareas centrales impulsar la reactivación de la economía, 
para que esta vuelva a crecer a tasas aceptables y se fortalezca el mercado interno y el empleo mediante 
programas sectoriales, proyectos regionales y obras de infraestructura; 

8. Que, en el capítulo "Proyectos regionales" de dicho plan nacional, se dispone expresamente: 

1. El Tren Maya es el más importante proyecto de infraestructura,  
desarrollo socioeconómico y turismo del presente sexenio. Tendrá un recorrido de  
mil 525 kilómetros, pasará por los estados de Chiapas, Tabasco, Campeche, Yucatán y 
Quintana Roo e interconectará las principales ciudades y sitios turísticos de la Península 
de Yucatán... 
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El Tren Maya es un proyecto orientado a incrementar la derrama económica del turismo 
en la Península de Yucatán, crear empleos, impulsar el desarrollo sostenible, proteger el 
medio ambiente de la zona desalentando actividades como la tala ilegal y el tráfico de 
especies y propiciar el ordenamiento territorial de la región. Se procurará integrar a la 
obra y a sus beneficios a los pobladores; se gestionarán los derechos de vía que aún no 
se tengan mediante acuerdos con los propietarios de los terrenos respectivos; se 
buscarán acuerdos benéficos en los casos en los que las vías de propiedad federal se 
encuentren invadidas y se pedirá la aprobación de las comunidades y pueblos 
originarios mediante consultas. 

9. Que, mediante publicación en el DOF el 21 de abril de 2020, el Gobierno federal otorgó, por conducto 
de la entonces Secretaría de Comunicaciones y Transportes, a la empresa de participación estatal mayoritaria 
Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., la asignación para construir, operar y explotar la vía general de 
comunicación ferroviaria denominada Tren Maya, la cual incluye la prestación del servicio público de 
transporte ferroviario de carga y de pasajeros, y los permisos para prestar los servicios auxiliares requeridos; 

10. Que los programas sectoriales de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020-2024 y de Turismo 
2020-2024, publicados en el DOF el 26 de junio y 3 de julio, respectivamente, ambos de 2020, establecen que 
la construcción del Tren Maya es el compromiso más relevante de infraestructura para impulsar el desarrollo 
socioeconómico y turístico de la historia del sureste del país y fortalecer la integración de cadenas productivas 
en la península de Yucatán, así como para elevar la calidad de los servicios turísticos y fomentar la 
capacitación y profesionalización del capital humano que forma parte de esta industria; 

11. Que el Programa Institucional 2020-2024 del Fondo Nacional de Fomento al Turismo, publicado el 20 
de noviembre de 2020 en el DOF, tiene como uno de sus objetivos prioritarios en su numeral 7.1 "Relevancia 
del Objetivo prioritario 1: Desarrollar el Proyecto Regional Tren Maya en los estados de Chiapas, Tabasco, 
Campeche, Yucatán y Quintana Roo"; 

12. Que, en cumplimiento del Programa Institucional 2020-2024 del Fondo Nacional de Fomento al 
Turismo, Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. elaboró dictámenes técnicos de viabilidad del proyecto Tren Maya, 
en los que se concluye que es de primera necesidad contar con un servicio confiable, eficiente, cómodo y 
seguro que permita, por una parte, el transporte de mercancías y, por otra, movilizar a sus usuarios con altos 
estándares de calidad, acceso y cobertura en el área urbana y conurbada. Dichos dictámenes acreditan que el 
Proyecto Tren Maya satisface el interés colectivo, e impulsa las actividades económicas del sur-sureste del 
país que garantizan el derecho a la movilidad en condiciones de seguridad, accesibilidad, comodidad, 
eficiencia, calidad e igualdad. Asimismo, la construcción del Tren Maya permitirá el desarrollo socioeconómico 
y turístico; reducirá los niveles de pobreza que existen en la zona, y mejorará las condiciones de vida de 
quienes habitan y transitan por la zona; 

13. Que el Programa Institucional 2020-2024 de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., publicado el 24 de 
diciembre de 2020 en el DOF, tiene como uno de sus objetivos prioritarios en su numeral 6 "Relevancia del 
objetivo prioritario 1.- Ejecutar el Proyecto Prioritario Integral Tren Maya para mejorar la conectividad, 
movilidad y el desarrollo integral sostenible del sureste"; 

14. Que, el 9 de mayo de 2021, el ejido "Sudzal", en asamblea general, aprobó la celebración del convenio 
de ocupación previa a título gratuito con Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., respecto de la superficie de  
40-95-66.70 hectáreas de tierras de uso común, mismo que fue suscrito el 12 de septiembre de 2021 por los 
integrantes del comisariado ejidal. En dicho convenio, se autorizó ocupar a título gratuito la superficie materia 
del convenio, hasta la expedición del decreto respectivo, así como realizar un pago inmediato como anticipo a 
cuenta de la indemnización que proceda una vez decretada la expropiación; 

15. Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., mediante oficio número FTM/AZH/2142/2022, de 18 de 
diciembre de 2022, y con fundamento en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), 
la Ley Agraria y el Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural 
(RLAMOPR), solicitó al titular de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (Sedatu) la 
expropiación de la superficie de 40-95-66.70 hectáreas de terrenos del ejido “Sudzal”, municipio de Sudzal, 
estado de Yucatán, para destinarla a la construcción de obras de infraestructura ferroviaria y operación del 
proyecto Tren Maya, Tramo 4 Izamal-Cancún; 

16. Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., mediante oficio FTM/AZH/028-15/2023, de 6 de enero de 2023, 
comunicó que el destino de la superficie a expropiar es para "la construcción de obras de infraestructura 
ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus obras complementarias"; 

17. Que la Dirección General de Ordenamiento de la Propiedad Rural (DGOPR) de la Sedatu, el 12 de 
enero de 2023, emitió acuerdo de instauración del procedimiento de expropiación con número de expediente 
DGOPR-DE/SOE-31YU/019FONATUR TREN MAYA, S.A. de C.V/2023; 
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18. Que el comisionado técnico del RAN y el comisionado agrario de la Sedatu rindieron el "informe de 
comisión de Trabajos Técnicos e Informativos de Expropiación", de 16 de junio de 2023, en el que señalan 
que la superficie real a expropiar al ejido “Sudzal”, municipio de Sudzal, estado de Yucatán, es de 
40-94-52 hectáreas de terrenos de temporal de uso común, lo cual se describe en los siguientes planos y 
cuadros de construcción: 
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*Meridiano central de referencia 89° 00’ para el 
polígono II, y 88° 59’ para los polígonos I, III, IV, V y VI. 
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19. Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., es una empresa de participación estatal mayoritaria sectorizada 
a la Secretaría de Turismo, como se indica en la "Relación de Entidades Paraestatales de la Administración 
Pública Federal", publicada en el DOF el 7 de agosto de 2023; 

20. Que a los integrantes del comisariado del ejido "Sudzal" se les notificó el 11 de agosto de 2023, la 
solicitud de expropiación, el oficio de 6 de enero de 2023, el acuerdo de instauración y la superficie real a 
expropiar. Asimismo, se les informó que contaban con 10 días hábiles para que manifestaran lo que a sus 
intereses conviniera. En dicho plazo no realizaron manifestaciones; 

21. Que la Dirección General de Ordenamiento Territorial de la Sedatu, el 22 de agosto de 2023, emitió 
“Opinión Técnica CONDICIONADA respecto del procedimiento de expropiación a favor de Fonatur Tren 
Maya S.A. de C.V.” (SOTA/DGOT/071/QROO YUC/FONATUR TM4/025/2023) de la superficie de 
40-94-52 hectáreas del ejido “Sudzal” (VI polígonos), municipio de Sudzal, estado de Yucatán; 

22. Que el Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales (Indaabin) emitió el dictamen 
valuatorio y anexo único, con número secuencial 04-23-1662 y genérico G-35584-ZND, de 24 de agosto de 
2023, en el que determinó que el monto total de indemnización asciende a $6,225,413.84 (seis millones 
doscientos veinticinco mil cuatrocientos trece pesos 84/100 M.N.) con base en el valor comercial de la 
superficie a expropiar; 

23. Que la DGOPR, el 25 de agosto de 2023, emitió dictamen en el que determinó "procedente la 
expropiación por causa de utilidad pública, a favor de FONATUR Tren Maya, S.A. DE C.V. para destinarse a 
la construcción de obras de infraestructura ferroviaria, operación del proyecto Tren Maya y sus obras 
complementarias, con una superficie de 40-94-52 (cuarenta hectáreas, noventa y cuatro áreas, cincuenta y 
dos centiáreas) de temporal de uso común del ejido “Sudzal”, municipio de Sudzal, estado de Yucatán", y 

CONSIDERANDO 

I. Que, de conformidad con los artículos 27, párrafos primero y segundo, de la CPEUM; 93, fracciones I y 
VII, y 94 de la Ley Agraria, y 75 del RLAMOPR, procede, mediante indemnización y previo decreto expedido 
por el titular del Ejecutivo Federal publicado en el DOF, la expropiación por causa de utilidad pública, como lo 
es la construcción de obras de infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus obras 
complementarias; 

II. Que el documento señalado en el resultando 1 del presente instrumento indica que el ejido "Sudzal" se 
ubica en el municipio y departamento de Izamal, estado de Yucatán; sin embargo, de la publicación referida 
en el resultando 5, los datos actuales y correctos del ejido son "Sudzal", municipio de Sudzal, estado de 
Yucatán, tal como consta en la inscripción del Registro Agrario Nacional y en el informe de comisión de 
Trabajos Técnicos e Informativos de Expropiación, por lo que el presente procedimiento debe culminar con 
estos últimos; 

III. Que la superficie de 40-94-52 hectáreas de terrenos de temporal de uso común, pertenecientes al ejido 
“Sudzal”, municipio de Sudzal, estado de Yucatán, se solicitó para destinarse a la construcción de obras de 
infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus obras complementarias, así como a la 
prestación del servicio público de transporte de carga ferroviaria y de pasajeros. Como consecuencia, se 
acreditan las causas de utilidad pública del establecimiento, explotación o conservación de un servicio o 
función públicos, y de la construcción de puentes, carreteras, ferrocarriles y demás obras que faciliten el 
transporte, previstas en el artículo 93, fracciones I y VII, respectivamente, de la Ley Agraria; 

IV. Que la construcción de obras de infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus 
obras complementarias son acordes con el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, toda vez que se prestará 
un servicio público de transporte de pasajeros para el beneficio del turismo nacional y extranjero, así como de 
transporte de carga ferroviario para acelerar el comercio de la península, lo que facilitará el intercambio de 
mercancías con el resto del país y diversificará los puntos turísticos de la región para generar una derrama 
económica. Como consecuencia, se generarán oportunidades laborales y se redistribuirá la riqueza a lo largo 
de la península; se dará protección y rehabilitación a las áreas naturales protegidas y a los sitios 
patrimoniales. De igual forma, el Tren Maya funcionará como corredor humanitario por medio del cual se 
entregarán apoyos alimentarios, médicos, etc. para las comunidades indígenas y pueblos marginados del 
sureste mexicano; tendrá un flujo constante, y solo por su conducto, se podrá llegar a dichos poblados de 
manera pronta y eficaz; su ubicación geográfica es fundamental para salvaguardar las costas y la zona 
fronteriza con Centroamérica; 
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V. Que, de diversos documentos contenidos en el expediente de expropiación número  
DGOPR-DE/SOE-31YU/019FONATUR TREN MAYA, S.A. de C.V/2023, se advierte que la superficie que se 
solicitó expropiar al ejido "Sudzal" fue de 40-95-66.70 hectáreas; sin embargo, una vez realizados los trabajos 
técnicos, resultó que la superficie real es de 40-94-52 hectáreas de terrenos de temporal de uso común, como 
consta en el informe de comisión de Trabajos Técnicos e Informativos de Expropiación de 16 de junio de 
2023, motivo por el cual la superficie a expropiar al ejido “Sudzal”, municipio de Sudzal, estado de Yucatán, 
debe ser de 40-94-52 hectáreas; 

VI. Que de las constancias señaladas en el resultando 20 del presente instrumento, se acredita que en el 
procedimiento DGOPR-DE/SOE-31YU/019FONATUR TREN MAYA, S.A. de C.V/2023, se otorgó garantía de 
audiencia al órgano de representación del ejido “Sudzal”, municipio de Sudzal, estado de Yucatán, toda vez 
que se les notificó la solicitud de expropiación, el oficio de 6 de enero de 2023, el acuerdo de instauración y la 
superficie real a expropiar, sin que en el plazo concedido realizaran manifestaciones respecto del 
procedimiento expropiatorio materia del presente decreto; con lo anterior, se dio cumplimiento a los artículos 
14 y 16 de la CPEUM y 65 del RLAMOPR; 

VII. Que el Indaabin emitió dictamen valuatorio con número secuencial 04-23-1662 y genérico  
G-35584-ZND, de 24 de agosto de 2023, en el cual determinó que el monto de indemnización, con base al 
valor comercial de la superficie a expropiar, es de $6,225,413.84 (seis millones doscientos veinticinco mil 
cuatrocientos trece pesos 84/100 M.N.), con lo que se acredita el cumplimiento a los artículos 94 de la Ley 
Agraria y 70 del RLAMOPR. Con base en dicho avalúo, procede pagar la indemnización al ejido por las tierras 
de uso común, en la que se considere el pago anticipado; 

VIII. Que, en caso de que los bienes expropiados se destinen a un fin distinto al señalado en el decreto 
respectivo, o si transcurrido un plazo de 5 años no se ha cumplido con la causa de utilidad pública, el 
Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal podrá ejercer las acciones necesarias para reclamar la 
reversión parcial o total, según corresponda, de los bienes expropiados, y operar la incorporación de estos a 
su patrimonio; ello de conformidad con el artículo 97 de la Ley Agraria. Asimismo, los bienes objeto de la 
expropiación solo podrán ser ocupados de manera definitiva, mediante el pago que se efectúe al ejido o a las 
personas que acrediten tener derecho sobre tierras de uso común en la proporción que les corresponda; 

IX. Que, de conformidad con los artículos 94 de la Ley Agraria y 75 y 76 del RLAMOPR, debe ordenarse 
que el decreto expropiatorio se publique en el DOF, se notifique al núcleo agrario por conducto de su 
comisariado ejidal y afectados, y se inscriba en el RAN, en el Registro Público de la Propiedad de la entidad 
federativa de que se trate y en el Registro Público de la Propiedad Federal, cuando así corresponda, y 

X. Que, en términos de los artículos 93, 94 y 95 de la Ley Agraria y 60, 61, 63, 65, 67, 70, 72, 73, 74 y 75 
del RLAMOPR, el procedimiento de expropiación se ha tramitado ante la Sedatu y han sido acreditadas las 
causas de utilidad pública, he tenido a bien expedir el siguiente 

DECRETO 

PRIMERO. Se expropia por causa de utilidad pública la superficie de 40-94-52 hectáreas (cuarenta 
hectáreas, noventa y cuatro áreas, cincuenta y dos centiáreas) de temporal de uso común del ejido “Sudzal”, 
municipio de Sudzal, estado de Yucatán, a favor de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., para destinarla a la 
construcción de obras de infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus obras 
complementarias. 

SEGUNDO. Queda a cargo de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. pagar, por concepto de indemnización por 
la superficie que se expropia, la cantidad señalada en el avalúo emitido por el Instituto de Administración y 
Avalúos de Bienes Nacionales, y en los términos señalados en el considerando VII del presente decreto. 

TERCERO. La Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, una vez publicado el presente 
decreto en el Diario Oficial de la Federación, procederá a su ejecución cuando Fonatur Tren Maya, S.A. de 
C.V. haya acreditado el pago o depósito de la indemnización señalada en el numeral anterior. 

CUARTO. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación e inscríbase en el Registro Agrario Nacional, en 
el Registro Público de la Propiedad Federal y en el Registro Público de la Propiedad estatal o municipal 
correspondiente. Notifíquese y ejecútese. 

Dado en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en Ciudad de México a 26 de octubre de 2023.- 
Andrés Manuel López Obrador.- Rúbrica.- Secretario de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, Román 
Guillermo Meyer Falcón.- Rúbrica.- Secretario de Turismo, Miguel Tomás Torruco Marqués.- Rúbrica. 
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DECRETO por el que se expropia por causa de utilidad pública la superficie de 00-18-67 hectáreas, del ejido 
“Santo Domingo”, municipio de Lázaro Cárdenas, estado de Quintana Roo, a favor de Fonatur Tren Maya, 
S.A. de C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la 
facultad que me confiere el artículo 89, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, con fundamento en los artículos 27, párrafos primero y segundo, de la propia Constitución; 13, 41 
y 42 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 93, fracciones I y VII, y 94 de la Ley Agraria; 60, 
61 y 75 del Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, y 

RESULTANDO 

1. Que, mediante resolución presidencial publicada en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 26 de 
diciembre de 1966, se dotó al poblado “Santo Domingo”, delegación de Cozumel, territorio de Quintana Roo, 
la superficie de 2,450 hectáreas. Dicha resolución se ejecutó el 15 de noviembre de 1980; 

2. Que el Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, mediante decreto publicado en el DOF el 8 de 
octubre de 1974, reformó el artículo 43 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para 
reconocer al estado de Quintana Roo como parte integrante de la federación; 

3. Que, el 12 de enero de 1975, se publicó en el periódico oficial del estado de Quintana Roo, la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, en la cual se establece la extensión, 
límites y cabeceras de los municipios que conforman el estado, y señaló que la delegación de Cozumel quedó 
inmersa en el municipio Lázaro Cárdenas; 

4. Que, mediante decreto publicado en el DOF el 27 de diciembre de 1993, se expropió por causa de 
utilidad pública la superficie de 8-84-64 hectáreas del ejido "Santo Domingo", municipio de Lázaro Cárdenas, 
estado de Quintana Roo, para destinarla al derecho de vía de la carretera Mérida-Cancún, tramo 
Piste-Cancún; 

5. Que, mediante asamblea general de ejidatarios de 4 de marzo de 1995, se determinó la delimitación, 
destino y asignación de tierras del ejido “Santo Domingo”, municipio de Lázaro Cárdenas, estado de  
Quintana Roo; 

6. Que, el 4 de abril de 1995, el ejido “Santo Domingo”, municipio de Lázaro Cárdenas, estado de 
Quintana Roo, quedó inscrito en el sistema de inscripciones del Registro Agrario Nacional (RAN) con el folio 
de ejidos y comunidades 23007028126121966R; 

7. Que en escritura pública 98,727, de 5 de diciembre de 2018, se protocolizó el cambio de denominación 
de Fonatur Operadora Portuaria, S.A. de C.V., por el de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. En la cláusula 
CUARTA de la citada escritura pública consta, como parte de su objeto social: 

c) Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos y ejecutar la construcción, operación, 
explotación, conservación y mantenimiento de vías férreas en el sureste de la República 
Mexicana. 

d) Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos y prestar el servicio público de 
transporte ferroviario de pasajeros o de carga, por sí mismo mediante asignación o de 
manera conjunta con concesionarios. 

e) Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos para prestar servicios auxiliares 
ferroviarios, así como todo tipo de servicios relacionados con la infraestructura 
ferroviaria. 

(...) 

g) Celebrar todo tipo de actos jurídicos por los cuales otorgue o reciba el uso y 
aprovechamiento de bienes muebles e inmuebles, así como el adquirirlos o enajenarlos, 
comprendidos en instalaciones turísticas o inmobiliarias de cualquier naturaleza, en 
cualquier destino turístico, polos de desarrollo turístico, Centros Integralmente 
Planeados, y en Centros Turísticos Sustentables del Fondo Nacional del Fomento al 
Turismo (FONATUR), en el sureste de la República Mexicana. 

8. Que el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado en el DOF el 12 de julio de 2019, establece 
los programas y proyectos que constituyen las prioridades de atención estratégica a problemas públicos 
identificados. Asimismo, expone como una de las tareas centrales impulsar la reactivación de la economía, 
para que esta vuelva a crecer a tasas aceptables y se fortalezca el mercado interno y el empleo mediante 
programas sectoriales, proyectos regionales y obras de infraestructura; 
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9. Que, en el capítulo "Proyectos regionales" de dicho plan nacional, se dispone expresamente: 

1. El Tren Maya es el más importante proyecto de infraestructura,  
desarrollo socioeconómico y turismo del presente sexenio. Tendrá un recorrido de 
mil 525 kilómetros, pasará por los estados de Chiapas, Tabasco, Campeche, Yucatán y 
Quintana Roo e interconectará las principales ciudades y sitios turísticos de la Península 
de Yucatán... 

El Tren Maya es un proyecto orientado a incrementar la derrama económica del turismo 
en la Península de Yucatán, crear empleos, impulsar el desarrollo sostenible, proteger el 
medio ambiente de la zona desalentando actividades como la tala ilegal y el tráfico de 
especies y propiciar el ordenamiento territorial de la región. Se procurará integrar a la 
obra y a sus beneficios a los pobladores; se gestionarán los derechos de vía que aún no 
se tengan mediante acuerdos con los propietarios de los terrenos respectivos; se 
buscarán acuerdos benéficos en los casos en los que las vías de propiedad federal se 
encuentren invadidas y se pedirá la aprobación de las comunidades y pueblos 
originarios mediante consultas. 

10. Que, mediante publicación en el DOF el 21 de abril de 2020, el Gobierno federal otorgó, por conducto 
de la entonces Secretaría de Comunicaciones y Transportes, a la empresa de participación estatal mayoritaria 
Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., la asignación para construir, operar y explotar la vía general de 
comunicación ferroviaria denominada Tren Maya, la cual incluye la prestación del servicio público de 
transporte ferroviario de carga y de pasajeros, y los permisos para prestar los servicios auxiliares requeridos; 

11. Que los programas sectoriales de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020-2024 y de Turismo 
2020-2024, publicados en el DOF el 26 de junio y 3 de julio, respectivamente, ambos de 2020, establecen que 
la construcción del Tren Maya es el compromiso más relevante de infraestructura para impulsar el desarrollo 
socioeconómico y turístico de la historia del sureste del país y fortalecer la integración de cadenas productivas 
en la península de Yucatán, así como para elevar la calidad de los servicios turísticos y fomentar la 
capacitación y profesionalización del capital humano que forma parte de esta industria; 

12. Que el Programa Institucional 2020-2024 del Fondo Nacional de Fomento al Turismo, publicado el 20 
de noviembre de 2020 en el DOF, tiene como uno de sus objetivos prioritarios en su numeral 7.1 "Relevancia 
del Objetivo prioritario 1: Desarrollar el Proyecto Regional Tren Maya en los estados de Chiapas, Tabasco, 
Campeche, Yucatán y Quintana Roo"; 

13. Que, en cumplimiento del Programa Institucional 2020-2024 del Fondo Nacional de Fomento al 
Turismo, Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. elaboró dictámenes técnicos de viabilidad del proyecto Tren Maya, 
en los que se concluye que es de primera necesidad contar con un servicio confiable, eficiente, cómodo y 
seguro que permita, por una parte, el transporte de mercancías y, por otra, movilizar a sus usuarios con altos 
estándares de calidad, acceso y cobertura en el área urbana y conurbada. Dichos dictámenes acreditan que el 
Proyecto Tren Maya satisface el interés colectivo, e impulsa las actividades económicas del sur-sureste del 
país que garantizan el derecho a la movilidad en condiciones de seguridad, accesibilidad, comodidad, 
eficiencia, calidad e igualdad. Asimismo, la construcción del Tren Maya permitirá el desarrollo socioeconómico 
y turístico; reducirá los niveles de pobreza que existen en la zona, y mejorará las condiciones de vida de 
quienes habitan y transitan por la zona; 

14. Que el Programa Institucional 2020-2024 de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., publicado el 24 de 
diciembre de 2020 en el DOF, tiene como uno de sus objetivos prioritarios en su numeral 6 "Relevancia del 
objetivo prioritario 1.- Ejecutar el Proyecto Prioritario Integral Tren Maya para mejorar la conectividad, 
movilidad y el desarrollo integral sostenible del sureste"; 

15. Que, el 8 de diciembre de 2021, el ejido "Santo Domingo", en asamblea general, aprobó la celebración 
del convenio de ocupación previa a título gratuito con Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., respecto de la 
superficie de 00-18-67.41 hectáreas de tierras de uso común, el cual fue suscrito en la misma fecha, por los 
integrantes del comisariado ejidal. En dicho convenio, se autorizó ocupar a título gratuito la superficie materia 
del convenio, hasta la expedición del decreto respectivo, así como realizar un pago inmediato como anticipo a 
cuenta de la indemnización que proceda una vez decretada la expropiación.  

16. Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., mediante oficio número FTM/AZH/2164/2022, de 18 de 
diciembre de 2022, y con fundamento en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), 
la Ley Agraria y el Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural 
(RLAMOPR), solicitó al titular de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (Sedatu) la 
expropiación de la superficie de 00-18-67.41 hectáreas de terrenos del ejido “Santo Domingo”, municipio de 
Lázaro Cárdenas, estado de Quintana Roo, para destinarla a la construcción de obras de infraestructura 
ferroviaria y operación del proyecto Tren Maya, Tramo 4 Izamal-Cancún; 
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17. Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., mediante oficio FTM/AZH/028-13/2023, de 6 de enero de 2023, 
comunicó que el destino de la superficie a expropiar es para "la construcción de obras de infraestructura 
ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus obras complementarias"; 

18. Que la Dirección General de Ordenamiento de la Propiedad Rural (DGOPR) de la Sedatu, el 12 de 
enero de 2023, emitió acuerdo de instauración del procedimiento de expropiación con número de expediente 
DGOPR-DE/SOE-23QR/018FONATUR TREN MAYA, S.A. de C.V/2023; 

19. Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., mediante oficio DJ/APAT/152/2023 de 11 de mayo de 2023, 
comunicó la actualización de los planos de la solicitud de expropiación enviada al titular de la Sedatu el 18 de 
diciembre de 2022; 

20. Que el comisionado técnico del RAN y el comisionado agrario de la Sedatu rindieron el "informe de 
comisión de Trabajos Técnicos e Informativos de Expropiación", de 2 de junio de 2023, en el que señalan que 
la superficie real a expropiar al ejido “Santo Domingo”, municipio de Lázaro Cárdenas, estado de Quintana 
Roo, es de 00-18-67 hectáreas de terrenos de agostadero de uso común, lo cual se describe en el siguiente 
plano y cuadro de construcción: 
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21. Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., es una empresa de participación estatal mayoritaria sectorizada 
a la Secretaría de Turismo, como se indica en la "Relación de Entidades Paraestatales de la Administración 
Pública Federal", publicada en el DOF el 7 de agosto de 2023; 

22. Que el Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales (Indaabin) emitió el dictamen 
valuatorio y anexo único, con número secuencial 04-23-1558 y genérico G-35382-ZND, de 7 de agosto de 
2023, en el que determinó que el monto total de indemnización asciende a $76,547.00 (setenta y seis mil 
quinientos cuarenta y siete pesos 00/100 M.N.) con base en el valor comercial de la superficie a expropiar; 

23. Que a los integrantes del comisariado del ejido "Santo Domingo" se les notificó el 11 de agosto de 
2023, la solicitud de expropiación, el oficio de 6 de enero de 2023, el acuerdo de instauración, la superficie 
real a expropiar, y el dictamen valuatorio y anexo único con número secuencial 04-23-1558 y genérico 
G-35382-ZND. Asimismo, se les informó que contaban con 10 días hábiles para que manifestaran lo que a 
sus intereses conviniera. En dicho plazo no realizaron manifestaciones; 

24. Que la Dirección General de Ordenamiento Territorial de la Sedatu, el 22 de agosto del 2023, emitió 
"Opinión Técnica CONDICIONADA respecto del procedimiento de expropiación a favor de Fonatur Tren 
Maya S.A de C.V.” (SOTA/DGOT/071/QROO YUC/FONATUR TM4/025/2023) de la superficie de 
00-18-67 hectáreas del ejido “Santo Domingo” (I polígono), municipio de Lázaro Cárdenas, estado de 
Quintana Roo; 

25. Que la DGOPR, el 25 de agosto de 2023, emitió dictamen en el que determinó "procedente la 
expropiación por causa de utilidad pública, a favor de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. para destinarse a la 
construcción de obras de infraestructura ferroviaria, operación del proyecto Tren Maya y sus obras 
complementarias, con una superficie de 00-18-67 (dieciocho áreas, sesenta y siete centiáreas) de agostadero 
de uso común del ejido “Santo Domingo”, municipio de Lázaro Cárdenas, estado de Quintana Roo", y 

CONSIDERANDO 

I. Que, de conformidad con los artículos 27, párrafos primero y segundo, de la CPEUM; 93, fracciones I y 
VII, y 94 de la Ley Agraria, y 75 del RLAMOPR, procede, mediante indemnización y previo decreto expedido 
por el titular del Ejecutivo Federal publicado en el DOF, la expropiación por causa de utilidad pública, como lo 
es la construcción de obras de infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus obras 
complementarias; 

II. Que el documento señalado en el resultando 1 del presente instrumento indica que el ejido 
"Santo Domingo" se ubica en la delegación de Cozumel, territorio de Quintana Roo; sin embargo, de las 
publicaciones referidas en los resultandos 2 y 3, los datos actuales y correctos del ejido son "Santo Domingo”, 
municipio de Lázaro Cárdenas, estado de Quintana Roo, tal como consta en la inscripción del Registro Agrario 
Nacional y en el informe de comisión de Trabajos Técnicos e Informativos de Expropiación, por lo que el 
presente procedimiento debe culminar con estos últimos; 

III. Que la superficie de 00-18-67 hectáreas de terrenos de agostadero de uso común, pertenecientes al 
ejido “Santo Domingo”, municipio de Lázaro Cárdenas, estado de Quintana Roo, se solicitó para destinarse a 
la construcción de obras de infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus obras 
complementarias, así como a la prestación del servicio público de transporte de carga ferroviaria y de 
pasajeros. Como consecuencia, se acreditan las causas de utilidad pública del establecimiento, explotación o 
conservación de un servicio o función públicos, y de la construcción de puentes, carreteras, ferrocarriles y 
demás obras que faciliten el transporte, previstas en el artículo 93, fracciones I y VII, respectivamente, de la 
Ley Agraria; 

IV. Que la construcción de obras de infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus 
obras complementarias son acordes con el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, toda vez que se prestará 
un servicio público de transporte de pasajeros para el beneficio del turismo nacional y extranjero, así como de 
transporte de carga ferroviario para acelerar el comercio de la península, lo que facilitará el intercambio de 
mercancías con el resto del país y diversificará los puntos turísticos de la región para generar una derrama 
económica. Como consecuencia, se generarán oportunidades laborales y se redistribuirá la riqueza a lo largo 
de la península; se dará protección y rehabilitación a las áreas naturales protegidas y a los sitios 
patrimoniales. De igual forma, el Tren Maya funcionará como corredor humanitario por medio del cual se 
entregarán apoyos alimentarios, médicos, etc. para las comunidades indígenas y pueblos marginados del 
sureste mexicano; tendrá un flujo constante, y solo por su conducto, se podrá llegar a dichos poblados de 
manera pronta y eficaz; su ubicación geográfica es fundamental para salvaguardar las costas y la zona 
fronteriza con Centroamérica; 
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V. Que, de diversos documentos contenidos en el expediente de expropiación número 
DGOPR-DE/SOE-23QR/018FONATUR TREN MAYA, S.A. de C.V/2023, se advierte que la superficie que se 
solicitó expropiar al ejido "Santo Domingo" fue de 00-18-67.41 hectáreas; sin embargo, una vez realizados los 
trabajos técnicos, resultó que la superficie real es de 00-18-67 hectáreas de terrenos de agostadero de uso 
común, como consta en el informe de comisión de Trabajos Técnicos e Informativos de Expropiación de 16 de 
junio de 2023, motivo por el cual la superficie a expropiar al ejido “Santo Domingo”, municipio de Lázaro 
Cárdenas, estado de Quintana Roo, debe ser de 00-18-67 hectáreas; 

VI. Que de las constancias señaladas en el resultando 23 del presente instrumento, se acredita que en el 
procedimiento DGOPR-DE/SOE-23QR/018 FONATUR TREN MAYA, S.A. de C.V/2023, se otorgó garantía de 
audiencia al órgano de representación del ejido “Santo Domingo”, municipio de Lázaro Cárdenas, estado de 
Quintana Roo, toda vez que se les notificó la solicitud de expropiación, el oficio de 6 de enero de 2023, el 
acuerdo de instauración, la superficie real a expropiar y el dictamen valuatorio y anexo único, sin que en el 
plazo concedido realizaran manifestaciones respecto del procedimiento expropiatorio materia del presente 
decreto; con lo anterior, se dio cumplimiento a los artículos 14 y 16 de la CPEUM y 65 del RLAMOPR; 

VII. Que el Indaabin emitió dictamen valuatorio con número secuencial 04-23-1558 y genérico 
G-35382-ZND, de 7 de agosto de 2023, en el cual determinó que el monto de indemnización, con base al 
valor comercial de la superficie a expropiar, es de $76,547.00 (setenta y seis mil quinientos cuarenta y siete 
pesos 00/100 M.N.), con lo que se acredita el cumplimiento a los artículos 94 de la Ley Agraria y 70 del 
RLAMOPR. Con base en dicho avalúo, procede pagar la indemnización al ejido por las tierras de uso común, 
en la que se considere el pago anticipado; 

VIII. Que, en caso de que los bienes expropiados se destinen a un fin distinto al señalado en el decreto 
respectivo, o si transcurrido un plazo de 5 años no se ha cumplido con la causa de utilidad pública, el 
Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal podrá ejercer las acciones necesarias para reclamar la 
reversión parcial o total, según corresponda, de los bienes expropiados, y operar la incorporación de estos a 
su patrimonio; ello de conformidad con el artículo 97 de la Ley Agraria. Asimismo, los bienes objeto de la 
expropiación solo podrán ser ocupados de manera definitiva, mediante el pago que se efectúe al ejido o a las 
personas que acrediten tener derecho sobre tierras de uso común en la proporción que les corresponda; 

IX. Que, de conformidad con los artículos 94 de la Ley Agraria y 75 y 76 del RLAMOPR, debe ordenarse 
que el decreto expropiatorio se publique en el DOF, se notifique al núcleo agrario por conducto de su 
comisariado ejidal y afectados, y se inscriba en el RAN, en el Registro Público de la Propiedad de la entidad 
federativa de que se trate y en el Registro Público de la Propiedad Federal, cuando así corresponda, y 

X. Que, en términos de los artículos 93, 94 y 95 de la Ley Agraria y 60, 61, 63, 65, 67, 70, 72, 73, 74 y 75 
del RLAMOPR, el procedimiento de expropiación se ha tramitado ante la Sedatu y han sido acreditadas las 
causas de utilidad pública, he tenido a bien expedir el siguiente 

DECRETO 

PRIMERO. Se expropia por causa de utilidad pública la superficie de 00-18-67 hectáreas (dieciocho áreas, 
sesenta y siete centiáreas) de agostadero de uso común del ejido “Santo Domingo”, municipio de Lázaro 
Cárdenas, estado de Quintana Roo, a favor de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., para destinarla a la 
construcción de obras de infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus obras 
complementarias. 

SEGUNDO. Queda a cargo de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. pagar, por concepto de indemnización por 
la superficie que se expropia, la cantidad señalada en el avalúo emitido por el Instituto de Administración y 
Avalúos de Bienes Nacionales, y en los términos señalados en el considerando VII del presente decreto. 

TERCERO. La Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, una vez publicado el presente 
decreto en el Diario Oficial de la Federación, procederá a su ejecución cuando Fonatur Tren Maya, S.A. de 
C.V. haya acreditado el pago o depósito de la indemnización señalada en el numeral anterior. 

CUARTO. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación e inscríbase en el Registro Agrario Nacional, en 
el Registro Público de la Propiedad Federal y en el Registro Público de la Propiedad estatal o municipal 
correspondiente. Notifíquese y ejecútese. 

Dado en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en Ciudad de México a 26 de octubre de 2023.- 
Andrés Manuel López Obrador.- Rúbrica.- Secretario de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, Román 
Guillermo Meyer Falcón.- Rúbrica.- Secretario de Turismo, Miguel Tomás Torruco Marqués.- Rúbrica. 
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FE de erratas al Decreto por el que se expropia por causa de utilidad pública la superficie de 02-65-12 hectáreas, 
del ejido “Chac-Choben”, municipio de Bacalar, estado de Quintana Roo, a favor de Fonatur Tren Maya, S.A. de 
C.V., publicado el 26 de junio de 2023 en la edición vespertina. 

 

 

 

El resultando 18: 

Dice: “… 
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Debe decir: “… 
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SERVICIOS DE SALUD DEL INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL PARA EL BIENESTAR 

(IMSS-BIENESTAR) 
CONVENIO de Coordinación en materia de transferencia de recursos presupuestarios federales con el carácter de 
subsidios para llevar a cabo acciones de infraestructura, en la modalidad de conservación y mantenimiento en el 
segundo nivel de atención con cargo a los recursos del Programa Presupuestario E001 Atención a la Salud de 
Personas sin Seguridad Social, para el ejercicio fiscal 2023, que celebran Servicios de Salud del Instituto Mexicano 
del Seguro Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR) y el Estado de Chiapas. 

Al margen un logotipo, que dice: Instituto Mexicano del Seguro Social.- Servicios de Salud.-  
IMSS-BIENESTAR. 

CONVENIO: PM-E001-SN-2023-CHIAPAS-07 

CONVENIO DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS 

FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA LLEVAR A CABO ACCIONES DE INFRAESTRUCTURA, EN LA 

MODALIDAD DE CONSERVACIÓN Y MANTENIMIENTO EN EL SEGUNDO NIVEL DE ATENCIÓN CON CARGO A LOS 

RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E001 “ATENCIÓN A LA SALUD DE PERSONAS SIN SEGURIDAD 

SOCIAL”, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, EN ADELANTE “EL PROGRAMA”, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, 

SERVICIOS DE SALUD DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL PARA EL BIENESTAR, AL QUE EN LO 

SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ EL “IMSS-BIENESTAR”, REPRESENTADO POR EL DR. ALEJANDRO ANTONIO 

CALDERÓN ALIPI, EN SU CARÁCTER DE DIRECTOR GENERAL, ASISTIDO POR EL DR. VÍCTOR HUGO BORJA 

ABURTO, TITULAR DE LA UNIDAD DE ATENCIÓN A LA SALUD, EL ARQ. CARLOS SÁNCHEZ MENESES, TITULAR DE 

LA UNIDAD DE INFRAESTRUCTURA Y POR EL LIC. AUNARD AGUSTÍN DE LA ROCHA WAITE, TITULAR DE LA 

UNIDAD DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS, Y POR LA OTRA PARTE, EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y 

SOBERANO DE CHIAPAS, AL QUE EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”, 

REPRESENTADO POR EL DR. JAVIER JIMÉNEZ JIMÉNEZ, SECRETARIO DE HACIENDA Y POR EL DR. JOSÉ 

MANUEL CRUZ CASTELLANOS, SECRETARIO DE SALUD Y DIRECTOR GENERAL DEL INSTITUTO DE SALUD, A 

QUIENES DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ COMO "LAS PARTES", AL TENOR DE LOS 

ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

1. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce en su artículo 4o., párrafo 
cuarto, el derecho humano que toda persona tiene en nuestro país a la protección de la salud, 
disponiendo que la Ley definirá (i) las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud, 
así como (ii) un sistema de salud para el bienestar, con el fin de garantizar la extensión progresiva, 
cuantitativa y cualitativa de los servicios de salud para la atención integral y gratuita de las personas 
que no cuenten con seguridad social. 

2. En términos de lo señalado en las fracciones I, II y III del artículo 2o. de la Ley General de Salud 
(LGS), ordenamiento reglamentario del referido derecho humano, forman parte de las finalidades del 
derecho a la protección de la salud, (i) el bienestar físico y mental de la persona, para contribuir al 
ejercicio pleno de sus capacidades; (ii) la prolongación y mejoramiento de la calidad de la vida 
humana, y (iii) el disfrute de servicios de salud y de asistencia social que satisfagan eficaz y 
oportunamente las necesidades de la población. 

3. El artículo 3o., fracciones II y II bis, de la LGS prevé que son materia de salubridad general la 
atención médica y la prestación gratuita de los servicios de salud, medicamentos y demás insumos 
asociados para personas sin seguridad social. 

4. El artículo 5o. de la LGS establece que el Sistema Nacional de Salud está constituido, entre otros, 
por las dependencias y entidades de la Administración Pública, tanto Federal como local que presten 
servicios de salud, así como por los mecanismos de coordinación de acciones, y tiene por objeto dar 
cumplimiento al derecho humano a la protección de la salud. 

5. El artículo 6o., fracción I, de la LGS establece que el referido Sistema tiene, entre sus objetivos, 
proporcionar servicios de salud a toda la población y mejorar la calidad de los mismos, atendiendo a 
los problemas sanitarios prioritarios y a los factores que condicionen y causen daños a la salud, con 
especial interés en la promoción, implementación e impulso de acciones de atención integrada de 
carácter preventivo, acorde con la edad, sexo y factores de riesgo de las personas. 



Lunes 30 de octubre de 2023 DIARIO OFICIAL 155 

6. El 7 de septiembre de 2022 se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el Acuerdo por el que se 
emite el Programa Estratégico de Salud para el Bienestar. Dicho Programa Estratégico, es un 
programa especial que atiende una de las prioridades del desarrollo integral en materia de salud 
pública del país y define la actuación de las entidades coordinadas del sector y de los organismos 
federales que participan en la implementación de la estrategia de federalización de los servicios de 
salud, con lo cual se busca reivindicar el derecho de toda la población de acceder a una atención a la 
salud digna, para esto, se considera como uno de sus objetivos centrales, “Mejorar la infraestructura, 
equipamiento para la salud y sistemas de información de los servicios de salud operados por las 
entidades federativas que atienden a las personas sin seguridad social”, planteándose como una de 
sus estrategias, adaptar la infraestructura de salud de manera progresiva de acuerdo con las 
necesidades del Modelo de Atención a la Salud para el Bienestar, para proporcionar servicios de 
salud accesibles y de calidad a las personas sin seguridad social en todos los niveles de atención. 

7. El 25 de octubre de 2022, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el Acuerdo por el que se 
emite el Modelo de Atención a la Salud para el Bienestar (MAS-BIENESTAR), el cual tiene como 
objetivo general, “Desarrollar e implementar un modelo de atención a la salud, basado en la Atención 
Primaria de Salud y las funciones esenciales de la salud pública, centrado en las personas, familias y 
comunidades, a través de la protección y promoción de la salud, la prevención de enfermedades, 
diagnóstico y tratamiento, rehabilitación y cuidados paliativos, considerando la participación 
comunitaria y los determinantes sociales, para proteger el bienestar de la población del país, 
principalmente de las personas sin seguridad social”. 

 Para lograr lo anterior, el MAS-BIENESTAR, toma en cuenta el valor potencial de la Atención 
Primaria de Salud como piedra angular de un sistema de salud sostenible para la cobertura, 
considerando como uno de los pilares fundamentales para ello, el contar con “Servicios de salud 
integrados con énfasis en la atención primaria y las funciones esenciales de la salud pública”, lo que 
requiere, entre otras condiciones, que se cuente con la infraestructura necesaria para tal fin. 

DECLARACIONES 

I. El “IMSS-BIENESTAR” declara que: 

I.1. Es un organismo público descentralizado de la Administración Pública Federal, no sectorizado, 
con personalidad jurídica y patrimonio propio y autonomía técnica, operativa y de gestión, de 
conformidad con los artículos 1o., párrafo tercero, 3o., fracción I y 45 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, así como 1 del “Decreto por el que se crea el organismo 
público descentralizado denominado Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro 
Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR)”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
31 de agosto de 2022, en adelante “DECRETO DE CREACIÓN”. 

I.2. De conformidad con el artículo 2 del DECRETO DE CREACIÓN, tiene por objeto brindar a las 
personas sin afiliación a las instituciones de seguridad social atención integral gratuita médica 
y hospitalaria con medicamentos y demás insumos asociados, bajo criterios de universalidad e 
igualdad, en condiciones que les permitan el acceso progresivo, efectivo, oportuno, de calidad 
y sin discriminación alguna en aquellas entidades federativas con las que celebre convenios de 
coordinación para la transferencia de dichos servicios. 

I.3. El Dr. Alejandro Antonio Calderón Alipi, cuenta con las facultades suficientes para suscribir el 
presente instrumento jurídico, de conformidad con lo establecido en el artículo 15, fracciones I, 
IV y XVIII, del DECRETO DE CREACIÓN, personalidad que acredita en términos del 
nombramiento de 28 de julio de 2023, suscrito por el Presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos, Lic. Andrés Manuel López Obrador. 

I.4. El Dr. Víctor Hugo Borja Aburto, en su carácter de Titular de la Unidad de Atención a la Salud, 
cargo que acredita con copia de su nombramiento, participa en la celebración del presente 
instrumento jurídico en asistencia del Director General, considerando las atribuciones que se le 
confieren en el artículo 25 del Estatuto Orgánico de Servicios de Salud del Instituto Mexicano 
del Seguro Social para el Bienestar. 

I.5. El Arq. Carlos Sánchez Meneses, en su carácter de Titular de la Unidad de Infraestructura, 
cargo que acredita con copia de su nombramiento, participa en la celebración del presente 
instrumento jurídico en asistencia del Director General, considerando las atribuciones que se le 
confieren en el artículo 44 del Estatuto Orgánico de Servicios de Salud del Instituto Mexicano 
del Seguro Social para el Bienestar. 
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I.6. El Lic. Aunard Agustín de la Rocha Waite, en su carácter de Titular de la Unidad de 
Administración y Finanzas, cargo que acredita con copia de su nombramiento, cuenta con las 
facultades suficientes para intervenir en la celebración del presente instrumento jurídico, en 
asistencia del Director General, en términos de lo establecido en el artículo 35 del Estatuto 
Orgánico de Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar, y 
de conformidad con el testimonio de la Escritura Pública número 81,802, de 28 de marzo de 
2023, otorgada ante la fe del Lic. Ignacio Soto Sobreyra y Silva, titular de la Notaría Pública 
número 13 de la Ciudad de México, misma que se encuentra inscrita en el Registro Público de 
Organismos Descentralizados, bajo el folio número 121-7-19042023-180136, de 19 de abril  
de 2023, en cumplimiento a lo ordenado en la fracción IV del artículo 25 de la Ley Federal de 
las Entidades Paraestatales. 

I.7. Para los efectos legales relacionados con este Convenio de Coordinación, señala como 
domicilio el ubicado en calle Gustavo E. Campa No. 54, Colonia Guadalupe Inn, Demarcación 
Territorial Álvaro Obregón, Código Postal 01020, en la Ciudad de México. 

II. “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD” declara que: 

II.1. El Estado Libre y Soberano de Chiapas, forma parte de la Federación, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 40, 42, fracción I y 43 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y artículos 1, 2, 16 y 17 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Chiapas. 

II.2. El Dr. Javier Jiménez Jiménez, Secretario de Hacienda, cuenta con las facultades necesarias 
para suscribir el presente Convenio de Coordinación, de conformidad con los artículos 1, 2, 
fracción I, 6, 7, 11, 21, 28, fracción II y 30 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 
Estado de Chiapas; 1, 2, 3 y 13 del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda, cargo 
que acredita con copia del nombramiento respectivo. 

II.3. Dr. José Manuel Cruz Castellanos, Secretario de Salud y Director General del Instituto  
de Salud, cuenta con las facultades necesarias para suscribir el presente Convenio de 
Coordinación, de conformidad con los artículos 1, 2, 6, 7, 11, 14, 21, 28, fracción XIII y 41 de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Chiapas; 1, 2, 3, 4, fracción II, 18, 
fracción I, 21 y 23 de la Ley de Entidades Paraestatales del Estado de Chiapas; 1, 2, 3, 4, 
fracción II, 8 y 10, fracciones I y XIV de la Ley Orgánica del Instituto de Salud del Estado de 
Chiapas, cargos que acredita con copia del nombramiento respectivos. 

II.4. Sus prioridades para alcanzar los objetivos pretendidos a través del presente instrumento 
jurídico son contribuir, en el marco de “EL PROGRAMA”, a garantizar el acceso efectivo y la 
continuidad en la prestación gratuita de servicios de salud en beneficio de las personas sin 
seguridad social, a través de acciones de infraestructura en salud. 

II.5. Con base en lo dispuesto por el artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, 
“EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”, a través de la Secretaría de la Secretaria de Hacienda, 
manifiesta que, en forma previa a la radicación de los recursos, aperturará en los términos que 
se precisan en la cláusula Segunda de este instrumento jurídico, una cuenta bancaria 
productiva, única y específica para este Convenio de Coordinación, en la institución bancaria 
que determine, con la finalidad de que dichos recursos y sus rendimientos financieros estén 
debidamente identificados. 

II.6. Para los efectos legales relacionados con este Convenio de Coordinación, señala como su 
domicilio el ubicado en la Unidad Administrativa, Edificio “C”, Colonia Maya, Tuxtla Gutiérrez, 
Chiapas, Código Postal 29010. 

Una vez expuesto lo anterior, y de conformidad con lo establecido en la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, y bajo la consideración de que los subsidios que se otorguen, se ejerzan 
conforme a las disposiciones generales aplicables, “LAS PARTES” están de acuerdo en celebrar el presente 
Convenio de Coordinación en materia de transferencia de recursos presupuestarios federales con el carácter 
de subsidios para el desarrollo de acciones correspondientes a “EL PROGRAMA”, conforme a las 
estipulaciones que se contienen en las siguientes: 
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CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio de Coordinación tiene por objeto establecer los compromisos 
a que se sujetarán “LAS PARTES” para que el “IMSS-BIENESTAR” transfiera a “EL GOBIERNO DE LA 
ENTIDAD” recursos presupuestarios federales con el carácter de subsidios, a efecto de que este último, en el 
marco de “EL PROGRAMA” y con la finalidad de contribuir a garantizar el acceso efectivo y la continuidad en 
la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados dirigidos a las 
personas sin seguridad social, los destine a realizar acciones de infraestructura en salud, en la modalidad de 
conservación y mantenimiento en el segundo nivel de atención en los términos previstos en este 
instrumento jurídico. 

Para efectos de lo anterior, el ejercicio, comprobación y control de los recursos presupuestarios federales 
que se transfieran en virtud del presente instrumento jurídico, se realizarán de conformidad con lo previsto en 
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, la Ley de Disciplina Financiera de las 
Entidades Federativas y los Municipios, el Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, la Ley de Obras Públicas 
y Servicios Relacionados con las Mismas, las demás disposiciones federales aplicables y en las 
estipulaciones de este Convenio de Coordinación. 

SEGUNDA. TRANSFERENCIA. Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio de Coordinación, 
el “IMSS-BIENESTAR” transferirá a “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”, en una ministración, recursos 
presupuestarios federales con el carácter de subsidios hasta por la cantidad de $34,031,757.00 (Treinta y 
cuatro millones treinta y un mil setecientos cincuenta y siete pesos 00/100 M.N.) conforme al capítulo de gasto 
y partida que se señalan en el Anexo 1 del presente Convenio de Coordinación. 

Los recursos presupuestarios federales a que se refiere el párrafo anterior serán transferidos por el  
“IMSS-BIENESTAR” a “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”, dentro del periodo que para tal efecto se precisa en 
el Anexo 1 del presente Convenio de Coordinación. 

Para los efectos anteriores, en términos de lo dispuesto por el artículo 69 de la Ley General de 
Contabilidad Gubernamental, “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”, a través de la Secretaria de Hacienda, 
deberá abrir, en forma previa a la radicación de los recursos, una cuenta bancaria productiva, única y 
específica para este Convenio de Coordinación, en la institución bancaria que determine, con la finalidad de 
que dichos recursos y sus rendimientos financieros estén debidamente identificados. 

Una vez radicados los recursos presupuestarios federales en la Secretaria de Hacienda, ésta se obliga a 
ministrarlos íntegramente junto con los rendimientos financieros que se generen, a más tardar dentro de los 
cinco (5) días hábiles siguientes a su recepción, al Instituto de Salud, que tendrá el carácter de Unidad 
Ejecutora para efectos del presente Convenio de Coordinación. 

La Unidad Ejecutora, deberá informar al “IMSS-BIENESTAR”, a través de la Unidad de Infraestructura, a 
más tardar dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a aquél en que concluya el plazo a que se refiere el 
párrafo anterior, la recepción de los recursos transferidos, señalando el monto y fecha de la misma, así como 
el importe de los rendimientos financieros generados que le hayan sido ministrados. Para efecto de que la 
Unidad Ejecutora pueda verificar el cumplimiento de esta obligación, el “IMSS-BIENESTAR” le dará aviso de 
la transferencia de recursos que realice a la Secretaria de Hacienda. En caso de advertirse algún 
incumplimiento a lo anterior, el “IMSS-BIENESTAR” lo informará a la Auditoría Superior de la Federación, a la 
Secretaría de la Función Pública y al órgano de interno de control en la Unidad Ejecutora, para los efectos 
legales y administrativos que procedan. 

Para efectos de lo señalado en el párrafo anterior, la Unidad Ejecutora deberá, previamente a la 
ministración de los recursos por parte de la Secretaria de Hacienda, abrir una cuenta bancaria productiva, 
única y específica para la recepción, ejercicio, comprobación y cierre presupuestario de los recursos referidos, 
a fin que éstos y sus rendimientos financieros estén en todo momento debidamente identificados. 

La no ministración de estos recursos y sus rendimientos financieros por parte de la Secretaria de Hacienda 
a la Unidad Ejecutora en el plazo establecido en el párrafo cuarto de esta cláusula, se considerará 
incumplimiento de este instrumento jurídico, por lo que de actualizarse dicho supuesto, el “IMSS-BIENESTAR” 
podrá solicitar que se reintegren a la Tesorería de la Federación los recursos transferidos, así como los 
rendimientos financieros generados, obligándose “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD” a realizar dicho reintegro 
dentro de los quince (15) días naturales siguientes a la fecha en que sea requerida para tal efecto. 

La Secretaria de Hacienda y la Unidad Ejecutora, deberán remitir al “IMSS-BIENESTAR” la documentación 
correspondiente a la apertura de las cuentas a que se refiere esta cláusula, en la que se especifique que el 
destino final de los recursos que se transfieran en virtud del presente Convenio de Coordinación, es para  
el desarrollo de las acciones que corresponden al cumplimiento del objeto del presente instrumento jurídico. 
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Los recursos presupuestarios federales que se transfieran en los términos de este Convenio de 
Coordinación no pierden su carácter federal, por lo que en su asignación, ejercicio y comprobación deberán 
observarse las disposiciones jurídicas federales aplicables. 

Asimismo, se acuerda que el monto de los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud del 
presente Convenio de Coordinación no es susceptible de presupuestarse en los ejercicios siguientes, por lo 
que no implica el compromiso de transferencias posteriores ni en ejercicios fiscales subsecuentes. 

Los recursos presupuestarios federales que el “IMSS-BIENESTAR” se compromete a transferir  
a “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD” en virtud del presente Convenio de Coordinación, estarán sujetos a la 
disponibilidad presupuestaria y a las autorizaciones correspondientes, de conformidad con las disposiciones 
jurídicas y administrativas que resulten aplicables. 

TERCERA. VERIFICACIÓN DEL DESTINO DE LOS RECURSOS FEDERALES. Para asegurar la 
transparencia en la aplicación y comprobación de los recursos federales ministrados, “LAS PARTES” 
convienen en sujetarse a lo siguiente: 

I. El “IMSS-BIENESTAR”, por conducto de la Unidad de Infraestructura, en lo que concierne a la 
verificación de la ejecución de los trabajos que se realicen en cumplimiento del objeto de este 
instrumento jurídico, y de la Unidad de Administración y Finanzas por lo que hace a la 
comprobación del ejercicio del gasto que deba realizar la Unidad Ejecutora, dentro del marco de 
sus atribuciones y a través de los mecanismos que estas últimas implementen para tal fin, verificará 
(i) el cumplimiento del objetivo, meta e indicadores a que se refiere la cláusula Cuarta de este 
Convenio de Coordinación, y (ii) que los recursos presupuestarios federales señalados en su 
cláusula Segunda sean destinados únicamente para cumplir el objeto del presente instrumento 
jurídico, de conformidad con sus Anexos 2 y 3, sin perjuicio de las atribuciones que en la materia 
correspondan a otras instancias competentes del Ejecutivo Federal. 

II. El “IMSS-BIENESTAR”, a través de la Unidad de Infraestructura, dará seguimiento al avance físico 
y financiero del cumplimiento del objeto del presente instrumento jurídico, a través de los reportes 
de acciones que presente la Unidad Ejecutora en términos de lo estipulado en el presente 
instrumento jurídico. 

III. Las acciones de verificación de la aplicación de los recursos que el “IMSS-BIENESTAR” realice en 
los términos estipulados en el presente instrumento jurídico, no implicará en modo alguno que éste 
pueda participar en los procesos de asignación de los mismos, en virtud de lo cual deberá 
abstenerse de intervenir en los procedimientos de contratación que formalice la Unidad Ejecutora 
para cumplir con el objeto de este instrumento jurídico, así como de interferir de forma alguna en el 
procedimiento y mecanismo de supervisión externo que defina la Unidad Ejecutora durante la 
aplicación de los recursos presupuestarios destinados a su ejecución y demás actividades que se 
realicen para el cumplimiento de las condiciones técnicas, económicas, de tiempo, de cantidad y de 
calidad contratadas. 

IV. El “IMSS-BIENESTAR”, a través de la Unidad de Infraestructura, considerando su disponibilidad de 
recursos humanos y presupuestaria, podrá practicar visitas de supervisión y verificación, a efecto 
de observar la correcta aplicación y seguimiento de los recursos federales transferidos para la 
operación y objeto del “EL PROGRAMA”, y el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el 
presente instrumento jurídico, incluyendo la presentación de los informes que deba rendir la Unidad 
Ejecutora en los términos previstos en el presente instrumento jurídico. Los resultados derivados de 
las visitas de supervisión y verificación, se notificarán a la Unidad Ejecutora para que proceda 
conforme a sus atribuciones. 

 Para efectos de lo señalado en el párrafo anterior, la Unidad Ejecutora estará obligada a otorgar al 
“IMSS-BIENESTAR”, a través del personal que designe; todas las facilidades que resulten 
necesarias. 

V. Para los efectos de las acciones de supervisión y verificación referidas en las fracciones I y IV de la 
presente cláusula, la Unidad Ejecutora al rendir los informes del ejercicio presupuestario, deberá 
exhibir en medio electrónico la documentación escaneada de su original que sustente la correcta 
aplicación de los recursos a que se refiere la cláusula Segunda del presente instrumento jurídico. 

VI. El “IMSS-BIENESTAR”, a través de la Unidad de Infraestructura, en lo que concierne a la 
verificación de la ejecución de los trabajos que se realicen en cumplimiento del objeto de este 
instrumento jurídico, y de la Unidad de Administración y Finanzas por lo que hace a la 
comprobación del ejercicio del gasto que deba realizar la Unidad Ejecutora, podrá en todo 
momento verificar en coordinación con la Unidad Ejecutora, la documentación que permita observar 
el ejercicio de los recursos presupuestarios federales transferidos a “EL GOBIERNO DE LA 
ENTIDAD”, así como los rendimientos financieros generados y podrá solicitar a esta última que 
exhiba el original de los documentos que justifiquen y comprueben el ejercicio de dichos recursos. 
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VII. En caso de presentarse (i) la falta de comprobación de los recursos presupuestarios federales 
transferidos a “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”, así como de sus rendimientos financieros o,  
(ii) no sean ejercidos en los términos estipulados en el presente Convenio de Coordinación, el 
“IMSS-BIENESTAR” podrá solicitar a la Unidad Ejecutora su reintegro a la Tesorería de la 
Federación. En estos supuestos, la Unidad Ejecutora estará obligada a efectuar dicho reintegro 
dentro de los quince (15) días naturales siguientes a la fecha en que el “IMSS-BIENESTAR”  
se lo requiera. 

CUARTA. OBJETIVO, META E INDICADORES. Los recursos a que se refiere la cláusula Segunda del 
presente Convenio de Coordinación tendrán el objetivo, meta e indicadores que se establecen en el Anexo 4 
del presente instrumento jurídico, cuya observancia estará a cargo de la Unidad Ejecutora 

QUINTA. APLICACIÓN. Los recursos presupuestarios federales a que alude la cláusula Segunda de este 
instrumento jurídico serán destinados por la Unidad Ejecutora en forma exclusiva a realizar en los 
establecimientos de salud que se señalan en el Anexo 2 de este instrumento jurídico las acciones de 
infraestructura que se describen en el mismo, considerando para su ejecución las partidas de conservación y 
mantenimiento que se contienen en su Anexo 3, con la finalidad de contribuir a garantizar el acceso efectivo  
y la continuidad en la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados 
dirigidos a las personas sin seguridad social. 

Los recursos presupuestarios federales que se transfieran en virtud del presente Convenio de 
Coordinación se devengarán conforme a lo establecido en el artículo 175 del Reglamento de la Ley Federal  
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; se registrarán por “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD” en su 
contabilidad de acuerdo con las disposiciones jurídicas aplicables y se rendirán en su Cuenta Pública, sin que 
por ello pierdan su carácter federal. 

La Unidad Ejecutora podrá ejercer los rendimientos financieros generados en la cuenta bancaria 
productiva, única y específica en la que haya recibido los recursos presupuestarios federales objeto del 
presente instrumento jurídico, exclusivamente para realizar las acciones de infraestructura en las unidades 
médicas que se contienen en el Anexo 2 del presente instrumento jurídico, considerando para su ejecución las 
partidas de conservación y mantenimiento que se prevén que se prevén en el Anexo 3 de este Convenio de 
Coordinación. 

“EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD” presentará mensualmente, dentro de los 15 (quince) primeros días 
naturales de cada mes, un reporte de los rendimientos financieros que generen los recursos presupuestarios 
federales transferidos en virtud del presente instrumento jurídico, conforme al Anexo 5 de este Convenio de 
Coordinación. 

Los remanentes de los recursos presupuestarios federales transferidos a “EL GOBIERNO DE LA 
ENTIDAD”, así como los correspondientes a los rendimientos financieros generados, deberán ser reintegrados 
a la Tesorería de la Federación, en los términos previstos en el artículo 17 de la Ley de Disciplina Financiera 
de las Entidades Federativas y los Municipios, debiendo informarlo al “IMSS-BIENESTAR”, por conducto de la 
Unidad de Infraestructura, de manera escrita y con los documentos soportes correspondientes. 

SEXTA. GASTOS ADMINISTRATIVOS. Los gastos administrativos y demás erogaciones no previstas en 
las partidas de conservación y mantenimiento que se contienen en el Anexo 3 del presente instrumento 
jurídico y exclusivamente respecto de las unidades que se señalan en el Anexo 2 de este Convenio de 
Coordinación, deberán ser realizados por “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD” con cargo a sus recursos 
propios. 

SÉPTIMA. OBLIGACIONES DE “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”. Adicionalmente a los compromisos 
establecidos en otras cláusulas del presente Convenio de Coordinación, “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD” se 
obliga a: 

I. Vigilar, a través de la Unidad Ejecutora, el estricto cumplimiento de las disposiciones jurídicas 
aplicables al ejercicio del gasto público federal, obligándose, en consecuencia, a dar aviso a las 
instancias competentes, respecto de cualquier anomalía detectada. 

II. Garantizar en todo momento, a través de la Unidad Ejecutora, que las contrataciones que efectúe 
en cumplimiento del objeto del presente Convenio de Coordinación, cumplan con las disposiciones 
jurídicas federales aplicables. 

III. Responder, a través de la Unidad Ejecutora, por la integración y veracidad de la información 
técnica y financiera que proporcione para el cumplimiento de los compromisos establecidos en el 
presente instrumento jurídico, particularmente, de aquélla generada con motivo de la aplicación, 
seguimiento, control, rendición de cuentas y transparencia de los recursos presupuestarios 
federales transferidos, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 



160 DIARIO OFICIAL Lunes 30 de octubre de 2023 

IV. Aplicar, a través de la Unidad Ejecutora, los recursos federales transferidos y sus rendimientos 
financieros conforme al objetivo, meta e indicadores previstos en el presente instrumento jurídico. 

V. Por conducto de la Unidad Ejecutora, remitir al “IMSS-BIENESTAR”, a través de la Unidad de 
Infraestructura, en un plazo no mayor a cinco (5) días hábiles posteriores a la recepción de la 
transferencia de los recursos presupuestarios federales referidos en la cláusula Segunda del 
presente Convenio de Coordinación, los comprobantes que acrediten la recepción de dicha 
transferencia, conforme a la normativa aplicable. La documentación comprobatoria a que se refiere 
éste párrafo, deberá remitirse en archivo electrónico con el Comprobante Fiscal Digital por Internet 
(CFDI). 

 Así mismo, la Unidad Ejecutora deberá remitir al “IMSS-BIENESTAR”, a través de la Unidad de 
Infraestructura, en un plazo no mayor a cinco (5) días hábiles posteriores a la recepción de la 
ministración realizada por parte de la Secretaria de Hacienda, el comprobante que acredite  
la recepción de la ministración, conforme a la normativa aplicable. 

VI. Integrar, por conducto de la Unidad Ejecutora, la información financiera relativa a los recursos 
federales transferidos para la ejecución del objeto del presente Convenio de Coordinación, en los 
términos previstos en el artículo 70 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

VII. Por conducto de la Unidad Ejecutora, remitir a la Unidad de Infraestructura, la información y 
documentación que sustente el avance físico y financiero del cumplimiento del objeto de este 
instrumento jurídico. 

VIII. Por conducto de la Unidad Ejecutora, rendir al “IMSS-BIENESTAR”, a través de la Unidad de 
Infraestructura, informes (i) del ejercicio del gasto de manera mensual, a más tardar el día quince 
(15) de cada mes; (ii) de reporte de acciones, a más tardar el día quince (15) de cada mes, y (iii) de 
cierre del ejercicio, a más tardar el 30 de abril de 2024, conforme a los Anexos 6, 7 y 8 de este 
Convenio de Coordinación, respectivamente. 

IX. Por conducto de la Unidad Ejecutora, rendir al “IMSS-BIENESTAR”, a través de la Unidad de 
Infraestructura, un informe respecto del cumplimiento del objetivo, meta e indicadores referidos en 
la cláusula Cuarta y en el Anexo 4 de este instrumento jurídico, a más tardar el 31 de enero de 
2024. 

X. Verificar, a través de la Unidad Ejecutora, que la documentación comprobatoria del gasto de los 
recursos presupuestarios federales objeto de este Convenio de Coordinación, cumpla con  
los requisitos fiscales establecidos en las disposiciones federales aplicables, entre otros, aquéllos 
que determinan los artículos 29 y 29-A del Código Fiscal de la Federación, los que deberán 
expedirse a nombre de la Unidad Ejecutora. Conforme a lo anterior, dicha documentación deberá 
contar con el archivo electrónico CFDI correspondiente, salvo en los casos de excepción previstos 
por las leyes aplicables, en los que se deberán atender las disposiciones especiales para su 
comprobación. En tal virtud, la Unidad Ejecutora deberá remitir al “IMSS-BIENESTAR”, a través de 
la Unidad Infraestructura, el archivo electrónico con la Verificación de Comprobantes Fiscales 
Digitales por Internet, emitido por el Servicio de Administración Tributaria. 

 En consecuencia, la autenticidad de la documentación justificativa y comprobatoria de los recursos 
federales erogados, será responsabilidad de la Unidad Ejecutora. 

XI. Mantener bajo su custodia, a través de la Unidad Ejecutora, la documentación justificativa y 
comprobatoria original que sustente la erogación de los recursos presupuestarios federales 
transferidos en virtud del presente Convenio de Coordinación, obligándose a exhibirla en cualquier 
momento que le sea requerida por el “IMSS-BIENESTAR” y, en su caso, por los órganos 
fiscalizadores competentes, además de proporcionar la información adicional que estos últimos le 
requieran. 

XII. Por conducto de la Unidad Ejecutora, cancelar, conforme a lo señalado en la fracción II del artículo 
70 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, la documentación justificativa y 
comprobatoria de los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud del presente 
Convenio de Coordinación, con la leyenda “Operado con recursos presupuestarios federales del 
programa E001 Atención a la salud de personas sin seguridad social del ejercicio fiscal 2023”. 

XIII. La Unidad Ejecutora, deberá reportar al “IMSS-BIENESTAR”, a través de la Unidad de 
Infraestructura el seguimiento mensual, dentro de los primeros quince (15) días de cada mes, del 
avance en el cumplimiento del objetivo, meta e indicadores y el resultado de las acciones que lleve 
a cabo, en cumplimiento del objeto de este Convenio de Coordinación. 



Lunes 30 de octubre de 2023 DIARIO OFICIAL 161 

XIV. Mantener actualizada, por conducto de la Unidad Ejecutora, la información relativa al cumplimiento 
del objetivo, meta e indicadores a los que se destinen los recursos presupuestarios federales 
transferidos. 

XV. Proporcionar, por conducto de la Unidad Ejecutora, la información y documentación que el  
“IMSS-BIENESTAR”, a través de la Unidad de Infraestructura, le solicite en las visitas de 
supervisión y verificación que este último opte por realizar, para observar el cumplimiento de las 
obligaciones establecidas en el presente instrumento jurídico, así como que los recursos federales 
transferidos con motivo del mismo, sean destinados únicamente para el cumplimiento de su objeto. 

XVI. Informar, por conducto de la Unidad Ejecutora, sobre la suscripción de este Convenio de 
Coordinación a los órganos de control y de fiscalización de “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD” y 
entregarles copia del mismo. 

XVII. Difundir en la página de Internet de la Unidad Ejecutora el presente Convenio de Coordinación, así 
como los conceptos financiados con los recursos federales transferidos en virtud del mismo, 
incluyendo los avances y resultados financieros, en los términos de las disposiciones aplicables. 

XVIII. Gestionar, por conducto de la Unidad Ejecutora, la publicación del presente instrumento jurídico en 
el órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD”. 

OCTAVA. OBLIGACIONES DEL “IMSS-BIENESTAR”. Adicionalmente a los compromisos establecidos en 
otras cláusulas del presente Convenio de Coordinación, el “IMSS-BIENESTAR” se compromete a: 

I. Por conducto de la Coordinación de Finanzas, transferir a “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”, con 
el carácter de subsidios, los recursos presupuestarios federales a que se refiere el presente 
Convenio de Coordinación, dentro del periodo previsto en su Anexo 1. 

II. Verificar, en el ámbito de sus atribuciones y conforme a su capacidad operativa, a través de la 
Unidad de Infraestructura, que los recursos presupuestarios federales que en virtud de este 
instrumento jurídico se transfieran, sean aplicados únicamente para la realización del objeto del 
mismo, sin perjuicio de las atribuciones que en la materia correspondan a otras instancias 
competentes de la Federación y/o de “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”. 

III. Por conducto de la Unidad de Infraestructura, solicitar a la Unidad Ejecutora que ésta entregue un 
informe del cumplimiento del objetivo, meta e indicadores referidos en la cláusula Cuarta y en el 
Anexo 4 de este instrumento, a más tardar el 31 de enero de 2024. 

IV. Dar seguimiento, a través de la Unidad de Infraestructura, al ejercicio de los recursos 
presupuestarios federales transferidos y rendimientos financieros generados, con base en los 
informes que la Unidad Ejecutora rinda en los términos previstos en este Convenio de 
Coordinación. 

V. Solicitar, a través de la Unidad de Infraestructura, la documentación justificativa y comprobatoria del 
gasto de los recursos presupuestarios federales transferidos, que la Unidad Ejecutora 
debe presentar en términos de lo estipulado en el presente Convenio de Coordinación. 

VI. Verificar, a través de la Unidad de Infraestructura, que “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD” efectúe el 
reintegro de los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud del presente Convenio de 
Coordinación, cuando (i) después de radicados a la Secretaria de Hacienda, no hayan sido 
ministrados a la Unidad Ejecutora en el plazo convenido en este instrumento jurídico; (ii) una vez 
ministrados a la Unidad Ejecutora, el “IMSS-BIENESTAR”, por conducto de la Unidad de 
Infraestructura, lo requiera por su falta de comprobación, o por no haber sido ejercidos en los 
términos del presente Convenio de Coordinación, (iii) al cierre del ejercicio fiscal, en los términos 
dispuestos en el artículo 17 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y de los 
Municipios. 

VII. Presentar el Informe de la Cuenta de la Hacienda Pública Federal y los demás informes que sean 
requeridos, sobre la aplicación de los recursos transferidos con motivo del presente Convenio de 
Coordinación. 

VIII. Dar seguimiento mensual, en coordinación con la Unidad Ejecutora, sobre el avance en el 
cumplimiento de la realización de las acciones objeto del presente instrumento jurídico. 
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IX. Realizar, en el ámbito de su competencia, la supervisión, verificación, seguimiento y evaluación de 
los recursos presupuestarios federales que, en virtud de este instrumento, sean ministrados  
a “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables en 
materia del ejercicio del gasto público federal. 

X. Realizar las gestiones necesarias para la publicación del presente instrumento jurídico en el Diario 
Oficial de la Federación. 

XI. Difundir, en la página de Internet del “IMSS-BIENESTAR”, el presente Convenio de Coordinación. 

NOVENA. ACCIONES DE VERIFICACIÓN, SEGUIMIENTO, EVALUACIÓN, CONTROL Y 
FISCALIZACIÓN. “LAS PARTES” acuerdan que la verificación, seguimiento y evaluación del ejercicio de los 
recursos presupuestarios federales transferidos por el “IMSS-BIENESTAR” a “EL GOBIERNO DE LA 
ENTIDAD” con motivo del presente instrumento jurídico, corresponderá a “LAS PARTES” en los términos 
estipulados en el mismo y de conformidad con lo establecido en las disposiciones jurídicas aplicables. 

Asimismo, se obligan a que, cuando los servidores públicos que participen en la ejecución del presente 
Convenio de Coordinación detecten que los recursos presupuestarios federales transferidos han sido 
destinados a fines distintos a los estipulados en este instrumento jurídico, lo harán del conocimiento de 
manera inmediata de la Auditoría Superior de la Federación, de la Secretaría de la Función Pública, de la 
Secretaría de la Honestidad y Función Pública y, en su caso, del ministerio público que resulte competente. 

DÉCIMA. RESPONSABILIDAD LABORAL. Queda expresamente estipulado por “LAS PARTES”, que el 
personal contratado, empleado o comisionado por cada una de ellas para dar cumplimiento al presente 
instrumento jurídico, guardará relación laboral únicamente con aquélla que lo contrató, empleó o comisionó, 
por lo que asumen plena responsabilidad por este concepto, sin que en ningún caso, la otra parte pueda ser 
considerada como patrón sustituto o solidario, obligándose en consecuencia, cada una de ellas, a sacar a la 
otra, en paz y a salvo, frente a cualquier reclamación o demanda, que su personal pretendiese interponer en 
su contra, deslindándose desde ahora de cualquier responsabilidad de carácter laboral, civil, penal, 
administrativa o de cualquier otra naturaleza jurídica que en ese sentido se les quiera fincar. 

DÉCIMA PRIMERA. COMISIÓN DE EVALUACIÓN Y SEGUIMIENTO. Para el adecuado desarrollo del 
objeto del presente instrumento, “LAS PARTES” constituyen, en este acto, una Comisión de Evaluación y 
Seguimiento integrada por un representante del “IMSS-BIENESTAR” y uno del “GOBIERNO DE LA 
ENTIDAD”, cuyas funciones serán las siguientes: 

a) Solucionar cualquier circunstancia no prevista en el presente instrumento jurídico. 

b) Resolver las controversias o conflictos que se susciten con motivo de la interpretación o 
cumplimiento de este Convenio. 

c) Establecer las medidas o mecanismos que permitan atender las circunstancias especiales, caso 
fortuito o de fuerza mayor, para la realización del objeto previsto en el presente instrumento jurídico. 

d) Las demás que acuerden “LAS PARTES”. 

El “IMSS-BIENESTAR” designa como integrante de la Comisión de Evaluación y Seguimiento a la persona 
Titular de la Unidad de Infraestructura. 

Por parte de “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD” participará como integrante de la Comisión de Evaluación 
y Seguimiento a la persona servidora pública que designe la persona Titular de la Unidad Ejecutora, quien 
deberá tener un nivel jerárquico inmediato inferior. 

DÉCIMA SEGUNDA. VIGENCIA. El presente Convenio de Coordinación surtirá sus efectos a partir de la 
fecha de su suscripción y se mantendrá en vigor hasta el 31 de diciembre de 2023, sin perjuicio de las 
acciones de comprobación del ejercicio del gasto que se realicen con posterioridad en los términos 
convenidos en el mismo, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables. 

DÉCIMA TERCERA. MODIFICACIONES. “LAS PARTES” acuerdan que el presente Convenio de 
Coordinación podrá modificarse de común acuerdo para lo cual deberán formalizar el convenio modificatorio 
respectivo. Las modificaciones al Convenio de Coordinación obligarán a sus signatarios a partir de la fecha de 
su firma y deberán publicarse en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano de difusión oficial  
de “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”. 

DÉCIMA CUARTA. CASO FORTUITO Y FUERZA MAYOR. En circunstancias especiales originadas por 
caso fortuito o fuerza mayor, para la realización del objeto previsto en este instrumento jurídico,  
“LAS PARTES” convienen en aplicar las medidas o mecanismos que se acuerden a través de la Comisión de 
Evaluación y Seguimiento señalada en la cláusula Décima Primera de este instrumento jurídico, mismas que 
de ser necesarias, darán lugar a suscribir el convenio modificatorio correspondiente en los términos que se 
señalan en la cláusula que antecede. 
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DÉCIMA QUINTA. CAUSAS DE TERMINACIÓN ANTICIPADA. El presente Convenio de Coordinación 
podrá darse por terminado anticipadamente por cualquiera de las causas siguientes: 

I. Por acuerdo de “LAS PARTES”. 

II. Por no existir la disponibilidad presupuestaria para hacer frente a los compromisos que adquiere el 
“IMSS-BIENESTAR”. 

III. Por caso fortuito o fuerza mayor. 

DÉCIMA SEXTA. CAUSAS DE RESCISIÓN. El presente Convenio de Coordinación podrá rescindirse por 
el incumplimiento de las obligaciones contraídas en el presente instrumento jurídico. 

DÉCIMA SÉPTIMA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” manifiestan que el presente 
Convenio de Coordinación se celebra de buena fe por lo que, en caso de presentarse algún conflicto o 
controversia con motivo de su interpretación o cumplimiento, lo resolverán de común acuerdo mediante la 
Comisión de Evaluación y Seguimiento descrita en la cláusula Décima Primera del presente 
instrumento jurídico. 

En caso de subsistir la controversia, “LAS PARTES” acuerdan someterse a la jurisdicción de los Tribunales 
Federales competentes con sede en la Ciudad de México, por lo que renuncian expresamente a cualquier 
fuero que pudiere corresponderles en razón de sus domicilios presentes o futuros. 

DÉCIMA OCTAVA. AVISOS, COMUNICACIONES Y NOTIFICACIONES. “LAS PARTES” convienen en 
que todos los avisos, comunicaciones y notificaciones que se realicen con motivo del presente instrumento, se 
llevarán a cabo por escrito en los domicilios establecidos en el apartado de Declaraciones del mismo, así 
como en las direcciones electrónicas que las mismas designen para tales efectos, atendiendo los principios de 
inmediatez. 

En caso de que “LAS PARTES” cambien de domicilio, se obligan a dar el aviso correspondiente a la otra, 
con quince (15) días hábiles de anticipación a que dicho cambio de ubicación se lleve a cabo, de lo contrario 
se tomará como válido el domicilio expresado en el apartado de Declaraciones del presente instrumento. Para 
el caso de cambio de dirección electrónica, dicho cambio deberá notificarlo por escrito y/o vía oficial signada 
por las “LAS PARTES”. 

DÉCIMA NOVENA. VICIOS DEL CONSENTIMIENTO. “LAS PARTES” manifiestan que en la celebración 
del presente Convenio de Coordinación no ha habido error, dolo o mala fe, lesión o vicios que afecten el 
consentimiento. 

VIGÉSIMA. ANEXOS. “LAS PARTES” reconocen como parte integrante del presente Convenio de 
Coordinación los anexos que a continuación se indican. Dichos anexos tendrán la misma fuerza legal que el 
presente instrumento jurídico. 

ANEXOS 

Anexo 1. MONTO DE LOS RECURSOS Y PERIODO DE TRANSFERENCIA 

Anexo 2. ESTABLECIMIENTOS DE SALUD OBJETO DE APOYO 

Anexo 3. PARTIDAS DE CONSERVACIÓN Y MANTENIMIENTO 

Anexo 4. OBJETIVO, META E INDICADORES 

Anexo 5. REPORTE DE RENDIMIENTOS FINANCIEROS 

Anexo 6. FORMATO PARA CERTIFICACIÓN DE GASTO 

Anexo 7. REPORTE DE ACCIONES 

Anexo 8. CIERRE PRESUPUESTARIO 

Leído el presente Convenio de Coordinación, estando debidamente enteradas las partes de su contenido y 
alcance legal, lo firman por sextuplicado, en la Ciudad de México, el 11 de agosto de 2023.- Por el  
IMSS-BIENESTAR: Director General, Dr. Alejandro Antonio Calderón Alipi.- Rúbrica.- Titular de la Unidad 
de Atención a la Salud, Dr. Víctor Hugo Borja Aburto.- Rúbrica.- Titular de la Unidad de Infraestructura,  
Arq. Carlos Sánchez Meneses.- Rúbrica.- Titular de la Unidad de Administración y Finanzas, Lic. Aunard 
Agustín de la Rocha Waite.- Rúbrica.- Por el Gobierno de la Entidad: Secretario de Hacienda, Dr. Javier 
Jiménez Jiménez.- Rúbrica.- Secretario de Salud y Director General del Instituto de Salud, Dr. José Manuel 
Cruz Castellanos.- Rúbrica. 
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ANEXO 1 

MONTO DE LOS RECURSOS Y PERIODO DE TRANSFERENCIA 

(Capítulo 4000 “Transferencias, Asignaciones, Subsidios y Otras Ayudas) 

Partida de Gasto Importe Total Periodo de Transferencia 

43401 $34,031,757.00 A partir del mes de agosto de 2023

 

ANEXO 1 DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS 
PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA LLEVAR A CABO ACCIONES DE 
INFRAESTRUCTURA, EN LA MODALIDAD DE CONSERVACIÓN Y MANTENIMIENTO EN EL SEGUNDO NIVEL  
DE ATENCIÓN CON CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E001 “ATENCIÓN A LA SALUD 
DE PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL” PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, QUE CELEBRAN SERVICIOS DE 
SALUD DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE CHIAPAS, EL DÍA 11 DE AGOSTO DE 2023. 

 

ANEXO 2 

ESTABLECIMIENTOS DE SALUD OBJETO DEL APOYO 

N° CLUES NOMBRE UNIDAD 
ACCIÓN DE 

INFRAESTRUCTURA 
MONTO 

1 CSSSA000045 
H. B. C. DR. MANUEL VELASCO 

SUAREZ ACALA 
conservación y 
mantenimiento 

$3,662,374.50 

2 CSSSA000832 
H. B. C. DE CINTALAPA DE 

FIGUEROA 
conservación y 
mantenimiento 

$3,202,768.80 

3 CSSSA003265 H. B. C. DE LAS MARGARITAS 
conservación y 
mantenimiento 

$4,833,280.30 

4 CSSSA005645 
HOSPITAL BÁSICO COMUNITARIO 

SALTO DE AGUA 
conservación y 
mantenimiento 

$1,801,343.40 

5 CSSSA009273 
HOSPITAL BASICO COMUNITARIO 

DE CHIAPA DE CORZO 
conservación y 
mantenimiento 

$1,547,053.60 

6 CSSSA017504 H. B. C. DEL PORVENIR 
conservación y 
mantenimiento 

$3,673,623.50 

7 CSSSA017516 
H. B. C. DE REVOLUCIÓN 

MEXICANA 
conservación y 
mantenimiento 

$3,930,949.60 

8 CSSSA017521 H. B. C. DE TAPILULA 
conservación y 
mantenimiento 

$3,131,610.70 

9 CSSSA018740 
H. B. C. DR. RAFAEL ALFARO 

GONZÁLEZ PIJIJIAPAN 
conservación y 
mantenimiento 

$534,371.80 

10 CSSSA018752 H. B. C. DE TEOPISCA 
conservación y 
mantenimiento 

$1,812,702.00 

11 CSSSA019481 H. B. C. DE SAN JUAN CHAMULA 
conservación y 
mantenimiento 

$2,837,030.70 

12 CSSSA019645 H. B. C. DE OCOSINGO 
conservación y 
mantenimiento 

$3,064,648.10 

    $34,031,757.00 

 

ANEXO 2 DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS 
PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA LLEVAR A CABO ACCIONES DE 
INFRAESTRUCTURA, EN LA MODALIDAD DE CONSERVACIÓN Y MANTENIMIENTO EN EL SEGUNDO NIVEL  
DE ATENCIÓN CON CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E001 “ATENCIÓN A LA SALUD 
DE PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL” PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, QUE CELEBRAN SERVICIOS DE 
SALUD DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO 
LIBRE Y SOBERANO DE CHIAPAS, EL DÍA 11 DE AGOSTO DE 2023. 
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ANEXO 3 

PARTIDAS DE CONSERVACIÓN Y MANTENIMIENTO 

1 Preliminares 

2 Azotea 

3 Cimentación 

4 Estructura 

5 Albañilería 

6 Acabados 

7 Carpintería 

8 Cancelería 

9 Señalética 

10 Obra exterior 

11 Planta de tratamiento 

12 Cisterna 

13 Voz y datos 

14 Sistema contra incendios 

15 Aire acondicionado 

16 Instalación Hidráulico 

17 Instalación Sanitario 

18 Instalaciones especiales 

19 Instalación de Gas L.P. y Natural 

20 Instalación Eléctrica (baja tensión, media tensión, alta tensión…) 

 

ANEXO 3 DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS 

PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA LLEVAR A CABO ACCIONES DE 

INFRAESTRUCTURA, EN LA MODALIDAD DE CONSERVACIÓN Y MANTENIMIENTO EN EL SEGUNDO NIVEL  

DE ATENCIÓN CON CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E001 “ATENCIÓN A LA SALUD 

DE PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL” PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, QUE CELEBRAN SERVICIOS DE 

SALUD DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE CHIAPAS, EL DÍA 11 DE AGOSTO DE 2023. 
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ANEXO 4 

OBJETIVO, META E INDICADORES 

(INSTRUCTIVO) 

Se deberá anotar lo siguiente: 

1 Nombre de la Entidad Federativa. 

2 Fecha en que se elaboró el reporte. 

3 El mes que reporta. 

4 Monto ejercido, importe de las erogaciones realizadas, respaldas por los documentos comprobatorios presentados a las dependencias una vez autorizadas 

para su pago. 

5 Monto trasferido el monto trasferido por el IMSS Bienestar a la Entidad Federativa para ejercer un ejercicio fiscal, a través de la firma del Convenio de 

Coordinación. 

6 Resultado de dividir el monto ejercido entre el monto transferido y el multiplicado por 100. 

7 Número de Unidades Médicas concluidas. 

8 Número de Unidades Médicas programadas. 

9 Resultado de dividir el número de Unidades Médicas a las que se les concluyo el mantenimiento de infraestructura entre el número médicas programadas 

para mantenimiento de infraestructura multiplicado por 100. 

10 Nombre, cargo y firma del Responsable de la elaboración del formato. 

11 Nombre, cargo y firma del Director de Administración (o equivalente). 

12 Nombre y firma del Titular de la Unidad Ejecutora (o equivalente). 

ANEXO 4 DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS 

PARA LLEVAR A CABO ACCIONES DE INFRAESTRUCTURA, EN LA MODALIDAD DE CONSERVACIÓN Y MANTENIMIENTO EN EL SEGUNDO NIVEL DE ATENCIÓN CON CARGO 

A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E001 “ATENCIÓN A LA SALUD DE PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL” PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, QUE 

CELEBRAN SERVICIOS DE SALUD DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE CHIAPAS, 

EL DÍA 11 DE AGOSTO DE 2023. 
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ANEXO 5 

REPORTE DE RENDIMIENTOS FINANCIEROS 

(INSTRUCTIVO) 

Se deberá anotar lo siguiente: 

1. Nombre de la Entidad Federativa. 

2. Trimestre que reporta (T1, T2, T3 y T4 o, en su caso Ene-Mar, Abr-Jun, Jul-Sep., y Oct-Dic). 

3. Registrar el número de cuenta productiva de la Secretaría de Finanzas (o su equivalente). 

4. Registrar el número de cuenta productiva de los Servicios Estatales de Salud y/o Unidad Ejecutora. 

5. Importe de los Rendimientos Financieros del mes que se reporta, correspondientes a la cuenta productiva de la Secretaría de Finanzas (o su equivalente), por 
lo que, deberá anexar en el reporte mes en medio electrónico el estado de cuenta mensualmente con todas las fojas que la integran. 

6. Importe de los Rendimientos Financieros del mes que se reporta, correspondientes a la cuenta productiva de los Servicios Estatales de Salud y/o Unidad 
Ejecutora, por lo que, deberá anexar en el reporte trimestral en medio electrónico los estados de cuenta mensualmente con todas las fojas que la integran. 

7. Registrar el importe que resulte de sumar los rendimientos financieros de la Secretaría de Finanzas (o su equivalente) más los generados en los Servicios 
Estatales de Salud y/o Unidad Ejecutora por el mes que se reporta. 

8. Registrar el importe que resulte de la sumatoria de los rendimientos financieros generados durante el presente ejercicio fiscal, correspondientes a la Secretaría 
de Finanzas (o su equivalente). 

9. Registrar el importe que resulte de la sumatoria de los rendimientos financieros generados durante el presente ejercicio fiscal, correspondientes a los Servicios 
Estatales de Salud y/o Unidad Ejecutora. 

10. Registrar el importe total de los rendimientos financieros por la Secretaría de Finanzas (o su equivalente) más los generados por los Servicios Estatales de 
Salud y/o Unidad Ejecutora. 

11. Nombre y cargo del Responsable de la elaboración del formato. 

12. Nombre del Director de Administración o equivalente. 

13. Nombre del Titular de la Unidad Ejecutora (o su equivalente). 

Nota: La Unidad Ejecutora deberá de presentar de manera mensual el registro y control del Formato “Reporte de Rendimientos Financieros” ante el  
IMSS-BIENESTAR, acompañado de los estados de cuenta bancarios de la Secretaría de Finanzas (o su equivalente) y de la Unidad Ejecutora. 

ANEXO 5 DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS 

PARA LLEVAR A CABO ACCIONES DE INFRAESTRUCTURA, EN LA MODALIDAD DE CONSERVACIÓN Y MANTENIMIENTO EN EL SEGUNDO NIVEL DE ATENCIÓN CON CARGO 

A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E001 “ATENCIÓN A LA SALUD DE PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL” PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, QUE 

CELEBRAN SERVICIOS DE SALUD DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE CHIAPAS, 

EL DÍA 11 DE AGOSTO DE 2023. 
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ANEXO 6 

FORMATO PARA CERTIFICACIÓN DE GASTO 

(INSTRUCTIVO) 

 Se deberá anotar lo siguiente: 

1. Nombre de la Entidad Federativa. 

2. Fecha en que se elaboró el reporte de certificación de gasto. 

3. Mes que reporta del ejercicio gasto. 

4. Clave de la Partida de gasto ejercida. 

5. Número del Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI). 

6. Monto o importe ejercido por CFDI. 

7. Concepto específico del monto ejercido. 

8. Número de Póliza Cheque y/o Transferencia Electrónica del pago efectuado. 

9. Fecha de elaboración de la Póliza de Cheque y/o Transferencia Electrónica. 

10. Clave de la CLUES de la unidad médica en la que se ejerció el concepto de gasto. 

11. Nombre de la unidad médica en la que se ejerció el concepto de gasto. 

12. Observaciones: esta columna la podrá utilizar para complementar la información o describir el estatus del ejercicio del gasto, entre otras.  

13. Suma total de los importes ejercidos por unidad médica o CLUES por mes que se reporta. 

14. Nombre, cargo y firma del responsable de la elaboración del formato. 

15. Nombre, cargo y firma del Director de Administración (o equivalente). 

16. Nombre, cargo y firma del Titular de la Unidad Ejecutora. 

ANEXO 6 DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS 

PARA LLEVAR A CABO ACCIONES DE INFRAESTRUCTURA, EN LA MODALIDAD DE CONSERVACIÓN Y MANTENIMIENTO EN EL SEGUNDO NIVEL DE ATENCIÓN CON CARGO 

A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E001 “ATENCIÓN A LA SALUD DE PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL” PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, QUE 

CELEBRAN SERVICIOS DE SALUD DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE CHIAPAS, 

EL DÍA 11 DE AGOSTO DE 2023. 
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ANEXO 7 

REPORTE DE ACCIONES DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN 

(INSTRUCTIVO) 

Se deberá anotar lo siguiente: 

1. Nombre de la Entidad Federativa. 

2. Nombre del Programa que reporta. 

3. Mes que reporta. 

4. Nombre de: 

- Entidad Federativa: ej. Aguascalientes 

- Municipio: ej. Aguascalientes 

- Localidad: ej. Aguascalientes 

5. Clave de la CLUES 

6. Nombre de la unidad médica 

7. Registrar el presupuesto ejercido por unidad médica para acciones del programa a reportar 

8. Registrar la acción realizada por unidad médica. 

9. Registrar aclaraciones o señalamientos adicionales por parte de la Entidad Federativa. 

10. Registrar el total del presupuesto ejercido en la Entidad Federativa. 

11. Nombre, cargo y firma del Responsable de la elaboración del formato. 

12. Nombre, cargo y firma del Director de Administración o equivalente. 

13. Nombre, cargo y firma del Titular de la Unidad Ejecutora (o su equivalente). 

ANEXO 7 DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS 

PARA LLEVAR A CABO ACCIONES DE INFRAESTRUCTURA, EN LA MODALIDAD DE CONSERVACIÓN Y MANTENIMIENTO EN EL SEGUNDO NIVEL DE ATENCIÓN CON CARGO 

A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E001 “ATENCIÓN A LA SALUD DE PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL” PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, QUE 

CELEBRAN SERVICIOS DE SALUD DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE CHIAPAS, 

EL DÍA 11 DE AGOSTO DE 2023. 
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ANEXO 8 

CIERRE PRESUPUESTARIO DEL EJERCICIO FISCAL 

(INSTRUCTIVO) 

 Se deberá anotar lo siguiente: 

1. Nombre de la Entidad Federativa. 

2. Fecha en que se elaboró el cierre presupuestario del ejercicio fiscal 2023 

3. Registrar la clave de la partida de gasto autorizada para la operación del programa 

4. Registrar el importe total autorizado para la operación del Programa E001. 

5. Registrar el importe total modificado autorizado, resultado de las adecuaciones presupuestarias (aumentos y reducciones por transferencia de recursos entre 
partidas de gasto, por aumentos y reducciones liquidas al presupuesto y por reintegros a la Tesorería de la Federación), por partida de gasto al cierre del 
ejercicio fiscal 2023 

6. Registrar el Importe de las erogaciones realizadas y respaldadas por los documentos comprobatorios, CFDI (PDF y XML), una vez autorizadas y pagadas 
con cargo al presupuesto 2023, por partida de gasto 

7. Registrar el importe de las provisiones de recursos para atender los compromisos derivados de la operación del Programa E001– 2023 (contratos de 
servicios o cualquier otra figura que signifique una obligación de realizar una erogación), siempre que se hubieren contabilizado debida y oportunamente las 
operaciones correspondientes y hayan sido contemplas en su presupuesto. 

8. Registrar el importe del reintegro de los recursos financieros a la Tesorería de la Federación, derivado de la transferencia de recursos federales que, al 31 de 
diciembre del ejercicio fiscal presente, no fueron ejercidos y devengados por la Unidad Ejecutora 

9. Registrar el importe total que resulte de la sumatoria por cada columna de presupuesto y reintegro de recursos financieros 

10. Nombre y cargo del Responsable de la elaboración del formato  

11. Nombre del Director Administrativo (o equivalente). 

12. Titular de la Unidad Ejecutora (o su equivalente). 

ANEXO 8 DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS 
PARA LLEVAR A CABO ACCIONES DE INFRAESTRUCTURA, EN LA MODALIDAD DE CONSERVACIÓN Y MANTENIMIENTO EN EL SEGUNDO NIVEL DE ATENCIÓN CON CARGO 
A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E001 “ATENCIÓN A LA SALUD DE PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL” PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, QUE 
CELEBRAN SERVICIOS DE SALUD DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE CHIAPAS, 
EL DÍA 11 DE AGOSTO DE 2023. 

FIRMAS DE LOS ANEXOS 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7 Y 8 DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES 
CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA LLEVAR A CABO ACCIONES DE INFRAESTRUCTURA, EN LA MODALIDAD DE CONSERVACIÓN Y MANTENIMIENTO EN EL 
SEGUNDO NIVEL DE ATENCIÓN CON CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E001 “ATENCIÓN A LA SALUD DE PERSONAS SIN SEGURIDAD 
SOCIAL” PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, QUE CELEBRAN SERVICIOS DE SALUD DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO 
DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE CHIAPAS, EL DÍA 11 DE AGOSTO DE 2023. 

Por el IMSS-BIENESTAR: Director General, Dr. Alejandro Antonio Calderón Alipi.- Rúbrica.- Titular de la Unidad de Atención a la Salud, Dr. Víctor Hugo Borja 
Aburto.- Rúbrica.- Titular de la Unidad de Infraestructura, Arq. Carlos Sánchez Meneses.- Rúbrica.- Titular de la Unidad de Administración y Finanzas, Lic. Aunard 
Agustín de la Rocha Waite.- Rúbrica.- Por el Gobierno de la Entidad: Secretario de Hacienda, Dr. Javier Jiménez Jiménez.- Rúbrica.- Secretario de Salud y 
Director General del Instituto de Salud, Dr. José Manuel Cruz Castellanos.- Rúbrica. 
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CONVENIO de Coordinación en materia de transferencia de recursos presupuestarios federales con el carácter de 
subsidios para llevar a cabo acciones de infraestructura, en la modalidad de construcción, con cargo a los  
recursos del Programa Presupuestario E001 Atención a la Salud de Personas sin Seguridad Social, para el ejercicio 
fiscal 2023, que celebran Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar  
(IMSS-BIENESTAR) y el Estado de Colima. 

Al margen un logotipo, que dice: Instituto Mexicano del Seguro Social.- Servicios de Salud.-  
IMSS-BIENESTAR. 

CONVENIO: PO-E001-SN-2023-COLIMA-06 

CONVENIO DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS 

FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA LLEVAR A CABO ACCIONES DE INFRAESTRUCTURA, EN LA 

MODALIDAD DE CONSTRUCCIÓN, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E001 

“ATENCIÓN A LA SALUD DE PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL” PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, EN 

ADELANTE “EL PROGRAMA”, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, SERVICIOS DE SALUD DEL INSTITUTO MEXICANO 

DEL SEGURO SOCIAL PARA EL BIENESTAR, AL QUE EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ EL “IMSS-BIENESTAR”, 

REPRESENTADO POR EL DR. ALEJANDRO ANTONIO CALDERÓN ALIPI, EN SU CARÁCTER DE DIRECTOR 

GENERAL, ASISTIDO POR EL DR. VÍCTOR HUGO BORJA ABURTO, TITULAR DE LA UNIDAD DE ATENCIÓN A LA 

SALUD, EL ARQ. CARLOS SÁNCHEZ MENESES, TITULAR DE LA UNIDAD DE INFRAESTRUCTURA Y POR EL  

LIC. AUNARD AGUSTÍN DE LA ROCHA WAITE, TITULAR DE LA UNIDAD DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS, Y POR 

LA OTRA PARTE, EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COLIMA AL QUE EN LO SUCESIVO SE LE 

DENOMINARÁ “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”, REPRESENTADO POR LA C.P. FABIOLA VERDUZCO APARICIO 

SECRETARIA DE PLANEACIÓN, FINANZAS Y ADMINISTRACIÓN Y POR LA DRA. MARTHA JANETH ESPINOSA 

MEJÍA, SECRETARIA DE SALUD Y PRESIDENTA EJECUTIVA DE LOS SERVICIOS DE SALUD DEL ESTADO DE 

COLIMA A QUIENES DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ COMO "LAS PARTES", AL TENOR DE LOS 

ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

1. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce en su artículo 4o., párrafo 
cuarto, el derecho humano que toda persona tiene en nuestro país a la protección de la salud, 
disponiendo que la Ley definirá (i) las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud, 
así como (ii) un sistema de salud para el bienestar, con el fin de garantizar la extensión progresiva, 
cuantitativa y cualitativa de los servicios de salud para la atención integral y gratuita de las personas 
que no cuenten con seguridad social. 

2. En términos de lo señalado en las fracciones I, II y III del artículo 2o. de la Ley General de Salud 
(LGS), ordenamiento reglamentario del referido derecho humano, forman parte de las finalidades del 
derecho a la protección de la salud, (i) el bienestar físico y mental de la persona, para contribuir al 
ejercicio pleno de sus capacidades; (ii) la prolongación y mejoramiento de la calidad de la vida 
humana, y (iii) el disfrute de servicios de salud y de asistencia social que satisfagan eficaz y 
oportunamente las necesidades de la población. 

3. El artículo 3o., fracciones II y II bis, de la LGS prevé que son materia de salubridad general la 
atención médica y la prestación gratuita de los servicios de salud, medicamentos y demás insumos 
asociados para personas sin seguridad social. 

4. El artículo 5o. de la LGS establece que el Sistema Nacional de Salud está constituido, entre otros, 
por las dependencias y entidades de la Administración Pública, tanto Federal como local que presten 
servicios de salud, así como por los mecanismos de coordinación de acciones, y tiene por objeto dar 
cumplimiento al derecho humano a la protección de la salud. 

5. El artículo 6o., fracción I, de la LGS establece que el referido Sistema tiene, entre sus objetivos, 
proporcionar servicios de salud a toda la población y mejorar la calidad de los mismos, atendiendo a 
los problemas sanitarios prioritarios y a los factores que condicionen y causen daños a la salud, con 
especial interés en la promoción, implementación e impulso de acciones de atención integrada de 
carácter preventivo, acorde con la edad, sexo y factores de riesgo de las personas. 

6. El 7 de septiembre de 2022 se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el Acuerdo por el que se 
emite el Programa Estratégico de Salud para el Bienestar. Dicho Programa Estratégico, es un 
programa especial que atiende una de las prioridades del desarrollo integral en materia de salud 
pública del país y define la actuación de las entidades coordinadas del sector y de los organismos 
federales que participan en la implementación de la estrategia de federalización de los servicios de 
salud, con lo cual se busca reivindicar el derecho de toda la población de acceder a una atención a la 



Lunes 30 de octubre de 2023 DIARIO OFICIAL 177 

salud digna, para esto, se considera como uno de sus objetivos centrales, “Mejorar la infraestructura, 
equipamiento para la salud y sistemas de información de los servicios de salud operados por las 
entidades federativas que atienden a las personas sin seguridad social”, planteándose como una de 
sus estrategias, adaptar la infraestructura de salud de manera progresiva de acuerdo con las 
necesidades del Modelo de Atención a la Salud para el Bienestar, para proporcionar servicios de 
salud accesibles y de calidad a las personas sin seguridad social en todos los niveles de atención. 

7. El 25 de octubre de 2022, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el Acuerdo por el que se 

emite el Modelo de Atención a la Salud para el Bienestar (MAS-BIENESTAR), el cual tiene como 

objetivo general, “Desarrollar e implementar un modelo de atención a la salud, basado en la Atención 

Primaria de Salud y las funciones esenciales de la salud pública, centrado en las personas, familias y 

comunidades, a través de la protección y promoción de la salud, la prevención de enfermedades, 

diagnóstico y tratamiento, rehabilitación y cuidados paliativos, considerando la participación 

comunitaria y los determinantes sociales, para proteger el bienestar de la población del país, 

principalmente de las personas sin seguridad social”. 

 Para lograr lo anterior, el MAS-BIENESTAR, toma en cuenta el valor potencial de la Atención 

Primaria de Salud como piedra angular de un sistema de salud sostenible para la cobertura, 

considerando como uno de los pilares fundamentales para ello, el contar con “Servicios de salud 

integrados con énfasis en la atención primaria y las funciones esenciales de la salud pública”, lo que 

requiere, entre otras condiciones, que se cuente con la infraestructura necesaria para tal fin. 

DECLARACIONES 

I. El “IMSS-BIENESTAR” declara que: 

I.1. Es un organismo público descentralizado de la Administración Pública Federal, no sectorizado, 

con personalidad jurídica y patrimonio propio y autonomía técnica, operativa y de gestión, de 

conformidad con los artículos 1o, párrafo tercero, 3o., fracción I y 45 de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal, así como 1 del “Decreto por el que se crea el organismo 

público descentralizado denominado Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro 

Social para el Bienestar (IMSS-BIENESTAR)”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

31 de agosto de 2022, en adelante “DECRETO DE CREACIÓN”. 

I.2. De conformidad con el artículo 2 del DECRETO DE CREACIÓN, tiene por objeto brindar a las 

personas sin afiliación a las instituciones de seguridad social atención integral gratuita médica 

y hospitalaria con medicamentos y demás insumos asociados, bajo criterios de universalidad e 

igualdad, en condiciones que les permitan el acceso progresivo, efectivo, oportuno, de calidad 

y sin discriminación alguna en aquellas entidades federativas con las que celebre convenios de 

coordinación para la transferencia de dichos servicios. 

I.3. El Dr. Alejandro Antonio Calderón Alipi, cuenta con las facultades suficientes para suscribir el 

presente instrumento jurídico, de conformidad con lo establecido en el artículo 15, fracciones I, 

IV y XVIII, del DECRETO DE CREACIÓN, personalidad que acredita en términos del 

nombramiento de 28 de julio de 2023, suscrito por el Presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos, Lic. Andrés Manuel López Obrador. 

I.4. El Dr. Víctor Hugo Borja Aburto, en su carácter de Titular de la Unidad de Atención a la Salud, 

cargo que acredita con copia de su nombramiento, participa en la celebración del presente 

instrumento jurídico en asistencia del Director General, considerando las atribuciones que se le 

confieren en el artículo 25 del Estatuto Orgánico de Servicios de Salud del Instituto Mexicano 

del Seguro Social para el Bienestar. 

I.5. El Arq. Carlos Sánchez Meneses, en su carácter de Titular de la Unidad de Infraestructura, 

cargo que acredita con copia de su nombramiento, participa en la celebración del presente 

instrumento jurídico en asistencia del Director General, considerando las atribuciones que se le 

confieren en el artículo 44 del Estatuto Orgánico de Servicios de Salud del Instituto Mexicano 

del Seguro Social para el Bienestar. 
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I.6. El Lic. Aunard Agustín de la Rocha Waite, en su carácter de Titular de la Unidad de 
Administración y Finanzas, cargo que acredita con copia de su nombramiento, cuenta con las 
facultades suficientes para intervenir en la celebración del presente instrumento jurídico, en 
asistencia del Director General, en términos de lo establecido en el artículo 35 del Estatuto 
Orgánico de Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar, y 
de conformidad con el testimonio de la Escritura Pública número 81,802, de 28 de marzo de 
2023, otorgada ante la fe del Lic. Ignacio Soto Sobreyra y Silva, titular de la Notaría Pública 
número 13 de la Ciudad de México, misma que se encuentra inscrita en el Registro Público de 
Organismos Descentralizados, bajo el folio número 121-7-19042023-180136, de 19 de abril  
de 2023, en cumplimiento a lo ordenado en la fracción IV del artículo 25 de la Ley Federal de 
las Entidades Paraestatales. 

I.7. Para los efectos legales relacionados con este Convenio de Coordinación, señala como 
domicilio el ubicado en calle número 54 de la Calle Gustavo E. Campa, Colonia Guadalupe Inn, 
Demarcación Territorial Álvaro Obregón, Código Postal 01020, en la Ciudad de México. 

II. “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD” declara que: 

II.1. El Estado Libre y Soberano de Colima forma parte de la Federación, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 40, 42, fracción I y 43 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 14 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima 

II.2. La C.P. Fabiola Verduzco Aparicio, Secretaria de Planeación, Finanzas y Administración 
cuenta con las facultades necesarias para suscribir el presente Convenio de Coordinación, de 
conformidad con los artículos 60, 61, 66 y 110, primer párrafo, de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Colima; 1; 8; 12; 17, fracción III; 22; 32, fracción XI; 35, numeral 1, 
fracción XXXIV; transitorios primero, segundo y tercero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo 
y de la Administración Pública del Estado de Colima; 1, 6 y 7, fracción XX, del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Planeación y Finanzas cargo que acredita con copia del 
nombramiento respectivo. 

II.3. La Dra. Martha Janeth Espinosa Mejía, Secretaria de Salud y Presidenta Ejecutiva de los 
Servicios de Salud del Estado de Colima cuenta con las facultades necesarias para suscribir el 
presente Convenio de Coordinación, de conformidad con los artículos 1; 8; 11; 12; 17, fracción 
VII; 22; 32, fracción XI; 39, fracción XXIII, de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo y de la 
Administración Pública del Estado de Colima; artículos 5, fracción I, 9, fracciones I, II, IX y XIV, 
del Decreto número 227 publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Colima" el sábado  
26 de octubre de 1996; y artículos 9, fracciones I, II y IV; 15, fracciones I y VII; y 26 fracción 
XXVI del Reglamento Interior del Organismo Público Descentralizado Servicios de Salud del 
Estado de Colima, publicado en el Periódico Oficial "El Estado de Colima" el 20 de marzo de 
2021 cargos que acredita con copia de los nombramientos respectivos. 

II.4. Sus prioridades para alcanzar los objetivos pretendidos a través del presente instrumento 
jurídico son contribuir, en el marco de “EL PROGRAMA”, a garantizar el acceso efectivo y la 
continuidad en la prestación gratuita de servicios de salud en beneficio de las personas sin 
seguridad social, a través de acciones de infraestructura en salud. 

II.5. Con base en lo dispuesto por el artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, 
“EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”, a través de la Secretaría de Planeación, Finanzas y 
Administración, manifiesta que, en forma previa a la radicación de los recursos, aperturará en 
los términos que se precisan en la cláusula Segunda de este instrumento jurídico, una cuenta 
bancaria productiva, única y específica para este Convenio de Coordinación, en la institución 
bancaria que determine, con la finalidad de que dichos recursos y sus rendimientos financieros 
estén debidamente identificados. 

II.6. Para los efectos legales relacionados con este Convenio de Coordinación, señala como su 
domicilio el ubicado en la calle Juárez No. 235 Zona Centro Colima, Colima; Código Postal 
28000. 

Una vez expuesto lo anterior, y de conformidad con lo establecido en la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, y bajo la consideración de que los subsidios que se otorguen, se ejerzan 
conforme a las disposiciones generales aplicables, “LAS PARTES” están de acuerdo en celebrar el presente 
Convenio de Coordinación en materia de transferencia de recursos presupuestarios federales con el carácter 
de subsidios para el desarrollo de acciones correspondientes a “EL PROGRAMA”, conforme a las 
estipulaciones que se contienen en las siguientes: 
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CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio de Coordinación tiene por objeto establecer los compromisos 
a que se sujetarán “LAS PARTES” para que el “IMSS-BIENESTAR” transfiera a “EL GOBIERNO DE LA 
ENTIDAD” recursos presupuestarios federales con el carácter de subsidios, a efecto de que este último, en el 
marco de “EL PROGRAMA” y con la finalidad de contribuir a garantizar el acceso efectivo y la continuidad en 
la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados dirigidos a las 
personas sin seguridad social, los destine a realizar acciones de infraestructura en salud en la modalidad de 
construcción, en los términos previstos en este instrumento jurídico. 

Para efectos de lo anterior, el ejercicio, comprobación y control de los recursos presupuestarios federales 
que se transfieran en virtud del presente instrumento jurídico, se realizarán de conformidad con lo previsto en 
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, la Ley de Disciplina Financiera de las 
Entidades Federativas y los Municipios, el Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, la Ley de Obras Públicas 
y Servicios Relacionados con las Mismas, las demás disposiciones federales aplicables y en las 
estipulaciones de este Convenio de Coordinación. 

SEGUNDA. TRANSFERENCIA. Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio de Coordinación, 
el “IMSS-BIENESTAR” transferirá a “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”, en una ministración, recursos 
presupuestarios federales con el carácter de subsidios hasta por la cantidad de $8,009,887.50 (Ocho millones 
nueve mil ochocientos ochenta y siete pesos 50/100 M.N.) conforme al capítulo de gasto y partida que se 
señalan en el Anexo 1 del presente Convenio de Coordinación. 

Los recursos presupuestarios federales a que se refiere el párrafo anterior serán transferidos por el  
“IMSS-BIENESTAR” a “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”, dentro del periodo que para tal efecto se precisa en 
el Anexo 1 del presente Convenio de Coordinación. 

Para los efectos anteriores, en términos de lo dispuesto por el artículo 69 de la Ley General de 
Contabilidad Gubernamental, “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”, a través de la Secretaría de Planeación, 
Finanzas y Administración deberá abrir, en forma previa a la radicación de los recursos, una cuenta bancaria 
productiva, única y específica para este Convenio de Coordinación, en la institución bancaria que determine, 
con la finalidad de que dichos recursos y sus rendimientos financieros estén debidamente identificados. 

Una vez radicados los recursos presupuestarios federales en la Secretaría de Planeación, Finanzas y 
Administración, ésta se obliga a ministrarlos íntegramente junto con los rendimientos financieros que se 
generen, a más tardar dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a su recepción, a Servicios de Salud del 
Estado de Colima que tendrá el carácter de Unidad Ejecutora para efectos del presente Convenio 
de Coordinación. 

La Unidad Ejecutora, deberá informar al “IMSS-BIENESTAR”, a través de la Unidad de Infraestructura, a 
más tardar dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a aquél en que concluya el plazo a que se refiere el 
párrafo anterior, la recepción de los recursos transferidos, señalando el monto y fecha de la misma, así como 
el importe de los rendimientos financieros generados que le hayan sido ministrados. Para efecto de que la 
Unidad Ejecutora pueda verificar el cumplimiento de esta obligación, el “IMSS-BIENESTAR” le dará aviso de 
la transferencia de recursos que realice a la Secretaría de Planeación, Finanzas y Administración En caso  
de advertirse algún incumplimiento a lo anterior, el “IMSS-BIENESTAR” lo informará a la Auditoría Superior de 
la Federación, a la Secretaría de la Función Pública y al órgano de interno de control en la Unidad Ejecutora, 
para los efectos legales y administrativos que procedan. 

Para efectos de lo señalado en el párrafo anterior, la Unidad Ejecutora deberá, previamente a la 
ministración de los recursos por parte de la Secretaría de Planeación, Finanzas y Administración abrir una 
cuenta bancaria productiva, única y específica para la recepción, ejercicio, comprobación y cierre 
presupuestario de los recursos referidos, a fin que éstos y sus rendimientos financieros estén en todo 
momento debidamente identificados. 

La no ministración de estos recursos y sus rendimientos financieros por parte de la Secretaría de 
Planeación, Finanzas y Administración a la Unidad Ejecutora en el plazo establecido en el párrafo cuarto  
de esta cláusula, se considerará incumplimiento de este instrumento jurídico, por lo que de actualizarse dicho 
supuesto, el “IMSS-BIENESTAR” podrá solicitar que se reintegren a la Tesorería de la Federación los 
recursos transferidos, así como los rendimientos financieros generados, obligándose “EL GOBIERNO DE LA 
ENTIDAD” a realizar dicho reintegro dentro de los quince (15) días naturales siguientes a la fecha en que sea 
requerida para tal efecto. 

La Secretaría de Planeación, Finanzas y Administración y la Unidad Ejecutora, deberán remitir al  
“IMSS-BIENESTAR” la documentación correspondiente a la apertura de las cuentas a que se refiere esta 
cláusula, en la que se especifique que el destino final de los recursos que se transfieran en virtud del presente 
Convenio de Coordinación, es para el desarrollo de las acciones que corresponden al cumplimiento del objeto 
del presente instrumento jurídico. 
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Los recursos presupuestarios federales que se transfieran en los términos de este Convenio de 
Coordinación no pierden su carácter federal, por lo que en su asignación, ejercicio y comprobación deberán 
observarse las disposiciones jurídicas federales aplicables. 

Asimismo, se acuerda que el monto de los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud del 
presente Convenio de Coordinación no es susceptible de presupuestarse en los ejercicios siguientes, por lo 
que no implica el compromiso de transferencias posteriores ni en ejercicios fiscales subsecuentes. 

Los recursos presupuestarios federales que el “IMSS-BIENESTAR” se compromete a transferir  
a “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD” en virtud del presente Convenio de Coordinación, estarán sujetos a la 
disponibilidad presupuestaria y a las autorizaciones correspondientes, de conformidad con las disposiciones 
jurídicas y administrativas que resulten aplicables. 

TERCERA. VERIFICACIÓN DEL DESTINO DE LOS RECURSOS FEDERALES. Para asegurar la 
transparencia en la aplicación y comprobación de los recursos federales ministrados, “LAS PARTES” 
convienen en sujetarse a lo siguiente: 

I. El “IMSS-BIENESTAR”, por conducto de la Unidad de Infraestructura en lo que concierne a la 
verificación de la ejecución de los trabajos que se realicen en cumplimiento del objeto de este 
instrumento jurídico, y de la Unidad de Administración y Finanzas por lo que hace a la 
comprobación del ejercicio del gasto que deba realizar la Unidad Ejecutora, dentro del marco de 
sus atribuciones y a través de los mecanismos que estas últimas implementen para tal fin, verificará 
(i) el cumplimiento del objetivo, meta e indicadores a que se refiere la cláusula Cuarta de este 
Convenio de Coordinación, y (ii) que los recursos presupuestarios federales señalados en su 
cláusula Segunda sean destinados únicamente para cumplir el objeto del presente instrumento 
jurídico, de conformidad con sus Anexos 2 y 3, sin perjuicio de las atribuciones que en la materia 
correspondan a otras instancias competentes del Ejecutivo Federal. 

II. El “IMSS-BIENESTAR”, a través de la Unidad de Infraestructura, dará seguimiento al avance físico 
y financiero del cumplimiento del objeto del presente instrumento jurídico, a través de los reportes 
de acciones que presente la Unidad Ejecutora en términos de lo estipulado en el presente 
instrumento jurídico. 

III. Las acciones de verificación de la aplicación de los recursos que el “IMSS-BIENESTAR” realice en 
los términos estipulados en el presente instrumento jurídico, no implicará en modo alguno que éste 
pueda participar en los procesos de asignación de los mismos, en virtud de lo cual deberá 
abstenerse de intervenir en los procedimientos de contratación que formalice la Unidad Ejecutora 
para cumplir con el objeto de este instrumento jurídico, así como de interferir de forma alguna en el 
procedimiento y mecanismo de supervisión externo que defina la Unidad Ejecutora durante la 
aplicación de los recursos presupuestarios destinados a su ejecución y demás actividades que se 
realicen para el cumplimiento de las condiciones técnicas, económicas, de tiempo, de cantidad y de 
calidad contratadas. 

IV. El “IMSS-BIENESTAR”, a través de la Unidad de Infraestructura, considerando su disponibilidad de 
recursos humanos y presupuestaria, podrá practicar visitas de supervisión y verificación, a efecto 
de observar la correcta aplicación y seguimiento de los recursos federales transferidos para la 
operación y objeto de “EL PROGRAMA”, y el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el 
presente instrumento jurídico, incluyendo la presentación de los informes que deba rendir la Unidad 
Ejecutora en los términos previstos en el presente instrumento jurídico. Los resultados derivados de 
las visitas de supervisión y verificación, se notificarán a la Unidad Ejecutora para que proceda 
conforme a sus atribuciones. 

 Para efectos de lo señalado en el párrafo anterior, la Unidad Ejecutora estará obligada a otorgar al 
“IMSS-BIENESTAR”, a través del personal que designe; todas las facilidades que resulten 
necesarias. 

V. Para los efectos de las acciones de supervisión y verificación referidas en las fracciones I y IV de la 
presente cláusula, la Unidad Ejecutora al rendir los informes del ejercicio presupuestario, deberá 
exhibir en medio electrónico la documentación escaneada de su original que sustente la correcta 
aplicación de los recursos a que se refiere la cláusula Segunda del presente instrumento jurídico. 

VI. El “IMSS-BIENESTAR”, a través de la Unidad de Infraestructura, en lo que concierne a la 
verificación de la ejecución de los trabajos que se realicen en cumplimiento del objeto de este 
instrumento jurídico, y de la Unidad de Administración y Finanzas por lo que hace a la 
comprobación del ejercicio del gasto que deba realizar la Unidad Ejecutora, podrá en todo 
momento verificar en coordinación con la Unidad Ejecutora, la documentación que permita observar 
el ejercicio de los recursos presupuestarios federales transferidos a “EL GOBIERNO DE LA 
ENTIDAD”, así como los rendimientos financieros generados y podrá solicitar a esta última que 
exhiba el original de los documentos que justifiquen y comprueben el ejercicio de dichos recursos. 
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VII. En caso de presentarse (i) la falta de comprobación de los recursos presupuestarios federales 
transferidos a “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”, así como de sus rendimientos financieros o,  
(ii) no sean ejercidos en los términos estipulados en el presente Convenio de Coordinación, el 
“IMSS-BIENESTAR” podrá solicitar a la Unidad Ejecutora su reintegro a la Tesorería de la 
Federación. En estos supuestos, la Unidad Ejecutora estará obligada a efectuar dicho reintegro 
dentro de los quince (15) días naturales siguientes a la fecha en que el “IMSS-BIENESTAR”  
se lo requiera. 

CUARTA. OBJETIVO, META E INDICADORES. Los recursos a que se refiere la cláusula Segunda del 
presente Convenio de Coordinación tendrán el objetivo, meta e indicadores que se establecen en el Anexo 4 
del presente instrumento jurídico, cuya observancia estará a cargo de la Unidad Ejecutora. 

QUINTA. APLICACIÓN. Los recursos presupuestarios federales a que alude la cláusula Segunda de este 
instrumento jurídico serán destinados por la Unidad Ejecutora en forma exclusiva a realizar en los 
establecimientos de salud que se señalan en el Anexo 2 de este instrumento jurídico las acciones de 
infraestructura que se describen en el mismo, considerando para su ejecución, las partidas de obra que se 
contienen en su Anexo 3, con la finalidad de contribuir a garantizar el acceso efectivo y la continuidad en la 
prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados dirigidos a las personas 
sin seguridad social. 

Los recursos presupuestarios federales que se transfieran en virtud del presente Convenio de 
Coordinación se devengarán conforme a lo establecido en el artículo 175 del Reglamento de la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; se registrarán por “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD” en su 
contabilidad de acuerdo con las disposiciones jurídicas aplicables y se rendirán en su Cuenta Pública, sin que 
por ello pierdan su carácter federal. 

La Unidad Ejecutora podrá ejercer los rendimientos financieros generados en la cuenta bancaria 
productiva, única y específica en la que haya recibido los recursos presupuestarios federales objeto del 
presente instrumento jurídico, exclusivamente para realizar las acciones de infraestructura en las unidades 
médicas que se contienen en el Anexo 2 del presente instrumento jurídico, considerando para su ejecución, 
las partidas de obra que se prevén en el Anexo 3 de este Convenio de Coordinación. 

“EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD” presentará mensualmente, dentro de los (15) primeros días naturales 
de cada mes, un reporte de los rendimientos financieros que generen los recursos presupuestarios federales 
transferidos en virtud del presente instrumento jurídico, conforme al Anexo 5 de este Convenio 
de Coordinación. 

Los remanentes de los recursos presupuestarios federales transferidos a “EL GOBIERNO DE LA 
ENTIDAD”, así como los correspondientes a los rendimientos financieros generados, deberán ser reintegrados 
a la Tesorería de la Federación, en los términos previstos en el artículo 17 de la Ley de Disciplina Financiera 
de las Entidades Federativas y los Municipios, debiendo informarlo al “IMSS-BIENESTAR”, por conducto de la 
Unidad de Infraestructura, de manera escrita y con los documentos soportes correspondientes. 

SEXTA. GASTOS ADMINISTRATIVOS. Los gastos administrativos y demás erogaciones no previstas en 
las partidas de obra que se contienen en el Anexo 3 del presente instrumento jurídico y exclusivamente 
respecto de las unidades que se señalan en el Anexo 2 de este Convenio de Coordinación, deberán ser 
realizados por “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD” con cargo a sus recursos propios. 

SÉPTIMA. OBLIGACIONES DE “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”. Adicionalmente a los compromisos 
establecidos en otras cláusulas del presente Convenio de Coordinación, “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD” se 
obliga a: 

I. Vigilar, a través de la Unidad Ejecutora, el estricto cumplimiento de las disposiciones jurídicas 
aplicables al ejercicio del gasto público federal, obligándose, en consecuencia, a dar aviso a las 
instancias competentes, respecto de cualquier anomalía detectada. 

II. Garantizar en todo momento, a través de la Unidad Ejecutora, que las contrataciones que efectúe 
en cumplimiento del objeto del presente Convenio de Coordinación, cumplan con las disposiciones 
jurídicas federales aplicables. 

III. Responder, a través de la Unidad Ejecutora, por la integración y veracidad de la información 
técnica y financiera que proporcione para el cumplimiento de los compromisos establecidos en el 
presente instrumento jurídico, particularmente, de aquélla generada con motivo de la aplicación, 
seguimiento, control, rendición de cuentas y transparencia de los recursos presupuestarios 
federales transferidos, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 
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IV. Aplicar, a través de la Unidad Ejecutora, los recursos federales transferidos y sus rendimientos 
financieros conforme al objetivo, meta e indicadores previstos en el presente instrumento jurídico. 

V. Por conducto de la Unidad Ejecutora, remitir al “IMSS-BIENESTAR”, a través de la Unidad de 
Infraestructura, en un plazo no mayor a cinco (5) días hábiles posteriores a la recepción de la 
transferencia de los recursos presupuestarios federales referidos en la cláusula Segunda del 
presente Convenio de Coordinación, los comprobantes que acrediten la recepción de dicha 
transferencia, conforme a la normativa aplicable. La documentación comprobatoria a que se refiere 
éste párrafo, deberá remitirse en archivo electrónico con el Comprobante Fiscal Digital por Internet 
(CFDI). 

 Así mismo, la Unidad Ejecutora deberá remitir al “IMSS-BIENESTAR”, a través de la Unidad de 
Infraestructura en un plazo no mayor a cinco (5) días hábiles posteriores a la recepción de la 
ministración realizada por parte de la Secretaría de Planeación, Finanzas y Administración el 
comprobante que acredite la recepción de la ministración, conforme a la normativa aplicable. 

VI. Integrar, por conducto de la Unidad Ejecutora, la información financiera relativa a los recursos 
federales transferidos para la ejecución del objeto del presente Convenio de Coordinación, en los 
términos previstos en el artículo 70 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

VII. Por conducto de la Unidad Ejecutora, remitir a la Unidad de Infraestructura, la información y 
documentación que sustente el avance físico y financiero del cumplimiento del objeto de este 
instrumento jurídico. 

VIII. Por conducto de la Unidad Ejecutora, rendir al “IMSS-BIENESTAR”, a través de la Unidad de 
Infraestructura, informes (i) del ejercicio del gasto de manera mensual, a más tardar el día quince 
(15) de cada mes; (ii) de reporte de acciones, a más tardar el día quince (15) de cada mes, y (iii) de 
cierre del ejercicio, a más tardar el 30 de abril de 2024, conforme a los Anexos 6, 7 y 8 de este 
Convenio de Coordinación, respectivamente. 

IX. Por conducto de la Unidad Ejecutora, rendir al “IMSS-BIENESTAR”, a través de la Unidad de 
Infraestructura, un informe respecto del cumplimiento del objetivo, meta e indicadores referidos en 
la cláusula Cuarta y en el Anexo 4 de este instrumento jurídico, a más tardar el 31 de enero 
de 2024. 

X. Verificar, a través de la Unidad Ejecutora, que la documentación comprobatoria del gasto de los 
recursos presupuestarios federales objeto de este Convenio de Coordinación, cumpla con  
los requisitos fiscales establecidos en las disposiciones federales aplicables, entre otros, aquéllos 
que determinan los artículos 29 y 29-A del Código Fiscal de la Federación, los que deberán 
expedirse a nombre de la Unidad Ejecutora. Conforme a lo anterior, dicha documentación deberá 
contar con el archivo electrónico CFDI correspondiente, salvo en los casos de excepción previstos 
por las leyes aplicables, en los que se deberán atender las disposiciones especiales para su 
comprobación. En tal virtud, la Unidad Ejecutora deberá remitir al “IMSS-BIENESTAR”, a través de 
la Unidad Infraestructura, el archivo electrónico con la Verificación de Comprobantes Fiscales 
Digitales por Internet, emitido por el Servicio de Administración Tributaria. 

 En consecuencia, la autenticidad de la documentación justificativa y comprobatoria de los recursos 
federales erogados, será responsabilidad de la Unidad Ejecutora. 

XI. Mantener bajo su custodia, a través de la Unidad Ejecutora, la documentación justificativa y 
comprobatoria original que sustente la erogación de los recursos presupuestarios federales 
transferidos en virtud del presente Convenio de Coordinación, obligándose a exhibirla en cualquier 
momento que le sea requerida por el “IMSS-BIENESTAR” y, en su caso, por los órganos 
fiscalizadores competentes, además de proporcionar la información adicional que estos últimos 
le requieran. 

XII. Por conducto de la Unidad Ejecutora, cancelar, conforme a lo señalado en la fracción II del artículo 
70 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, la documentación justificativa y 
comprobatoria de los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud del presente 
Convenio de Coordinación, con la leyenda “Operado con recursos presupuestarios federales del 
programa E001 “Atención a la salud de personas sin seguridad social del ejercicio fiscal 2023”. 
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XIII. La Unidad Ejecutora, deberá reportar al “IMSS-BIENESTAR”, a través de la Unidad de 
Infraestructura el seguimiento mensual, dentro de los primeros quince (15) días de cada mes, del 
avance en el cumplimiento del objetivo, meta e indicadores y el resultado de las acciones que lleve 
a cabo, en cumplimiento del objeto de este Convenio de Coordinación. 

XIV. Mantener actualizada, por conducto de la Unidad Ejecutora, la información relativa al cumplimiento 
del objetivo, meta e indicadores a los que se destinen los recursos presupuestarios federales 
transferidos. 

XV. Proporcionar, por conducto de la Unidad Ejecutora, la información y documentación que el  
“IMSS-BIENESTAR”, a través de la Unidad de Infraestructura, le solicite en las visitas de 
supervisión y verificación que este último opte por realizar, para observar el cumplimiento de las 
obligaciones establecidas en el presente instrumento jurídico, así como que los recursos federales 
transferidos con motivo del mismo, sean destinados únicamente para el cumplimiento de su objeto. 

XVI. Informar, por conducto de la Unidad Ejecutora, sobre la suscripción de este Convenio de 
Coordinación a los órganos de control y de fiscalización de “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD” y 
entregarles copia del mismo. 

XVII. Difundir en la página de Internet de la Unidad Ejecutora el presente Convenio de Coordinación, así 
como los conceptos financiados con los recursos federales transferidos en virtud del mismo, 
incluyendo los avances y resultados financieros, en los términos de las disposiciones aplicables. 

XVIII. Gestionar, por conducto de la Unidad Ejecutora, la publicación del presente instrumento jurídico en 
el órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD”. 

OCTAVA. OBLIGACIONES DEL “IMSS-BIENESTAR”. Adicionalmente a los compromisos establecidos en 
otras cláusulas del presente Convenio de Coordinación, el “IMSS-BIENESTAR” se compromete a: 

I. Por conducto de la Coordinación de Finanzas, transferir a “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”, con 
el carácter de subsidios, los recursos presupuestarios federales a que se refiere el presente 
Convenio de Coordinación, dentro del periodo previsto en su Anexo 1. 

II. Verificar, en el ámbito de sus atribuciones y conforme a su capacidad operativa, a través de la 
Unidad de Infraestructura, que los recursos presupuestarios federales que en virtud de este 
instrumento jurídico se transfieran, sean aplicados únicamente para la realización del objeto del 
mismo, sin perjuicio de las atribuciones que en la materia correspondan a otras instancias 
competentes de la Federación y/o de “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”. 

III. Por conducto de la Unidad de Infraestructura, solicitar a la Unidad Ejecutora que ésta entregue un 
informe del cumplimiento del objetivo, meta e indicadores referidos en la cláusula Cuarta y en el 
Anexo 4 de este instrumento, a más tardar el 31 de enero de 2024. 

IV. Dar seguimiento, a través de la Unidad de Infraestructura, al ejercicio de los recursos 
presupuestarios federales transferidos y rendimientos financieros generados, con base en los 
informes que la Unidad Ejecutora rinda en los términos previstos en este Convenio de 
Coordinación. 

V. Solicitar, a través de la Unidad de Infraestructura, la documentación justificativa y comprobatoria del 
gasto de los recursos presupuestarios federales transferidos, que la Unidad Ejecutora debe 
presentar en términos de lo estipulado en el presente Convenio de Coordinación. 

VI. Verificar, a través de la Unidad de Infraestructura, que “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD” efectúe el 
reintegro de los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud del presente Convenio de 
Coordinación, cuando (i) después de radicados a la Secretaría de Planeación, Finanzas y 
Administración no hayan sido ministrados a la Unidad Ejecutora en el plazo convenido en este 
instrumento jurídico; (ii) una vez ministrados a la Unidad Ejecutora, el “IMSS-BIENESTAR”, por 
conducto de la Unidad de Infraestructura, lo requiera por su falta de comprobación, o por no haber 
sido ejercidos en los términos del presente Convenio de Coordinación, (iii) al cierre del ejercicio 
fiscal, en los términos dispuestos en el artículo 17 de la Ley de Disciplina Financiera de las 
Entidades Federativas y de los Municipios. 

VII. Presentar el Informe de la Cuenta de la Hacienda Pública Federal y los demás informes que sean 
requeridos, sobre la aplicación de los recursos transferidos con motivo del presente Convenio de 
Coordinación. 

VIII. Dar seguimiento mensual, en coordinación con la Unidad Ejecutora, sobre el avance en el 
cumplimiento de la realización de las acciones objeto del presente instrumento jurídico. 
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IX. Realizar, en el ámbito de su competencia, la supervisión, verificación, seguimiento y evaluación de 
los recursos presupuestarios federales que, en virtud de este instrumento, sean ministrados  
a “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables en 
materia del ejercicio del gasto público federal. 

X. Realizar las gestiones necesarias para la publicación del presente instrumento jurídico en el Diario 
Oficial de la Federación. 

XI. Difundir, en la página de Internet del “IMSS-BIENESTAR”, el presente Convenio de Coordinación. 

NOVENA. ACCIONES DE VERIFICACIÓN, SEGUIMIENTO, EVALUACIÓN, CONTROL Y 
FISCALIZACIÓN. “LAS PARTES” acuerdan que la verificación, seguimiento y evaluación del ejercicio de los 
recursos presupuestarios federales transferidos por el “IMSS-BIENESTAR” a “EL GOBIERNO DE LA 
ENTIDAD” con motivo del presente instrumento jurídico, corresponderá a “LAS PARTES” en los términos 
estipulados en el mismo y de conformidad con lo establecido en las disposiciones jurídicas aplicables. 

Asimismo, se obligan a que, cuando los servidores públicos que participen en la ejecución del presente 
Convenio de Coordinación detecten que los recursos presupuestarios federales transferidos han sido 
destinados a fines distintos a los estipulados en este instrumento jurídico, lo harán del conocimiento de 
manera inmediata de la Auditoría Superior de la Federación, de la Secretaría de la Función Pública, de la 
Contraloría General del Estado de Colima y, en su caso, del ministerio público que resulte competente. 

DÉCIMA. RESPONSABILIDAD LABORAL. Queda expresamente estipulado por "LAS PARTES", que el 
personal contratado, empleado o comisionado por cada una de ellas para dar cumplimiento al presente 
instrumento jurídico, guardará relación laboral únicamente con aquélla que lo contrató, empleó o comisionó, 
por lo que asumen plena responsabilidad por este concepto, sin que en ningún caso, la otra parte pueda ser 
considerada como patrón sustituto o solidario, obligándose en consecuencia, cada una de ellas, a sacar a la 
otra, en paz y a salvo, frente a cualquier reclamación o demanda, que su personal pretendiese interponer en 
su contra, deslindándose desde ahora de cualquier responsabilidad de carácter laboral, civil, penal, 
administrativa o de cualquier otra naturaleza jurídica que en ese sentido se les quiera fincar. 

DÉCIMA PRIMERA. COMISIÓN DE EVALUACIÓN Y SEGUIMIENTO. Para el adecuado desarrollo del 
objeto del presente instrumento, “LAS PARTES” constituyen, en este acto, una Comisión de Evaluación y 
Seguimiento integrada por un representante del “IMSS-BIENESTAR” y uno del “GOBIERNO DE LA 
ENTIDAD”, cuyas funciones serán las siguientes: 

a) Solucionar cualquier circunstancia no prevista en el presente instrumento jurídico. 

b) Resolver las controversias o conflictos que se susciten con motivo de la interpretación o 
cumplimiento de este Convenio. 

c) Establecer las medidas o mecanismos que permitan atender las circunstancias especiales, caso 
fortuito o de fuerza mayor, para la realización del objeto previsto en el presente instrumento jurídico. 

d) Las demás que acuerden “LAS PARTES”. 

El “IMSS-BIENESTAR” designa como integrante de la Comisión de Evaluación y Seguimiento a la persona 
Titular de la Unidad de Infraestructura. 

Por parte de “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD” participará como integrante de la Comisión de Evaluación 
y Seguimiento la persona servidora pública que designe la persona Titular de la Unidad Ejecutora, quien 
deberá tener un nivel jerárquico inmediato inferior. 

DÉCIMA SEGUNDA. VIGENCIA. El presente Convenio de Coordinación surtirá sus efectos a partir de la 
fecha de su suscripción y se mantendrá en vigor hasta el 31 de diciembre de 2023, sin perjuicio de las 
acciones de comprobación del ejercicio del gasto que se realicen con posterioridad en los términos 
convenidos en el mismo, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables. 

DÉCIMA TERCERA. MODIFICACIONES. “LAS PARTES” acuerdan que el presente Convenio de 
Coordinación podrá modificarse de común acuerdo para lo cual deberán formalizar el convenio modificatorio 
respectivo. Las modificaciones al Convenio de Coordinación obligarán a sus signatarios a partir de la fecha de 
su firma y deberán publicarse en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano de difusión oficial  
de “EL GOBIERNO DE LA ENTIDAD”. 

DÉCIMA CUARTA. CASO FORTUITO Y FUERZA MAYOR. En circunstancias especiales originadas por 
caso fortuito o fuerza mayor, para la realización del objeto previsto en este instrumento jurídico,  
“LAS PARTES” convienen en aplicar las medidas o mecanismos que se acuerden a través de la Comisión de 
Evaluación y Seguimiento señalada en la cláusula Décima Primera de este instrumento jurídico, mismas que 
de ser necesarias, darán lugar a suscribir el convenio modificatorio correspondiente en los términos que se 
señalan en la cláusula que antecede. 
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DÉCIMA QUINTA. CAUSAS DE TERMINACIÓN ANTICIPADA. El presente Convenio de Coordinación 
podrá darse por terminado anticipadamente por cualquiera de las causas siguientes: 

I. Por acuerdo de “LAS PARTES”. 

II. Por no existir la disponibilidad presupuestaria para hacer frente a los compromisos que adquiere el 
“IMSS-BIENESTAR”. 

III. Por caso fortuito o fuerza mayor. 

DÉCIMA SEXTA. CAUSAS DE RESCISIÓN. El presente Convenio de Coordinación podrá rescindirse por 
el incumplimiento de las obligaciones contraídas en el presente instrumento jurídico. 

DÉCIMA SÉPTIMA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” manifiestan que el presente 
Convenio de Coordinación se celebra de buena fe por lo que, en caso de presentarse algún conflicto o 
controversia con motivo de su interpretación o cumplimiento, lo resolverán de común acuerdo mediante la 
Comisión de Evaluación y Seguimiento descrita en la cláusula Décima Primera del presente instrumento 
jurídico. 

En caso de subsistir la controversia, “LAS PARTES” acuerdan someterse a la jurisdicción de los Tribunales 
Federales competentes con sede en la Ciudad de México, por lo que renuncian expresamente a cualquier 
fuero que pudiere corresponderles en razón de sus domicilios presentes o futuros. 

DÉCIMA OCTAVA. AVISOS, COMUNICACIONES Y NOTIFICACIONES. “LAS PARTES” convienen en 
que todos los avisos, comunicaciones y notificaciones que se realicen con motivo del presente instrumento, se 
llevarán a cabo por escrito en los domicilios establecidos en el apartado de Declaraciones del mismo, así 
como en las direcciones electrónicas que las mismas designen para tales efectos, atendiendo los principios de 
inmediatez. 

En caso de que “LAS PARTES” cambien de domicilio, se obligan a dar el aviso correspondiente a la otra, 
con quince (15) días hábiles de anticipación a que dicho cambio de ubicación se lleve a cabo, de lo contrario 
se tomará como válido el domicilio expresado en el apartado de Declaraciones del presente instrumento. Para 
el caso de cambio de dirección electrónica, dicho cambio deberá notificarlo por escrito y/o vía oficial signada 
por las “LAS PARTES”. 

DÉCIMA NOVENA. VICIOS DEL CONSENTIMIENTO. “LAS PARTES” manifiestan que en la celebración 
del presente Convenio de Coordinación no ha habido error, dolo o mala fe, lesión o vicios que afecten el 
consentimiento. 

VIGÉSIMA. ANEXOS. “LAS PARTES” reconocen como parte integrante del presente Convenio de 
Coordinación los anexos que a continuación se indican. Dichos anexos tendrán la misma fuerza legal que el 
presente instrumento jurídico. 

ANEXOS 

Anexo 1. MONTO DE LOS RECURSOS Y PERIODO DE TRANSFERENCIA 

Anexo 2 ESTABLECIMIENTOS DE SALUD OBJETO DE APOYO 

Anexo 3 PARTIDAS DE OBRA 

Anexo 4  OBJETIVO, META E INDICADORES 

Anexo 5.  REPORTE DE RENDIMIENTOS FINANCIEROS 

Anexo 6.  FORMATO PARA CERTIFICACIÓN DE GASTO 

Anexo 7.  REPORTE DE ACCIONES 

Anexo 8. CIERRE PRESUPUESTARIO 

Leído el presente Convenio de Coordinación, estando debidamente enteradas las partes de su contenido y 
alcance legal, lo firman por sextuplicado, en la Ciudad de México, el 11 de agosto de 2023.- Por el  
IMSS-BIENESTAR: Director General, Dr. Alejandro Antonio Calderón Alipi.- Rúbrica.- Titular de la Unidad 
de Atención a la Salud, Dr. Víctor Hugo Borja Aburto.- Rúbrica.- Titular de la Unidad de Infraestructura,  
Arq. Carlos Sánchez Meneses.- Rúbrica.- Titular de la Unidad de Administración y Finanzas, Lic. Aunard 
Agustín de la Rocha Waite.- Rúbrica.- Por el Gobierno de la Entidad: Secretaria de Planeación, Finanzas y 
Administración, C.P. Fabiola Verduzco Aparicio.- Rúbrica.- Secretaria de Salud y Presidenta Ejecutiva de los 
Servicios de Salud del Estado de Colima, Dra. Martha Janeth Espinosa Mejía.- Rúbrica. 
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ANEXO 1 
MONTO DE LOS RECURSOS Y PERIODO DE TRANSFERENCIA 

(Capítulo 4000 “Transferencias, Asignaciones, Subsidios y Otras Ayudas) 

Partida de Gasto Importe Total Periodo de Transferencia 

43401 $8,009,887.50 A partir del mes de agosto de 2023

 
ANEXO 1 DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS 

PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA LLEVAR A CABO ACCIONES DE 
INFRAESTRUCTURA, EN LA MODALIDAD DE CONSTRUCCIÓN, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA 
PRESUPUESTARIO E001 “ATENCIÓN A LA SALUD DE PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL”, PARA EL EJERCICIO 
FISCAL 2023, QUE CELEBRAN SERVICIOS DE SALUD DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL PARA EL 
BIENESTAR Y EL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COLIMA EL DÍA 11 DE AGOSTO DE 2023. 

 
ANEXO 2 

ESTABLECIMIENTOS DE SALUD OBJETO DEL APOYO 

N° NOMBRE UNIDAD DIRECCIÓN ACCIÓN DE 
INFRAESTRUCTURA MONTO 

01 Centro de Salud Zacualpan 
Calle Rosa Morada S/N. Pueblo 

Zacualpan 
C.P. 28450 

Construcción $8,009,887.50

    $8,009,887.50

 
ANEXO 2 DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS 

PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA LLEVAR A CABO ACCIONES DE 
INFRAESTRUCTURA, EN LA MODALIDAD DE CONSTRUCCIÓN, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA 
PRESUPUESTARIO E001 “ATENCIÓN A LA SALUD DE PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL” PARA EL EJERCICIO 
FISCAL 2023, QUE CELEBRAN SERVICIOS DE SALUD DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL PARA EL 
BIENESTAR Y EL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COLIMA, EL DÍA 11 DE AGOSTO DE 2023. 

 
ANEXO 3 

PARTIDAS DE OBRA 

1 Preliminares 

2 Azotea 

3 Cimentación 

4 Estructura 

5 Albañilería 

6 Acabados 

7 Carpintería 

8 Cancelería 

9 Señalética 

10 Obra exterior 

11 Planta de tratamiento 

12 Cisterna 

13 Voz y datos 

14 Sistema contra incendios 

15 Aire acondicionado 

16 Instalación Hidráulico 

17 Instalación Sanitario 

18 Instalaciones especiales 

19 Instalación de Gas L.P. y Natural 

20 Instalación Eléctrica (baja tensión, media tensión, alta tensión…) 

 
ANEXO 3 DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS 

PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA LLEVAR A CABO ACCIONES DE 
INFRAESTRUCTURA, EN LA MODALIDAD DE CONSTRUCCIÓN, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA 
PRESUPUESTARIO E001 “ATENCIÓN A LA SALUD DE PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL” PARA EL EJERCICIO 
FISCAL 2023, QUE CELEBRAN SERVICIOS DE SALUD DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL PARA EL 
BIENESTAR Y EL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COLIMA, EL DÍA 11 DE AGOSTO DE 2023. 
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ANEXO 4 

INDICADORES DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN 

INSTRUCTIVO 

Se deberá anotar lo siguiente: 

1 Nombre de la Entidad Federativa. 

2 Fecha en que se elaboró el reporte. 

3 El mes que reporta. 

4 Monto ejercido, importe de las erogaciones realizadas, respaldas por los documentos comprobatorios presentados a las dependencias una vez autorizadas 

para su pago. 

5 Monto trasferido el monto trasferido por el IMSS-BIENESTAR a la Entidad Federativa para ejercer un ejercicio fiscal, a través de la firma del Convenio de 

Colaboración. 

6 Resultado de dividir el monto ejercido entre el monto transferido y el multiplicado por 100. 

7 Número de Unidades Médicas a las que se les concluyo acciones de infraestructura física programada. 

8 Número de Unidades Médicas a las que se les programó acciones de infraestructura física. 

9 Resultado de dividir el número de Unidades Médicas a las que se les concluyo acciones de infraestructura entre el número médicas programadas para 

acciones de infraestructura multiplicado por 100. 

10 Nombre, cargo y firma del Responsable de la elaboración del formato. 

11 Nombre, cargo y firma del Director de Administración (o equivalente). 

12 Nombre y firma del Titular de la Unidad Ejecutora (o equivalente). 

ANEXO 4 DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS 

PARA LLEVAR A CABO ACCIONES DE INFRAESTRUCTURA, EN LA MODALIDAD DE CONSTRUCCIÓN, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO 

E001 “ATENCIÓN A LA SALUD DE PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL”, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, QUE CELEBRAN SERVICIOS DE SALUD DEL INSTITUTO 

MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL PARA EL BIENESTAR Y EL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COLIMA, EL DÍA 11 DE AGOSTO DE 2023. 
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ANEXO 5 

REPORTE DE RENDIMIENTOS FINANCIEROS 

(INSTRUCTIVO) 

Se deberá anotar lo siguiente: 

1. Nombre de la Entidad Federativa. 

2. Trimestre que reporta (T1, T2, T3 y T4 o, en su caso Ene-Mar, Abr-Jun, Jul-Sep., y Oct-Dic). 

3. Registrar el número de cuenta productiva de la Secretaría de Finanzas (o su equivalente). 

4. Registrar el número de cuenta productiva de los Servicios Estatales de Salud y/o Unidad Ejecutora. 

5. Importe de los Rendimientos Financieros del mes que se reporta, correspondientes a la cuenta productiva de la Secretaría de Finanzas (o su equivalente), por 
lo que, deberá anexar en el reporte mes en medio electrónico el estado de cuenta mensualmente con todas las fojas que la integran. 

6. Importe de los Rendimientos Financieros del mes que se reporta, correspondientes a la cuenta productiva de los Servicios Estatales de Salud y/o Unidad 
Ejecutora, por lo que, deberá anexar en el reporte trimestral en medio electrónico los estados de cuenta mensualmente con todas las fojas que la integran. 

7. Registrar el importe que resulte de sumar los rendimientos financieros de la Secretaría de Finanzas (o su equivalente) más los generados en los Servicios 
Estatales de Salud y/o Unidad Ejecutora por el mes que se reporta. 

8. Registrar el importe que resulte de la sumatoria de los rendimientos financieros generados durante el presente ejercicio fiscal, correspondientes a la Secretaría 
de Finanzas (o su equivalente). 

9. Registrar el importe que resulte de la sumatoria de los rendimientos financieros generados durante el presente ejercicio fiscal, correspondientes a los Servicios 
Estatales de Salud y/o Unidad Ejecutora. 

10. Registrar el importe total de los rendimientos financieros por la Secretaría de Finanzas (o su equivalente) más los generados por los Servicios Estatales de 
Salud y/o Unidad Ejecutora. 

11. Nombre y cargo del Responsable de la elaboración del formato. 

12. Nombre del Director de Administración o equivalente. 

13. Nombre del Titular de la Unidad Ejecutora (o su equivalente). 

Nota: La Unidad Ejecutora deberá de presentar de manera mensual el registro y control del Formato “Reporte de Rendimientos Financieros” ante el IMSS-
BIENESTAR, acompañado de los estados de cuenta bancarios de la Secretaría de Finanzas (o su equivalente) y de la Unidad Ejecutora. 

ANEXO 5 DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS 

PARA LLEVAR A CABOACCIONES DE INFRAESTRUCTURA, EN LA MODALIDAD DE CONSTRUCCIÓN, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO 

E001 “ATENCIÓN A LA SALUD DE PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL”, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, QUE CELEBRAN SERVICIOS DE SALUD DEL INSTITUTO 

MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL PARA EL BIENESTAR Y EL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COLIMA, EL DÍA 11 DE AGOSTO DE 2023. 
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ANEXO 6 

FORMATO PARA CERTIFICACIÓN DE GASTO 

(INSTRUCTIVO) 

 Se deberá anotar lo siguiente: 

1. Nombre de la Entidad Federativa. 

2. Fecha en que se elaboró el reporte de certificación de gasto. 

3. Mes que reporta del ejercicio gasto. 

4. Clave de la Partida de gasto ejercida. 

5. Número del Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI). 

6. Monto o importe ejercido por CFDI. 

7. Concepto específico del monto ejercido. 

8. Número de Póliza Cheque y/o Transferencia Electrónica del pago efectuado. 

9. Fecha de elaboración de la Póliza de Cheque y/o Transferencia Electrónica. 

10. Clave de la CLUES de la unidad médica en la que se ejerció el concepto de gasto. 

11. Nombre de la unidad médica en la que se ejerció el concepto de gasto. 

12. Observaciones: esta columna la podrá utilizar para complementar la información o describir el estatus del ejercicio del gasto, entre otras. 

13. Suma total de los importes ejercidos por unidad médica o CLUES por mes que se reporta. 

14. Nombre, cargo y firma del responsable de la elaboración del formato. 

15. Nombre, cargo y firma del Director de Administración (o equivalente). 

16. Nombre, cargo y firma del Titular de la Unidad Ejecutora. 

ANEXO 6 DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS 

PARA LLEVAR A CABO ACCIONES DE INFRAESTRUCTURA, EN LA MODALIDAD DE CONSTRUCCIÓN, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO 

E001 “ATENCIÓN A LA SALUD DE PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL”, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, QUE CELEBRAN SERVICIOS DE SALUD DEL INSTITUTO 

MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL PARA EL BIENESTAR Y EL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COLIMA, EL DÍA 11 DE AGOSTO DE 2023. 
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ANEXO 7 

REPORTE DE ACCIONES 

(INSTRUCTIVO) 

Se deberá anotar lo siguiente: 

1. Nombre de la Entidad Federativa. 

2. Nombre del Programa que reporta. 

3. Mes que reporta. 

4. Nombre de: 

- Entidad Federativa: ej. Aguascalientes 

- Municipio: ej. Aguascalientes 

- Localidad: ej. Aguascalientes 

5. Clave de la CLUES 

6. Nombre de la unidad médica 

7. Registrar el presupuesto ejercido por unidad médica para acciones del programa a reportar 

8. Registrar la acción realizada por unidad médica. 

9. Registrar aclaraciones o señalamientos adicionales por parte de la Entidad Federativa. 

10. Registrar el total del presupuesto ejercido en la Entidad Federativa. 

11. Nombre, cargo y firma del Responsable de la elaboración del formato. 

12. Nombre, cargo y firma del Director de Administración o equivalente. 

13. Nombre, cargo y firma del Titular de la Unidad Ejecutora (o su equivalente). 

ANEXO 7 DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS 

PARA LLEVAR A CABO ACCIONES DE INFRAESTRUCTURA, EN LA MODALIDAD DE CONSTRUCCIÓN, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO 

E001 “ATENCIÓN A LA SALUD DE PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL”, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, QUE CELEBRAN SERVICIOS DE SALUD DEL INSTITUTO 

MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL PARA EL BIENESTAR Y EL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COLIMA, EL DÍA 11 DE AGOSTO DE 2023. 
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ANEXO 8 

CIERRE PRESUPUESTARIO 

(INSTRUCTIVO) 

 Se deberá anotar lo siguiente: 

1. Nombre de la Entidad Federativa. 

2. Fecha en que se elaboró el cierre presupuestario del ejercicio fiscal 2023 

3. Registrar la clave de la partida de gasto autorizada para la operación del programa E001 

4. Registrar el importe total autorizado para la operación del Programa E001. 

5. Registrar el importe total modificado autorizado, resultado de las adecuaciones presupuestarias (aumentos y reducciones por transferencia de recursos entre 
partidas de gasto, por aumentos y reducciones liquidas al presupuesto y por reintegros a la Tesorería de la Federación), por partida de gasto al cierre del 
ejercicio fiscal 2023 

6. Registrar el Importe de las erogaciones realizadas y respaldadas por los documentos comprobatorios, CFDI (PDF y XML), una vez autorizadas y pagadas 
con cargo al presupuesto 2023, por partida de gasto 

7. Registrar el importe de las provisiones de recursos para atender los compromisos derivados de la operación del Programa E001 – 2023 (contratos de 
servicios o cualquier otra figura que signifique una obligación de realizar una erogación), siempre que se hubieren contabilizado debida y oportunamente las 
operaciones correspondientes y hayan sido contemplas en su presupuesto. 

8. Registrar el importe del reintegro de los recursos financieros a la Tesorería de la Federación, derivado de la transferencia de recursos federales que, al 31 de 
diciembre del ejercicio fiscal presente, no fueron ejercidos y devengados por la Unidad Ejecutora 

9. Registrar el importe total que resulte de la sumatoria por cada columna de presupuesto y reintegro de recursos financieros 

10. Nombre y cargo del Responsable de la elaboración del formato  

11. Nombre del Director Administrativo (o equivalente). 

12. Titular de la Unidad Ejecutora (o su equivalente). 

ANEXO 8 DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS 
PARA LLEVAR A CABO ACCIONES DE INFRAESTRUCTURA, EN LA MODALIDAD DE CONSTRUCCIÓN, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO 
E001 “ATENCIÓN A LA SALUD DE PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL”, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, QUE CELEBRAN SERVICIOS DE SALUD DEL INSTITUTO 
MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL PARA EL BIENESTAR Y EL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COLIMA, EL DÍA 11 DE AGOSTO DE 2023. 

FIRMAS DE LOS ANEXOS 1, 2, 3, 4, 5 ,6 ,7 Y 8 DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES 
CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA LLEVAR A CABO ACCIONES DE INFRAESTRUCTURA, EN LA MODALIDAD DE CONSTRUCCIÓN, CON CARGO A LOS RECURSOS 
DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E001 “ATENCIÓN A LA SALUD DE PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL”, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, QUE CELEBRAN SERVICIOS 
DE SALUD DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL PARA EL BIENESTAR Y EL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COLIMA, EL DÍA 11 DE AGOSTO  
DE 2023. 

Por el IMSS-BIENESTAR: Director General, Dr. Alejandro Antonio Calderón Alipi.- Rúbrica.- Titular de la Unidad de Atención a la Salud, Dr. Víctor Hugo Borja 
Aburto.- Rúbrica.- Titular de la Unidad de Infraestructura, Arq. Carlos Sánchez Meneses.- Rúbrica.- Titular de la Unidad de Administración y Finanzas, Lic. Aunard 
Agustín de la Rocha Waite.- Rúbrica.- Por el Gobierno de la Entidad: Secretaria de Planeación, Finanzas y Administración, C.P. Fabiola Verduzco Aparicio.- 
Rúbrica.- Secretaria de Salud y Presidenta Ejecutiva de los Servicios de Salud del Estado de Colima, Dra. Martha Janeth Espinosa Mejía.- Rúbrica. 
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PODER JUDICIAL 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 

SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de 
Inconstitucionalidad 122/2021 y su acumulada 125/2021, así como los Votos Particular del señor Ministro Arturo 
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Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos. 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 122/2021 Y SU 
ACUMULADA 125/2021 

PROMOVENTES: INSTITUTO NACIONAL DE 
TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN Y 
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES; Y COMISIÓN 
NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 

PONENTE: MINISTRA YASMÍN ESQUIVEL MOSSA 

COTEJÓ 

SECRETARIO: JUVENAL CARBAJAL DÍAZ 

SECRETARIO AUXILIAR: RODRIGO ARTURO CUEVAS Y MEDINA 

Colaboró: Luisa Ximena Cristóbal Barrera 

INDICE TEMÁTICO 

 Apartado Criterio y decisión Págs. 

I. COMPETENCIA 
El Tribunal Pleno es competente para conocer y 
resolver el presente asunto.  

21-22 

II. OPORTUNIDAD 
La demanda es oportuna, pues se presentó dentro 
del plazo legal de treinta días hábiles posteriores a 
la publicación de las normas impugnadas. 

22-24 

III. LEGITIMACIÓN 

Las demandas acumuladas fueron presentadas 
por órganos legitimados, el INAI y la CNDH, los 
cuales comparecieron por conducto de los 
funcionarios que legalmente los representan y 
acreditaron su personalidad.  

24-27 

IV. 
PRECISIÓN DE LAS NORMAS 

IMPUGNADAS 

El INAI combate los artículos 4o, fracción XLVI, 
11, fracción IV, 39, último párrafo, 65, 
fracciones VIII y IX y su párrafo tercero, en su 
porción normativa: “que forme parte del 
Registro Estatal”, el Capítulo V “Registro 
Estatal de Archivo” del Título IV; 77, 78, 79, 80, 
87, segundo párrafo, 103, párrafo primero, 104, 
fracción I, 105, 106, fracción V, 107, fracciones 
II, III y IV, 108, 109, Cuarto Transitorio, Octavo 
Transitorio y Décimo Tercero Transitorio, de la 
Ley Número 794 de Archivos del Estado de 
Guerrero y sus Municipios, publicada en la Edición 
No. 59 del Periódico Oficial de la entidad 
federativa, el veintitrés de julio de dos mil 
veintiuno; asimismo, alega que el legislador 
guerrerense incurrió en omisiones con respecto a 
las previsiones establecidas en la Ley General que 
rige esa materia. 

Por su parte, la CNDH combate de manera 
específica el artículo 106, fracciones I, en la 
porción normativa “por nacimiento” y III, de la 
citada Ley local. 

27-28 
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V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA 

Las partes no alegaron causal alguna; no 

obstante, se advierte que no han cesado los 

efectos del artículo Octavo Transitorio de la 

Ley local impugnada, en tanto que no se ha 

satisfecho su contenido material, debido a que aún 

subsiste, a nivel legal, la sectorización del Archivo 

General del Estado de Guerrero a la Secretaría de 

Gobierno local, dependiente del Ejecutivo de la 

entidad; por lo que no ha lugar a sobreseer en 

la acción respecto de dicho precepto. 

28-32 

VI. ESTUDIO DE FONDO  32-144 

 

VI.1. Parámetro de regularidad 

constitucional en materia de 

Archivos. 

Se retoman las consideraciones sustentadas por 

este Tribunal Pleno en diversos precedentes en 

materia de archivos. 

34-41 

 
VI.2. Existencia de un Registro 

Estatal de Archivos 

Es fundado el concepto de invalidez del INAI, pues 

al legislador local no le es disponible crear un 

Registro Estatal, ya que al hacerlo duplica 

funciones e información, siendo que la Ley 

General prevé la existencia un Registro Nacional. 

Así, lo procedente es declarar la invalidez de los 

artículos 4, fracción XLVI; 11, fracción IV, en su 

porción normativa: “en el Registro Estatal y”; 65, 

párrafo tercero, en su porción normativa: “que 

forme parte del Registro Estatal”; 77; 78; 79; 80; 

y Transitorio Décimo Tercero, todos de la Ley 

local impugnada, atento al precedente sustentado 

en la acción de inconstitucionalidad 122/2020. 

41-49 

 
VI.3. Naturaleza jurídica del Archivo 

General del Estado 

Es fundado el concepto de invalidez del INAI, ya 

que la naturaleza jurídica que debe corresponder 

al Archivo General local debe ser equivalente a la 

de su homólogo Nacional, como un organismo 

descentralizado no sectorizado, con personalidad 

jurídica y patrimonio propio, con autonomía técnica 

y de gestión para el cumplimiento de sus 

atribuciones, objeto y fines, siendo que el 

legislador local la estableció como un organismo 

administrativo desconcentrado, dependiente de la 

Secretaría de Gobierno del Estado; por tanto, lo 

procedente es declarar la invalidez de los 

artículos 103 y Octavo Transitorio de la Ley 

local impugnada, atento al precedente derivado la 

acción de inconstitucionalidad 141/2019. 

49-60 

 

VI.4. Estructura orgánica y 

funcional del Archivo General del 

Estado 

 60-84 

 

VI.4.1. Falta de existencia del 

Órgano de Gobierno del Archivo 

General del Estado de Guerrero 

(artículo 105 de la Ley local 

impugnada) 

Es fundado lo que alega el INAI, pues el legislador 

fue omiso en prever una estructura orgánica del 

Archivo General del Estado, que contemple no 

solo un Órgano de Gobierno, sino, además, 

Órgano de Vigilancia e, incluso, un Comité 

Técnico y Científico Archivístico, de manera 

homóloga al Archivo General de la Nación. 

65-70 
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VI.4.2. Requisito de elegibilidad 
para ser Director del Archivo 
General del Estado, consistente en: 
“No ser cónyuge, ni tener relación 
de parentesco por consanguinidad 
o afinidad hasta el cuarto grado o 
civil con cualquiera de los 
miembros del Consejo Estatal” 
(artículo 106, fracción V de la Ley local 
impugnada) 

Es infundado lo alegado por el INAI, pues acorde 
con lo sustentado por este Pleno en las acciones 
101/2019 y 141/2019, la equivalencia exigida por 
la Ley General de Archivos es respecto de la 
integración de los órganos del Sistema Local de 
Archivos, así como su funcionamiento y 
atribuciones, pero no respecto de los requisitos de 
elegibilidad de sus integrantes, pues éstos forman 
parte de la libertad de configuración de cada 
entidad federativa, máxime que existen otras 
disposiciones directamente aplicables a todos los 
servidores públicos de cualquier orden de 
gobierno en torno a tal exigencia, como es la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas. 

70-76 

 

VI.4.3. Atribuciones del Director del 
Archivo General del Estado (artículo 
107, fracciones II, III y IV, de la Ley 
local impugnada) 

Es fundado lo que alega el INAI, pues las 
atribuciones del Director General que la Ley marco 
refiere al Órgano de Gobierno del Archivo General 
de la Nación, relativas a proponer medidas 
necesarias para el funcionamiento del Archivo, así 
como el proyecto de Estatuto Orgánico y la relativa 
al nombramiento y remoción de servidores 
públicos, el legislador local las refirió al Consejo 
Estatal, o bien, a los titulares de la Secretaría 
General de Gobierno y del Poder Ejecutivo, lo cual 
rompe con la equivalencia funcional del Sistema 
Local frente a su homólogo Nacional. 

76-79 

 

VI.4.4. Regulación del Órgano de 
Vigilancia del Archivo General del 
Estado (artículo 108 de la Ley local 
impugnada) 

Es fundado lo que alega el INAI, pues el legislador 
local no previó un Órgano de Vigilancia para el 
Archivo General del Estado, sino que determinó 
que sería vigilado por un órgano interno de control 
de la Secretaría General de Gobierno, que será 
designado y removido por el Secretario de 
Contraloría y Transparencia Gubernamental, lo 
cual rompe con la equivalencia funcional que exige 
la Ley General frente a su homólogo Nacional. 

79-80 

 

VI.4.5. Omisión de prever la facultad 
del Órgano de Gobierno del Archivo 
General del Estado para emitir 
lineamientos conforme a los cuales 
operará el Comité Técnico y 
Científico Archivístico (artículo 109 
de la Ley local impugnada) 

La propuesta de la Ministra ponente consistió en 
declarar la invalidez del artículo 109 de la Ley 
Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y 
sus Municipios. 

No obstante, dado el resultado obtenido, el 
Tribunal Pleno determinó desestimar el 
planteamiento de invalidez del precepto referido, al 
no alcanzar una mayoría calificada, con 
fundamento en lo dispuesto en los artículos 105, 
fracción II, párrafo quinto, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 72 de 
la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del 
Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

80-84 

 

VI.5. Integración del Consejo Estatal 
de Archivos y facultad de su 
Presidente para fungir como 
Secretario Técnico de ese órgano 
colegiado 

En primer término, si bien la Ley General de 
Archivos requiere la participación de los 
municipios en los Consejos Locales, lo cierto es 
que explícitamente deja en libertad a las entidades 
para que dicha participación se dé en los términos 
que la legislación local establezca. Siendo así, la 
ley impugnada prevé, en la integración del 
Consejo Local, al “Presidente de cada uno de 
los consejos municipales, acorde con la fracción 
IX del artículo 65 impugnado, lo cual resulta 
suficiente para satisfacer el mandato de la Ley 
General de Archivos. 

84-102 
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Por otra parte, atento a lo sustentado por este 

Pleno en las acciones 141/2019 y 101/2019, no se 

advierte, en abstracto, que el contemplar dentro 

del Consejo Estatal al titular de la Secretaría de 

Finanzas y Administración local, rompa con la 

equivalencia exigida por la Ley General, aun 

cuando aquella no prevea un integrante similar en 

el Consejo Nacional, pues dicha equivalencia no 

puede traducirse en una obligación de los Estados 

de regular de manera idéntica sus Sistemas 

locales; además, la integración de dicho 

funcionario a nivel local no tiene el potencial de 

entorpecer, dificultar o imposibilitar el 

funcionamiento del Sistema Nacional, ni su debida 

coordinación con el sistema local que se analiza. 

Finalmente, es fundado lo alegado por el INAI, en 

el sentido de que el legislador local al disponer 

que corresponde al titular del Archivo General del 

Estado fungir como Secretario Técnico del 

Consejo Estatal, rompe con la equivalencia en 

atribuciones que prevé la Ley General, pues ésta 

prevé la facultad del Presidente del Consejo, que a 

su vez es el titular del Archivo General, para 

designar y remover a su Secretario Técnico, el 

cual corresponde a una figura de apoyo no solo de 

su Presidente, sino de todos los integrantes de 

dicho Consejo. 

Así, lo procedente es reconocer la validez del 

artículo 65, fracciones VIII y IX, de la Ley local 

impugnada, y declarar la invalidez del diverso 104, 

fracción I, de dicha Ley. 

 

VI.6. Posibilidad de que los 

particulares impugnen, ante el 

Poder Judicial del Estado, 

resoluciones del organismo garante 

local relacionadas con el acceso a 

la información de documentos con 

valor histórico, que contenga datos 

personales sensibles 

Es fundado lo alegado por el INAI, pues el 

legislador guerrerense rompe con la 

homogeneidad que, a través de la Ley General, 

debe permear a todo el resto de los Sistemas 

Locales de Archivos al prever en el último párrafo 

del artículo impugnado, la posibilidad de que tales 

determinaciones o resoluciones puedan ser 

impugnados ante el Poder Judicial del Estado de 

Guerrero, cuando la única posibilidad de 

impugnación, conforme al ordenamiento marco, lo 

es ante el Poder Judicial de la Federación; por 

tanto, lo procedente es declarar la invalidez del 

artículo 39, último párrafo, de la Ley local 

impugnada. 

102-108 

 

VI.7. Facultad de los organismos 

autónomos del Estado de Guerrero 

para emitir declaratorias de 

patrimonio documental de la Nación

Es fundado lo alegado por el INAI, pues el 

legislador local, al regular la facultad que tienen 

los organismos constitucionales autónomos 

locales, para emitir declaratorias de patrimonio 

documental, incurrió en una deficiencia al no 

referir dicha normativa a su ámbito de 

competencia local y reiterar lo establecido en el 

marco general que lo refiere al ámbito nacional; 

por tanto, lo procedente es declarar la invalidez del 

segundo párrafo del artículo 87 de la Ley local que 

se analiza en la porción normativa que dice: “de la 

Nación”. 

108-112 
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VI.8. Facultad del Consejo Estatal 

de Archivos para emitir 

lineamientos para la conservación y 

resguardo de documentos de 

acuerdo con las características de 

cada región en Municipios que no 

tengan condiciones 

presupuestarias ni técnicas y 

cuenten con una población menor a 

70,000 habitantes 

Es fundado lo alegado por el INAI, pues el artículo 

Cuarto Transitorio impugnado, al otorgar una 

facultad que, en términos de la Ley General, tiene 

conferida el Consejo Nacional de Archivos en 

favor del Consejo Local, actualiza una invasión de 

competencia en perjuicio de su homólogo Nacional 

y lo procedente es declarar la invalidez del artículo 

Cuarto Transitorio de la Ley local impugnada. 

112-115 

 

VI.9. Requisito de tener la calidad 

de mexicano por nacimiento, para 

ocupar el cargo de Director General 

del Archivo General del Estado 

Atento al criterio sustentado por este Pleno en la 

acción de inconstitucionalidad 87/2018, el 

Congreso local carece de competencia para 

incorporar el requisito de la nacionalidad mexicana 

por nacimiento para ocupar el cargo de Director 

General del Archivo General del Estado, por lo que 

procede declarar la invalidez del artículo 106, 

fracción I, en su porción normativa “por 

nacimiento”, de la Ley local impugnada. 

116-132 

 

VI.10. Requisito de no haber sido 

condenado por la comisión de 

delito doloso, para ocupar el cargo 

de Director General del Archivo 

estatal 

La porción normativa combatida infringe el 

derecho de igualdad, al resultar sobreinclusiva, 

porque establece un requisito para el acceso al 

empleo público que excluye de manera genérica a 

cualquier persona que tuvo una condena de pena 

de prisión a causa de un delito doloso, lo que 

genera una falta de razonabilidad de la medida, ya 

que el gran número de posibles supuestos 

comprendidos en la hipótesis normativa impide 

incluso valorar si los mismos tienen realmente una 

relación directa con las capacidades necesarias 

para su desempeño. Aunado a ello, contiene una 

distinción que, en estricto sentido, no está 

estrechamente vinculada con la configuración de 

un perfil inherente al tipo de trabajo a desempeñar 

y por tanto, tampoco tiene una conexión directa 

con el cumplimiento del fin constitucionalmente 

válido, además de que no es la medida menos 

restrictiva; por tanto, lo procedente es declarar la 

invalidez del artículo 106, fracción III, de la Ley 

local impugnada. 

132-144 

VII. EFECTOS 

Las declaratorias de invalidez decretadas surtirán 

sus efectos con motivo de la notificación de los 

puntos resolutivos de esta sentencia al Poder 

Legislativo del Estado de Guerrero y se vincula a 

ese órgano para que, a más tardar en el próximo 

periodo ordinario de sesiones a la notificación de 

la presente sentencia, realice los ajustes que, en 

su caso, considere pertinentes en su legislación 

interna a fin de otorgar una estructura orgánica, 

funcional y presupuestal al Archivo General del 

Estado, acorde con lo mandatado en el artículo 71 

de la Ley General de Archivos, teniendo en cuenta 

los parámetros establecidos en el cuerpo de esta 

ejecutoria. 

144-149 
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VIII. DECISIÓN PRIMERO. Es procedente y parcialmente fundada 

la presente acción de inconstitucionalidad y su 

acumulada. 

SEGUNDO. Se desestima en la acción de 

inconstitucionalidad 122/2021 respecto del artículo 

109 de la Ley Número 794 de Archivos del Estado 

de Guerrero y sus Municipios, expedida en el 

periódico oficial de dicha entidad federativa el 

veintitrés de julio de dos mil veintiuno. 

TERCERO. Se reconoce la validez de los 

artículos 65, fracciones VIII y IX, y 106, fracción V, 

de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de 

Guerrero y sus Municipios, expedida en el 

periódico oficial de dicha entidad federativa el 

veintitrés de julio de dos mil veintiuno, en los 

términos del apartado VI de esta decisión. 

CUARTO. Se declara la invalidez de los artículos 

4, fracción XLVI, 11, fracción IV, en su porción 

normativa ‘en el Registro Estatal y’, 39, párrafo 

último, 65, párrafo tercero, en su porción 

normativa ‘que forme parte del Registro Estatal’, 

del 77 al 80, 87, párrafo segundo, en su porción 

normativa ‘de la Nación’, 103, párrafo primero, 

104, fracción I, 105, 106, fracciones I, en su 

porción normativa ‘por nacimiento’, y III, 107, 

fracciones II, III y IV, 108, y transitorios cuarto, 

octavo y décimo tercero de la Ley Número 794 de 

Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, 

expedida en el periódico oficial de dicha entidad 

federativa el veintitrés de julio de dos mil veintiuno, 

de conformidad con el apartado VI de esta 

determinación. 

QUINTO. La declaratoria de invalidez surtirá sus 

efectos a partir de la notificación de estos puntos 

resolutivos al Congreso del Estado de Guerrero, 

en la inteligencia de que, en tanto se subsanan los 

vicios advertidos, en el orden jurídico de dicho 

Estado será aplicable directamente lo establecido 

en la Ley General de Archivos, como se puntualiza 

en el apartado VII de esta sentencia. 

SEXTO. Se vincula al Congreso del Estado de 

Guerrero para que, a más tardar en el próximo 

período ordinario de sesiones, realice los ajustes 

que, en su caso, considere pertinentes en su 

legislación interna a fin de otorgar una estructura 

orgánica, funcional y presupuestal al Archivo 

General del Estado, acorde con lo mandatado en 

el artículo 71 de la Ley General de Archivos, 

teniendo en cuenta los parámetros establecidos en 

esta ejecutoria. 

SÉPTIMO. Publíquese esta resolución en el Diario 

Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del 

Estado de Guerrero, así como en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta. 

149-150 
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ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 122/2021 Y SU 
ACUMULADA 125/2021 

PROMOVENTES: INSTITUTO NACIONAL DE 
TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN Y 
PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES; Y COMISIÓN 
NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 

VISTO BUENO 

SRA. MINISTRA 

PONENTE: MINISTRA YASMÍN ESQUIVEL MOSSA 

COTEJÓ 

SECRETARIO: JUVENAL CARBAJAL DÍAZ 

SECRETARIO AUXILIAR: RODRIGO ARTURO CUEVAS Y MEDINA 

Colaboró: Luisa Ximena Cristóbal Barrera 

Ciudad de México. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al 
dos de mayo de dos mil veintitrés, emite la siguiente: 

SENTENCIA 

Mediante la cual se resuelve la acción de inconstitucionalidad 122/2021 y su acumulada 125/2021, 
promovidas, respectivamente, por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales y la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en contra de 
preceptos contenidos en la Ley número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, 
publicada en el Periódico Oficial del Gobierno local el veintitrés de julio de dos mil veintiuno. 

ANTECEDENTES Y TRÁMITE DE LA DEMANDA: 

1. Demanda presentada por el Instituto Nacional de Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales (“INAI”). Por oficio presentado el veinte de agosto de dos mil veintiuno a través del Sistema 
Electrónico de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el INAI, por conducto de su Director General 
de Asuntos Jurídicos, promovió demanda de acción de inconstitucionalidad en la que solicitó la invalidez 
de lo siguiente: 

“III. La norma general cuya invalidez se reclama y el medio oficial en que se publicó: 
Ley número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, en particular 
sus artículos 4, fracción XLVI; 11, fracción IV; 39, último párrafo; 65, fracciones VIII y 
IX, y su párrafo Tercero; 77; 78; 79; 80; 87, segundo párrafo; 103, 104, fracción I; 106, 
fracción V; 107, fracciones II, III y IV;108; los Transitorios Cuarto, Octavo y Décimo 
Tercero, así como de las omisiones detectadas que se detallan en los conceptos de 
invalidez, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guerrero, el 
veintitrés de julio de dos mil veintiuno”. 

2. Preceptos constitucionales y convencionales que el INAI estima violados. El Instituto accionante 
considera que las normas que impugna son contrarias a los artículos 1, 6, apartado A, 14, 16, 73, 
fracciones XXIX-S y XXIX-T, 124 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

3. Conceptos de invalidez. El INAI hace valer, en síntesis, lo siguiente: 

● Primer concepto de invalidez. Los artículos 4, fracción XLVI; 11, fracción IV; 65, párrafo tercero, 
en su porción normativa: “que forme parte del Registro Estatal”; Capítulo V “Registro Estatal de 
Archivo” del Título IV; 77; 78; 79; 80; y Décimo Tercero Transitorio, todos de la Ley Número 794 de 
Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, resultan contrarios a la Ley General de Archivos 
y a la Constitución Federal, al prever un Registro Estatal de Archivos. 

El artículo 78 de la Ley General en cita, prevé un Registro Nacional de Archivos por parte del 
Consejo Nacional del Sistema Nacional de Archivos; es decir, plantea un registro como un 
instrumento de dicho Sistema para que los sujetos obligados de los tres órdenes de gobierno, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, acompañen la conformación de dicho registro. El Registro 
Nacional de Archivos registrará tanto documentos del ámbito nacional como del ámbito local, siendo 
un repositorio en materia archivística en favor tanto de la Federación como de las entidades 
federativas. 

La Ley General, en su artículo 80, faculta al Archivo General de la Nación para que administre el 
Registro Nacional, dicha administración dependerá de la normativa que al efecto expida el Consejo 
Nacional. Por ello, es dable concluir que en la Ley General hay ausencia de configuración legislativa 
a favor de las entidades federativas para legislar sobre la creación de un registro estatal de 
archivos. 
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Adicionalmente, el Décimo Tercero Transitorio de esa Ley General establece el mandato para que el 
Archivo General de la Nación ponga en operación la plataforma del Registro Nacional de Archivos 
dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigor de dicha ley, condición que se cumplió el 
quince de diciembre de dos mil diecinueve. Por ello, el deber de establecer la plataforma de dicho 
Registro Nacional, corresponde tanto al Consejo Nacional en su parte normativa, como el Archivo 
General de la Nación en su parte administrativa, sin que su alcance comprenda el desarrollo 
normativo por parte de las legislaturas locales en el proceso de armonización legislativa. 

Existe libertad de configuración legislativa a favor de las entidades federativas en diversos aspectos 
previstos por la Ley General de Archivos, no obstante, no existe tal libertad de configuración 
normativa en materia del Registro Estatal de Archivo, puesto que del análisis de los artículos 78 al 
81 de la Ley General de la materia, se desprende que lo que pretende el legislador nacional es 
contar con una sola aplicación informática, alimentada por la información que habrán de registrar los 
sujetos obligados de los tres órdenes de gobierno en favor de una base registral única. Al suponer 
que pueda haber 32 registros estatales de archivo, perdería el atributo de que sea una herramienta 
única, uniforme y accesible a todos. 

● Segundo concepto de invalidez. Los artículos 103, párrafo primero; 104, fracción I; 105; 106, 
fracción V; 108; 107, fracciones II, III y IV; así como el Octavo Transitorio de la Ley Número 794 de 
Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, resultan contrarios a la Ley General de Archivos 
y a la Constitución Federal, por cuanto hace a la naturaleza jurídica y conformación del Archivo 
General del Estado. 

a) Naturaleza jurídica: El artículo 103, párrafo primero, de la Ley impugnada, establece que “El 
Archivo General es un Organismo Administrativo Desconcentrado con autonomía técnica y de 
gestión para el cumplimiento de sus atribuciones, objeto y fines, dependiente de la Secretaría 
General de Gobierno; su domicilio legal es en la Ciudad de Chilpancingo, municipio de Chilpancingo 
de los Bravo”. 

Por su parte, el artículo 104 de la Ley General, señala que el Archivo General es un organismo 
descentralizado no sectorizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con autonomía 
técnica y de gestión para el cumplimiento de sus atribuciones, objeto y fines. Asimismo, el artículo 
71, segundo párrafo, de dicha Ley establece que en las leyes de las entidades federativas se 
deberá prever la creación de un archivo general como la entidad especializada en materia de 
archivos, y lo mismo hace el artículo 4, fracción VII, al establecer que los Archivos Generales serán 
las “entidades especializadas” en materia de archivos del orden local. 

La Ley local es omisa en reconocer la descentralización, no sectorización, así como, en 
otorgar personalidad jurídica y patrimonio propio al Archivo General local, circunscribiéndolo 
al ámbito de administración y competencia del Poder Ejecutivo del Estado. El eludir garantizar su 
autonomía en la toma de decisiones y denotar una injerencia del Ejecutivo, contraviene lo dispuesto 
por los artículos 4, fracción VII, 71 y 104 de la Ley General de Archivos. 

El Octavo Transitorio es inconstitucional, al prever que el Archivo General del Estado permanecerá 
sectorizado a la Secretaría General de Gobierno hasta el 31 de diciembre de 2020, y si bien 
establece que a partir del 1 de enero de 2021 se incluirá dentro de la relación de Entidades 
Paraestatales de la Administración Pública Paraestatal como no sectorizado, es una disposición 
transitoria aislada y no se desprende en ninguna otra parte del articulado de la Ley local, que la 
naturaleza e integración del Archivo General del Estado sea la de un organismo descentralizado no 
sectorizado, como lo prevé la Ley General de Archivos. 

Lo anterior, ya ha sido resuelto por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la acción 
141/2019, donde se declaró la invalidez de un precepto que atribuía al Archivo General del Estado 
una naturaleza distinta a la que el legislador federal estableció para el Archivo General de la Nación, 
considerando que le resta los atributos necesarios para el ejercicio efectivo de la especialización 
que, en materia archivística, se le otorgó en la Ley General de Archivos, además consideró que la 
Ley General de Archivos prevé al Archivo General como un organismo no dependiente de alguna 
dependencia de la administración pública. 

b) Falta de regulación del Órgano de Gobierno. La ley local suprime el capítulo y disposiciones 
que prevén al Órgano de Gobierno que requiere el Archivo General del Estado, para el cumplimiento 
de su objeto, establecido en los artículos 108, fracción I, 109 y 110 de la Ley General de Archivos. 
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En la ley local, se suprime la figura del Órgano de Gobierno de las demás disposiciones que prevén 
esta figura, como los artículos 105; 106, fracción V (relativa a los requisitos que se deben cubrir 
para ser Director General del Archivo General local); 107, fracciones II, III y IV (relativa a las 
facultades de dicho Director General); sustituyendo al Órgano de Gobierno en algunos casos por la 
figura del Consejo Estatal o por los titulares de la Secretaría General de Gobierno y del Poder 
Ejecutivo, lo cual podría desvirtuar el contenido y alcance de dichas disposiciones, afectando el 
debido funcionamiento del Archivo General del Estado. 

Las fracciones II y III del artículo 107 de la Ley impugnada otorgan facultades normativas al Consejo 
Estatal de Archivos tales como la “aprobación” de medidas para el funcionamiento del Archivo 
General del Estado, así como del Reglamento Interior del mismo, y tales facultades no están 
contempladas en el correspondiente artículo 66 de la propia Ley, en donde se prevén las facultades 
del Consejo. 

La Ley local es omisa en establecer lo previsto en el último párrafo del artículo 108 de la Ley 
General de Archivos, respecto a que el Órgano de Gobierno debe emitir los lineamientos conforme 
a los cuales operará el Consejo Técnico, que en el caso particular la ley local lo define como Comité 
Técnico. 

El artículo Séptimo Transitorio de la Ley impugnada, prevé un deber del Órgano de Gobierno 
relativo a la expedición y publicación del Estatuto Orgánico del Archivo General del Estado, 
presuponiendo la existencia de dicho Órgano, lo cual en la especie no acontece. 

c) Indebida regulación del Órgano de Vigilancia. Si bien la Ley impugnada prevé la figura del 
Órgano de Vigilancia del Archivo General del Estado, en sus artículos 105, fracción II y 108; la 
conformación del órgano de vigilancia debe corresponder a la de una entidad paraestatal, como se 
establece en el artículo 113 de la Ley General de Archivos para el Archivo General de la Nación. 

d) Indebida previsión del Titular del Archivo General del Estado como Secretario Técnico del 
Consejo Estatal. El artículo 104, fracción I, de la Ley impugnada, es contrario a la Constitución 
Federal y a la Ley General de Archivos, en la porción normativa que establece al titular del Archivo 
General del Estado como Secretario Técnico del Consejo Estatal. 

Tal precepto prevé al titular del Archivo General del Estado de una forma que no es equivalente a la 
que la Ley General hace de su homólogo a nivel nacional, al señalar que el titular del Archivo 
General del Estado debe fungir como “Secretario Técnico” y no como Presidente del Consejo 
Estatal de Archivos. 

El artículo 66 de la Ley General dispone que el Consejo Nacional contará con un Secretario Técnico 
que será nombrado y removido por el Presidente del Consejo, por lo que resulta claro que el 
Secretario Técnico es una persona diversa al titular del Archivo General. 

De igual forma, la Ley impugnada es contradictoria, ya que por un lado establece en la fracción I del 
artículo 104, que el titular del Archivo General del Estado funge como “Secretario Técnico del 
Consejo Estatal”; y por otro, en el artículo 65, fracción I, establece que el Consejo Estatal es el 
órgano de coordinación del Sistema Estatal, que estará integrado, entre otros, por el titular del 
Archivo General del Estado de Guerrero, quien lo presidirá; asimismo, dicho precepto señala que el 
Consejo Local contará con un Secretario Técnico que será nombrado y removido por el Presidente 
del Consejo; dicha disposición se reitera en el último párrafo del artículo 68 de la ley local. 

En ese sentido, la fracción I del artículo 104 impugnado, resulta confusa y contradictoria a la Ley 
General de Archivos y en diversas disposiciones de la propia norma local, ya que el titular del 
Archivo General del Estado no podría ser Presidente y Secretario Técnico del Consejo Estatal de 
Archivos al mismo tiempo. 

● Tercer concepto de invalidez. El artículo 39, último párrafo, de la Ley local impugnada, viola el 
diverso 38 de la Ley General de Archivos, al establecer que las resoluciones del organismo 
garante local son susceptibles de ser impugnadas ante el Poder Judicial del Estado. 

El artículo 39 de la Ley que se impugna, viola el numeral 38 de la Ley General de Archivos y la regla 
general de la materia de acceso a la información, relativa a la inatacabilidad de las resoluciones de 
los organismos garantes y la única posibilidad de su impugnación ante el Poder Judicial de la 
Federación. 

El artículo 38 de la citada Ley General, establece el procedimiento y requisitos para que los 
ciudadanos puedan acceder a documentos con valores históricos, que no hayan sido transferidos a 
un archivo histórico y que contenga datos personales sensibles, determinando ciertos requisitos 
para tal fin. De dicho precepto se destacan dos reglas referidas, una, que los particulares podrán 
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impugnar las determinaciones que emitan los organismos garantes locales para permitir el acceso a 
un documento con valor histórico que aún no haya sido transferido al archivo histórico y que 
contenga datos personales sensibles, ante el Poder Judicial de la Federación; y otra consistente en 
que, para efectos de estas determinaciones, los organismos garantes locales actuarán de acuerdo 
con la legislación en materia de transparencia y acceso a la información. 

Por tanto, si el artículo 38 de la Ley General es claro en establecer la regla de impugnación que se 
ha de acatar para este tipo de documentos ante el Poder Judicial de la Federación, no es factible 
para los Estados contrariarla, pues fue preciso al determinar que, contra las resoluciones de los 
organismos garantes, en el supuesto en comento, sólo procederá el juicio de amparo. 

Así, el artículo 39 impugnado es violatorio de los artículos 6o. y 73, fracción XXIX-T, ambos de la 
Constitución Federal, por violar la regla particular establecida en el numeral 38 y la regla general de 
la materia de acceso a la información, relativa a la inatacabilidad de las resoluciones de los 
organismos garantes y la única posibilidad de impugnación ante el Poder Judicial de la Federación. 

● Cuarto concepto de invalidez. El artículo 65, fracciones VIII y IX de la Ley local que se impugna, 
es violatorio de los diversos 65, 70, 71 y 72 de la Ley General de Archivos, al establecer una 
integración del Consejo local de Archivos distinta a la prevista en la referida Ley General. 

El artículo 65 de la ley local establece la “estructura organizacional” del Consejo Local de Archivos, 
la cual no se encuentra en armonía en cuanto a su integración, atribuciones y funcionamiento, con 
lo establecido en la Ley General de Archivos. 

Tal precepto establece la conformación del Consejo Estatal de Archivos, en equivalencia del 
Consejo Nacional previsto en el artículo 65 de la Ley General de Archivos; sin embargo, de su 
contenido se puede apreciar que su fracción VIII incluye al titular de la Secretaría de Finanzas y 
Administración del Estado, lo cual no encuentra equivalencia con su conformación en el ámbito 
nacional, mientras que en su fracción IX se incluye al Presidente de cada Consejo Municipal, 
tratando de equiparar a lo previsto en la misma fracción y numeral de la Ley General de Archivos. 

Es de destacar que la figura de los Consejos Municipales no tiene sustento ni en la Ley General, ni 
en la Ley local que se impugna, ya que tal figura no existe y por ende no se encuentra regulada, 
razón por la cual resulta a todas luces inconstitucional. 

● Quinto concepto de invalidez. El artículo 87 de la Ley local impugnada, es contrario a los diversos 
87 y 106, fracción XXI, de la Ley General de Archivos, al regular indebidamente las declaratorias 
de patrimonio documental de la Nación. 

El artículo 87 de la Ley General establece que las declaratorias de patrimonio documental de la 
Nación son una facultad del Archivo General de la Nación y, en casos excepcionales, por cuestión 
de competencia a los organismos a los que la Constitución les otorga autonomía, en coordinación 
con el propio Archivo General. 

Contrario a dicho precepto, el artículo 87, segundo párrafo, de la Ley local que se impugna, otorga 
facultades a los organismos autónomos del Estado en coordinación con el Archivo estatal, para 
emitir declaratorias de patrimonio documental de la Nación, siendo que esta es una facultad 
exclusiva del Archivo General de la Nación, así como de los organismos a los que la Constitución 
les otorga autonomía, en coordinación con el propio Archivo General, por lo que dicha disposición 
resulta inconstitucional. 

● Sexto concepto de invalidez. El artículo Cuarto Transitorio de la Ley local impugnada regula 
indebidamente las declaratorias de patrimonio documental de la Nación, pues la Ley General 
de Archivos en su artículo Cuarto Transitorio, segundo párrafo, prevé que es competencia del 
Consejo Nacional emitir los lineamientos, mecanismos y criterios para la conservación y resguardo 
de documentos de acuerdo a las características económicas, culturales y sociales de cada región 
en los municipios que no tengan condiciones presupuestarias ni técnicas y cuenten con una 
población menor a 70,000 habitantes; mientras que el Cuarto Transitorio de la Ley local impugnada, 
faculta al Consejo Local para emitir los lineamientos, mecanismos y criterios citados, por lo que 
invade la competencia del Consejo Nacional prevista en la citada Ley General, de donde deriva su 
inconstitucionalidad o invalidez. 

4. Radicación y turno de la demanda presentada por el INAI. Por acuerdo de veinticinco de agosto de 
dos mil veintiuno, el Ministro Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y 
registrar el expediente a la demanda de acción de inconstitucionalidad presentada por el INAI con el 
número 122/2021 y la turnó a la Ministra Yasmín Esquivel Mossa como instructora del procedimiento. 
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5. Demanda presentada por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (“CNDH”). Por oficio 
presentado a través del buzón judicial de este Alto Tribunal el veintitrés de agosto de dos mil veintiuno y 
recibido al día siguiente en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación1, la CNDH, por conducto de su Presidenta, María del Rosario Piedra Ibarra, 
promovió acción de inconstitucionalidad en la que solicitó la invalidez de lo siguiente: 

“Artículo 106, fracciones I, en la porción normativa ‘por nacimiento’ y III, de la Ley 
Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, expedida mediante 
Decreto publicado el 23 de julio de 2021 en el Periódico Oficial de esa entidad 
federativa (…).” 

6. Preceptos constitucionales y convencionales que la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos estima violados. La Comisión Nacional accionante considera que la norma que impugna es 
contraria a los artículos 1, 5, 14, 16, 32 y 35, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 1, 2, 9, 23 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 2, 25 y 26 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

7. Conceptos de invalidez. La CNDH hace valer, en síntesis, lo siguiente: 

● Primer concepto de invalidez. El artículo 106, fracción I, en la porción normativa “por 
nacimiento”, de la Ley local impugnada, dispone que para ser Director General del Archivo General 
del Estado, se requiere tener la calidad de mexicano por nacimiento. 

 La ley fundamental establece que el Congreso de la Unión es el único ente legitimado para reservar 
determinados cargos a las personas mexicanas por nacimiento; por lo que el Congreso de Guerrero 
se encuentra imposibilitado para exigir dicha calidad para acceder a cualquier cargo público en el 
orden local, de manera que al emitir la disposición que se impugna, transgredió el derecho 
fundamental de seguridad jurídica y el principio de legalidad. 

A. Derecho a la seguridad jurídica y principio de legalidad. El derecho a la seguridad jurídica y el 
principio de legalidad previstos en los artículos 14 y 16 de la Norma Fundamental, así como el 19 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, constituyen prerrogativas fundamentales, por 
virtud de las cuales toda persona se encuentra protegida frente al arbitrio de la autoridad estatal. 

La transgresión al derecho de seguridad jurídica y el principio de legalidad, se configura cuando la 
esfera jurídica de los gobernados se ve afectada por parte de una autoridad que actúa sin un 
sustento legal para hacerlo o cuando lo realiza de una forma alejada a lo preceptuado por la 
Constitución Federal y las leyes secundarias que resulten conformes con la misma. 

Las entidades federativas, en el ámbito legislativo pueden emitir normas que regulen todo aquello 
que no está expresamente concedido al Congreso de la Unión, pues de lo contrario estaría 
transgrediendo el orden constitucional al realizar actos que afectan la esfera jurídica de los 
gobernados sin estar habilitados para ello, en detrimento del derecho a la seguridad jurídica y el 
principio de legalidad. 

B. Inconstitucionalidad de la disposición normativa impugnada. La exigencia consistente en tener 
la calidad de mexicano por nacimiento para estar en aptitud de ser Director del Archivo General del 
Estado de Guerrero, contraviene las exigencias de seguridad jurídica y legalidad. 

El artículo 30 de la Constitución Federal establece que las formas en las que podrá adquirirse la 
nacionalidad mexicana es por nacimiento y por naturalización; y conforme al artículo 34 de ese 
mismo ordenamiento fundamental, son ciudadanos los que tienen la nacionalidad mexicana, ya sea 
adquirida por nacimiento o naturalización, que hayan cumplido 18 años y tengan un modo honesto 
de vivir; por tanto, las personas ciudadanas mexicanas por naturalización, al igual que las que 
obtuvieron su nacionalidad por nacimiento, tienen todos los derechos y obligaciones que establece 
la Constitución Federal, incluyendo los derechos a dedicarse a la profesión o trabajo que deseen, 
siendo lícitos, así como poder ser nombrados para cualquier empleo o comisión del servicio público 
que no esté reservado constitucionalmente o por leyes del Congreso de la Unión para las personas 
mexicanas por nacimiento. 

El artículo 32 de la Constitución Federal señala que habrá cargos y funciones para los que se 
requiere la calidad de mexicano por nacimiento, restricción que sólo será aplicable cuando por 
disposición expresa de la norma fundamental del ordenamiento jurídico mexicano, se establezca 
dicha reserva, así como en los casos en que señalen las leyes del Congreso de la Unión. 

                                                 
1 Fojas 1 y 35 de la versión digitalizada de la demanda presentada por la CNDH. 
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Con base en lo anterior, debe sostenerse que el legislador federal es la única autoridad facultada 
para establecer ciertos cargos y funciones que requieren la calidad de mexicano por nacimiento. 

El Tribunal Pleno al resolver la acción 49/2008, estimó que la facultad de configuración legislativa 
contenida en el artículo 32 constitucional no es irrestricta, sino que debe satisfacer una 
razonabilidad en función de los cargos que se trate. Asimismo, se sostuvo que, si bien se deben 
cumplir con los demás requisitos que señale la ley, lo cual podría incluir el ser mexicano por 
nacimiento, lo cierto es que la libertad configurativa del Congreso de la Unión como de las 
legislaturas locales no es absoluta, pues no pueden establecer disposiciones que contravengan 
derechos humanos consagrados en la Norma Suprema. 

En la acción 93/2018, el Tribunal Pleno determinó que las legislaturas locales no están facultadas 
para establecer algún supuesto en el que se exija la nacionalidad mexicana por nacimiento para 
ocupar cargos públicos, pues derivado de la interpretación sistemática del artículo 1o. constitucional, 
en relación con el 32 de la Norma Fundamental, la cual reservó todo lo relativo a la dimensión 
externa de la soberanía de la Federación y sus funcionarios, por lo que, la facultad para determinar 
los cargos para los que se requiere ser mexicano por nacimiento no le corresponde a las entidades 
federativas, quienes no pueden realizar por sí mismas actos encaminados a ese objetivo. 

De igual modo, al resolver las acciones de inconstitucionalidad 35/2018, 46/2018, 59/2018, 
87/2018, 88/2018, 4/2019, 40/2019, 70/2019, 111/2019, 113/2020 y 182/2019, ese Alto Tribunal ha 
sustentado que las legislaturas locales carecen de habilitación constitucional para establecer el 
requisito de contar con la nacionalidad mexicana por nacimiento. 

Por tanto, el requisito previsto en la norma impugnada consistente en exigir la nacionalidad 
mexicana por nacimiento para ser Director General del Archivo en la entidad guerrerense resulta 
contario al mandato de la norma fundamental. 

Los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Guerrero al expedir la disposición que se 
combate, emitieron una norma sin tener sustento constitucional para ello, toda vez que por un lado 
están incorporando el requisito de nacionalidad mexicana por nacimiento para ser Director General 
del Archivo, cuyo cargo no está previsto en el catálogo de puestos públicos para los que la 
Constitución requiere la referida calidad y por otro lado el legislador no está habilitado para 
establecer este requisito. 

La disposición combatida también contraviene el derecho reconocido en la fracción VI del artículo 35 
de la Constitución Federal, que se refiere al acceso de cualquier ciudadano mexicano a la 
ocupación de cargos en la función pública, en condiciones de igualdad, siempre y cuando cumplan 
las calidades exigidas por las leyes y, siendo que por dichas calidades debe entenderse méritos y 
capacidades, resulta claro que la norma es inconstitucional. 

Finalmente, la porción normativa impugnada resulta incompatible con el bloque de 
constitucionalidad mexicano por restringir a las personas mexicanas por naturalización la posibilidad 
de acceder al cargo público de Director General del Archivo del Estado de Guerrero, en igualdad de 
condiciones a las personas connacionales que adquirieron la nacionalidad por nacimiento y por 
tanto contraviene el principio de igualdad y su correlativa prohibición de discriminación, motivo que 
refuerza la inconstitucionalidad planteada. 

● Segundo concepto de invalidez. El artículo 106, fracción III, de la Ley Número 794 de Archivos 
del Estado de Guerrero y sus Municipios establece los requisitos para acceder al cargo de Director 
General en materia archivística, entre ellos, el de no haber sido condenado por la comisión de 
algún delito doloso. 

Tal exigencia vulnera los derechos de igualdad y no discriminación, la libertad de trabajo y de 
acceso a un empleo público, dado que impide en forma injustificada que las personas que han sido 
sentenciadas por la Comisión de los ilícitos referidos -cualquiera que éstos sean y sin atender al 
grado de responsabilidad- pueden desempeñarse en el cargo público mencionado, aun cuando la 
sanción correspondiente haya sido cumplida y no se relacionen directamente con las funciones 
correspondientes. 

A.  Derecho a la igualdad y no discriminación. El principio de igualdad y no discriminación permea 
todo el ordenamiento jurídico, de tal suerte que todo tratamiento que resulta discriminatorio respecto 
del ejercicio de cualquiera de los derechos reconocidos en la Constitución es per se incompatible 
con la misma. 
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Ese Alto Tribunal ha sostenido reiteradamente que el derecho fundamental a la igualdad reconocido 
en la Constitución Federal no implica establecer una igualdad unívoca ante las diferentes 
situaciones que surgen en la realidad, sino que se refiere a una igualdad de trato ante la ley; es 
decir, el emisor de la norma puede prever situaciones fácticas que requieran un trato diferente, sin 
embargo, éste debe sustentarse en criterios razonables y objetivos que lo justifiquen, sin dejarlo al 
capricho, voluntad del legislador. 

En los casos en que la ley distingue entre dos o varios hechos, sucesos, personas o colectivos, 
debe analizarse si dicha distinción descansa en una base objetiva y razonable, o si, por el contrario, 
constituye una discriminación constitucionalmente vedada. 

Si bien el principio de igualdad no implica que todas las personas deban encontrarse en todo 
momento y en cualquier circunstancia en absoluta igualdad, lo cierto es que el mismo hace 
referencia a la situación en la cual todos aquellos individuos ubicados en escenarios de hechos 
similares reciban siempre el mismo trato; por tanto, toda diferencia en el tratamiento a las personas 
que se encuentren en las mismas circunstancias y no exista justificación razonable para tal 
distinción, será discriminatoria. 

En el ámbito internacional, el artículo 24 de la Convención Americana. Prohíbe la discriminación de 
derecho, no sólo en cuanto a los derechos contenidos en dicho Tratado, sino en lo que respecta a 
todas las leyes que apruebe el Estado y a su aplicación. 

B.  Libertad de trabajo y derecho a ocupar un cargo público. El primer párrafo del artículo 5o de la 
Constitución Federal, dispone que a ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la 
profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos. Por su parte, el artículo 35, 
fracción VI, del mismo texto, consagra como derecho de los ciudadanos mexicanos, poder ser 
nombrados para cualquier empleo o comisión del servicio público teniendo las calidades que 
establezca la ley. 

De la interpretación armónica de tales preceptos, se desprende que todas las personas, en un plano 
de igualdad, pueden dedicarse a la actividad lícita que sea de su preferencia, lo que implica el 
derecho a dedicarse al cargo público de su elección cuando sean nombrados para tal efecto. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que todo proceso de nombramiento de 
un cargo en la administración pública debe tener como función no sólo la selección según los 
méritos y calidades del aspirante, sino el aseguramiento de la igualdad de oportunidades en el 
acceso al servicio público. 

Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha interpretado el concepto de “calidad” 
contenido en el artículo 35 de la Constitución Federal y ha sostenido que se refiere a las 
características de una persona que revelen un perfil idóneo para desempeñar con eficiencia y 
eficacia el empleo o comisión que se le asigne, esto es, que se refiere a cuestiones que son 
inherentes a la persona y no así aspectos intrínsecos a ésta; por tanto, cuando el legislador define 
en sus leyes las calidades necesarias para que una persona pueda ser nombrada para cualquier 
empleo o comisión del servicio público, deberá ser cuidadoso en que los requisitos que establezca 
estén directamente relacionados con el perfil idóneo para el desempeño de la respectiva función, lo 
que exige de criterios objetivos y razonables que eviten discriminar. 

C. Inconstitucionalidad de la norma impugnada. La fracción III del artículo 106 de la Ley 
impugnada, impide de manera injustificada que las personas accedan al cargo público de Director 
General del archivo cuando hayan sido condenadas por la Comisión de algún delito doloso. Lo 
anterior, aun cuando ya compurgaron la pena impuesta por los delitos respectivos. 

La fracción que se combate limita de forma genérica los derechos de las personas que fueron 
condenadas por cualquier delito doloso, sin diferenciar entre la universalidad de las conductas 
típicas contenidas en la codificación sustantiva penal y sin considerar si las conductas por las  
cuales fueron sancionados se relacionan o no con las funciones que deben desempeñar en el cargo 
en cuestión. 

No es constitucionalmente válido que se impida el acceso al desempeño del servicio público a las 
personas que hayan sido condenadas por un delito -aun cuando éste sea doloso- una vez que ya 
cumplieron con la pena impuesta, dado que tal medida se traduce en una exclusión injustificada y 
discriminatoria para las personas que se encuentran en esa condición social y/o jurídica que les 
impide ejercer su derecho a la libertad de trabajo y en específico, a ocupar un cargo público; por el 
contrario, para que una restricción de esa naturaleza sea válida deben examinarse las funciones y 
obligaciones que tiene a cargo el puesto correspondiente y una vez hecho, señalar con precisión 
únicamente las conductas ilícitas que se encuentran estrechamente vinculadas con el empleo de 
que se trate. 
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La norma impugnada, es desproporcionada y atenta contra el derecho a la libertad de trabajo y de 
acceder a un cargo en el servicio público, ya que excluye a todas las personas que hayan sido 
condenadas por un delito doloso, aun cuando el hecho ilícito no se relaciona directamente con las 
atribuciones correspondientes al cargo de mérito contenidas en el artículo 107 de la Ley local, de 
manera que la norma resulta sobreinclusiva, lo que provoca un escenario absoluto de prohibición 
que impide acceder en condiciones de plena igualdad al respectivo empleo público a personas que 
en el pasado pudieron haber sido sancionadas en la vía penal. 

La norma impugnada de alguna forma, intenta acotar el requisito al prever que las personas que 
pretendan acceder a dicho cargo no deben haber sido condenadas por delito doloso, con lo cual 
podría pensarse que se exige cierta probidad y honestidad a las personas que aspiren a titular de la 
Dirección General de Archivos del Estado de Guerrero; sin embargo, el precepto impugnado termina 
por excluir a las personas que pretenden reinsertarse a la sociedad tras haber compurgado una 
pena por la Comisión de conductas con base en su situación social y/o jurídica, por haber sido 
acreedores a una sanción penal en el pasado. 

La norma impugnada resulta en extremo general, ya que comprende a cualquier persona 
condenada por cualquier delito doloso, aún y cuando no guarden relación con la función que se les 
va a encomendar, además, tampoco se acota la gravedad del delito o la pena impuesta, con lo que 
se comprende incluso aquellos delitos a cuya comisión corresponda sanción alternativa, que incluya 
una pena no privativa de libertad; por tanto, la norma es sobreinclusiva porque incluye todo tipo de 
delitos. 

El legislador debe acotar lo más posible la exigencia impugnada, de forma que únicamente se 
restringirá el acceso a las personas que aspiren al cargo en comento cuando hayan cometido 
conductas delictivas realmente gravosas que se encuentran estrechamente vinculadas con las 
funciones a desempeñar en el puesto correspondiente. 

Es necesario resaltar que el mero hecho de cometer un ilícito y haber sido sancionado por el mismo, 
no tiene la consecuencia de marcar a su autor como un delincuente o transgresión del orden 
normativo de por vida o como una persona que carece de honestidad o probidad; por tanto, una vez 
que la persona ha compurgado la pena que le había sido impuesta, debe estimarse que se 
encuentra en actitud de volver a ocupar un cargo público. 

Finalmente, la disposición impugnada resulta discriminatoria por generar una distinción, exclusión, 
restricción o preferencia arbitraria e injusta para ocupar el cargo ya referido, además de propiciar un 
supuesto de discriminación por motivos de condición social, pues dicha distinción tiene como efecto 
obstaculizar el ejercicio de derechos en igualdad de condiciones de aquellas personas que buscan 
reintegrarse socialmente mediante el desempeño de un servicio público. 

D. Test de escrutinio ordinario de proporcionalidad. En la acción de inconstitucionalidad 85/2018, 
el Alto Tribunal Constitucional, sostuvo que previo el análisis constitucional de la norma que se 
estima transgresora del principio de igualdad deben satisfacerse tres puntos: 1) determinar si existe 
distinción con la medida legislativa; 2) elegir el nivel de escrutinio que deberá aplicarse y 3) 
desarrollar cada una de las etapas del test elegido. 

Se considera que la norma combatida establece una distinción para acceder a un cargo público en 
el Estado de Guerrero, entre las personas que fueron objeto de responsabilidad penal y aquellas 
que no se encuentran en ese supuesto. 

Conforme a lo sustentado por el Tribunal Constitucional, cuando una norma no hace una distinción 
basada en una categoría sospechosa -un factor prohibido de discriminación- corresponde realizar 
un escrutinio ordinario de la medida legislativa, establecido en los siguientes parámetros: 1. 
Finalidad constitucionalmente válida o legitimidad de la medida, 2. Instrumentalidad de la medida, 3. 
Proporcionalidad. 

El precepto normativo impugnado podría cumplir con el primer requisito de escrutinio, pues busca 
generar las condiciones propicias para que quien acceda a ser Director General del Archivo en la 
entidad, tenga el perfil necesario para el desempeño de las funciones del mencionado cargo, es 
decir, ser rectos, probos, honorables, entre otras cualidades que el legislador local pudo estimar  
que no lo reúnen las personas que en algún momento fueron sentenciadas por la comisión de un 
delito doloso. 

En cuanto a la segunda grada de escrutinio, se considera que la medida de legislativa establecida, 
no tiene relación directa, clara e indefectible para el necesario cumplimiento del fin 
constitucionalmente válido de contar con servidoras y servidores públicos adecuados y eficientes, 
pues no existe base objetiva para determinar que una persona sin antecedentes de responsabilidad 
penal ejercerá las funciones correspondientes al cargo con rectitud, probidad y honorabilidad o que 
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las personas que sí se encuentren en tal supuesto per se no ejercerán sus labores de forma 
adecuada; de ahí que no se advierta que la disposición impugnada tenga una conexión directa con 
el cumplimiento del fin constitucionalmente válido que persiguió el legislador local, por lo que el 
requisito respectivo se traduce en una medida que atenta contra el derecho de igualdad. 

Atendiendo a lo anterior el artículo 106, fracción III, de la Ley impugnada, no aprueba un escrutinio 
ordinario de proporcionalidad, por lo que transgrede derechos humanos, ya que la medida no 
guarda relación directa, clara e indefectible, para el cumplimiento del fin constitucionalmente válido 
que pudiera ser el ejercicio idóneo de las funciones de la labor judicial. 

Finalmente, el hecho de que una persona haya sido condenada por la Comisión de algún delito 
forma parte de su vida privada, de su pasado y de su proyección social; por ello, no es dable que 
por esa razón se le impida participar activamente en los asuntos que le atañen a su comunidad, 
como lo es el de desempeñar un cargo en el servicio público; de ahí que la norma combatida es 
discriminatoria por generar una diferenciación injustificada, exclusión, restricción o preferencia 
arbitraria e injusta para ser Director General de archivos en Guerrero. 

8. Radicación, turno y acumulación de la demanda presentada por la CNDH. Por acuerdo de 
veinticinco de agosto de dos mil veintiuno, el Ministro Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ordenó formar y registrar el expediente relativo a la acción promovida por la CNDH con el 
número 125/2021 y, al haber identidad respecto del Decreto impugnado, determinó su acumulación con 
la diversa 122/2021; finalmente, turnó el asunto a la Ministra Yasmín Esquivel Mossa al haber sido 
designada instructora en dicho asunto. 

9. Admisión de las acciones acumuladas. La Ministra instructora admitió a trámite las demandas del 
INAI y de la CNDH, mediante proveído de veintisiete de agosto de dos mil veintiuno, en el cual ordenó 
dar vista a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Guerrero para que rindieran sus respectivos 
informes; asimismo, requirió al órgano legislativo para que remitiera copia certificada del proceso 
legislativo de las normas impugnadas; y al órgano ejecutivo para que exhibiera copia certificada del 
Periódico Oficial local en el que conste su publicación. De igual forma, ordenó dar vista a la Fiscalía 
General de la República, así como a la Consejería Jurídica del Gobierno Federal, para que antes del 
cierre de instrucción manifestaran lo que a su respectiva representación correspondiera. 

10. Informe del Poder Legislativo del Estado de Guerrero. Mediante oficio recibido a través del buzón 
judicial de este Alto Tribunal el dieciocho de octubre de dos mil veintiuno y recibido el mismo día en la 
Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal, la Presidenta de la Mesa 
Directiva del Congreso del Estado de Guerrero, rindió informe en el que expresa, en esencia, lo 
siguiente: 

Contestación a los conceptos de invalidez formulados por el INAI. 

● Respecto al primer concepto de invalidez, los artículos 4, fracción XLVI, 11, fracción IV, 65, 
párrafo tercero, en su porción normativa “que forme parte del Registro Estatal”, capítulo V 
“Registro Estatal de Archivo”, del título IV, 77, 78, 79, 80 y Décimo Tercero Transitorio de la 
Ley impugnada, son acordes a la Ley General de Archivos y por ende a los artículos 1º, 6º, 16, 
73, fracción XXIX-S y XXIX-T y 124 de la Constitución Federal, pues de acuerdo con este 
último precepto, esta autoridad legislativa cuenta con libertad de configuración para regular lo 
inherente a la organización, conservación, administración y preservación homogénea de los 
archivos en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes 
Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así 
como, de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o 
realice actos de autoridad del Estado de Guerrero y sus Municipios, en correlación al artículo 
1o. de la Ley General de la materia; además, los artículos tildados de inconstitucionales no 
contienen discordancia con la Ley General. 

● Respecto al segundo concepto de invalidez, los artículos 103, párrafo primero, 104, fracción 
I, 105, 106, fracción V, 108, 107, fracciones II, III y IV y Octavo Transitorio de la Ley local 
impugnada, son acordes a los artículos 71, 104, 106, fracción I, 108, fracción I y último párrafo, 
109, 110, 112, fracciones II, III y IV y 113 de la Ley General de Archivos. Al respecto, la 
Comisión dictaminadora consideró pertinente modificar el artículo 103 de la iniciativa respecto 
de la creación de un organismo público descentralizado encargado del Archivo General, en 
razón de que en términos del artículo 46 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 
Estado de Guerrero, es facultad y competencia del titular del Poder Ejecutivo, la creación de 
dichos organismos, de ahí su modificación a efecto de que el Archivo General se integre dentro 
de la estructura de la Secretaría General de Gobierno, sin que ello implique la creación de 
estructura gubernamental, del mismo modo se consideró pertinente integrar dentro de este 



212 DIARIO OFICIAL Lunes 30 de octubre de 2023 

mismo artículo su carácter de órgano especializado y el objeto de su creación. Así, en la 
emisión de los artículos combatidos se encuentra configurada la naturaleza jurídica del Archivo 
General, ya que se ponderó la necesidad de prestar a los ciudadanos de una manera más 
rápida los servicios públicos para facilitar el dinamismo de la actividad y hacer más expedito el 
acceso de los ciudadanos a los servicios públicos, por tanto, no existe la alegada omisión que 
refiere el demandante. 

● Respecto al tercer concepto de invalidez, el artículo 39, último párrafo, de la Ley impugnada, 
es acorde con el artículo 38 de la Ley General de Archivos y los artículos 1o, 6o, 73, fracciones 
XXIX-S y XXIX-T, 124 y 133 de la Constitución Federal, al establecer que las resoluciones del 
organismo garante local son susceptibles de ser impugnadas ante el Poder Judicial del Estado. 
Resulta congruente que, si se está ante el ámbito estatal, quien debe atender las 
impugnaciones de la ley local son los tribunales con jurisdicción y competencia del fuero 
común. La Ley General de Archivos prevé un marco legal al que deben ajustarse las 
legislaturas locales para regular la materia, en dicho marco se determinan las bases y principios 
en materia de archivos, los cuales en ningún momento fueron contravenidos por esta legislatura 
al establecer que las resoluciones del organismo garante local sean susceptibles de ser 
impugnadas ante el Poder Judicial del Estado. 

● Respecto al cuarto concepto de invalidez. El artículo 65, fracciones VIII y IX de la Ley 
impugnada, es acorde con los diversos 65, 70, 71 y 72 de la Ley General de Archivos, por lo 
que resultan apegados a los artículos 1o, 6o, 16, 73, fracciones XXIX-S y XXIX-T y 124 de la 
Constitución Federal. En efecto, la integración del Consejo Local de Archivos se encuentra 
conforme con la Ley General y en armonía en cuanto a su integración, atribuciones y 
funcionamiento, ya que la conformación del Consejo Estatal que se estableció en la Ley de 
Archivos del Estado de Guerrero tiene plena equivalencia y concordancia con el Consejo 
Nacional previsto en la Ley General, y el hecho de incluir el titular de la Secretaría de Finanzas 
y Administración, no lo vuelve discordante con lo que establece la Ley General, debido a que la 
legislatura debe ajustar el marco normativo al ámbito local. Considerar lo contrario, de llegar al 
extremo de expedir una ley local que sea idéntica en su totalidad con la Ley General no tendría 
razón de ser. 

● Respecto al quinto concepto de invalidez, el artículo 87 de la Ley impugnada se encuentra 
apegado a lo establecido en los diversos 87 y 106 fracción XXI de la Ley General de Archivos y 
a los artículos 1o, 6o, 16, 73, fracciones XXIX-S y XXIX-T y 124 de la Constitución Federal, 
pues el articulo impugnado señala que el titular del Poder Ejecutivo a través del Archivo 
General del Estado podrá emitir declaratorias de patrimonio documental del Estado en los 
términos previstos por las disposiciones jurídicas aplicables, las cuales serán publicadas en el 
Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guerrero, lo que es acorde con las bases y 
principios rectores previstos en la Ley General. Ello se justifica en razón del ámbito de 
jurisdicción que se constriñe a nivel local. 

● Respecto del sexto concepto de invalidez. El artículo Cuarto Transitorio de la Ley 
impugnada no excede lo establecido en el diverso Cuarto Transitorio, segundo párrafo, de la 
Ley General de Archivos y de los artículos 1o, 6o, 16, 73, fracciones XXIX-S y XXIX-T y 124 de 
la Constitución Federal, al regular las declaratorias de patrimonio documental de la Nación, 
pues no se invade la esfera de competencia del Consejo Nacional al facultarse al Consejo 
Estatal para emitir lineamientos, mecanismos y criterios, puesto que se realizó atendiendo las 
bases y principios de la Ley General, lo que faculta a la legislatura a legislar en el ámbito local. 

Contestación a los conceptos de invalidez formulados por la CNDH. 

● En cuanto al primer concepto de invalidez, el artículo 106 de la Ley impugnada guarda 
congruencia y armonía con la Constitución Federal y no contraviene ningún precepto legal, sino 
que se ajusta y apega a las disposiciones constitucionales y legales, pues no vulnera el 
principio de legalidad previsto en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, ni el artículo 9 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Ello es así, toda vez que la exigencia 
de la calidad de mexicano para acceder al cargo se encuentra ajustada a derecho en razón 
que, los servidores públicos que tendrán a su cargo una importante función, como es el  
manejo archivístico, presupone un grado relevante de confianza en la persona que recaiga 
dicha responsabilidad, en la que la información que tenga a su alcance debe ser  
debidamente tratada.  
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● En torno al segundo concepto de invalidez, el artículo 106, fracción III de la Ley impugnada, 

que establece como requisito para acceder al cargo de Director General en materia archivística 

no haber sido condenado por la comisión de algún delito doloso, se encuentra ajustado a 

derecho y acorde con lo previsto en el artículo 38 de la Constitución Federal. 

La legislatura local se ajusta a los principios que imperan en el Estado Mexicano y atiende, 

según sea el caso, a lo establecido por los ordenamientos del orden federal y estatal para no 

contraponerse a los intereses de carácter social o público, tomando en consideración el artículo 

133 de la Constitución Federal que establece el principio de supremacía constitucional. 

Ahora, resulta importante lo establecido en los artículos 35, fracciones I y II, 36, fracción II, y 38 

de la Constitución Federal, ya que el aspecto sobre el que se intenta llamar la atención es lo 

que puede ser un desatino y un abuso en la reacción estatal frente al fenómeno delictivo con 

base en razones de derecho penal que puedan configurar un menoscabo a la libertad individual 

que afecta la dignidad humana tratándose de la suspensión de derechos políticos. 

A nivel constitucional, los artículos 34 y 38 regulan los requisitos para ser ciudadano de la 

República, los derechos ciudadanos o políticos como el de votar o ser votado y las obligaciones 

inherentes, así como las causas que motivan la pérdida o suspensión de tales derechos. 

Si se considera que los derechos políticos, concretamente de votar y ser votado, son 

justamente derechos más que obligaciones y que se trata de derechos humanos del ciudadano, 

sería manifiesto el exceso en que incurre el Estado Mexicano al disponer, por lo menos, su 

suspensión en casi cualquier supuesto y no reservar su uso a situaciones concretas y 

excepcionales. 

De acuerdo con el artículo 38 constitucional los derechos ciudadanos o políticos se suspenden 

en materia penal, cuando el individuo está prófugo de la justicia al dictarse una orden de 

aprehensión, o por estar sujeto a un proceso criminal por delito que merezca pena corporal a 

partir de que se dicta auto de formal prisión, o bien, cuando en la sentencia se impone como 

pena, y conforme a su fracción III, también se suspenden durante la extinción de la pena. 

A nivel constitucional casi en cualquier etapa del procedimiento es posible la suspensión de los 

derechos políticos, no se distingue si se trata de delitos considerados como graves o no, o si se 

trata de un delito doloso o culposo o electoral, quizá el único requisito es que se trate de una 

pena corporal y si la ley no distingue desde luego no lo hacen los juzgadores. 

Si alguien argumentara que durante el proceso no es posible y sobre todo no es legal, 

suspender sus derechos políticos en virtud de que eso contravendría el principio de presunción 

de inocencia, bastaría con hacerle notar que esa suspensión no se le impone en vía de pena, 

sino como una especie de medida cautelar. 

11. Acuerdo recaído al informe del Poder Legislativo del Estado de Guerrero. Por acuerdo de veintiséis 

de octubre de dos mil veintiuno, la Ministra instructora tuvo por rendido el informe requerido al Poder 

Legislativo del Estado de Guerrero y por cumplido el requerimiento ordenado en autos, al remitir copia 

certificada de los antecedentes legislativos de las normas generales impugnadas. 

12. Acuerdo por el que se hace constar que no compareció a juicio el Poder Ejecutivo del Estado de 

Guerrero. Por acuerdo de uno de diciembre de dos mil veintiuno, la Ministra instructora hizo constar que 

el Poder Ejecutivo del Estado de Guerrero no rindió el informe solicitado en el plazo legal concedido, no 

obstante estar debidamente notificado, por lo que acordó que el asunto se resolvería con los elementos 

que obraran en autos; y, finalmente, otorgó el plazo de cinco días hábiles para que las partes formularan 

alegatos. 

13. Pedimentos de la Fiscalía General de la República y de la Consejería Jurídica del Gobierno 

Federal. Las referidas dependencias no formularon manifestación alguna o pedimento. 

14. Cierre de instrucción. Mediante acuerdo de uno de febrero de dos mil veintidós, la Ministra instructora 

cerró la instrucción del asunto a efecto de elaborar el proyecto de resolución correspondiente. 
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I. COMPETENCIA 

15. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la 
presente acción de inconstitucionalidad de conformidad con lo dispuesto por los artículos 105, fracción II, 
incisos g) y h), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos2; 1º de su Ley 
Reglamentaria vigente3, y 10, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación4, en 
relación con el Punto Segundo, fracción II, del Acuerdo General 1/20235 de veintiséis de enero de dos 
mil veintitrés, toda vez que se plantea la posible contradicción de normas generales y la Constitución 
Federal. 

16. Estas consideraciones son obligatorias al haberse aprobado por unanimidad de diez votos de las 
señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 
Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea, Laynez Potisek, 
Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández. 

II. OPORTUNIDAD 

17. El artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos6 establece que el plazo para la presentación de la acción de 
inconstitucionalidad es de treinta días naturales contados a partir del día siguiente al que se publicó la 
norma impugnada. 

18. En el caso, las normas impugnadas fueron publicadas, en el Periódico Oficial del Estado de Guerrero 
el viernes veintitrés de julio de dos mil veintiuno. 

19. El plazo de treinta días naturales transcurrió del sábado veinticuatro de julio al domingo veintidós 
de agosto de dos mil veintiuno, como se muestra en el siguiente calendario: 

Domingo Lunes Martes Miércoles Jueves Viernes Sábado 

Julio de 2021 

18 19 20 21 22 23 24 

25 26 27 28 29 30 31 

                                                 
2 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
“Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes: […] 
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta 
Constitución; […] 
(REFORMADO, D.O.F. 29 DE ENERO DE 2016) 
g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de 
tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos de protección de 
los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas; 
(REFORMADO, D.O.F. 29 DE ENERO DE 2016) 
h) El organismo garante que establece el artículo 6° de esta Constitución en contra de leyes de carácter federal y local, así como de tratados 
internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren el derecho al acceso a la 
información pública y la protección de datos personales. Asimismo, los organismos garantes equivalentes en las entidades federativas, en 
contra de leyes expedidas por las Legislaturas locales; e. […].” 
3 Ley Reglamentaria de la materia. 
“(REFORMADO, D.O.F. 7 DE JUNIO DE 2021) 
Artículo 1o. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las disposiciones del presente Título, las 
controversias constitucionales en las que se hagan valer violaciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como las 
acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles.” 
4 Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.  
“Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá funcionando en Pleno: 
I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.” 
5 Acuerdo General 1/2023. 
“Segundo. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación conservará para su resolución:  
[…] 
II. Las acciones de inconstitucionalidad, salvo en las que deba sobreseerse, así como los recursos interpuestos en éstas en los que sea 
necesaria su intervención.” 
6 Ley Reglamentaria de la materia. 
“Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la 
fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese 
inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. 
(ADICIONADO, D.O.F. 22 DE NOVIEMBRE DE 1996) 
En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles.” 
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Agosto de 2021 

1 2 3 4 5 6 7 

8 9 10 11 12 13 14 

15 16 17 18 19 20 21 

22 23 24 25 26 27 28 

 

20. En ese sentido, si la demanda promovida por el INAI fue presentada a través del sistema electrónico de 
esta Suprema Corte de Justicia de la Nación el viernes veinte de agosto de dos mil veintiuno; cabe 
concluir que su presentación resulta oportuna. 

21. De igual forma, si la demanda promovida por la CNDH se presentó a través del buzón judicial de este 
Tribunal Constitucional el primer día hábil siguiente al de su vencimiento, esto es, el lunes veintitrés de 
agosto de dos mil veintiuno, tal y como lo autoriza la última parte del primer párrafo del artículo 60 de 
la Ley Reglamentaria que rige a este procedimiento constitucional; por tanto, su presentación es 
oportuna. 

22. Estas consideraciones son obligatorias al haberse aprobado por unanimidad de diez votos de las 
señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 
Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea, Laynez Potisek, 
Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández. 

III. LEGITIMACIÓN 

23. De acuerdo con el artículo 105, fracción II, incisos g) y h), de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos7, la CNDH y el INAI, este último organismo garante a que se refiere el artículo 6 de la 
citada Ley Fundamental, son entes legitimados para promover el presente medio de control 
constitucional; por otra parte, el primer párrafo del artículo 11 de la Ley Reglamentaria de la materia8 
señala que los promoventes deben comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que legalmente 
estén facultados para ello. 

24. En el caso, el INAI comparece por conducto de Gonzalo Sánchez de Tagle Pérez Salazar, quien se 
ostenta como su Director General de Asuntos Jurídicos, lo que acredita mediante copias certificadas de 
su identificación expedida por el Director General de Administración de dicho organismo el dos de 
febrero de dos mil veintiuno, así como del Acuerdo ACT-PUB/18/08/2021.05, aprobado por unanimidad, 
en sesión ordinaria del Pleno de ese Instituto, de dieciocho de agosto de dos mil veintiuno, en el cual se 
instruyó a dicho servidor público para promover acción de inconstitucionalidad ante esta Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, “en contra de los artículos 4º, fracción XLVII (sic), 11, fracción IV, 39, 
último párrafo, 65, fracciones VIII y IX y párrafo tercero, 77, 78, 79, 80, 87, segundo párrafo, 103, 
104, fracción I, 106, fracción V, 107, fracciones II, III y IV, 108, Cuarto Transitorio, Octavo 
Transitorio y Décimo Tercero Transitorio, así como de las omisiones detectadas, de la Ley de 
Archivos del Estado de Guerrero, publicada en el Periódico Oficial del Estado de Guerrero, el 
veintitrés de julio de dos mil veintiuno”. 

25. Aunado a ello, el funcionario que suscribe la demanda ejerce la representación legal del Instituto 
accionante en asuntos jurisdiccionales, contencioso-administrativos y ante toda clase de autoridades 
administrativas y judiciales, en los procesos de toda índole, cuando requiera su intervención, en términos 

                                                 
7 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
“Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes: […] 
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta 
Constitución; […] 
(REFORMADO, D.O.F. 29 DE ENERO DE 2016) 
g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de 
tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos de protección de 
los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas; 
(REFORMADO, D.O.F. 29 DE ENERO DE 2016) 
h) El organismo garante que establece el artículo 6° de esta Constitución en contra de leyes de carácter federal y local, así como de tratados 
internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren el derecho al acceso a la 
información pública y la protección de datos personales. Asimismo, los organismos garantes equivalentes en las entidades federativas, en 
contra de leyes expedidas por las Legislaturas locales; e. […].” 
8 Ley Reglamentaria de la materia. 
“Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado, deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, 
en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio 
goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario.” 
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del artículo 32, fracción I, del Estatuto Orgánico del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 
Información y Protección de Datos Personales9, de manera que cuenta con legitimación para instar 
esta vía constitucional. 

26. Por su parte, la CNDH, comparece a través de María del Rosario Piedra Ibarra, en su carácter de 
Presidenta de dicha Comisión, quien lo acredita mediante copia certificada del acuerdo de designación 
del Senado de la República de fecha doce de noviembre de dos mil diecinueve y acorde con las 
fracciones I y XI del artículo 15 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos10 ejerce su 
representación legal y cuenta con la facultad para promover acciones de inconstitucionalidad. 

27. Además, si en el caso la CNDH promovió su demanda en contra de preceptos contenidos en una 
legislación local, respecto de los cuales insiste que resultan violatorias a derechos humanos, 
concretamente al alegar la violación a los derechos de seguridad jurídica, libertad de trabajo, así como a 
los principios de legalidad, igualdad y no discriminación, acorde con las previsiones establecidas en los 
artículos 1, 5, 14, 16, 32 y 35, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
entonces, cuenta con legitimación para impugnarlos. 

28. Con base en lo anterior, se concluye que los promoventes de las acciones acumuladas, materia de este 
asunto, tienen legitimación para promover su respectiva demanda de acción de 
inconstitucionalidad. 

29. Estas consideraciones son obligatorias al haberse aprobado por unanimidad de diez votos de las 
señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 
Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea, Laynez Potisek, 
Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández. 

IV. PRECISIÓN DE LAS NORMAS IMPUGNADAS 

30. Del análisis integral de las demandas acumuladas se advierte que tanto el INAI, como la CNDH, 
impugnan diversas normas contenidas en la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y 
sus Municipios, publicada en la Edición No. 59 del Periódico Oficial de la entidad federativa el veintitrés 
de julio de dos mil veintiuno, en concreto: 

31. El INAI combate los artículos 4, fracción XLVI, 11, fracción IV, 39, último párrafo, 65, fracciones VIII 
y IX, y párrafo tercero, en su porción normativa: “que forme parte del Registro Estatal”, el Capítulo V 
“Registro Estatal de Archivo” del Título IV; 77, 78, 79, 80, 87, segundo párrafo, 103, párrafo 
primero, 104, fracción I, 105, 106, fracción V, 107, fracciones II, III y IV, 108, 109, Cuarto 
Transitorio, Octavo Transitorio y Décimo Tercero Transitorio, de la Ley local referida; asimismo, 
alega que el legislador guerrerense incurrió en omisiones con respecto a las previsiones establecidas en 
la Ley General que rige esa materia. 

32. Por su parte, la CNDH combate de manera específica el artículo 106, fracciones I, en la porción 
normativa “por nacimiento”, y III, de la citada Ley local. 

33. Estas consideraciones son obligatorias al haberse aprobado por unanimidad de diez votos de las 
señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá con 
precisiones, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea, 
Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández con precisiones. 

V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA 

34. En el caso, el Poder Legislativo del Estado de Guerrero, compareciente en esta acción, no hizo valer 
causa de improcedencia en torno a las acciones promovidas por el INAI o la CNDH. 

35. No obstante, este Tribunal Pleno advierte que, respecto el artículo Octavo Transitorio impugnado, 
dispone: 

“OCTAVO. El Archivo General del Estado permanecerá sectorizado a la Secretaría 
General de Gobierno hasta el 31 de diciembre de 2020. A partir del 1 de enero de 2021, 
se incluirá dentro de la relación de Entidades Paraestatales de la Administración 
Pública Paraestatal como no sectorizado.” 

                                                 
9 Estatuto Orgánico del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales. 
“Artículo 32. La Dirección General de Asuntos Jurídicos tendrá las siguientes funciones: (…) 
I. Representar legalmente al Instituto en asuntos jurisdiccionales, contencioso-administrativos y ante toda clase de autoridades administrativas 
y judiciales, en los procesos de toda índole, cuando requiera su intervención y para absolver posiciones; (…)” 
10 Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 
“Artículo 15. El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y obligaciones:  
I. Ejercer la representación legal de la Comisión Nacional […] 
XI. Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de tratados 
internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte, y” 
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36. De lo transcrito se desprende que el Archivo General del Estado de Guerrero permanecerá sectorizado  
a la Secretaría de Gobierno hasta el treinta y uno de diciembre de dos mil veinte y que a partir del 
primero de enero de dos mil veintiuno, se incluirá dentro de la relación de entidades paraestatales como 
no sectorizado. 

37. Asimismo, es de destacarse que el INAI impugna dicho precepto transitorio, en relación con el diverso 
103, párrafo primero, de la Ley local impugnada al señalar que el legislador local es omiso en 
reconocer la descentralización, no sectorización, así como, otorgar personalidad jurídica y patrimonio 
propio al Archivo General local, circunscribiéndolo al ámbito de administración y competencia del Poder 
Ejecutivo del Estado de Guerrero, lo cual vulnera lo dispuesto por los artículos 4, fracción VII, 71 y 104 
de la Ley General de Archivos. 

38. Al respecto, es importante destacar que, en relación con la referida disposición transitoria, no se 
inadvierte la jurisprudencia P./J. 8/200811, del Pleno de este Tribunal Constitucional, de rubro: 
“ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. CUANDO SE PROMUEVE CONTRA UN PRECEPTO 
TRANSITORIO QUE YA CUMPLIÓ EL OBJETO PARA EL CUAL SE EMITIÓ, DEBE SOBRESEERSE 
AL SURTIRSE LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 19, FRACCIÓN V, 
DE LA LEY REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 105 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”. 

39. Conforme a este criterio, se actualiza el sobreseimiento en la acción de inconstitucionalidad por cesación 
de efectos, cuando se impugna un precepto transitorio que ya cumplió el objeto para el cual se emitió, al 
haberse agotado en su totalidad los supuestos que prevé. 

40. Sin embargo, en el caso, si bien es cierto que el treinta y uno de diciembre de dos mil veinte, concluyó el 
plazo establecido para que el Archivo General del Estado de Guerrero se incorpore como una entidad 
paraestatal no sectorizada al Poder Ejecutivo de dicha entidad federativa, lo cierto es que no se ha 
cumplido con el objetivo de esa disposición, pues a la fecha no existe evidencia que del legislador 
local haya dado cumplimiento, a través de una reforma legal, a lo dispuesto en el artículo Octavo 
Transitorio de la Ley local impugnada, a fin de otorgar al Archivo General del Estado la no 
sectorización que mandata ese precepto. 

41. Lo anterior es así, teniendo presente, además, la correlativa obligación prevista en el artículo Cuarto 
Transitorio de la Ley General de Archivos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el quince de 
junio de dos mil dieciocho, el cual dispone que: “En un plazo de un año, a partir de la entrada en 
vigor de la presente Ley, las legislaturas de cada entidad federativa, deberán armonizar sus 
ordenamientos relacionados con la presente Ley”. 

42. De manera que no han cesado los efectos del artículo Octavo Transitorio de la Ley local 
impugnada, en tanto que no se ha satisfecho su contenido material, debido a que aún subsiste, a nivel 
legal, la sectorización del Archivo General del Estado de Guerrero a la Secretaría de Gobierno local, 
dependiente del Ejecutivo de la entidad federativa; por lo que no ha lugar a sobreseer en la acción 
respecto de dicho precepto. 

43. Criterio similar ha sustentado este Tribunal Pleno al resolver las acciones de inconstitucionalidad 
158/201712 y 102/201713, falladas el veinticinco de abril y seis de mayo de dos mil diecinueve, en las que 
se analizaron las correspondientes normas transitorias en materia de transparencia de los Estados de 
Michoacán y Guerrero, donde se imponía, respectivamente, la obligación al órgano garante local de 
emitir determinados lineamientos dentro del plazo de un año; y a los sujetos obligados modificar su 
normatividad interna a más tardar dentro de 18 meses; plazos que, en ambos casos, ya habían fenecido 
al momento de resolver dichos asuntos, y pese a ello, por mayoría de votos se determinó analizar su 
constitucionalidad. 

                                                 
11 Jurisprudencia P./J. 8/2008, de texto: “La finalidad de los preceptos transitorios consiste en establecer los lineamientos provisionales o de 
"tránsito" que permitan la eficacia de la norma materia de la reforma, en concordancia con las circunstancias de modo, tiempo y lugar, de 
manera que sea congruente con la realidad imperante. En tal virtud, si a través de una acción de inconstitucionalidad se impugna un artículo 
transitorio que ya cumplió el objeto para el cual se emitió, al haberse agotado en su totalidad los supuestos que prevé, se actualiza la causal 
de improcedencia contenida en el artículo 19, fracción V, en relación con los diversos 59 y 65, primer párrafo, todos de la Ley Reglamentaria 
de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues han cesado sus efectos, por lo que 
procede sobreseer en el juicio, en términos del artículo 20, fracción II, de la Ley citada.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, febrero de 2008, página 1111, registro 170414. 
12 Por mayoría de ocho votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando cuarto, relativo a las causas de 
improcedencia; en concreto, por no sobreseer respecto del artículo Quinto transitorio de la Ley General de Protección de Datos Personales en 
Posesión de Sujetos Obligados de Michoacán. Los señores Ministros González Alcántara Carrancá, Piña Hernández y Medina Mora I. votaron 
en contra y por el sobreseimiento en el caso. 
13 Por mayoría de ocho votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando cuarto, relativo a las cuestiones de 
improcedencia, en su parte segunda, consistente en no sobreseer respecto del artículo Quinto transitorio de la Ley Número 466 de Protección 
de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Guerrero. Los señores Ministros González Alcántara Carrancá y Piña 
Hernández votaron en contra. 
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44. Por tanto, aun cuando el plazo referido en el artículo Octavo Transitorio de la Ley local impugnada ha 
transcurrido a la fecha de esta resolución, no puede considerarse actualizada la causal de 
improcedencia contenida en el artículo 19, fracción V, en relación con los diversos 59 y 65, primer 
párrafo, todos de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos14, ya que no ha cesado en sus efectos. 

45. Consecuentemente, debe procederse al estudio de la constitucionalidad del artículo Octavo 
Transitorio impugnado por el INAI, del que se desprende la obligación de incluir al Archivo General del 
Estado de Guerrero, a partir del primero de enero de dos mil veintiuno, dentro de la relación de 
Entidades Paraestatales de la Administración Pública Paraestatal como organismo no sectorizado, 
atento a luz de las previsiones establecidas en la Ley General que rige a esa materia. 

46. Ahora bien, al no existir otro motivo de improcedencia planteado por las partes ni advertirse alguno de 
oficio por este Tribunal Pleno, se procede a realizar el estudio de fondo. 

47. Estas consideraciones no son obligatorias al haberse aprobado por mayoría de siete votos de las 
señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf con 
salvedades, Aguilar Morales, Zaldívar Lelo de Larrea, Laynez Potisek y Pérez Dayán con salvedades. 
Los señores Ministros González Alcántara Carrancá y Pardo Rebolledo, así como la señora Ministra 
Presidenta Piña Hernández votaron en contra. 

VI. ESTUDIO DE FONDO 

48. Para efectos metodológicos, atendiendo a lo expuesto por el accionante en su demanda, el estudio de 
fondo del asunto se dividirá en los siguientes apartados: 

CONSIDERANDO TEMA 

VI.1 Parámetro de regularidad constitucional en materia de Archivos. 

VI.2 

Existencia de un Registro Estatal de Archivos (artículos 4, fracción XLVI; 11, fracción 
IV; 65, párrafo tercero, en su porción normativa: “que forme parte del Registro Estatal”; 
Capítulo V “Registro Estatal de Archivo” del Título IV; 77; 78; 79; 80; y Décimo Tercero 
Transitorio, todos de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus 
Municipios). Análisis del primer concepto de invalidez del INAI. 

VI.3 
Naturaleza jurídica del Archivo General del Estado (artículos 103, párrafo primero y 
Octavo Transitorio, de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus 
Municipios). Análisis de una parte del segundo concepto de invalidez del INAI. 

VI.4 

Estructura orgánica y funcional del Archivo General del Estado (artículos 105, 106, 
fracción V, 107, fracciones II, III y IV, 108 y Séptimo Transitorio, todos de la Ley Número 
794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios). Análisis de otra parte del 
segundo concepto de invalidez del INAI 

TEMA VI.4.1. Falta de existencia del Órgano de Gobierno del Archivo General del 
Estado (artículo 105 de la Ley local impugnada). 

TEMA VI.4.2. Requisito de elegibilidad para ser Director del Archivo General del 
Estado, consistente en: “No ser cónyuge, ni tener relación de parentesco por 
consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado o civil con cualquiera de los 
miembros del Consejo Estatal” (artículo 106, fracción V de la Ley local impugnada). 

TEMA VI.4.3. Atribuciones del Director del Archivo General del Estado (artículo 107, 
fracciones II, IV y IV, de la Ley local impugnada). 

TEMA VI.4.4. Regulación del Órgano de Vigilancia del Archivo General del Estado 
(artículo 108 de la Ley local impugnada). 

TEMA VI.4.5. Omisión de prever la facultad del Órgano de Gobierno del Archivo 
General del Estado para emitir lineamientos conforme a los cuales operará el Comité 
Técnico y Científico Archivístico (artículo 109 de la Ley local impugnada). 

                                                 
14 Ley Reglamentaria de la materia. 
“Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes: […] 
V. Cuando hayan cesado los efectos de la norma general o acto materia de la controversia; […]” 
“Artículo 59. En las acciones de inconstitucionalidad se aplicarán en todo aquello que no se encuentre previsto en este Título, en lo 
conducente, las disposiciones contenidas en el Título II.” 
“Artículo 65. En las acciones de inconstitucionalidad, el ministro instructor de acuerdo al artículo 25, podrá aplicar las causales de 
improcedencia establecidas en el artículo 19 de esta ley, con excepción de su fracción II respecto de leyes electorales, así como las causales 
de sobreseimiento a que se refieren las fracciones II y III del artículo 20. 
La (sic) causales previstas en las fracciones III y IV del artículo 19 sólo podrán aplicarse cuando los supuestos contemplados en éstas se 
presenten respecto de otra acción de inconstitucionalidad.” 



Lunes 30 de octubre de 2023 DIARIO OFICIAL 219 

VI.5 

Integración del Consejo Estatal de Archivos y facultad de su Presidente para fungir 
como Secretario Técnico de ese órgano colegiado (artículo 65, fracciones VIII y IX, y 
artículo 104, fracción I, de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus 
Municipios). Análisis de una parte del segundo, así como del cuarto concepto de invalidez 
del INAI. 

VI.6 

Posibilidad de que los particulares impugnen, ante el Poder Judicial del Estado, 
resoluciones del organismo garante local relacionadas con el acceso a la 
información de documentos con valor histórico, que contenga datos personales 
sensibles (artículo 39, último párrafo, de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de 
Guerrero y sus Municipios). Análisis del tercer concepto de invalidez del INAI. 

VI.7 
Facultad de los organismos autónomos del Estado para emitir declaratorias de 
patrimonio documental de la Nación (artículo 87 de la Ley Número 794 de Archivos del 
Estado de Guerrero y sus Municipios). Análisis del quinto concepto de invalidez del INAI. 

VI.8 

Facultad del Consejo Estatal de Archivos para emitir lineamientos para la 
conservación y resguardo de documentos de acuerdo con las características de 
cada región en Municipios que no tengan condiciones presupuestarias ni técnicas y 
cuenten con una población menor a 70,000 habitantes (artículo Cuarto Transitorio de la 
Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios). Análisis del sexto 
concepto de invalidez del INAI. 

VI.9 

Requisito de tener la calidad de mexicano por nacimiento, para ocupar el cargo de 
Director General del Archivo General del Estado (artículo, 106, fracción II, de la Ley 
Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios). Análisis del primer 
concepto de invalidez de la CNDH. 

VI.10 

Requisito de no haber sido condenado por la comisión de delito doloso, para ocupar 
el cargo de Director General del Archivo estatal (artículo, 106, fracción III, de la Ley 
Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios). Análisis del segundo 
concepto de invalidez de la CNDH. 

 

VI.1. Parámetro de regularidad constitucional en materia de Archivos. 

49. Resulta relevante destacar, en primer término, que los planteamientos formulados por el INAI en su 
demanda, se dirigen a cuestionar la constitucionalidad de diversos preceptos de la Ley Número 794 de 
Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, pues, a su parecer, resultan contrarios a 
previsiones contenidas en la Ley General de Archivos, al no regularse conforme a las instituciones 
establecidas en ese ordenamiento general, lo que considera afectan la estructura organizacional del 
Sistema Local de Archivos de esa entidad federativa. 

50. Este Tribunal Pleno, al resolver las acciones de inconstitucionalidad 101/201915, 141/201916, 
122/202017 y 132/201918, se pronunció en relación con el parámetro de regularidad en materia de 
archivos, consideraciones que, a su vez, se retomaron al resolver las diversas acciones 140/201919, 
276/202020, 231/202021, 93/202122, 232/202023 y 219/202024; las cuales se desarrollan en este apartado. 

                                                 
15 Sentencia recaída a la acción de inconstitucionalidad 101/2019, Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ponente: Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, tres de mayo de dos mil veintiuno. 
16 Sentencia recaída a la acción de inconstitucionalidad 141/2019, Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ponente: Ministro 
José Fernando Franco González Salas, cuatro de mayo de dos mil veintiuno.  
17 Sentencia recaída a la acción de inconstitucionalidad 122/2020, Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ponente: Ministra 
Norma Lucía Piña Hernández, ocho, doce y trece de julio de dos mil veintiuno.  
18 Sentencia recaída a la acción de inconstitucionalidad 132/2019, Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ponente: Ministro 
Luis María Aguilar Morales, veintiuno de septiembre de dos mil veintiuno.  
19 Sentencia recaída a la acción de inconstitucionalidad 140/2019, Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ponente: Ministra 
Yasmín Esquivel Mossa, diecisiete de marzo de dos mil veintidós.  
20 Sentencia recaída a la acción de inconstitucionalidad 276/2020, Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ponente: Ministra 
Yasmín Esquivel Mossa, veinticuatro de marzo de dos mil veintidós. 
21 Sentencia recaída a la acción de inconstitucionalidad 231/2020, Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ponente: Ministra 
Yasmín Esquivel Mossa, veintiuno de abril de dos mil veintidós. 
22 Sentencia recaída a la acción de inconstitucionalidad 93/2021, Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ponente: Ministro 
Javier Laynez Potisek, veintiocho de abril de dos mil veintidós. 
23 Sentencia recaída a la acción de inconstitucionalidad 232/2020, Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ponente: Ministra 
Ana Margarita Ríos Farjat, veintiocho de abril y dos de mayo de dos mil veintidós. 
24 Sentencia recaída a la acción de inconstitucionalidad 219/2020, Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ponente: Ministra 
Norma Lucía Piña Hernández, tres de mayo de dos mil veintidós. 
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51. En dichos asuntos se tomó como punto de partida la reforma constitucional en materia de transparencia 
y acceso a la información, publicada en el Diario Oficial de la Federación el siete de febrero del dos mil 
catorce, que buscó establecer las bases y los principios para unificar o armonizar la materia de 
archivos a nivel nacional, razón por la que se facultó al Congreso de la Unión para expedir una ley 
general que estandarizara las formas de administración, asegurara procedimientos para la adecuada 
atención y protección de los archivos, y creara el Sistema Nacional a través de un esquema de 
colaboración y coordinación. 

52. Como resultado de dicha reforma se adicionó la fracción XXIX-T al artículo 73 de la Constitución 
Federal, cuyo texto vigente establece: 

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

(…) 

XXIX-T. Para expedir la ley general que establezca la organización y administración 
homogénea de los archivos de la Federación, de las entidades federativas, de los 
Municipios y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, y determine 
las bases de organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Archivos.” 25. 

53. En cumplimiento a ese mandato, el quince de junio del dos mil dieciocho el Congreso de la Unión 
expidió la Ley General de Archivos que, conforme a su artículo primero transitorio26, entró en vigor el 
quince de junio de dos mil diecinueve, fecha en que empezó a correr el plazo de un año para que las 
entidades federativas armonizaran sus ordenamientos con lo dispuesto en dicha ley. 

54. Al estudiar dicha reforma constitucional, el Tribunal Pleno estableció que la facultad otorgada al 
Congreso de la Unión no federalizó la materia de archivos, lo que incluso puede desprenderse del propio 
procedimiento legislativo de la Ley General de Archivos, pues en su iniciativa se expresó que, en 
cumplimiento a lo ordenado por la Constitución Federal, aquélla debería normar la organización y 
administración homogénea de los archivos en el ámbito federal, local y municipal, con pleno respeto a la 
soberanía de las entidades federativas y a la autonomía de los municipios. 

55. De esa manera, toda vez que el Poder Reformador de la Constitución estableció un sistema de 
facultades concurrentes en materia de archivos, se determinó que las entidades federativas mantendrían 
libertad de configuración para regular, dentro del ámbito de su competencia, la materia de archivos; sin 
embargo, en ese ejercicio deben observar lo dispuesto por el legislador federal. 

56. Se recordó que las denominadas facultades concurrentes establecidas por el Constituyente en 
determinados preceptos y reconocidas por la jurisprudencia de esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, son ejercidas simultáneamente por la Federación y los Estados y, eventualmente, municipios y 
alcaldías de la Ciudad de México, como consecuencia de la unidad, fines o concordancia de propósitos 
que supone el régimen federal. De modo que, en esos casos, si bien los órdenes de gobierno parciales 
están facultados para actuar respecto de una misma materia, corresponde al Congreso de la Unión 
determinar la forma y los términos de la participación, a través de la emisión de lo que se denominan 
leyes generales.27 

57. Se explicó que, conforme a la interpretación de este Alto Tribunal en torno al artículo 133 de la 
Constitución Federal, las leyes generales son aquellas que pueden incidir válidamente en todos los 
órdenes jurídicos parciales del Estado Mexicano, al ser respecto de las cuales el Constituyente renunció 
expresamente a su potestad distribuidora entre los distintos órdenes de gobierno.28 

58. Derivado de lo anterior, se reiteró que, la inconstitucionalidad de una ley puede depender no sólo de la 
contravención a lo dispuesto en la Constitución Federal, sino también de leyes que, si bien tienen un 
rango inferior a ella, por disposición constitucional deben ser utilizadas como parámetro de validez 
respecto de leyes de la misma jerarquía, cuya contravención provoca la inconstitucionalidad de éstas29. 

                                                 
25 Se inserta la fracción que se encuentra vigente al momento de la resolución del presente asunto. Se aclara que después de la reforma en 
análisis, la fracción XXIX-T del artículo 73 constitucional sufrió una modificación el veintinueve de enero de dos mil dieciséis con motivo de la 
reforma política de la Ciudad de México, consistente en sustituir la porción que establecía “en los órdenes federal, estatal, del Distrito Federal 
y Municipal” a “de la Federación, de las entidades federativas, de los Municipios y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México”. 
26 “Primero. La presente Ley entrará en vigor a los 365 días siguientes contados a partir de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. (…).” 
27 Tesis P./J. 142/2001, de rubro: “FACULTADES CONCURRENTES EN EL SISTEMA JURÍDICO MEXICANO. SUS CARACTERÍSTICAS 
GENERALES.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XV, enero de 2002, página 1042, 
registro 187982. 
28 Tesis P. VII/2007, de rubro: “LEYES GENERALES. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 133 CONSTITUCIONAL.”, publicada en el 
Semanario Judicial y su Gaceta, Novena Época, tomo XXV, abril de 2007, página 5, registro 172739. 
29 Tesis P. VIII/2007, de rubro: “SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL Y LEY SUPREMA DE LA UNIÓN. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 
133 CONSTITUCIONAL.”, publicada en el Semanario Judicial y su Gaceta, Novena Época, tomo XXV. abril de 2007, página 6, registro 
172667. 
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59. De ahí que se estableciera que como el Poder Reformador de la Constitución delegó al Congreso de la 
Unión la facultad para expedir la legislación que establece la organización y la administración 
homogénea de los archivos en los distintos órdenes de gobierno, es claro que la Ley General de 
Archivos emitida se vuelve parámetro de validez y, en ese sentido, puede usarse como norma de 
contraste para determinar la regularidad constitucional de una norma que regula un aspecto previsto por 
aquélla. 

60. Por tanto, se indicó que es posible que las normas impugnadas de las distintas leyes de archivos de las 
entidades federativas sean contrastadas con lo dispuesto en la Ley General de Archivos para determinar 
su regularidad constitucional, al ser ésta, junto con la Constitución Federal, el parámetro de validez en 
materia de archivos. 

61. En específico, se estableció que en la conformación de dicho parámetro es de suma importancia atender 
lo dispuesto en el artículo 71 de la Ley General de Archivos, pues contiene las previsiones específicas 
para la regulación de los Sistemas Locales de Archivos; dicho precepto establece: 

“Artículo 71. Las leyes de las entidades federativas regularán los Sistemas locales, 
los cuales contarán con un Consejo Local, como órgano de coordinación. 

Asimismo, se deberá prever la creación de un archivo general como la entidad 
especializada en materia de archivos. Su titular deberá tener nivel de subsecretario, 
titular de unidad administrativa o su equivalente. 

En los Consejos Locales participarán los municipios y las alcaldías de la Ciudad de 
México, según corresponda, en los términos de la legislación de cada entidad 
federativa. 

El cumplimiento de las atribuciones de los Consejos Locales estará a cargo de los 
archivos generales o las entidades especializadas en materia de archivos a nivel 
local, según corresponda. 

Las leyes de las entidades federativas desarrollarán la integración, atribuciones y 
funcionamiento de los Sistemas locales equivalentes a las que esta Ley otorga al 
Sistema Nacional.” 

62. A partir de su contenido se estableció que, en materia de archivos, las entidades federativas deben: 

a) Regular el Sistema Local en sus leyes. 

b) Establecer como órgano de coordinación a un Consejo Local. 

c) Crear un Archivo General como entidad especializada en materia de archivos, cuyo titular debe 
tener el nivel de subsecretario, titular de unidad administrativa o su equivalente. 

d) Prever los términos para la participación de los municipios o alcaldías en los Consejos Locales. 

e) Prever que el cumplimiento de las atribuciones de los Consejos Locales estará a cargo del 
Archivo General o de la entidad especializada en materia de archivos correspondiente y 

f) Desarrollar las atribuciones y el funcionamiento de los Sistemas Locales de manera equivalente 
a las que la Ley General establece para el Sistema Nacional. 

63. Con base en esas premisas, se determinó que, en ejercicio de su libertad de configuración, las 
entidades federativas deben cumplir lo dispuesto en el artículo 71 transcrito y, particularmente, que la 
integración, la atribución y el funcionamiento de sus Sistemas Locales de Archivos deben ser 
equivalentes a las que la Ley General de Archivos establece para el Sistema Nacional. 

64. Se precisó que ni la Constitución Federal ni la Ley General de Archivos ordenaron a las entidades 
federativas que legislaran los Sistemas Locales en términos idénticos o como una réplica del Sistema 
Nacional, sino sólo que, respecto de su integración, atribuciones y funcionamiento, se regulara de forma 
equivalente. 

65. En cuanto al significado de la equivalencia exigida por la Ley General de Archivos, el Tribunal Pleno 
sostuvo que el criterio más respetuoso del marco competencial en la materia es uno funcional, es decir, 
se considera que el diseño a nivel local es equivalente al federal siempre que las diferencias del primero 
no sean tales que entorpezcan, dificulten o imposibiliten el funcionamiento del Sistema Nacional, ni su 
debida coordinación con los sistemas locales, a fin de lograr una administración homogénea de los 
archivos en los distintos órdenes de gobierno. 
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66. Por tanto, la equivalencia ordenada, a la luz de la competencia concurrente de las entidades federativas, 
no puede ni debe ser entendida como una obligación de replicar o reiterar lo previsto en la ley marco, 
pues, se reiteró que la materia de archivos no quedó federalizada. 

67. De lo hasta aquí expuesto y siguiendo los precedentes mencionados, en cada caso concreto debe 
analizarse si las diferencias que existan entre las normas impugnadas, en este caso del Estado de 
Guerrero, y la Ley General de Archivos, son tales que, más allá de buscar adecuaciones a las 
especificidades locales, trascienden negativamente al funcionamiento del sistema. 

68. Con base en el parámetro delineado, a continuación, se resolverán los conceptos de invalidez 
propuestos por los accionantes. 

69. Estas consideraciones son obligatorias al haberse aprobado por mayoría de ocho votos de las señoras 
Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá separándose de 
los párrafos 56, 57 y 58, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek y 
Presidenta Piña Hernández con salvedades y consideraciones adicionales. Los señores Ministros 
Zaldívar Lelo de Larrea y Pérez Dayán votaron en contra. 

VI.2. Existencia de un Registro Estatal de Archivos. 

70. En su primer concepto de invalidez, el INAI señala que los artículos 4, fracción XLVI; 11, fracción IV; 65, 
párrafo tercero, en su porción normativa: “que forme parte del Registro Estatal”; Capítulo V “Registro 
Estatal de Archivo” del Título IV; 77; 78; 79; 80; y Décimo Tercero Transitorio, todos de la Ley Número 
794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, resultan contrarios a la Ley General que 
regula la materia y a la Constitución Federal, pues prevén la existencia de un Registro Estatal de 
Archivos. 

71. Explica que el artículo 78 de la Ley General de Archivos, prevé un Registro Nacional de Archivos por 
parte del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Archivos; es decir, plantea un registro como un 
instrumento de dicho Sistema para que los sujetos obligados de los tres órdenes de gobierno, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, acompañen la conformación de dicho registro. El Registro 
Nacional de Archivos registrará tanto documentos del ámbito nacional como del ámbito local, siendo un 
repositorio en materia archivística en favor tanto de la Federación como de las entidades federativas. 

72. Aduce que el artículo 80 de la citada Ley General, faculta al Archivo General de la Nación para que 
administre el Registro Nacional, lo cual dependerá de la normativa que al efecto expida el Consejo 
Nacional de Archivos. Por ello, considera que en la Ley General hay ausencia de configuración 
legislativa a favor de las entidades federativas para legislar sobre la creación de un registro estatal de 
archivos. Asimismo, señala que el artículo Décimo Tercero Transitorio de esa Ley General establece el 
mandato para que el Archivo General de la Nación ponga en operación la plataforma del Registro 
Nacional de Archivos dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigor de dicha ley, condición 
que se cumplió el quince de diciembre de dos mil diecinueve. 

73. Por ello, considera que el deber de establecer la plataforma de dicho Registro Nacional, corresponde 
tanto al Consejo Nacional en su parte normativa, como el Archivo General de la Nación en su parte 
administrativa, sin que su alcance comprenda el desarrollo normativo por parte de las legislaturas 
locales en el proceso de armonización legislativa. 

74. Finalmente, insiste que lo pretendido por el legislador nacional es contar con una sola aplicación 
informática, alimentada por la información que habrán de registrar los sujetos obligados de los tres 
órdenes de gobierno en favor de una base registral única. 

75. Es fundado lo que alega el INAI. 

76. Este Tribunal Pleno al resolver la acción de inconstitucionalidad 122/202030, se pronunció sobre la 
posibilidad de que los Congresos de los Estados prevean la existencia de un Registro Estatal de 
Archivos. En tal precedente se analizaron diversas disposiciones de la Ley de Archivos para el Estado 
de Oaxaca que ordenaban su creación y las bases para su operación de forma semejante a como se 
prevé en la Ley de Archivos para el Estado de Hidalgo, concluyendo que debían declararse inválidos31 
por las razones siguientes: 

                                                 
30 Resuelta en la sesión de trece de julio de dos mil veintiuno. 
31 Este aspecto fue resuelto por mayoría de nueve votos de las señoras y señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Alcántara Carranca, 
Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo de 
Larrea por razones adicionales; y con el voto en contra de la señora Ministra Ríos Farjat y el señor Ministro Pérez Dayán. 



Lunes 30 de octubre de 2023 DIARIO OFICIAL 223 

“120. Como se observa de las disposiciones impugnadas, el Registro Estatal, de 
manera similar a lo que se establece para el Registro Nacional de Archivos, tiene 
como objeto obtener y concentrar información sobre los sistemas institucionales y de 
los archivos privados de interés público, así como difundir el patrimonio documental 
resguardado en sus archivos, el cual será administrado por el Archivo General del 
Estado. Además, prevén el deber de los sujetos obligados de inscripción en el 
Registro Estatal, quienes deberán actualizar anualmente la información requerida en 
dicho registro, de conformidad con las disposiciones que para tal efecto emita el 
Consejo Local y, en su caso, el Consejo Nacional. Sólo no se prescribe en la ley local 
la obligación de realizar esa actualización anual para los particulares, propietarios o 
poseedores de archivos privados de interés público, como sí lo previene la Ley 
General. 

121. De igual forma, para la operación del Registro Estatal, el Archivo General del 
Estado pondrá a disposición de los sujetos obligados y de los particulares, 
propietarios o poseedores de archivos privados de interés público una aplicación 
informática que les permita registrar y mantener actualizada la información, la cual 
deberá prever la interoperabilidad con el Registro Nacional y considerar las 
disposiciones que para tal efecto emita el Consejo Nacional. 

122. Y se establece que la información del Registro Estatal será de acceso público y 
de consulta gratuita, disponible a través del portal electrónico del Archivo General del 
Estado. 

123. Como se anticipó, del comparativo de la legislación estatal con la Ley General de 
Archivos, se advierte que, prácticamente, aquella reproduce los mismos lineamientos 
que este último ordenamiento establece para el Registro Nacional de Archivos. 

124. Sin embargo, el hecho de haberse implementando un Registro Estatal duplica las 
funciones de obtener y concentrar información y, por consiguiente, desborda el 
principal propósito que se persigue con la creación del Registro Nacional de Archivos 
de evitar que la información archivística se encuentre dispersa, pues, al sólo 
compilarse en ese registro, se concentrará en una base de datos que, al ser una sola 
fuente informativa, optimizará la logística respecto a la organización, gestión 
documental, agrupación, sistematización, planeación y demás acciones que resulten 
conducentes para la debida administración de los archivos de todo el país. 

125. En efecto, conforme se desprende de la Ley General de Archivos, los sujetos 
obligados de la entidad federativa tienen el deber de inscribir en el Registro Nacional 
de Archivos la existencia y ubicación de los archivos bajo su resguardo, así como 
actualizar anualmente esa información a través de una aplicación informática que le 
deberá proporcionar el Archivo General. Mientras que la creación de un Registro 
Estatal les representa a los mismos sujetos obligados de la entidad el duplicar 
innecesariamente esa información, dado que también tienen el deber de realizar la 
inscripción a ese registro local, de actualizar cada año tal información e, incluso, el de 
realizar esas operaciones a través de otra aplicación informática que deberá 
proporcionarles el Archivo General de la entidad, con las consecuencias que les 
acarreará el uso de dos programas informáticos para el mismo propósito. 

126. Aunado a que debe tenerse presente que, conforme lo señala la Ley General de 
Archivos, en la estructura orgánica y funcional de los Sistemas Locales de Archivos, 
las leyes de las entidades federativas, si bien deberán ser equivalentes a las previstas 
para el Sistema Nacional de Archivos, sólo se precisa dentro de esos sistemas 
locales la creación de un Consejo Local de Archivos y de un Archivo General, sin que se 
establezca la instauración de un Registro Estatal. 

127. De lo que se desprende que al legislador local no le era disponible crear un 
Registro Estatal porque, precisamente, si se emulara en todas las entidades 
federativas, vaciaría de contenido lo dispuesto en la Ley General de Archivos al 
mantener el estado de dispersión de información sobre archivos casi en las mismas 
condiciones que prevalecían antes de la emisión de la Ley General de Archivos. Lo 
que evidencia lo fundado del concepto de invalidez y la consecuente vulneración al 
citado sistema de competencias y principios de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos en relación con el Sistema Nacional de Archivos.” 
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77. De acuerdo con dicho precedente, este Tribunal Pleno ha observado que, conforme al artículo 11, 
fracción IV, de la Ley General de Archivos32, los sujetos obligados de las entidades federativas tienen el 
deber de inscribir en el Registro Nacional de Archivos, la existencia y ubicación de los archivos bajo 
su resguardo, así como actualizar anualmente esa información a través de una aplicación informática 
que le deberá proporcionar el Archivo General. 

78. Lo anterior, mientras que la creación de un Registro Estatal les representa a los mismos sujetos 
obligados de la entidad, el duplicar innecesariamente esa información, dado que también tienen el 
deber de realizar la inscripción a ese registro local, de actualizar cada año tal información e, incluso, el 
de realizar esas operaciones a través de otra aplicación informática que deberá proporcionarles el 
Archivo General de la entidad federativa, con las consecuencias que les acarreará el uso de dos 
programas informáticos, para el mismo propósito. 

79. En ese orden de ideas, en el caso, se advierte que las normas impugnadas por el INAI en este punto, 
artículos 4, fracción XLVI; 11, fracción IV; 65, párrafo tercero, en su porción normativa: “que forme parte 
del Registro Estatal”; Capítulo V “Registro Estatal de Archivo” del Título IV; 77; 78; 79; 80; y Décimo 
Tercero Transitorio, todos de la Ley local que se analiza, reproducen de manera sustancial las 
disposiciones de la Ley General de la materia en lo relativo a la regulación del Registro Nacional 
de Archivos, como se advierte del siguiente cuadro comparativo: 

Ley General de Archivos 
Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y 

sus Municipios 

“Artículo 4. Para los efectos de esta Ley se entenderá 

por: 

[…] 

XLVIII. Registro Nacional: Al Registro Nacional de 

Archivos; 

[…]” 

“Artículo 4. Para los efectos de esta Ley se entenderá y 

conceptualizará por: […] 

XLVI. Registro Estatal: El Registro de Archivos del 

Estado de Guerrero; […].“ 

“Artículo 11. Los sujetos obligados deberán: 

[…] 

IV. Inscribir en el Registro Nacional la existencia y 

ubicación de archivos bajo su resguardo; 

[…]” 

“Artículo 11. Los sujetos obligados deberán: […] 

IV. Inscribir en el Registro Estatal y en el Registro 

Nacional, de acuerdo con las disposiciones que se emitan 

en la materia, la existencia y ubicación de archivos bajo su 

resguardo; […].“ 

“Artículo 65. El Consejo Nacional es el órgano de 

coordinación del Sistema Nacional, que estará 

integrado por: […] 

[…] 

La designación de la representación de los archivos 

privados referidos en la fracción XII de este artículo, 

será a través de convocatoria que emita el Consejo 

Nacional en la que se establezcan las bases para 

seleccionar al representante de los mismos, 

estableciendo como mínimo los requisitos siguientes: 

que formen parte del Registro Nacional, una 

asociación civil legalmente constituida con al menos 

diez años previos a la convocatoria, cuyo objeto social 

sea relacionado con la conservación de archivos y que 

cuente con la representación de al menos quince 

archivos privados. 

[…].” 

“Artículo 65. El Consejo Estatal es el órgano de 

coordinación del Sistema Estatal, que estará integrado 

por: […] 

[…] 

La designación del representante de los archivos privados 

referidos en la fracción X de este artículo, será a través de 

convocatoria que emita el Consejo Estatal, estableciendo 

como mínimo los requisitos siguientes: que forme parte 

del Registro Estatal, una asociación civil legalmente 

constituida con al menos diez años previos a la 

convocatoria, cuyo objeto social sea relacionado con la 

conservación de archivos y que cuente con la 

representación de al menos quince archivos privados. 

[…].“ 

                                                 
32 Ley General de Archivos. 
“Artículo 11. Los sujetos obligados deberán: […] 
IV. Inscribir en el Registro Nacional la existencia y ubicación de archivos bajo su resguardo; […]” 
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“CAPÍTULO VI 

DEL REGISTRO NACIONAL DE ARCHIVOS 

Artículo 78. El Sistema Nacional contará con el 

Registro Nacional, cuyo objeto es obtener y concentrar 

información sobre los sistemas institucionales y de los 

archivos privados de interés público, así como difundir 

el patrimonio documental resguardado en sus 

archivos, el cual será administrado por el Archivo 

General.” 

“Capítulo V 

Registro Estatal de Archivo 

Artículo 77. El Sistema Estatal contará con el Registro 

Estatal, cuyo objeto es obtener y concentrar información 

sobre los sistemas institucionales y de los archivos 

privados de interés público, así como difundir el patrimonio 

documental resguardado en sus archivos, el cual será 

administrado por el Archivo General del Estado.” 

“Artículo 79. La inscripción al Registro Nacional es 

obligatoria para los sujetos obligados y para los 

propietarios o poseedores de archivos privados de 

interés público, quienes deberán actualizar 

anualmente la información requerida en dicho Registro 

Nacional, de conformidad con las disposiciones que 

para tal efecto emita el Consejo Nacional.” 

“Artículo 78. La inscripción al Registro Estatal es 

obligatoria para los sujetos obligados quienes deberán 

actualizar anualmente la información requerida en dicho 

Registro, de conformidad con las disposiciones que para 

tal efecto emita el Consejo Local y, en su caso, el Consejo 

Nacional, en términos de lo dispuesto por la normativa 

aplicable.” 

Artículo 80. El Registro Nacional será administrado 

por el Archivo General, su organización y 

funcionamiento será conforme a las disposiciones que 

emita el propio Consejo Nacional.” 

“Artículo 79. El Registro Estatal será administrado por el 

Archivo General del Estado, su organización y 

funcionamiento será conforme las disposiciones que emita 

el Consejo Estatal.” 

“Artículo 81. Para la operación del Registro Nacional, 

el Archivo General pondrá a disposición de los sujetos 

obligados y de los particulares, propietarios o 

poseedores de archivos privados de interés público, 

una aplicación informática que les permita registrar y 

mantener actualizada la información. 

La información del Registro Nacional será de acceso 

público y de consulta gratuita, disponible a través del 

portal electrónico del Archivo General.” 

“Artículo 80. Para la operación del Registro Estatal, el 

Archivo General del Estado pondrá a disposición de los 

sujetos obligados y de los particulares, propietarios o 

poseedores de archivos privados de interés público, una 

aplicación informática que les permita registrar y mantener 

actualizada la información. 

La información del Registro Estatal será de acceso público 

y de consulta gratuita, disponible a través del portal 

electrónico del Archivo General del Estado.” 

“Décimo Tercero. El Archivo General pondrá en 

operación la plataforma del Registro Nacional de 

Archivos, dentro de los seis meses siguientes a la 

entrada en vigor de la presente Ley.” 

“DÉCIMO TERCERO. El Archivo General del Estado 

pondrá en operación la plataforma del Registro Estatal de 

Archivos, dentro de los seis meses siguientes a la entrada 

en vigor de la presente Ley.” 

 

80. Atento a ello, en el caso, es de concluirse que el legislador guerrerense duplicó las funciones de 
obtener y concentrar información archivística, desbordando así el principal propósito que se persigue 
con la creación del Registro Nacional de Archivos, consistente en evitar que la información archivística 
se encuentre dispersa, pues al solo compilarse en ese registro se concentrará en una base de datos 
que, al ser una sola fuente informativa, optimizará la logística respecto a la organización, gestión 
documental, agrupación, sistematización, planeación y demás acciones que resulten conducentes para 
la debida administración de los archivos de todo el país. 

81. Cabe señalar que, como ha precisado este Pleno, si bien el artículo 71, párrafo quinto, de la Ley General 
de Archivos ordena que las leyes de las entidades federativas deben desarrollar la integración, 
atribuciones y funcionamiento de los Sistemas locales de forma equivalente a las del Sistema Nacional 
de Archivos, ello solo implica que debe considerarse la creación de un Consejo Local de Archivos y de 
un Archivo General, más no la instauración de un Registro Estatal. 

82. Así, dado que al legislador local no le era disponible crear un Registro Estatal porque, precisamente, si 
se emulara en todas las entidades federativas vaciaría de contenido lo dispuesto en la Ley General de 
Archivos, al mantener el estado de dispersión de información sobre archivos casi en las mismas 
condiciones que prevalecían antes de la emisión de la Ley General de Archivos, de donde resulta lo 
fundado del concepto de invalidez que formula el INAI y la consecuente vulneración al citado sistema de 
competencias y principios de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en relación con el 
Sistema Nacional de Archivos. 
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83. Por tanto, lo procedente es declarar la invalidez de los artículos 4, fracción XLVI; 11, fracción IV, en 
su porción normativa: “en el Registro Estatal y”; 65, párrafo tercero, en su porción normativa: “que 
forme parte del Registro Estatal”; 77; 78; 79; 80; y Transitorio Décimo Tercero, todos de la Ley 
Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, publicada en la Edición No. 59 
del Periódico Oficial de la entidad federativa, el veintitrés de julio de dos mil veintiuno. 

84. Estas consideraciones son obligatorias al haberse aprobado por mayoría de nueve votos de las señoras 
Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel 
Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicionales, 
Laynez Potisek y Presidenta Piña Hernández. El señor Ministro Pérez Dayán votó en contra. 

VI.3. Naturaleza jurídica del Archivo General del Estado. 

85. En una parte de su segundo concepto de invalidez, el INAI aduce que el artículo 103, párrafo primero, 
de la Ley local impugnada es omiso en reconocer la descentralización, no sectorización, así como, 
otorgar personalidad jurídica y patrimonio propio al Archivo General local, circunscribiéndolo al ámbito de 
administración y competencia del Poder Ejecutivo del Estado de Guerrero, de manera que al eludir 
garantizar su autonomía en la toma de decisiones y denotar una injerencia del Ejecutivo, el legislador 
local contraviene lo dispuesto por los artículos 4, fracción VII, 71 y 104 de la Ley General de Archivos. 

86. Destaca, además, que el Octavo Transitorio de la Ley local impugnada es inconstitucional, pues prevé 
que el Archivo General del Estado permanecerá sectorizado a la Secretaría General de Gobierno hasta 
el treinta y uno de diciembre de dos mil veinte, y si bien establece que a partir del uno de enero de dos 
mil veintiuno se incluirá dentro de la relación de Entidades Paraestatales de la Administración Pública 
Paraestatal, como no sectorizado, es una disposición transitoria aislada y no se desprende en ninguna 
otra parte del articulado de la Ley local, que la naturaleza e integración del Archivo General del Estado 
sea la de un organismo descentralizado no sectorizado, como lo prevé la Ley General de Archivos. 

87. Ahora bien, los artículos 103 y Octavo Transitorio de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de 
Guerrero y sus Municipios, combatidos por el INAI en este punto, establecen lo siguiente: 

“Artículo 103. El Archivo General es un Organismo Administrativo Desconcentrado 
con autonomía técnica y de gestión para el cumplimiento de sus atribuciones, objeto 
y fines, dependiente de la Secretaría General de Gobierno; su domicilio legal es en la 
Ciudad de Chilpancingo, municipio de Chilpancingo de los Bravo. 

El Archivo General del Estado, es la entidad especializada en materia de archivos, que 
tiene por objeto promover la organización y administración homogénea de archivos, 
preservar, incrementar y difundir el patrimonio documental del Estado de Guerrero, 
con el fin de salvaguardar la memoria estatal de corto, mediano y largo plazo; así 
como contribuir a la transparencia y rendición de cuentas.” 

“OCTAVO. El Archivo General del Estado permanecerá sectorizado a la Secretaría 
General de Gobierno hasta el 31 de diciembre de 2020. A partir del 1 de enero de 2021, 
se incluirá dentro de la relación de Entidades Paraestatales de la Administración 
Pública Paraestatal como no sectorizado.” 

88. Lo alegado por el INAI es fundado. 

89. Este Tribunal Pleno al resolver33 la acción de inconstitucionalidad 141/2019, en sesión de cuatro de 
mayo de dos mil veintiuno, analizó la constitucionalidad del artículo 85 de la Ley de Archivos del Estado 
de Jalisco, el cual preveía que el Archivo General local estaría sectorizado a la Secretaría General de 
Gobierno de esa entidad federativa y observó que en los trabajos legislativos que dieron lugar a la 
reforma constitucional de siete de febrero de dos mil catorce en lo que respecta a la materia de archivos, 
se consideró relevante hacer énfasis de la autonomía del Archivo General de la Nación y 
constituirlo como un órgano descentralizado no sectorizado a alguna dependencia del Poder 
Ejecutivo Federal. Lo anterior, bajo las consideraciones siguientes: 

“De los trabajos legislativos que dieron lugar a la Ley General de Archivos se 
advierten las razones por las que el constituyente consideró necesario otorgar esta 
autonomía al Archivo General de la Nación. 

                                                 
33 Por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 
Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea 
por razones adicionales, respecto del considerando quinto, relativo al estudio de fondo, en su tema 10, consistente en declarar la invalidez del 
artículo 85, en su porción normativa “sectorizado a la Secretaría General de Gobierno”, de la Ley de Archivos del Estado de Jalisco y sus 
Municipios, expedida mediante el Decreto Número 27589/LXII/19, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el diecinueve de 
noviembre de dos mil diecinueve. La señora Ministra Piña Hernández y el señor Ministro Laynez Potisek votaron en contra. 
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En principio, en la iniciativa se otorgó al Archivo General de la Nación el carácter de 
entidad especializada en materia de archivos, cuyo objeto sería promover la 
organización de archivos y contribuir a la transparencia y rendición de cuentas, así 
como preservar, incrementar y difundir el patrimonio documental de la Nación, con el 
fin de salvaguardar la memoria nacional de corto, mediano y largo plazo. 

Asimismo, en la iniciativa se precisó que se regularía su organización y 
funcionamiento, el cual continuaría con la naturaleza jurídica de organismo 
descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con autonomía 
técnica y de gestión, sectorizado a la Secretaría de Gobernación; debido a que el 
diseño de las nuevas políticas públicas comprendían todos los archivos del país, 
circunstancia que incidía en el ámbito de atribuciones de dicha secretaría. 

Por su parte, del Dictamen de las Comisiones Unidas de Gobernación y de Estudios 
Legislativos primera, respecto de la iniciativa con proyecto de decreto por el que se 
expide la Ley General de Archivos, se advierte que, desde mil novecientos dieciocho, 
el Archivo General de la Nación adquirió su actual denominación y se incorporó a la 
Secretaría de Gobernación. 

Asimismo, que a lo largo del año dos mil catorce, en distintas partes de la República, 
la Secretaría de Gobernación, el Archivo General de la Nación, la Universidad 
Nacional Autónoma de México, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 
Información y Protección de Datos Personales, la Red por la Rendición de Cuentas y 
diversas instituciones de educación superior y de archivos, convocaron a los foros 
denominados ‘Hacia la construcción de una Ley General de Archivos. Principios 
Rectores y Bases para una Ley General de Archivos’, en los que se precisó, entre 
otras conclusiones, la necesidad de fortalecer la autonomía de gestión, administrativa 
y financiera del Archivo General de la Nación, así como la definición de sus 
facultades y atribuciones, para convertirse en una institución sólida que garantizara a 
los ciudadanos el derecho de acceso a la información. 

A partir de este ejercicio de diálogo, el Archivo General de la Nación emitió un 
Anteproyecto de Iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley General de 
Archivos. 

Por su parte, el Senado de la República realizó el foro denominado ‘La Ley General de 
Archivos: la preservación de la memoria colectiva y el derecho a la verdad en México’, 
a efecto de conocer las opiniones respecto del anteproyecto presentado por el 
Archivo General de la Nación y, derivado de este intercambio de ideas, el diecisiete de 
noviembre de dos mil dieciséis, distintos senadores presentaron ante el Pleno del 
Senado de la República, la iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide la 
Ley General de Archivos. 

Una vez presentada la iniciativa, las Comisiones Unidas precisaron entre las 
principales preocupaciones por parte de las distintas organizaciones de la sociedad 
civil, la del control político de todos los archivos de México a través de la Secretaría 
de Gobernación. Por ello, se convocaron a audiencias públicas derivado de la 
dictaminación de la Ley General de Archivos, a efecto de conocer los puntos de vista 
de académicos, funcionarios y miembros de la sociedad civil sobre el proyecto de ley. 

En dichas audiencias, la mayoría de los participantes se pronunció a favor de que el 
Archivo General de la Nación fuera un órgano descentralizado, no sectorizado, o bien 
que tuviera algún otro tipo de independencia, mayor independencia de la Secretaría 
de Gobernación; entre los argumentos sostenidos se encuentran el fortalecimiento de 
la institución, a efecto de garantizar que su operación responda a las funciones que 
tiene encomendadas, sin dependencia política alguna.

 

Al respecto, en su participación, la Archivista Alicia Bemard señaló que sería ideal 
que el Archivo General de la Nación presidiera el Consejo Nacional de Archivos; sin 
embargo, no era el momento, ante su debilidad estructural y de recursos, aunado a 
que los compromisos que tendría irían más allá de cualquier factor, interés político o 
de gremio. En ese sentido, señaló que era conveniente que en los artículos 
transitorios de la Ley General se estableciera un plazo para que el Archivo General de 
la Nación transitara de un órgano descentralizado, sectorizado de la Secretaría de 
Gobernación, a un descentralizado de la Administración Pública Federal con 
autonomía operativa, presupuestaria y de decisión, como fue el caso, del entonces 
Instituto Federal de Transparencia y Acceso a la Información. 
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En ese sentido, en la justificación del proyecto de decreto, la Comisión Dictaminadora 
estableció que el Archivo General sería un organismo descentralizado, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio, con autonomía técnica y de gestión para el 
cumplimiento de sus atribuciones, objetos y fines. 

Además, en el régimen transitorio destacó que el Archivo General tenía un gran reto 
en la aplicación de la Ley General, por lo que se dispuso que las Secretarías de 
Gobernación, de Hacienda y Crédito Público y de la Función Pública, en el ámbito de 
sus atribuciones, debían realizar las gestiones necesarias y llevar a cabo los actos 
jurídicos y administrativos que resultaran necesarios para proporcionar a dicho 
organismo la estructura orgánica y ocupacional necesaria para el cumplimiento  
de la Ley. 

Por su parte, en el artículo octavo transitorio se precisó la transición del Archivo 
General de la Nación a un órgano independiente de la Secretaría de Gobernación, 
puesto que se previó que permanecería sectorizado a dicha Secretaría hasta el treinta 
y uno de diciembre de dos mil dieciocho y que a partir del primero de enero de dos 
mil diecinueve, se incluirá dentro de la relación de Entidades Paraestatales de la 
Administración Pública Paraestatal, como no sectorizado. 

En la deliberación de las Comisiones Unidas, tomada en sesión celebrada el doce de 
diciembre de dos mil diecisiete, se votó por unanimidad en lo general a favor del 
dictamen y, en lo particular, se presentaron propuestas de modificación, entre otros, 
al artículo 104 de la Ley General, a efecto de agregar que el Archivo General de la 
Nación es un organismo descentralizado no sectorizado, con personalidad jurídica y 
patrimonio propio, con autonomía técnica, y de gestión para el cumplimiento de sus 
atribuciones, objeto y fines, su domicilio legal es en la Ciudad de México; 
suprimiéndose la frase y presupuestal. 

Asimismo, se modificó el transitorio quinto, para decir: Las Secretarías de 
Gobernación, de Hacienda y Crédito Público y de la Función Pública, en el ámbito de 
sus atribuciones, deberán llevar a cabo las gestiones necesarias para que se autorice 
conforme a las disposiciones aplicables la estructura orgánica y ocupacional del 
Archivo General; así como el transitorio noveno, para establecer: La Secretaría de 
Gobernación, con cargo a su presupuesto, proveerá los recursos humanos, 
materiales, tecnológicos y financieros que requiera el Archivo General para el 
cumplimiento del presente ordenamiento, hasta el 31 de diciembre de 2018. 

Como se advierte, los trabajos legislativos que dieron lugar a la Ley General de 
Archivos informan las razones por las que se determinó otorgar al Archivo General de 
la Nación el carácter de entidad independiente de la Secretaría de Gobernación, 
puesto que, conforme al régimen transitorio de la propia Ley General, a la partir del 
uno de enero de dos mil diecinueve, constituye una entidad paraestatal de la 
Administración Pública Paraestatal. 

Ello quedó reflejado en el artículo 104 de la Ley General de Archivos, que otorga al 
Archivo General de la Nación la naturaleza de organismo descentralizado no 
sectorizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con autonomía técnica y 
de gestión para el cumplimiento de sus atribuciones, objeto y fines. 

Contrario a lo que se prevé en la ley de archivos del Estado de Jalisco, en la que se 
considera al Archivo General de la entidad como un órgano sectorizado de la 
Secretaría General de Gobierno. 

En ese sentido, como lo afirma la accionante, dicha naturaleza le resta los atributos 
necesarios para el ejercicio efectivo de la especialización que, en materia archivística, 
se le otorgó en la Ley General de Archivos, dada la injerencia por parte del ejecutivo 
estatal, pues si bien se trata de un organismo que cuenta con autonomía, no tiene  
los alcances previstos en la Ley General de Archivos respecto al Archivo General de 
la Nación.” 
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90. De lo anterior se desprende que, si bien en el texto original de la iniciativa de la Ley General de Archivos 
en su artículo 98 se establecía que el Archivo General de la Nación tendría la naturaleza de un 
organismo descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con autonomía técnica y de 
gestión para el cumplimiento de sus atribuciones, objeto y fines, se propuso que estuviese sectorizado y 
bajo la coordinación de la Secretaría de Gobernación.34 

91. No obstante, la aprobación final del texto legal se decantó por establecer una mayor autonomía al 
Archivo General de la Nación, no solo previendo su naturaleza como órgano descentralizado, sino 
además estableciendo que no estaría sectorizado a la administración pública federal centralizada. En 
efecto, el artículo 104 de la Ley General de Archivos vigente, determina lo siguiente: 

“Artículo 104. El Archivo General es un organismo descentralizado no sectorizado, 
con personalidad jurídica y patrimonio propio, con autonomía técnica y de gestión 
para el cumplimiento de sus atribuciones, objeto y fines; su domicilio legal es en la 
Ciudad de México.” 

92. Por otra parte, es de destacarse que el Archivo General de la Nación es un componente 
fundamental del Sistema Nacional de Archivos, en tanto que su titular es quien preside a su 
órgano de coordinación, esto es, al Consejo Nacional de Archivos. 

93. Ahora, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71, párrafo quinto35 de la Ley General de Archivos, las 
entidades federativas deben desarrollar sus Sistemas Locales en una integración, atribuciones y 
funcionamiento equivalentes a los del Sistema Nacional, de tal manera que al desarrollar sus 
respectivas leyes en la materia los Congresos locales gozan de cierta libertad de configuración, ello no 
puede llegar al extremo de modificar o distorsionar las bases generales que rigen la organización y 
funcionamiento de dicho sistema, el cual se sustenta en la coordinación de los diferentes órdenes de 
gobierno; pues de lo contrario, podría implicar una merma o afectación en las relaciones orgánica y 
funcional de todo el marco general. 

94. Eso se explica en la medida en que, al ser el Archivo General de la Nación la entidad especializada en 
materia de archivos, que tiene por objeto promover la administración homogénea de los archivos, así 
como preservar, incrementar y difundir el patrimonio documental de la entidad federativa respectiva, 
para salvaguardar el ejercicio del derecho a la verdad y a la memoria histórica, los Congresos 
locales tienen el deber de asegurar que la naturaleza jurídica o el carácter que se otorgue a sus 
Archivos Generales estatales cuenten con naturaleza jurídica equivalente al Nacional, como un 
“organismo descentralizado no sectorizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con 
autonomía técnica y de gestión para el cumplimiento de sus atribuciones, objeto y fines”. 

95. Lo anterior no se satisface tratándose del Archivo General del Estado de Guerrero, en tanto que el 
legislador local, en el artículo 103, primer párrafo, de la Ley local que se analiza, le otorgó la 
naturaleza jurídica de “organismo administrativo desconcentrado, dependiente de la Secretaría 
General de Gobierno”, lo cual rompe con lo dispuesto en los artículos 104 y 105 de la Ley General de 
la materia, como se evidencia en el siguiente cuadro comparativo: 

Ley General de Archivos 
Ley Número 794 de Archivos del Estado de 

Guerrero y sus Municipios 

“Artículo 104. El Archivo General es un organismo 
descentralizado no sectorizado, con personalidad 
jurídica y patrimonio propio, con autonomía técnica y 
de gestión para el cumplimiento de sus atribuciones, 
objeto y fines; su domicilio legal es en la Ciudad de 
México. 

Artículo 105. El Archivo General es la entidad 
especializada en materia de archivos, que tiene por 
objeto promover la organización y administración 
homogénea de archivos, preservar, incrementar y 
difundir el patrimonio documental de la Nación, con el fin 
de salvaguardar la memoria nacional de corto, mediano y 
largo plazo; así como contribuir a la transparencia y 
rendición de cuentas.” 

“Artículo 103. El Archivo General es un Organismo 
Administrativo Desconcentrado con autonomía 
técnica y de gestión para el cumplimiento de sus 
atribuciones, objeto y fines, dependiente de la 
Secretaría General de Gobierno; su domicilio legal es 
en la Ciudad de Chilpancingo, municipio de 
Chilpancingo de los Bravo. 

El Archivo General del Estado, es la entidad 
especializada en materia de archivos, que tiene por 
objeto promover la organización y administración 
homogénea de archivos, preservar, incrementar y 
difundir el patrimonio documental del Estado de 
Guerrero, con el fin de salvaguardar la memoria estatal 
de corto, mediano y largo plazo; así como contribuir a la 
transparencia y rendición de cuentas.” 

                                                 
34 La propuesta de la iniciativa era la siguiente:  
“Artículo 98. El Archivo General es un organismo descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con autonomía técnica y de 
gestión para el cumplimiento de sus atribuciones, objeto y fines.  
El organismo forma parte del sector coordinado por la Secretaría de Gobernación, su domicilio legal es en la Ciudad de México.” 
35 “Artículo 71. (…) 
(…) 
Las leyes de las entidades federativas desarrollarán la integración, atribuciones y funcionamiento de los Sistemas locales equivalentes a las 
que esta Ley otorga al Sistema Nacional.” 
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96. En efecto, resulta fundado lo expuesto por el INAI, en tanto que la naturaleza jurídica que debe 
corresponder al Archivo General del Estado de Guerrero debe ser equivalente a la que corresponde al 
Archivo General de la Nación, esto es, la de un organismo descentralizado no sectorizado, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio, con autonomía técnica y de gestión para el 
cumplimiento de sus atribuciones, objeto y fines. 

97. No obsta a esta conclusión que el Octavo Transitorio de la Ley local impugnada, prevea que el Archivo 
General del Estado permanecerá sectorizado a la Secretaría General de Gobierno hasta el treinta y uno 
de diciembre de dos mil veinte, y que a partir del primero de enero de dos mil veintiuno se incluirá dentro 
de la relación de Entidades Paraestatales de la Administración Pública Paraestatal, como no 
sectorizado, pues lo cierto es que, como se destacó, el artículo 71, párrafo quinto36 de la Ley General de 
Archivos, establece un mandato dirigido a las entidades federativas para desarrollar sus Sistemas 
Locales en una integración, atribuciones y funcionamiento equivalentes a los del Sistema Nacional, lo 
cual incluye la regulación legislativa del Archivo General del Estado como un órgano 
descentralizado no sectorizado al Ejecutivo estatal. 

98. Máxime que el segundo párrafo del Transitorio Sexto37 de la referida Ley General ordena expresamente 
que: “las entidades federativas deberán realizar las previsiones y adecuaciones presupuestales 
necesarias para dar cumplimiento a las obligaciones establecidas en esta Ley”, de donde deriva la 
obligación de ajustar sus presupuestos para dar cumplimiento a los mandatos de equivalencia en el 
desarrollo de sus Sistemas Locales de Archivos. 

99. Aunado a lo anterior, conforme al artículo 8338 de la propia Ley General, se prevé la posibilidad de que el 
Gobierno Federal otorgue subsidios a los Fondos de Apoyo Económico para los archivos locales 
en términos de las disposiciones aplicables y conforme a los recursos que, en su caso, sean previstos y 
aprobados en el Presupuesto de Egresos de la Federación del Ejercicio Fiscal que corresponda, sin que 
los mismos puedan rebasar las aportaciones que hubiesen realizado las entidades federativas en el 
ejercicio fiscal de que se trate y, en su caso, los municipios y alcaldías de la Ciudad de México. De 
manera que las entidades federativas cuentan con la posibilidad de gestionar ante el Gobierno 
Federal el otorgamiento de esos apoyos financieros para el establecimiento de sus respectivas 
entidades especializadas en materia de archivos. 

100. Así, como bien alega el INAI, el hecho de que una disposición transitoria disponga la no sectorización 
del Archivo General local frente al Ejecutivo del Estado por el transcurso del tiempo, en nada evita los 
mandatos establecidos en la Ley General que rige la materia. 

101. Por tanto, lo procedente es declarar la invalidez de los artículos 103, párrafo primero, y Octavo 
Transitorio de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, publicada 
en la Edición No. 59 del Periódico Oficial de la entidad federativa, el veintitrés de julio de dos mil 
veintiuno. 

102. Estas consideraciones son obligatorias al haberse aprobado por mayoría de nueve votos de las señoras 
Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá separándose de 
los párrafos 98 y 99, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales separándose de algunas 
consideraciones y con razones adicionales, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta 
Piña Hernández separándose de los párrafos 98 y 99 y por razones diferentes. El señor Ministro Zaldívar 
Lelo de Larrea votó separándose de las consideraciones. 

                                                 
36 “Artículo 71. (…) 
(…) 
Las leyes de las entidades federativas desarrollarán la integración, atribuciones y funcionamiento de los Sistemas locales equivalentes a las 
que esta Ley otorga al Sistema Nacional.” 
37 Ley General de Archivos. 
“Sexto. Las erogaciones que se generen con motivo de la entrada en vigor de la presente Ley para los sujetos obligados, se cubrirán con 
cargo a sus respectivos presupuestos aprobados para el presente ejercicio fiscal y los subsecuentes. 
Asimismo, las entidades federativas deberán realizar las previsiones y adecuaciones presupuestales necesarias para dar cumplimiento a las 
obligaciones establecidas en esta Ley.” 
38 Ley General de Archivos. 
“Artículo 83. El Gobierno Federal podrá otorgar subsidios a los Fondos de Apoyo Económico para los archivos locales en términos de las 
disposiciones aplicables y conforme a los recursos que, en su caso, sean previstos y aprobados en el Presupuesto de Egresos de la 
Federación del Ejercicio Fiscal que corresponda, sin que los mismos puedan rebasar las aportaciones que hubiesen realizado las entidades 
federativas en el ejercicio fiscal de que se trate y, en su caso, los municipios y alcaldías de la Ciudad de México.” 
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VI.4. Estructura orgánica y funcional del Archivo General del Estado. 

103. En otra parte de su segundo concepto de invalidez, el INAI combate la estructura organizacional del 
Archivo General del Estado de Guerrero, al señalar, en primer término, la falta de regulación de su 
Órgano de Gobierno en el artículo 105 de la Ley local impugnada, acorde con las previsiones 
establecidas en los artículos 108, fracción I, 109 y 110 de la Ley General de Archivos. 

104. Explica que lo anterior deriva de su naturaleza que el legislador local le otorgó como “organismo 
administrativo desconcentrado, dependiente de la Secretaría General de Gobierno”, lo cual 
repercute, además, en los artículos 106, fracción V y 107, fracciones II, III y IV, pues en ellos se 
sustituye al Órgano de Gobierno por la figura del Consejo Estatal o por los titulares de la 
Secretaría General de Gobierno y del Poder Ejecutivo, lo cual, a su parecer, afecta el debido 
funcionamiento del Archivo General local. 

105. Precisa, además, que la Ley local es omisa en otorgar al Órgano de Gobierno del Archivo General 
del Estado la facultad prevista en el artículo 108, último párrafo, de la Ley General para su homólogo 
Nacional, en el sentido de emitir los lineamientos conforme a los cuales operará el Consejo 
Técnico, que en el caso particular la ley local lo define como Comité Técnico y Científico Archivístico. 

106. Aunado a ello, menciona que el legislador guerrerense reguló deficientemente al Órgano de 
Vigilancia del Archivo General del Estado, pues si bien dicha figura se prevé en los artículos 105, 
fracción II y 108, su conformación no es acorde con lo determinado en el artículo 113 de la Ley General 
de Archivos para el Archivo General de la Nación. 

107. Finalmente, destaca una inconsistencia en la Ley local impugnada, en tanto que su artículo Séptimo 
Transitorio, prevé el deber del Órgano de Gobierno relativo a la expedición y publicación del Estatuto 
Orgánico del Archivo General del Estado, presuponiendo su existencia, lo cual no acontece. 

108. Para efectos de este análisis, es conveniente transcribir las previsiones relativas de la Ley General de 
Archivos, contenidas en sus artículos 104, 105, 108, 111 y 112, frente a las establecidas en las normas 
señaladas por el INAI, artículos 105, 106, fracción V, 107, fracciones II, III y IV, 108 y Séptimo 
Transitorio, todos de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, lo 
cual se realiza en el siguiente cuadro comparativo: 

Ley General de Archivos 
Ley Número 794 de Archivos del Estado de 

Guerrero y sus Municipios 

“Artículo 108. Para el cumplimiento de su objeto, 
el Archivo General contará con los siguientes 
órganos: 

I. Órgano de Gobierno; 

II. Dirección General; 

III. Órgano de Vigilancia; 

IV. Consejo Técnico, y 

V. Las estructuras administrativas y órganos 
técnicos establecidos en su Estatuto Orgánico. 

El Consejo Técnico operará conforme a los 
lineamientos emitidos por el Órgano de 
Gobierno para tal efecto.” 

“Artículo 105. Para el cumplimiento de su objeto, 
el Archivo General contará con los órganos 
siguientes. 

I. Dirección General; 

II. Órgano de Vigilancia; 

III. Comité Técnico y Científico Archivístico, y 

IV. La estructura administrativa y órganos técnicos 
establecidos en su Estatuto Orgánico.” 

“Artículo 111. El Director General será nombrado 
por el Presidente de la República y deberá cubrir 
los siguientes requisitos: […] 

V. No ser cónyuge, ni tener relación de 
parentesco por consanguinidad o afinidad hasta 
el cuarto grado o civil con cualquiera de los 
miembros del Órgano de Gobierno, y […]” 

“Artículo 106. El Director General, será nombrado 
por el Gobernador del Estado y deberá cubrir los 
siguientes requisitos: […] 

V. No ser cónyuge, ni tener relación de parentesco 
por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto 
grado o civil con cualquiera de los miembros del 
Consejo Estatal, y […]” 
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“Artículo 112. El Director General, además de lo 
previsto en la Ley Federal de las Entidades 
Paraestatales y las disposiciones reglamentarias 
correspondientes, tendrá las siguientes 
facultades: 

I. Supervisar que la actividad del Archivo General 
cumpla con las disposiciones legales, 
administrativas y técnicas aplicables, así como 
con los programas y presupuestos aprobados; 

II. Proponer al Órgano de Gobierno las medidas 
necesarias para el funcionamiento del Archivo 
General; 

III. Proponer al Órgano de Gobierno el proyecto 
de Estatuto Orgánico; 

IV. Nombrar y remover a los servidores públicos 
del Archivo General, cuyo nombramiento no 
corresponda al Órgano de Gobierno, y 

V. Las demás previstas en esta Ley y en otras 
disposiciones jurídicas aplicables. 

“Artículo 107. El Director General, tendrá las 
facultades siguientes: 

I. Supervisar que la actividad del Archivo General 
del Estado cumpla con las disposiciones legales, 
administrativas y técnicas aplicables, así como con 
los programas y presupuestos aprobados; 

II. Proponer al Consejo Estatal las medidas 
necesarias para el funcionamiento del Archivo 
General del Estado; 

III. Proponer al Consejo Estatal el proyecto del 
reglamento interior del órgano administrativo 
desconcentrado; 

IV. Nombrar y remover a los servidores públicos 
del Archivo General, cuyo nombramiento no 
corresponda a los titulares de la Secretaría 
General de Gobierno y del Poder Ejecutivo, y 

V. Las demás previstas en esta Ley y en otras 
disposiciones jurídicas aplicables.” 

“CAPÍTULO IV 

DEL ÓRGANO DE VIGILANCIA 

Artículo 113. El Archivo General contará con un 
Comisario Público y con una unidad 
encargada del control y vigilancia, de 
conformidad con lo dispuesto por la Ley Orgánica 
de la Administración Pública Federal, la Ley 
Federal de las Entidades Paraestatales y su 
Reglamento; y ejercerá las facultades previstas 
en estos ordenamientos y los demás que le 
resulten aplicables.” 

“Capítulo III 

Órgano de Vigilancia 

Artículo 108. El Archivo General del Estado, será 
vigilado por órgano interno de control de la 
Secretaría General de Gobierno, que será 
designado y removido por el Secretario de 
Contraloría y Transparencia Gubernamental y 
tendrá las atribuciones previstas en la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado 
de Guerrero y demás disposiciones legales 
aplicables.” 

“Séptimo. El Órgano de Gobierno del Archivo 
General, deberá expedir y publicar en el Diario 
Oficial de la Federación en un periodo no mayor a 
un año, contado a partir de la entrada en vigor de 
la presente Ley, el Estatuto Orgánico del 
Archivo General.” 

“SÉPTIMO. El Órgano de Gobierno del Archivo 
General del Estado, deberá expedir y publicar en 
el Periódico Oficial del Estado de Guerrero en un 
periodo no mayor a un año, contado a partir de la 
entrada en vigor de la presente Ley, el Estatuto 
Orgánico del Archivo General del Estado.” 

 

109. De lo anterior se observa que, en la estructura organizacional del Archivo General del Estado  
de Guerrero, el legislador local, si bien en su mayoría cumple con el mandato de equivalencia de 
integración, atribuciones y funcionamiento previsto en el artículo 71, último párrafo, de la Ley General  
de la materia39, con respecto de aquélla que ese ordenamiento otorga al Archivo General de la Nación, 
también lo es que existen ciertas diferencias: 

● La falta de existencia del Órgano de Gobierno del Archivo General del Estado de Guerrero, 
siendo que el legislador local previó una Dirección General, un Órgano de Vigilancia, un Comité 
Técnico y Científico Archivístico, y la estructura administrativa y órganos técnicos que se 
establezcan en su Estatuto Orgánico. 

                                                 
39 Ley General de Archivos. 
“Artículo 71. Las leyes de las entidades federativas regularán los Sistemas locales, los cuales contarán con un Consejo Local, como órgano 
de coordinación. 
Asimismo, se deberá prever la creación de un archivo general como la entidad especializada en materia de archivos. Su titular deberá tener 
nivel de subsecretario, titular de unidad administrativa o su equivalente. 
En los Consejos Locales participarán los municipios y las alcaldías de la Ciudad de México, según corresponda, en los términos de la 
legislación de cada entidad federativa. 
El cumplimiento de las atribuciones de los Consejos Locales estará a cargo de los archivos generales o las entidades especializadas en 
materia de archivos a nivel local, según corresponda. 
Las leyes de las entidades federativas desarrollarán la integración, atribuciones y funcionamiento de los Sistemas locales equivalentes a las 
que esta Ley otorga al Sistema Nacional” 



Lunes 30 de octubre de 2023 DIARIO OFICIAL 233 

● La falta de previsión de que el Comité Técnico y Científico Archivístico local operará 
conforme a los lineamientos emitidos por el Órgano de Gobierno del Archivo General  
del Estado. 

● La sustitución de la figura del Órgano de Gobierno del Archivo General por el Consejo Estatal 
de Archivos, en lo relativo al requisito para ser Director General consistente en: “No ser cónyuge, ni 
tener relación de parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado o civil con 
cualquiera de los miembros del Órgano de Gobierno”. 

● En lo relativo a la propuesta que haga el Director General de medidas necesarias para el 
funcionamiento del Archivo General del Estado, que en términos de la Ley General debe hacerlo 
a su Órgano de Gobierno, el legislador local dispuso que ello se hará al Consejo Estatal. 

● En torno a la propuesta del Director General respecto al proyecto del Estatuto Orgánico del 
Archivo General del Estado, que en términos de la Ley General debe hacerlo a su Órgano de 
Gobierno, la Ley local analizada establece que ello se hará al Consejo Estatal, la cual, además, 
sustituye el término “Estatuto Orgánico” por “reglamento interior del órgano administrativo 
desconcentrado”. 

● La facultad que tiene el Director General de nombrar y remover a los servidores públicos del 
Archivo General, la Ley General lo condiciona a que tales nombramientos no correspondan al 
Órgano de Gobierno, en tanto que la Ley local impugnada refiere que no corresponda “a los 
titulares de la Secretaría General de Gobierno y del Poder Ejecutivo”. 

● En la regulación del Órgano de Vigilancia, la Ley General dispone que el Archivo General de la 
Nación contará con un Comisario Público y con una unidad encargada del control y vigilancia; en 
tanto que la Ley local analizada dispone que el Archivo General del Estado “será vigilado por 
órgano interno de control de la Secretaría General de Gobierno, que será designado y 
removido por el Secretario de Contraloría y Transparencia Gubernamental.” 

● Finalmente, la Ley local impugnada, a pesar de no prever la existencia del Órgano de Gobierno del 
Archivo General del Estado, prevé en su Séptimo Transitorio que: “El Órgano de Gobierno del 
Archivo General del Estado, deberá expedir y publicar en el Periódico Oficial del Estado de 
Guerrero en un periodo no mayor a un año, contado a partir de la entrada en vigor de la 
presente Ley, el Estatuto Orgánico del Archivo General del Estado.” 

110. Atento a ello, se procede a dar respuesta a los conceptos de invalidez formulados por el INAI conforme 
a los siguientes temas: 

● TEMA VI.4.1.  Falta de existencia del Órgano de Gobierno del Archivo General del Estado 
(artículo 105 de la Ley local impugnada). 

● TEMA VI.4.2.  Requisito de elegibilidad para ser Director del Archivo General del Estado, 
consistente en: “No ser cónyuge, ni tener relación de parentesco por consanguinidad o 
afinidad hasta el cuarto grado o civil con cualquiera de los miembros del Consejo Estatal” 
(artículo 106, fracción V de la Ley local impugnada). 

● TEMA VI.4.3.  Atribuciones del Director del Archivo General del Estado (artículo 107, 
fracciones II, III y IV, de la Ley local impugnada). 

● TEMA VI.4.4.  Regulación del Órgano de Vigilancia del Archivo General del Estado (artículo 
108 de la Ley local impugnada). 

● TEMA VI.4.5.  Omisión de prever la facultad del Órgano de Gobierno del Archivo General del 
Estado para emitir lineamientos conforme a los cuales operará el Comité Técnico y Científico 
Archivístico (artículo 109 de la Ley local impugnada). 

VI.4.1. Falta de existencia del Órgano de Gobierno del Archivo General del Estado de Guerrero 
(artículo 105 de la Ley local impugnada). 

111. En coincidencia con lo señalado por el INAI en cuanto a que la naturaleza jurídica que debe tener el 
Archivo General del Estado de Guerrero es la de organismo descentralizado no sectorizado, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio, con autonomía técnica y de gestión para el 
cumplimiento de sus atribuciones, objeto y fines, la Ley local impugnada debe prever, en su 
estructura orgánica, la existencia de un Órgano de Gobierno. 
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112. En efecto, este Tribunal Pleno advierte acertado lo alegado por el INAI, en el sentido de que en la 
configuración orgánica del Archivo General del Estado de Guerrero no existe su Órgano de 
Gobierno, lo cual deriva, precisamente, de su carácter de “organismo administrativo 
desconcentrado, dependiente de la Secretaría General de Gobierno”. 

113. Tal dependencia trae como consecuencia la referida ausencia orgánica, misma que trasciende en 
la sustitución del Órgano de Gobierno del Archivo General por el Consejo Estatal, respecto a 
ciertas facultades que tiene su titular, esto es, su Director General, así como la vigilancia de dicho 
Archivo por un órgano interno de control de la Secretaría General de Gobierno, designado y removido 
por el Secretario de Contraloría y Transparencia Gubernamental. 

114. En este punto, es preciso recordar lo que dispone el artículo 71 de la Ley General de Archivos: 

“Artículo 71. Las leyes de las entidades federativas regularán los Sistemas locales, 
los cuales contarán con un Consejo Local, como órgano de coordinación. 

Asimismo, se deberá prever la creación de un archivo general como la entidad 
especializada en materia de archivos. Su titular deberá tener nivel de subsecretario, 
titular de unidad administrativa o su equivalente. 

En los Consejos Locales participarán los municipios y las alcaldías de la Ciudad de 
México, según corresponda, en los términos de la legislación de cada entidad 
federativa. 

El cumplimiento de las atribuciones de los Consejos Locales estará a cargo de los 
archivos generales o las entidades especializadas en materia de archivos a nivel 
local, según corresponda. 

Las leyes de las entidades federativas desarrollarán la integración, atribuciones y 
funcionamiento de los Sistemas locales equivalentes a las que esta Ley otorga al 
Sistema Nacional.” 

115. De este precepto se desprende que las leyes de las entidades federativas deberán prever la 
creación de un Archivo General como la entidad especializada en materia de archivos, el cual 
estará a cargo del cumplimiento de las atribuciones del Consejo Local respectivo, debiendo desarrollar la 
integración, atribuciones y funcionamiento de sus Sistemas locales de modo equivalente a las que esta 
Ley otorga al Sistema Nacional. 

116. Al respecto, como ha destacado este Tribunal Constitucional, de acuerdo con los trabajos legislativos, el 
legislador federal se decantó por establecer una mayor autonomía del Archivo General de la Nación 
para el ejercicio de sus funciones, otorgándole el carácter de órgano descentralizado no sectorizado, sin 
dependencia directa del Poder Ejecutivo Federal. 

117. En este aspecto resalta que la Ley General de Archivos dedica su Libro Segundo al Archivo General de 
la Nación; cuyo Título Primero regula su organización y funcionamiento. 

118. En dicho marco, como se ha destacado, los artículos 104 y 105 de esa Ley General, prevén, 
respectivamente, que: “es un organismo descentralizado no sectorizado, con personalidad jurídica 
y patrimonio propio, con autonomía técnica y de gestión para el cumplimiento de sus 
atribuciones, objeto y fines”; y que: “es la entidad especializada en materia de archivos, que tiene 
por objeto promover la organización y administración homogénea de archivos, preservar, 
incrementar y difundir el patrimonio documental de la Nación, con el fin de salvaguardar la 
memoria nacional de corto, mediano y largo plazo; así como contribuir a la transparencia y 
rendición de cuentas”. 

119. Por su parte, el artículo 10840 de la referida Ley General, establece que el Archivo General de la Nación 
contará con los siguientes órganos: 

I.  Órgano de Gobierno; 

II.  Dirección General; 

                                                 
40 Ley General de Archivos. 
“Artículo 108. Para el cumplimiento de su objeto, el Archivo General contará con los siguientes órganos: 
I. Órgano de Gobierno; 
II. Dirección General; 
III. Órgano de Vigilancia; 
IV. Consejo Técnico, y 
V. Las estructuras administrativas y órganos técnicos establecidos en su Estatuto Orgánico. 
El Consejo Técnico operará conforme a los lineamientos emitidos por el Órgano de Gobierno para tal efecto.” 



Lunes 30 de octubre de 2023 DIARIO OFICIAL 235 

III.  Órgano de Vigilancia; 

IV.  Consejo Técnico, y 

V.  Las estructuras administrativas y órganos técnicos establecidos en su Estatuto Orgánico. 

120. El artículo 10941 del mismo ordenamiento, dispone que el Órgano de Gobierno es el cuerpo colegiado 
de administración del Archivo General de la Nación, cuyas principales funciones son las de evaluar 
la operación administrativa, así como el cumplimiento de los objetivos y metas del Archivo General y 
emitir los lineamientos para el funcionamiento del Consejo Técnico; en tanto el diverso 11042 determina 
que estará integrado por un miembro de las siguientes instancias: 

I.  La Secretaría de Gobernación, quien lo presidirá; 

II.  La Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 

III.  La Secretaría de Educación Pública; 

IV. La Secretaría de Relaciones Exteriores; 

V.  La Secretaría de Cultura; 

VI. La Secretaría de la Función Pública, y 

VII.  El Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología. 

121. Al respecto, resalta que el segundo párrafo del referido artículo 110, dispone que los integrantes del 
Órgano de Gobierno deberán tener, por lo menos, nivel de Subsecretario o su equivalente. Por 
cada miembro propietario habrá un suplente que deberá tener nivel, por lo menos, de director general o 
su equivalente; en tanto que el tercer párrafo del mismo precepto dispone la facultad otorgada al 
presidente o a propuesta de alguno de los integrantes del Órgano de Gobierno, para poder invitar 
a las sesiones a representantes de todo tipo de instituciones públicas o privadas, quienes intervendrán 
con voz, pero sin voto. Finalmente, se determina que los integrantes del Órgano de Gobierno no 
obtendrán remuneración, compensación o emolumento por su participación. 

122. La anterior regulación no fue prevista por el legislador del Estado de Guerrero al expedir su Ley 
de Archivos local, precisamente, al haber establecido su naturaleza como “organismo administrativo 
desconcentrado, dependiente de la Secretaría de Gobierno”, lo que hace fundado lo alegado por el 
INAI, por cuanto al artículo 105 impugnado se refiere, pues no responde al mandato de equivalencia 
exigido por la Ley General de la materia, lo que genera su invalidez, resultando aplicable en lo 
conducente el artículo 108 de la Ley General de Archivos, en tanto el legislador local ajuste su 
legislación conforme a los mandatos de equivalencia de ese ordenamiento marco. 

123. Finalmente, es de destacarse que la ley local impugnada, a pesar de no prever la existencia del Órgano 
de Gobierno del Archivo General del Estado, prevé en su Séptimo Transitorio que: “El Órgano de 
Gobierno del Archivo General del Estado, deberá expedir y publicar en el Periódico Oficial del 
Estado de Guerrero en un periodo no mayor a un año, contado a partir de la entrada en vigor de 
la presente Ley, el Estatuto Orgánico del Archivo General del Estado”, lo cual hace notar el INAI. 

                                                 
41 Ley General de Archivos. 
“Artículo 109. El Órgano de Gobierno es el cuerpo colegiado de administración del Archivo General que, además de lo previsto en la Ley 
Federal de las Entidades Paraestatales y las disposiciones reglamentarias, tendrá las siguientes atribuciones: 
I. Evaluar la operación administrativa así como el cumplimiento de los objetivos y metas del Archivo General; 
II. Emitir los lineamientos para el funcionamiento del Consejo Técnico, y 
III. Las demás previstas en otras disposiciones jurídicas aplicables.” 
42 Ley General de Archivos. 
“Artículo 110. El Órgano de Gobierno estará integrado por un miembro de las siguientes instancias: 
I. La Secretaría de Gobernación, quien lo presidirá; 
II. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 
III. La Secretaría de Educación Pública; 
IV. La Secretaría de Relaciones Exteriores; 
V. La Secretaría de Cultura; 
VI. La Secretaría de la Función Pública, y 
VII. El Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología. 
Los integrantes del Órgano de Gobierno deberán tener, por lo menos, nivel de Subsecretario o su equivalente. Por cada miembro propietario 
habrá un suplente que deberá tener nivel, por lo menos, de director general o su equivalente. 
El presidente o a propuesta de alguno de los integrantes del Órgano de Gobierno, podrá invitar a las sesiones a representantes de todo tipo 
de instituciones públicas o privadas, quienes intervendrán con voz pero sin voto. Los integrantes del Órgano de Gobierno, no obtendrán 
remuneración, compensación o emolumento por su participación.” 
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124. Este Tribunal Pleno observa que dicho precepto responde a la existencia del Órgano de Gobierno del 
Archivo General del Estado de Guerrero y a su facultad de expedir su propio Estatuto Orgánico, en un 
plazo cierto, de forma equivalente a como lo prevé la Ley General para su homólogo Nacional en su 
artículo Séptimo Transitorio43. 

125. Lo anterior es así, y si bien dicha norma no ha surtido efectos derivado de la falta de existencia del 
referido Órgano de Gobierno, ello no impide que el Congreso del Estado de Guerrero, atento a lo 
determinado en este fallo, ajuste su legislación interna, previendo para el Archivo General local una 
estructura equivalente a su homólogo Nacional, a fin de que, de manera autónoma, expida la regulación 
interna que lo regirá. 

126. Estas consideraciones son obligatorias al haberse aprobado por unanimidad de diez votos de las 
señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 
Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea por razones 
adicionales, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández. 

VI.4.2. Requisito de elegibilidad para ser Director del Archivo General del Estado, consistente en: 
“No ser cónyuge, ni tener relación de parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto 
grado o civil con cualquiera de los miembros del Consejo Estatal” (artículo 106, fracción V de la Ley 
local impugnada). 

127. El artículo 11144 de la Ley General de Archivos establece que el Director General será nombrado por el 
Presidente de la República, así como los requisitos de elegibilidad que debe cumplir la persona que 
llegue a ocupar dicho cargo; en tanto que el diverso 112 determina sus atribuciones. 

128. De modo equivalente, la Ley local impugnada prevé, en su artículo 10645, que el Director General será 
nombrado por el Gobernador del Estado, cumpliendo los requisitos establecidos en dicha norma; no 
obstante, el INAI impugna su fracción V, relativa a: “V. No ser cónyuge, ni tener relación de 
parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado o civil con cualquiera de los 
miembros del Consejo Estatal”, siendo que la Ley General, en su artículo 111, fracción V46, refiere 
dicho requisito respecto de “cualquiera de los miembros del Órgano de Gobierno”. 

129. En esa guisa, este Pleno al resolver la acción de inconstitucionalidad 101/2019, en sesión de tres de 
mayo de dos mil veintiuno, sustentó47 que del artículo 71 de la Ley General de Archivos no se extrae 
un mandato para que el legislador local forzosamente reitere o desarrolle su contenido en la ley 
estatal que regule la materia. Lo anterior, bajo las siguientes consideraciones: 

                                                 
43 Ley General de Archivos. 
“Séptimo. El Órgano de Gobierno del Archivo General, deberá expedir y publicar en el Diario Oficial de la Federación en un periodo no mayor 
a un año, contado a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, el Estatuto Orgánico del Archivo General.” 
44 Ley General de Archivos. 
“Artículo 111. El Director General será nombrado por el Presidente de la República y deberá cubrir los siguientes requisitos: 
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento; 
II. Poseer, al día de la designación, preferentemente el grado académico de doctor en ciencias sociales o humanidades, expedido por 
autoridad o institución facultada para ello, o bien, contar con experiencia mínima de cinco años en materia archivística; 
III. No haber sido condenado por la comisión de algún delito doloso; 
IV. Tener cuando menos treinta años de edad al día de la designación; 
V. No ser cónyuge, ni tener relación de parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado o civil con cualquiera de los miembros 
del Órgano de Gobierno, y 
VI. No haber sido Secretario de Estado, Fiscal General de la República, Senador, Diputado Federal o Local, dirigente de un partido o 
agrupación política, Gobernador de algún estado o Jefe de Gobierno de la Ciudad de México, durante el año previo al día de su 
nombramiento. 
Durante su gestión, el Director General no podrá desempeñar ningún otro empleo, cargo o comisión, con excepción de aquellos que puede 
desempeñar en las instituciones docentes, científicas o de beneficencia, siempre que sean compatibles con sus horarios, responsabilidades y 
actividades dentro del Archivo General.” 
45 Ley número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. 
“Artículo 106. El Director General, será nombrado por el Gobernador del Estado y deberá cubrir los siguientes requisitos:[…] 
V. No ser cónyuge, ni tener relación de parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado o civil con cualquiera de los 
miembros del Consejo Estatal, y […]” 
46 Ley General de Archivos. 
“Artículo 111. El Director General será nombrado por el Presidente de la República y deberá cubrir los siguientes requisitos: […] 
V. No ser cónyuge, ni tener relación de parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado o civil con cualquiera de los 
miembros del Órgano de Gobierno, y […].” 
47 Por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 
Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar 
Lelo de Larrea, respecto del apartado VII, relativo a las consideraciones y fundamentos, en su tema 2.6, denominado “Nivel jerárquico del 
Director General del Archivo Estatal”, consistente en reconocer la validez de los artículos 80, salvo su fracción III, y 81 de la Ley de Archivos 
del Estado de Colima, expedida mediante el Decreto Núm. 108, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el catorce de 
agosto de dos mil diecinueve. La señora Ministra Piña Hernández votó en contra y anunció voto particular. 
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“Bajo esta línea, ciertamente existe un mandato que debe ser obedecido a nivel local 
para garantizar el nivel jerárquico del titular del archivo estatal; sin embargo, la 
obligación viene dada directamente por el propio artículo 71 de la LGA, sin requerir 
ésta de un desarrollo o de una forzosa reiteración legislativa. A diferencia de otras 
facultades de ejercicio obligatorio previstas en ese numeral, se considera que, 
respecto del nivel jerárquico del Director General, la LGA es clara en establecer que 
su rango deberá ser equivalente al de subsecretario o titular de área administrativa. 

La concretización de este nivel podría quedar prevista, por ejemplo, en el reglamento 
interno del Archivo local o ser directamente aprobado por el Órgano de Gobierno 
como parte de la estructura orgánica, los manuales de organización y los demás 
ordenamientos que rijan la organización y funcionamiento del Archivo local, 
figurando eventualmente en el propio Presupuesto de Egresos local.” 

130. Por otra parte, en la referida acción de inconstitucionalidad 101/2019, este Tribunal Pleno también 
observó48 que la equivalencia exigida por la Ley General de Archivos es respecto de la integración de los 
órganos del Sistema Local de Archivos, así como su funcionamiento y atribuciones, pero no respecto 
de los requisitos de elegibilidad de sus integrantes, pues éstos forman parte de la libertad de 
configuración de cada entidad federativa. Lo anterior, con base en los razonamientos siguientes: 

“Como se ha mencionado en esta sentencia, lo que exige el artículo 71, último 
párrafo, 89 de la LGA es que las leyes locales en materia de archivos regulen el 
Sistema Local de Archivos de forma equivalente al Sistema Nacional, mas no idéntica. 
Esta equivalencia debe entenderse desde un punto de vista funcional u operativo a 
nivel sistema, pues lo que pretende es garantizar que el sistema local cumpla con las 
funciones y finalidades previstas en la ley general, permitiendo de esa manera una 
actuación coordinada efectiva de archivos. Asimismo, como también ya se mencionó, 
la equivalencia se exige respecto de la integración de los órganos del Sistema Local 
de Archivos, así como su funcionamiento y atribuciones, no respecto de los 
requisitos de elegibilidad de sus integrantes. 

Así, en principio, los requisitos de elegibilidad forman parte de la libertad de 
configuración de la entidad federativa. En consecuencia, la previsión de requisitos de 
elegibilidad diferentes debe considerarse válida siempre que no se advierta que se 
traducen en una modificación de la integración, las funciones y las atribuciones de 
los órganos de Sistema Local que afecte la equivalencia funcional de éste con 
respecto del Sistema Nacional.49 

Este Tribunal Pleno considera que las diferencias en los requisitos de elegibilidad que 
prevé el artículo 80 de la LAEC encuadran dentro de la libertad de configuración de la 
entidad federativa, ya que, por sí solas, no imposibilitan que el funcionario público 
que sea designado cumpla con sus funciones de dirección del Archivo local, 
consistentes esencialmente en la supervisión del cumplimiento de las disposiciones 
jurídicas aplicables, en la propuesta al órgano de gobierno del estatuto orgánico y las 
medidas necesarias para su funcionamiento, así como en el nombramiento y 
remoción de los servidores públicos del Archivo local.

 
50 

(…) 

                                                 
48 Por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 
Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat con diversas consideraciones, Laynez Potisek, Pérez 
Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea en contra de la metodología, respecto del apartado VII, relativo a las consideraciones y 
fundamentos, en su tema 2.5, denominado “Falta de equivalencia en los requisitos de elegibilidad para ser Director General”, consistente en 
reconocer la validez del artículo 80, salvo su fracción III, de la Ley de Archivos del Estado de Colima, expedida mediante el Decreto Núm. 
108, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el catorce de agosto de dos mil diecinueve. La señora Ministra Piña 
Hernández votó en contra. El señor Ministro Gutiérrez Ortiz Mena anunció voto concurrente. 
49 Conviene precisar que en este punto no resulta aplicable lo resuelto en la acción de inconstitucionalidad 119/2017, antes referida. En 
aquella ocasión, es cierto que se declaró inválido el artículo 34 de la Ley del Sistema Estatal Anticorrupción de Baja California, entre otras 
razones, por prever requisitos distintos a los establecidos en la Ley General en la materia, para ser nombrado integrante del Comité de 
Participación Ciudadana. Sin embargo, lo anterior atendió a que, en ese aspecto, la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción 
estableció enfáticamente que los ciudadanos integrantes de ese Comité tendrían que reunir “los mismos requisitos” que los establecidos para 
el puesto de Secretario Técnico, en su artículo 16. Además, en la legislación analizada se generaba una distinción entre integrantes de 
carácter técnico y honorífico, no prevista por la Ley General, para el Comité de Participación Ciudadana. Véanse las páginas 36 y siguientes 
de la sentencia. 
50 Véanse los artículos 112 de la LGA y 81 de la LAEC. También debe tomarse en cuenta que el artículo 80 de la LAEC no exime al Director 
General de cumplir con todas las obligaciones de la LGRA encaminadas a evitar los conflictos de interés que podrían impactar en el ejercicio 
íntegro y eficaz de su cargo. 
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Ahora bien, para responder al argumento específico del accionante, es importante 
señalar que el que la LAEC omita exigir como requisito de elegibilidad “no ser 
cónyuge, ni tener relación de parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el 
cuarto grado o civil con cualquiera de los miembros del Órgano de Gobierno” no se 
traduce en una permisión para los integrantes de este órgano para nombrar a un 
servidor público con el que presentan lazos de parentesco o afinidad. Existen otras 
disposiciones directamente aplicables a todos los servidores públicos, entre ellos, 
los que integran el Órgano de Gobierno, respecto del grado de parentesco permitido 
para realizar un nombramiento, como el de Director General. 

Bajo esta línea, debe atenderse directamente a lo dispuesto por la LGRA, que prevé 
que todos los servidores públicos, de cualquier orden de gobierno, deberán observar 
en su actuación ciertos principios y directrices. En lo que interesa, la fracción XII del 
artículo 7 señala expresamente que deberán “[a]bstenerse de intervenir o promover, 
por sí o por interpósita persona, en la selección, nombramiento o designación para el 
servicio público de personas con quienes tenga parentesco por filiación hasta el 
cuarto grado o por afinidad hasta el segundo grado […]”.51 

131. De lo visto se advierte que la equivalencia a que hace referencia el artículo 71, último párrafo, de la Ley 
General de Archivos debe entenderse desde un punto de vista funcional u operativo a nivel 
sistema, pues lo que pretende es garantizar que el sistema local cumpla con las funciones y finalidades 
previstas en la Ley General, permitiendo de esa manera una actuación coordinada efectiva de archivos. 

132. En ese sentido, este Tribunal Pleno ha observado que del artículo 111 de la Ley General de Archivos no 
se extrae un mandato para que el legislador forzosamente reitere o desarrolle ese contenido en la ley 
local, máxime que el establecimiento de estos requisitos es un aspecto ya previsto por la Ley General y 
cuya concretización resulta de carácter administrativo; además, tales exigencias pueden quedar 
previstas, por ejemplo, en el reglamento interno del Archivo local.52 

133. Criterio similar sostuvo este Tribunal Pleno al resolver la acción de inconstitucionalidad 141/2019, en 
sesión de cuatro de mayo de dos mil veintiuno, respecto de los requisitos establecidos en la Ley General 
de Archivos para ser titular del área coordinadora de archivos, así como para ocupar el cargo de Director 
General del Archivo, donde se reconoció la validez del artículo 29 de la Ley de Archivos del Estado de 
Jalisco y sus Municipios.53 

134. Atento a lo expuesto, en el caso, el requisito de elegibilidad establecido por el legislador guerrerense 
para ser Director General del Archivo General del Estado, contenido en el artículo 106, fracción V, de 
la Ley local impugnada resulta válido, pues si bien los lazos de parentesco a que se refiere la norma 
están referidos a los integrantes del Consejo Estatal, cierto es también que, como ha sustentado este 
Pleno, existen otras disposiciones directamente aplicables a todos los servidores públicos, 
respecto del grado de parentesco permitido para realizar un nombramiento, como es el de Director 
General. En efecto, la Ley General de Responsabilidades Administrativas prevé que todos los 
servidores públicos, de cualquier orden de gobierno, deberán observar en su actuación ciertos 
principios y directrices. En lo que interesa, la fracción XII del artículo 7 señala expresamente que 
deberán “[a]bstenerse de intervenir o promover, por sí o por interpósita persona, en la selección, 
nombramiento o designación para el servicio público de personas con quienes tenga parentesco 
por filiación hasta el cuarto grado o por afinidad hasta el segundo grado […]”.54 

                                                 
51 LGRA. 
“Artículo 7. Los Servidores Públicos observarán en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, los principios de disciplina, legalidad, 
objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, integridad, rendición de cuentas, eficacia y eficiencia que rigen el servicio 
público. Para la efectiva aplicación de dichos principios, los Servidores Públicos observarán las siguientes directrices: […] 
XII. Abstenerse de intervenir o promover, por sí o por interpósita persona, en la selección, nombramiento o designación para el servicio 
público de personas con quienes tenga parentesco por filiación hasta el cuarto grado o por afinidad hasta el segundo grado […].” 
52 Criterio similar fue sustentado por este Tribunal Pleno al resolver la acción de inconstitucionalidad 141/2019, en sesión de cuatro de 
mayo de dos mil veintiuno. 
53 Se aprobó por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara 
Carrancá, Franco González Salas, Aguilar Morales en contra de algunas consideraciones, Pardo Rebolledo en contra de algunas 
consideraciones, Piña Hernández por consideraciones diferentes, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de 
Larrea por consideraciones diferentes, respecto del considerando quinto, relativo al estudio de fondo, en su tema 12, consistente en 
reconocer la validez del artículo 29 de la Ley de Archivos del Estado de Jalisco y sus Municipios, expedida mediante el Decreto Número 
27589/LXII/19, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el diecinueve de noviembre de dos mil diecinueve. La señora 
Ministra Esquivel Mossa votó en contra. La señora Ministra Piña Hernández anunció voto concurrente. 
54 LGRA. 
“Artículo 7. Los Servidores Públicos observarán en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, los principios de disciplina, legalidad, 
objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, integridad, rendición de cuentas, eficacia y eficiencia que rigen el servicio 
público. Para la efectiva aplicación de dichos principios, los Servidores Públicos observarán las siguientes directrices: […]” 
XII. Abstenerse de intervenir o promover, por sí o por interpósita persona, en la selección, nombramiento o designación para el servicio 
público de personas con quienes tenga parentesco por filiación hasta el cuarto grado o por afinidad hasta el segundo grado […]. 
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135. Por tanto, debe reconocerse la validez del artículo 106, fracción V, de la Ley local impugnada. 

136. Estas consideraciones son obligatorias al haberse aprobado por unanimidad de diez votos de las 
señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá 
separándose del párrafo 132, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales separándose de los párrafos 
132 y 133, Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicionales, Laynez Potisek, Pérez 
Dayán y Presidenta Piña Hernández. 

VI.4.3. Atribuciones del Director del Archivo General del Estado (artículo 107, fracciones II, III y IV, 
de la Ley local impugnada). 

137. Este Tribunal Pleno advierte que las atribuciones que el legislador guerrerense otorgó al Director 
General, en el artículo 107, fracciones II, III y IV, no resultan equivalentes con las previstas en el 
diverso 112, fracciones II, III y IV, de la Ley General de Archivos, en lo relativo a las propuestas de 
medidas necesarias para el funcionamiento del Archivo General, así como la relativa al proyecto de 
Estatuto Orgánico, tal como lo alega el INAI. 

Ley General de Archivos 
Ley Número 794 de Archivos del Estado de 

Guerrero y sus Municipios 

“Artículo 112. El Director General, además de lo 
previsto en la Ley Federal de las Entidades 
Paraestatales y las disposiciones reglamentarias 
correspondientes, tendrá las siguientes 
facultades: 

I. Supervisar que la actividad del Archivo General 
cumpla con las disposiciones legales, 
administrativas y técnicas aplicables, así como 
con los programas y presupuestos aprobados; 

II. Proponer al Órgano de Gobierno las medidas 
necesarias para el funcionamiento del Archivo 
General; 

III. Proponer al Órgano de Gobierno el proyecto 
de Estatuto Orgánico; 

IV. Nombrar y remover a los servidores públicos 
del Archivo General, cuyo nombramiento no 
corresponda al Órgano de Gobierno, y 

V. Las demás previstas en esta Ley y en otras 
disposiciones jurídicas aplicables. 

“Artículo 107. El Director General, tendrá las 
facultades siguientes: 

I. Supervisar que la actividad del Archivo General 
del Estado cumpla con las disposiciones legales, 
administrativas y técnicas aplicables, así como con 
los programas y presupuestos aprobados; 

II. Proponer al Consejo Estatal las medidas 
necesarias para el funcionamiento del Archivo 
General del Estado; 

III. Proponer al Consejo Estatal el proyecto del 
reglamento interior del órgano administrativo 
desconcentrado; 

IV. Nombrar y remover a los servidores públicos 
del Archivo General, cuyo nombramiento no 
corresponda a los titulares de la Secretaría 
General de Gobierno y del Poder Ejecutivo, y 

V. Las demás previstas en esta Ley y en otras 
disposiciones jurídicas aplicables.” 

 

138. En efecto, tales facultades, en términos del ordenamiento marco, están referidas al Órgano de 
Gobierno del Archivo General, en tanto que el legislador local las refirió al Consejo Estatal, o incluso, 
a los titulares de la Secretaría General de Gobierno y del Poder Ejecutivo, lo cual rompe con la 
equivalencia funcional del Sistema Local de Archivos frente a su homólogo Nacional. 

139. Ello es así, pues la autonomía que debe caracterizar al Archivo General incide en su operación 
interna, lo cual es una atribución de su Órgano de Gobierno, al ser el encargado de su 
administración, siendo con ello, propio de sus facultades, el aprobar las medidas necesarias a su 
funcionamiento, su Estatuto Orgánico, e incluso los lineamientos para el funcionamiento del Consejo o 
Comité Técnico respectivo, así como lo relativo al nombramiento y remoción de funcionarios, cuyo 
nombramiento no corresponda, en este caso, al Director General. 

140. No escapa a esta conclusión que, atento al artículo 71 de la Ley General de la materia, las leyes de las 
entidades federativas regularán los Sistemas locales, los cuales contarán con un Consejo Local, como 
órgano de coordinación; y que deberán prever la creación de un archivo general como la entidad 
especializada en materia de archivos, cuyo titular deberá tener nivel de subsecretario, titular de unidad 
administrativa o su equivalente, encargada del cumplimiento de las atribuciones de dicho Consejo. 

141. De ello se deriva que el Archivo General, tanto Nacional como el de cada una de las entidades 
federativas, constituyen órganos ejecutores de las determinaciones tanto del Consejo Nacional como de 
los respectivos Locales, sin embargo, ello no llega a justificar la incidencia funcional y operativa del 
Archivo local por parte del Consejo Estatal, atento a la autonomía técnica y de gestión de dicha 
entidad especializada archivística para el cumplimiento de sus atribuciones, objetos y fines. 
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142. En esos términos, como se explicó, la sustitución del Órgano de Gobierno por el Consejo Estatal, en la 
operación administrativa del Archivo General, incide en la autonomía de dicha entidad especializada 
para dirigir su propio funcionamiento, de donde deriva la invalidez del artículo 107, en sus 
fracciones II, III y IV, de la Ley local impugnada, resultando aplicable las previsiones de la Ley 
General en su artículo 112, fracciones II, III y IV, tanto el legislador local ajuste su legislación conforme a 
los mandatos de equivalencia de ese ordenamiento marco. 

143. Estas consideraciones son obligatorias al haberse aprobado por mayoría de nueve votos de las señoras 
Ministras y de los señores Ministros González Alcántara Carrancá separándose del párrafo 141, Esquivel 
Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicionales, 
Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández. El señor Ministro Gutiérrez Ortiz Mena votó 
en contra y anunció voto particular. El señor Ministro González Alcántara Carrancá anunció voto 
concurrente. 

VI.4.4. Regulación del Órgano de Vigilancia del Archivo General del Estado (artículo 108 de la Ley 
local impugnada). 

144. El Órgano de Vigilancia del Archivo General de la Nación se encuentra regulado por el artículo 113 
de la citada Ley General, al disponer que “El Archivo General contará con un Comisario Público y 
con una unidad encargada del control y vigilancia, de conformidad con lo dispuesto por la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal, la Ley Federal de las Entidades Paraestatales y su 
Reglamento; y ejercerá las facultades previstas en estos ordenamientos y los demás que le 
resulten aplicables”. 

145. Al respecto, el artículo 108 de la Ley local impugnada determina que “El Archivo General del Estado, 
será vigilado por órgano interno de control de la Secretaría General de Gobierno, que será 
designado y removido por el Secretario de Contraloría y Transparencia Gubernamental y tendrá 
las atribuciones previstas en la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 
Guerrero y demás disposiciones legales aplicables”. 

146. Lo anterior no cumple con los mandatos de equivalencia que exige el artículo 71 de la Ley 
General, pues el legislador local, atento a la autonomía que caracteriza al Archivo General, en la 
regulación de su Órgano de Vigilancia debió prever un funcionario y unidad independiente, a nivel 
interno u orgánico, encargados de su control y vigilancia, no dependientes del Ejecutivo local. 

147. En esos términos, el artículo 108 de la Ley local impugnada resulta inválido, al no contar el Archivo 
General local con un Órgano de Vigilancia funcionalmente equivalente al previsto para su 
homólogo nacional. 

148. Estas consideraciones son obligatorias al haberse aprobado por mayoría de ocho votos de las señoras 
Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel 
Mossa, Ortiz Ahlf, Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicionales, Pérez Dayán y 
Presidenta Piña Hernández. Los señores Ministros Laynez Potisek y Aguilar Morales votaron por la 
invalidez únicamente de su porción normativa “de la Secretaría General de Gobierno”. La señora 
Ministra Presidenta Piña Hernández anunció voto aclaratorio. El señor Ministro Laynez Potisek anunció 
voto particular. 

VI.4.5. Omisión de prever la facultad del Órgano de Gobierno del Archivo General del Estado para 
emitir lineamientos conforme a los cuales operará el Comité Técnico y Científico Archivístico 
(artículo 109 de la Ley local impugnada). 

149. El artículo 114 de la Ley General de Archivos55 regula al Consejo Técnico y Científico Archivístico, 
que tiene como función asesorar al Archivo General en las materias históricas, jurídicas, de 
tecnologías de la información y las disciplinas afines al quehacer archivístico. 

150. Dicho órgano estará formado por trece integrantes designados por el Consejo Nacional de Archivos 
a convocatoria pública del propio Archivo General entre representantes de instituciones de docencia, 
investigación o preservación de archivos, académicos y expertos destacados. 

151. Asimismo, operará conforme a los lineamientos aprobados por el Consejo Nacional, los cuales, en 
términos del artículo 109, fracción II56, de ese ordenamiento marco, son emitidos por el Órgano de 
Gobierno, y sus integrantes no obtendrán remuneración, compensación o emolumento por su 
participación. 

                                                 
55 Ley General de Archivos. 
“Artículo 114. El Archivo General contará con un Consejo Técnico que lo asesorará en las materias históricas, jurídicas, de tecnologías de la 
información y las disciplinas afines al quehacer archivístico. 
El Consejo Técnico estará formado por 13 integrantes designados por el Consejo Nacional a convocatoria pública del Archivo General entre 
representantes de instituciones de docencia, investigación o preservación de archivos, académicos y expertos destacados. Operará conforme 
a los lineamientos aprobados por el Consejo Nacional.” 
56 Ley General de Archivos. 
“Artículo 109. El Órgano de Gobierno es el cuerpo colegiado de administración del Archivo General que, además de lo previsto en la Ley 
Federal de las Entidades Paraestatales y las disposiciones reglamentarias, tendrá las siguientes atribuciones: […] 
II. Emitir los lineamientos para el funcionamiento del Consejo Técnico, y […].” 
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152. Como se observa, el Consejo Técnico y Científico Archivístico, es un órgano dependiente del 
Archivo General de la Nación, organismo descentralizado no sectorizado, con personalidad jurídica y 
patrimonio propio, con autonomía técnica y de gestión; el cual, además, cuenta con un representante, 
como integrante permanente, dentro del Consejo Nacional de Archivos. 

153. Ello es así, con independencia de la participación de su Presidente, quien es el titular del Archivo 
General de la Nación, acorde con la fracción XIII del artículo 65 de ese mismo ordenamiento marco. 

154. Al respecto, la propuesta de la Ministra ponente consistió en declarar la invalidez del artículo 109 de la 
Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. 

155. No obstante, se expresaron cuatro votos a favor de las señoras Ministras Esquivel Mossa y Ortiz Ahlf y 
de los señores Ministros Pardo Rebolledo y Pérez Dayán. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, 
Aguilar Morales y Zaldívar Lelo de Larrea, así como la señora Ministra Presidenta Piña Hernández 
votaron en contra. Los señores Ministros González Alcántara Carrancá y Laynez Potisek votaron por la 
invalidez únicamente de la porción normativa “Operará conforme a los lineamientos aprobados por 
el Consejo Estatal” del párrafo segundo del precepto reclamado. 

156. Dado el resultado obtenido, el Tribunal Pleno determinó desestimar el planteamiento de invalidez del 
precepto referido, al no alcanzar una mayoría calificada, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 
105, fracción II, párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 72 de la 
Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

157. Ahora bien, de todo lo expuesto en este apartado VI.4 se desprende que, atendiendo al mandato de 
equivalencia previsto en la Ley General, en los Sistemas Locales de Archivos debe preverse la 
existencia de un Archivo General como entidad especializada en materia de archivos, la cual 
deberá contar con una naturaleza de organismo descentralizado no sectorizado, con personalidad 
jurídica y patrimonio propio, con autonomía técnica y de gestión para el cumplimiento de sus 
atribuciones, objeto y fines, y con una estructura orgánica y funcional equivalente al Archivo 
General de la Nación, el cual cuenta con un Órgano de Gobierno; una Dirección General; un Órgano 
de Vigilancia; un Consejo Técnico, así como las estructuras administrativas y órganos técnicos 
establecidos en su estatuto orgánico, manual de organización o reglamento respectivo. 

158. Ello, pues el mandato de equivalencia a nivel funcional de los Sistemas Locales de Archivos, que exige 
el artículo 71 de la Ley General, sustenta su viabilidad y operación, a fin de dar cumplimiento a los 
objetivos y principios constitucionales que lo rigen. 

159. Así, a la luz del mandato de equivalencia de integración, atribuciones y funcionamiento previsto en el 
artículo 71, último párrafo, de la Ley General de la materia57, con respecto de aquélla que ese 
ordenamiento otorga al Sistema Nacional, lo procedente es, por un lado, declarar la invalidez de los 
artículos 105, 107, fracciones II, III y IV y 108; y por otro, reconocer la validez del artículo 106, 
fracción V, todos de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, 
publicada en la Edición No. 59 del Periódico Oficial de la entidad federativa, el veintitrés de julio de dos 
mil veintiuno. 

VI.5. Integración del Consejo Estatal de Archivos y facultad de su Presidente para fungir como 
Secretario Técnico de ese órgano colegiado. 

160. En su cuarto concepto de invalidez, el INAI sostiene que el artículo 65, fracciones VIII y IX, de la Ley 
Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios es violatorio de los diversos 65, 70, 71 
y 72 de la Ley General de Archivos, al establecer una integración del Consejo local de Archivos 
distinta a la prevista en la referida Ley General. 

161. Explica que el artículo 65 de la ley local establece la estructura organizacional del Consejo Local de 
Archivos, la cual no se encuentra en armonía en cuanto a su integración, atribuciones y funcionamiento, 
con lo establecido en la Ley General de Archivos. 

                                                 
57 Ley General de Archivos. 
“Artículo 71. Las leyes de las entidades federativas regularán los Sistemas locales, los cuales contarán con un Consejo Local, como órgano 
de coordinación. 
Asimismo, se deberá prever la creación de un archivo general como la entidad especializada en materia de archivos. Su titular deberá tener 
nivel de subsecretario, titular de unidad administrativa o su equivalente. 
En los Consejos Locales participarán los municipios y las alcaldías de la Ciudad de México, según corresponda, en los términos de la 
legislación de cada entidad federativa. 
El cumplimiento de las atribuciones de los Consejos Locales estará a cargo de los archivos generales o las entidades especializadas en 
materia de archivos a nivel local, según corresponda. 
Las leyes de las entidades federativas desarrollarán la integración, atribuciones y funcionamiento de los Sistemas locales equivalentes a las 
que esta Ley otorga al Sistema Nacional” 
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162. Aduce que el legislador local incluyó, en la fracción VIII del artículo 65 impugnado, al titular de la 
Secretaría de Finanzas y Administración del Estado, lo cual no encuentra equivalencia con su 
conformación en el ámbito nacional, mientras que en la fracción IX se incluye al Presidente de cada 
Consejo Municipal, tratando de equiparar a lo previsto en la misma fracción y numeral de la Ley 
General de Archivos. Al respecto, precisa que la figura de los Consejos Municipales no tiene sustento ni 
en la Ley General, ni en la Ley local que se impugna, ya que tal figura no existe y por ende no se 
encuentra regulada, razón por la cual resulta a todas luces inconstitucional. 

163. En relación con este tema, en la última parte de su segundo concepto de invalidez, el INAI alega que el 
Congreso de Guerrero indebidamente previó al titular del Archivo General del Estado como 
Secretario Técnico del Consejo Estatal en el artículo 104, fracción I58, de la Ley impugnada, lo cual 
no resulta equivalente a lo que la Ley General hace de su homólogo a nivel nacional, al señalar que el 
titular del Archivo General del Estado debe fungir como Secretario Técnico y no como Presidente 
del Consejo Estatal de Archivos, tal como lo regula el artículo 66 de la Ley General que rige a la 
materia, de acuerdo al cual, el Consejo Nacional contará con un Secretario Técnico que será nombrado 
y removido por el Presidente del Consejo, por el que resulta claro que el Secretario Técnico es una 
persona diversa al titular del Archivo General. 

164. Asimismo, explica que la Ley impugnada es contradictoria, ya que la fracción I del artículo 104 
impugnado, prevé que el titular del Archivo General del Estado funge como “Secretario Técnico del 
Consejo Estatal”; en tanto el artículo 65, fracción I, establece que el Consejo Estatal es el órgano de 
coordinación del Sistema Estatal, que estará integrado, entre otros, por el titular del Archivo General del 
Estado de Guerrero, quien lo presidirá; por otra parte, dicho precepto señala que el Consejo Estatal 
contará con un Secretario Técnico que será nombrado y removido por el Presidente del Consejo; dicha 
disposición se reitera en el artículo 68 de la ley local. 

165. En ese sentido, sostiene que la fracción I del artículo 104 impugnado, resulta confusa y contradictoria a 
la Ley General de Archivos y diversas disposiciones de la propia legislación que impugna, ya que el 
titular del Archivo General del Estado no podría ser Presidente y Secretario Técnico del Consejo Estatal 
de Archivos al mismo tiempo. 

166. Los argumentos formulados resultan en una parte infundados y, en otra, fundados. 

167. Para efectos de este análisis, resulta conveniente transcribir los artículos 65 y 66 de la Ley General de 
Archivos, frente a los preceptos a que alude el INAI, artículos 65, 68 y 104, fracción I, de la Ley local 
impugnada, lo que se realiza a través del siguiente cuadro comparativo: 

Ley General de Archivos 
Ley Número 794 de Archivos del Estado de 

Guerrero y sus Municipios 

“Artículo 65. El Consejo Nacional es el órgano 
de coordinación del Sistema Nacional, que estará 
integrado por: 

I. El titular del Archivo General, quien lo presidirá; 

II. El titular de la Secretaría de Gobernación; 

III. El titular de la Secretaría de la Función 
Pública; 

IV. Un representante de la Cámara de Diputados 
del Congreso de la Unión; 

V. Un representante de la Cámara de Senadores 
del Congreso de la Unión; 

VI. Un representante del Poder Judicial de la 
Federación; 

VII. Un comisionado del Instituto Nacional de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública; 

VIII. Un integrante de la junta de gobierno del 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía; 

“Artículo 65. El Consejo Estatal es el órgano de 
coordinación del Sistema Estatal, que estará 
integrado por: 

I. El titular del Archivo General del Estado de 
Guerrero, quien lo presidirá. El titular deberá tener 
nivel de subsecretario, titular de unidad 
administrativa o su equivalente; 

II. El titular de la Secretaría de General de 
Gobierno; 

III. El titular de la Secretaría de la Contraloría y 
Transparencia Gubernamental; 

IV. Un representante del Congreso de Guerrero; 

V. Un representante del Poder Judicial del Estado; 

VI. Un comisionado del Instituto de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública del Estado de 
Guerrero; 

VII. El titular de la Auditoría Superior del Estado; 

                                                 
58 Ley número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. 
“Artículo 104. Para el cumplimiento de su objeto, el Archivo General del Estado, tiene las atribuciones siguientes:. 
I. Fungir, mediante su titular, como Secretario Técnico del Consejo Estatal: […].” 
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IX. El titular de la Auditoría Superior de la 
Federación; 

X. El titular del Banco de México; 

XI. El Presidente de cada uno de los consejos 
locales; 

XII. Un representante de los archivos privados, y 

XIII. Un representante del Consejo Técnico y 
Científico Archivístico. 

Los representantes referidos en las fracciones IV, 
V, VI, VII y VIII de este artículo serán designados 
en los términos que disponga la normativa de los 
órganos a que pertenecen. 

La designación de la representación de los 
archivos privados referidos en la fracción XII de 
este artículo, será a través de convocatoria que 
emita el Consejo Nacional en la que se 
establezcan las bases para seleccionar al 
representante de los mismos, estableciendo 
como mínimo los requisitos siguientes: que 
formen parte del Registro Nacional, una 
asociación civil legalmente constituida con al 
menos diez años previos a la convocatoria, cuyo 
objeto social sea relacionado con la conservación 
de archivos y que cuente con la representación 
de al menos quince archivos privados. 

El Presidente o a propuesta de alguno de los 
integrantes del Consejo Nacional, podrá invitar a 
las sesiones de éste a las personas que 
considere pertinentes, según la naturaleza de los 
asuntos a tratar, quienes intervendrán con voz, 
pero sin voto. 

Serán invitados permanentes del Consejo 
Nacional con voz pero sin voto, los órganos a los 
que la Constitución Federal reconoce autonomía, 
distintos a los referidos en las fracciones VII, VIII 
y IX del presente artículo, quienes designarán un 
representante. 

Los consejeros, en sus ausencias, podrán 
nombrar un suplente ante el Consejo Nacional, el 
cual deberá tener, en su caso la jerarquía 
inmediata inferior a la del consejero titular. En el 
caso de los representantes referidos en las 
fracciones IV, V, VI, VII y VIII las suplencias 
deberán ser cubiertas por el representante 
nombrado para ese efecto, de acuerdo con su 
normativa interna. 

Los miembros del Consejo Nacional no recibirán 
remuneración alguna por su participación.” 

VIII. El titular de la Secretaría de Finanzas y 
Administración; 

IX. El Presidente de cada uno de los consejos 
municipales; 

X. Un representante de los archivos privados, y 

XI. Un representante del Consejo Técnico y 
Científico Archivístico. 

Los representantes referidos en las fracciones IV, 
V y VI de este artículo serán designados en los 
términos que disponga la normativa de los órganos 
a que pertenecen. 

La designación del representante de los archivos 
privados referidos en la fracción X de este artículo, 
será a través de convocatoria que emita el 
Consejo Estatal, estableciendo como mínimo los 
requisitos siguientes: que forme parte del Registro 
Estatal59, una asociación civil legalmente 
constituida con al menos diez años previos a la 
convocatoria, cuyo objeto social sea relacionado 
con la conservación de archivos y que cuente con 
la representación de al menos quince archivos 
privados. 

El Consejo Local contará con un Secretario 
Técnico que será nombrado y removido por el 
Presidente del Consejo. 

El Presidente o a propuesta de alguno de los 
integrantes del Consejo Estatal, podrá invitar a las 
sesiones de éste a las personas que considere 
pertinentes, según la naturaleza de los asuntos a 
tratar, quienes intervendrán con voz, pero sin voto. 

Serán invitados permanentes del Consejo Estatal, 
con voz pero sin voto, los órganos a los que la 
Constitución Estatal reconoce autonomía, distintos 
al referido en la fracción VI del presente artículo, 
quienes designarán un representante. 

Los consejeros, en sus ausencias, podrán nombrar 
un suplente ante el Consejo Estatal, el cual deberá 
tener, en su caso la jerarquía inmediata inferior a 
la del consejero titular. En el caso de los 
representantes referidos en las fracciones IV, V y 
VII las suplencias deberán ser cubiertas por el 
representante nombrado para ese efecto, de 
acuerdo con su normativa interna. 

Los miembros del Consejo Local no recibirán 
remuneración alguna por su participación.” 

                                                 
59 Porción invalidada en términos del considerando Octavo, donde se declaró la invalidez del 65, párrafo tercero, en su porción normativa: 
“que forme parte del Registro Estatal” de la Ley local impugnada en este asunto. 
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“Artículo 66. El Consejo Nacional sesionará de 
manera ordinaria y extraordinaria. Las sesiones 
ordinarias se verificarán dos veces al año y serán 
convocadas por su Presidente, a través del 
Secretario técnico. 

Las convocatorias a las sesiones ordinarias se 
efectuarán con quince días hábiles de 
anticipación, a través de los medios que resulten 
idóneos, incluyendo los electrónicos; y 
contendrán, cuando menos, el lugar, fecha y hora 
de la celebración de la sesión, el orden del día y, 
en su caso, los documentos que serán 
analizados. 

En primera convocatoria, habrá quórum para que 
sesione el Consejo Nacional cuando estén 
presentes, cuando menos, la mayoría de los 
miembros del Consejo Nacional incluyendo a su 
Presidente o a la persona que éste designe como 
su suplente. 

En segunda convocatoria, habrá quórum para 
que sesione el Consejo Nacional, con los 
miembros que se encuentren presentes, así 
como su Presidente o la persona que éste 
designe como su suplente. 

El Consejo Nacional tomará acuerdos por 
mayoría simple de votos de sus miembros 
presentes en la sesión. En caso de empate, el 
Presidente tendrá el voto de calidad. En los 
proyectos normativos, los miembros del Consejo 
Nacional deberán asentar en el acta 
correspondiente las razones del sentido de su 
voto, en caso de que sea en contra. 

Las sesiones extraordinarias del Consejo 
Nacional podrán convocarse en un plazo mínimo 
de veinticuatro horas por el Presidente, a través 
del Secretario técnico o mediante solicitud que a 
éste formule por lo menos el treinta por ciento de 
los miembros, cuando estimen que existe un 
asunto de relevancia para ello. 

Las sesiones del Consejo Nacional deberán 
constar en actas suscritas por los miembros que 
participaron en ellas. Dichas actas serán públicas 
a través de internet, en apego a las disposiciones 
aplicables en materia de transparencia y acceso 
a la información. El Secretario técnico es 
responsable de la elaboración de las actas, la 
obtención de las firmas correspondientes, así 
como su custodia y publicación. 

El Consejo Nacional contará con un Secretario 
Técnico que será nombrado y removido por el 
Presidente del Consejo.” 

“Artículo 68. El Consejo Estatal sesionará de 
manera ordinaria y extraordinaria. Las sesiones 
ordinarias se verificarán dos veces al año y serán 
convocadas por su Presidente, a través del 
Secretario Técnico. 

Las convocatorias para las sesiones ordinarias se 
efectuarán con quince días hábiles de anticipación, 
a través de los medios que resulten idóneos, 
incluyendo los electrónicos; y contendrán, cuando 
menos, el lugar, fecha y hora de la celebración de 
la sesión, el orden del día y, en su caso, los 
documentos que serán analizados. 

Para que sesione el Consejo Estatal, habrá 
quórum cuando estén presentes, la mayoría de los 
miembros incluyendo a su Presidente o a la 
persona que éste designe como su suplente. 

El Consejo Estatal tomará acuerdos por mayoría 
simple de votos de sus miembros presentes en la 
sesión. En caso de empate, el Presidente tendrá el 
voto de calidad. En los proyectos normativos, los 
miembros del Consejo Estatal deberán asentar en 
el acta correspondiente las razones del sentido de 
su voto, en caso de que sea en contra. 

Las sesiones extraordinarias del Consejo Estatal 
podrán convocarse en un plazo mínimo de 
veinticuatro horas por el Presidente, a través del 
Secretario Técnico o mediante solicitud que a éste 
formule por lo menos el treinta por ciento de los 
miembros, cuando estimen que existe un asunto 
de relevancia para ello. 

Las sesiones del Consejo Estatal deberán constar 
en actas suscritas por los miembros que 
participaron en ellas. Dichas actas serán públicas 
a través de internet, en apego a las disposiciones 
aplicables en materia de transparencia y acceso a 
la información. 

El Consejo Estatal contará con un Secretario 
Técnico que será nombrado y removido por su 
Presidente. 

El Secretario Técnico es responsable de la 
elaboración de las actas, la obtención de las firmas 
correspondientes, así como su custodia y 
publicación.” 

 “Artículo 104. Para el cumplimiento de su objeto, 
el Archivo General del Estado, tiene las 
atribuciones siguientes:. 

I. Fungir, mediante su titular, como Secretario 
Técnico del Consejo Estatal: […].” 
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168. De lo anterior se observa que, en los órganos que integran el Consejo de Archivos del Estado de 
Guerrero, la mayoría de ellos cumplen con el mandato de equivalencia de integración previsto en el 
artículo 71, último párrafo, de la Ley General de la materia60, con respecto de aquélla que ese 
ordenamiento otorga al Sistema Nacional. No obstante, de manera destacada se advierte: 

● De manera homóloga a la legislación general, la Ley local impugnada prevé que el titular del Archivo 
General del Estado fungirá como Presidente del Consejo Estatal (fracción I del artículo 65), quien 
contará con la facultad de nombrar y remover a su Secretario Técnico (artículo 65, cuarto párrafo y 
68, penúltimo párrafo). 

● No obstante, el legislador local previó, además, que el titular del Archivo General del Estado de 
Guerrero funja como Secretario Técnico del Consejo Estatal (artículo 104, fracción I). 

● Finalmente, el legislador guerrerense integró dentro del Consejo Estatal al titular de la Secretaría de 
Finanzas y Administración, así como al Presidente de cada uno de los consejos municipales 
(fracciones VIII y IX del artículo 65). 

169. Ahora bien, al resolver61 la acción de inconstitucionalidad 141/2019, en sesión de cuatro de mayo de 
dos mil veintiuno, este Tribunal Pleno analizó el tema relativo a la equivalencia entre los Sistemas de 
Archivos en los ámbitos federal y local, en los términos siguientes: 

“Tema 3. Equivalencia entre los Sistemas de Archivos en los ámbitos federal y local 

Como se señaló previamente, uno de los objetivos de la reforma constitucional de 
siete de febrero de dos mil catorce fue establecer bases y principios para la 
armonización de la materia de archivos a nivel nacional, facultando al Congreso de la 
Unión para expedir una ley general en la materia, que estableciera la estandarización 
de las formas de administración, asegurara procedimientos para la adecuada 
atención y protección de los archivos, y creara el Sistema Nacional a través de un 
esquema de colaboración y coordinación.62 

Bajo esta línea, se adicionó la fracción XXIX-T al artículo 73 constitucional, previendo 
la facultad del Congreso de la Unión para63 expedir la ley general que estableciera la 
organización y administración homogénea de los archivos de la Federación, de las 
entidades federativas, de los Municipios y de las demarcaciones territoriales de la 
Ciudad de México, y determinara las bases de organización y funcionamiento del 
Sistema Nacional de Archivos. 

La motivación de la Ley General de Archivos, en cumplimiento al mandato 
constitucional, fue establecer una normatividad homogénea para la organización y 
administración de los archivos en los ámbitos federal, local y municipal, aunque 
respetando la soberanía de las entidades federativas y la autonomía municipal.64 

                                                 
60 Ley General de Archivos. 
“Artículo 71. Las leyes de las entidades federativas regularán los Sistemas locales, los cuales contarán con un Consejo Local, como órgano 
de coordinación. 
Asimismo, se deberá prever la creación de un archivo general como la entidad especializada en materia de archivos. Su titular deberá tener 
nivel de subsecretario, titular de unidad administrativa o su equivalente. 
En los Consejos Locales participarán los municipios y las alcaldías de la Ciudad de México, según corresponda, en los términos de la 
legislación de cada entidad federativa. 
El cumplimiento de las atribuciones de los Consejos Locales estará a cargo de los archivos generales o las entidades especializadas en 
materia de archivos a nivel local, según corresponda. 
Las leyes de las entidades federativas desarrollarán la integración, atribuciones y funcionamiento de los Sistemas locales equivalentes a las 
que esta Ley otorga al Sistema Nacional” 
61 Por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 
Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández en contra de las consideraciones, Ríos Farjat 
con matices en las consideraciones y por razones adicionales, Laynez Potisek y Pérez Dayán, respecto del considerando quinto, relativo al 
estudio de fondo, en su tema 3, denominado “Equivalencia entre los Sistemas de Archivos en los ámbitos federal y local”, consistente en 
determinar que la Ley General de Archivos no niega la libertad configurativa de las entidades para regular sus sistemas locales. El señor 
Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea votó en contra. 
62 Al respecto, véase la “Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman los artículos 6°, 16, 73, 76, 78, 105, 108, 110, 111, 116 y 
122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”, presentada por la Senadora Laura Angélica Rojas Hernández (PAN), 
Cámara de Senadores, Diario de los Debates, cuatro de octubre de dos mil doce, página 6. 
63 Cabe aclarar que la única modificación a dicha fracción se dio el veintinueve de enero de dos mil dieciséis con motivo de la reforma política 
de la Ciudad de México, de tal forma que pasó de decir “en los órdenes federal, estatal, del Distrito Federal y municipal” a “de la Federación, 
de las entidades federativas, de los Municipios y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México”. 
64 Al respecto, véase la “Iniciativa de las Senadoras Cristina Díaz Salazar y Laura Angélica Rojas Hernández y del Senador Héctor Larios 
Córdova, con proyecto de decreto por el que se expide la Ley General de Archivos”, Cámara de Senadores, Gaceta No. 52, Tomo I, diecisiete 
de noviembre de dos mil dieciséis, página 151. 
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En este sentido, resulta de especial importancia, como parámetro de regularidad, lo 
previsto en el artículo 71 de dicha Ley General, el cual se encuentra en el capítulo III 
del título cuarto “Del Sistema Nacional de Archivos” donde se establecieron las 
previsiones específicas para los Sistemas Locales. 

Al respecto, dicho artículo prevé ciertos puntos claros y obligatorios para las 
entidades, como son que deberán:65 

● Regular el Sistema Local en sus leyes. 

● Establecer como órgano de coordinación a un Consejo Local. 

● Crear un Archivo General como entidad especializada en materia de archivos, cuyo 
titular deberá tener el nivel de subsecretario, titular de unidad administrativa o su 
equivalente. 

● Prever los términos para la participación de los Municipios o Alcaldías en los 
Consejos Locales. 

● Prever que el cumplimiento de las atribuciones de los Consejos Locales estará a 
cargo del archivo general o la entidad especializada en materia de archivos 
correspondiente. 

● Desarrollar en las leyes de las entidades federativas la integración, atribuciones y 
funcionamiento de los Sistemas Locales equivalentes a las que la Ley General 
establece para el Sistema Nacional. 

De lo anterior, se aprecia que la Ley General de Archivos no niega la libertad de 
configuración de las entidades al regular sus Sistemas Locales de Archivos, sino que 
únicamente la condiciona a cumplir con lo previsto por el artículo 71 y, 
particularmente, la limita a que la integración, atribuciones y funcionamiento del 
Sistema se prevea en términos equivalentes. 

Esto es, ni la Constitución Federal, ni la Ley General, ordenaron a las entidades para 
que legislaran los Sistemas Locales en términos idénticos o como una réplica del 
Sistema Nacional, sino sólo que, respecto de su integración, atribuciones y 
funcionamiento, se regulara de forma equivalente.

 

En este sentido, respecto de los alcances del término “equivalente”,
 

este Alto 
Tribunal considera que el criterio más respetuoso del marco competencial ya descrito 
es uno funcional. Es decir, se considera que el diseño a nivel local es equivalente al 
federal, siempre y cuando, las diferencias del primero no sean tales que entorpezcan, 
dificulten o imposibiliten el funcionamiento del Sistema Nacional, ni su debida 
coordinación con los sistemas locales, a fin de lograr una administración homogénea 
de los archivos en los distintos órdenes de gobierno.66 

                                                 
65 “Artículo 71. Las leyes de las entidades federativas regularán los Sistemas locales, los cuales contarán con un Consejo Local, como 
órgano de coordinación.  
Asimismo, se deberá prever la creación de un archivo general como la entidad especializada en materia de archivos. Su titular deberá tener 
nivel de subsecretario, titular de unidad administrativa o su equivalente.  
En los Consejos Locales participarán los municipios y las alcaldías de la Ciudad de México, según corresponda, en los términos de la 
legislación de cada entidad federativa.  
El cumplimiento de las atribuciones de los Consejos Locales estará a cargo de los archivos generales o las entidades especializadas en 
materia de archivos a nivel local, según corresponda.  
Las leyes de las entidades federativas desarrollarán la integración, atribuciones y funcionamiento de los Sistemas locales equivalentes a las 
que esta Ley otorga al Sistema Nacional.” 
66 Sirve como apoyo a lo anterior, por analogía, lo resuelto por este Tribunal Pleno en la acción de inconstitucionalidad 119/2017, resuelta en 
sesión de catorce de enero de dos mil veinte, por mayoría de nueve votos de los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara 
Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo 
de Larrea. En el asunto se determinó declarar la invalidez de los artículos 16 y 17 de la Ley del Sistema Estatal Anticorrupción de Baja 
California, los cuales preveían la integración del Comité de Participación Ciudadana Local. Esta invalidez se hizo depender, entre otras 
razones, de la violación de la obligación de las entidades federativas, prevista en el artículo 36, fracción I, de la Ley General del Sistema 
Nacional Anticorrupción, de desarrollar la integración y atribuciones de los Sistema Locales de forma equivalente a como la ley general regula 
el Sistema Nacional Anticorrupción. En el asunto se clarificó que la obligación de equivalencia no podía entenderse como una obligación de 
regulación idéntica, es decir, que “no se ordena a las entidades federativas establecer exactamente la misma integración y 
atribuciones que los establecidos para el Sistema Nacional, sino que por el contrario sólo se establece que deberán ser 
equivalentes.” La declaratoria de invalidez derivó principalmente del hecho de que la ley local, a diferencia de la ley general, dividió en dos 
grupos a los miembros del Comité, dándoles a unos el carácter de técnicos y a otros de honoríficos sin derecho a remuneración, y les exigió 
requisitos distintos, lo que incidía en la efectiva implementación del Sistema Nacional Anticorrupción. 
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Por tanto, la equivalencia ordenada, a la luz de la competencia concurrente de las 
entidades federativas, no puede ser entendida como un deber de identidad, pues, se 
insiste, la materia de archivos no quedó federalizada. 

Sin embargo, la reforma al artículo 73, fracción XXIX-T, de la Constitución Federal y su 
posterior desarrollo legal llevan a este Tribunal a identificar, en cada caso concreto, si 
las diferencias en la regulación son tales que, más allá de buscar adecuaciones a las 
especificidades locales, trascienden negativamente al funcionamiento del sistema.67 

170. De lo anterior se desprende que, si bien el mandato previsto en el último párrafo del artículo 71 de la Ley 
General de Archivos no ordena a las entidades federativas establecer exactamente la misma 
integración, atribuciones y funcionamiento que los establecidos para el Sistema Nacional de 
Archivos, también lo es que los Sistemas Locales respectivos deben ser equivalentes, lo cual debe 
entenderse desde el punto de vista de las funciones operativas, de implementación, enlace y 
coordinación entre los diferentes órdenes de gobierno, con respecto de las facultades mayormente 
normativas que corresponden al Sistema Nacional, así como su estructura organizacional. 

171. Por otra parte, debe destacarse que al resolver la acción de inconstitucionalidad 101/2019, en sesión 
de tres de mayo de dos mil veintiuno, con motivo del análisis del artículo 73 de la Ley de Archivos del 
Estado de Colima, este Pleno estableció que el sólo hecho de que la integración del Órgano de 
Gobierno del Archivo General local sea diferente a la del Órgano de Gobierno del Archivo General 
de la Nación es insuficiente para considerar a la primera como inconstitucional, pues el marco 
constitucional y legal que rige la materia parte del reconocimiento de libertad de configuración de las 
entidades federativas para regular sus Sistemas de Archivos locales. En efecto, en dicho fallo se 
razonó: 

“El sólo hecho de que la integración del Órgano de Gobierno del Archivo General 
local sea diferente a la del Órgano de Gobierno del Archivo General de la Nación es 
insuficiente para considerar a la primera como inconstitucional. Como se explicó 
anteriormente en esta resolución, la Constitución Federal y la LGA no exigen a las 
entidades federativas una regulación idéntica del Sistema Local de Archivos en 
comparación con el Sistema Nacional. La Constitución y la LGA parten del 
reconocimiento de una libertad de configuración de las entidades federativas para 
regular su Sistema Local de Archivos. Sin embargo, esta libertad se sujeta a ciertas 
bases para garantizar el funcionamiento, la organización y la administración 
homogénea de los archivos de los distintos órdenes de gobierno, permitiendo así la 
consecución coordinada de los fines asociados a la materia. 

Dentro de las bases previstas en la LGA que condicionan la libertad de configuración 
de las entidades federativas, destaca la prevista en el último párrafo de su artículo 71, 
consistente en el deber de las entidades federativas de regular la integración, 
funcionamiento y atribuciones del Sistema Local de Archivos de una forma 
equivalente a las del Sistema Nacional. Como se mencionó anteriormente, la 
equivalencia debe entenderse desde un punto de vista funcional y a nivel sistémico. 
Lo que exige es que las diferencias en la regulación de la integración, funcionamiento 
y atribuciones de los órganos no modifiquen sustancialmente o impidan el 
cumplimiento de las funciones generales que les corresponde cumplir dentro del 
Sistema Local, de manera que la falta de equivalencia imposibilite, distorsione o 
entorpezca la coordinación en el Sistema Nacional de Archivos y el cumplimiento de 
las obligaciones en materia de archivos en general.”

 
68 

172. A la luz de estos precedentes y, como ha resaltado este Pleno, el proceso legislativo que concluyó con 
la expedición de la Ley General de Archivos llevó, entre otras cuestiones, a contemplar la creación de 
Sistemas Locales de Archivos, con representación en el Sistema Nacional. No obstante, la Ley General 
únicamente establecería los elementos mínimos que las entidades debían considerar al legislar en el 
ámbito de su competencia, con la finalidad de permitir la participación de municipios o alcaldías en las 
actividades correspondientes.69 

                                                 
67 En estos términos se pronunció el Tribunal Pleno al resolver la Acción de inconstitucionalidad 101/2019, bajo la Ponencia del Ministro Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, fallada en sesión celebrada el tres de mayo de dos mil veintiuno. 
68 Párrafos 140 y 141, contenidos a fojas 62 y 63 de la sentencia dictada en la acción de inconstitucionalidad 101/2019, resuelta por el 
Tribunal Pleno en sesión de tres de mayo de dos mil veintiuno. 
69 Al respecto, véase el “Dictamen de la Comisión de Gobernación, con proyecto de decreto por el que se expide la Ley General de Archivos”, 
Cámara de Diputados, Gaceta No. 5013-VIII, veintiséis de abril de dos mil dieciocho, página 24. 
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173. En efecto, la Ley General de Archivos establece en sus artículos 70 a 7370 las normas aplicables 
específicamente a los Sistemas Locales de Archivos, en lo que interesa para este punto, existen tres 
elementos relevantes para la conformación del Consejo Estatal regulados en el numeral 71 del citado 
ordenamiento marco: 

● Las leyes de las entidades federativas regularán los Sistemas Locales, debiendo contar con un 
Consejo Local, como órgano de coordinación. 

● En los Consejos Locales participarán los municipios en los términos de la legislación de cada 
entidad federativa. 

● Las leyes estatales desarrollarán la integración, atribuciones y funcionamiento de los sistemas 
locales en forma equivalente a las que la Ley General otorga al sistema nacional. 

174. Este Alto Tribunal considera que la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus 
Municipios cumple con los primeros dos elementos mencionados. En primer lugar, establece que el 
Consejo Estatal de Archivos es el órgano de coordinación del Sistema Estatal, encargado de armonizar 
las políticas, programas, lineamientos y directrices para la organización y administración de los archivos 
que establezca el Sistema Nacional de Archivos.71 

                                                 
70 Ley General de Archivos. 
“CAPÍTULO III DE LOS SISTEMAS LOCALES DE ARCHIVOS  
Artículo 70. Cada entidad federativa contará con un Sistema Local, el cual será el conjunto orgánico y articulado de estructuras, relaciones 
funcionales, métodos, normas, instancias, instrumentos, procedimientos y servicios tendientes a cumplir con los fines de la organización y 
conservación homogénea de los archivos de los sujetos obligados dentro de su jurisdicción.  
Artículo 71. Las leyes de las entidades federativas regularán los Sistemas locales, los cuales contarán con un Consejo Local, como órgano 
de coordinación.  
Asimismo, se deberá prever la creación de un archivo general como la entidad especializada en materia de archivos. Su titular deberá tener 
nivel de subsecretario, titular de unidad administrativa o su equivalente.  
En los Consejos Locales participarán los municipios y las alcaldías de la Ciudad de México, según corresponda, en los términos de la 
legislación de cada entidad federativa.  
El cumplimiento de las atribuciones de los Consejos Locales estará a cargo de los archivos generales o las entidades especializadas en 
materia de archivos a nivel local, según corresponda.  
Las leyes de las entidades federativas desarrollarán la integración, atribuciones y funcionamiento de los Sistemas locales equivalentes a las 
que esta Ley otorga al Sistema Nacional.  
Artículo 72. Los Consejos Locales adoptarán, con carácter obligatorio, en el ámbito de sus respectivas competencias, las determinaciones 
del Consejo Nacional, dentro de los plazos que éste establezca.  
Los Consejos Locales, con base en las determinaciones que emita el Consejo Nacional, publicarán en las gacetas o periódicos oficiales de 
las entidades federativas, las disposiciones que sean necesarias para dar cumplimiento a lo previsto en la Ley.  
Artículo 73. Los Consejos Locales tendrán las siguientes atribuciones:  
I. Implementar las políticas, programas, lineamientos y directrices para la organización y administración de los archivos que establezca el 
Consejo Nacional;  
II. Aprobar criterios para homologar la organización y conservación de los archivos locales;  
III. Aprobar las campañas de difusión sobre la importancia de los archivos como fuente de información esencial y como parte de la memoria 
colectiva;  
IV. En el marco del Consejo Nacional, los Consejos Locales podrán proponer las disposiciones que regulen la creación y uso de sistemas 
automatizados, para la gestión documental y administración de archivos para los sujetos obligados del ámbito local, que contribuyan a la 
organización y conservación homogénea de sus archivos;  
V. Establecer mecanismos de coordinación con los sujetos obligados de los municipios o de las alcaldías, según corresponda;  
VI. Operar como mecanismo de enlace y coordinación con el Consejo Nacional;  
VII. Fomentar la generación, uso y distribución de datos en formatos abiertos, y  
VIII. Las demás establecidas en esta Ley.” 
71 Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios 
“Artículo 65. El Consejo Estatal es el órgano de coordinación del Sistema Estatal, que estará integrado por: […]” 
Artículo 66. El Consejo Estatal tendrá las atribuciones siguientes: 
I. Formular recomendaciones a los sujetos obligados para aplicar la Ley en sus respectivos ámbitos de competencia de acuerdo con las 
disposiciones que emita el Consejo Nacional; 
II. Aprobar acciones de difusión, divulgación y promoción sobre la importancia de los archivos como fuente de información esencial, del valor 
de los datos abiertos de los documentos de archivo electrónico y como parte de la memoria colectiva, de acuerdo con las disposiciones que 
emita el Consejo Nacional; 
III. Promover entre los tres órdenes de gobierno, estrategias de difusión y divulgación del trabajo archivístico y del patrimonio documental; 
IV. Proponer, en el marco del Consejo Nacional, las disposiciones que establezcan las bases para la creación y uso de sistemas 
automatizados de administración de archivos y gestión documental, que contribuyan a la organización y administración homogénea de los 
archivos de los sujetos obligados del ámbito local; 
V. Aprobar el reglamento de la organización y funcionamiento del Consejo Estatal; 
VI. Promover al interior del Estado y de los municipios, estrategias de difusión y divulgación del trabajo archivístico, del patrimonio documental 
y patrimonio documental de la Nación de acuerdo con las disposiciones que emita el Consejo Nacional; 
VII. Implementar las políticas, programas, lineamientos y directrices para la organización y administración de los archivos que establezca el 
Consejo Estatal; 
VIII. Aprobar criterios para homologar la organización y conservación de los archivos estatales; 
IX. Aprobar las campañas de difusión sobre la importancia de los archivos como fuente de información esencial y como parte de la memoria 
colectiva; 
X. Establecer mecanismos de coordinación con los sujetos obligados de los municipios; 
XI. Operar como mecanismo de enlace y coordinación con el Consejo Nacional; 
XII. Fomentar la generación, uso y distribución de datos en formatos abiertos, y 
XIII. Las demás establecidas en esta Ley y otras disposiciones aplicables.” 
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175. Respecto del segundo elemento, cabe aclarar que, si bien la Ley General de Archivos requiere la 
participación de los municipios en los Consejos Locales, lo cierto es que, como se destacó, 
explícitamente deja en libertad a las entidades para que dicha participación se dé en los términos 
que la legislación local establezca. Siendo así, la ley impugnada prevé, en la integración del Consejo 
Local, al “Presidente de cada uno de los consejos municipales, acorde con la fracción IX del artículo 
65 impugnado, lo cual resulta suficiente para satisfacer el mandato de la Ley General de Archivos. 

176. Como último elemento, el Sistema Estatal debe contar con una integración equivalente a la del Sistema 
Nacional. En el caso, el legislador guerrerense integró dentro del Consejo Estatal, en términos de la 
fracción VIII del artículo 65 en comento, al titular de la Secretaría de Finanzas y Administración. 

177. Al respecto, se debe recordar que, de acuerdo con el diseño implementado por el Constituyente 
Permanente y el Congreso de la Unión, este Tribunal Pleno debe partir del reconocimiento de la libertad 
de configuración de las entidades federativas para regular su Sistema Local de Archivos y determinar, 
en cada supuesto específico, si las diferencias en la regulación de la integración, funcionamiento 
y atribuciones de los Sistemas locales, modifican sustancialmente o impiden el cumplimiento de 
las funciones que les corresponde desempeñar dentro del Sistema local, imposibilitando, 
distorsionando o entorpeciendo la coordinación en el Sistema Nacional y el cumplimiento de las 
obligaciones en materia de archivos en general. 

178. Derivado de ello, en primer lugar, este Tribunal Pleno no advierte, en abstracto, que el contemplar 
dentro del Consejo Estatal al titular de la Secretaría de Finanzas y Administración local, rompa con 
la equivalencia exigida por la Ley General, aun cuando aquella no prevea un integrante similar en la 
integración del Consejo Nacional, pues como se dijo, dicha equivalencia no puede traducirse en una 
obligación de los Estados de regular de manera idéntica sus Sistemas locales. 

179. En segundo lugar, si bien es cierto que no se prevé equivalencia alguna para dicho funcionario, lo cierto 
es que como fue considerado en la acción de inconstitucionalidad 101/2019, este Tribunal Pleno 
advierte que la integración de dicho funcionario a nivel local no tiene el potencial de entorpecer, dificultar 
o imposibilitar el funcionamiento del Sistema Nacional, ni su debida coordinación con el sistema local 
que se analiza. 

180. Ello es así máxime que, como se destacó, en los órganos que integran el Consejo de Archivos del 
Estado de Guerrero, la mayoría de ellos cumplen con el mandato de equivalencia de integración previsto 
en el artículo 71, último párrafo, de la Ley General de la materia, con respecto de aquélla que ese 
ordenamiento otorga al Sistema Nacional. 

181. Atento a ello, no se advierte que la división de funciones de los integrantes del Consejo Estatal de 
Archivos, con la integración del citado funcionario, imposibilite o dificulte el cumplimiento de la función 
predominantemente técnica que debe cumplir dicho Consejo dentro del Sistema Estatal de Archivos. 

182. Con base en estas consideraciones, en el caso es dable concluir que el legislador local, en este aspecto, 
no incurre en una violación a la Ley General que rige la materia, respecto a la integración del Consejo 
Estatal de Archivos, al incluir al titular de la Secretaría de Finanzas y Administración, de donde resulta 
infundado, en esta parte, lo alegado por el INAI. 

183. Finalmente, este Tribunal Pleno advierte una inconsistencia por parte del Congreso de Guerrero, en lo 
relativo a la persona que debe fungir como Secretario Técnico del Consejo Estatal de Archivos. 

184. Como alega el INAI, la fracción I del artículo 6572 de la Ley local que se analiza cumple con el mandato 
de equivalencia funcional exigido por el artículo 71 de la Ley General de Archivos, al prever que el 
titular del Archivo General del Estado funja como Presidente del Consejo Estatal, quien tiene la 
facultad de nombrar y remover al Secretario Técnico dentro de dicho Consejo, en términos del cuarto 
párrafo del mencionado artículo 65, lo cual es reiterado por el diverso 68, en su penúltimo párrafo73. 

                                                 
72 Ley número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. 
“Artículo 65. El Consejo Estatal es el órgano de coordinación del Sistema Estatal, que estará integrado por: 
I. El titular del Archivo General del Estado de Guerrero, quien lo presidirá. El titular deberá tener nivel de subsecretario, titular de unidad 
administrativa o su equivalente. […] 
El Consejo Local contará con un Secretario Técnico que será nombrado y removido por el Presidente del Consejo. […]” 
73 Ley número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. 
“Artículo 68. El Consejo Estatal sesionará de manera ordinaria y extraordinaria. Las sesiones ordinarias se verificarán dos veces al año y 
serán convocadas por su Presidente, a través del Secretario Técnico. […] 
El Consejo Estatal contará con un Secretario Técnico que será nombrado y removido por su Presidente. […].” 
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185. No obstante, lo anterior resulta inconsistente con la facultad prevista en el artículo 104, fracción I74, 
impugnado, donde se dispone que corresponde al titular del Archivo General del Estado fungir 
como Secretario Técnico del Consejo Estatal. 

186. En efecto, dentro de las funciones que la Ley General otorga al Archivo General de la Nación, como 
órgano especializado en materia archivista, se encuentra la relativa a que su titular funja como 
Presidente del Consejo Nacional de Archivos, y que, en esa medida, sea ese funcionario quien 
nombre y remueva al Secretario Técnico del referido órgano colegiado, esto último acorde con el 
último párrafo de su artículo 6675. 

187. Como se indicó, el mandato de equivalencia a nivel funcional de los Sistemas Locales de Archivos, que 
exige el artículo 71 de la Ley General, sustenta su viabilidad y operación, a fin de dar cumplimiento 
a los objetivos y principios constitucionales que lo rigen. 

188. Bajo esa línea, la existencia de un Secretario Técnico dentro del Consejo Estatal encuentra sustento, 
principalmente, en el desahogo de las labores técnicas de dicho cuerpo colegiado, en lo relativo a la 
responsabilidad en la elaboración de las actas, la obtención de las firmas correspondientes, así como su 
custodia y publicación, lo cual responde al apoyo administrativo para las funciones, no solo de su 
Presidente, sino de los demás miembros del propio Consejo, de donde deriva, en este aspecto, lo 
fundado del argumento del INAI. 

189. Atento a estas consideraciones, lo procedente es reconocer la validez del artículo 65, fracciones VIII y 
IX, y declarar la invalidez del diverso 104, fracción I, de la Ley Número 794 de Archivos del Estado 
de Guerrero y sus Municipios, publicada en la Edición No. 59 del Periódico Oficial de la entidad 
federativa, el veintitrés de julio de dos mil veintiuno. 

190. Las consideraciones respecto a reconocer la validez del artículo 65, fracción VIII, de la Ley Número 
794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios son obligatorias al haberse aprobado por 
mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, 
González Alcántara Carrancá con algunas precisiones, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández. El señor Ministro Zaldívar Lelo 
de Larrea votó en contra de las consideraciones. La señora Ministra Ortiz Ahlf votó en contra. Por lo que 
respecta al reconocimiento de validez del artículo 65, fracción IX, de la Ley Número 794 de Archivos 
del Estado de Guerrero y sus Municipios, no son obligatorias al haberse aprobado por mayoría de siete 
votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara 
Carrancá con algunas precisiones, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek y 
Pérez Dayán. El señor Ministro Zaldívar Lelo de Larrea votó en contra de las consideraciones. Las 
señoras Ministras Ortiz Ahlf y Presidenta Piña Hernández votaron en contra. Finalmente, respecto a 
declarar la invalidez del artículo 104, fracción I, de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de 
Guerrero y sus Municipios, resultan obligatorias al haberse aprobado por mayoría de nueve votos de 
las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá con 
algunas precisiones, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek, 
Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández. El señor Ministro Zaldívar Lelo de Larrea votó en contra de 
las consideraciones. 

VI.6. Posibilidad de que los particulares impugnen, ante el Poder Judicial del Estado, 
resoluciones del organismo garante local relacionadas con el acceso a la información de 
documentos con valor histórico, que contenga datos personales sensibles. 

191. En su tercer concepto de invalidez, el INAI impugna el artículo 39, último párrafo, de la Ley Número 
794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, al alegar que viola el diverso 38 de la Ley 
General de Archivos, al establecer que las resoluciones del organismo garante local son susceptibles de 
ser impugnadas ante el Poder Judicial del Estado. 

192. Aduce que el precepto impugnado viola la regla general de la materia de acceso a la información, 
relativa a la inatacabilidad de las resoluciones de los organismos garantes y la única posibilidad de su 
impugnación ante el Poder Judicial de la Federación, pues el artículo 38 de la Ley General establece el 
procedimiento y requisitos para que los ciudadanos puedan acceder a documentos con valores 
históricos, que no hayan sido transferidos a un archivo histórico y que contenga datos personales 
sensibles, determinando ciertos requisitos para tal fin. 

                                                 
74 Ley número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. 
“Artículo 104. Para el cumplimiento de su objeto, el Archivo General del Estado, tiene las atribuciones siguientes: 
I. Fungir, mediante su titular, como Secretario Técnico del Consejo Estatal […].” 
75 Ley General de Archivos. 
“Artículo 66. El Consejo Nacional sesionará de manera ordinaria y extraordinaria. Las sesiones ordinarias se verificarán dos veces al año y 
serán convocadas por su Presidente, a través del Secretario técnico. […] 
El Consejo Nacional contará con un Secretario Técnico que será nombrado y removido por el Presidente del Consejo.” 
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193. Así, considera que de la Ley General derivan dos reglas, una, que los particulares podrán impugnar las 
determinaciones que emitan los organismos garantes locales para permitir el acceso a un documento 
con valor histórico que aún no haya sido transferido al archivo histórico y que contenga datos personales 
sensibles, ante el Poder Judicial de la Federación; y otra consistente en que, para efectos de estas 
determinaciones, los organismos garantes locales actuarán de acuerdo con la legislación en materia de 
transparencia y acceso a la información. 

194. Por tanto, sostiene que, si el artículo 38 de la Ley General es claro en establecer la regla de 
impugnación que se ha de acatar para este tipo de documentos ante el Poder Judicial de la Federación, 
no es factible para los Estados contrariarla, pues fue preciso al determinar que, contra las resoluciones 
de los organismos garantes, en el supuesto en comento, sólo procederá el juicio de amparo. 

195. Lo anterior es fundado. 

196. Para este análisis, resulta conveniente transcribir el artículo 38 de la Ley General de Archivos frente al 
artículo 39 de la Ley local impugnada, lo que se realiza a continuación: 

Ley General de Archivos 
Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero 

y sus Municipios 

“Artículo 38. El Instituto Nacional de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales o, en su caso, los organismos garantes de 
las entidades federativas, de acuerdo con la legislación 
en materia de transparencia y acceso a la información 
pública, determinarán el procedimiento para permitir el 
acceso a la información de un documento con valores 
históricos, que no haya sido transferido a un archivo 
histórico y que contenga datos personales sensibles, de 
manera excepcional en los siguientes casos: 

I. Se solicite para una investigación o estudio que se 
considere relevante para el país, siempre que el mismo 
no se pueda realizar sin acceso a la información 
confidencial y el investigador o la persona que realice el 
estudio quede obligado por escrito a no divulgar la 
información obtenida del archivo con datos personales 
sensibles; 

I 

I. El interés público en el acceso sea mayor a cualquier 
invasión a la privacidad que pueda resultar de dicho 
acceso; 

III. El acceso a dicha información beneficie de manera 
contundente al titular de la información confidencial, y 

IV. Sea solicitada por un familiar directo del titular de la 
información o un biógrafo autorizado por él mismo. 

Los particulares podrán impugnar las determinaciones o 
resoluciones de los organismos garantes a que se 
refiere el presente artículo, ante el Poder Judicial de 
la Federación.” 

“Artículo 39. El Instituto de Transparencia, Acceso a la 
Información y Protección de Datos Personales del 
Estado, de acuerdo con la Ley de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública del Estado y la Ley de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados del Estado, determinará el procedimiento para 
permitir el acceso a la información de un documento con 
valores históricos, que no haya sido transferido a un 
archivo histórico y que contenga datos personales 
sensibles, de manera excepcional en los casos 
siguientes: 

I. Se solicite para una investigación o estudio que se 
considere relevante para el país o para el ámbito Estatal 
o Municipal, siempre que el mismo no se pueda realizar 
sin acceso a la información confidencial y el investigador 
o la persona que realice el estudio quede obligado por 
escrito a no divulgar la información obtenida del archivo 
con datos personales sensibles; 

II. El interés público en el acceso sea mayor a cualquier 
invasión a la privacidad que pueda resultar de dicho 
acceso; 

III. El acceso a dicha información beneficie de manera 
contundente a la persona titular de la información 
confidencial, y 

IV. Sea solicitada por un familiar directo de la persona 
titular de la información o un biógrafo autorizado por él 
mismo. 

Los particulares podrán impugnar las determinaciones o 
resoluciones que, en materia de lo previsto por la Ley 
General y esta Ley dicte el Instituto de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección 
de Datos Personales del Estado, que refiere el 
presente artículo, ante el Poder Judicial del Estado. 

 

197. Como se advierte de la anterior comparativa, los artículos transcritos, de manera similar, regulan los 
supuestos excepcionales para permitir el acceso a la información de un documento con valor histórico, 
que no haya sido transferido a un archivo histórico y que contenga datos personales sensibles. 

198. Ahora bien, como ha reconocido este Tribunal Pleno, del artículo 73, fracción XXIX-T, de la Constitución 
Federal, se desprende que la expedición de la Ley General de Archivos obedece al mandato conferido al 
Congreso de la Unión para establecer la organización y administración homogénea de los archivos 
en los tres órdenes de Gobierno, así como para determinar las bases de organización y 
funcionamiento del Sistema Nacional de Archivos. 
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199. Así, la concurrencia prevista en materia de archivos no implica que las entidades federativas carezcan 
de facultades para legislar en la materia, ni que su papel se reduzca a reproducir con fiel exactitud las 
disposiciones de la Ley General de Archivos, pues de acuerdo con lo previsto en el primer párrafo del 
artículo Cuarto Transitorio de la referida Ley marco, los Estados cuentan con atribuciones para 
armonizar sus respectivos ordenamientos relacionados con la materia archivística, así como adecuarlos 
a su realidad imperante, siempre y cuando respeten los principios y bases generales desarrollados 
en la citada Ley General, y ello atienda a su respectivo ámbito de competencia, permitiendo así que 
la organización, conservación, disponibilidad, integridad, localización y preservación de los documentos 
que obren en sus archivos se realice bajo procedimientos y estándares homologados. 

200. No obstante, en el caso, destaca que el artículo 68 de la Ley General de Archivos dirige su regulación 
tanto al Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales o, en su caso, los organismos garantes de las entidades federativas, de manera que 
dicho precepto constituye un mandato dirigido tanto al Sistema Nacional como a los respectivos 
Sistemas Locales de Archivos. 

201. En ese orden de ideas, el último párrafo del artículo 68 del referido ordenamiento marco, dispone como 
regla que: “Los particulares podrán impugnar las determinaciones o resoluciones de los 
organismos garantes a que se refiere el presente artículo, ante el Poder Judicial de la 
Federación”, de manera que dicho precepto incluye la posibilidad de que los particulares impugnen 
exclusivamente ante el Poder Judicial de la Federación las resoluciones tanto del organismo garante 
nacional como de sus homólogos de las entidades federativas, lo cual este Tribunal Pleno observa que 
constituye una base de organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Archivos. 

202. Lo anterior es así, pues considerar lo contrario generaría una dispersión de criterios en torno  
los supuestos excepcionales para permitir el acceso a la información de un documento con  
valores históricos, que no haya sido transferido a un archivo histórico y que contenga datos  
personales sensibles. 

203. De esta manera, resulta acertado lo señalado por el INAI, pues el legislador guerrerense rompe con la 
homogeneidad que, a través de la Ley General de Archivos, debe permear a todo el resto de los 
Sistemas Locales, al prever en el último párrafo del artículo 39 impugnado, la posibilidad de que tales 
determinaciones o resoluciones puedan ser impugnados ante el Poder Judicial del Estado de Guerrero, 
cuando la única posibilidad de impugnación, conforme al ordenamiento marco, lo es ante el Poder 
Judicial de la Federación, tanto respecto de las determinaciones o resoluciones del Instituto Nacional 
de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales como, en su caso, de los 
organismos garantes de las entidades federativas. 

204. Así, teniendo en cuenta que lo ordenado en el artículo 38 de la Ley General de Archivos es directamente 
obligatorio para los tres órdenes de gobierno, al versar sobre mandatos vinculados con la organización y 
administración de archivos en su vertiente de acceso y consulta de documentos que obran en sus 
acervos, y la posibilidad de impugnación de las resoluciones o determinaciones de los organismos 
garantes, tanto nacional como locales, ante el Poder Judicial de la Federación, se concluye que el 
artículo 39, último párrafo, de la Ley local impugnada vulnera el principio de homologación que deriva 
del ordenamiento marco, en este caso porque le es indisponible a las entidades federativas 
establecer la posibilidad de impugnación de tales resoluciones ante el Poder Judicial local. 

205. Por tanto, lo procedente es declarar la invalidez del artículo 39, último párrafo, de la Ley Número 794 
de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, publicada en la Edición No. 59 del Periódico 
Oficial de la entidad federativa, el veintitrés de julio de dos mil veintiuno. 

206. Criterio similar sustentó este Tribunal Pleno al resolver76 la acción de inconstitucionalidad 93/2021, en 
sesión de veintiocho de abril del dos mil veintidós. 

207. Estas consideraciones son obligatorias al haberse aprobado por unanimidad de diez votos de las 
señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 
Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea, Laynez Potisek, 
Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández. 

                                                 
76 Acción de inconstitucionalidad 93/2021. Pleno. Resuelta por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores 
Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá separándose de algunas consideraciones y por razones adicionales, Esquivel 
Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales con razones adicionales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su tema IV, denominado “ACCESO A 
DOCUMENTO NO TRANSFERIDO”, consistente en declarar la invalidez, en suplencia de la queja, del artículo 38, párrafo último, de la Ley de 
Archivos del Estado de Tlaxcala, expedida mediante el DECRETO No. 206, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el diez 
de mayo de dos mil veintiuno. 
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VI.7. Facultad de los organismos autónomos del Estado de Guerrero para emitir declaratorias de 
patrimonio documental de la Nación. 

208. En su quinto concepto de invalidez, el INAI impugna el artículo 87, segundo párrafo, de la Ley Número 
794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, pues considera que es contrario a los diversos 
87 y 106, fracción XXI, de la Ley General de Archivos, al regular indebidamente las declaratorias de 
patrimonio documental de la Nación. 

209. Aduce que el artículo 87 de la Ley General establece que tales declaratorias son una facultad del 
Archivo General de la Nación y, en casos excepcionales, por cuestión de competencia, a los organismos 
que la Constitución les otorga autonomía, en coordinación con el propio Archivo General. 

210. Bajo esa línea, sostiene que el artículo 87, segundo párrafo, de la Ley local impugnada, otorga 
facultades a los organismos autónomos del Estado, en coordinación con el Archivo estatal, para emitir 
declaratorias de patrimonio documental de la Nación, siendo que esta es una facultad exclusiva del 
Archivo General de la Nación, así como de los organismos a los que la Constitución les otorga 
autonomía, en coordinación con el propio Archivo General, por lo que dicha porción normativa resulta 
inconstitucional. 

211. Atento a lo que se alega, resulta conveniente comparar lo establecido en el artículo 87 y 106, fracción 
XXI, de la Ley General de Archivos frente a los diversos 87 y 104, fracción XXI (no impugnado), de la 
Ley local que se analiza: 

Ley General de Archivos 
Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y 

sus Municipios 

“Artículo 87. El Ejecutivo Federal, a través del Archivo 

General, podrá emitir declaratorias de patrimonio 
documental de la Nación en los términos previstos por 

las disposiciones jurídicas aplicables, las cuales serán 

publicadas en el Diario Oficial de la Federación. 

Los organismos a los que la Constitución les otorga 

autonomía, en coordinación con el Archivo General, 

podrán emitir declaratorias de patrimonio 
documental de la Nación en las materias de su 

competencia y deberán publicarse en el Diario Oficial 

de la Federación.” 

“Artículo 87. El titular del Poder Ejecutivo, a través del 

Archivo General del Estado, podrá emitir declaratorias de 
patrimonio documental del Estado en los términos 

previstos por las disposiciones jurídicas aplicables, las 

cuales serán publicadas en el Periódico Oficial del 

Gobierno del Estado. 

Los organismos a los que la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Guerrero les otorga 
autonomía, en coordinación con el Archivo General del 

Estado, podrán emitir declaratorias de patrimonio 

documental de la Nación en las materias de su 

competencia y deberán publicarse en el Periódico Oficial 

del Gobierno del Estado.” 

“Artículo 106. Para el cumplimiento de su objeto, el 

Archivo General tiene las siguientes atribuciones: […] 

XXI. Realizar la declaratoria de patrimonio documental 

de la Nación; 

[…]” 

“Artículo 104. Para el cumplimiento de su objeto, el 

Archivo General del Estado, tiene las atribuciones 

siguientes: […] 

XXI. Realizar la declaratoria de patrimonio documental del 

Estado; 

[…]” 

 

212. De la anterior comparativa se desprende que los respectivos artículos 87 invocados, tanto de la Ley 
General como de la Ley local impugnada, regulan, en su primer párrafo, la facultad que tiene tanto 
el Ejecutivo Federal como el Ejecutivo de Guerrero para emitir, a través del respectivo Archivo 
General, declaratorias de patrimonio documental, el primero en el orden Nacional, y el segundo, en 
el orden Estatal, las cuales deberán publicarse en el respectivo medio oficial de difusión, sea el Diario 
Oficial de la Federación, o bien, en el Periódico Oficial de la citada entidad federativa. 

213. Por otra parte, en el segundo párrafo de ambos preceptos, se regula la facultad que tienen los 
respectivos organismos constitucionales autónomos, sean Federales, o bien, Locales, para emitir 
declaratorias de patrimonio documental, donde la Ley General se encuentra referida al ámbito Nacional; 
en tanto que el legislador local incurrió en una deficiencia al no referir dicha normativa a su 
ámbito de competencia local y reiterar lo establecido en el marco general, donde resulta fundado 
lo instado por el INAI. 

214. No obstante, este Tribunal Pleno considera que la única porción que resulta inválida del segundo 
párrafo del artículo 87 de la Ley local que se analiza es la que dice: “de la Nación”. 
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215. Lo anterior es así, pues en una interpretación sistemática y atendiendo al principio de presunción de 
validez constitucional de la norma que se analiza, se observa que la regulación establecida por el 
legislador local en torno a las declaratorias de patrimonio documental, únicamente se refieren a su 
ámbito de competencia, atento, precisamente, a lo establecido en la normativa de la Ley local 
impugnada, que rige el Título Quinto, denominado “Patrimonio documental del Estado y la cultura 
archivística”, Capítulo I, “Patrimonio documental del Estado”, cuyas disposiciones, dentro de las 
cuales se ubica el artículo 87 impugnado, se encuentran destinadas a regular la declaratoria documental 
en el ámbito de competencia estatal, como se advierte a continuación: 

“Título Quinto 

Patrimonio documental del Estado 

Y la cultura archivística 

Capítulo I 

Patrimonio documental del Estado 

Artículo 83. Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 84 de la Ley General, los 
documentos que se consideren patrimonio documental del Estado, son propiedad 
estatal, de dominio e interés público y, por lo tanto, inalienable, imprescriptible, 
inembargable y no están sujetos a ningún gravamen o afectación de dominio al ser 
bienes muebles con la categoría de bien patrimonial documental, en los términos de 
Ley de Adquisiciones, Enajenaciones, Arrendamientos, Prestación de Servicios y 
Administración de Bienes Muebles e Inmuebles del Estado de Guerrero, Ley de 
Protección del Patrimonio Cultural y Natural del Estado y los Municipios de Guerrero 
y demás disposiciones aplicables en la materia. 

Artículo 84. El patrimonio documental del Estado está sujeto a la jurisdicción de los 
poderes estatales, en los términos prescritos por esta Ley y las disposiciones 
jurídicas aplicables. 

Artículo 85. Son parte del patrimonio documental del Estado, por disposición de ley, 
los documentos de archivo considerados como Monumentos históricos por la Ley de 
Protección del Patrimonio Cultural y Natural del Estado y los Municipios de Guerrero. 

Los municipios y los organismos a los que la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Guerrero les otorga autonomía deberán determinar los documentos que 
constituyen su patrimonio documental. 

Artículo 86. Todos los documentos de archivo con valor histórico y cultural son 
bienes muebles y formarán parte del patrimonio documental del estado. 

Artículo 87. El titular del Poder Ejecutivo, a través del Archivo General del Estado, 
podrá emitir declaratorias de patrimonio documental del Estado en los términos 
previstos por las disposiciones jurídicas aplicables, las cuales serán publicadas en el 
Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Los organismos a los que la Constitución Política del Estado Libre y Soberano  
de Guerrero les otorga autonomía, en coordinación con el Archivo General del 
Estado, podrán emitir declaratorias de patrimonio documental de la Nación en las 
materias de su competencia y deberán publicarse en el Periódico Oficial del  
Gobierno del Estado.” 

216. En efecto, del conjunto de normas transcritas se desprende que el único precepto que hace referencia a 
las declaratorias de patrimonio documental de la Nación lo es el segundo párrafo del artículo 87 
impugnado, de modo que con la invalidez de su porción normativa que dice: “de la Nación”, es posible 
salvar la constitucionalidad del resto del precepto. 

217. Ello, máxime que el segundo párrafo del artículo 85 de la Ley que se analiza, dispone que, tanto los 
Municipios como los organismos a los que la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Guerrero les otorga autonomía, “deberán determinar los documentos que constituyen su 
patrimonio documental”. 

218. Atendiendo a lo expuesto, lo procedente es declarar la invalidez del artículo 87, segundo párrafo, en 
la porción normativa que dice: “de la Nación”, de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de 
Guerrero y sus Municipios, publicada en la Edición No. 59 del Periódico Oficial de la entidad 
federativa, el veintitrés de julio de dos mil veintiuno, de manera que dicho precepto deberá leerse  
como sigue: 
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“Artículo 87. […] 

Los organismos a los que la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Guerrero les otorga autonomía, en coordinación con el Archivo General del Estado, 
podrán emitir declaratorias de patrimonio documental en las materias de su 
competencia y deberán publicarse en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.” 

219. Estas consideraciones son obligatorias al haberse aprobado por unanimidad de diez votos de las 
señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 
Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea, Laynez Potisek, 
Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández apartándose del párrafo 213. 

VI.8. Facultad del Consejo Estatal de Archivos para emitir lineamientos para la conservación y 
resguardo de documentos de acuerdo con las características de cada región en Municipios que 
no tengan condiciones presupuestarias ni técnicas y cuenten con una población menor a 70,000 
habitantes. 

220. En su sexto concepto de invalidez el INAI combate el artículo Cuarto Transitorio de la Ley Número 794 
de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, pues dicho precepto otorga una facultad al 
Consejo Estatal que el artículo Cuarto Transitorio de la Ley General ya establece para el Consejo 
Nacional, consistente en emitir los lineamientos, mecanismos y criterios para la conservación y 
resguardo de documentos de acuerdo a las características económicas, culturales y sociales de cada 
región en los municipios que no tengan condiciones presupuestarias ni técnicas y cuenten con una 
población menor a setenta mil habitantes, lo cual considera invade la competencia del Consejo 
Nacional de Archivos. 

221. Es fundado el alegado. 

222. Los artículos Cuarto Transitorio, tanto de la Ley General como de la Ley local impugnada disponen lo 
siguiente: 

Ley General de Archivos 
Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero 

y sus Municipios 

“Cuarto. En un plazo de un año, a partir de la entrada 
en vigor de la presente Ley, las legislaturas de cada 
entidad federativa, deberán armonizar sus 
ordenamientos relacionados con la presente Ley. 

El Consejo Nacional emitirá lineamientos, mecanismos 
y criterios para la conservación y resguardo de 
documentos de acuerdo a las características 
económicas, culturales y sociales de cada región en los 
municipios que no tengan condiciones presupuestarias 
ni técnicas y cuenten con una población menor a 
70,000 habitantes.” 

“CUARTO. El Consejo Local emitirá lineamientos, 
mecanismos y criterios para la conservación y resguardo 
de documentos de acuerdo a las características 
económicas, culturales y sociales de cada región en los 
municipios que no tengan condiciones presupuestarias ni 
técnicas y cuenten con una población menor a 70,000 
habitantes.” 

 

223. Como se aprecia, la Ley General de Archivos, en su Cuarto Transitorio, prevé, en su primer párrafo, una 
obligación de las legislaturas locales para, en un plazo de un año, a partir de su entrada en vigor, 
armonicen sus ordenamientos relacionados con dicha ley marco. 

224. Por su parte, el segundo párrafo del referido precepto transitorio dispone directamente una facultad 
para el Consejo Nacional de Archivos, consistente en la emisión de lineamientos, mecanismos y 
criterios para la conservación y resguardo de documentos de acuerdo con las características 
económicas, culturales y sociales de cada región en los municipios que no tengan condiciones 
presupuestarias ni técnicas y cuenten con una población menor a setenta mil habitantes. 

225. Este Tribunal Pleno advierte que dicha atribución, a pesar de incluirse en una norma transitoria del 
ordenamiento marco, es directamente otorgada por el Congreso de la Unión al Consejo Nacional 
de Archivos, atento a lo dispuesto en el artículo 67, fracción IX, relativo a las atribuciones de dicho 
órgano, que determina: “Las demás que le otorga esta Ley y otras disposiciones aplicables”. 

226. En esos términos, dicha atribución que corresponde al Consejo Nacional, atento a su carácter de 
órgano coordinador del Sistema, en términos de lo establecido en el primer párrafo del artículo 6577 de 
la Ley General, constituye una base funcional del Sistema Nacional de Archivos, lo que conlleva a 
su observancia por las demás instancias que lo integran, tal y como ordena el segundo párrafo del 
artículo 64 de la propia Ley General de Archivos, que dispone: 

                                                 
77 Ley General de Archivos. 
“Artículo 65. El Consejo Nacional es el órgano de coordinación del Sistema Nacional, que estará integrado por:: […].” 
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“Artículo 64. El Sistema Nacional es un conjunto orgánico y articulado de estructuras, 
relaciones funcionales, métodos, normas, instancias, instrumentos, procedimientos y 
servicios tendientes a cumplir con los fines de la organización y administración 
homogénea de los archivos de los sujetos obligados. 

Las instancias del Sistema Nacional observarán lo dispuesto en las resoluciones y 
acuerdos generales que emita el Consejo Nacional. 

El Sistema Nacional y los sistemas locales se coordinarán en un marco de respeto de 
las atribuciones de la federación, las entidades federativas, los municipios, así como 
las alcaldías de la Ciudad de México.” 

227. En ese sentido, el artículo Cuarto Transitorio impugnado, al otorgar una facultad que tiene conferida 
el Consejo Nacional de Archivos en favor del Consejo Local, relativa a la emisión de lineamientos, 
mecanismos y criterios para la conservación y resguardo de documentos de acuerdo a las 
características económicas, culturales y sociales de cada región en los municipios que no tengan 
condiciones presupuestarias ni técnicas y cuenten con una población menor a setenta mil habitantes, 
como lo sostiene el INAI, actualiza una invasión de competencia en perjuicio de su homólogo 
nacional. 

228. Por tanto, lo procedente es declarar la invalidez del artículo Cuarto Transitorio de la Ley Número 794 
de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, publicada en la Edición No. 59 del Periódico 
Oficial de la entidad federativa, el veintitrés de julio de dos mil veintiuno. 

229. Estas consideraciones son obligatorias al haberse aprobado por unanimidad de diez votos de las 
señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 
Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea, Laynez Potisek, 
Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández. 

 VI.9. Requisito de tener la calidad de mexicano por nacimiento, para ocupar el cargo de Director 
General del Archivo General del Estado. 

230. En su primer concepto de invalidez, la CNDH impugna el artículo 106, fracción I, en la porción 
normativa “por nacimiento”, de la Ley local que se analiza, al disponer que para ser Director General 
del Archivo General del Estado, se requiere tener la calidad de mexicano por nacimiento. 

231. Aduce que la ley fundamental establece que el Congreso de la Unión es el único ente legitimado para 
reservar determinados cargos a las personas mexicanas por nacimiento; por lo que el Congreso de 
Guerrero se encuentra imposibilitado para exigir dicha calidad para acceder a cualquier cargo público en 
el orden local, de manera que al emitir la disposición que se impugna, transgredió el derecho 
fundamental de seguridad jurídica y el principio de legalidad. 

232. Explica, además, que dicha disposición también contraviene el derecho reconocido en la fracción VI del 
artículo 35 de la Constitución Federal, que se refiere al acceso de cualquier ciudadano mexicano a la 
ocupación de cargos en la función pública, en condiciones de igualdad, siempre y cuando cumplan las 
calidades exigidas por las leyes. 

233. Así, sostiene que la porción normativa impugnada resulta inconstitucional por restringir a las personas 
mexicanas por naturalización la posibilidad de acceder al cargo público de Director General del Archivo 
del Estado de Guerrero, en igualdad de condiciones a las personas connacionales que adquirieron la 
nacionalidad por nacimiento y por tanto contraviene el principio de igualdad y su correlativa prohibición 
de discriminación, motivo que refuerza la inconstitucionalidad planteada. 

234. El artículo 106, fracción I, de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus 
Municipios dispone: 

“Artículo 106. El Director General, será nombrado por el Gobernador del Estado y 
deberá cubrir los siguientes requisitos: 

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento; 

[…]”. 

235. Resulta fundado el concepto de invalidez que hace valer la CNDH. 
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236. Este Tribunal Pleno ya ha analizado una porción normativa de contenido similar a la impugnada 
en este asunto, al resolver la acción de inconstitucionalidad 87/201878, en sesión de siete de enero 
de dos mil veinte, bajo la ponencia del Ministro José Fernando Franco González Salas, donde se 
determinó declarar la invalidez del artículo 23 Bis B, fracción I, en su porción normativa “por 
nacimiento”, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Sinaloa, bajo las 
consideraciones siguientes: 

“QUINTO.- Estudio de Fondo. La Comisión Nacional de Derechos Humanos solicita se 
declare la invalidez del artículo 23 Bis B, fracción I, de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública del Estado de Sinaloa, publicada en el Periódico Oficial de esa 
entidad el diecisiete de septiembre de dos mil dieciocho, por dos argumentos torales: 

a) La norma impugnada vulnera los derechos consagrados en los numerales 1°, 5°, 
30, 32 y 35, fracción V, así como los artículos 1°, 24 y 26 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos; 2.1, 25, inciso C) y 26 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos; 2.2 y 6 del Pacto Internacional de los Derecho Económicos, 
Sociales y Culturales y el artículo 2 del Convenio 111 de la Organización Internacional 
del Trabajo Relativo a la Discriminación en Materia de Empleo y Ocupación, y; 

b) El numeral 32 de la Constitución Federal establece que la facultad para determinar 
los cargos y funciones en los que se puede requerir ser mexicano por nacimiento, le 
corresponde exclusivamente al legislador federal, sin que cuenten con tal facultad las 
legislaturas locales, dado que el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, al resolver la acción de inconstitucionalidad 48/2009, se pronunció respecto a 
quién le corresponde dicha facultad, determinando, además, que su ejercicio no es 
irrestricto, sino que debe satisfacer una razonabilidad en función de los cargos de 
que se traten. 

Ahora bien, por ser una cuestión de estudio preferente, en la presente acción de 
inconstitucionalidad se habrá de definir, en primer término, si la norma impugnada 
fue emitida por autoridad competente o no. 

El precepto normativo que se combate es del tenor literal siguiente: 

‘Artículo 23 Bis B.- Para ser Consejero Jurídico se requerirá: … 

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento; …’ . 

Con base en el contenido del precepto transcrito, se tiene que, para ser Consejero 
Jurídico, esto es, Titular de la Consejería Jurídica, considerada ésta como el órgano 
encargado de representar legalmente al Poder Ejecutivo del Estado de Sinaloa79, se 
requiere ser ciudadano mexicano por nacimiento, situación que la promovente de la 
acción de inconstitucionalidad estima inconstitucional, en virtud de que el legislador 
local, en términos de lo previsto en el numeral 32 de la Constitución Federal, no 
cuenta con facultades para prever como requisito para ocupar dicho cargo el ser 
mexicano por nacimiento. 

El anterior argumento es esencialmente fundado, porque si bien este Tribunal 
Constitucional –en sus diversas integraciones- ha variado su criterio en relación con 
la competencia o incompetencia de las legislaturas locales para regular la materia que 
nos ocupa; ahora, bajo su más reciente integración, arriba a la conclusión de que las 
legislaturas locales no se encuentran habilitadas para regular supuestos en los que 
se limite el acceso a cargos públicos a los mexicanos por nacimiento en las entidades 
federativas, pues de hacerlo, llevará, indefectiblemente, a declarar la invalidez de las 
porciones normativas que así lo establezcan. 

                                                 
78 En relación con el punto resolutivo segundo, se aprobó por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena por no 
superar un test de escrutinio estricto, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa por no superar un test de razonabilidad, Franco 
González Salas con reservas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat por una interpretación armónica de los 
derechos humanos y no superar un test de escrutinio estricto, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea por tratarse de una distinción 
indisponible para las leyes federales o locales, respecto del considerando quinto, relativo al estudio de fondo, consistente en declarar la 
invalidez del artículo 23 Bis B, fracción I, en su porción normativa “por nacimiento”, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 
Estado de Sinaloa, adicionado mediante Decreto Número 827, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el diecisiete de 
septiembre de dos mil dieciocho, por razón de la incompetencia de la legislatura local para regular el requisito de ser mexicano por nacimiento 
para ejercer diversos cargos públicos. La señora Ministra Piña Hernández anunció votos aclaratorio y concurrente. 
79 “ARTICULO 23 Bis.- La Consejería Jurídica será el órgano encargado de representar legalmente al Poder Ejecutivo del Estado.” 
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En efecto, la habilitación constitucional a cargo de la Federación o de los Estados 
para regular una determinada materia es un presupuesto procesal de la mayor 
relevancia para cualquier análisis de fondo, pues de concluirse -como sucede en el 
caso- que el Congreso del Estado de Sinaloa no se encuentra habilitado para 
establecer dicha exigencia, se actualizará inmediatamente la invalidez de la 
disposición impugnada, sin necesidad de analizar si la norma tiene un fin válido, pues 
resultará inconstitucional al haberse emitido por una autoridad incompetente. 

A fin de evidenciar lo anterior, se estima pertinente establecer el marco constitucional 
que rige el tema de nacionalidad en nuestro sistema jurídico mexicano y para ello, es 
dable transcribir los siguientes artículos de la Constitución Federal. 

‘TÍTULO I 

(…) 

CAPÍTULO II 

DE LOS MEXICANOS 

Artículo 30. La nacionalidad mexicana se adquiere por nacimiento o por naturalización: 

A). Son mexicanos por nacimiento: 

I. Los que nazcan en territorio de la República, sea cual fuere la nacionalidad de sus padres. 

II. Los que nazcan en el extranjero, hijos de padres mexicanos nacidos en territorio nacional, 
de padre mexicano nacido en territorio nacional o de madre mexicana nacida en territorio 
nacional. 

III. Los que nazcan en el extranjero, hijos de padres mexicanos por naturalización, de padre 
mexicano por naturalización, o de madre mexicana por naturalización; y 

IV. Los que nazcan a bordo de embarcaciones o aeronaves mexicanas, sean de guerra o 
mercantes. 

B). Son mexicanos por naturalización: 

I. Los extranjeros que obtengan de la Secretaría de Relaciones carta de naturalización. 

II. La mujer o el varón extranjeros que contraigan matrimonio con varón o mujer mexicanos, 
que tengan o establezcan su domicilio dentro del territorio nacional y cumplan con los 
demás requisitos que al efecto señale la ley.’ 

‘Artículo 32. La ley regulará el ejercicio de los derechos que la legislación mexicana otorga a 
los mexicanos que posean otra nacionalidad y establecerá normas para evitar conflictos por 
doble nacionalidad. 

El ejercicio de los cargos y funciones para los cuales, por disposición de la presente 
Constitución, se requiera ser mexicano por nacimiento, se reserva a quienes tengan esa 
calidad y no adquieran otra nacionalidad. Esta reserva también será aplicable a los casos 
que así lo señalen otras leyes del Congreso de la Unión. 

En tiempo de paz, ningún extranjero podrá servir en el Ejército, ni en las fuerzas de la 
policía o seguridad pública. Para pertenecer al activo del Ejército en tiempo de paz y al de la 
Armada o al de la Fuerza Aérea en todo momento, o desempeñar cualquier cargo o 
comisión en ellos, se requiere ser mexicano por nacimiento. 

Esa misma calidad será indispensable en capitanes, pilotos, patrones, maquinistas, 
mecánicos y, de una manera general, para todo el personal que tripule cualquier 
embarcación o aeronave que se ampare con la bandera o insignia mercante mexicana, Será 
también necesaria para desempeñar los cargos de capitán de puerto y todos los servicios 
de practicaje y comandante de aeródromo. 

Los mexicanos serán preferidos a los extranjeros en igualdad de circunstancias, para toda 
clase de concesiones y para todos los empleos, cargos o comisiones de gobierno en que no 
sea indispensable la calidad de ciudadano.’ 

‘Artículo 37. 

A) Ningún mexicano por nacimiento podrá ser privado de su nacionalidad. 

B) La nacionalidad mexicana por naturalización se perderá en los siguientes casos: 

I. Por adquisición voluntaria de una nacionalidad extranjera, por hacerse pasar en cualquier 
instrumento público como extranjero, por usar un pasaporte extranjero, o por aceptar o usar 
títulos nobiliarios que impliquen sumisión a un Estado extranjero, y 

II. Por residir durante cinco años continuos en el extranjero. 

(...)’. 
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De los preceptos constitucionales transcritos se desprende lo siguiente: 

● La nacionalidad mexicana podrá adquirirse por nacimiento o por naturalización 
(nacionalidad mexicana originaria y derivada, respectivamente). 

● La nacionalidad mexicana por nacimiento está prevista en el apartado A del 
artículo 30 constitucional, a través de los sistemas de ius soli y de ius sanguinis, 
esto es, en razón del lugar del nacimiento y en razón de la nacionalidad de los 
padres o de alguno de ellos, respectivamente. 

● La nacionalidad por naturalización, denominada también derivada o adquirida es, 
conforme al apartado B del citado artículo 30 constitucional, aquella que se 
adquiere por voluntad de una persona, mediante un acto soberano atribuido al 
Estado que es quien tiene la potestad de otorgarla, una vez que se surten los 
requisitos que el propio Estado establece para tal efecto. 

● De acuerdo con el artículo 30 constitucional, apartado B, son mexicanos por 
naturalización los extranjeros que obtengan de la Secretaría de Relaciones 
Exteriores la carta de naturalización y la mujer o el varón extranjeros que 
contraigan matrimonio con varón o mujer mexicanos, que tengan o establezcan su 
domicilio dentro del territorio nacional y reúnan los requisitos establecidos en la 
ley relativa. 

● Se dispone lo relativo a la doble nacionalidad, así como lo relativo a los cargos y 
funciones para los que se requiera ser mexicano por nacimiento y no adquirir otra 
nacionalidad. 

● Finalmente, se establece que ningún mexicano por nacimiento podrá ser privado 
de su nacionalidad y los motivos de pérdida de la nacionalidad mexicana por 
naturalización. 

Es necesario precisar que el texto vigente de los artículos 30, 32 y 37 
constitucionales, tiene su origen en la reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el veinte de marzo de mil novecientos noventa y siete, de cuyo 
procedimiento destaca lo siguiente: 

● La reforma tuvo por objeto la no pérdida de la nacionalidad mexicana por 
nacimiento, independientemente de que se adopte alguna otra nacionalidad o 
ciudadanía, para que quienes opten por alguna nacionalidad distinta a la mexicana 
puedan ejercer plenamente sus derechos en su lugar de residencia, en igualdad 
de circunstancias. 

● La reforma se vio motivada por el importante número de mexicanos residentes en 
el extranjero y que se ven desfavorecidos frente a los nacionales de otros países 
cuyas legislaciones consagran la no pérdida de su nacionalidad. 

● Con la reforma, México ajustó su legislación a una práctica internacional 
facilitando a los nacionales la defensa de sus intereses. 

● Se consideró que la reforma constituía un importante estímulo para los mexicanos 
que han vivido en el exterior, pues se eliminarían los obstáculos jurídicos para 
que después de haber emigrado puedan repatriarse a nuestro país. 

● En concordancia con el establecimiento de la no pérdida de la nacionalidad 
mexicana por nacimiento, se propuso eliminar las causales de pérdida de 
nacionalidad mexicana por nacimiento señaladas en el apartado A del artículo 37 
constitucional, salvo en circunstancias excepcionales, exclusivamente aplicables 
a personas naturalizadas mexicanas. 

● Por otra parte, se fortalecieron criterios específicos para asegurar que los 
mexicanos por naturalización acrediten plenamente un vínculo efectivo con el 
país, así como la voluntad real de ser mexicanos. 

● Se agregó un nuevo párrafo al artículo 32, para que aquellos mexicanos por 
nacimiento que posean otra nacionalidad, al ejercer sus derechos y cumplir sus 
obligaciones, siempre sean considerados como mexicanos, para lo cual, al 
ejercitar tales derechos y cumplir sus obligaciones, deberán sujetarse a las 
condiciones establecidas en las leyes nacionales. 
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● En el marco de esta reforma, se consideró indispensable tener presente que el 
ejercicio de los cargos y funciones correspondientes a las áreas estratégicas o 
prioritarias del Estado Mexicano que por naturaleza sustentan el fortalecimiento 
de la identidad y soberanía nacionales, exige que sus titulares estén libres de 
cualquier posibilidad de vínculo jurídico o sumisión hacia otros países. 

● Por lo anterior, se propuso agregar otro nuevo párrafo al artículo 32 en el que los 
cargos establecidos en la Constitución, tanto los de elección popular, así como 
los de Secretarios de Estado, Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, entre otros, que de alguna manera puedan poner en riesgo la soberanía y 
lealtad nacionales, se reservan de manera exclusiva a mexicanos por nacimiento 
que no adquieran otra nacionalidad. 

Por otra parte en el dictamen de la cámara revisora (Diputados), se sostuvo lo 
siguiente: 

● Las reformas constitucionales tienen como principal objetivo establecer la no 
pérdida de la nacionalidad mexicana por nacimiento, independientemente de que 
se adopte otra nacionalidad, ciudadanía o residencia, salvo en circunstancias 
excepcionales aplicables exclusivamente a personas naturalizadas mexicanas, 
siempre con la intervención del Poder Judicial, por lo que desaparecen las 
causales de pérdida de la nacionalidad mexicana por nacimiento señaladas en el 
inciso A del artículo 37 constitucional. 

● En el artículo 30 se establece la transmisión de la nacionalidad a los nacidos en el 
extranjero, hijos de mexicanos nacidos en territorio nacional, y a los que nazcan 
en el extranjero hijos de mexicanos por naturalización, lo que permitirá asegurar 
en estas personas el mismo aprecio que sus progenitores tienen por México. 

● Se fortalecen tanto en el artículo 30 relativo a los extranjeros que contraen 
matrimonio con mexicanos, como en el artículo 37 relativo a la pérdida de la 
nacionalidad, criterios específicos para asegurar que los mexicanos por 
naturalización acrediten plenamente un vínculo efectivo con el país y una voluntad 
real de ser mexicanos. 

● Se agrega un nuevo párrafo al artículo 37 para que aquellos mexicanos por 
nacimiento que adquieran otra nacionalidad, al ejercer sus derechos derivados de 
la legislación mexicana, sean considerados como mexicanos, por lo que, para el 
ejercicio de esos derechos, deberán sujetarse a las condiciones que establezcan 
las leyes nacionales. Esta disposición tiene por objeto dejar en claro que aquellos 
mexicanos que se hayan naturalizado ciudadanos de otro país, no podrán invocar 
la protección diplomática de gobierno extranjero, salvaguardando así otras 
disposiciones constitucionales, tales como la relativa a la doctrina Calvo. 

● La reforma del artículo 32 resulta fundamental, para evitar conflictos de intereses 
o dudas en la identidad de los mexicanos con doble nacionalidad, respecto del 
acceso a cargos que impliquen funciones públicas en este país. De ahí, la 
conveniencia de que el precepto ordene que ‘la ley regulará el ejercicio de los 
derechos que la legislación mexicana otorga a los mexicanos que posean otra 
nacionalidad y establecerá normas para evitar conflictos por doble nacionalidad’, así 
como que ‘el ejercicio de los cargos y funciones para los cuales, por disposición de la 
presente Constitución, se requiera ser mexicano por nacimiento, se reserva a quienes 
tengan esa calidad y no adquieran otra nacionalidad’, texto al que se agrega que la 
misma reserva ‘será aplicable a los casos que así lo señalen otras leyes del Congreso 
de la Unión’. 

● El constituyente considera que las fuerzas armadas tienen como misión principal 
garantizar la integridad, independencia y soberanía de la nación, por lo que el 
desempeño de los cargos y comisiones dentro de las mismas, exige que sus 
integrantes posean ante todo una incuestionable lealtad y patriotismo hacia 
México, libres de cualquier posibilidad de vínculo moral o jurídico hacia otros 
países, así como contar con una sumisión, obediencia y fidelidad incondicional 
hacia nuestro país. 
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Del análisis de la exposición de motivos, se desprende que la consideración esencial 
del constituyente de que la nacionalidad mexicana no se agota por una demarcación 
geográfica, sino que se relaciona con el sentimiento de pertenencia, lealtad a las 
instituciones, a los símbolos, a la cultura y a las tradiciones, y que se trata de una 
expresión espiritual que va más allá de los límites impuestos por las fronteras y las 
normas, fue con la finalidad de establecer la no pérdida de la nacionalidad mexicana 
de aquellos mexicanos por nacimiento que han emigrado y que se han visto en la 
necesidad de adquirir la nacionalidad o ciudadanía de otro País. 

Lo anterior, porque antes de la reforma constitucional de que se trata, la adquisición 
de una nacionalidad diversa, se traducía en una pérdida automática de la 
nacionalidad mexicana, por lo que, a raíz de dicha reforma, el Estado mexicano 
permite la figura de la doble nacionalidad para los mexicanos por nacimiento, medida 
con la que el Estado mexicano se propuso hacer frente a la creciente migración de 
mexicanos. 

Sin embargo, del procedimiento de reforma aludido, se desprende que una de las 
preocupaciones era que, para incluir la figura de la “doble nacionalidad”, debía 
tomarse en cuenta la problemática que la inclusión de esta figura podría suscitar con 
respecto a los principios de soberanía y lealtad nacional, razón por la que, con el 
propósito de preservar y salvaguardar tales principios, se estableció en la primer 
parte del segundo párrafo del artículo 32 constitucional, que los cargos y funciones 
para los cuales, por disposición de la Constitución Federal, se requiera ser mexicano 
por nacimiento, se reservaran en exclusiva a quienes tengan esa calidad, pues al ser 
la nacionalidad una condición que trasciende la esfera privada, puede originar 
conflictos económicos, políticos, jurisdiccionales y de lealtades. 

Así fue, precisamente en el marco de esta reforma -que amplió los supuestos para la 
naturalización- que el Constituyente determinó que el ejercicio de ciertos cargos y 
funciones correspondientes a áreas estratégicas o prioritarias en el sector público, 
que se relacionan con el fortalecimiento de la identidad y soberanía nacionales, 
tenían que ser desempeñados por mexicanos por nacimiento, pues ‘sus titulares tienen 
que estar libres de cualquier vínculo jurídico o sumisión a otros países’. 

Es decir, tal como se advierte del procedimiento de la reforma al artículo 32 
constitucional, la razón o los fines que tuvo en cuenta el órgano reformador para 
reservar el ejercicio de ciertos cargos para mexicanos por nacimiento, deriva de que 
el ejercicio de tales cargos se relaciona con los intereses o el destino político de la 
Nación, las áreas estratégicas o prioritarias del Estado, o bien, con la seguridad y 
defensa nacional, esto es, se trata de cargos o funciones ligados a conceptos de 
lealtad, identidad o soberanía nacionales, respecto de los que debe evitarse toda 
suspicacia acerca de compromisos con Estados extranjeros. 

Por ello, se destacó la importancia de fijar criterios tendentes a asegurar no 
únicamente que los mexicanos por naturalización acrediten plenamente un vínculo 
efectivo con el país y ‘una voluntad real de ser mexicanos’, sino a garantizar que en el 
ejercicio de esos cargos y funciones correspondientes a áreas estratégicas o 
prioritarias del Estado Mexicano ‘que por su naturaleza sustentan el fortalecimiento de la 
identidad y soberanía nacionales’, los titulares estén libres de cualquier posibilidad de 
vínculo jurídico o sumisión a otros países de manera que no pueda ponerse en riesgo 
la soberanía y lealtades nacionales. 

A partir de entonces y bajo tales principios, el Constituyente ha venido definiendo 
expresamente en la Ley Fundamental, aquellos supuestos específicos en los que los 
depositarios de ciertos cargos públicos tienen que ser mexicanos por nacimiento, tal 
es el caso de los Comisionados del organismo garante del cumplimiento del derecho 
de acceso a la información pública y a la protección de datos personales federal 
(artículo 6º, apartado A), Comisionados del Instituto Federal de Telecomunicaciones y 
de la Comisión Federal de Competencia Económica (artículo 28) los depositarios de 
los Poderes de la Unión (artículos 55, fracción I, 58, 82, fracción I, 95, fracción I, 99 y 
100), el titular de la Auditoría Superior de la Federación (artículo 79), los secretarios 
de despacho (artículo 91), los magistrados electorales de la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación (artículo 99), consejeros del Consejo de 
la Judicatura Federal (artículo 100), el Fiscal General de la República (artículo 102, 
apartado A, segundo párrafo), los gobernadores de los Estados y los magistrados 
integrantes de los Poderes Judiciales estatales (artículo 116), y los magistrados 
integrantes del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México (artículo 122, 
apartado A, fracción IV). 
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En ese contexto se inserta, precisamente, la previsión del artículo 32 de la 
Constitución Federal, en el que el propio Constituyente estableció –como ya se vio–, 
expresamente, diversos cargos públicos que deberán ser ocupados por mexicanos 
por nacimiento. 

Ahora bien, considerando que en relación con dicho mandato constitucional este 
Tribunal Pleno, en sus diversas integraciones, ha construido varias interpretaciones 
de las cuales pudieran surgir distintas interrogantes; sin embargo, en el presente 
asunto, la cuestión a dilucidar se constriñe a determinar, únicamente, si la atribución 
de establecer como requisito de elegibilidad para ocupar cargos públicos el ser 
mexicano por nacimiento en términos del artículo 32 constitucional, le compete o no a 
las legislaturas de los Estados. 

Este Alto Tribunal arriba a la convicción, como se adelantó, de que el que criterio que 
debe prevalecer -tal como se procederá a evidenciar-, es el relativo a que las 
legislaturas de los Estados no están facultadas para establecer algún supuesto en el 
que se exija ser mexicano por nacimiento para ocupar cargos públicos; pues 
derivado de la interpretación sistemática del artículo 1o. constitucional, en relación 
con el diverso 32 del máximo ordenamiento, se desprende que la propia Constitución 
Federal reservó todo lo relativo a la dimensión externa de la soberanía a la Federación 
y sus funcionarios, por lo que de acuerdo con nuestro orden constitucional, la 
facultad para determinar los cargos para los que se requiere ser mexicano por 
nacimiento no le corresponde a las entidades federativas, quienes no pueden realizar 
por sí mismas actos encaminados a ese objetivo. 

En efecto, este Tribunal Constitucional en diversos precedentes ha sustentado que la 
reserva consistente en ser mexicano por nacimiento para ocupar determinados 
cargos públicos, no es irrestricta, pues encuentra su límite, como acontece en el 
caso, en que los cargos y funciones correspondientes sean estratégicos y prioritarios 
[vinculados directamente con la protección de la soberanía y la seguridad nacional]; 
de lo contrario, podría considerarse una distinción discriminatoria para el acceso a 
esos empleos públicos a los mexicanos por naturalización y, por tanto, violatoria del 
principio de igualdad y no discriminación previsto en los artículos 1o., párrafo quinto, 
32 y 133 de la Constitución Federal. 

Lo anterior obliga traer a contexto el contenido del artículo 1o. de la Constitución 
Federal, que consagra los derechos de igualdad y de no discriminación, a partir de 
sus reformas publicadas en el Diario Oficial de la Federación de catorce de agosto de 
dos mil uno y diez de junio de dos mil once; el cual, textualmente establece: 

‘Art. 1o.- En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos 
humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el 
Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no 
podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 
Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta 
Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a 
las personas la protección más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado 
deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en 
los términos que establezca la ley. 

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero 
que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección 
de las leyes. 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la 
edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las 
opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la 
dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades  
de las personas.’ 



Lunes 30 de octubre de 2023 DIARIO OFICIAL 263 

Respecto de tal numeral, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación80 determinó que 
del artículo 1o. constitucional se desprende que todo individuo gozará ampliamente 
de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Federal y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte y que éstos no podrán 
restringirse, ni suspenderse, salvo en los casos y con las condiciones que en ella se 
establecen; señalando que el artículo 1o. constitucional establece un mandato hacia 
las autoridades para que se abstengan de emitir, en sus actos de autoridad, 
diferencias entre los gobernados, por cualquiera de las razones que se encuentran 
enunciadas en dicho artículo, lo que constituye el principio de igualdad y no 
discriminación que debe imperar entre los gobernados81. 

En ese sentido, se desprende que en el ámbito legislativo, existe una prohibición 
constitucional de que, en el desarrollo de su labor emitan normas discriminatorias, 
con lo cual se pretenden extender los derechos implícitos en el principio de igualdad 
y no discriminación, al ámbito de las acciones legislativas, ya que, por su naturaleza, 
pueden llegar a incidir significativamente en los derechos de las personas; dicha 
limitante se traduce en la prohibición de legislar o diferenciar indebidamente respecto 
de las categorías enumeradas en el artículo 1o. constitucional, por lo que en el 
desarrollo de su función deben ser especialmente cuidadosos, evitando establecer 
distinciones que sitúen en franca desventaja a un grupo de individuos respecto de 
otro, o bien, que menoscaben los derechos otorgados por la Constitución a los 
gobernados; reiterando que ello es, salvo que esa diferenciación constituya una 
acción positiva que tenga por objeto compensar la situación desventajosa en la que 
históricamente se han encontrado ciertos grupos. 

En relación con el derecho a la igualdad y no discriminación, este Tribunal Pleno ha 
sostenido que tal principio no implica que todos los individuos deban encontrarse 
siempre y en cualquier circunstancia en condiciones de absoluta igualdad, sino, más 
bien, se refiere a una igualdad jurídica entre los gobernados, que se traduce en el 
hecho de que todos tengan derecho a recibir siempre el mismo trato que reciben 
aquellos que se encuentran en situaciones de hecho similares; por tanto, no toda 
diferencia de trato implicará siempre una violación a tal derecho, sino que ésta se 
dará solamente cuando, ante situaciones de hecho similares, no exista una 
justificación razonable para realizar tal distinción. Apoya la anterior consideración, la 
tesis de jurisprudencia del Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 
rubro y texto: 

‘PRINCIPIO DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. ALGUNOS ELEMENTOS QUE 
INTEGRAN EL PARÁMETRO GENERAL.’ [Se transcribe]. 

Por su parte, la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación82, ha 
sostenido que en ese derecho se contiene el reconocimiento de que siempre que la 
acción clasificadora del legislador incida en los derechos fundamentales 
garantizados constitucionalmente, será necesario aplicar con especial intensidad las 
exigencias derivadas de tales derechos y, por tanto, el Juez constitucional deberá 
someter la labor del legislador a un escrutinio especialmente cuidadoso desde el 
punto de vista del respeto al derecho de igualdad. Dicha jurisprudencia determina 
textualmente: 

‘IGUALDAD. CASOS EN LOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE HACER UN 
ESCRUTINIO ESTRICTO DE LAS CLASIFICACIONES LEGISLATIVAS 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS).’ [Se transcribe]. 

Puntualizado todo lo anterior, se tiene –como ya se ha visto- que siendo la Norma 
Fundamental la que expresamente contiene reserva explícita de ciertos cargos y 
funciones para mexicanos por nacimiento, señalando en diversos preceptos aquellos 
que por corresponder a la titularidad de los Poderes de la Unión, o bien, a ámbitos 
que inciden en la estructura básica estatal o en aspectos relativos a la soberanía 
nacional o a la defensa de ésta, se limitan, en principio, a quienes tengan esas 
calidades. 

                                                 
80 En diversos precedentes y criterios jurisprudenciales, tanto de la Primera como de la Segunda Sala.  
81 Tales consideraciones derivan de la acción de inconstitucionalidad 48/2009, resuelta por este Tribunal Pleno en sesión de catorce de abril 
de dos mil once.  
82 Cuyo criterio comparte este Pleno. 
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Luego, de la interpretación del numeral 32 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, a la luz del mandato previsto en el artículo 1o. constitucional, se 
arriba a la conclusión de que la facultad de determinar los cargos públicos en los que 
su titular deba cumplir con el requisito de ser mexicano por nacimiento, no 
corresponde a las entidades federativas, por lo que éstas no pueden, en ningún caso, 
establecer ese requisito para acceder a otros cargos distintos a los que emanan por 
mandando (sic) de la Constitución Federal.83 

Tal conclusión concuerda con lo expresado en la citada exposición de motivos de la 
reforma al artículo 32, por la que se incluyó la figura de la doble nacionalidad, pues de 
ahí se advierte que la intención del constituyente federal fue establecer un sistema 
normativo que incluyera la doble nacionalidad, reconociendo a los mexicanos que se 
encontraran en tales condiciones todos los derechos que corresponden a la 
nacionalidad mexicana por nacimiento, sin perder de vista la problemática que se 
podría suscitar respecto de los principios de identidad y soberanía nacionales, razón 
por la que estableció las siguientes dos excepciones al ejercicio pleno de los 
derechos correspondientes a los nacionales mexicanos, a saber: 

● Ningún mexicano por nacimiento puede perder su nacionalidad; a diferencia de 
los mexicanos por naturalización, quienes pueden ser privados de dicho status, 
cuando se encuentren en alguno de los casos previstos por el apartado B del 
artículo 37 constitucional federal, y 

● La limitante a los mexicanos por naturalización o con doble nacionalidad, 
respecto de la ocupación de los cargos públicos expresamente reservados por la 
Constitución para mexicanos por nacimiento y que no hayan adquirido otra 
nacionalidad, atendiendo a la finalidad constitucional perseguida (defensa de la 
soberanía e identidad nacional). 

En ese sentido, si el objeto del establecimiento de la reserva en estudio consistente 
en ser mexicano por nacimiento para ocupar determinados cargos públicos, se 
restringe a los cargos que tienen sustento en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, es que no compete establecer otros a las entidades federativas. 

Consecuentemente, aplicados tales razonamientos a la disposición aquí impugnada, 
resulta que ésta es inconstitucional, pues el Congreso del Estado de Sinaloa en el 
artículo 23 Bis B, fracción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública de dicha 
entidad, está incorporando el requisito de la nacionalidad mexicana por nacimiento 
para ser Titular de la Consejería Jurídica, órgano encargado de representar 
legalmente al Poder Ejecutivo del Estado, y como dicho funcionario no está previsto 
en el catálogo de puestos públicos para los que la Constitución requiere la 
nacionalidad mexicana por nacimiento, la disposición que establece dicha exigencia 
para ejercerlo debe declararse inconstitucional, sin que sea necesario, por tanto, 
verificar si la norma impugnada tiene un fin válido, pues resulta inconstitucional al 
haberse emitido por una autoridad incompetente. 

En estas condiciones, al ser fundado el concepto de impugnación en estudio, lo 
procedente es declarar la invalidez de la porción normativa ‘por nacimiento’ de la 
fracción I del artículo 23 Bis B de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 
Estado de Sinaloa.” 

237. Del precedente en cita se desprende, en esencia, que en términos de lo dispuesto por el segundo 
párrafo del artículo 32 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sólo el Congreso de 
la Unión está facultado para establecer que existen cargos públicos para cuyo ejercicio es necesaria la 
nacionalidad mexicana por nacimiento. 

238. Lo anterior, en virtud de que el propio texto constitucional reserva todo lo relativo a la dimensión  
externa de la soberanía de la Federación y sus funcionarios, por lo que la facultad de determinar  
los cargos para los que se requiere ser mexicano por nacimiento en ningún caso le corresponde a las 
entidades federativas. 

                                                 
83 Sin que ello implique, en este momento, un pronunciamiento respecto de la eventual facultad del Congreso de la Unión para regular esta 
materia, dado que el tema tratado en la presente acción de inconstitucionalidad versa sobre la invalidez de una norma perteneciente a una 
legislación local. 
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239. Atento a que la porción normativa impugnada en este asunto es de contenido sustancialmente similar 
a la que fuera analizada en el precedente derivado de la acción de inconstitucionalidad 87/2018, las 
consideraciones plasmadas resultan aplicables en sus términos. 

240. Por ello, este Tribunal Pleno concluye que, en el caso, el artículo 106, fracción I, en la porción 
normativa “por nacimiento”, de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus 
Municipios, resulta inconstitucional, pues el Congreso local no tiene competencia para incorporar el 
requisito de la nacionalidad mexicana por nacimiento para ocupar el cargo de Director General del 
Archivo General del Estado. 

241. Por tanto, lo procedente es declarar la invalidez del artículo 106, fracción I, en su porción normativa 
“por nacimiento”, de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, de 
modo que dicho precepto deberá leerse como sigue: 

“Artículo 106. El Director General, será nombrado por el Gobernador del Estado y 
deberá cubrir los siguientes requisitos: 

I. Ser ciudadano mexicano; 

[…].” 

242. Similares consideraciones ha sustentado este Tribunal Pleno, al resolver las acciones de 
inconstitucionalidad 35/2018, en sesión de veintitrés de enero de dos mil veinte, 45/2018 y su 
acumulada 46/2018, en sesión de dieciocho de junio de dos mil veinte, 59/2018, en sesión de siete de 
enero de dos mil veinte, 88/2018, en sesión de diecisiete de febrero de dos mil veinte, 93/2018, en 
sesión de veintiuno de abril de dos mil veinte, 4/2019, en sesión de siete de enero de dos mil veinte, 
40/2019, en sesión de veintisiete de enero de dos mil veinte, 111/2019, en sesión de veintiuno de julio 
dos mil veinte, y, de manera reciente, la diversa 192/2020, en sesión de veintitrés de septiembre de dos 
mil veintiuno. 

243. Finalmente, no pasa inadvertido que la promovente haga valer diversos argumentos relacionados con la 
inconstitucionalidad de la norma impugnada por violación del derecho humano al trabajo y seguridad 
jurídica, sin embargo, este Tribunal Pleno considera innecesario su análisis, pues ello en nada variaría la 
conclusión alcanzada, atento a la jurisprudencia P./J. 37/200484, emitida por el Pleno de este Alto 
Tribunal, de rubro: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ESTUDIO INNECESARIO DE 
CONCEPTOS DE INVALIDEZ”. 

244. Estas consideraciones no son obligatorias al haberse aprobado por cuatro votos de los señores 
Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek y Pérez Dayán. Las señoras Ministras 
y los señores Ministros González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, 
Zaldívar Lelo de Larrea y Presidenta Piña Hernández votaron en contra de las consideraciones. La 
señora Miinistra Ortiz Ahlf votó con razones adicionales. 

VI.10. Requisito de no haber sido condenado por la comisión de delito doloso, para ocupar el 
cargo de Director General del Archivo estatal. 

245. En su segundo concepto de invalidez, la CNDH impugna el artículo 106, fracción III, de la Ley Número 
794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, pues considera que impide de manera 
injustificada que las personas accedan al cargo público de Director General del archivo cuando hayan 
sido condenadas por la Comisión de algún delito doloso. 

246. Sostiene que la fracción combatida limita de forma genérica los derechos de las personas que fueron 
condenadas por cualquier delito doloso, sin diferenciar entre la universalidad de las conductas típicas 
contenidas en la codificación sustantiva penal y sin considerar si las conductas por las cuales fueron 
sancionados se relacionan o no con las funciones que deben desempeñar en el cargo en cuestión. 

247. Así, considera que tal medida se traduce en una exclusión injustificada y discriminatoria para las 
personas que se encuentran en esa condición social y/o jurídica que les impide ejercer su derecho a la 
libertad de trabajo y en específico, a ocupar un cargo público; por el contrario, para que una restricción 
de esa naturaleza sea válida deben examinarse las funciones y obligaciones que tiene a cargo el puesto 
correspondiente y una vez hecho, señalar con precisión únicamente las conductas ilícitas, que se 
encuentran estrechamente vinculadas con el empleo de que se trate. 

                                                 
84 Jurisprudencia P./J. 37/2004, de texto: “Si se declara la invalidez del acto impugnado en una acción de inconstitucionalidad, por haber 
sido fundado uno de los conceptos de invalidez propuestos, se cumple el propósito de este medio de control constitucional y resulta 
innecesario ocuparse de los restantes argumentos relativos al mismo acto”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XIX, junio de 2004, página 863, registro 181398. 
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248. Precisa que la norma impugnada es desproporcionada y atenta contra el derecho a la libertad de trabajo 
y de acceder a un cargo en el servicio público, ya que excluye a todas las personas que hayan sido 
condenadas por un delito doloso, aun cuando el hecho ilícito no se relaciona directamente con las 
atribuciones correspondientes al cargo de mérito contenidas en el artículo 107 de la Ley local, de 
manera que la norma resulta sobreinclusiva, lo que provoca un escenario absoluto de prohibición que 
impide acceder en condiciones de plena igualdad al respectivo empleo público a personas que en el 
pasado pudieron haber sido sancionadas en la vía penal. 

249. Resalta que el mero hecho de cometer un ilícito y haber sido sancionado por el mismo no tiene la 
consecuencia de marcar a su autor como un delincuente o transgresión del orden normativo de por vida 
o como una persona que carece de honestidad o probidad; por tanto, una vez que la persona ha 
compurgado la pena que le había sido impuesta, debe estimarse que se encuentra en actitud de volver a 
ocupar un cargo público. 

250. Finalmente, aduce que la disposición impugnada propicia un supuesto de discriminación por motivos de 
condición social, pues dicha distinción tiene como efecto obstaculizar el ejercicio de derechos en 
igualdad de condiciones de aquellas personas que buscan reintegrarse socialmente mediante el 
desempeño de un servicio público. 

251. El artículo 106, fracción I, de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus 
Municipios dispone: 

“Artículo 106. El Director General, será nombrado por el Gobernador del Estado y 
deberá cubrir los siguientes requisitos: […] 

III. No haber sido condenado por la comisión de algún delito doloso; 

[…].” 

252. Es fundado lo alegado por la CNDH. 

253. Este Tribunal Pleno ya ha analizado una previsión normativa similar a la impugnada al resolver, 
por unanimidad de votos85, la acción de inconstitucionalidad 83/2019, en sesión de quince de octubre 
de dos mil veinte, en la que se declaró la invalidez del artículo 28, fracción X, de la Ley del Notariado 
para el Estado de Quintana Roo86, en lo que respecta a su porción normativa referida a no haber sido 
condenado por delito doloso. 

254. Se sostuvo la consideración esencial de que la porción normativa era muy general, porque comprendía 
cualquier delito doloso aun cuando no tuviera relación con la función del cargo a desempeñar. En el 
precepto no se acotaba la gravedad del delito, la pena impuesta o el grado de culpabilidad, con lo que 
quedaban comprendidos los delitos a cuya comisión correspondiera una sanción alternativa que 
incluyera una pena no privativa de la libertad. Todo ello sin que el legislador justificara por qué la 
distinción normativa era idónea para el correcto ejercicio del cargo. 

255. Se dijo que tal previsión vulnera el derecho a la igualdad y no discriminación tutelado en el último párrafo 
del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque si bien estaba 
dirigida a todas las personas que pudieran aspirar al cargo de notario, lo cierto es que la distinción 
normativa no estaba vinculada con el tipo de trabajo a desempeñar, pues el requisito constituía una 
exigencia de orden moral que carecía de justificación objetiva en función del desempeño presente o 
futuro del puesto público. 

256. Al respecto, se dio noticia de que este Tribunal Pleno al resolver la acción de inconstitucionalidad 
107/201687, sostuvo que la igualdad reconocida en el artículo 1º constitucional, es un derecho humano 
expresado a través de un principio adjetivo, el cual, consiste en que toda persona debe recibir el mismo 
trato y gozar de los mismos derechos en igualdad de condiciones que otra u otras personas, siempre y 
cuando se encuentren en una situación similar que sea jurídicamente relevante. 

                                                 
85 Con anuncio de voto concurrente de la señora Ministra Piña Hernández, el señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea en contra de 
la metodología utilizada y con anuncio voto concurrente, respecto a la invalidez del artículo 28, fracción X, de la Ley del Notariado para el 
Estado de Quintana Roo, en lo que respecta a su porción normativa referida a no haber sido condenado por delito doloso. 
86 “Artículo 28. Para ser Aspirante al Ejercicio del Notariado, el interesado deberá satisfacer los siguientes requisitos: (…) 
X.- No haber sido condenado ni estar bajo proceso penal por delito doloso, ni haber sido sentenciado en materia civil en juicio de carácter 
patrimonial;” 
87 Resuelta en sesión de veintitrés de enero de dos mil veinte, donde se determinó por unanimidad de votos que las normas que establecen 
como requisito para acceder a un cargo en el servicio público el no tener o no contar con antecedentes penales, son violatorias del derecho a 
la igualdad y no discriminación previstos en el artículo 1o. constitucional. 
Criterio que se replicó en cuanto al referido tema, en las acciones de inconstitucionalidad 85/2018, 86/2018 y 50/2019, respectivamente, 
resueltas por el Tribunal Pleno en sesión de veintisiete de enero de dos mil veinte. 
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257. Asimismo, se destacó que una modalidad o faceta del derecho a la igualdad es la prohibición de 
discriminar, la cual entraña que ninguna persona pueda ser excluida del goce de un derecho humano, 
ni tratada en forma distinta a otra que presente similares características o condiciones jurídicamente 
relevantes, especialmente cuando la diferenciación obedezca a alguna de las categorías que recoge el 
referido precepto constitucional, a saber: el origen étnico o nacional, el género, la edad, las 
discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias 
sexuales, el estado civil, o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y que tenga por objeto 
menoscabar los derechos y libertades de las personas. 

258. Así, se ha considerado que el derecho humano de igualdad y la prohibición de discriminación, obligan a 
toda clase de autoridades en el ámbito de sus competencias, pues su observancia debe ser un criterio 
básico para la producción normativa, para su interpretación y para su aplicación. 

259. No obstante, también se ha reconocido que, si bien el verdadero sentido de la igualdad es colocar a las 
personas en condiciones de poder acceder a los demás derechos constitucionalmente 
reconocidos, lo cual implica eliminar situaciones de desigualdad manifiesta, ello no significa que 
todos los individuos deban ser iguales en todo siempre, en cualquier momento y circunstancia, en 
condiciones absolutas, sino que debe traducirse en la seguridad de no tener que soportar un perjuicio o 
privarse de un beneficio, en forma injustificada; por tanto, tal principio exige tratar igual a los iguales y 
desigual a los desiguales, de manera que habrá ocasiones en que hacer distinciones estará vedado, y 
habrá otras en las que no sólo estará permitido sino que será constitucionalmente exigido88. 

260. Aunado a ello, en relación con el principio y/o derecho de no discriminación, este Tribunal 
Constitucional ha precisado que cualquier tratamiento discriminatorio respecto del ejercicio de 
cualquiera de los derechos reconocidos en la Constitución es, per se, incompatible con ésta, y 
que es inconstitucional toda situación que considere superior a un determinado grupo y conduzca a 
tratarlo con algún privilegio, o que, inversamente, por estimarlo inferior, dé lugar a que sea tratado con 
hostilidad, o a que de cualquier forma se le discrimine del goce de derechos que sí se reconocen a 
quienes no se encuentran incursos en tal situación. 

261. Se destacó, además, que la Primera Sala de este Tribunal Constitucional ha establecido en su 
jurisprudencia 1a./J. 125/2017 (10a.)89, que el derecho humano a la igualdad jurídica ha sido 
tradicionalmente interpretado y configurado en el ordenamiento jurídico mexicano a partir de dos 
principios: el de igualdad ante la ley y el de igualdad en la ley (los cuales se han identificado como, 
igualdad en sentido formal o de derecho). 

262. El primer principio obliga, según se explicó en dicha jurisprudencia, por un lado, a que las normas 
jurídicas sean aplicadas de modo uniforme a todas las personas que se encuentren en una misma 
situación y, a su vez, a que los órganos materialmente jurisdiccionales no puedan modificar 
arbitrariamente sus decisiones en casos que compartan la misma litis, salvo cuando consideren que 
deben apartarse de sus precedentes, momento en el que deberán ofrecer una fundamentación y 
motivación razonable y suficiente. 

263. Por lo que hace al segundo principio, éste opera frente a la autoridad materialmente legislativa y tiene 
como objetivo el control del contenido de la norma jurídica a fin de evitar diferenciaciones legislativas sin 
justificación constitucional o violatorias del principio de proporcionalidad en sentido amplio. 

264. No obstante lo anterior, esta Suprema Corte de Justicia también ha reconocido que la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos no es ciega a las desigualdades sociales, por lo que contiene 
diversas protecciones jurídicas a favor de grupos sujetos a vulnerabilidad, a través, por ejemplo, de 
manifestaciones específicas del principio de igualdad, tales como la igualdad entre la mujer y el hombre 
(artículo 4, párrafo primero) y la salvaguarda de la pluriculturalidad de los pueblos indígenas de manera 
equitativa (artículo 2, apartado B). Así, la igualdad jurídica en nuestro ordenamiento constitucional 
protege tanto a personas como a grupos. 

                                                 
88 Ver acción de inconstitucionalidad 8/2014, fallada por el Tribunal Pleno el once de agosto de dos mil quince por mayoría de nueve votos de 
los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Silva Meza, Sánchez 
Cordero de García Villegas, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales; así como el amparo directo en revisión 1349/2018, resuelto por la 
Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación el 15 de agosto de 2018 por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández (Presidenta y Ponente). 
89 Jurisprudencia 1a./J. 125/2017 (10a.), de rubro: “DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD JURÍDICA. RECONOCIMIENTO DE SU 
DIMENSIÓN SUSTANTIVA O DE HECHO EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO MEXICANO.”, publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 49, diciembre de 2017, Tomo I, página 121, registro 2015679. 
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265. De ahí que, que se considere que el derecho humano a la igualdad jurídica no sólo tiene una faceta 
o dimensión formal o de derecho, sino también una de carácter sustantivo o de hecho, la cual 
tiene como objetivo remover y/o disminuir los obstáculos sociales, políticos, culturales, económicos o de 
cualquier otra índole que impiden a ciertas personas o grupos sociales gozar o ejercer de manera real y 
efectiva sus derechos humanos en condiciones de paridad con otro conjunto de personas o grupo social. 

266. Sin embargo, también se ha observado que no toda diferencia en el trato hacia una persona o grupo de 
personas es discriminatoria, pues son jurídicamente diferentes la distinción y la discriminación, ya que la 
primera constituye una diferencia razonable y objetiva, mientras que la segunda constituye una 
diferencia arbitraria que redunda en detrimento de los derechos humanos. 

267. Por otra parte, este Tribunal Pleno, al resolver la acción de inconstitucionalidad 275/2020, en sesión 
de diecinueve de agosto de dos mil veintiuno, por unanimidad de once votos90, declaró la invalidez de la 
fracción IV, segundo párrafo, artículo 16, en la porción normativa que dice: “y no haber sido 
condenado por algún delito”, de la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de Sinaloa, teniendo en 
cuenta el precedente establecido en la referida acción de inconstitucionalidad 83/2019. 

268. En dicho asunto, se precisó que la disposición impugnada distinguía entre las personas que han sido 
“condenadas por algún delito” de quienes no lo han sido; por ende, debía estudiarse bajo un análisis 
ordinario de proporcionalidad, ya que, conforme a nuestros precedentes91, este tipo de normas no 
involucran una categoría sospechosa, por lo que es innecesario su estudio bajo un escrutinio estricto 
como lo pide la CNDH. 

269. Para tal objetivo, es necesario tener presente la naturaleza del cargo que deben reunir los requisitos 
impugnados, para lo cual es necesario acudir a lo establecido en el artículo 107 de la Ley Número 794 
de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, el cual dispone: 

“Artículo 107. El Director General, tendrá las facultades siguientes: 

I. Supervisar que la actividad del Archivo General del Estado cumpla con las 
disposiciones legales, administrativas y técnicas aplicables, así como con los 
programas y presupuestos aprobados; 

II. Proponer al Consejo Estatal las medidas necesarias para el funcionamiento del 
Archivo General del Estado; 

III. Proponer al Consejo Estatal el proyecto del reglamento interior del órgano 
administrativo desconcentrado; 

IV. Nombrar y remover a los servidores públicos del Archivo General, cuyo 
nombramiento no corresponda a los titulares de la Secretaría General de Gobierno y 
del Poder Ejecutivo, y 

V. Las demás previstas en esta Ley y en otras disposiciones jurídicas aplicables.” 

270. Visto lo anterior, este Tribunal Pleno considera que, en el caso, el requisito de: “No haber sido 
condenado por la comisión de algún delito doloso” para ocupar el cargo de Director General del 
Archivo General del Estado de Guerrero vulnera el derecho a la igualdad. 

271. En efecto, si bien dicho requisito podría tener un fin constitucionalmente válido ––como garantizar el 
correcto ejercicio del cargo analizado mediante la imposición de una calidad determinada––, lo cierto es 
que la distinción legislativa no es idónea para alcanzar dicho fin. 

272. Esta falta de idoneidad se predica del carácter sobreinclusivo del requisito, pues la porción normativa 
combatida contiene una hipótesis que: 

● No permite identificar si la sanción privativa de la libertad por delito doloso y por más de un año 
se impuso por resolución firme. 

● No distingue entre delitos graves o no graves. 

● No contienen límite temporal, en cuanto a si la sanción fue impuesta hace varios años o de 
forma reciente. 

                                                 
90 Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara 
Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández apartándose de las consideraciones, 
Ríos Farjat apartándose de los párrafos del veintiocho al treinta, Laynez Potisek, Pérez Dayán apartándose de las consideraciones y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea en contra de la metodología, respecto del apartado VI, relativo a las consideraciones y fundamentos, 
consistente en declarar la invalidez del artículo 16, párrafo segundo, fracción IV, en su porción normativa “y no haber sido condenado por 
algún delito”, de la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de Sinaloa, reformado mediante el Decreto Número 487, publicado en el 
periódico oficial de dicha entidad federativa el once de septiembre de dos mil veinte. El señor Ministro Gutiérrez Ortiz Mena anunció voto 
concurrente. 
91 Al respecto, véase la acción de inconstitucionalidad 118/2020, así como las acciones 107/2016, 85/2018, 86/2018 y 50/2019. 
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● No distingue entre personas sancionadas que ya cumplieron con la respectiva sanción y entre 
sanciones que están vigentes o siguen surtiendo sus efectos. 

● No distingue entre delitos cuyo bien jurídico tutelado pueda impactar o esté relacionado con las 
funciones del cargo y delitos cuyo bien tutelado no tengan conexión con el cargo a 
desempeñar. 

273. En esa tesitura, la porción normativa combatida infringe el derecho de igualdad, porque si bien está 
dirigida a todas aquellas personas que puedan aspirar al cargo de Director General del Archivo General 
del Estado de Guerrero, lo cierto es que establece un requisito para el acceso al empleo público que 
excluye de manera genérica a cualquier persona que tuvo una condena de pena de prisión a 
causa de un delito doloso, lo que genera una falta de razonabilidad de la medida, ya que el gran 
número de posibles supuestos comprendidos en la hipótesis normativa objeto de análisis impide 
incluso valorar si los mismos tienen realmente una relación directa con las capacidades 
necesarias para su desempeño. 

274. Por otra parte, no existe base objetiva para determinar que una persona sin ese tipo de condena 
penal ejercerá sus actividades con rectitud, probidad y honorabilidad, por lo que, el legislador local 
realizó una distinción que no está estrechamente vinculada con la configuración de un perfil inherente al 
tipo de trabajo a desempeñar, de ahí que exigir que se demuestre que la persona no haya incurrido en 
alguna conducta que la ley considere jurídicamente reprochable no tiene una justificación objetiva en 
función del desempeño presente y futuro del puesto público. 

275. Atento a lo anterior, la porción normativa impugnada genera un escenario absoluto de prohibición 
que impide acceder en condiciones de plena igualdad a ese empleo público, a personas que en el 
pasado pudieron haber sido condenadas penalmente por delito doloso, sin que ello permita justificar 
en cada caso y con relación a la función en cuestión, la probable afectación a la eficiencia o eficacia 
del puesto o comisión a desempeñar, sobre todo tratándose de sanciones que pudieron ya haber sido 
ejecutadas o cumplidas. 

276. En consecuencia, el examen de la porción normativa combatida lleva a considerar que efectivamente la 
misma infringe el derecho de igualdad, ya que contiene una distinción que, en estricto sentido, no 
está estrechamente vinculada con la configuración de un perfil inherente al tipo de trabajo a 
desempeñar y por tanto, tampoco tiene una conexión directa con el cumplimiento del fin 
constitucionalmente válido, además de que no es la medida menos restrictiva, sino que, por el 
contrario, presenta claras manifestaciones de violación al derecho de igualdad. 

277. Es importante precisar que lo expuesto no excluye la posibilidad de que, para determinados empleos 
públicos, incluidos los asociados a la porción impugnada, podría resultar posible incluir una condición 
como la impugnada, pero que con respecto a determinados delitos, por sus características específicas, 
tengan el potencial de incidir de manera directa e inmediata en la función a desempeñar y en las 
capacidades requeridas para ello, lo que tendría que justificarse y analizarse caso por caso. 

278. Sin embargo, en la especie, se considera que como está construida la porción normativa combatida se 
genera un escenario absoluto de prohibición que impide acceder en condiciones de plena igualdad a ese 
empleo público, aunado a que no se advierte una conexión directa con el cumplimiento del fin 
constitucionalmente válido, sino que, por el contrario, presenta claras manifestaciones de violación al 
derecho de igualdad. 

279. En efecto, las legislaturas locales no tienen vedado imponer este tipo de requisitos; no obstante, los 
delitos establecidos en la norma deben tener el potencial de incidir de manera directa en la función a 
desempeñar en el cargo público, lo que, en su caso, podría justificar una distinción legislativa de este 
tipo a la luz del derecho a la igualdad. 

280. No pasa inadvertido que el Poder Legislativo de Guerrero señaló en su informe que el requisito 
impugnado se establece en idénticos términos en la Ley General de Archivos, y que existe la obligación 
de adecuar la legislación local con tal ordenamiento, pues así lo ordena expresamente su artículo  
Cuarto Transitorio. 

281. Al respecto, este Tribunal Pleno considera infundado el argumento de dicha autoridad legislativa, toda 
vez que, por un lado, no existe una restricción de índole constitucional que justifique a la entidad 
federativa la decisión de fijar tajantemente como uno de los requisitos para ser Director del Archivo 
General del Estado el “No haber sido condenado por la comisión de algún delito doloso”; y por 
otro, la libertad de configuración de la que goza el legislador local para, de así considerarlo, reproducir 
las limitantes que impone la Constitución Federal, o bien, aquellas establecidas en la Ley General que 
rige la materia, no lo exime de justificar las razones por las que establece requisitos discriminatorios para 
ocupar cargos públicos, o incluso, de sujetarse al escrutinio de razonabilidad expuesto. 
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282. En consecuencia, lo procedente es declarar la invalidez del artículo 106, fracción III, de la  
Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, siendo innecesario el 
estudio de los conceptos de invalidez restantes, pues ello en nada cambia la decisión alcanzada por 
este Alto Tribunal. 

283. Al respecto, es aplicable la jurisprudencia P./J. 37/200492, emitida por el Pleno de este Alto Tribunal, de 
rubro: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ESTUDIO INNECESARIO DE CONCEPTOS  
DE INVALIDEZ”. 

284. Estas consideraciones son obligatorias al haberse aprobado por mayoría de ocho votos de las  
señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 
Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek y Pérez Dayán.  
La señora Ministra Presidenta Piña Hernández y el señor Ministro Zaldívar Lelo de Larrea votaron en 
contra de la metodología. 

VII. EFECTOS 

285. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 41, fracciones IV y V y 45, en relación con el numeral 
73 de la Ley Reglamentaria de la materia, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación está facultada 
para determinar los órganos obligados a cumplirla, el término para el cumplimiento y la fecha en la que 
producirán sus efectos la sentencia que dicte en este medio de control constitucional. 

286. De acuerdo con lo determinado en la parte final del apartado VI.2, procede declarar la invalidez de los 
artículos 4, fracción XLVI; 11, fracción IV, en su porción normativa: “en el Registro Estatal y”; 65, 
párrafo tercero, en su porción normativa: “que forme parte del Registro Estatal”; 77; 78; 79; 80; y 
Transitorio Décimo Tercero, todos de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y 
sus Municipios. 

287. Conforme a lo determinado en la parte final del apartado VI.3, procede declarar la invalidez de los 
artículos 103, párrafo primero, y Octavo Transitorio de la Ley Número 794 de Archivos del Estado 
de Guerrero y sus Municipios. 

288. En términos de la conclusión alcanzada en el apartado VI.4.1, procede declarar la invalidez del artículo 
105 de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, resultando 
aplicable en lo conducente el artículo 108 de la Ley General de Archivos, en tanto el legislador local 
ajuste su legislación conforme a los mandatos de equivalencia de ese ordenamiento marco. 

289. Acorde con lo determinado en el apartado VI.4.2, debe reconocerse la validez del artículo 106, 
fracción V, de la Ley local impugnada. 

290. De conformidad con lo analizado en el apartado VI.4.3, procede declarar la invalidez del artículo 107, 
en sus fracciones II, III y IV, de la Ley local impugnada, resultando aplicable las previsiones de la Ley 
General en su artículo 112, fracciones II, III y IV, en tanto el legislador local ajuste su legislación 
conforme a los mandatos de equivalencia de ese ordenamiento marco. 

291. En términos del estudio realizado en el apartado VI.4.4, procede declarar la invalidez del artículo 108, 
de la Ley local impugnada. 

292. Conforme al análisis desarrollado en el apartado VI.4.5, procede declarar la invalidez del artículo 109 
de la Ley local impugnada, resultando aplicable la previsión establecida en el último párrafo del artículo 
108 de la Ley General de Archivos, en tanto el legislador local ajuste su legislación conforme a los 
mandatos de equivalencia de ese ordenamiento marco. 

293. Acorde con lo establecido en el apartado VI.5, procede reconocer la validez del artículo 65, fracciones 
VIII y IX, y declarar la invalidez del diverso 104, fracción I, de la Ley Número 794 de Archivos del 
Estado de Guerrero y sus Municipios. 

294. En términos de la parte final del apartado VI.6, procede declarar la invalidez del artículo 39, último 
párrafo, de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. 

295. De conformidad con el apartado VI.7, procede declarar la invalidez del artículo 87, segundo párrafo, 
en la porción normativa que dice: “de la Nación”, de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de 
Guerrero y sus Municipios, de manera que dicho precepto deberá leerse como sigue: 

“Artículo 87. […] 

Los organismos a los que la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Guerrero les otorga autonomía, en coordinación con el Archivo General del Estado, 
podrán emitir declaratorias de patrimonio documental en las materias de su 
competencia y deberán publicarse en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.” 

                                                 
92 P./J. 37/2004, de texto: “Si se declara la invalidez del acto impugnado en una acción de inconstitucionalidad, por haber sido fundado uno 
de los conceptos de invalidez propuestos, se cumple el propósito de este medio de control constitucional y resulta innecesario ocuparse de 
los restantes argumentos relativos al mismo acto”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XIX, junio de 2004, página 863, registro 181398. 
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296. Atento a la conclusión del apartado VI.8, procede declarar la invalidez del artículo Cuarto Transitorio 
de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. 

297. Vista la conclusión del apartado VI.9, procede declarar la invalidez del artículo 106, fracción I, en su 
porción normativa “por nacimiento”, de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y 
sus Municipios, de modo que dicho precepto deberá leerse como sigue: 

“Artículo 106. El Director General, será nombrado por el Gobernador del Estado y 
deberá cubrir los siguientes requisitos: 

I. Ser ciudadano mexicano; 

[…].” 

298. Atento a la conclusión del apartado VI.10, procede declarar la invalidez del artículo 106, fracción III, 
de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. 

299. Las declaratorias de invalidez decretadas en este fallo surtirán sus efectos con motivo de la 
notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Poder Legislativo del Estado de 
Guerrero. 

300. Finalmente, este Tribunal Pleno observa que, en el caso concreto, el Congreso de Guerrero ha 
incumplido con la obligación prevista en el primer párrafo del Cuarto Transitorio de la Ley General de 
Archivos, el cual dispone: 

“Cuarto. En un plazo de un año, a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, las 
legislaturas de cada entidad federativa, deberán armonizar sus ordenamientos 
relacionados con la presente Ley. 

(…)” 

301. En efecto, el legislador local no ha regulado al Archivo General del Estado, con una estructura orgánica 
y funcional equivalente a su homólogo nacional, atento a lo establecido en el artículo 7193 de la Ley 
General de Archivos, siendo que le otorgó el carácter de “organismo administrativo desconcentrado, 
dependiente de la Secretaría General de Gobierno”, ni mucho menos con un patrimonio propio, lo 
que motivó la invalidez de diversos preceptos relacionados a ese aspecto orgánico. 

302. Acorde con ello, procede vincular al Congreso de Guerrero, para que, a más tardar en el próximo 
periodo ordinario de sesiones a la notificación de la presente sentencia, realice los ajustes que, en su 
caso, considere pertinentes en su legislación interna a fin de otorgar una estructura orgánica, 
funcional y presupuestal al Archivo General del Estado, acorde con lo ordenado en el artículo 71  
de la Ley General de Archivos, teniendo en cuenta los parámetros establecidos en el cuerpo de  
esta ejecutoria. 

303. Estas consideraciones son obligatorias al haberse aprobado por unanimidad de diez votos de las 
señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 
Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea, Laynez Potisek, 
Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández, respecto a: 1) determinar la aplicación directa de los 
artículos 108 y 112, fracciones II, III y IV, de la Ley General de Archivos y 2) determinar que las 
declaratorias de invalidez surtan efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta 
sentencia al Congreso del Estado de Guerrero. Asimismo, son obligatorias al haberse aprobado por 
mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, 
González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa con reservas, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea y Presidenta Piña Hernández, respecto a: 3) vincular al Congreso del 
Estado a que, a más tardar en el próximo período ordinario de sesiones, realice los ajustes que, en su 
caso, considere pertinentes en su legislación interna a fin de otorgar una estructura orgánica, funcional y 
presupuestal al Archivo General del Estado acorde con el artículo 71 de la Ley General de Archivos, 
teniendo en cuenta los parámetros establecidos en el cuerpo de esta ejecutoria. Los señores Ministros 
Laynez Potisek y Pérez Dayán votaron en contra. 

                                                 
93 Ley General de Archivos. 
“Artículo 71. Las leyes de las entidades federativas regularán los Sistemas locales, los cuales contarán con un Consejo Local, como órgano 
de coordinación. 
Asimismo, se deberá prever la creación de un archivo general como la entidad especializada en materia de archivos. Su titular deberá tener 
nivel de subsecretario, titular de unidad administrativa o su equivalente. 
En los Consejos Locales participarán los municipios y las alcaldías de la Ciudad de México, según corresponda, en los términos de la 
legislación de cada entidad federativa. 
El cumplimiento de las atribuciones de los Consejos Locales estará a cargo de los archivos generales o las entidades especializadas en 
materia de archivos a nivel local, según corresponda. 
Las leyes de las entidades federativas desarrollarán la integración, atribuciones y funcionamiento de los Sistemas locales equivalentes a las 
que esta Ley otorga al Sistema Nacional.” 
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Por lo expuesto y fundado, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

VIII. DECISIÓN 

PRIMERO. Es procedente y parcialmente fundada la presente acción de inconstitucionalidad y su 
acumulada. 

SEGUNDO. Se desestima en la acción de inconstitucionalidad 122/2021 respecto del artículo 109 de la 
Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, expedida en el periódico oficial de 
dicha entidad federativa el veintitrés de julio de dos mil veintiuno. 

TERCERO. Se reconoce la validez de los artículos 65, fracciones VIII y IX, y 106, fracción V, de la Ley 
Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, expedida en el periódico oficial de dicha 
entidad federativa el veintitrés de julio de dos mil veintiuno, en los términos del apartado VI de esta decisión. 

CUARTO. Se declara la invalidez de los artículos 4, fracción XLVI, 11, fracción IV, en su porción 
normativa ‘en el Registro Estatal y’, 39, párrafo último, 65, párrafo tercero, en su porción normativa ‘que forme 
parte del Registro Estatal’, del 77 al 80, 87, párrafo segundo, en su porción normativa ‘de la Nación’, 103, 
párrafo primero, 104, fracción I, 105, 106, fracciones I, en su porción normativa ‘por nacimiento’, y III, 107, 
fracciones II, III y IV, 108, y transitorios cuarto, octavo y décimo tercero de la Ley Número 794 de Archivos del 
Estado de Guerrero y sus Municipios, expedida en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintitrés 
de julio de dos mil veintiuno, de conformidad con el apartado VI de esta determinación. 

QUINTO. La declaratoria de invalidez surtirá sus efectos a partir de la notificación de estos puntos 
resolutivos al Congreso del Estado de Guerrero, en la inteligencia de que, en tanto se subsanan los vicios 
advertidos, en el orden jurídico de dicho Estado será aplicable directamente lo establecido en la Ley General 
de Archivos, como se puntualiza en el apartado VII de esta sentencia. 

SEXTO. Se vincula al Congreso del Estado de Guerrero para que, a más tardar en el próximo período 
ordinario de sesiones, realice los ajustes que, en su caso, considere pertinentes en su legislación interna a fin 
de otorgar una estructura orgánica, funcional y presupuestal al Archivo General del Estado, acorde con lo 
mandatado en el artículo 71 de la Ley General de Archivos, teniendo en cuenta los parámetros establecidos 
en esta ejecutoria. 

SÉPTIMO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del 
Estado de Guerrero, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Notifíquese, haciéndolo por medio de oficio a las partes, y, en su oportunidad, archívese el expediente. 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

En relación con el punto resolutivo primero: 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, 
Zaldívar Lelo de Larrea, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández, respecto de los 
apartados del I, II y III relativos, respectivamente, a la competencia, a la oportunidad y a la legitimación. 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá con precisiones, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández con 
precisiones, respecto del apartado IV, relativo a la precisión de las normas impugnadas. 

Se aprobó por mayoría de siete votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf con salvedades, Aguilar Morales, Zaldívar Lelo de Larrea, Laynez Potisek y 
Pérez Dayán con salvedades, respecto del apartado V, relativo a las causas de improcedencia. Los señores 
Ministros González Alcántara Carrancá y Pardo Rebolledo, así como la señora Ministra Presidenta Piña 
Hernández votaron en contra. 

En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se expresaron cuatro votos a favor de las señoras Ministras Esquivel Mossa y Ortiz Ahlf y de los señores 
Ministros Pardo Rebolledo y Pérez Dayán, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su 
subapartado VI.4.5, denominado “Omisión de prever la facultad del Órgano de Gobierno del Archivo General 
del Estado para emitir lineamientos conforme a los cuales operará el Comité Técnico y Científico Archivístico”, 
consistente en declarar la invalidez del artículo 109 de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero 
y sus Municipios y, en consecuencia, la aplicación directa del artículo 108, párrafo último, de la Ley General 
de Archivos. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Aguilar Morales y Zaldívar Lelo de Larrea, así como 
la señora Ministra Presidenta Piña Hernández votaron en contra. Los señores Ministros González Alcántara 
Carrancá y Laynez Potisek votaron por la invalidez únicamente de la porción normativa “Operará conforme a 
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los lineamientos aprobados por el Consejo Estatal” del párrafo segundo del precepto reclamado. Los señores 
Ministros González Alcántara Carrancá y Pardo Rebolledo anunciaron sendos votos concurrentes. El señor 
Ministro Gutiérrez Ortiz Mena anunció voto particular. 

Dado el resultado obtenido, el Tribunal Pleno determinó desestimar el planteamiento consistente en 
declarar la invalidez del precepto referido, al no alcanzar una mayoría calificada, con fundamento en lo 
dispuesto en los artículos 105, fracción II, párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y 72 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá separándose de los párrafos 56, 57 y 58, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, 
Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek y Presidenta Piña Hernández con salvedades y 
consideraciones adicionales, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo en su subapartado VI.1, 
denominado “Parámetro de regularidad constitucional en materia de Archivos”. Los señores Ministros Zaldívar 
Lelo de Larrea y Pérez Dayán votaron en contra. 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá con algunas precisiones, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea en contra de las consideraciones, Laynez Potisek, Pérez Dayán y 
Presidenta Piña Hernández, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su subapartado VI.5, 
denominado “Integración del Consejo Estatal de Archivos y facultad de su Presidente para fungir como 
Secretario Técnico de ese órgano colegiado”, consistente en reconocer la validez del artículo 65, fracción VIII, 
de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. La señora Ministra Ortiz Ahlf votó 
en contra. 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá con algunas precisiones, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea en contra de las consideraciones, Laynez Potisek y Pérez Dayán, respecto 
del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su subapartado VI.5, denominado “Integración del Consejo 
Estatal de Archivos y facultad de su Presidente para fungir como Secretario Técnico de ese órgano 
colegiado”, consistente en reconocer la validez del artículo 65, fracción IX, de la Ley Número 794 de Archivos 
del Estado de Guerrero y sus Municipios. Las señoras Ministras Ortiz Ahlf y Presidenta Piña Hernández 
votaron en contra. 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá separándose del párrafo 132, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar 
Morales separándose de los párrafos 132 y 133, Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea por razones 
adicionales, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández, respecto del apartado VI, relativo al 
estudio de fondo, en su subapartado VI.4.2, denominado “Requisito de elegibilidad para ser Director del 
Archivo General del Estado, consistente en: ‘No ser cónyuge, ni tener relación de parentesco por 
consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado o civil con cualquiera de los miembros del Consejo Estatal’”, 
consistente en reconocer la validez del artículo 106, fracción V, de la Ley Número 794 de Archivos del Estado 
de Guerrero y sus Municipios. El señor Ministro González Alcántara Carrancá anunció voto concurrente. 

En relación con el punto resolutivo cuarto: 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Zaldívar 
Lelo de Larrea por razones adicionales, Laynez Potisek y Presidenta Piña Hernández, respecto del apartado 
VI, relativo al estudio de fondo, en su subapartado VI.2, denominado “Existencia de un Registro Estatal de 
Archivos”, consistente en declarar la invalidez de los artículos 4, fracción XLVI, 11, fracción IV, en su porción 
normativa “en el Registro Estatal y”, 65, párrafo tercero, en su porción normativa “que forme parte del Registro 
Estatal”, del 77 al 80 y transitorio décimo tercero de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y 
sus Municipios. El señor Ministro Pérez Dayán votó en contra. El señor Ministro Zaldívar Lelo de Larrea 
anunció voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, 
Zaldívar Lelo de Larrea, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández, respecto del apartado VI, 
relativo al estudio de fondo, en su subapartado VI.6, denominado “Posibilidad de que los particulares 
impugnen, ante el Poder Judicial del Estado, resoluciones del organismo garante local relacionadas con el 
acceso a la información de documentos con valor histórico, que contenga datos personales sensibles”, 
consistente en declarar la invalidez del artículo 39, párrafo último, de la Ley Número 794 de Archivos del 
Estado de Guerrero y sus Municipios. 
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Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, 
Zaldívar Lelo de Larrea, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández apartándose del párrafo 
213, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su subapartado VI.7, denominado “Facultad de 
los organismos autónomos del Estado de Guerrero para emitir declaratorias de patrimonio documental de la 
Nación”, consistente en declarar la invalidez del artículo 87, párrafo segundo, en su porción normativa “de la 
Nación”, de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá separándose de los párrafos 98 y 99, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, 
Aguilar Morales separándose de algunas consideraciones y con razones adicionales, Pardo Rebolledo, 
Zaldívar Lelo de Larrea separándose de las consideraciones, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña 
Hernández separándose de los párrafos 98 y 99 y por razones diferentes, respecto del apartado VI, relativo al 
estudio de fondo, en su subapartado VI.3, denominado “Naturaleza jurídica del Archivo General del Estado”, 
consistente en declarar la invalidez de los artículos 103, párrafo primero, y transitorio octavo de la Ley Número 
794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá con algunas precisiones, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar 
Morales, Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea en contra de las consideraciones, Laynez Potisek, Pérez 
Dayán y Presidenta Piña Hernández, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su subapartado 
VI.5, denominado “Integración del Consejo Estatal de Archivos y facultad de su Presidente para fungir como 
Secretario Técnico de ese órgano colegiado”, consistente en declarar la invalidez del artículo 104, fracción I, 
de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, 
Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicionales, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández, 
respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo en su subapartado VI.4.1, denominado “Falta de 
existencia del Órgano de Gobierno del Archivo General del Estado de Guerrero”, consistente en declarar la 
invalidez del artículo 105 de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios y, en 
consecuencia, la aplicación directa del artículo 108 de la Ley General de Archivos. 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá separándose de las consideraciones, Esquivel Mossa en contra de 
las consideraciones, Ortiz Ahlf en contra de las consideraciones y con razones adicionales, Aguilar Morales en 
contra de las consideraciones, Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea en contra de las consideraciones, 
Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández en contra de las consideraciones, respecto del 
apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su subapartado VI.9, denominado “Requisito de tener la calidad 
de mexicano por nacimiento, para ocupar el cargo de Director General del Archivo General del Estado”, 
consistente en declarar la invalidez del artículo 106, fracción I, en su porción normativa “por nacimiento”, de la 
Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. La señora Ministra Ortiz Ahlf anunció 
voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, 
Zaldívar Lelo de Larrea en contra de la metodología, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña 
Hernández en contra de la metodología, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su 
subapartado VI.10, denominado “Requisito de no haber sido condenado por la comisión de delito doloso, para 
ocupar el cargo de Director General del Archivo estatal”, consistente en declarar la invalidez del artículo 106, 
fracción III, de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. El señor Ministro 
Zaldívar Lelo de Larrea y la señora Ministra Presidenta Piña Hernández reservaron su derecho de formular 
sendos votos concurrentes. 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros González 
Alcántara Carrancá separándose del párrafo 141, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicionales, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña 
Hernández, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su subapartado VI.4.3, denominado 
“Atribuciones del Director del Archivo General del Estado”, consistente en declarar la invalidez del artículo 
107, fracciones II, III y IV, de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. El 
señor Ministro Gutiérrez Ortiz Mena votó en contra y anunció voto particular. El señor Ministro González 
Alcántara Carrancá anunció voto concurrente. 
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Se aprobó por mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea por 
razones adicionales, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández, respecto del apartado VI, relativo al estudio 
de fondo, en su subapartado VI.4.4, denominado “Regulación del Órgano de Vigilancia del Archivo General 
del Estado”, consistente en declarar la invalidez del artículo 108 de la Ley Número 794 de Archivos del Estado 
de Guerrero y sus Municipios. Los señores Ministros Laynez Potisek y Aguilar Morales votaron por la invalidez 
únicamente de su porción normativa “de la Secretaría General de Gobierno”. La señora Ministra Presidenta 
Piña Hernández anunció voto aclaratorio. El señor Ministro Laynez Potisek anunció voto particular. 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, 
Zaldívar Lelo de Larrea, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández, respecto del apartado VI, 
relativo al estudio de fondo, en su subapartado VI.8, denominado “Facultad del Consejo Estatal de Archivos 
para emitir lineamientos para la conservación y resguardo de documentos de acuerdo con las características 
de cada región en Municipios que no tengan condiciones presupuestarias ni técnicas y cuenten con una 
población menor a 70,000 habitantes”, consistente en declarar la invalidez del artículo transitorio cuarto de la 
Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. 

En relación con el punto resolutivo quinto: 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, 
Zaldívar Lelo de Larrea, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández, respecto del apartado 
VII, relativo a los efectos, consistente en: 1) determinar la aplicación directa de los artículos 108 y 112, 
fracciones II, III y IV, de la Ley General de Archivos y 2) determinar que las declaratorias de invalidez surtan 
efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de 
Guerrero. 

En relación con el punto resolutivo sexto: 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa con reservas, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea y Presidenta Piña Hernández, respecto del apartado VII, relativo a los 
efectos, consistente en: 3) vincular al Congreso del Estado a que, a más tardar en el próximo período 
ordinario de sesiones, realice los ajustes que, en su caso, considere pertinentes en su legislación interna a fin 
de otorgar una estructura orgánica, funcional y presupuestal al Archivo General del Estado acorde con el 
artículo 71 de la Ley General de Archivos, teniendo en cuenta los parámetros establecidos en el cuerpo de 
esta ejecutoria. Los señores Ministros Laynez Potisek y Pérez Dayán votaron en contra. 

En relación con el punto resolutivo séptimo: 

Se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Alf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, 
Zaldívar Lelo de Larrea, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández. 

La señora Ministra Ana Margarita Ríos Farjat no asistió a la sesión por gozar de vacaciones, en virtud de 
haber integrado la Comisión de Receso correspondiente al segundo período de sesiones de dos mil veintidós. 

La señora Ministra Presidenta Piña Hernández declaró que el asunto se resolvió en los términos 
precisados. Doy fe. 

Firman la señora Ministra Presidenta y la señora Ministra ponente con el Secretario General de Acuerdos, 
quien da fe. 

Ministra Presidenta, Norma Lucía Piña Hernández.- Firmado electrónicamente.- Ministra  
Ponente, Yasmín Esquivel Mossa.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Rafael 
Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de ochenta y siete fojas 
útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la 
acción de inconstitucionalidad 122/2021 y su acumulada 125/2021, promovidas por el Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales; y la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del dos 
de mayo de dos mil veintitrés. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la 
Federación. Ciudad de México, a veintiocho de septiembre de dos mil veintitrés.- Rúbrica. 



276 DIARIO OFICIAL Lunes 30 de octubre de 2023 

VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA EN LA ACCIÓN DE 

INCONSTITUCIONALIDAD 122/2021 Y SU ACUMULADA 125/2021, PROMOVIDAS POR EL INSTITUTO NACIONAL DE 

TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES Y LA COMISIÓN 

NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS. 

En sesión pública celebrada el dos de mayo de dos mil veintitrés, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad 122/2021 y su acumulada 125/2021, promovidas por el 

Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales y la Comisión 

Nacional de los Derechos Humanos, en la que se impugnó la Ley Número 794 de Archivos del Estado de 

Guerrero y sus Municipios, expedida el veintitrés de julio de dos mil veintiuno. 

Presento este voto particular, toda vez que en el estudio de fondo, me manifesté en contra del sentido 

del subapartado VI.1 relativo al parámetro de regularidad constitucional en materia de Archivos. A 

continuación, abordaré el criterio de la mayoría y las razones de mi disenso. 

I. VI.1. Parámetro de regularidad constitucional en materia de Archivos. 

i. Criterio de la mayoría. 

La sentencia retoma el parámetro de regularidad delimitado en precedentes, a partir del cual se establece 

que la Ley General de Archivos, publicada el quince de junio de dos mil dieciocho y expedida a partir de la 

reforma constitucional en materia de transparencia de siete de febrero de dos mil catorce, es la encargada de 

establecer los principios y bases para el desarrollo de las leyes locales en materia archivística, así como de 

delimitar y distribuir el ejercicio de las facultades concurrentes que se ejercen en esta materia por la 

Federación, las entidades federativas y municipios, de acuerdo con los artículos 6, apartado A, fracción V, y 

73, fracción XXIX-T, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En virtud de lo anterior, las 

normas que expidan los Estados deben sujetarse a la Ley General en la materia. 

Asimismo, la sentencia señala que a partir del mandato de equivalencia previsto en el artículo 71 de la Ley 

General de Archivos, no se ordena a las entidades para que legislen en términos idénticos a la Ley General, 

sino que la integración, atribuciones y funcionamiento del Sistema Nacional, se regulen de forma equivalente. 

En cuanto a los alcances del término “equivalente”, la mayoría de esta Suprema Corte ha considerado que 

el criterio más respetuoso del marco competencial ya descrito es uno funcional, a partir del cual se considera 

que el diseño a nivel local es equivalente al federal, siempre y cuando las diferencias del primero no sean 

tales que entorpezcan, dificulten o imposibiliten el funcionamiento del Sistema Nacional, ni su debida 

coordinación con los sistemas locales, a fin de lograr una administración homogénea de los archivos en los 

distintos órdenes de gobierno. 

ii. Razones del disenso. 

Me aparté del parámetro de constitucionalidad precisado en este subapartado, pues la mayoría retoma las 

consideraciones de las acciones de inconstitucionalidad 101/2019 y 141/2019, desde las cuales sostuve una 

interpretación distinta del artículo 73, fracción XXIX-T, de la Constitución Federal. A partir de dichos 

precedentes, he sostenido en esencia lo siguiente: 

● Del artículo 73, fracción XXIX-T, de la Constitución se desprende que en materia archivística existe 

un mandato de homogeneidad y ajuste en los tres órdenes de gobierno, para lo cual se ordenó al 

Congreso de la Unión expedir una ley general que debe prever: (i) las normas, métodos y 

definiciones que deben reflejarse de forma homogénea en las entidades federativas, y (ii) las bases 

de organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Archivos, el cual debe replicarse en las 

entidades federativas mediante sistemas locales que tengan atribuciones, integración y 

funcionamiento equivalentes. 
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● De dicho parámetro no deriva que el Congreso de la Unión deba distribuir competencias a través de 

la Ley General, como sí sucede en otras materias (como secuestro, desaparición forzada, materia 

electoral o responsabilidades administrativas de servidores públicos). En materia de archivos es la 

Constitución la que establece distribución de competencias, aunque con una configuración legislativa 

limitada por la Ley General. 

● Así, para examinar la regularidad constitucional de leyes locales en materia archivística, debe 

atenderse a la pretendida finalidad de homogeneidad, ya que las entidades federativas, al ejercer su 

competencia legislativa en la materia, están obligadas a ajustarse a las bases y principios que 

establece la Ley General. 

● Dicho deber de ajuste no se traduce en reproducir o trasladar literalmente las previsiones de la citada 

Ley General, sino que se entiende como la observancia del sentido principal que quiso atribuirse a 

cierta figura o institución. Es decir, lo que debe evaluarse es si la variación o los cambios introducidos 

por el legislador local alteran el contenido esencial y/o alcance de la Ley General, esto es, si respetan 

o no el estándar o patrón de referencia definido por este ordenamiento. 

● Por otra parte, en cuanto al mandato de equivalencia previsto en el artículo 71 de la Ley General de 

Archivos (el cual establece que las leyes estatales deben desarrollar la integración, atribuciones y 

funcionamiento de los Sistemas Locales “de forma equivalente” a los que prevé la Ley General para 

el Sistema Nacional), he señalado que el mismo no debía interpretarse bajo un criterio “funcional”, 

como sostuvo la mayoría (según el cual puede haber diferencias en las leyes locales “siempre y 

cuando no entorpezcan, dificulten o imposibiliten el funcionamiento del Sistema Nacional, ni su 

debida coordinación con los sistemas locales”). 

● En mi opinión, si bien no existe un deber de reproducir literalmente las previsiones de la Ley General, 

las leyes locales sí deben observar el mandato de ajuste y homogeneidad, con independencia de que 

tales diferencias dificulten o imposibiliten el funcionamiento del Sistema Nacional. 

Así, dado que la sentencia retoma consideraciones de las cuales ya me he apartado en precedentes, 

consideré necesario apartarme del parámetro de regularidad. 

Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, 

Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de tres fojas útiles, en las 

que se cuenta esta certificación concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto 

particular del señor Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, formulado en relación con la sentencia del dos de 

mayo de dos mil veintitrés, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de 

inconstitucionalidad 122/2021 y su acumulada 125/2021, promovidas por el Instituto Nacional de 

Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales; y la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- 

Ciudad de México, a veintiocho de septiembre de dos mil veintitrés.- Rúbrica. 
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO JUAN LUIS GONZÁLEZ ALCÁNTARA CARRANCÁ EN LA 
ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 122/2021 Y SU ACUMULADA 125/2021. 

1. En sesión de dos de mayo de dos mil veintitrés, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación resolvió las acciones de inconstitucionalidad citadas al rubro, promovidas por el Instituto 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), y la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) demandando la invalidez de diversos 
preceptos de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, publicada en 
el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el veintitrés de julio de dos mil veintiuno. 

2. En general, coincido con la decisión mayoritaria en todos los apartados de la sentencia. No obstante, 
tratándose los temas 1, 3, 4.2, 4.3, 6 y 9 del considerando VI relativo al estudio de fondo, disiento de 
diversos argumentos que abordaré en el presente voto. 

Tema 1. Parámetro de regularidad. 

I. Razones de la mayoría. 

3. El Tribunal Pleno retomó las consideraciones adoptadas en los parámetros de regularidad de las 
acciones de inconstitucionalidad 101/2019, 141/2019, 122/2020 y 132/2019, reiteradas en las 
diversas 140/2019, 276/2020, 231/2020, 93/2021, 232/2020 y 219/2020. 

II. Razones de la concurrencia. 

4. Voté a favor de la propuesta, separándome únicamente de los párrafos 56 a 58 ya que, como he 
señalado en las acciones de inconstitucionalidad arriba indicadas, no concuerdo con las 
consideraciones retomadas de la tesis aislada VII/2007 de rubro “LEYES GENERALES. 
INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 133 CONSTITUCIONAL,” ni la tesis jurisprudencial 142/2001 de 
rubro “FACULTADES CONCURRENTES EN EL SISTEMA JURÍDICO MEXICANO. SUS 
CARACTERÍSTICAS GENERALES,” en las que se afirma que las leyes generales son un supuesto 
de excepción a la cláusula residual establecida en el artículo 124 constitucional, y que implican una 
renuncia del poder revisor de la Constitución a su potestad distribuidora de atribuciones. 

5. Desde mi perspectiva, prácticamente todas las materias en el orden jurídico mexicano cuentan 
actualmente con una ley denominada general1 y considerar que, en todos esos casos, queda 
excluido el reparto constitucional de atribuciones, basado en el artículo 124, es contrario a lo 
dispuesto por la propia Constitución. Considero que la fracción XXIX del diverso 73 constitucional 
debe leerse, en la mayoría de sus letras y concretamente en la “T” que nos ocupa, como una 
delegación de ciertas funciones al legislador federal que en ningún caso hace inaplicable la cláusula 
residual ni conlleva una renuncia de facultades del poder reformador. 

6. Ello es así, puesto que, en caso de que una facultad no sea distribuida por la ley general, ésta le 
correspondería a los Estados, conforme a la cláusula residual del 124, y el Poder Reformador puede, 
en cualquier momento, modificar la distribución de competencias establecida en la ley general a 
través de una reforma constitucional. 

Tema 3. Naturaleza jurídica del Archivo General del Estado. 

I. Razones de la mayoría. 

7. El Tribunal Pleno determinó declarar la invalidez de los artículos 103, párrafo primero, y octavo 
transitorio de la Ley de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, toda vez que se le otorgó 
al Archivo General de la entidad federativa una naturaleza jurídica de “organismo administrativo 
desconcentrado, dependiente de la Secretaría de Gobierno” y posteriormente, en virtud del precepto 
transitorio, de entidad paraestatal. Sin embargo, ningún supuesto cumplía con el deber de 
equivalencia previsto por la Ley General de Archivos que exige se establezca como un organismo 
descentralizado no sectorizado. 

II. Razones de la concurrencia. 

8. Coincido con la decisión mayoritaria en este tema, solamente me separo de los párrafos 98 y 99 de 
la sentencia que refieren a los posibles fondos económicos que pueden obtener los Archivos 
Estatales conforme a los artículos 83 y sexto transitorio de la Ley General de Archivos. 

9. Lo anterior, toda vez que me parece innecesaria su mención dado que los Poderes demandados no 
plantearon la insuficiencia presupuestal como un argumento de defensa para justificar la naturaleza 
jurídica del Archivo General del Estado de Guerrero. 

                                                 
1 En este sentido, tampoco coincido con lo resuelto en la acción de inconstitucionalidad 119/2008. 
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Tema 4.2. Requisito de elegibilidad para ser Director del Archivo General del Estado, consistente en 
“No ser cónyuge, ni tener relación de parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado 

o civil con cualquiera de los miembros del Consejo Estatal”. 

I. Razones de la mayoría. 

10. El Tribunal Pleno determinó reconocer la validez del artículo 106, fracción V, de la Ley de Archivos 
local pues si bien establece una prohibición para ser Director General por razón de parentesco con 
algún miembro del Consejo Estatal, a diferencia de lo dispuesto por la Ley General para el Director 
del Archivo General de la Nación, que establece similar prohibición pero en relación con los 
miembros del órgano de gobierno; lo cierto, es que los requisitos de elegibilidad son un aspecto que 
forma parte de la libertad configurativa de cada entidad federativa, además de ser un supuesto 
congruente con lo previsto por la Ley General de Responsabilidad Administrativas. 

II. Razones de la concurrencia. 

11. Estoy de acuerdo con el reconocimiento de validez del artículo 106, fracción V, así como con las 
consideraciones mayoritarias. Solamente me separo del párrafo 132 de la sentencia en el que se 
afirma que los requisitos de elegibilidad para fungir como titular del Archivo General del Estado de 
Guerrero son un aspecto ya previsto por la Ley General de Archivos y cuya concretización resulta de 
carácter administrativo, pudiendo quedar previsto, inclusive, en el reglamento interno. 

12. Desde mi perspectiva, tal y como lo he votado en las acciones de inconstitucionalidad 141/2019, 
122/2020 y 231/2020, los requisitos para acceder a un cargo público deben regularse a nivel legal y 
no reglamentario, conforme a lo dispuesto por los artículos 35, fracción VI, de la Constitución Federal 
y 23 de la Convención Americana. 

Tema 4.3. Atribuciones del Director del Archivo General del Estado. 

I. Razones de la mayoría. 

13. La mayoría determinó declarar la invalidez del artículo 107, fracciones II, III y IV, impugnadas, y 
declarar aplicables las fracciones II, III y IV, del diverso 112 de la Ley General hasta en tanto el 
legislador local ajuste su legislación conforme a los mandatos de equivalencia. Esto, dado que, la 
sustitución del Órgano de Gobierno por el Consejo Estatal en la operación administrativa del Archivo 
local rompe con el deber de equivalencia funcional previsto en la Ley General de Archivos para los 
sistemas locales e incide en la autonomía de esta entidad, impidiéndole dirigir su propio 
funcionamiento. 

II. Razones del disenso. 

14. En este tema, voté a favor de declarar la invalidez de las fracciones II, III y IV del artículo 107 
impugnado, separándome únicamente del párrafo 141 de la sentencia en el que se afirma que tanto 
el Archivo General de la Nación, como aquellos de las entidades federativas constituyen órganos 
ejecutores de las determinaciones tanto del Consejo Nacional como de los respectivos Consejo 
locales. 

15. A mi parecer, si bien los Consejos de Archivos, y los Archivos Generales de la Nación y de las 
entidades federativas tienen una relación de colaboración conforme a diversas disposiciones de la 
Ley General de Archivos; lo cierto, es que las funciones de los Archivos Generales van más allá de 
ser meros ejecutores de la política definida por los Consejos de Archivos. 

Tema 6. Posibilidad de que los particulares impugnen, ante el Poder Judicial del Estado, las 
resoluciones del organismo garante local relacionadas con el acceso a la información de documentos 

con valor histórico, que contengan datos personales sensibles. 

I. Razones de la mayoría. 

16. La mayoría determinó declarar la invalidez del último párrafo del artículo 39 de la Ley de Archivos 
local, al prever que los particulares podrán impugnar ante el Poder Judicial Estatal las resoluciones 
que emitan los organismos garantes locales para permitir el acceso a un documento con valor 
histórico que aún no haya sido transferido al archivo respectivo y contenga datos personales 
sensibles. El artículo 38, párrafo último, de la Ley General de Archivos indica que este tipo de 
resoluciones deben ser impugnadas únicamente ante el Poder Judicial de la Federación. 

II. Razones del disenso. 

17. En este tema, aunque concordé con el sentido de la sentencia llego a dicha conclusión por 
consideraciones diferentes, tal y como señalé en acción de inconstitucionalidad 113/2021 y su 
acumulada 115/2021.2 Ciertamente, el legislador local no podía facultar a las autoridades judiciales 
de la entidad federativa para conocer de este tipo de recursos de revisión, pues es una competencia 
que corresponde a otros entes federales. 

                                                 
2 Resuelta en sesión plenaria de once de abril de dos mil veintitrés. 
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18. Sin embargo, independientemente de que la Ley General de Archivos refiere a que la impugnación 
debe ser ante el Poder Judicial de la Federación, me parece que el Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales también es un ente 
facultado constitucionalmente para atender la impugnación de dichas resoluciones en términos del 
artículo 6, apartado A, fracción VIII, párrafo cuarto, de la Constitución Federal,3 dado que prevé la 
competencia para conocer de los recursos que interpongan los particulares respecto de las 
resoluciones emitidas por los órganos autónomos especializados de las entidades federativas. 

Tema 9. Requisito de tener la calidad de mexicano por nacimiento para ocupar  
el cargo de Director General del Archivo General del Estado. 

I. Razones de la mayoría. 

19. La mayoría determinó declarar la invalidez del artículo 106, fracción I, en su porción normativa “por 
nacimiento”, de la Ley de Archivos local, retomando las consideraciones expresadas respecto de una 
norma similar en la acción de inconstitucionalidad 87/2018, fallada en sesión de siete de enero de 
dos mil veinte. 

20. En dicho precedente, se determinó que las entidades federativas no están facultadas para reservar el 
acceso y ejercicio de cargos o funciones públicas a los mexicanos por nacimiento a partir de una 
interpretación sistemática de los artículos 1 y 32 de la Constitución Federal, así como de un análisis 
de la reforma constitucional de veinte de marzo de mil novecientos noventa y siete. 

II. Razones de la concurrencia. 

21. Concordé con la declaratoria de invalidez, sin embargo, tal y como lo he expresado en los 
precedentes que cita la sentencia, desde mi perspectiva la inconstitucionalidad de la norma deriva 
únicamente de razones de índole competencial, esto es, la incompetencia local para reservar el 
acceso a cargos públicos a personas mexicanas por nacimiento conforme al artículo 32, párrafo 
segundo, de la Constitución Federal. 

22. Sin que, en el caso, resulte relevante el derecho a la igualdad previsto en el artículo 1 constitucional 
dado que este no distribuye competencias entre los distintos órdenes. En el entendido de que el 
análisis competencial debe ser previo al sustantivo. 

23. Por su parte, tratándose del artículo 32, párrafo segundo, de la Constitución Federal estoy de 
acuerdo con que las entidades federativas no cuentan con facultades para reservar ciertos cargos a 
mexicanos por nacimiento derivado que se faculta expresa y excluyentemente al Poder Legislativo 
Federal para hacerlo, lo que priva a las entidades federativas de su facultad originaria genérica 
conforme al artículo 124 constitucional.4 

Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de 
Acuerdos, Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de cinco fojas útiles, 
concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente del señor  
Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, formulado en relación con la sentencia del dos de mayo de 
dos mil veintitrés, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de 
inconstitucionalidad 122/2021 y su acumulada 125/2021, promovidas por el Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales; y la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- 
Ciudad de México, a veintiocho de septiembre de dos mil veintitrés.- Rúbrica. 

                                                 
3 Artículo 6. […] 
A. […] 
VIII. […] (PÁRRAFO CUARTO) El organismo garante tiene competencia para conocer de los asuntos relacionados con el acceso a la 
información pública y la protección de datos personales de cualquier autoridad, entidad, órgano u organismo que forme parte de alguno de los 
Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier 
persona física, moral o sindicatos que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal; con excepción de 
aquellos asuntos jurisdiccionales que correspondan a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cuyo caso resolverá un comité integrado 
por tres ministros. También conocerá de los recursos que interpongan los particulares respecto de las resoluciones de los organismos 
autónomos especializados de las entidades federativas que determinen la reserva, confidencialidad, inexistencia o negativa de la información, 
en los términos que establezca la ley. 
4 Véanse las razones que sostuve en el voto concurrente de la acción de inconstitucionalidad 87/2018, fallada en sesión de siete de enero de 
dos mil veinte por el Tribunal Pleno. 
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA EN LA ACCIÓN DE 

INCONSTITUCIONALIDAD 122/2021 Y SU ACUMULADA 125/2021, PROMOVIDAS POR EL INSTITUTO NACIONAL DE 

TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES Y LA COMISIÓN 

NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS. 

En sesión pública celebrada el dos de mayo de dos mil veintitrés, el Pleno de la Suprema Corte resolvió la 
acción de inconstitucionalidad 122/2021 y su acumulada 125/2021, promovidas por el Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales y la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, en la que se impugnó la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus 
Municipios, expedida el veintitrés de julio de dos mil veintiuno. 

Presento este voto concurrente, toda vez que, si bien estuve de acuerdo con el sentido del proyecto en los 
subapartados VI.2, VI.9 y VI.10, lo hice por razones distintas o consideraciones adicionales. En ese orden de 
ideas, a continuación abordaré el criterio de la mayoría y las razones de mi disenso sobre cada uno de estos 
temas. 

*** 

I.  VI.2. Existencia de un Registro Estatal de Archivos. 

i. Criterio de la mayoría. 

La mayoría del Pleno declaró la invalidez de los artículos 4, fracción XLVI; 11, fracción IV, en su 
porción normativa: “en el Registro Estatal y”; 65, párrafo tercero, en su porción normativa: “que forme 
parte del Registro Estatal”; 77; 78; 79; 80; y Transitorio Décimo Tercero, todos de la Ley Número 794 de 
Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, publicada en la Edición No. 59 del Periódico Oficial de 
la entidad federativa el veintitrés de julio de dos mil veintiuno. 

Para justificar lo anterior, la sentencia reitera las consideraciones previstas en las acción de 
inconstitucionalidad 122/20201, en donde se resolvió que las legislaturas locales carecen de competencia 
para implementar Registros Estatales de Archivos, ya que, de lo contrario, se encontrarían en posibilidad 
de crear tantos registros como entidades federativas. Lo anterior traería como consecuencia un estado de 
dispersión de la información sobre los sistemas institucionales y los archivos de interés público, similar al que 
prevalecía previo a la reforma en materia de transparencia y acceso a la información; la cual –debe 
subrayarse– buscaba unificar o armonizar la materia archivística a nivel nacional. 

Por otra parte, la mayoría sostuvo que el mandato de equivalencia entre los Sistemas Locales y el Sistema 
Nacional establecido en el artículo 71 de la Ley General en la materia no implica el establecimiento y 
regulación de un Registro Estatal. 

ii. Razones del disenso. 

Como he manifestado en múltiples precedentes, si bien estoy a favor de la invalidez de las disposiciones 
de la ley local que regulan la creación, integración y funcionamiento del Registro Estatal de Archivos, 
considero que existen razones adicionales que abonan a la invalidez, pues los artículos impugnados no se 
ajustan a la interpretación que he sostenido del mandato de equivalencia previsto en el artículo 73, fracción 
XXIX-T, de la Constitución General2. 

En efecto, en reiteradas ocasiones me he aparado del criterio mayoritario de esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación sobre el parámetro de regularidad en materia de archivos, según el cual se entiende el 
mandato de equivalencia desde un punto de vista funcional, el cual permite diferencias en las legislaciones 
locales, siempre que éstas no entorpezcan, dificulten o imposibiliten el funcionamiento del Sistema Nacional ni 
su debida coordinación en los sistemas locales. En mi opinión, las diferencias entre las legislaciones locales 
son admisibles siempre que éstas no alteren el contenido esencial y/o alcance de la disposición correlativa de 
la Ley General. 

                                                 
1 Acción de inconstitucionalidad 122/2020, resuelta en este punto en sesión de doce de julio de dos mil veintiuno.  
2 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  
Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 
[…] 
XXIX-T. Para expedir la ley general que establezca la organización y administración homogénea de los archivos de la Federación, de las 
entidades federativas, de los Municipios y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, y determine las bases de organización y 
funcionamiento del Sistema Nacional de Archivos. 
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Con todo, asumiendo este último parámetro, considero que las normas que prevén la implementación del 

Registro Estatal de Archivos no cumplen con el mandato de equivalencia que yo he sostenido, en tanto que  

—como ya ha sido abordado— la creación de registros locales vaciaría de contenido al Registro 

Nacional, alterando así el alcance de la figura. 

II. VI.9. Requisito de tener la calidad de mexicano por nacimiento, para ocupar el cargo de Director 

General del Archivo General del Estado. 

i. Criterio de la mayoría. 

La mayoría declaró la invalidez del requisito de ser ciudadano mexicano “por nacimiento” para ser Director 

General del Archivo General del Estado de Guerrero, previsto en el artículo 106, fracción I3, de la Ley 

impugnada, al considerar que —tal y como fue resuelto en la acción de inconstitucionalidad 87/20184—, los 

Congresos locales no tienen competencia para incorporar el requisito de la nacionalidad mexicana por 

nacimiento para ocupar el cargo de Director General del Archivo General del Estado. 

ii. Razones del disenso. 

Si bien compartí la propuesta de invalidez del requisito impugnado, me aparté de las consideraciones de la 

mayoría. Como he sostenido en múltiples precedentes, —en específico en mi voto concurrente de la acción de 

inconstitucionalidad 87/2018 retomada por la sentencia—, la única interpretación del artículo 32 de la 

Constitución General que permite alcanzar satisfactoriamente el objetivo de evitar discriminaciones entre 

mexicanos con base en el origen de su nacionalidad, es aquella conforme a la cual se entiende que del mismo 

no deriva una libertad configurativa para el Congreso de la Unión o las legislaturas estatales que les 

permita hacer distinciones entre mexicanas y mexicanos por nacimiento y naturalización, sino en todo 

caso para regular lo relativo a la doble nacionalidad. 

En otras palabras, el único cuerpo normativo que puede establecer requisitos derivados de la 

nacionalidad por nacimiento y/o por naturalización para acceder a cargos públicos es la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. De esta forma, ni el Congreso de la Unión, ni las legislaturas 

estatales pueden exigir la nacionalidad por nacimiento como requisito para acceder a puestos públicos, fuera 

de los casos expresamente contemplados en el texto constitucional. 

III. VI.10. Regulación de no haber sido condenado por la comisión de delito doloso para ocupar el 

cargo de Director General del Archivo Estatal. 

i. Criterio de la mayoría. 

La mayoría declaró la invalidez del artículo 106, fracción III5, de la Ley local impugnada, el cual establecía 

como requisito para ser Director General del Archivo General del Estado de Guerrero el “no haber sido 

condenado por la comisión de algún delito doloso”, por no superar un test de proporcionalidad ordinario. Para 

ello, se apoyó en las acciones de inconstitucionalidad 83/2019, 107/2016 y 275/2020 en las que se 

concluye que este requisito viola el derecho a la igualdad y no discriminación. 

ii. Razones del disenso. 

Si bien me posicioné a favor de la invalidez del requisito de “no haber sido condenado por la comisión de 

algún delito doloso” para ser Director General del Archivo del Estado de Guerrero, previsto en el artículo 106, 

fracción III de la Ley local impugnada, me manifesté en contra de la metodología por las razones siguientes: 

                                                 
3 Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. 
Artículo 106. El Director General, será nombrado por el Gobernador del Estado y deberá cubrir los siguientes requisitos:  
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento; 
4 Acción de inconstitucionalidad 87/2018, resuelta por el Pleno en sesión del siete de enero de dos mil veinte. 
5 Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios.  
Artículo 106. El Director General, será nombrado por el Gobernador del Estado y deberá cubrir los siguientes requisitos: 
[…] 
III. No haber sido condenado por la comisión de algún delito doloso; 
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Como lo he señalado en diversos votos —por ejemplo, en las acciones de inconstitucionalidad 107/20166, 

157/20177, 85/20188, 86/20189, 108/202010, 117/202011, 50/202112, 259/202013 y 175/202114— los 

antecedentes penales deben ser considerados una categoría sospechosa, pues si bien el texto del artículo 1° 

constitucional no contempla expresamente a las personas que han compurgado una pena como una categoría 

que justifique una presunción de inconstitucionalidad, la Constitución no dispone un catálogo cerrado, pues 

prevé que podrá considerarse sospechosa “cualquier otra que atente contra la dignidad humana”. 

Así, desde mi perspectiva, es incuestionable que las personas quienes hayan cumplido una pena y 

busquen reintegrarse en la sociedad constituyen un grupo especialmente vulnerable a sufrir discriminación15, 

en la medida en la que enfrentan obstáculos diferenciados para participar en la vida política y social, 

únicamente por haber estado en reclusión.16 Estos obstáculos son el reflejo de un proceso de estigmatización 

que se origina en el castigo penal, pero perdura más allá de la cárcel. 

En este sentido, las normas jurídicas que prohíben categóricamente a este grupo de personas acceder a 

un cargo público, corren un riesgo muy significativo de excluirlas de participar en la vida pública de la 

comunidad de manera injustificada, robusteciendo el estigma social que padecen, reduciendo su identidad a la 

de individuos que estuvieron privados de su libertad y marginando el resto de las virtudes y capacidades que 

poseen. Por ello, las personas que han sido condenadas por la comisión de delitos en este contexto deben 

considerarse una categoría sospechosa en términos del artículo 1º de la Constitución General. 

Cabe hacer mención que, reconocer a este grupo de personas como una categoría sospechosa, permite 

visibilizar la situación de vulnerabilidad que enfrentan las personas que han compurgado una pena y 

contrarrestar el estigma social que padecen. Utilizar un escrutinio especialmente intenso contribuye a 

reprochar la discriminación estructural que limita sus oportunidades y reafirmar categóricamente que deben 

ser tratados con el pleno respeto que merece su dignidad humana. 

Así las cosas, partiendo de la base que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido 

reiteradamente que cuando una ley contiene una distinción basada en una categoría sospechosa, el juzgador 

debe realizar un escrutinio estricto de la medida para examinar su constitucionalidad a la luz del principio  

de igualdad, considero que la resolución debió apegarse a dicha metodología para evaluar esta  

porción normativa. 

De esta forma, de conformidad con mi criterio, la sentencia debió verificar si la medida: (1) persigue una 

finalidad constitucionalmente imperiosa; (2) está estrechamente vinculada con dicha finalidad; y, (3) se trata 

de la medida menos restrictiva para conseguir la finalidad. 

En el caso, considero que la medida impugnada persigue un fin constitucionalmente imperioso. Es posible 

afirmar —tal y como lo hice en mi voto concurrente de la acción de inconstitucionalidad 275/2020— que la 

medida busca que los funcionarios públicos cumplan con los fines establecidos en el artículo 134 

constitucional.17 Esto es, tener órganos internos de control dentro de los poderes que cumplan con los 

                                                 
6 Resuelta por el Tribunal Pleno en sesión de veintitrés de enero de dos mil veinte. 
7 Resuelta por el Tribunal Pleno en sesión de veintitrés de julio de dos mil veinte. 
8 Resuelta por el Tribunal Pleno en sesión de veintisiete de enero de dos mil veinte. 
9 Resuelta por el Tribunal Pleno en sesión de veintisiete de enero de dos mil veinte. 
10 Resuelta por el Tribunal Pleno en sesión de diecinueve de abril de dos mil veintiuno. 
11 Resuelta por el Tribunal Pleno en sesión de veinte de abril de dos mil veintiuno. 
12 Resuelta por el Tribunal Pleno en sesión de diecisiete de agosto de dos mil veintiuno. 
13 Resuelta por el Tribunal Pleno en sesión de treinta de noviembre de dos mil veintiuno. 
14 Resuelta por el Tribunal Pleno en sesión de veintiséis de septiembre de dos mil veintidós. 
15 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Los Derechos Humanos y las Prisiones: Manual de 
capacitación en derechos humanos para funcionarios de prisiones, Naciones Unidas, Nueva York y Ginebra, Serie No. 11, 2004, pág. 168. 
16 México Evalúa, La cárcel en México: ¿para qué?, págs. 23-24.  
17 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 134.- […] Los resultados del ejercicio de dichos recursos serán evaluados por las instancias técnicas que establezcan, 
respectivamente, la Federación y las entidades federativas, con el objeto de propiciar que los recursos económicos se asignen en los 
respectivos presupuestos en los términos del párrafo precedente. Lo anterior, sin menoscabo de lo dispuesto en los artículos 26, Apartado C, 
74, fracción VI y 79 de esta Constitución. […] 
El manejo de recursos económicos federales por parte de las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la 
Ciudad de México, se sujetará a las bases de este artículo y a las leyes reglamentarias. La evaluación sobre el ejercicio de dichos recursos se 
realizará por las instancias técnicas de las entidades federativas a que se refiere el párrafo segundo de este artículo. […] 
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principios de mérito y capacidad que, a su vez, se derivan de los artículos 35, fracción VI y 123, apartado B, 

fracción VII, de la Constitución General.18 Así como también busca cumplirse con los principios de legalidad, 

honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia contenidos en los artículos 109 y 134 constitucionales.19 

No obstante, la medida no está estrechamente vinculada con la finalidad imperiosa, ya que resulta en 

extremo sobreinclusiva. Ello pues la prohibición no distingue entre bienes jurídicos tutelados, la temporalidad 

entre la comisión del delito y el momento en que se aspira a ocupar el cargo en cuestión e incluso la gravedad 

del delito. La norma tampoco permite distinguir los casos en que la comisión de un delito doloso efectivamente 

revele la falta de idoneidad de una persona para ocupar el cargo público y, por ende, excluye de forma 

anticipada a una gran cantidad de personas con antecedentes penales que, al momento de la designación, 

podrían contar con las aptitudes y requisitos necesarios para ejercer el cargo de titular del órgano interno  

de control. 

En efecto, al no hacer ninguna distinción particular, la norma resulta tan amplia que excluye a numerosas 

personas que pudieron haber sido condenadas por algún “delito doloso” en cualquier momento de sus vidas, o 

por algún delito contra bienes jurídicos que no se relacionen con el cargo que buscan ocupar. 

Por lo tanto, la porción normativa que establecía como requisito para ser Director General del Archivo 

General del Estado de Guerrero el “no haber sido condenado por la comisión de algún delito doloso”, resulta 

excesivamente amplia y sobreinclusiva para lograr los objetivos constitucionalmente relevantes perseguidos 

por el legislador, sin que se encuentre estrechamente relacionada con el fin constitucional que se persigue. 

Consecuentemente, la medida deviene inconstitucional sin que resulte necesario correr la última grada del 

test, dado que basta comprobar que no cumple con alguna de las tres gradas para determinar la 

inconstitucionalidad de la misma. 

Por las razones mencionadas, considero que el requisito de no haber sido condenado por delito doloso 

para acceder al cargo público en cuestión era violatorio del derecho a la igualdad y no discriminación, al no 

superar un test de escrutinio estricto. 

Ministro, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, 

Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de seis fojas útiles, en las 

que se cuenta esta certificación concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto 

concurrente del señor Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, formulado en relación con la sentencia del dos 

de mayo de dos mil veintitrés, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la  

acción de inconstitucionalidad 122/2021 y su acumulada 125/2021, promovidas por el Instituto Nacional de 

Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales; y la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- 

Ciudad de México, a veintiocho de septiembre de dos mil veintitrés.- Rúbrica. 

                                                 
18 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  
Artículo 35. Son derechos de la ciudadanía: […] VI.- Poder ser nombrado para cualquier empleo o comisión del servicio público, teniendo las 
calidades que establezca la ley; […] 
Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la 
organización social de trabajo, conforme a la ley. 
El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales regirán: […] B.- Entre los 
Poderes de la Unión y sus trabajadores: […] VII.- La designación del personal se hará mediante sistemas que permitan apreciar los 
conocimientos y aptitudes de los aspirantes. El Estado organizará escuelas de Administración Pública; […] 
19 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
Artículo 109. Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo 
siguiente: […] III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, 
honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. 
Artículo 134. Los recursos económicos de que dispongan la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México, se administrarán con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para satisfacer los 
objetivos a los que estén destinados. […] 
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VOTO CONCURRENTE Y PARTICULAR QUE FORMULA LA MINISTRA LORETTA ORTIZ AHLF, EN LA ACCIÓN 
DE INCONSTITUCIONALIDAD 122/2021 Y ACUMULADA 125/2021. 

El dos de mayo de dos mil veintitrés, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación analizó y 

resolvió la acción de inconstitucionalidad 122/2021 y acumulada 125/2021, promovidas por el Instituto 

Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales y la Comisión Nacional 

de los Derechos Humanos, respectivamente contra los artículos 4, fracción XLVI, 11, fracción IV, 39, párrafo 

último, 65, fracciones VIII y IX y párrafo tercero, 77, 78, 79, 80, 87, párrafo segundo, 103, párrafo primero, 

104, fracción I, 105, 106, fracciones I, en la porción normativa “por nacimiento”, III y V, 107, fracciones II, III y 

IV, 108, 109, Cuarto Transitorio, Octavo Transitorio y Décimo Tercero Transitorio, de la Ley Número 794 de 

Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno local el 

veintitrés de julio de dos mil veintiuno. 

Resolución del Pleno. (i) Por mayoría de siete votos de las y los Ministros se resolvió que no debía 

sobreseerse la acción, respecto del artículo octavo transitorio de la Ley Número 794 de la Ley de Archivos de 

Guerrero y sus Municipios; (ii) en cuanto al artículo 65, fracción VIII, de la Ley impugnada, por mayoría de 

nueve votos, con mi voto en contra, se reconoció su validez; (iii) sobre el artículo 65, fracción IX, de la ley 

reclamada, por mayoría de ocho votos, con mi voto en contra, se determinó reconocer su validez; (iv) por 

unanimidad de diez votos se decidió declarar la invalidez del artículo 106, fracción I, en su porción normativa 

“por nacimiento”, de la Ley impugnada. 

Consideraciones sobre la decisión adoptada: En el presente voto expondré las razones de mi 

concurrencia sobre los temas puntualizados. 

En primer lugar, detallaré por qué en mi opinión no debía estudiarse de manera oficiosa la causa de 

improcedencia propuesta respecto del artículo octavo transitorio. En segundo lugar, explicaré porque 

considero que el artículo 65, en sus fracciones VIII y IX, de la ley impugnada resulta constitucional. 

Finalmente, si bien compartí la invalidez del numeral 106, fracción I, en su porción normativa “por nacimiento”, 

de la ley reclamada, expondré las razones por las que, bajo mi postura, ésta resulta inconstitucional. 

I. Análisis oficioso de la causa de improcedencia respecto del artículo octavo transitorio de la ley 

impugnada. 

En el asunto que nos ocupa, de oficio se analizó la causa de improcedencia relativa a la cesación de 

efectos respecto del artículo octavo transitorio de la ley impugnada para concluir que no se actualizaba. 

Sin embargo, bajo la postura que mantuve resulta innecesario el estudio oficioso del artículo octavo 

transitorio de la ley reclamada,1 porque no se actualizaba la causa de improcedencia contenida en el artículo 

19, fracción V, en relación con los diversos 59 y 65, párrafo primero, todos de la Ley Reglamentaria de las 

Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Ello, ya que como en la misma sentencia se precisó, no había cesado en sus efectos, razón por la cual si 

bien voté a favor, fue con la salvedad de que considero innecesario el estudio. 

II. Validez del artículo 65, fracciones VIII y IX, de la ley reclamada. 

El Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales en el 

cuarto concepto de invalidez, sostuvo que el artículo 65, fracciones VIII y IX, de la Ley Número 794 de 

Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, resulta violatorio de lo dispuesto en los numerales 65, 70, 

71 y 72 de la Ley General de Archivos, al establecer una integración del Consejo local de Archivos distinta a la 

prevista en la referida Ley General. 

                                                 
1 Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. 
“OCTAVO. El Archivo General del Estado permanecerá sectorizado a la Secretaría General de Gobierno hasta el 31 de diciembre de 2020. A 
partir del 1 de enero de 2021, se incluirá dentro de la relación de Entidades Paraestatales de la Administración Pública Paraestatal como no 
sectorizado.” (énfasis añadido) 
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El criterio mayoritario2 del Pleno se orientó en el sentido de reconocer la validez del artículo 65, fracciones 
VIII y IX, de la ley impugnada,3 por las razones siguientes. 

En esencia, se propuso reconocer la validez de la fracción IX del artículo 65 de la Ley Número 794 de 
Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, porque si bien la Ley General de Archivos requiere la 
participación de los municipios en los consejos locales, lo cierto es que, explícitamente, deja en libertad a las 
entidades federativas para que dicha participación se dé en los términos que establezca la legislación local. 

De modo que, si el precepto impugnado prevé en la integración del consejo local al presidente de cada 
uno de los consejos municipales, el proyecto concluye que ello resulta suficiente para satisfacer el mandato de 
la Ley General de Archivos. 

Por otra parte, atenta a lo resuelto por este Tribunal Pleno en las acciones de inconstitucionalidad 
141/20194 y 101/2019,5 se reconoció la validez de la fracción VIII del artículo 65 de la ley impugnada, toda vez 
que no se advierte (en abstracto) que, al contemplar dentro del consejo estatal al titular de la secretaría de 
finanzas y administración pública local, se rompa con la equivalencia exigida por la ley general, aun cuando la 
legislación general no prevé a un integrante similar en el consejo nacional, pues dicha equivalencia no puede 
traducirse en una obligación de los Estados de regular de manera idéntica sus sistemas locales. 

Además, se concluye que la integración de dicho funcionario a nivel local no tiene el potencial de 
entorpecer, dificultar o imposibilitar el funcionamiento del sistema nacional ni su debida coordinación con el 
sistema local que se analiza. 

Al respecto, estimo que debió declararse la invalidez de las fracciones referidas del precepto citado  
por las razones siguientes. Las fracciones VIII y IX del numeral 65 de la ley reclamada, establecen  
la integración del Consejo Local de Archivos del Estado de Guerrero de forma distinta a la prevista en la  
Ley General de Archivos. 

Ello, pues el legislador local incluyó en la fracción VIII del artículo 65 impugnado al titular de la Secretaría 
de Finanzas y Administración del Estado, el cual no encuentra equivalencia con su conformación en el  
ámbito nacional, incluso en la fracción IX del mismo precepto legal citado se incluye al Presidente de cada 
Consejo Municipal. 

Sin embargo, la figura de los consejos municipales no tiene sustento ni en la Ley General ni en la ley local 
impugnada, pues dicha figura no se encuentra regulada. 

Cabe destacar como el propio proyecto lo reconoce, que la mayoría de los órganos que integran el 
Consejo de Archivos del Estado de Guerrero, cumplen con el mandato de equivalencia de integración 
conforme lo previsto en el numeral 71, párrafo último, de la Ley General de Archivos, con respecto de aquélla 
que ese ordenamiento otorga al Sistema Nacional. 

Ahora, es cierto que el mandato previsto en el citado párrafo y fracción mencionados de la Ley General de 
la Materia no ordena a las entidades federativas establecer exactamente la misma integración, atribuciones y 
funcionamiento que los establecidos para el Sistema Nacional de Archivos. No obstante, también lo es que 
aunque los Sistemas Locales respectivos deben ser equivalentes, en el presente caso, la norma impugnada 
en las fracciones referidas, no cumple con dicho mandato al incluir al Presidente de cada uno de los  
Consejos Municipales. 

                                                 
2 Por lo que se refiere a la fracción VIII, se aprobó una mayoría de nueve votos por reconocer su validez, con voto en contra de la Ministra 
Ortiz Ahlf; por lo que se refiere a la fracción IX, se aprobó por mayoría de ocho votos por reconocer su validez, con voto en contra de las 
señoras Ministras Ortiz Ahlf y Presidenta Piña Hernández. 
3 Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. 
“Artículo 65. El Consejo Estatal es el órgano de coordinación del Sistema Estatal, que estará integrado por: 
I. El titular del Archivo General del Estado de Guerrero, quien lo presidirá. El titular deberá tener nivel de subsecretario, titular de unidad 
administrativa o su equivalente; 
II. El titular de la Secretaría de General de Gobierno; 
III. El titular de la Secretaría de la Contraloría y Transparencia Gubernamental; 
IV. Un representante del Congreso de Guerrero; 
V. Un representante del Poder Judicial del Estado; 
VI. Un comisionado del Instituto de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Guerrero; 
VII. El titular de la Auditoría Superior del Estado; 
VIII. El titular de la Secretaría de Finanzas y Administración; 
IX. El Presidente de cada uno de los consejos municipales; […]”. 
4 Sentencia recaída a la acción de inconstitucionalidad 141/2019, Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ponente: Ministro José 
Fernando Franco González Salas, en sesión de cuatro de mayo de dos mil veintiuno.  
5 Sentencia recaída a la acción de inconstitucionalidad 101/2019, Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ponente: Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, tres de mayo de dos mil veintiuno. 
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En cuanto que el titular de la Secretaría de Finanzas y Administración también forme parte del Consejo 
Estatal del Estado, se advierte que ello rompe con la equivalencia exigida por la Ley General de Archivos, ya 
que esta última no prevé un integrante similar en la integración del Consejo Nacional. 

De ahí que, con la integración de los citados funcionarios, podría acontecer que imposibiliten o dificulten el 
cumplimiento de la función técnica que deba cumplir el citado Consejo Estatal dentro del Sistema Estatal de 
Archivos. 

Por lo anterior, estimo que el legislador local no atendió el mandato de equivalencia a la Ley General de 
Archivos, en cuanto a la integración del Consejo Estatal de Archivos, al incluir a dichos funcionarios. 

Por ello, mi voto fue porque se declarara la invalidez de las fracciones VIII y IX del artículo 65 de la Ley 
Número 794 de la Ley Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. 

III. Invalidez del artículo 106, fracción I, de la ley reclamada. 

Por unanimidad de diez votos el Tribunal Pleno consideró que la porción normativa “por nacimiento”, 
contenida en la fracción I del artículo 106 de la Ley Número 794 de la Ley de Archivos del Estado de Guerrero 
y sus Municipios, era inconstitucional. 

Lo anterior, conforme el criterio sustentado por este Pleno en la diversa acción de inconstitucionalidad 
87/2018, al estimar que el Congreso Local carece de competencia para incorporar el requisito de la 
nacionalidad mexicana por nacimiento para ocupar el cargo público, en el caso, el de Director General del 
Archivo General de dicho Estado. 

Al respecto, voté contra consideraciones y con razones adicionales por lo siguiente. 

Concuerdo con el criterio adoptado en que el Congreso del Estado carece de competencia para establecer 
el requisito de mexicano por nacimiento para el desempeño de un cargo público. 

Sin embargo, tal como lo he sostenido en diversos precedentes, destacando la diversa acción de 
inconstitucionalidad 65/2021,6 el establecimiento de este requisito, más allá de los supuestos competenciales, 
también vulnera el principio de igualdad y no discriminación reconocido en el artículo primero de la 
Constitución Federal, así como de los principales estándares internacionales en materia de derechos 
humanos, por lo que también resulta inconvencional. 

En efecto, la norma impugnada impone, entre otros, el requisito de “ser ciudadano mexicano por 
nacimiento”.7 

Sobre la exigencia de la nacionalidad, la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH) en su 
artículo 238 reconoce los denominados derechos políticos; por el contrario, el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, los reconoce en su numeral 25.9 

                                                 
6 Fallada por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de once de enero de dos mil veintidós, Ponente: 
Ministro Luis María Aguilar Morales; en lo que interesa, se aprobó por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores 
Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa por razones diferentes, Ortiz Ahlf con razones adicionales, 
Aguilar Morales, Piña Hernández en contra de las consideraciones, Ríos Farjat en contra de las consideraciones, Laynez Potisek, Pérez 
Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea en contra de las consideraciones, respecto del considerando séptimo, relativo al análisis de 
fondo, en su tema I, consistente en declarar la invalidez del artículo 15, fracción I, en su porción normativa “por nacimiento”, de la Ley que 
crea el Instituto de Capacitación y Educación para el Trabajo del Estado de Nuevo León. 
7 Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios. 
“Artículo 106. El Director General, será nombrado por el Gobernador del Estado y deberá cubrir los siguientes requisitos: 
I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento; […].” 
8 Artículo 23. Derechos Políticos. 
1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: 
a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos; 
b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la 
libre expresión de la voluntad de los electores, y 
c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 
2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de 
edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal. 
9 Artículo 25. 
Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes 
derechos y oportunidades: 
a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos; 
b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre 
expresión de la voluntad de los electores; 
c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 
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Ambos sistemas de protección establecen el derecho de “todos los ciudadanos” de participar en la 
dirección de los asuntos públicos, sin distinciones ni restricciones indebidas, de conformidad con el principio 
de igualdad y no discriminación. 

Además, el artículo 23.1.c de la CADH reconoce que la ley puede reglamentar el acceso a las funciones 
públicas del país, en condiciones generales de igualdad, y exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, 
residencia o condena, por juez competente, entre otras. 

Como se puede advertir, el artículo mencionado de la CADH reconoce que los derechos políticos no son 
absolutos y están sujetos a ciertas restricciones, incluida la nacionalidad de las personas. 

El principio de igualdad y no discriminación permea todo el ordenamiento jurídico mexicano: cuenta con 
rango constitucional10 y está reconocido en diferentes tratados internacionales de derechos humanos, tal 
como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos11, el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales12 y la Convención Americana sobre Derechos Humanos13. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) ha establecido en casos como Ramírez 
Escobar y otros Vs. Guatemala14 así como en la Opinión Consultiva OC-18/0315, que el principio fundamental 
de igualdad y no discriminación ha ingresado en el dominio del ius cogens, esto es, que ha adquirido el 
carácter de norma imperativa del derecho internacional general, al desprenderse directamente de la unidad de 
naturaleza del género humano, por lo que resulta inseparable de la dignidad esencial de la persona. 

El corpus iuris internacional, concuerda en que este principio establece que toda persona debe recibir el 
mismo trato y gozar de los mismos derechos en igualdad de condiciones, siempre y cuando se encuentren en 
una situación similar.16 

De igual forma, este principio implica que está prohibida toda distinción, exclusión, restricción o preferencia 
que tengan por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en 
condiciones de igualdad, de los derechos humanos de todas las personas,17 particularmente las basadas en 
diversas categorías protegidas, tales como el origen nacional de las personas. 

Por su parte, el artículo 24 de la CADH impone una obligación adicional que implica que el principio de 
igualdad y no discriminación tiene que estar reconocido y garantizado por la ley de los Estados Parte de dicho 
tratado. Esto implica que todas las personas son iguales ante la ley y, en consecuencia, tienen derecho a igual 
protección de ésta, sin discriminación. 

En casos como Yatama Vs. Nicaragua18, la Corte IDH ha determinado que el principio de protección 
igualitaria y efectiva de la ley, y de no discriminación, constituye un dato sobresaliente en el sistema tutelar de 
los derechos humanos. Es por ello que tal principio ha ingresado en el dominio del jus cogens y sobre él 
descansa el andamiaje jurídico del orden público nacional e internacional. 

Aunado a lo anterior, la Corte ha precisado que los Estados tienen la obligación de no introducir en su 
ordenamiento regulaciones discriminatorias, de eliminar las regulaciones de carácter discriminatorio, combatir 
las prácticas de este carácter y de establecer normas y otras medidas que reconozcan y aseguren la efectiva 
igualdad ante la ley de todas las personas. 

                                                 
10 Artículos 1°, párrafos primero y quinto; 2°, apartado B; 4°, párrafo primero; 31, fracción IV; y 123, apartado A, fracción VII, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
11 Artículos 2 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
12 Artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
13 Artículos 1 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
14 Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 
351, párrafo 270. 
15 Corte IDH. Condición jurídica y derechos de los migrantes indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003. 
Serie A No. 18. 
16 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 20 “La no discriminación y los derechos económicos, 
sociales y culturales”, párrafo 10; Corte IDH. Caso de los Buzos Miskitos (Lemoth Morris y otros) Vs. Honduras. Sentencia de 31 de agosto de 
2021. Serie C No. 432, párrafos 98 y 99; Corte IDH. Caso Vicky Hernández y otras Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 26 de marzo de 2021. Serie C No. 422, Párrafo 64. 
17 Observación General No. 18, “No discriminación”, del 10 de noviembre de 1989, del Comité de Derechos Humanos, párrafo 6. 
18 Corte IDH. Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio de 2005. 
Serie C No. 127, párrafo 184. 
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En ese sentido, en relación a la protección de los derechos políticos, el tribunal interamericano ha 

reiterado que el ejercicio efectivo de éstos constituye un fin en sí mismo y, a la vez, un medio fundamental que 

tienen las sociedades democráticas para garantizar los demás derechos humanos previstos en la Convención 

Americana. 

De igual manera, conforme lo establecido en el numeral 23 convencional, sus titulares no sólo deben gozar 

de derechos, sino también de “oportunidades”. Es decir, de contar con medidas positivas a efecto de que toda 

persona que formalmente sea titular de derechos políticos tenga la oportunidad real para ejercerlos. Tal como 

ha señalado este tribunal en el caso Petro Urrego Vs. Colombia,19 los derechos políticos y su ejercicio 

propician el fortalecimiento de la democracia y el pluralismo político. 

De forma que los estándares internacionales establecen que se deberán propiciar condiciones y 

mecanismos para que dichos derechos puedan ser ejercidos de forma efectiva, respetando el principio de 

igualdad y no discriminación. 

Debido a ello, el derecho a tener acceso a las funciones públicas en condiciones generales de igualdad -

ya sea por elección popular o por nombramiento o designación- protege el acceso a una forma directa de 

participación en el diseño, implementación, desarrollo y ejecución de las directrices políticas estatales a través 

de funciones públicas. 

En ese sentido, si bien reconozco que los derechos políticos no son absolutos y su ejercicio puede estar 

sujeto a determinadas regulaciones o restricciones por parte de los Estados, éstas deben preverse en ley, 

perseguir un fin legítimo y, más aún, cumplir con los requisitos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad; es 

decir, deben ser necesarias en una sociedad democrática.20 

Al respecto, son claros los criterios interamericanos advertidos en casos como Reverón Trujillo vs. 

Venezuela21, al determinar que todo proceso de nombramiento debe tener como función no sólo la selección 

según los méritos y calidades del aspirante, sino el aseguramiento de la igualdad de oportunidades en el 

acceso a la administración pública. 

Por lo anterior, si bien comparto que el numeral 106, fracción I, de la ley reclamada, resulta 

inconstitucional porque el Congreso local carece de competencia para incorporar el requisito de la 

nacionalidad mexicana por nacimiento para ocupar el cargo público que nos ocupa, considero que el requisito 

de que se exija la nacionalidad por nacimiento para ocupar el cargo de Director General del Archivo General 

del Estado de Guerrero también resulta inconstitucional e inconvencional, por violar los principios de igualdad 

y no discriminación. 

Atentamente 

Ministra Loretta Ortiz Ahlf.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Lic. Rafael 

Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de siete fojas útiles en las 

que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del 

voto concurrente y particular de la señora Ministra Loretta Ortiz Ahlf, formulados en relación con la sentencia 

del dos de mayo de dos mil veintitrés, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 

acción de inconstitucionalidad 122/2021 y su acumulada 125/2021, promovidas por el Instituto Nacional de 

Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales; y la Comisión Nacional  

de los Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la 

Federación.- Ciudad de México, a veintiocho de septiembre de dos mil veintitrés.- Rúbrica. 

                                                 
19 Corte IDH. Caso. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de julio de 2020. Serie C No. 406, párrafo 93. 
20 Corte IDH. Caso Fernández Prieto y Tumbeiro Vs. Argentina. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 1 de septiembre de 2020, párrafo 105. 
21 Corte IDH. Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de junio de 2009. 
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VOTOS CONCURRENTE, PARTICULAR Y ACLARATORIO, QUE FORMULA LA SEÑORA MINISTRA PRESIDENTA 

NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ, EN LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 122/2021 Y SU ACUMULADA 

125/2021, RESUELTAS POR EL TRIBUNAL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN EN 

SESIÓN DE DOS DE MAYO DE DOS MIL VEINTITRÉS. 

El Tribunal Pleno resolvió las referidas acciones de inconstitucionalidad promovidas por el Instituto 

Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales en contra de los 

artículos 4o, fracción XLVI, 11, fracción IV, 39, párrafo último, 65, fracciones VIII y IX y párrafo tercero, 

en su porción normativa: “que forme parte del Registro Estatal”, el Capítulo V “Registro Estatal de 

Archivos” del Título IV; 77, 78, 79, 80, 87, párrafo segundo, 103, párrafo primero, 104, fracción I, 105, 

106, fracción V, 107, fracciones II, III y IV, 108, Cuarto Transitorio, Octavo Transitorio y Décimo Tercero 

Transitorio, de la Ley Número 794 de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, publicada en el 

Periódico Oficial del Gobierno local el veintitrés de julio de dos mil veintiuno y la Comisión Nacional de 

Derechos Humanos impugnó el artículo 106, fracciones I, en la porción normativa “por nacimiento” y III, de 

la citada Ley local. 

Reservé mi derecho a formular los presentes votos concurrente, particular y aclaratorio, en relación con 

algunos temas del fallo, para precisar lo siguiente: 

Voto concurrente. 

I. Parámetro de regularidad constitucional en materia de archivos. 

Respecto del tema VI relativo al estudio de fondo, subapartado VI.1, coincido con los caracteres que se 

atribuyen a las leyes generales para admitir que éstas pueden ser parámetro para examinar la regularidad 

constitucional de leyes locales, a partir de la distribución competencial específica que en ellas se hubiere 

determinado y/o conforme a las competencias que deriven del texto constitucional. 

No obstante, hago énfasis en que mi postura sustancial al respecto, en este caso de la materia 

archivística, es que la competencia concurrente entre el Congreso de la Unión y las legislaturas locales se 

actualiza conforme a los artículos 73, fracción XXIX-T y 124 constitucional, y no porque la Ley General de 

Archivos haya tenido como propósito distribuir competencias entre esos órdenes de gobierno. 

Así, atento a los términos del primero de esos preceptos, tal competencia concurrente obliga a que el 

diseño normativo del sistema estatal de archivos que adopten los Congresos locales debe ser homogéneo al 

sistema nacional, conforme al modelo que para éste establece la Ley General de Archivos para cada órgano, 

tanto en lo estructural, como en lo funcional y orgánico, procurando emular, en la medida de lo posible, las 

disposiciones que regulen la conformación y atribuciones de cada organismo, así como su forma de operar en 

el ejercicio de tales atribuciones. 

Estimo necesario precisar que, como se advierte del proceso legislativo que dio origen a la reforma 

constitucional de dos mil catorce en materia de transparencia y acceso a la información pública y en la 

archivística, así como del proceso legislativo del que emanó la propia Ley General de Archivos, en esta 

materia la homologación no se limita a generar un sistema normativo marco que dote de bases, criterios y 

principios uniformes para regularla, sino que también tiene implicaciones fácticas en la logística y 

funcionamiento del Sistema Nacional de Archivos en coordinación con sus correlativos Sistemas Locales de 

Archivos, con el objetivo de obtener y concentrar información de los sistemas institucionales y de los 

documentos de interés público de los archivos privados. 

Por ello, a mi juicio, de la interpretación funcional o del debido entendimiento del mandato de equivalencia 

previsto en la Ley General de Archivos, que tiene la peculiaridad de ser expreso en lo atinente a la integración, 

atribuciones y funcionamiento de los Sistemas Locales de Archivos, no deriva el acatamiento de un 

lineamiento meramente formal porque, a su vez, presupone que el legislador, en la configuración del Sistema 

Nacional de Archivos, precisamente, en ese ámbito orgánico y funcional, consideró que tal diseño normativo 
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sería el que respondería de manera óptima al objetivo de consolidar la homogeneidad del sistema y evitar la 

dispersión documental e informática que fue diagnosticada y prevalecía antes de su implementación,  

aunado que, de esa forma, se fomentaría la transparencia y el acceso a la información que, incluso, tuviera 

relevancia histórica. 

Por tanto, aunque puedo coincidir en términos generales con la denominada “equivalencia funcional” que 

se postuló en la resolución aprobada, considero que ello no debe entenderse en forma laxa, sino más estricta 

(aunque no necesariamente de réplica), pues la mayor semejanza que guarden en ese ámbito de equivalencia 

las legislaciones locales con lo previsto en la Ley General de Archivos garantizará de mejor manera la 

funcionalidad del Sistema Nacional de Archivos. 

II. Naturaleza Jurídica del Archivo General del Estado. 

En relación con el tema VI del estudio de fondo, subapartado VI.3, comparto la resolución en cuanto se 

estableció que el Archivo General del Estado, como la entidad especializada en materia de archivos local, 

debe tener la misma naturaleza de organismo descentralizado, que la Ley General de Archivos otorga al 

Archivo General de la Nación, para garantizar plenamente su autonomía técnica y de gestión; y en ese 

sentido, sí resulta inválido el primer párrafo del artículo 103 impugnado. 

Sin embargo, no concuerdo en que indefectiblemente se vincule a la legislatura local a prever que el 

Archivo General del Estado no debe estar sectorizado, porque considero que resulta suficiente con que éste 

se encuentre regulado como un organismo descentralizado para garantizar su autonomía. 

Ello, pues estimo que sí es factible reconocer libertad de configuración al legislador para decidir al 

respecto, pues no advierto alguna razón de peso para considerar que la sectorización a alguna dependencia 

del Ejecutivo local sea indispensable para garantizar esa autonomía, ya que dicha condición, en términos 

generales, sólo implica la agrupación de secretarías, dependencias y/o entidades paraestatales (entre ellas 

los organismos descentralizados) de la administración pública estatal, bajo un determinado sector, con fines 

de coordinar las funciones atinentes a cada una de ellas en favor del adecuado y eficiente desarrollo de 

planes, programas y políticas públicas; por lo que, per se, la sectorización no trasciende en el ejercicio de las 

facultades del ente si se prevé como organismo descentralizado. 

Por otra parte, por cuanto hace al artículo Octavo transitorio, comparto la invalidez declarada en la 

resolución; sin embargo, el vicio que yo advierto en la norma transitoria es que resulta violatoria del principio 

de seguridad jurídica; ello, pues el precepto prevé que el Archivo General del Estado permanecerá 

sectorizado a la Secretaría General de Gobierno hasta el treinta y uno de diciembre de dos mil veinte, y si bien 

establece que a partir del uno de enero de dos mil veintiuno, dicho Archivo se incluirá dentro de la relación de 

Entidades Paraestatales de la Administración Pública Paraestatal como no sectorizado, lo cierto es que, la 

legislación en estudio se publicó el veintitrés de julio de dos mil veintiuno y entró en vigor al día siguiente, es 

decir, cuando las fechas a que se refiere su texto ya habían pasado, lo que no da certeza sobre la forma en 

que el legislador local está obligado a cumplir con dicha norma transitoria. 

III. Requisito de elegibilidad para ser Director del Archivo General del Estado consistente en “no 

ser cónyuge, ni tener relación de parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el cuarto grado o 

civil con cualquiera de los miembros del Consejo Estatal” (artículo 106, fracción V, de la ley local 

impugnada). 

En lo que ve al tema VI de estudio de fondo, subapartado VI.4.2., compartí la resolución en este punto; 

sólo hago salvedad en relación con los párrafos 129 a 133, pues como lo he sostenido en precedentes de la 

materia, los requisitos de elegibilidad para ser Director del Archivo General del Estado, a mi juicio, sí deben 

estar en una ley formal y material, y es esperado que sea en la propia Ley de Archivos, pues no deben ser de 

concreción administrativa. 
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En el entendido que en el caso, el propio legislador local, en ejercicio de su libertad de configuración, sí 

estableció en la Ley de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios los requisitos de elegibilidad para 

dicho cargo de Director General, y lo único que aquí se impugna, es que al regular el previsto en el artículo 

106, fracción V, dispuso ese requisito de no parentesco, en relación con miembros del Consejo Estatal, a 

diferencia del artículo 111, fracción V, de la Ley General de Archivos, que prevé tal requisito en relación con 

los miembros del órgano de gobierno. 

Sin embargo, en el caso, para el sentido de mi voto, tuve presente que: (i) en la ley impugnada, el requisito 

quedó referido a los miembros del Consejo Estatal, porque se previó para el Archivo General del Estado la 

naturaleza de órgano desconcentrado y no de organismo descentralizado; y, (ii) en diverso apartado de la 

resolución del Pleno ya se determinó que el legislador debió otorgar al Archivo General del Estado el carácter 

de organismo descentralizado, asimismo, se estableció que incurrió en omisión de prever al órgano de 

gobierno; lo anterior implica entonces, que una vez que se acate el fallo, dicho legislador tendrá que regular al 

Archivo General del Estado con la naturaleza jurídica indicada, así como a su órgano de gobierno; en tal caso, 

podrá diseñar el requisito en cuestión, en armonía con la ley general. 

Pero mientras tanto, la norma aquí impugnada (artículo 106, fracción V), no puede ser inválida por el solo 

hecho de que haya regulado el requisito de no parentesco del Director General, respecto de miembros del 

Consejo Estatal, pues en ese aspecto, considero que el legislador tiene libertad de configuración y es un 

requisito válido. 

IV. Facultad de los organismos autónomos del Estado de Guerrero para emitir declaratorias de 

patrimonio documental de la Nación. 

En relación con el tema VI de estudio de fondo, subapartado VI.7, compartí en sus términos la resolución, 

con la única salvedad de que, en el párrafo 213 se afirma que el vicio detectado en la norma consistió en una 

“deficiencia” de regulación; pero en mi opinión, la porción normativa impugnada “de la Nación” implica un 

aspecto que no está disponible para las entidades federativas, pues no son competentes para regular sobre 

declaratorias de patrimonio documental de la Nación. 

V. Requisito de tener la calidad de mexicano por nacimiento, para ocupar el cargo de Director 

General del Archivo General del Estado. 

Respecto del tema VI de estudio de fondo, subapartado VI.9, estuve de acuerdo en declarar la invalidez 

del artículo 106, fracción I, de la Ley de Archivos del Estado de Guerrero y sus Municipios, pero bajo la 

consideración relativa a que, en mi punto de vista, a la luz del numeral 1° constitucional, en relación con el 

diverso 32 del máximo ordenamiento, así como de los derechos humanos de fuente internacional que vinculan 

a nuestro país, las legislaturas de los Estados no pueden establecer ningún supuesto en el que se exija ser 

mexicano por nacimiento para ocupar cargos públicos, pues ésta es una atribución constitucional exclusiva del 

Congreso de la Unión quién, inclusive, está restringido a legislar únicamente sobre los cargos que 

expresamente prevé la propia Constitución General, sin poder replicar esa exigencia para cargos distintos. 

VI. Requisito de no haber sido condenado por la comisión de delito doloso, para ocupar el cargo de 

Director General del Archivo estatal. 

En relación con el tema VI de estudio de fondo, subapartado VI.10, estuve de acuerdo con la invalidez del 

artículo 106, fracción III, pero me aparté del desarrollo metodológico hecho en el fallo; de acuerdo con mi 

postura reiterada en precedentes en los que se ha analizado ese requisito para diversos cargos, considero 

que la exigencia de no tener antecedente penal, bajo la fórmula de no haber cometido delito doloso, admite 

ser considerada una categoría de posible discriminación en términos del artículo 1° de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, por ende, el examen de proporcionalidad en sentido amplio debe ser bajo 

un escrutinio estricto; aunque finalmente coincido en que, en el caso, la norma no lo supera. 
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Voto particular. 

I. Pronunciamiento sobre el artículo Octavo Transitorio en el apartado de causas de 

improcedencia. 

En este punto, mi voto fue en contra de la resolución, porque no compartí el estudio realizado en los 

párrafos 35 a 45, ya que se trata de un examen que se realiza de oficio para negar la actualización de una 

causa de improcedencia, lo que técnicamente no me parece apropiado; en mi opinión, el análisis oficioso se 

justifica cuando el Pleno considere que sí se acredita la improcedencia y ello deba dar lugar al sobreseimiento 

respecto de los actos o normas impugnados. 

II. Omisión de prever la facultad del Órgano de Gobierno del Archivo General del Estado para 

emitir lineamientos conforme a los cuales operará el Comité Técnico y Científico Archivístico. 

En el tema VI de estudio de fondo, subapartado VI.4.5., la resolución aprobada desestimó la acción de 

inconstitucionalidad en relación con la impugnación del artículo 109 de la Ley de Archivos del Estado de 

Guerrero y sus Municipios. Mi voto contribuyó a dicha desestimación, ya que el proyecto original proponía la 

invalidez de la norma y me pronuncié en contra. Ello obedeció a lo siguiente. 

La Ley General de Archivos contiene tres preceptos que regulan lo relativo a los lineamientos de operación 

del Consejo Técnico y Científico Archivístico del Archivo General de la Nación, a saber: 

Los artículos 1081 y 1092 establecen que el Consejo Técnico operará conforme a los lineamientos emitidos 

por el Órgano de Gobierno para su funcionamiento; en tanto que el diverso 1143 dispone que el Consejo 

Técnico operará conforme a los lineamientos aprobados por el Consejo Nacional. 

Es decir, dos preceptos de la ley general asignan al Órgano de Gobierno del Archivo General de la 

Nación la atribución de emitir los lineamientos para la operación del Consejo Técnico y un precepto establece 

la diversa obligación de aprobarlos, la cual confiere al Consejo Nacional. 

Por tanto, considero que se trata de atribuciones distintas; de manera que cuando el artículo 109 de la ley 

local alude a que el Consejo Estatal aprobará los lineamientos referidos a la operación del Consejo Técnico, 

ello es acorde con el numeral 114 de la ley general, pues la facultad de emitirlos es distinta; y en el caso del 

Estado de Guerrero, es claro que cuando el legislador, en cumplimiento a la resolución, regule al Archivo 

General del Estado como organismo descentralizado y legisle sobre su órgano de gobierno, deberá asignar a 

éste la facultad de emitir dichos lineamientos, en armonía con el diverso 108 de la ley general. 

III. Integración del Consejo Estatal de Archivos y facultad de su Presidente para fungir como 

Secretario Técnico de ese órgano colegiado. 

En relación con el tema VI de estudio de fondo, subapartado VI.5, mi voto fue en contra de declarar válida 

la fracción IX del artículo 65 de la ley local de archivos. 

Ello, porque esa porción normativa prevé como integrante del Consejo Estatal al “Presidente de cada uno 

de los consejos municipales”. Sin embargo, no se especifica a qué consejos se refiere, y menos, si se trata de 

“Consejos Municipales” en materia de archivos. 

                                                 
1 Artículo 108. Para el cumplimiento de su objeto, el Archivo General contará con los siguientes órganos: 
[…] 
El Consejo Técnico operará conforme a los lineamientos emitidos por el Órgano de Gobierno para tal efecto. 
2 Artículo 109. El Órgano de Gobierno es el cuerpo colegiado de administración del Archivo General que, además de lo previsto en la Ley 
Federal de las Entidades Paraestatales y las disposiciones reglamentarias, tendrá las siguientes atribuciones: 
[…] 
II. Emitir los lineamientos para el funcionamiento del Consejo Técnico, y 
3 Artículo 114. El Archivo General contará con un Consejo Técnico que lo asesorará en las materias históricas, jurídicas, de tecnologías de la 
información y las disciplinas afines al quehacer archivístico. 
El Consejo Técnico estará formado por 13 integrantes designados por el Consejo Nacional a convocatoria pública del Archivo General entre 
representantes de instituciones de docencia, investigación o preservación de archivos, académicos y expertos destacados. Operará 
conforme a los lineamientos aprobados por el Consejo Nacional. 
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Lo anterior me parece relevante, porque si bien es cierto que el Tribunal Pleno ha considerado que 

tratándose de la forma en que tendrán participación los Municipios en los Consejos Estatales de Archivos para 

dar cumplimiento a lo ordenado por el artículo 71 de la Ley General de Archivos, las legislaturas locales tienen 

libertad de configuración, sin que se les pueda exigir una determinada forma de participación para cumplir con 

la equivalencia funcional; también es cierto que, en mi punto de vista, ello no significa que los Congresos 

locales puedan disponer una participación municipal en términos no viables o que generen inseguridad 

jurídica, de manera que se pueda vislumbrar que será nugatoria dicha participación. 

En ese sentido, estimo patente que el legislador del Estado de Guerrero, en la fracción IX del artículo 65 

pareciera que sólo quiso señalar una norma equivalente al 65, fracción XI, de la ley general, que se refiere a 

“El Presidente de cada uno de los Consejos Locales” para integrar el Consejo Nacional. Ello, pues para el 

ámbito estatal sólo dijo: “El Presidente de cada uno de los Consejos Municipales”; sin embargo, pasó por alto 

que, en el diseño de la ley general respecto del Sistema Nacional y los Sistemas Estatales de Archivos, de 

inicio, no está prevista la figura de los Consejos Municipales de Archivos, sino únicamente los estatales; ni la 

propia ley local los prevé. 

Por otra parte, si bien es cierto que en la legislación del Estado de Guerrero relacionada con sus 

municipios, se advierte la existencia de Consejos Municipales en algunas materias muy específicas, por 

ejemplo, el consejo municipal en materia de mejora regulatoria, de desarrollo urbano y vivienda, de protección 

civil, etcétera, en esa legislación tampoco se advierte que existan consejos municipales en materia de 

archivos. 

De manera que si la norma impugnada prevé como miembros del Consejo Estatal de Archivos a los 

Presidentes de los Consejos Municipales en forma abierta, es decir, a todos los consejos municipales de 

todos los municipios que conforman la entidad federativa (81 municipios), de inicio, genera inseguridad 

jurídica, pero sobre todo, si no hay consejos municipales en materia de archivos, es notoriamente 

inconducente la presencia en el Consejo Estatal de Archivos de cualquier consejo municipal que no tenga 

alguna injerencia con la materia; de ahí que considero que esa porción debió declararse invalida, por 

inobservar el deber de homologación con lo previsto en la ley general. 

Voto aclaratorio. 

I. Regulación del Órgano de Vigilancia del Archivo General del Estado (artículo 108 de la Ley local 

impugnada). 

En relación con el tema VI de estudio de fondo, subapartado VI.4.4. anuncié voto aclaratorio con el 

propósito de reiterar que, si bien comparto que la naturaleza jurídica del Archivo General del Estado debe ser 

la de un organismo descentralizado para garantizar su plena autonomía (por lo que coincidí con la invalidez 

del diverso 103, párrafo primero), ello me lleva además a estar de acuerdo en que en su estructura sí debe 

contemplar un órgano de vigilancia que sea designado en términos semejantes a los que dispone el numeral 

113 de la Ley General de Archivos, pero en el entendido que, no comparto la exigencia de que 

necesariamente debe preverse como no sectorizado. 

Presidenta Ministra Norma Lucía Piña Hernández.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de 

Acuerdos, Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de siete fojas útiles en las 

que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de los 

votos concurrente, particular y aclaratorio, de la señora Ministra Presidenta Norma Lucía Piña Hernández, 

formulados en relación con la sentencia del dos de mayo de dos mil veintitrés, dictada por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 122/2021 y su acumulada 

125/2021, promovidas por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de 

Datos Personales; y la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de que se 

publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a veintiocho de septiembre de dos mil 

veintitrés.- Rúbrica. 
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BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la  
República Mexicana. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario 
del pueblo”. 

TIPO DE CAMBIO PARA SOLVENTAR OBLIGACIONES DENOMINADAS EN MONEDA  
EXTRANJERA PAGADERAS EN LA REPÚBLICA MEXICANA 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 
Mexicanos; 35 de la Ley del Banco de México, así como 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de 
México, y según lo previsto en el Capítulo V del Título Tercero de su Circular 3/2012, informa que el tipo 
de cambio obtenido el día de hoy fue de $18.0752 M.N. (dieciocho pesos con setecientos cincuenta y dos 
diezmilésimos moneda nacional) por un dólar de los EE.UU.A. 

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la cotización 
que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el día en que se 
haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por las instituciones 
de crédito del país. 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 27 de octubre de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Subgerente de Asuntos Jurídicos 
Internacionales y Especiales, Lic. Mariel González Olivo.- Rúbrica.- Director de Apoyo a las Operaciones, 
Lic. Joaquín Rodrigo Cano Jauregui Segura Millan.- Rúbrica.- Subgerente de Instrumentación de 
Operaciones Nacionales, Lic. Eira Guadalupe Alamilla Ramos.- Rúbrica. 

 

 

TASAS de interés interbancarias de equilibrio. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario 
del pueblo”. 

TASAS DE INTERÉS INTERBANCARIAS DE EQUILIBRIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que las Tasas de Interés Interbancarias de Equilibrio en moneda nacional (TIIE) a plazos de 
28 y 91 días obtenidas el día de hoy, fueron de 11.5065 y 11.5067 por ciento, respectivamente. 

Las citadas Tasas de Interés se calcularon con base en las cotizaciones presentadas por las siguientes 
instituciones de banca múltiple: BBVA México, S.A., HSBC México, S.A., Banco Nacional de México, S.A., 
Banca Mifel, S.A., Banco Invex, S.A., Banco J.P. Morgan, S.A. y ScotiaBank Inverlat, S.A. 

Ciudad de México, a 27 de octubre de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Subgerente de Asuntos Jurídicos 
Internacionales y Especiales, Lic. Mariel González Olivo.- Rúbrica.- Director de Apoyo a las Operaciones, 
Lic. Joaquín Rodrigo Cano Jauregui Segura Millan.- Rúbrica.- Subgerente de Instrumentación de 
Operaciones Nacionales, Lic. Eira Guadalupe Alamilla Ramos.- Rúbrica. 

 

 

TASA de interés interbancaria de equilibrio de fondeo a un día hábil bancario. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario 
del pueblo”. 

TASA DE INTERÉS INTERBANCARIA DE EQUILIBRIO DE FONDEO A UN DÍA HÁBIL BANCARIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio (TIIE) de Fondeo a un día hábil bancario en 
moneda nacional determinada el día de hoy, fue de 11.24 por ciento.  

Ciudad de México, a 26 de octubre de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Subgerente de Asuntos Jurídicos 
Internacionales y Especiales, Lic. Mariel González Olivo.- Rúbrica.- Director de Apoyo a las Operaciones, 
Lic. Joaquín Rodrigo Cano Jauregui Segura Millan.- Rúbrica.- Subgerente de Instrumentación de 
Operaciones Nacionales, Lic. Eira Guadalupe Alamilla Ramos.- Rúbrica. 
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FISCALIA GENERAL DE LA REPUBLICA 
SALDOS del mandato y fideicomiso en los que la Fiscalía General de la República es mandante y fideicomitente. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Fiscalía General 
de la República.- Oficialía Mayor.- Unidad de Tesorería. 

SALDOS DEL MANDATO Y FIDEICOMISO EN LOS QUE LA FISCALÍA GENERAL DE LA  

REPÚBLICA ES MANDANTE Y FIDEICOMITENTE 

Con fundamento en lo establecido por los artículos 102, Apartado A, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 2, 3, 11, fracción XII, 16, 83, fracción IV, 84, 87; de la Ley de la Fiscalía General 

de la República; numerales primero, tercero y cuarto, fracción XXIV, del Acuerdo A/020/19 por el que se crea 

la Unidad de Tesorería de la Fiscalía General de la República, publicado en el Diario Oficial de la Federación 

el 3 de enero de 2020, aplicable en términos de lo previsto en los artículos quinto, párrafos primero y segundo, 

séptimo y décimo segundo transitorios del Estatuto Orgánico de la Fiscalía General de la República, publicado 

en el mismo órgano de difusión oficial el 19 de junio de 2023, y en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 

12, primer párrafo, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, se dan a conocer los 

ingresos, rendimientos financieros, egresos, destino y saldo en moneda nacional del mandato y del 

fideicomiso de la Fiscalía General de la República en los cuales es mandante y fideicomitente, 

respectivamente: 

MOVIMIENTOS DEL PERIODO DEL 01 DE ENERO AL 30 DE SEPTIEMBRE DE 2023 (pesos) 

 Saldo al 31 de 

diciembre de 

2022 

Aportaciones Ingresos por 

intereses 

Egresos 

1/ 

Saldo al 30 de 

septiembre de 

2023 

Fondo de Auxilio 

Económico a Familiares 

de las Victimas de 

Homicidio de Mujeres 

en el Municipio de 

Juárez, Chihuahua. 

2,852,205.2 0.0 218,854.0 52,200.0 3,018,859.2 

Fondo para el 

Mejoramiento de la 

Procuración de Justicia.  

2,584,877,660.2 800,916,176.6 275,913,435.1 1,633,265.8 3,660,074,006.2

Notas: 

1/Para el Fondo de Auxilio Económico a Familiares de las Victimas de Homicidio de Mujeres en el 

Municipio de Juárez, Chihuahua, las erogaciones corresponden al pago por concepto de gastos bancarios. 

1/Para Fondo para el Mejoramiento de la Procuración de Justicia, en el periodo julio a septiembre se 

realizaron erogaciones: i) el pago trimestral por la cantidad de 172,499.25 pesos por concepto de honorarios 

por la administración del Fideicomiso, y ii) pago de recompensas por la cantidad de 1,000,000.00 pesos. 

Ciudad de México, a 16 de octubre de 2023.- El Titular de la Unidad de Tesorería de la Fiscalía General de 

la República, Luis Miguel Montaño Reyes.- Rúbrica. 
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 SECCION DE AVISOS 
 
 
 

 AVISOS JUDICIALES 
 
 
 
 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, 
con residencia en Nezahualcóyotl, Estado de México 

EDICTO 
 
En los autos del juicio de amparo directo D.P. 373/2023-III, promovido por David López Hernández, contra 

la sentencia de treinta y uno de octubre de dos mil diecisiete, dictada por el Segundo Tribunal de Alzada en 
Materia Penal de Texcoco, del Tribunal Superior de Justicia del Estado de México, en los autos del Toca 
536/2017, de su índice, en virtud de que no se ha emplazado a la tercera interesada, con fundamento en el 
artículo 27, fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo, en relación con el 315, del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente, emplácese a juicio a la tercera interesada Mayoreo de Ropa 
y Mercancía en General, Sociedad Anónima de Capital Variable, publicándose por TRES veces, de SIETE en 
SIETE días naturales en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los periódicos de mayor circulación en 
la República Mexicana el citado edicto; haciéndole saber a la parte tercera interesada que deberá presentarse 
en el término de TREINTA DÍAS, contado a partir del día siguiente al de la última publicación; apercibida que 
de no comparecer en este juicio, las subsecuente notificaciones, aún las de carácter personal se le harán por 
medio de lista que se fija en los estrados de este Tribunal Colegiado. 

 
Atentamente. 

Secretaria de Acuerdos 
Lic. Guadalupe Margarita Reyes Carmona 

Rúbrica. 
(R.- 542316) 

Estados Unidos Mexicanos 
Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito 

Hermosillo, Sonora 
EDICTO. 

 
Amparo directo 1027/2022, promovido María Lourdes Martínez Ceceña, por conducto de sus apoderados 

Juan Santiago Ponce Ornelas y Juan S. Ponche Sánchez, contra el laudo de tres de octubre de dos mil 
veintidós, dictado por la Junta Especial Número Veintitrés de la Federal de Conciliación y Arbitraje, con sede 
en esta ciudad, en el expediente laboral 515/2016, por desconocerse el domicilio de la parte tercera 
interesada, se ordena emplazar a juicio por medio de la publicación de edictos a Grupo Finatrade, Sociedad 
Anónima de Capital Variable, haciéndole saber que cuentan con TREINTA DÍAS contados a partir de la 
última publicación de edictos, para que comparezca a este tribunal colegiado a defender sus derechos y 
señale domicilio en esta ciudad donde oír y recibir notificaciones, apercibida que de no hacerlo así, las 
posteriores se le harán por lista que se fije en los estrados de este tribunal. 

Para ser publicado tres veces, de siete en siete días, mediando seis días hábiles entre cada publicación, 
en el Diario Oficial de la Federación y en el periódico “El Imparcial” de Hermosillo, Sonora. 

 
Hermosillo, Sonora, a 07 de agosto de 2023. 

Secretaria de Acuerdos del Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito. 
Betelgeuze Montes de oca Rivera 

Rúbrica. 
(R.- 542493) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito 

Hermosillo, Sonora 
EDICTO: 

 
En el amparo directo 176/2023, promovido por José Mariano Iribe Valdez, contra sentencia de once de 

julio de dos mil veintidós, dictada Primera Sala Mixta del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Sonora, 
toca apelación 138/2022, se ordena notificar tercera interesada Claudia Nayeli Gastélum García, haciéndosele 
saber tiene treinta días hábiles contados a partir última publicación edictos, comparezca este tribunal a 
defender derechos y señale domicilio en esta ciudad donde oír y recibir notificaciones, apercibida de no 
hacerlo, posteriores se harán por lista. 

 
Hermosillo, Sonora, a 20 de septiembre de 2023 

Secretario de Acuerdos del Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito 
Licenciado Juan Abel Monreal Toríz 

Rúbrica. 
(R.- 543709) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de Veracruz, 
con residencia en Boca del Río 

EDICTO. 
 

En el juicio de amparo número 677/2021, promovido por Alfonso Hernández Lara, Epifanio Herrera 
Andrade, Nicolás Herrera León, Alejandro Palacios Nicanor, Genaro Aguilar López y Carmela Castro Montalvo 
contra actos del Juez de Control adscrito al Juzgado de Proceso y Procedimiento Penal Oral, con residencia 
en Veracruz, Veracruz, y otros, se ordenó notificar por edictos a la tercera interesada Margarita Soto 
Gutiérrez, a quién se hace saber que deberá presentarse en este Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado, 
dentro del plazo de treinta días, contado a partir del siguiente al de la última publicación, a efecto de correrle 
traslado con copia autorizada de la demanda de amparo y auto admisorio; significándole que la audiencia 
constitucional se establecerá una vez que transcurra el término concedido para su comparecencia al juicio de 
amparo, y para su publicación por tres veces de siete en siete días hábiles en el Diario Oficial de la 
Federación y en Excélsior de la Ciudad de México, se expide el edicto; lo anterior en cumplimiento a lo 
dispuesto en los artículos 27, fracción III, incisos b), y c), de la Ley de Amparo y 315, del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, conforme a su numeral segundo, 
apercibida que de no comparecer y señalar domicilio procesal, las subsecuentes notificaciones, aún las de 
carácter personal, se le harán por lista de acuerdos, en términos de lo dispuesto por el artículo 27, fracción III, 
inciso a), de la Ley de Amparo. 
 

Boca del Río, Veracruz, 18 de septiembre de 2023. 
El Juez Cuarto de Distrito en el Estado. 

José Arquímedes Gregorio Loranca Luna 
Rúbrica. 

(R.- 542808) 

Estados Unidos Mexicanos 

Juzgado Primero de Distrito en Materia Penal en el Estado de Puebla, 

con residencia en San Andrés Cholula 

EDICTO 

 

En el juicio de amparo indirecto 644/2023, promovido por Luis Gerardo Téllez Pérez, a través de su 

defensora particular Ma. Isabel Escalona Pérez, contra actos del Juez de Control de la Región Judicial Centro 

Poniente, con sede en San Martín Texmelucan, Puebla, y otras autoridades, se ordenó emplazar al tercero 

interesado Juan Juárez Amaro, por este medio. Se le hace saber que tiene treinta días contados a partir de la 

última publicación de edictos, para comparecer a este juzgado a defender sus derechos, si así conviniera a 

sus intereses, y señalar domicilio en San Andrés Cholula o zona conurbada, en caso de no hacerlo, las 

subsecuentes notificaciones, se le harán por medio de lista. 

 

San Andrés Cholula, Puebla, a 12 de septiembre de 2023. 

Secretario del Juzgado Primero de Distrito en Materia Penal en el Estado de Puebla 

Víctor Hugo Díaz Jiménez 

Rúbrica. 

(R.- 542813) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Juzgado Octavo de Distrito en el Estado 

Uruapan, Mich. 
EDICTO: 

 
"Luis Miguel Vargas Oliveros, Bartolomé Martínez Farías y Mario Birrueta Contreras" 
En el juicio de amparo 702/2021, del índice del Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de Michoacán, 

promovido por Víctor Alfonso Infante Galván, se ordenó emplazar por medio de edictos a los terceros 
interesados Luis Miguel Vargas Oliveros, Bartolomé Martínez Farías y Mario Birrueta Contreras, quienes 
deberán apersonarse ante este juzgado dentro del término de treinta días hábiles, contados a partir del día 
siguiente de su última publicación; señalar domicilio en Uruapan, Michoacán, para oír y recibir notificaciones 
personales; apercibidos que de no hacerlo, se les practicarán por medio de lista; se encuentran fijadas las 
ONCE HORAS CON VEINTE MINUTOS DEL TREINTA DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTITRÉS, para la 
celebración de la audiencia constitucional; en la secretaría del juzgado, se encuentran a su disposición copias 
de la demanda de amparo y auto admisorio. 

 
Uruapan, Michoacán, siete de agosto de dos mil veintitrés. 

Secretario del Juzgado Octavo de Distrito en el Estado. 
Lic. Eduardo López Razo. 

Rúbrica. 
(R.- 542824) 

Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 

Consejo de la Judicatura Federal 

Juzgado Segundo de Distrito 

Sn. Fco. de Campeche, Camp. 

EDICTO 
 

En el juicio de amparo número 187/2023, promovido por Franz Kauenhofer Wiebe, se emplaza a juicio a 
Darigely del Rosario López Pech, parte tercera interesada en el referido procedimiento judicial, en virtud de 
que se desconoce su domicilio. Cuenta con el plazo de treinta días, contado a partir del día siguiente al de la 
última publicación del presente edicto para que concurra a este juzgado a hacer valer lo que a su interés 
conviniere. Se le apercibe que de incumplir esto último, las ulteriores notificaciones, aun las de carácter 
personal se le harán por estrados.  

 
San Francisco de Campeche, Campeche, once de septiembre de dos mil veintitrés. 

Jueza Interina del Juzgado Segundo de Distrito 
en el Estado de Campeche 
Liliana Delgado González 

Rúbrica. 
(R.- 542837) 

Estados Unidos Mexicanos 
Juzgado Segundo de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativa y de Trabajo y de Juicios Federales 

San Andrés Cholula, Puebla 
EDICTO. 

 
Emplazamiento a la tercera interesada Ileana Tamara Bautista Suárez. 
En los autos del juicio de amparo indirecto 1123/2022, promovido por María del Carmen Sánchez 

Olazagasti por propio derecho, contra actos de la Primera Sala en Materia Civil del Tribunal Superior de 
Justicia de Puebla y otra autoridad, consistente en: 

“…IV.- EL ACTO QUE DE CADA AUTORIDAD SE RECLAMA. D e la autoridad responsable ordenadora, 
la ejecutoria dictada con fecha veinticinco de abril de dos mil veintidós, en el Toca 164/2022, que me fue 
notificada el veinticuatro de mayo del mismo año; y de las autoridades responsables ejecutoras, reclamo el 
cumplimiento a todo lo ordenado por la responsable ordenadora…” 

En cumplimiento al auto de veinte de junio de dos mil veintidós, y al ser señalada como tercera interesada 
y desconocerse su domicilio, cuatro de septiembre de dos mil veintitrés, se ordenó su emplazamiento por 
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edictos, que se publicarán por tres veces, de siete en siete días en el “Diario Oficial de la Federación” y en 
cualquiera de los siguientes diarios “Excelsior”, “El Universal” o “Reforma”, con apoyo en los artículos 27, 
fracción III inciso c) de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles; haciendo de su 
conocimiento que deberá presentarse ante el Juzgado Segundo de Distrito en Materia de Amparo Civil, 
Administrativa y de Trabajo y de Juicios Federales en el Estado de Puebla, dentro del término de treinta días 
contados a partir del día siguiente al de la última publicación, para hacer valer sus derechos y señalar 
domicilio para recibir notificaciones, apercibida que de no hacerlo se continuará el juicio y las subsecuentes 
notificaciones, aún las personales, se le harán por lista. Queda a su disposición en este órgano jurisdiccional 
copia simple de la demanda de amparo. 
 

Atentamente 
San Andrés Cholula, Puebla, a cinco de septiembre de dos mil veintitrés. 

El Secretario de Acuerdos del Juzgado Segundo de Distrito en Materia de Amparo Civil, 
Administrativa y de Trabajo y de Juicios Federales en el Estado de Puebla. 

Lic. Jorge Arciniega Alcaraz. 
Rúbrica. 

(R.- 542501) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito 
Toluca, Estado de México 

EDICTO 
 

En el juicio de amparo directo 56/2023, promovido por Yessenia González Valdés, Néstor Sebastián 
Hernández Medina y María Angélica Valdés Flores, contra la sentencia dictada por el Primer Tribunal de 
Alzada en Materia Penal de Ecatepec, Estado de México y otra autoridad, el veintidós de septiembre de dos 
mil veintidós, dictada en el toca penal 343/2022; se ordenó emplazar al tercero interesado con iniciales E.H.A., 
por ignorar su domicilio; se le hace saber la instauración del juicio de amparo por medio de este edicto y de su 
conocimiento que deberá comparecer debidamente identificado en las instalaciones que ocupa este tribunal, 
sito en Avenida Doctor Nicolás San Juan, Número 104, Colonia Ex rancho Cuauhtémoc, código postal 50010, 
para ser debidamente emplazo al juicio de referencia; en el entendido de que, en caso de no hacerlo, las 
ulteriores notificaciones se harán por lista. 

 
Atentamente. 

Toluca, Estado de México, 16 de octubre de 2023. 
Secretario de Acuerdos del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito 

Guadalupe Antonio Velasco Jaramillo. 
Rúbrica. 

(R.- 542838) 

Estados Unidos Mexicanos 
Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito 

EDICTO 
 

En el juicio de amparo directo 1575/2022, promovido por MIRIAM GARCÍA GARCÍA, por conducto de su 
apoderado FELIX GONZÁLEZ BANDERA, contra el acto de la Junta Especial Número Tres de la Local de 
Conciliación y Arbitraje del Valle de Toluca, con sede en esta ciudad, consistente en el laudo de dieciséis de 
junio de dos mil veintidós, dictado en el expediente laboral J.3/832/2019, se emitió un acuerdo para hacer 
saber al tercero interesado EDGAR SANTIAGO LÓPEZ TORRES, que dentro del término de treinta días 
contados a partir del día siguiente al de la última publicación, deberá comparecer debidamente identificado a 
las instalaciones que ocupan este Tribunal Colegiado, sitio en Avenida Doctor Nicolás San Juan, Número 104, 
2do piso,Torre D, Colonia Ex rancho Cuauhtémoc, Codigo Postal 50010, para ser notificado y emplazado al 
juicio de amparo de referencia. 

 
Atentamente. 

Toluca, Estado de México, a once de septiembre de dos mil veintitrés 
Secretaria de Acuerdos. 

Licenciada Sandra Coral Sánchez Bárcenas. 
Rúbrica. 

(R.- 542844) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Juzgado Primero de Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco 

M 4-S 
EDICTO 

 
En los autos del juicio de amparo número 914/2023, promovido por Leonel Álvarez Vázquez, con 

fundamento en el artículo 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley 
de Amparo, se ordena emplazar por este medio al tercero interesado Práxedes González Caballero quien 
debe presentarse dentro del término de treinta días, contados a partir del día siguiente al de la última 
publicación, a hacer valer sus derechos en el presente juicio, apercibido que de no hacerlo, por sí, por su 
apoderado o por gestor que pueda representarlo, se seguirá el procedimiento en sus etapas, haciéndose las 
subsecuentes notificaciones por lista, que se fije en los estrados de este Juzgado, en términos de lo dispuesto 
en los artículos 26, fracción III, y 27, fracción III, de la Ley de Amparo. Queda a su disposición en la Secretaría 
de este Juzgado, la copia de la demanda de amparo. 

PARA PUBLICARSE POR TRES VECES DE SIETE EN SIETE DÍAS, EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN. 

 
Atentamente 

Zapopan, Jalisco, doce de septiembre de dos mil veintitrés. 
Secretario del Juzgado Primero de Distrito en Materias  

Administrativa, Civil y del Trabajo en el Estado de Jalisco. 
Luis Arturo Hernández Becerra 

Rúbrica. 
(R.- 542983) 

Estados Unidos Mexicanos 
Estado de Guanajuato 

Poder Judicial 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Gto. 

Tercera Sala Civil 
EDICTO 

 
Publíquese el presente 3 tres veces de 7 siete en 7 siete días en el Diario Oficial de la Federación y 

Periódico de mayor circulación nacional; hágase saber a Marco Tulio Gutiérrez Aguilar, en su carácter de 
tercero interesado, que en esta Sala se presentó demanda de amparo promovida por Rolf Christian Tiessen 
Favier en su carácter de albacea de la sucesión a bienes de Axel Tiessen Favier, en contra de la 
sentencia de fecha ocho de mayo del presente año, dictada dentro del Toca 019/2022, relativo al recurso de 
apelación interpuesto por Alfredo Guzmán Oceguera en contra de la sentencia de fecha veintiséis de octubre 
de dos mil veintiuno dictada por la Jueza Tercera Civil de Partido en Irapuato, Guanajuato, dentro del juicio 
ordinario civil número C493/20219 sobre acción de nulidad de juicio concluido y otras prestaciones, promovido 
por "Rolf Christian Tiessen Favier albacea de la sucesión a bienes de Axel Tiessen Favier en contra 
de Alfredo Guzmán Oceguera y Marco Tulio Gutiérrez Aguilar.- Corriéndole traslado con copia de la 
demanda de amparo, en su carácter de tercero interesado, para que dentro del término de treinta días acuda 
al Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito en turno, a defender sus derechos, quedando 
a su disposición en la Secretaria de esta Tercera Sala Civil del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, 
copias de la demanda de amparo por el tiempo que dure el emplazamiento. 
 

Guanajuato, Guanajuato, 11 de septiembre de 2023 
Secretario de la Tercera Sala Civil. 

Lic. Raúl González Godínez. 
Rúbrica. 

(R.- 543000) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Quinto de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México 

“2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del pueblo” 
EDICTOS 

 
AL MARGEN, EL ESCUDO NACIONAL QUE DICE: ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.- PODER 

JUDICIAL DE LA FEDERACION. JUZGADO QUINTO DE DISTRITO EN MATERIA CIVIL EN LA CIUDAD 
DE MÉXICO. 

TERCERO INTERESADA: FABETRI, SOCIEDAD ANÓNIMA PROMOTORA DE INVERSIÓN DE 
CAPITAL VARIABLE. 

En los autos del juicio de amparo expediente 435/2023-V promovido Lucrecia Larregui González contra 
actos de la Tercera Sala Civil y Juez Séptimo de lo Civil de Proceso Escrito, ambos del Poder Judicial 
de la Ciudad de México, y como no se conoce el domicilio cierto y actual de la tercero interesada FABETRI, 
SOCIEDAD ANÓNIMA PROMOTORA DE INVERSIÓN DE CAPITAL VARIABLE, se ha ordenado en 
proveído de once de agosto de dos mil veintitrés, emplazarlo a juicio por medio de edictos, los que se 
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publicara por tres veces, de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los periódicos 
de mayor circulación en la República Mexicana, ello en atención a lo dispuesto por el artículo 315 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo. Quedan a su disposición, en 
la Secretaría de este tribunal, copia simple de la demanda; asimismo, se le hace saber que cuenta con el 
término de treinta días contados a partir de la última publicación de los edictos de mérito, para que ocurran 
ante este Juzgado Federal a hacer valer sus derechos sí a su interés conviniere, y señale domicilio para oír y 
recibir notificaciones en esta ciudad capital, apercibido que de no hacerlo, las ulteriores notificaciones, aún las 
de carácter personal se le harán por lista de acuerdos de este órgano de control constitucional, y como está 
ordenado en el proveído de once de agosto de dos mil veintitrés, se señalaron las doce horas del trece de 
octubre del presente año, para que tenga verificativo la audiencia constitucional. 

 
Atentamente. 

Ciudad de México, 20 de septiembre de 2023. 
El Secretario del Juzgado Quinto de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México. 

Lic. Ángel Jiménez Márquez. 
Rúbrica. 

(R.- 542973) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Decimonoveno de Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco 

Juicio de Amparo 2242/2022-2 
EDICTO 

 
En el juicio de amparo 2242/2022-2, promovido por Jorge Saúl Meixueiro Pérez en su carácter de 

apoderado de Grupo Molina de la Puente, sociedad anónima de capital variable, con fundamento en el 
artículo 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, 
emplácese por este medio a los terceros interesados Juana Admira Pérez Robles, José Ricardo Pérez 
Robles y José Alberto Pérez Robles, quienes deben presentarse dentro del término de treinta días, 
contados a partir del día siguiente al de la última publicación, a hacer valer sus derechos en el 
presente juicio, apercibida que de no hacerlo, se seguirá el procedimiento, y las subsecuentes 
notificaciones, se harán por lista, en términos del artículo 27, fracción III, inciso c), de la Ley de 
Amparo. Queda a su disposición en la Secretaria de este Juzgado, la copia de la demanda. 

 
Atentamente 

Guadalajara, Jalisco; ocho de septiembre de dos mil veintitrés. 
Secretario del Juzgado Decimonoveno de Distrito en Materias 

Administrativas, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco. 
Alberto Oliveros Vega 

Rúbrica. 
(R.- 543001) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito 
Zapopan, Jalisco 

EDICTOS 
 
En el Amparo Directo 475/2023, del índice del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer 

Circuito, promovido por Dorama Institución de Garantías, Sociedad Anónima, reclamando del Segundo 
Tribunal Colegiado de Apelación del Tercer Circuito, la resolución dictada el veintidós de junio de dos mil 
veintitrés, en el toca 88/2023; se ordenó emplazar por edictos a la tercera interesada Aluminio Laureles, 
Sociedad Anónima de Capital Variable; quien deberá comparecer a este tribunal, a deducir sus derechos, 
dentro del plazo de treinta días hábiles, contado a partir del siguiente al de la última publicación, apercibida 
que de no hacerlo, las notificaciones ulteriores, incluso las de carácter personal, se harán por medio de lista; 
quedan copias de la demanda a su disposición en este órgano federal. 

Para su publicación en días hábiles, por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la 
Federación y en el periódico Excélsior. 

 
Zapopan, Jalisco, siete de septiembre de dos mil veintitrés. 

Secretaria del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, 
ubicado en Anillo Periférico Poniente 7727, edificio XB, piso 6, Fraccionamiento 

Ciudad Judicial, en el Municipio de Zapopan, Jalisco, C.P. 45010. 
Lic. Aída Azucena Castañeda Franco. 

Rúbrica. 
(R.- 543025) 
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Estados Unidos Mexicanos 

Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito 

Zapopan, Jalisco 

EDICTO 

 

PARA EMPLAZAR: 

“Dual Tres, sociedad de responsabilidad limitada de capital variable”. 

Amparo directo 684/2022, Promovente: Miguel Ángel Aranda León; acto reclamado: laudo 16-06-2022, 

Junta Especial Número Dieciocho de la Federal de Conciliación y Arbitraje en el Estado de Jalisco; Juicio 

laboral 1189/2014; deberá comparecer por conducto de representante legal, dentro de treinta días hábiles, 

para que acuda a este tribunal y, se le corra traslado con la demanda de amparo, a efecto de que defienda 

sus derechos; con el apercibimiento que de no hacerlo, las ulteriores notificaciones, aún personales se harán 

por lista. Publicación de conformidad con el artículo 27, fracción III, inciso c), de la Ley de Amparo. 

 

Zapopan, Jalisco, 20 de septiembre de 2023. 

La Secretaria de Acuerdos del Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito. 

Lic. Araceli Lerma López. 

Rúbrica. 

(R.- 543167) 
Estados Unidos Mexicanos 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito 
San Andrés Cholula, Puebla 

EDICTO 
 

A Raúl Ortega Orias, en su carácter de parte tercero interesado en el juicio de amparo directo D-48/2023, 
promovido por Fernando Vega García, defensor particular de Felipe Almazán Castorena y Luis Felipe 
Almazán Sotelo, contra la sentencia de cinco de octubre de dos mil veintidós, dictada por los Magistrados de 
la Tercera Sala en Materia Penal del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Puebla, en el toca 10/2022, 
relativo al recurso de apelación interpuesto contra la sentencia pronunciada en la causa penal 453/2016, por 
la Jueza Segundo de lo Penal del Distrito Judicial de Puebla, Puebla, instruido por el delito de robo de 
vehículo agravado, y al desconocerse su domicilio actual, se ha dispuesto correr traslado con copia de la 
demanda de amparo y notificarles el auto admisorio, por medio de edictos, en términos de los artículos 27, 
fracción III, inciso c), y 181, de la Ley de Amparo. Quedan a su disposición en la Actuaría de este tribunal 
copia simple de la referida demanda y del proveído en cita, por lo que deberá presentarse ante este Órgano 
Colegiado ubicado en Avenida Osa Menor 82, Ciudad Judicial Siglo XXI, Reserva Territorial Atlixcáyotl, San 
Andrés Cholula, Puebla, Ala Norte, piso 9, a deducir los derechos que le corresponden y señalar domicilio en 
la ciudad de Puebla o zona conurbada, dentro del término de treinta días, contados a partir del siguiente al de 
la última publicación; en caso contrario, las subsecuentes notificaciones se le realizarán por lista, como lo 
disponen los diversos preceptos 26, fracción III, y 27, fracción III, inciso b), de la citada normatividad. 
 

Atentamente 
San Andrés Cholula, Puebla, a 20 de septiembre de 2023. 

Secretario de Acuerdos del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Cirtuito. 
Lic. Antonio Rodríguez Ortiz 

Rúbrica. 
(R.- 543172) 

Estados Unidos Mexicanos 
Juzgado Primero de Distrito en el Estado  

Xalapa de Equez., Ver. 
EDICTO 

 
Tercero interesada Rosalba Hernández Alarcón: 
Se le hace saber que el juicio de amparo 349/2023, fue promovido por Germain Hernández Ortiz, por 

propio derecho y en representación de E.A.H.H., C.L.H.H. y S.H.H., contra actos del Juez Octavo de Distrito 
en Materia Familiar del Distrito Judicial de Xalapa, Veracruz, de quien reclama, la resolución de siete de 
marzo de dos mil veintitrés dictada en el expediente 1222/2022/IV a través de la cual declaró improcedente el 
recurso de reclamación contra la negativa del depósito judicial de los niños E.A.H.H, C.L.H.H. y S.H.H. 

Asimismo que deberá presentarse ante este Juzgado Primero de Distrito en el Estado de Veracruz, con 
sede en la ciudad de Xalapa, Veracruz, con domicilio ubicado en Avenida Culturas Veracruzanas, número 
ciento veinte, colonia Reserva Territorial, planta baja, edificio sede del Poder Judicial de la Federación, dentro 
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del término de treinta días, contado a partir del día siguiente al de la última publicación del edicto, para 
imponerse del asunto, con el apercibimiento de que, si transcurrido ese término no comparece mediante 
escrito por sí, por conducto de su apoderado, o de la persona que legalmente la represente, se proseguirá el 
juicio en todas sus etapas legales, haciéndosele las ulteriores notificaciones, aun las de carácter personal, por 
lista de acuerdos. 

Por lo anterior, se deja a su disposición en la Secretaría de este Juzgado copia simple de la demanda de 
amparo y auto admisorio, por todo el tiempo del emplazamiento. 
 

Atentamente  
Xalapa de Enríquez, Veracruz, 25 de septiembre de 2023. 

Secretaria del Juzgado Primero de Distrito en el Estado de Veracruz. 
Penélope Rodríguez Landa. 

Rúbrica. 
(R.- 543170) 

Estados Unidos Mexicanos 
Sexto Tribunal Laboral Federal de Asuntos Individuales en el Estado de Veracruz, 

con sede en Xalapa, Veracruz 
EDICTO 

 
En el Procedimiento especial individual 248/2022 del índice del Sexto Tribunal Laboral Federal de Asuntos 

Individuales en el Estado de Veracruz, con sede Xalapa compareció Obdulia Cuevas Hernández, por su 
propio derecho, a solicitar ser designada como beneficiaria del extinto trabajador Albert Jiménez Cuevas, con 
fundamento en lo dispuesto por el artículo 503, fracciones I y III, 712 y 896 de la Ley Federal del Trabajo, se: 

 
C O N V O C A 

A Elizabeth Mota Hernández por propio derecho y en representación de la menor A. J. M, a deducir 
derechos del trabajador que falleció el diecisiete de julio de dos mil veintidós, para que en el plazo de 
TREINTA DÍAS NATURALES, contados a partir del día siguiente en que se realice la última publicación de 
esta convocatoria, comparezcan ante este Tribunal ubicado en Avenida Mártires del 28 de agosto número 
717, Colonia Francisco Ferrer Guardia, código postal 91026 y aporten las pruebas que dispongan, 
acompañadas de las copias de traslado, a efecto de acreditar su carácter y ejercer sus derechos. 

Se expide el presente edicto, en cumplimiento a lo ordenado en proveído de dieciocho de septiembre de 
dos mil veintitrés. 

 
Xalapa, Veracruz, diecinueve de septiembre de dos mil veintitrés. 

Secretario Instructor adscrito al Sexto Tribunal Laboral Federal de Asuntos Individuales en Xalapa, Veracruz 
Eduardo Jácome Parra 

Rúbrica. 
(R.- 543179) 

Estados Unidos Mexicanos 
Juzgado Octavo de Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco 

190/2023 y su Acumulado 192/2023 
 
Tercero interesado: Javier Quintero González. 
En el juicio de amparo 190/2023, promovido por Victoria Casillas Hernández y su acumulado 192/2023 

promovido por la sucesión a bienes de Bonfilio Bautista Chávez, contra acto del Juez Cuarto de lo Mercantil 
del Primer Partido Judicial del Estado de Jalisco, de quien reclaman La planilla de liquidación de sentencia, 
emitida en los autos del juicio 1931/2012. Por tanto, se ordena emplazar por edictos a Javier Quintero 
González, a efecto de presentarse dentro de los próximos treinta días ante esta autoridad, emplazamiento 
bajo los términos del artículo 27, fracción III, inciso c) de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la misma. Se comunica fecha para audiencia constitucional 
las doce horas con cuarenta y dos minutos del dieciocho de septiembre de dos mil veintitrés, a la cual podrá 
comparecer a defender sus derechos, para lo cual queda a su disposición copia simple de la demanda 
de garantías en la secretaría de este Juzgado de Distrito. Publíquese tres veces de siete en siete días 
en el Diario Oficial de la Federación, en uno de los periódicos de mayor circulación y en los estrados 
de este Juzgado. 

 
Zapopan, Jalisco, veintinueve de agosto de dos mil veintitrés. 

El Secretario del Juzgado Octavo de Distrito en Materias Administrativa,  
Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco. 

Licenciada Vanessa Ayala Reyes. 
Rúbrica. 

(R.- 543184) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Décimo Primero de Distrito de Amparo en Materia Penal en la Ciudad de México 
EDICTO 

 
En los autos del juicio de amparo número 542/2023-V, promovido por JONATHAN AXEL GARCÍA 

MAQUEDA, por conducto de quien se ostenta como su defensor, MANUEL JUÁREZ ROBLES, contra el acto 
de los MAGISTRADOS INTEGRANTES DE LA QUINTA SALA PENAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE 
JUSTICIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO, se ordenó emplazar por edictos a las tercero interesadas MARTHA 
FRANCISCO BALTAZAR e IVONNE AGUILAR RAMOS, los cuales se publicarán por tres veces de siete en 
siete días en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los periódicos de mayor circulación en la República 
y se le concede un término de treinta días contados a partir de la última publicación para que comparezca a 
juicio a hacer valer sus derechos y señale domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad, apercibidos 
que de no hacerlo, las ulteriores notificaciones aún las de carácter personal, se practicarán por medio de lista. 

 
Atentamente. 

Ciudad de México, a 04 de octubre de 2023. 
Secretario del Juzgado Décimo Primero de Distrito de Amparo en Materia Penal en la Ciudad de México. 

Lic. Gilberto Alejandro Nolasco Martínez 
Rúbrica. 

(R.- 543292) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Decimocuarto de Distrito en el Estado de México, 

Naucalpan de Juárez 
EDICTO 

 
Al margen un sello con el escudo nacional que dice: Estados Unidos Mexicanos. Poder Judicial de la 

Federación, Juzgado Decimocuarto de Distrito en el Estado de México, con residencia en Naucalpan de 
Juárez, a veintinueve de septiembre de dos mil veintitrés, en el juicio de amparo 916/2023-I-B, promovido por 
Norma Eugenia Rodríguez Hernández, se ordenó emplazar a de la moral tercera interesada Grupo Morfran, 
sociedad anónima de capital variable, para que sí a su interés conviene, comparezcan a ejercer los 
derechos que les corresponda en el juicio de amparo citado, en el que se señaló como acto reclamado la 
resolución del incidente de liquidación de fecha dieciséis de junio de dos mil veintitrés, emitido en el juicio 
laboral J.4/230/2010 del índice de la Junta Especial Número Cuatro de la Local de Conciliación y arbitraje del 
Valle Cuautitlán Texcoco y los miembros que la integran, y como preceptos constitucionales violados, los 
artículos 14, y 17. Se le hace del conocimiento que la audiencia constitucional se encuentra fijada para las 
nueve horas con treinta y tres minutos del tres de octubre de dos mil veintitrés, la cual se diferirá, hasta en 
tanto, el expediente esté debidamente integrado. Teniendo 30 días hábiles para comparecer a partir de la 
última publicación. Queda a su disposición copia de la demanda, del auto admisorio de diecisiete de julio de 
dos mil veintitrés e informes justificados. 

 
La Secretaria 

Alejandra López Vázquez 
Rúbrica. 

(R.- 543297) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de Guerrero 

Acapulco 
EDICTO. 

 
“Ma. Dismayin Juárez Magaña”. 

“Cumplimiento auto de cuatro de septiembre de dos mil veintitrés, dictado por el Juez Octavo de Distrito en 
el Estado de Guerrero, en juicio amparo 1202/2022, promovido por Gabriela González Paz, por su propio 
derecho, contra actos del Juzgado Primero de Primera Instancia en Materia Civil del Distrito Judicial de 
Tabares, con residencia en esta ciudad y otra autoridad, se hace conocimiento resulta carácter tercera 
interesada, en términos artículo 5°, fracción III, inciso c) Ley Amparo, se mandó notificar por edicto inicio juicio, 
si a sus intereses conviniere se apersone, debiéndose presentar ante este juzgado federal ubicado en 
Boulevard de las Naciones número 640, fracción “a”, fraccionamiento Granjas del Marqués, código postal 
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39890; Acapulco, Guerrero, deducir derechos dentro de término treinta días, a partir siguiente a última 
publicación del presente edicto; apercibido de no comparecer lapso indicado, ulteriores notificaciones 
personales surtirán efectos por lista que se publique en los estrados este órgano de control constitucional. 

En la inteligencia de que este juzgado ha señalado las diez horas con treinta y dos minutos del tres de 
octubre de dos mil veintitrés, para celebración de audiencia constitucional, queda disposición en secretaría 
juzgado copia demanda amparo. 

Para su publicación por tres veces de siete en siete días en el diario oficial de la federación y en el 
periódico de mayor circulación en la república mexicana, se exhibe el presente en la ciudad de 

Acapulco, Guerrero, a los cuatro días del mes de septiembre de dos mil veintitrés.- Doy fe. 
 

La Secretaria del Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de Guerrero, 
Encargada del Despacho. 

Lic. Lucina Antonieta Dávila Ponce. 
Rúbrica. 

(R.- 543181) 

Estados Unidos Mexicanos 

Juzgado Tercero de Distrito  

Colima, Col. 

EDICTO 

 

En el juicio de amparo 596/2023-3 que promueve Brenda del Rosario Vásquez Barajas, contra actos del 

Juzgado Mixto Civil y Mercantil del Primer Partido Judicial con sede en Villa de Álvarez, Colima, por ignorarse 

el domicilio de la parte tercera interesada María Luisa Enriqueta Ramírez Azuela, se ordenó por este medio 

emplazarla para que comparezca al juicio dentro del término de treinta días, siguientes al de la última 

publicación del presente edicto a imponerse de los autos, para que si a su interés conviene se apersone en 

esta acción constitucional y aporte las pruebas que estime convenientes, además de señalar domicilio en esta 

ciudad de Colima para oír y recibir notificaciones; se deja copia de la demanda y del auto admisorio en la 

secretaría de este juzgado, apercibida que de no comparecer continuará el juicio y, las notificaciones 

personales, así como las subsecuentes, se le harán por lista de acuerdos de este juzgado. 

 

Colima, Colima, 13 de septiembre de 2023 

El Secretario del Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de Colima 

Edgar Miguel Lobato Zepeda 

Rúbrica. 

(R.- 543703) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de Sonora 

Nogales, Sonora 
EDICTO 

 
JUZGADO CUARTO DE DISTRITO EN EL ESTADO DE SONORA, CON RESIDENCIA EN NOGALES.- 

Amparo promovido por Fernando Antonio Quintero Rico o Fernando Magdel Zavala Solís o Fernando Rico, 
Amparo Indirecto Penal 497/2022-VII, se ordena notificar a la tercero interesada Abygail Fernández Escalante, 
haciéndole saber que cuenta con TRES DIAS contados a partir de la última publicación de edictos, para que 
comparezca al Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de Sonora, con residencia en Nogales, a defender sus 
derechos como tercera interesada y señale domicilio donde oír y recibir notificaciones, apercibida que no 
hacerlo se le realizaran por medio de lista que se publica en los estrados de este Juzgado, lo anterior toda vez 
que el antes mencionado a través del defensor particular, promovió demanda de amparo reclamando la 
resolución de once de noviembre de dos mil veintidós, mediante la cual se declaró improcedente el incidente 
no especificado de revisión, sustitución o cese de la medida cautelar consistente en prisión preventiva 
oficiosa, dictada en el expediente 04/2016-Ter, del índice del Juzgado Oral Penal Distrito Judicial Tres, de 
Nogales, Sonora, por el hecho que la Ley señala como delito de secuestro agravado y otro, en la que la 
persona de nombre Abygail Fernández Escalante, le surte el carácter de víctima. 

 
Nogales, Sonora; 25 de septiembre de 2023. 

Secretario del Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de Sonora, con sede en Nogales. 
Lic. Óscar Luis López Arrayales 

Rúbrica. 
(R.- 543720) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Consejo de la Judicatura Federal 
Juzgado Tercero de Distrito 

Pachuca, Hidalgo 
 

“En el juicio de amparo indirecto 327/2023-3 promovido por Héctor Daen Rodríguez Gerardo, se dictó 
acuerdo en el que se ordenó la publicación de edictos para lograr el emplazamiento del tercero interesado 
Luis Eduardo Rodríguez Zárate; informándole que el acto reclamado es la sentencia interlocutoria de diez de 
febrero de dos mil veintitrés dentro del expediente 744/2022 del índice del Juzgado Segundo Familiar del 
Distrito Judicial de Pachuca de Soto, Hidalgo. Asimismo, deberá acudir a este Juzgado ubicado en Blvrd. 
Luis Donaldo Colosio 1209, col. Reserva Villa Aquiles Serdán, Edificio “B”, 2º piso, Código postal 42084, 
Pachuca, Hidalgo, en el término de 30 días, para hacer valer sus derechos, debiendo señalar domicilio en 
esta ciudad de Pachuca de Soto, Hidalgo para oír y recibir notificaciones, apercibido que de no hacerlo, las 
subsecuentes se le hará por lista.” 

 
Pachuca de Soto, Hidalgo, 26 de septiembre de 2023. 

El Secretario del Juzgado Tercero de Distrito en el 
Estado de Hidalgo. 

Lic. Pedro Gabriel Galán Pérez. 
Rúbrica. 

(R.- 543722) 

Estados Unidos Mexicanos 
Juzgado Segundo de Distrito 

en Durango, Dgo. 
EDICTO. 

 
TERCERO INTERESADO Froylán Villanueva Ortega. 
En el juicio de amparo 1212/2023, promovido por Enrique Nicolás Casas Pérez, contra actos de la Sala 

Penal Colegiada “B” del Tribunal Superior de Justicia en el Estado, señalando como acto reclamado la 
resolución de fecha dieciocho de agosto de dos mil veintitrés, dictada en el Toca Penal 24PC/2022, en virtud 
de que se agotaron los medios para investigar el domicilio de dicho tercero interesado, sin resultados 
positivos; con fundamento en el artículo 27 fracción III inciso b) de la Ley de Amparo, se ordena el 
emplazamiento del citado tercero interesado por medio de edictos, a quien se le hace saber que puede 
apersonarse dentro del término de treinta días hábiles, contados a partir del día siguiente de la última 
publicación. Asimismo se encuentra a su disposición en la Secretaría de este Juzgado la copia 
correspondiente de la demanda de amparo.  
 

Durango, Durango, a diecinueve de septiembre de dos mil veintitrés. 
La Secretaria del Juzgado Segundo de Distrito en Durango. 

Licenciada Flora Mijares Vázquez. 
Rúbrica. 

(R.- 543737) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Séptimo Tribunal Laboral Federal de Asuntos Individuales, 

con sede en la Ciudad de México 
Procedimiento Ordinario Laboral 

Expediente: 294/2023-I 
EDICTO 

 
E M P L A Z A M I E N T O 

En los autos del Procedimiento Ordinario Laboral 294/2023-I, promovido por Abraham Núñez Mercado, en 
el que demanda de Sociedad Anrapro, S. C. y otras, la indemnización Constitucional por el despido 
injustificado del que refiere fue objeto, y en atención a que este Tribunal ya llevó a cabo la investigación 
correspondiente, sin que se haya logrado el emplazamiento de la moral referida, en acuerdo de dieciocho de 
septiembre de dos mil veintitrés, se ordenó emplazar a juicio a la moral demandada por medio de edictos, que 
se publicarán dos veces, con un lapso de tres días hábiles entre uno y otro, en el Diario Oficial de la 
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Federación y uno de los periódicos de mayor circulación en la República Mexicana. Se hace saber a la 
demandada que deberá presentarse ante este Tribunal, con domicilio en Carretera Picacho Ajusco, número 
200, Colonia Jardines de la Montaña, Alcaldía Tlalpan, C.P. 14210, en la Ciudad de México, a fin de que tenga 
conocimiento de la demanda instaurada en su contra y pueda así encontrarse en aptitud de ejercitar sus 
derechos y dar contestación a los reclamos en su contra, ofrecer las pruebas que considere pertinentes y en 
su caso reconvenir dentro del plazo de 15 días hábiles siguientes a la notificación, por lo que deberá señalar 
domicilio en esta ciudad, para oír y recibir notificaciones; con el apercibimiento que de no hacerlo, las 
subsecuentes notificaciones, aún las de carácter personal, se harán a través de boletín judicial, quedando a 
su disposición en el local de este Tribunal las copias de traslado correspondientes. 
 

Ciudad de México, 20 de octubre de 2023. 
Juez de Distrito adscrito al Séptimo Tribunal Laboral Federal de Asuntos Individuales,  

con sede en la Ciudad de México. 
Mtro. Miguel Ángel Reynaud Garza 

Rúbrica. 
(R.- 543185) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Sexto de Distrito de Amparo en Materia Penal 
en la Ciudad de México 

EDICTO 
 

En los autos del juicio de amparo número 581/2023, promovido por Heladio Elías Ramírez Pineda, en su 
carácter de Director General Jurídico en representación de la Auditoría Superior de la Federación, contra 
actos del Delegado en la Ciudad de México, de la Fiscalía General de la República y otras autoridades, se 
ordenó emplazar por edictos al tercero interesado Alejandro Díaz Harts y se le concede un término de treinta 
días contados a partir de la última publicación para que comparezca a juicio a hacer valer sus derechos y 
señale domicilio procesal en esta ciudad, apercibido que de no hacerlo, las ulteriores notificaciones aún las de 
carácter personal, se practicarán por medio de lista. 

 
Atentamente 

Ciudad de México, a 5 de octubre de 2023 
Secretario del Juzgado Sexto de Distrito de Amparo en Materia Penal en la Ciudad de México. 

Licenciado Miguel Ángel Alpízar Santamaría 
Rúbrica. 

(R.- 543745) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito 

Monterrey, Nuevo León 
Actuaciones 
EDICTOS 

 
Humberto Dávalos Ruvalcaba y Olga Mónica Berretta Vignolo. 
En el lugar en que se encuentren hago saber a ustedes que: en los autos del juicio de amparo directo civil 

690/2022, promovido por Otto Alfredo Paul Gámez, por sus propios derechos, y por la persona moral 
denominada, "MEXQUALITAS”, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, contra la sentencia definitiva 
de veintinueve de septiembre de dos mil veintidós, dictada por el Magistrado de la Primera Sala Unitaria Civil 
del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Nuevo León, dentro del toca de apelación 241/2022, radicado 
en este Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, se les ha señalado como terceros 
interesados y como se desconoce su domicilio actual, por acuerdo de veinticinco de septiembre de dos mil 
veintitrés, se ordenó emplazarlos por edictos, en el Diario Oficial de la Federación y en el periódico  
“El Porvenir”, haciéndoles saber que podrán presentarse en este Tribunal Colegiado a defender sus derechos 
de considerarlo necesario, dentro de treinta días contados a partir del siguiente al de la última publicación, 
apercibidos que de no hacerlo las posteriores notificaciones se les harán por lista de acuerdos, que se fije en 
los estrados de este Órgano, quedando a su disposición en la Secretaría de Acuerdos del mismo copia simple 
de la demanda de amparo. 
 

Monterrey, Nuevo León; 28 de septiembre de 2023. 
El Secretario de Acuerdos del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito 

Lic. Juan Carlos Ortegón de la Fuente. 
Rúbrica. 

(R.- 543763) 



Lunes 30 de octubre de 2023 DIARIO OFICIAL      309 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Décimo Tercero de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México 
EDICTO 

 
Emplazamiento a la tercera interesada sucesión a bienes de Mario Pérez Carbajal, por conducto de su 

albacea Benjamín Vázquez Fernández. En los autos del juicio de amparo indirecto número 699/2023, 
promovido por Saúl Vásquez Campos, contra actos del Juez y Actuario adscritos al Juzgado Cuadragésimo 
Cuarto de lo Civil del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, al no tener conocimiento de su 
domicilio actual, por acuerdo de veintisiete de septiembre de dos mil veintitrés, se ordenó su emplazamiento 
por edictos que se publicarán por tres veces, de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación, y en 
el periódico “DIARIO DE MEXICO”, a fin de que comparezca a este juicio a deducir sus derechos en el plazo 
de treinta días contados a partir del día siguiente al en que se efectúe la última publicación, apercibida que 
de no hacerlo, las ulteriores notificaciones se harán en términos de lo dispuesto en el artículo 29 de la ley de 
amparo, queda en esta secretaría a su disposición, copia simple de la demanda de amparo. 

 
Ciudad de México, a 27 de septiembre de 2023. 

Secretaria adscrita al Juzgado Decimotercero de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México 
Lic. Berenice González Díaz. 

Rúbrica. 
(R.- 543893) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado de Distrito 
Juzgado Noveno de Distrito en Materia de Trabajo en la Ciudad de México 

 
Edicto: Emplazamiento de la Tercera Interesada 
Promotora de Eventos Pegaso, sociedad anónima de capital variable. 
En el juicio de amparo 2021/2023-I, promovido por Juan Carlos Anaya Espinoza, contra el acto de la Junta 

Especial Número Quince de la Local de Conciliación y Arbitraje de la Ciudad de México (ahora Junta Especial 
“H” de la Local de Conciliación y Arbitraje de la Ciudad de México), consistente en el proveído de treinta y uno 
de mayo de dos mil veintitrés, dictado en el expediente laboral 2613/2010, señalando como tercero 
interesada, a Promotora de Eventos Pegaso, sociedad anónima de capital variable, y al desconocerse su 
domicilio, en esta fecha se ordenó su emplazamiento por edictos, que se publicarán por tres veces, de siete 
en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los periódicos de mayor circulación en la 
República Mexicana, se le hace saber que debe presentarse dentro del término de treinta días, contados a 
partir del siguiente al de la última publicación de tales edictos, ante este juzgado a hacer valer su derecho y 
señalar domicilio para recibir notificaciones, apercibida que de no hacerlo se continuará el juicio y las 
subsecuentes notificaciones, aun las de carácter personal, se le harán por lista. Queda a su disposición en la 
Secretaría de este Órgano Jurisdiccional copia simple de la demanda de amparo y auto admisorio. 

 
Ciudad de México, seis de octubre de dos mil veintitrés. 

Secretaria del Juzgado Noveno de Distrito en Materia de Trabajo en la Ciudad de México. 
Licenciada Vrissa Vanessa Ramírez Corona. 

Rúbrica. 
(R.- 543894) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Chiapas, 
con residencia en Cintalapa de Figueroa 

EDICTO 
 
“Regino Velasco Velasco, Jesús Jiménez Velasco, Manuel Álvarez Gómez, Armando Hernández Velasco 

y Juan Álvarez Hernández: 
En los autos de la impugnación a las determinaciones del Ministerio Público 45/2023, del índice de este 

Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Chiapas, con sede en Cintalapa de Figueroa, formado con 
motivo de la solicitud de audiencia del licenciado Christian Santiago Cruz Carrasco, asesor Jurídico Federal 
adscrito al Centro de Atención Integral en Chiapas, de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, con 
residencia en Tuxtla Gutiérrez; el 22 de septiembre 2023, se dictó un acuerdo donde, atendiendo a que se 
desconoce su localización actual, se ordenó notificarlos por edictos, para que comparezcan debidamente 
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identificados, ante esta unidad jurisdiccional, ubicada en el tramo carretero Tapanatepec-Tuxtla Gutiérrez, 
Chiapas, kilómetro 61+856.5, colonia Lázaro Cárdenas, Cintalapa de Figueroa, Chiapas, código postal 30410, 
edificio anexo al Centro Estatal para la Reinserción Social de Sentenciados número Catorce “El Amate”, 
teléfono 9683646256, correo electrónico: cjpf_cintalapa@correo.cjf.gob.mx, con media hora de anticipación a 
la audiencia programada para las 9:30 horas del 16 de noviembre de 2023, para el desahogo de la 
audiencia mencionada” 

 
Atentamente 

Cintalapa de Figueroa, Chiapas, 22 de septiembre de 2023. 
Administrador del Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Chiapas,  

con residencia en Cintalapa de Figueroa. 
Lic. Edgar Roberto González Díaz. 

Rúbrica. 
(R.- 543704) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Oaxaca 
San Bartolo Coyotepec, Oax. 

EDICTO 
 

Concepción Martínez Merino. 
En el amparo indirecto 261/2023, promovido por Regino Martínez Abraham, contra actos del Juez Quinto 

de Distrito en el Estado de Oaxaca; el tres de agosto de dos mil veintitrés, se dictó un acuerdo en donde se 
ordenó emplazarla por medio de edictos que se publicaran por tres veces de siete en siete días hábiles en el 
Diario Oficial de la Federación, haciendo de su conocimiento que en la Secretaría del Juzgado queda a su 
disposición copia simple de la demanda de amparo; cuenta con treinta días, computados a partir del día 
siguiente de la última publicación de tales edictos, para ocurrir al Juzgado a hacer valer sus derechos. Si 
pasado dicho término no comparece por sí, por apoderado o gestor que pueda representarle, se seguirá el 
juicio practicándole las ulteriores notificaciones por lista de acuerdos; están señaladas las once horas con 
veinte minutos del veintiocho de agosto de dos mil veintitrés, para la audiencia constitucional. 

 
San Bartolo Coyotepec, Oaxaca, tres de agosto de dos mil veintitrés. 

Juez Segundo de Distrito en el Estado de Oaxaca 
Fidel Gallegos Figueroa. 

Rúbrica. 
(R.- 544012) 

Estados Unidos Mexicanos 
Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de Aguascalientes 

Aguascalientes 
EDICTO 

 
Para emplazar a: Elizabeth Azpeitia Barbosa. En el juicio de amparo indirecto número 671/2023-2-VII, 

promovido por Marco Antonio Montelongo Viveros, contra actos del Juzgado Tercero de lo Familiar del 
Primer Partido Judicial del Estado, se ordenó emplazar por medio de edictos como lo establece el artículo 
27, fracción III, inciso c), de la Ley de Amparo, a la tercera interesada Elizabeth Azpeitia Barbosa. Queda en 
la Secretaría del Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de Aguascalientes, copia cotejada de la 
demanda de amparo a su disposición para que comparezca si a sus intereses conviniere y, se le hace de su 
conocimiento que de conformidad con el artículo 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles de 
aplicación supletoria a la Ley de Amparo, por disposición expresa de su numeral 2o., deberá presentarse al 
indicado Juzgado Federal dentro del término de treinta días hábiles a partir del siguiente al de la última 
publicación del presente edicto. En el entendido de que si pasado dicho término no comparece, se seguirá el 
juicio; así como para que en el indicado plazo, señale domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad 
de Aguascalientes, bajo apercibimiento que de no hacerlo, las subsecuentes se le harán por medio de lista, de 
conformidad con el artículo 27, fracción II, de la Ley de Amparo. 

 
Aguascalientes, Aguascalientes, 02 de octubre de 2023 

Secretario de Juzgado 
Óscar Campos López 

Rúbrica. 
(R.- 544025) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Decimosexto Circuito 
Guanajuato 

EDICTO 
 

Tercera interesada Lizeth Soria Camacho por sí y como representante de la niña de iniciales G.M.S. 
Por este conducto, se ordena emplazar a la tercera interesada Lizeth Soria Camacho por sí y como 

representante de la niña de iniciales G.M.S., dentro del juicio de amparo directo 155/2023, promovido por 
Guadalupe Martínez Fernández, contra actos de la Novena Sala Penal del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado y de otra autoridad su ejecución, en cuya demanda de amparo se señala: 

IV. Acto reclamado: la sentencia de 10 de julio de 2023, dictada en el toca 58/2023. 
VI. Preceptos constitucionales cuya violación se reclama: 1, 14, 16 y 20. 
Se hace saber a la tercera interesada Lizeth Soria Camacho por sí y como representante de la niña de 

iniciales G.M.S., que debe presentarse ante este tribunal colegiado a defender sus derechos; apercibida que 
de no comparecer, se continuará el juicio sin su presencia, haciéndose las ulteriores notificaciones en las 
listas que se fijan en los estrados de este tribunal. 

Publíquese por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación. 
 

Atentamente. 
Guanajuato, Gto., 05 de octubre de 2023. 

El Secretario de Acuerdos del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Decimosexto Circuito. 
Lic. Christian Gabriel Aguilar Romero. 

Rúbrica. 
(R.- 544028) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Decimoquinto de Distrito en el Estado, 
Xalapa-Equez., Veracruz 

EDICTO. 
 
Alejandro Contreras Vázquez, se hace saber que en este juzgado, está el juicio de amparo 1148/2022, 

promovido por Silviano Martínez Rivera, y otros, donde tiene carácter de tercero interesado, al desconocer su 
domicilio, en 22 de agosto de 2023, se ordenó emplazarlo por edictos publicándose tres veces de siete en 
siete días hábiles, en el Diario Oficial de la Federación, en el periódico Excélsior, en los estrados de este 
Juzgado, dejando en la Secretaría copia de la demanda de amparo; también tiene expedito su derecho de 
comparecer a este juzgado, dentro de 30 días hábiles, contados a partir del siguiente de última publicación; 
pasado el término, y no comparecer por sí, por apoderado quien lo represente, se seguirá el juicio, 
practicándole las notificaciones, aún las de carácter personal, por medio de lista de acuerdos que se fija en los 
estrados; el acto reclamado es el auto de formal prisión de 17 de octubre de 2023, de la causa penal 30/2022, 
del Juzgado Primero de Primera Instancia, en Naolinco, Veracruz; para la celebración de la audiencia 
constitucional están señaladas las once horas con veinte minutos del siete de noviembre de dos mil veintitrés. 

 
Atentamente 

El Secretario del Juzgado Decimoquinto de Distrito en el Estado de Veracruz. 
Lic. Pablo Alberto Ochoa Blanco. 

Rúbrica. 
(R.- 544029) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Chiapas, 
con residencia en Tapachula 

Declaratoria de Abandono 7/2023 
EDICTO 

 
“A quien corresponda:  
En términos de lo dispuesto en los ordinales 239, fracción II, 240, fracción II y 242, del Acuerdo General 

del Pleno de la Judicatura Federal que establece las disposiciones en materia administrativa de los Órganos 
Jurisdiccionales, publicado en el Diario Oficial de la Federación el quince de enero de dos mil quince, en los 
autos del cuaderno 7/2023 (declaratoria de abandono), del índice de este Centro de Justicia Penal Federal en 
el Estado de Chiapas, con residencia en Tapachula, formado con motivo de la solicitud de audiencia para la 
declaración de abandono de bienes, realizada por el agente del Ministerio Público de la Federación, Titular de 
la Célula B-VI-4 en Tapachula, Chiapas, dentro de la carpeta de investigación FED/CHIS/TAP/0001950/2023, 
respecto al bien 1) camioneta marca Ford, tipo Pick-up, doble cabina, modelo F-150XLT, color gris, 
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cuatro puertas, sin placas de circulación, con número de identificación 1FTPW1253FA22980, afectos a 
la indagatoria FED/CHIS/TAP/0001950/2023, el veintiséis de septiembre de dos mil veintitrés, se dictó un 
acuerdo donde, atendiendo a que se desconoce su localización actual, se ordenó notificarlo por edictos 
publicados en el Diario Oficial de la Federación y en el periódico de circulación nacional, para que comparezca 
debidamente identificado, ante este Centro de Justicia Penal Federal, ubicado en “Huerto Santa Isabel”, 
localizado en el Libramiento Sur sin número, carretera al Cantón Murillo de la ciudad de Tapachula de 
Córdova y Ordoñez, Código Postal 30785, Estado de Chiapas, con media hora de anticipación a la audiencia 
programada para las 10:48 horas del día veintiocho de noviembre de dos mil veintitrés en sala uno, para el 
desahogo de la audiencia para la declaración de abandono de bienes.” 

 
Atentamente 

Tapachula de Córdova y Ordóñez, Chiapas, veintiséis de septiembre de dos mil veintitrés. 
Administrador del Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de Chiapas 

con residencia en Tapachula de Córdova y Ordóñez. 
Arturo Vidal López 

Rúbrica. 
(R.- 543716) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Quinto de Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Chiapas, 
con residencia en Tuxtla Gutiérrez 

EDICTO 
 

TERCEROS INTERESADOS: 
SILVIA NOEMY BARRERA TREJO; MENOR DE INICIALES C.J.R.P., REPRESENTADO POR  

SU MADRE HILDA JANET PALOMEQUE MÉNDEZ. 
En el juicio de amparo 305/2023, promovido por Carlos Arturo Sada González, en representación de los 

directos quejosos Rafael Covarrubias Guerrero y Carlos Eliezer Olvera Rodríguez, contra actos del Juez de 
Control y Tribunal de Enjuiciamiento Región Uno, con sede en Cintalapa de Figueroa, Chiapas, se dictó 
acuerdo de esta fecha, que ordenó emplazarlos a juicio por edictos, por desconocer sus domicilios, que 
deberán publicarse por tres veces, de siete en siete días hábiles, en el Diario Oficial de la Federación y en 
el periódico de mayor circulación en la república mexicana, haciendo de su conocimiento que en la Secretaría 
de este Juzgado queda a su disposición copia simple de la demanda de amparo, y que cuentan con un 
término de treinta días hábiles, contados a partir de la última publicación de tales edictos, para que ocurran 
al Juzgado a hacer valer sus derechos, con apercibimiento que en caso de no comparecer por sí, o por 
conducto de persona que los represente legalmente, las subsecuentes notificaciones se le harán por lista aun 
las de carácter personal. 

 
Tuxtla Gutiérrez, Chiapas, a 13 de septiembre de 2023. 

Secretario del Juzgado Quinto de Distrito de Amparo y Juicios Federales en el Estado de Chiapas. 
Lic. Romey Díaz Constantino. 

Rúbrica. 
(R.- 544044) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito 
Toluca, Edo. de México 

EDICTO 
 

En el juicio de amparo directo 251/2023, promovido por Vicente Valdés Rojas, contra la sentencia dictada 
por el Segundo Tribunal de Alzada en Materia Penal de Toluca, Estado de México, el dieciséis de enero de 
dos mil veintitrés, dictada en el toca penal 686/2019; se ordenó emplazar al tercero interesado con iniciales 
R.V.P., por ignorar su domicilio; se le hace saber la instauración del juicio de amparo por medio de este edicto 
y de su conocimiento que deberá comparecer debidamente identificado en las instalaciones que ocupa este 
tribunal, sito en Avenida Doctor Nicolás San Juan, Número 104, Colonia Ex rancho Cuauhtémoc, código 
postal 50010, para ser debidamente emplazo al juicio de referencia; en el entendido de que, en caso de no 
hacerlo, las ulteriores notificaciones se harán por lista. 
 

Atentamente. 
Toluca, Estado de México, 30 de octubre de 2023. 

Secretario de Acuerdos del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito 
Guadalupe Antonio Velasco Jaramillo. 

Rúbrica. 
(R.- 544048) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Juzgado Segundo de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativa 

y de Trabajo y de Juicios Federales 
San Andrés Cholula, Puebla 

EDICTO. 
 

Emplazamiento a los terceros interesados 1. Lauro Tepepa Flores; 2. Rocío Francisca Tepepa Flores; y, 3. 
Juana Maricruz Tepepa Flores. 

Presentes. 
En los autos del juicio de amparo indirecto número 1936/2022, promovido por Fermín Tepepa Marín, por 

propio derecho y en su carácter de albacea provisional de la sucesión a bienes de Fermín Francisco Tepepa 
Flores y/o Francisco Tepepa Flores, contra actos de la Presidenta Municipal del Ayuntamiento del Municipio 
de Atlixco, Puebla, a quien reclama la orden de privar de la posesión de los derechos hereditarios del acervo 
hereditario del de cujus Fermín Francisco Tepepa Flores y/o Francisco Tepepa Flores, respecto de la parcela 
número 136Z-P3/4 ubicada en el Ejido Ricardo Flores Magón, Atlixco, Puebla; y al ser señalados como 
terceros interesados y desconocerse su domicilio, el seis de julio de dos mil veintitrés, se ordenó su 
emplazamiento por edictos, que se publicarán por tres veces, de siete en siete días en el “Diario Oficial de la 
Federación” y en cualquiera de los siguientes diarios “El Sol de Puebla”, “Excelsior”, “El Universal” o 
“Reforma”, con apoyo en los artículos 27, fracción III inciso c) de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal 
de Procedimientos Civiles; haciendo de su conocimiento que deberán presentarse ante el Juzgado Segundo 
de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativa y de Trabajo y de Juicios Federales en el Estado de 
Puebla, dentro del término de treinta días contados a partir del día siguiente al de la última publicación, para 
hacer valer sus derechos y señalar domicilio para recibir notificaciones, apercibidos que de no hacerlo se 
continuará el juicio y las subsecuentes notificaciones, aún las personales, se le harán por lista. Queda a su 
disposición en este órgano jurisdiccional copia simple de la demanda de amparo, sus anexos; así como 
escrito aclaratorio de la misma. 

 
Atentamente 

San Andrés Cholula, Puebla, veinte de septiembre de dos mil veintitrés. 
La Secretaria de Acuerdos del Juzgado Segundo de Distrito en Materia de Amparo Civil, 

Administrativa y de Trabajo y de Juicios Federales en el Estado de Puebla. 
Lic. Guadalupe Olmedo Lozano. 

Rúbrica. 
(R.- 543721) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado 2do. de Distrito 
Pachuca, Hidalgo 

EDICTO 
 

En el juicio de amparo 825/2023-5, del índice del Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Hidalgo, 
promovido por Francisco Joel Corona Gómez, contra un acto que reclama del Juez de Control del Primer 
Circuito Judicial de Pachuca de Soto, Hidalgo, se dictó un acuerdo en el que, con fundamento en el artículo 
27, fracción III, inciso c), de la Ley de Amparo, se ordenó la publicación de edictos a efecto de lograr el 
emplazamiento de Daniela Lizeth Nava Hernández representante de la menor tercera interesada de identidad 
reservada A.P.N., a quien se hace de su conocimiento que ante este Juzgado se encuentra radicado el juicio 
de derechos arriba indicado, en el cual se reclama el auto de vinculación a proceso dictado el veintiocho de 
abril de dos mil veintitrés dentro de la causa penal 534/2023; por ello, se le hace saber que deberá 
presentarse ante este Juzgado Federal sito en Boulevard Luis Donaldo Colosio número 1209, Reserva 
Aquiles Serdán, Fraccionamiento Colosio I, primera etapa, Edificio “B”, 2º. Piso, Palacio de Justicia Federal, 
código postal 42084, Pachuca de Soto, Hidalgo, dentro del término de treinta días, contados a partir del día 
siguiente al de la última publicación, a deducir los derechos que a su interés correspondan, en el entendido 
que deberá identificarse con alguno de los siguientes documentos: Credencial de Elector, Pasaporte, Cartilla 
del Servicio Militar Nacional, Cédula Profesional, Identificación oficial vigente con fotografía y firma, expedida 
por el gobierno federal, estatal, municipal o de la Ciudad de México que tenga impresa la Clave Única de 
Registro de Población, Certificado de Matricula Consular, expedido por la Secretaría de Relaciones Exteriores, 
licencia de conducir vigente, permiso para conducir vigente en el caso de menores de edad; credencial del 
Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores; y tratándose de extranjeros el documento migratorio 
vigente que corresponda, bajo apercibimiento que de no señalar domicilio, se seguirá el presente juicio, 
haciéndose las ulteriores notificaciones por lista que se fijará en este Juzgado; asimismo, se le comunica que 
en autos están programadas las diez horas con tres minutos del veintiuno de septiembre de dos mil veintitrés, 
para la celebración de la audiencia constitucional. 

 
Pachuca de Soto, Hidalgo, 20 de septiembre de 2023. 

Secretaria del Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Hidalgo. 
María Isabel Estrada Casasola. 

Rúbrica. 
(R.- 543727) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Consejo de la Judicatura Federal 
Juzgado 2do. de Distrito en el Estado de Hidalgo 

Pachuca, Hidalgo 
EDICTO 

 
En el juicio de amparo 868/2023-7, del índice del Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Hidalgo, 

promovido por Joel Gómez Hernández, en su carácter de apoderado legal de la quejosa directa Ainek Aitana 
Gallegos Ortiz, contra actos que reclama del Tribunal Laboral del Poder Judicial del Estado de Hidalgo y 
otra(s) autoridad(es); se dictó acuerdo por el que se ordenó la publicación de edictos a efecto de lograr el 
emplazamiento de la tercera interesada Rabege Sociedad Anónima de Capital Variable, a quien se hace de su 
conocimiento que ante este Juzgado se encuentra radicado el juicio de derechos arriba indicado, en el que se 
reclama la omisión de la autoridad responsable Tribunal Laboral del Poder Judicial del Estado de Hidalgo, de 
acordar el escrito presentado el quince de marzo de dos mil veintitrés, en el expediente 328/2023 de su índice, 
por la aquí quejosa Ainek Aitana Gallegos Ortiz. Por ello, se hace del conocimiento de Rabege Sociedad 
Anónima de Capital Variable, (tercera interesada), que debe presentarse dentro del término de treinta días, 
contados a partir del día siguiente al de la última publicación a efecto de que si lo considera pertinente haga 
valer los derechos que le asistan y señale domicilio en la ciudad de Pachuca de Soto, Hidalgo, para oír y 
recibir notificaciones ante este Juzgado Federal, con el apercibimiento que de no hacerlo así, las ulteriores 
notificaciones, aun las de carácter personal, se le harán por medio de lista que se fije en este órgano de 
control constitucional, en el entendido que en autos están programadas las DIEZ HORAS CON TREINTA Y 
CINCO MINUTOS DEL VEINTE DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL VEINTITRÉS, para la celebración de la 
audiencia constitucional. Fíjese en la puerta de este Juzgado una copia íntegra de este proveído, por todo el 
tiempo del emplazamiento. 

 
Pachuca de Soto, Hidalgo, 08 de septiembre de 2023 

El Secretario del Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Hidalgo. 
Lic. Ricardo Flores Abrego. 

Rúbrica. 
(R.- 543749) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Segundo de Distrito en Materia Penal en el Estado de Querétaro 
EDICTO 

 
Tercero interesado: Modesto Hernández Trejo, quien ejerce el cargo de albacea de la sucesión 

testamentaria a bienes de Graciela González Torres. 
En los autos del juicio de amparo 620/2022-V, promovido por Guillermo de la Puente Alfaro, en su 

carácter de albacea de la sucesión testamentaria a bienes de Guillermo Bernardo Gillet Irwin, contra actos de 
la Primera Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Querétaro y otra autoridad; al ser 
señalado como tercero interesado y desconocerse su domicilio actual, con fundamento en el artículo 27, 
fracción III, inciso b), segundo párrafo, de la Ley de Amparo; así como en el artículo 315, del Código Federal 
de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente a la Ley de Amparo, se ordena su emplazamiento al 
juicio de mérito por edictos, los que se publicarán por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de 
la Federación y en uno de los periódicos de mayor circulación en la República Mexicana, haciendo de su 
conocimiento que en la Secretaría de este Juzgado queda a su disposición copia simple de la demanda de 
amparo y, que cuenta con un término de treinta días, contados a partir del siguiente al de de la última 
publicación de estos edictos, para que ocurra a este órgano constitucional a hacer valer sus derechos, 
apercibido que de no hacer manifestación alguna, las subsecuentes notificaciones, aún las de carácter 
personal, se practicarán por medio de lista que se publica en este Juzgado, conforme lo dispuesto en el 
artículo 26, fracción III, de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

 
Atentamente 

Santiago de Querétaro, Querétaro, a seis de septiembre de dos mil veintitrés. 
Secretario del Juzgado Segundo de Distrito en Materia Penal en el Estado de Querétaro. 

Lic. Francisco Alberto Santamaría Ibarra. 
Rúbrica. 

(R.- 543753) 



Lunes 30 de octubre de 2023 DIARIO OFICIAL      315 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Segundo de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México 
EDICTO 

 
TERCERA INTERESADA: BROSSMART SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE. 
EN EL MARGEN SUPERIOR IZQUIERDO APARECE UN SELLO QUE DICE: ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS, PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, SECCIÓN AMPAROS, MESA VIII, 
JUICIO DE AMPARO 568/2023, JUZGADO SEGUNDO DE DISTRITO EN MATERIA CIVIL EN LA CIUDAD 
DE MÉXICO. 

En los autos del juicio de amparo 568/2023, promovido por Nadia Margarita García Arce albacea de la 
sucesión de bienes de Rafael García Figueroa. Tercera interesada: Brossmart sociedad anónima de capital 
variable. Autoridades responsables: titular y actuario adscritos al Juzgado Vigésimo Quinto Civil de 
Proceso Escrito del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México: la parte quejosa reclama la 
falta de emplazamiento al juicio 94/2019 del índice del Juzgado Vigésimo Quinto Civil de Proceso Escrito 
del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, así como todo lo actuado. Hágase el 
emplazamiento a juicio de la tercera interesada Brossmart sociedad anónima de capital variable, por medio de 
edictos, los que deberán publicarse por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la 
Federación y en un periódico de circulación nacional, haciéndole del conocimiento a dicho sujeto procesal 
que deberá presentarse ante este juzgado dentro del término de treinta días, contado a partir del siguiente al 
de la última publicación de los edictos, ya que de no hacerlo, se le harán las subsecuentes notificaciones por 
medio de lista en los estrados de este juzgado. 

 
Ciudad de México, a dieciocho de septiembre de dos mil veintitrés. 

La Secretaria del Juzgado Segundo de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México. 
Marisol Trejo Morales 

Rúbrica. 
(R.- 543876) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Tercero de Distrito en Materias Civil y de Trabajo en el Estado de Nuevo León 
EDICTO 

 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. 
JUZGADO TERCERO DE DISTRITO EN MATERIAS CIVIL 

Y DE TRABAJO EN EL ESTADO DE NUEVO LEÓN. 
Servicios Morgar, sociedad anónima de capital variable, Gilberto 

Morales Garibay y Héctor Morales Garibay. 
 
En el juicio de amparo 1067/2022-3-C, promovido por Arfinsa, sociedad anónima de capital variable, 

contra actos del Magistrado de la Séptima Sala Unitaria Civil del Tribunal Superior de Justicia del Estado, 
y otra autoridad, en donde se le señaló como terceras interesadas, desconociéndose su domicilio cierto y 
actual, en cumplimiento al auto de tres del mes actual, se ordenó emplazarla a juicio por EDICTOS, que 
deberán publicarse por tres veces de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación y en el periódico 
“El Norte” que se edita en la ciudad, de conformidad con los artículos 27, fracción III, de la Ley de Amparo y 
315 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria. Queda a disposición de la tercera 
interesada, en la Actuaría de este Juzgado copia simple de la demanda de amparo, y ocurso aclaratorio, 
donde el acto reclamado consiste en: sentencia en artículo de dieciséis de junio de dos mil veintidós, en el 
toca de apelación en articulo 203/2022, formado con motivo de juicio ejecutivo mercantil 1127/2016, 
promovido por Arfinsa, sociedad anónima de capital variable, en contra de Servicios Morgar, sociedad 
anónima de capital variable, Gilberto Morales Garibay y Héctor Morales Garibay; procedimiento al que la 
impetrante refiere ser parte actora; haciéndole saber que cuenta con treinta días naturales contados a partir 
de la última publicación de los edictos, para que ocurran ante este Juzgado Federal a hacer valer sus 
derechos, y se le informa que se encuentran señaladas las diez horas con treinta y cuatro minutos del veinte 
de octubre del dos mil veintidós, para la audiencia constitucional. 

 
Monterrey, N.L., a 10 de octubre de 2023. 

Secretario del Juzgado Tercero de Distrito en Materias Civil y de Trabajo en el Estado. 
Lic. Alfonso Aníbal Urdiales Tijerina. 

Rúbrica. 
(R.- 543890) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Sexto de Distrito en Mérida, Yucatán 
EDICTO 

 
TERCERO INTERESADO: HEIDY GUADALUPE DZUL ACOSTA Y/O HEYDI GUADALUPE DZUL 

ACOSTA Y/O HEIDI GUADALUPE DZUL ACOSTA. 
En el juicio de amparo 476/2023, promovido por Irvi Gerardo Solís Poot, por sí y en representación de su 

hija menor de edad de iniciales N.M.S.D., contra el acto del Juez Primero de Oralidad Familiar turno 
vespertino del Primer Departamento Judicial del Estado, con sede en esta ciudad; se ordenó emplazar al 
tercero interesado HEIDY GUADALUPE DZUL ACOSTA Y/O HEYDI GUADALUPE DZUL ACOSTA Y/O 
HEIDI GUADALUPE DZUL ACOSTA, la que deberá presentarse ante este Juzgado Sexto de Distrito en el 
Estado de Yucatán, dentro del término de treinta días, contados a partir del siguiente al de la última 
publicación, a defender sus derechos y señalar domicilio en esta ciudad de Mérida, Yucatán, para oír y recibir 
notificaciones; apercibida que de no comparecer, se seguirá el juicio haciéndosele las ulteriores notificaciones 
por medio de lista que se fija en los estrados de este Juzgado Federal; asimismo, queda a su disposición en la 
Secretaría de este juzgado, copia simple de la demanda de amparo, así como copia autorizada de los autos 
de prevención, escrito aclaratorio; auto admisorio; y auto de radicación a este juzgado; para su publicación por 
tres veces, de siete en siete días naturales, en el Diario Oficial de la Federación, y “REFORMA”, por ser uno 
de los de mayor circulación en la República Mexicana, se expide; lo anterior, en cumplimiento a lo dispuesto 
por los artículos 27, fracción III, inciso c), de la Ley de Amparo, en relación con el 315 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la citada ley de la materia; por último, se consta que la 
audiencia constitucional se fijó a las nueve horas con treinta y cinco minutos del siete de noviembre de dos mil 
veintitrés. 

 
Mérida, Yucatán, 05 de octubre de 2023. 

La Secretaria del Juzgado Sexto de Distrito en el Estado de Yucatán 
Lic. Erika Esther Góngora Barbosa. 

Rúbrica. 
(R.- 544050) 

Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Decimoséptimo de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México 

EDICTOS. 
 
En cumplimiento a lo ordenado en proveído de veintinueve de septiembre de dos mil veintitrés, 

dictado en el juicio de amparo 968/2023, promovido por Marco Antonio López Ruiz, en representación 
del Fujifilm de México, sociedad anónima de capital variable, contra actos de la Administración 
Desconcentrada de Recaudación de Guerrero “1”, dependiente de la Administración General de 
Recaudación, y otras; con fundamento en los artículos 27, fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo y 315 
del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria, se ordena el emplazamiento a juicio de 
la tercera interesada Foto Regis, Compañía Importadora Fotográfica, sociedad anónima de capital variable, 
por edictos, los cuales, se deberán publicar por tres veces de siete en siete días en el Diario Oficial de la 
Federación y en uno de los periódicos de mayor circulación en la República, para el efecto de que 
comparezca ante este Juzgado Decimoséptimo de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de 
México, por sí, o por apoderado que pueda representarla, en el término de treinta días contados a partir del 
día siguiente al de la última publicación, quedando a su disposición en la Secretaría correspondiente las 
copias simples para su traslado, de la demanda de garantías, auto admisorio, así como del proveído de 
veintinueve de septiembre de dos mil veintitrés; apercibida que en caso de no presentarse dentro del término 
establecido para ello, se tendrá por hecha las notificación de su entero perjuicio. 

 
En la Ciudad de México, a 05 de octubre de 2023. 

El Secretario adscrito al Juzgado Decimoséptimo de Distrito 
en Materia Administrativa en la Ciudad de México. 

Lic. Diego Armando Juárez Ruiz 
Rúbrica. 

(R.- 544134) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Estado de Guanajuato 

Poder Judicial 
Juzgado de Oralidad Mercantil 

Región Irapuato 
Con ubicación en Av. Florencia número 645 

Residencial Campestre de Irapuato, Guanajuato 
EDICTO 

 
Por este medio se notifica a Ma. Guadalupe Serna Casanova, Ricardo Serna Casanova y María 

Guadalupe y/o Ma. Guadalupe Serna Meneses, en su carácter de terceros interesados, en el Juicio 
de Amparo Directo 038/2023 promovido por la parte actora en contra de la sentencia definitiva dictada 
el 15 de diciembre del año pasado dentro del Juicio Oral Mercantil SOM109/2020 promovido por 
TOYOPOWERGLOBAL PTE LTD, antes TRADE PROMOTERS INTERNACIONAL PTE LTD en contra de 
MULTIBAN S.A. DE C.V., Fernando Serna Meneses, Ma. Guadalupe Serna Casanova, Ricardo Serna 
Casanova y María Guadalupe y/o Ma. Guadalupe Serna Meneses , haciéndoles saber que la copia de 
traslado prevista en la fracción II del artículo 178 del invocado ordenamiento legal se encuentra a su 
disposición en la Secretaría de este Tribunal para que comparezca ante el Primer Tribunal Colegiado de 
Circuito a hacer valer sus derechos y, en su caso, ante la admisión de demanda por parte de dicha autoridad 
a presentar alegatos o promover amparo adhesivo dentro del plazo de 15 días que refiere el artículo 182 del 
citado ordenamiento legal, así como a señalar domicilio para recibir notificaciones en el lugar de residencia de 
la autoridad federal; apercibiéndola que de no hacer esto último las notificaciones, incluso personales, se le 
practicarán mediante lista publicada en los estrados del Tribunal federal. 

Publíquese por tres veces de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en uno de 
los periódicos comerciales de mayor circulación en la República. Doy fe. 

 
Irapuato, Guanajuato a 17 de octubre del año 2023 

Secretario de Acuerdos del Juzgado de Oralidad Mercantil Región Irapuato 
Licenciado Omar Ramírez Belman 

Rúbrica. 
(R.- 544139) 

AVISO AL PÚBLICO 

Se informa que para la inserción de documentos en el Diario Oficial de la Federación, se deberán cubrir 
los siguientes requisitos: 

 Escrito dirigido al Director General Adjunto del Diario Oficial de la Federación, solicitando la publicación 
del documento, fundando y motivando su petición conforme a la normatividad aplicable, con dos copias 
legibles. 

 Documento a publicar en papel membretado que contenga lugar y fecha de expedición, cargo, nombre 
y firma autógrafa de la autoridad emisora, sin alteraciones, en original y dos copias legibles. 

 Versión electrónica del documento a publicar, en formato Word, contenida en un solo archivo, 
correctamente identificado. 

 Comprobante de pago realizado ante cualquier institución bancaria o vía internet mediante el esquema 
de pago electrónico e5cinco del SAT, con la clave de referencia 014001743 y la cadena 
de la dependencia 22010010000000. El pago deberá realizarse invariablemente a nombre del solicitante de la 
publicación, en caso de personas físicas y a nombre del ente público u organización, en caso de personas 
morales. El comprobante de pago se presenta en original y copia simple. El original del pago queda bajo 
resguardo de esta Dirección General Adjunta. 

Nota: No se aceptarán recibos bancarios ilegibles; con anotaciones o alteraciones; con pegamento o cinta 
adhesiva; cortados o rotos; pegados en hojas adicionales; perforados; con sellos diferentes a los de las 
instituciones bancarias. 

Todos los documentos originales, entregados al Diario Oficial de la Federación, quedarán resguardados en 
sus archivos. 

Las solicitudes de publicación de licitaciones para Concursos de Adquisiciones, Arrendamientos, Obras y 
Servicios, así como los Concursos a Plazas Vacantes del Servicio Profesional de Carrera, se podrán tramitar 
a través de la herramienta “Solicitud de publicación de documentos en el Diario Oficial de la Federación a 
través de medios remotos”, para lo cual además de presentar en archivo electrónico el documento a publicar, 
el pago correspondiente (sólo en convocatorias para licitaciones públicas) y la e.firma de la autoridad emisora 
del documento, deberá contar con el usuario y contraseña que proporciona la Dirección General Adjunta del 
Diario Oficial de la Federación. 

Por ningún motivo se dará trámite a las solicitudes que no cumplan los requisitos antes señalados. 
Teléfonos: 55 50 93 32 00 y 55 51 28 00 00, extensiones 35078 y 35079. 

Atentamente 
Diario Oficial de la Federación 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Decimosexto de Distrito en el Estado de México, 
con residencia en Naucalpan 

Principal 458/2023-I-B 
 

PARA SU PUBLICACIÓN EN: 
EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN Y EN UNO DE LOS 

PERIÓDICOS DE MAYOR CIRCULACIÓN A NIVEL NACIONAL, 
POR TRES VECES, DE SIETE EN SIETE DÍAS. 

EDICTO 
SE EMPLAZA A LOS TERCERO INTERESADOS JESÚS GARCÍA MARTÍNEZ Y PEDRO FRANCISCO 

RAMOS CALDERÓN. 
EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 458/2023-I-B, DEL ÍNDICE DE ESTE JUZGADO 

DECIMOSEXTO DE DISTRITO EN EL ESTADO DE MÉXICO, CON RESIDENCIA EN NAUCALPAN DE 
JUÁREZ, PROMOVIDO POR PAULUS ESAU ESCAMILLA BONILLA, EN SU CARÁCTER DE APODERADO 
LEGAL DE RGO COMERCIALIZADORA SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, CONTRA LOS 
ACTOS RECLAMADOS AL PRIMER TRIBUNAL LABORAL DE LA REGIÓN JUDICIAL DE TLALNEPANTLA, 
ESTADO DE MÉXICO Y OTRA AUTORIDAD RESPONSABLE, CONSISTENTES ESENCIALMENTE EN: 
EL EMPLAZAMIENTO Y COMO CONSECUENCIA TODO LO ACTUADO EN EL EXPEDIENTE 1080/2022, 
EN EL QUE YA SE DICTO LAUDO; ASÍ COMO SU EJECUCIÓN, PARA HACER SABER A LOS TERCEROS 
INTERESADOS JESÚS GARCÍA MARTÍNEZ Y PEDRO FRANCISCO RAMOS, EL DERECHO QUE TIENEN 
DE APERSONARSE DENTRO DEL TÉRMINO DE TREINTA DÍAS, CONTADOS A PARTIR DEL SIGUIENTE 
AL DE LA ÚLTIMA PUBLICACIÓN EL PRESENTE EDICTO, APERCIBIDOS QUE DE NO HACERLO LAS 
SUBSECUENTES NOTIFICACIONES, AÚN LAS DE CARÁCTER PERSONAL, SE LES HARÁN POR MEDIO 
DE LISTA QUE SE FIJA EN LOS ESTRADOS DE ESTE RECINTO JUDICIAL. LO ANTERIOR CON APOYO 
CON LOS ARTÍCULOS 26 FRACCIÓN III Y 29 DE LA LEY DE AMPARO, POR LO QUE, DEBERÁN 
COMPARECER DEBIDAMENTE IDENTIFICADOS EN LAS INSTALACIONES QUE OCUPA ESTE 
JUZGADO, SITO EN BOULEVARD TOLUCA, NÚMERO CUATRO, PISO NUEVE, COLONIA PARQUE 
INDUSTRIAL, NAUCALPAN, CÓDIGO POSTAL 53370, NAUCALPAN DE JUÁREZ, ESTADO DE MÉXICO, 
PARA SER DEBIDAMENTE EMPLAZADOS AL JUICIO DE REFERENCIA; Y QUE LA AUDIENCIA 
CONSTITUCIONAL SE ENCUENTRA FIJADA PARA LAS DIEZ HORAS CON UN MINUTO DEL ONCE DE 
OCTUBRE DE DOS MIL VEINTITRÉS. 

 
Atentamente 

Naucalpan de Juárez, Estado de México, a veinte de septiembre de dos mil veintitrés 
La Secretaria del Juzgado Decimosexto de Distrito en el Estado de México, 

 con residencia en Naucalpan de Juárez. 
Lidia Paola Mirabal Jiménez. 

Rúbrica. 
(R.- 543883) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Primero de Distrito 
Saltillo, Coahuila de Zaragoza 

EDICTO 
 
Amparo indirecto: 542/2023-II 
Quejoso: Constructora y Servicios Prisma, sociedad anónima de capital variable, por conducto 

de su apoderado legal para pleitos cobranzas Enrique Adolfo Gutiérrez Falcón. 
Tercero interesado: Saltillo Futbol Asociación, Asociación Civil. 
Se hace de su conocimiento que Constructora y Servicios Prisma, sociedad anónima de capital 

variable, por conducto de su apoderado legal para pleitos cobranzas Enrique Adolfo Gutiérrez Falcón, 
promovió amparo indirecto contra el embargo y la resolución, mediante la cual declara fincado y adjudicado a 
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favor de Concretos La Silla S.A. de capital variable el inmueble que pertenece en propiedad y posesión a mi 
representada, pronunciada dentro de las piezas del expediente No. 298/2009 dentro del Juicio Ejecutivo 
Mercantil, promovido por Calixto Salinas Dávalos, en su carácter de endosatario procuración de Concretos  
La Silla S.A. de capital variable en contra de SIESA Edificaciones S.A. de capital variable, cuyo inmueble 
identifica como aquel que corresponde a los certificados de gravámenes que respecto de esta propiedad 
aparecen en anotaciones marginales, en el registro público de la propiedad, de la demanda de nulidad de 
contrato de compraventa instaurado, por mi representada, en contra de Saltillo Fútbol Asociación A:C: y la 
empresa SIESA Edificaciones S.A. de capital variable, dentro del expediente número 1553/2007 tramitado por 
el Juzgado Primero de Primera Instancia en Materia Civil del Distrito Judicial de Saltillo, con residencia  
en la ciudad de Saltillo Coahuila Asimismo reclamo la ejecución de cualquier acto tendiente a materializar  
la adjudicación del inmueble, como lo es la orden de poner en posesión al adjudicado del inmueble, así como 
la liberación de oficios al registro público de la propiedad del estado de Coahuila, mediante el cual se pretenda 
hacer cualquier anotación o aviso derivado del fincamiento y adjudicación, con fundamento en el artículo 27, 
fracción III, inciso b) y c), de la Ley de Amparo, en relación con el 315 del Código Federal de Procedimiento 
Civiles, aplicado supletoriamente, se ordenó emplazar al tercero interesado Saltillo Futbol Asociación, 
Asociación Civil por edictos, publicándose por tres veces, de siete en siete días naturales en el Diario Oficial 
de la Federación y uno de mayor circulación en la República Mexicana; haciéndole saber al tercero interesado 
que deberá presentarse en este juzgado dentro del término de treinta días, contado a partir del día siguiente al 
de la última publicación. De igual forma se le requiere para que dentro del término aludido, señalen domicilio 
para oír y recibir notificaciones en esta ciudad y persona autorizada para tal efecto; quedando apercibidos de 
que de no comparecer, a este juicio, las subsecuentes notificaciones, aun las de carácter personal, se harán 
por medio de lista que se fijaran por los estrados de este juzgado de distrito. Doy fe. 
 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza a trece de septiembre de dos mil veintitrés. 
Secretario del Juzgado Primero de Distrito en el Estado de Coahuila de 

Zaragoza, con residencia en Saltillo. 
Vladimir Armando Ibarra Valenciana. 

Rúbrica. 
(R.- 543752) 

Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 

Juzgado 6o. de Distrito 

Villahermosa, Tabasco 

EDICTO 

 

CC. Christian Antonio Llergo Jiménez (Tercero interesado) 

Donde se encuentre: 

En vía de notificación se le comunica que en el Juzgado Sexto de Distrito en el Estado de Tabasco, se 

tramita actualmente el juicio de amparo 1637/2023-IV promovido por Edy del Carmen Oliva Alejo, contra el 

acto del Tribunal de Juicio Oral de la Región Nueve del Municipio de Centro, Tabasco; que hizo consistir 

sustancialmente en la resolución de diez de agosto de dos mil veintitrés, dictada dentro de la causa penal 

1234/2018 en la que se negó a la parte quejosa el cese de la medida cautelar de prisión preventiva oficiosa. 

Mediante acuerdo de diecisiete de agosto de dos mil veintitrés, se admitió a trámite la demanda de 

amparo, bajo el número 1637/2023-IV; se solicitó a la autoridad responsable informe justificado; se otorgó 

legal intervención al Fiscal Federal de la adscripción; se fijó hora y fecha para celebración de audiencia 

constitucional, la cual se difirió, en virtud de no haberse logrado el emplazamiento del tercero interesado 

Christian Antonio Llergo Jiménez, y que actualmente se encuentra señalada para las DIEZ HORAS CON 

CUARENTA MINUTOS DEL VEINTE DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTITRÉS. 

Por tanto, mediante acuerdo de veintinueve de septiembre de dos mil veintitrés, se ordenó el 

emplazamiento de dicha parte tercera interesada a través de edictos, por ignorarse su domicilio, a pesar de 

haber realizado múltiples gestiones encaminadas a dicho fin. 



320      DIARIO OFICIAL Lunes 30 de octubre de 2023 

Consecuentemente, cumpliendo dicho mandato judicial, se expide el presente edicto en tres tantos, para 

su publicación en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los de mayor circulación en la República 

Mexicana, por tres veces de siete en siete días, así como para que sean fijados en los sitios públicos de 

costumbre, haciéndose saber a la referida parte tercera interesada que deberá comparecer a este Juzgado, 

sito en Avenida Ruiz Cortines número 917, Colonia Centro, C.P. 86000, Villahermosa, Tabasco, en el plazo de 

treinta días a partir del día siguiente al de la última publicación, a recoger copia de traslado y comparecer a 

juicio si así le conviniere. 

Dado en la ciudad de Villahermosa, Tabasco, el cuatro de octubre de dos mil veintitrés. 

 

El Secretario de Juzgado 

José Pablo Galindo Andrade. 

Rúbrica. 

(R.- 544054) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Decimoséptimo de Distrito 
Xalapa, Veracruz 

Juicio de Amparo 590/2020 
EDICTO 

 
Tomás Landa Hernández, Julio Hernández Vargas, Ignacia Segundo P., María del Pilar Fernández L, 

Fermín Solana Arrez, Gloria Clavel Beltrán, Ma. Eugenia Monjil Córdoba, María del Socorro García 
Hernández, Dulce María de la Fuente P., José Domingo M A, Enrique Pérez B, Ana María Rodríguez G., Rosa 
F. Ortiz Hernández, Tomás GM., Sonia Mora Galindo, Cristina Cortés Rosales, Pedro García T., Cristina 
García C., Amín García Rodríguez, Ricardo M C, Ana C Rivera Martínez, Raúl Hernández J., Yuna Ruiz 
Hernández, Filemón Ruiz, Luis A González A., Héctor Solís M., Cecilia Domínguez Martínez, Mariana 
Rodríguez Domínguez, Blanca Ruth, Aurelio Méndez, Adolfo García C., Fabián Flores Rivera, Luz María 
García Olmos, Erika Tejeda, Daniel Sánchez Jarvio, Patricia Arellano Hernández, Claudia Hernández Tlapa, 
Alberto Contreras y Mindred Navarro Camacho. 

En el lugar en que se encuentren, hago saber a Ustedes: 
En los autos del juicio de amparo 590/2020 promovido por Erwin Contreras López, en su carácter de 

representante legal de la persona moral denominada MATC DIGITAL, Sociedad de Responsabilidad Limitada 
de Capital Variable, contra actos del Directora de Obras Públicas y Desarrollo Municipal, de Coatepec, 
Veracruz y otras autoridades;, radicado en este Juzgado Decimoséptimo de Distrito en el Estado de Veracruz, 
con sede en Xalapa, sito en avenida Manuel Ávila Camacho, número 190, colonia Centro, código postal 
91000, Xalapa, se les ha reconocido el carácter de terceros interesados y como se desconoce su domicilio 
actual, en acuerdo de cinco de junio de dos mil veintitrés, se ordenó emplazarlos por edictos que deberán 
publicarse por tres veces, de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación; en uno de los Diarios de 
mayor circulación en la República Mexicana, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 27, fracción III, 
inciso b), de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente 
a la ley de la materia, haciéndoles saber que podrán presentarse dentro de los treinta días en este Juzgado de 
Distrito, contados a partir del siguiente al de la última publicación; apercibidos que, de no hacerlo, las 
posteriores notificaciones, se les harán por lista de acuerdos que se fije en los estrados de este órgano 
jurisdiccional, quedando a su disposición en la Secretaría de este Juzgado copia simple de la demanda de 
amparo, escrito aclaratorio y ocurso de ampliación de demanda; asimismo, se hace de su conocimiento que la 
audiencia constitucional está prevista para las TRECE HORAS CON VEINTE MINUTOS DEL DIECISIETE DE 
OCTUBRE DE DOS MIL VEINTITRES; de igual forma, se les hace saber que los actos reclamados por la 
parte quejosa en el juicio de amparo que se trata, se hacen consistir en: Las órdenes verbales o escritas que 
haya girado la Directora de Obras Públicas y Desarrollo Municipal, de Coatepec, Veracruz, para dar inicio al 
procedimiento de verificación en contra de la antena de telecomunicaciones ubicada en la quinta calle de 
Zamora, actualmente Gutiérrez Zamora ciento cuarenta y siete (147) de Coatepec, Veracruz, a la cual se le 
denomina SITIO PLAZA SAN ANTONIO, que trajo como consecuencia la multa económica y otros actos. 
 

Atentamente 
Xalapa, Veracruz, a 05 de junio de 2023 

La Secretaria del Juzgado Decimoséptimo de Distrito en el Estado de Veracruz 
Zoila Vallejo Limón. 

Rúbrica. 
(R.- 544123) 
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Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Noveno de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México 

Domicilio: edificio sede del Poder Judicial de la Federación, en San Lázaro, Eduardo Molina No. 2, acceso 11, 

nivel plaza, colonia Del Parque, Alcaldía Venustiano Carranza, Ciudad de México, código postal 15960 

Procesos Civiles o Administrativos 351/2023 

“2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del pueblo” 

EDICTO 

 

POLÍMERO Y MATERIAS PRIMAS INTERNACIONALES, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL 

VARIABLE. 

En diecinueve de septiembre de dos mil veintitrés, se admitió a trámite la demanda promovida por 

FERNANDO LÓPEZ MACHINENA, en la vía y forma propuestas, quedando registrado como juicio especial 

mercantil de procedimiento especial de reposición de títulos de crédito número 351/2023-B, contra 

POLÍMERO Y MATERIAS PRIMAS INTERNACIONALES, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, 

en cual, con fundamento en el artículo 45 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, se decretó: 

I). La cancelación del Título de Acciones CF-Clase I-Serie A-No.1, expedido a favor de Fernando López 

Machinena, que ampara 1,197 (mil ciento noventa y siete) acciones Clase "I”, Serie "A", sin expresión de valor 

nominal, íntegramente suscritas y pagadas, representativas del capital social fijo de la sociedad Polímero 

y Materias Primas Internacionales, sociedad anónima de capital variable. 

II). La cancelación del Título de Acciones CV-Clase “II” Serie "B”-No.1, expedido a favor de Fernando 

López Machinena, que ampara 1’334,703 (un millón trescientos treinta y cuatro mil setecientas tres) acciones 

Clase “II”, Serie "B”, sin expresión de valor nominal, íntegramente suscritas y pagadas, representativas 

del capital social variable de la sociedad Polímero y Materias Primas Internacionales, sociedad anónima de 

capital variable. 

Por lo que se autorizó a la emitente de los títulos accionarios antes descritos, a la restitución para el caso 

de que nadie se presente a oponerse a la cancelación, dentro de un plazo de sesenta días, contados 

a partir de la publicación del presente decreto en los términos de la fracción III de la disposición legal 

señalada, o dentro del término de los treinta días posteriores al vencimiento del título, según que éste sea o 

no exigible en los treinta días que sigan al decreto. Con fundamento en la fracción III del artículo 45 de la Ley 

General de Títulos y Operaciones de Crédito, se ordena publicar por una vez en el Diario Oficial de la 

Federación, un extracto del presente decreto de cancelación. 

 

Atentamente. 

En la Ciudad de México, a 19 de septiembre de 2023 

Secretario del Juzgado Noveno de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México. 

Juan Diego Hernández Villegas. 

Rúbrica. 

(R.- 544127) 

AVISO 
A LOS USUARIOS DEL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 

 
Se informa que el Servicio de Administración Tributaria (SAT) es el órgano encargado de emitir el 

Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI) a los usuarios de los servicios que presta el Diario Oficial de la 
Federación por el pago de derechos por publicaciones, así como el pago de aprovechamientos por la compra 
de ejemplares, de conformidad con lo establecido en los artículos 29 y 29-A del Código Fiscal de la 
Federación. Los comprobantes están disponibles para el contribuyente en la página de Internet 
www.sat.gob.mx sección “Factura electrónica/Cancela y recupera tus facturas”, y posteriormente anotar el 
RFC del emisor SAT 970701NN3. 

Es importante señalar que el SAT sólo emitirá los CFDI’s de aquellos pagos en los que el Registro Federal 
de Contribuyentes (RFC), se encuentre capturado y de forma correcta en el recibo bancario con el que se 
realizó el pago. 

El contribuyente que requiera orientación deberá dirigirse al SAT.  
Atentamente 

Diario Oficial de la Federación 
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Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 

Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito 

EDICTO 

 

En el juicio de amparo directo 308/2023, promovido por Rosaura Nadiezdha Suárez Ramírez, por propio 

derecho, en contra de la Primera Sala Colegiada Familiar de Toluca del Tribunal Superior de Justicia del 

Estado de México, se emitió un acuerdo para hacer saber a los terceros interesados Iván Isaí Sánchez 

Mondragón y Jaseth Israel Sánchez Mondragón, que dentro de los treinta días siguientes deberá 

comparecer debidamente identificada en las instalaciones que ocupa este Tribunal, sito en Avenida Doctor 

Nicolás San Juan, Número 104, Colonia Ex Rancho Cuauhtémoc, séptimo piso, código postal 50010, para ser 

debidamente emplazada al juicio de referencia. 

 

Atentamente. 

Toluca, Estado de México, 21 de septiembre de 2023. 

Por Acuerdo del Magistrado Presidente, firma el Secretario de Acuerdos del Cuarto Tribunal Colegiado 

en Materia Civil del Segundo Circuito, con residencia en Toluca. 

Licenciado Heleodoro Herrera Mendoza 

Rúbrica. 

(R.- 544079) 
 
 

 AVISOS GENERALES 
 
 
 

 

Estados Unidos Mexicanos 

Secretaría de la Función Pública 

Órgano Interno de Control en el Servicio de Administración Tributaria 

Área de Responsabilidades 

Expediente Administrativo No RES-0217/2022 

NOTIFICACION POR EDICTO 

 

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 208 fracción II de la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas, en relación con el artículo 1 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo y 

315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, por este medio se practica la notificación por la cual se 

emplaza a la ciudadana EDITH DIAZ PINEDA, para que comparezca a las 10:00 horas, dentro de los quince 

días hábiles siguientes al de la última publicación del presente edicto, al desahogo de la Audiencia 

correspondiente que se realizará en el Procedimiento Administrativo de Responsabilidades RES-0217/2022, 

ante la suscrita, en las oficinas que ocupa esta Área de Responsabilidades del Órgano Interno de Control en 

el Servicio de Administración Tributaria, ubicadas en Avenida Hidalgo número 77 Módulo IV, 5° piso, Colonia 

Guerrero, C.P. 06300 en la Ciudad de México, para que manifieste lo que a su derecho convenga, respecto a 

la falta administrativa, presuntamente atribuible durante su cargo como Asesor Fiscal Integral adscrita a la 

Administración Desconcentrada de Servicios al Contribuyente de San Luis Potosí “1” del Servicio 

de Administración Tributaria, por constituir presuntas faltas administrativas señaladas como se detalla en 

el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa de fecha 27 de septiembre de 2022, contenido en el 

oficio 101-04-2022-06365, lo que podría infringir en el artículo 57 de la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas, asimismo se le informa que en el momento de la audiencia, deberá ofrecer las pruebas que 

considere necesarias, que tiene derecho a la asistencia de un defensor y de no contar con él, le será 

nombrado uno de oficio, deberá señalar domicilio para oír y recibir notificaciones en la Ciudad de México, de 
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no hacerlo, las subsecuentes notificaciones aún las de carácter personal, se llevarán a cabo a través de los 

estrados de esta Autoridad; queda a su disposición copia certificada del Informe de Presunta Responsabilidad 

Administrativa, el acuerdo por el que se admite el mismo, el expediente de investigación, el oficio de 

emplazamiento de audiencia inicial número 101-03-2023-2143 y demás constancias y pruebas ofrecidas por la 

autoridad investigadora; podrá consultar el expediente de lunes a viernes de 9:00 a 14:00 y de 15:00 a 17:00 

horas, en las oficinas que ocupa esta Área de Responsabilidades del Órgano Interno de Control en el Servicio 

de Administración Tributaria. ------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 
 

Ciudad de México, a 04 de septiembre de 2023. 

Titular del Área de Responsabilidades del Órgano Interno de  

Control en el Servicio de Administración Tributaria. 

Lic. Sandra Beatriz Sepúlveda Zamudio 

Rúbrica. 

(R.- 543012) 

Auditoría Superior de la Federación 

Cámara de Diputados 

Unidad de Asuntos Jurídicos 

Dirección General de Substanciación “A” 

Expediente No. DGSUB"A"/A.2/271/07/2023 

EDICTO 
 

En el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa iniciado por la Dirección General de 

Substanciación “A” de la Auditoría Superior de la Federación, con número DGSUB"A"/A.2/271/07/2023, en el 

cual se señala como presunto responsable, entre otros, al C. JUAN PABLO GUILLERMO MOLINA, por la 

probable falta administrativa de Desvío de recursos públicos, contemplada en el artículo 54 de la Ley 

General de Responsabilidades Administrativas; con fecha veintinueve de septiembre de dos mil veintitrés, se 

ordenó emplazarlo a dicho procedimiento por medio de edictos, por lo que, con fundamento en lo dispuesto en 

el artículo 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en términos del artículo 

1° de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, la cual a su vez es supletoria de la Ley 

General de Responsabilidades Administrativas de conformidad con su diverso 118; se le cita para que 

comparezca a la Audiencia Inicial que se celebrará el día ONCE (11) DE DICIEMBRE DE DOS MIL 

VEINTITRÉS a las DOCE HORAS CON CERO MINUTOS (12:00) en las oficinas que ocupa la Dirección 

General de Substanciación “A” de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Auditoría Superior de la Federación, 

ubicadas en el sexto piso del edificio “A” situado en Carretera Picacho Ajusco número 167, Colonia Ampliación 

Fuentes del Pedregal, C.P. 14110, Alcaldía Tlalpan, Ciudad de México; para que rinda su declaración por 

escrito o verbalmente y ofrezca las pruebas que estime necesarias para su defensa; asimismo, se le informa 

el derecho que tiene de no declarar en contra de sí mismo ni declararse culpable, así como su derecho a 

defenderse personalmente o ser asistido por un defensor perito en la materia y que, de no contar con un 

defensor, en caso de solicitarlo, le será nombrado uno de oficio. Poniéndosele a su disposición las copias de 

traslado, además de que podrá acudir a consultar las constancias que integran el Expediente de Presunta 

Responsabilidad Administrativa que nos ocupa, en el domicilio antes señalado, en días hábiles y dentro del 

horario comprendido de las 9:00 a las 15:00 y de las 16:30 a las 18:30. Asimismo, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 305 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la 

materia, se le hace saber que deberá señalar domicilio para oír y recibir notificaciones en la Ciudad de 

México, sede de la Auditoría Superior de la Federación, apercibido que de no hacerlo, las que se deban 

practicar posteriormente, inclusive las de carácter personal, se deben llevar a cabo a través de rotulón que se 

fijará en los estrados de Auditoría Superior de la Federación. Si, pasado el término referido anteriormente, no 

comparece a la audiencia inicial, se debe seguir el procedimiento, haciéndosele las ulteriores notificaciones 

por rotulón, que se fijará en los estrados de la Auditoría Superior de la Federación, y que debe contener, en 

síntesis, la determinación que ha de notificarse. Ciudad de México, a veintinueve de septiembre de dos mil 

veintitrés, el Licenciado Isaid Rodríguez Esquivel, Director de Substanciación “A.2” de la Auditoría Superior 

de la Federación.- Rúbrica. 
 

(R.- 542959) 
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Auditoría Superior de la Federación 

Cámara de Diputados 

Unidad de Asuntos Jurídicos 

Dirección General de Substanciación “A” 

Expediente No. DGSUB“A”/A.2/323/08/2023 

EDICTO 

 

En el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa número DGSUB“A”/A.2/323/08/2023, iniciado por 

la Dirección General de Substanciación “A” de la Auditoría Superior de la Federación, en el cual se señala 

como presunto responsable, entre otros, al C. JUAN MELQUIADES VERGARA FERNÁNDEZ, por la 

probable falta administrativa consistente en abuso de funciones; se ordenó emplazar al presunto 

responsable por edictos a dicho procedimiento, por lo que, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 315 

del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en términos del artículo 1° de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, la cual a su vez es supletoria de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas de conformidad con su diverso 118; se le cita para que comparezca 

personalmente a la respectiva Audiencia Inicial, prevista en el artículo 208, fracción I del último ordenamiento 

legal citado, que se celebrará en las oficinas que ocupa la Dirección General de Substanciación “A” de la 

Unidad de Asuntos Jurídicos de la Auditoría Superior de la Federación ubicadas en el sexto piso 

del edificio “A” situado en Carretera Picacho Ajusco número 167, Colonia Ampliación Fuentes del Pedregal, 

C.P. 14110, Tlalpan, Ciudad de México, el día dieciséis (16) de enero de dos mil veinticuatro (2024), a las 

nueve horas con cero minutos (09:00). Para que rinda su declaración por escrito o verbalmente y ofrezca 

las pruebas que estime necesarias para su defensa; asimismo, se le informa el derecho que tiene de no 

declarar en contra de sí mismo ni declararse culpable, así como su derecho a defenderse personalmente o ser 

asistido por un defensor perito en la materia y que, de no contar con un defensor, en caso de solicitarlo, le 

será nombrado uno de oficio. Poniéndosele a su disposición las copias de traslado y a la vista para su 

consulta, en días hábiles y dentro del horario comprendido de las 9:00 a las 15:00 y de las 16:30 a las 18:30, 

las constancias que integra el Expediente de Presunta Responsabilidad Administrativa que nos ocupa. 

Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 305 del Código Federal de Procedimientos Civiles 

de aplicación supletoria a la materia, se le hace saber que en su audiencia inicial debe señalar domicilio para 

oír y recibir notificaciones en la Ciudad de México, sede de la Auditoría Superior de la Federación, apercibido 

que de no hacerlo, las notificaciones que se deban practicar posteriormente, inclusive las de carácter 

personal, se llevarán a cabo a través de rotulón que se fijará en los estrados de esta Dirección General de 

Substanciación “A”, que se identifican en la vitrina señalada con el número 4, ubicada en la entrada del Anexo 

del Edificio “B” del inmueble anteriormente descrito. Ciudad de México, a trece de octubre de dos mil 

veintitrés, el Licenciado Isaid Rodríguez Esquivel, Director de Substanciación “A.2” de la Auditoría Superior 

de la Federación.- Rúbrica. 

 

(R.- 543982) 

Auditoría Superior de la Federación 

Cámara de Diputados 

Unidad de Asuntos Jurídicos 

Dirección General de Substanciación “A” 

Expediente No. DGSUB“A”/A.2/310/08/2023 

EDICTO 

 

En el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa número DGSUB“A”/A.2/310/08/2023, iniciado por 

la Dirección General de Substanciación “A” de la Auditoría Superior de la Federación, en el cual se señala 

como presunto responsable, entre otros, al C. MOISÉS ANDRÉS SÁNCHEZ DOMÍNGUEZ, por la probable 

falta administrativa consistente en abuso de funciones; se ordenó emplazar al presunto responsable por 

edictos a dicho procedimiento, por lo que, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 315 del Código 
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Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en términos del artículo 1° de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, la cual a su vez es supletoria de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas de conformidad con su diverso 118; se le cita para que comparezca 

personalmente a la respectiva Audiencia Inicial, prevista en el artículo 208, fracción I del último ordenamiento 

legal citado, que se celebrará en las oficinas que ocupa la Dirección General de Substanciación “A” de la 

Unidad de Asuntos Jurídicos de la Auditoría Superior de la Federación ubicadas en el sexto piso del edificio 

“A” situado en Carretera Picacho Ajusco número 167, Colonia Ampliación Fuentes del Pedregal, C.P. 14110, 

Tlalpan, Ciudad de México, el día dieciséis (16) de enero de dos mil veinticuatro (2024), a las nueve 

horas con treinta minutos (9:30). Para que rinda su declaración por escrito o verbalmente y ofrezca las 

pruebas que estime necesarias para su defensa; asimismo, se le informa el derecho que tiene de no declarar 

en contra de sí mismo ni declararse culpable, así como su derecho a defenderse personalmente o ser asistido 

por un defensor perito en la materia y que, de no contar con un defensor, en caso de solicitarlo, le será 

nombrado uno de oficio. Poniéndosele a su disposición las copias de traslado y a la vista para su consulta, en 

días hábiles y dentro del horario comprendido de las 9:00 a las 15:00 y de las 16:30 a las 18:30, las 

constancias que integra el Expediente de Presunta Responsabilidad Administrativa que nos ocupa. 

Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 305 del Código Federal de Procedimientos Civiles 

de aplicación supletoria a la materia, se le hace saber que en su audiencia inicial debe señalar domicilio para 

oír y recibir notificaciones en la Ciudad de México, sede de la Auditoría Superior de la Federación, apercibido 

que de no hacerlo, las notificaciones que se deban practicar posteriormente, inclusive las de carácter 

personal, se llevarán a cabo a través de rotulón que se fijará en los estrados de esta Dirección General de 

Substanciación “A”, que se identifican en la vitrina señalada con el número 4, ubicada en la entrada del Anexo 

del Edificio “B” del inmueble anteriormente descrito. Ciudad de México, a trece de octubre de dos mil 

veintitrés, el Licenciado Isaid Rodríguez Esquivel, Director de Substanciación “A.2” de la Auditoría Superior 

de la Federación.- Rúbrica. 

(R.- 543983) 

Auditoría Superior de la Federación 

Cámara de Diputados 

Unidad de Asuntos Jurídicos 

Dirección General de Substanciación “A” 

Expediente No. DGSUB“A”/A.2/400/10/2023 

EDICTO 

 

En el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa iniciado por la Dirección General de 

Substanciación “A” de la Auditoría Superior de la Federación, con número DGSUB“A”/A.2/400/10/2023,  

en el cual se señala como presunto responsable al C. SERGIO TAPIA MEDINA, por la probable falta 

administrativa de Abuso de funciones; con fecha once de octubre de dos mil veintitrés, se ordenó emplazarlo  

a dicho procedimiento por medio de edictos; por lo que con fundamento en lo dispuesto en el artículo 315  

del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria en términos del artículo 1 de la  

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, la cual a su vez es supletoria de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas en su diverso 118; se le cita para que comparezca a la Audiencia Inicial 

que se celebrará el día DIECISÉIS (16) DE ENERO DE DOS MIL VEINTICUATRO (2024) a las TRECE 

HORAS CON CERO MINUTOS (13:00), en las oficinas que ocupa la Dirección General de Substanciación “A” 

de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Auditoría Superior de la Federación ubicadas en el sexto piso del 

edificio “A” situado en Carretera Picacho Ajusco número 167, Colonia Ampliación Fuentes del Pedregal,  

C.P. 14110, Tlalpan, Ciudad de México; para que rinda su declaración por escrito o verbalmente y ofrezca las 

pruebas que estimen necesarias para su defensa; asimismo se le informa el derecho que tiene de no declarar 

en contra de sí mismo ni declararse culpable, así como su derecho a defenderse personalmente o ser asistido 

por un defensor perito en la materia y que de no contar con un defensor le será nombrado uno de oficio. 

Poniéndosele a su disposición las copias de traslado, además de que podrá acudir a consultar las constancias 
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que integran el Expediente de Presunta Responsabilidad Administrativa que nos ocupa, en el domicilio antes 

señalado, en días hábiles y dentro del horario comprendido de las 9:00 a las 15:00 y de las 16:30 a las 18:30. 

Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 305 del Código Federal de Procedimientos Civiles 

de aplicación supletoria a la materia, se le hace saber que deberá señalar domicilio para oír y recibir 

notificaciones en la Ciudad de México, sede de la Auditoría Superior de la Federación, apercibido que de  

no hacerlo, las que se deban practicar posteriormente, inclusive las de carácter personal, se deben llevar  

a cabo a través de rotulón que se fijará en los estrados de Auditoría Superior de la Federación. Si, pasado  

el término referido anteriormente, no comparece a la audiencia inicial, se debe seguir el procedimiento, 

haciéndosele las ulteriores notificaciones por rotulón, que se fijará en los estrados de la Auditoría Superior de 

la Federación, y que debe contener, en síntesis, la determinación que ha de notificarse. Ciudad de México,  

a once de octubre de dos mil veintitrés, el Licenciado Isaid Rodríguez Esquivel, Director de Substanciación 

“A.2” de la Auditoría Superior de la Federación.- Rúbrica. 

(R.- 544059) 

Auditoría Superior de la Federación 

Cámara de Diputados 

Unidad de Asuntos Jurídicos 

Dirección General de Substanciación “A” 

Expediente No. DGSUB“A”/A.2/332/08/2023 

EDICTO 

 

En el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa número DGSUB“A”/A.2/332/08/2023, iniciado  

por la Dirección General de Substanciación “A” de la Auditoría Superior de la Federación, en el cual  

se señala como presunto responsable al C. MIGUEL ORLANDO TURRIZA CUEVAS, por la probable falta 

administrativa consistente en Abuso de funciones; con fecha doce de octubre de dos mil veintitrés,  

se ordenó emplazar al presunto responsable por edictos a dicho procedimiento, por lo que, con fundamento 

en lo dispuesto en el artículo 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en 

términos del artículo 1° de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, la cual a su vez es 

supletoria de la Ley General de Responsabilidades Administrativas de conformidad con su diverso 118;  

se le cita para que comparezca personalmente a la Audiencia Inicial, que se celebrará en las oficinas que 

ocupa la Dirección General de Substanciación “A” de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Auditoría Superior 

de la Federación, ubicadas en el sexto piso del edificio “A” situado en Carretera Picacho Ajusco número 167, 

Colonia Ampliación Fuentes del Pedregal, C.P. 14110, Alcaldía Tlalpan, Ciudad de México, el día DIECISÉIS 

(16) DE ENERO DE DOS MIL VEINTICUATRO (2024) A LAS ONCE HORAS CON CERO MINUTOS (11:00), 

para que rinda su declaración por escrito o verbalmente y ofrezca las pruebas que estime necesarias para su 

defensa; asimismo, se le informa el derecho que tiene de no declarar en contra de sí mismo ni declararse 

culpable, así como su derecho a defenderse personalmente o ser asistido por un defensor perito en la materia 

y que, de no contar con un defensor, en caso de solicitarlo, le será nombrado uno de oficio. Poniéndosele a su 

disposición las copias de traslado y a la vista para su consulta, además de que podrá acudir a consultar las 

constancias que integran el Expediente de Presunta Responsabilidad Administrativa que nos ocupa, en el 

domicilio antes señalado, en días hábiles y dentro del horario comprendido de las 9:00 a las 15:00 y de las 

16:30 a las 18:30. Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 305 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la materia, se le hace saber que deberá señalar domicilio 

para oír y recibir notificaciones en la Ciudad de México, sede de la Auditoría Superior de la Federación, 

apercibido que de no hacerlo, las notificaciones que se deban practicar posteriormente, inclusive las de 

carácter personal, se llevarán a cabo a través de rotulón que se fijará en los estrados de la Dirección General 

de Substanciación “A”, que se identifican en la vitrina señalada con el número 4, ubicada en la entrada  

del Anexo del Edificio “B” del inmueble anteriormente descrito. Ciudad de México, a doce de octubre de dos 

mil veintitrés, el Licenciado Isaid Rodríguez Esquivel, Director de Substanciación “A.2” de la Auditoría 

Superior de la Federación.- Rúbrica. 

(R.- 544060) 



Lunes 30 de octubre de 2023 DIARIO OFICIAL      327 

Auditoría Superior de la Federación 

Cámara de Diputados 

Unidad de Asuntos Jurídicos 

Dirección General de Substanciación “A” 

Expediente No. DGSUB“A”/A.2/311/08/2023 

EDICTO 
 

En el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa iniciado por la Dirección General de 
Substanciación “A” de la Auditoría Superior de la Federación, con número DGSUB“A”/A.2/311/08/2023,  

en el cual se señala como presuntas responsables, entre otros, a las personas morales denominadas 
CORPORATIVO COMERCIAL Y DE SERVICIOS VINTASH, S.A. DE C.V., IKAR PRESENTADORA  
DE BIENES Y SERVICIOS, S.A. DE C.V. y CORPORATIVO SALZBURGO, S.A. DE C.V., por la probable 
falta administrativa de utilización de información falsa y uso indebido de recursos públicos respectivamente; 
con fecha doce de octubre dos mil veintitrés, se ordenó emplazarlas a dicho procedimiento por medio  
de edictos; por lo que con fundamento en lo dispuesto en el artículo 315 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles de aplicación supletoria en términos del artículo 1 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, la cual a su vez es supletoria de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas en su diverso 118; se les cita para que comparezcan por conducto de su representante legal  
a la Audiencia Inicial que se celebrará en las oficinas que ocupa la Dirección General de Substanciación “A” 
de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Auditoría Superior de la Federación ubicadas en el sexto piso del 
edificio “A” situado en Carretera Picacho Ajusco número 167, Colonia Ampliación Fuentes del Pedregal,  

C.P. 14110, Tlalpan, Ciudad de México, en las siguientes fechas y horarios:  ---------------------------------------------  
 

PRESUNTO RESPONSABLE DÍA HORA FALTA 

CORPORATIVO COMERCIAL 
Y DE SERVICIOS VINTASH, 

S.A. DE C.V. 

DIECISÉIS (16) DE 
ENERO DE DOS MIL 

VEINTICUATRO (2024) 

DIEZ HORAS CON 
CERO MINUTOS 

(10:00) 

Utilización de 
Información falsa 

(69 LGRA) 

IKAR PRESENTADORA  
DE BIENES Y SERVICIOS, 

S.A. DE C.V. 

DIECISÉIS (16) DE 
ENERO DE DOS MIL 

VEINTICUATRO (2024) 

DOCE HORAS 
CON CERO 

MINUTOS (12:00) 

Utilización de 
Información falsa 

(69 LGRA) 

CORPORATIVO 

SALZBURGO, S.A. DE C.V. 

DIECISÉIS (16) DE 

ENERO DE DOS MIL 
VEINTICUATRO (2024) 

CATORCE HORAS 

CON CERO 
MINUTOS (14:00) 

Uso indebido de 

Recursos Públicos 
(71 LGRA) 

 
Lo anterior, para que rindan su declaración por escrito o verbalmente y ofrezcan las pruebas que estimen 

necesarias para su defensa; asimismo se les informa el derecho que tienen de no declarar en contra de sí 
mismas ni declararse culpables, así como su derecho a defenderse personalmente o ser asistidas por un 
defensor perito en la materia y que de no contar con un defensor les será nombrado uno de oficio. Poniéndose 
a su disposición las copias de traslado, además de que podrán acudir a consultar las constancias que integran 
el Expediente de Presunta Responsabilidad Administrativa que nos ocupa, en el domicilio antes señalado,  
en días hábiles y dentro del horario comprendido de las 9:00 a las 15:00 y de las 16:30 a las 18:30. Asimismo, 

de conformidad con lo dispuesto en el artículo 305 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación 
supletoria a la materia, se le hace saber que deberán señalar domicilio para oír y recibir notificaciones en la 
Ciudad de México, sede de la Auditoría Superior de la Federación, apercibidas que de no hacerlo, las que se 
deban practicar posteriormente, inclusive las de carácter personal, se deben llevar a cabo a través de rotulón 
que se fijará en los estrados de la Auditoría Superior de la Federación. Si, pasado el término referido 
anteriormente, no comparecen a la audiencia inicial, se debe seguir el procedimiento, haciéndose las 

ulteriores notificaciones por rotulón, que se fijará en los estrados de la Auditoría Superior de la Federación,  
y que debe contener, en síntesis, la determinación que ha de notificarse. Ciudad de México, a doce de octubre 
de dos mil veintitrés, el Licenciado Isaid Rodríguez Esquivel, Director de Substanciación “A.2” de la 
Auditoría Superior de la Federación.- Rúbrica. 

 
(R.- 544058) 
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Auditoría Superior de la Federación 

Cámara de Diputados 

Unidad de Asuntos Jurídicos 

Dirección General de Substanciación “A” 

Expedientes No. DGSUB“A”/A.1/290/08/2023, DGSUB“A”/A.1/307/08/2023, 

DGSUB“A”/A.1/322/08/2023, DGSUB“A”/A.1/325/08/2023, DGSUB“A”/A.1/336/08/2023, 

DGSUB“A”/A.1/343/09/2023, DGSUB“A”/A.1/344/09/2023, DGSUB“A”/A.1/346/09/2023, 

DGSUB“A”/A.1/355/09/2023 y DGSUB“A”/A.1/392/09/2023 

 

Las personas morales denominadas PLANTACIÓN EL BOLEDO, S.C. DE R.L. DE C.V.; SODA 

BIOINDUSTRIAS, S.P.R. DE R.L.; SIMBIÓTICA AGROPECUARIA POBLANA, S.C. DE R.L. DE C.V.; 

AGRÍCOLA REGIONAL DE CIHUATLÁN, S.P.R. DE R.L. y DESARROLLADORA DMRC, S.A. DE C.V., en 

el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa DGSUB“A”/A.1/290/08/2023; la C. MARÍA DE 

LOURDES SOLANO MARTÍNEZ, en el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa 

DGSUB“A”/A.1/307/08/2023; a la C. MARÍA GABRIELA GARCÍA VELÁZQUEZ, en el Procedimiento de 

Responsabilidad Administrativa DGSUB“A”/A.1/322/08/2023; el C. RAMIRO CHÁVEZ GOCHICOA, en el 

Procedimiento de Responsabilidad Administrativa DGSUB“A”/A.1/325/08/2023; el C. WISTANO LUIS 

OROZCO GARCÍA, en el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa DGSUB“A”/A.1/336/08/2023; el 

C. SERGIO TAPIA MEDINA, en el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa 

DGSUB“A”/A.1/343/09/2023; la persona moral denominada GST DISEÑO INGENIERÍA Y CONSTRUCCIÓN, 

S.A. DE C.V., en el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa DGSUB“A”/A.1/344/09/2023; la  

C. MARÍA DE LOURDES ARTEAGA REYNA, en el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa 

DGSUB“A”/A.1/346/09/2023; el C. ELIAZAR GONZÁLEZ GONZÁLEZ, en el Procedimiento de 

Responsabilidad Administrativa DGSUB“A”/A.1/355/09/2023; y, la C. MARÍA DE LOURDES ARTEAGA 

REYNA, en el Procedimiento de Responsabilidad Administrativa DGSUB“A”/A.1/392/09/2023, iniciados en su 

contra por la Dirección General de Substanciación “A” de la Auditoría Superior de la Federación, en los que se 

les señala como presuntos responsables; a las personas morales denominadas Plantación El Boledo, S.C. de 

R.L. de C.V.; Soda Bioindustrias, S.P.R. de R.L.; Simbiótica Agropecuaria Poblana, S.C. de R.L. de C.V.; 

Agrícola Regional de Cihuatlán, S.P.R. de R.L. y Desarrolladora DMRC, S.A. de C.V. en su carácter de 

Beneficiarias de los Recursos del Programa de Productividad y Competitividad Agroalimentaria: Componente 

Productividad Agroalimentaria, por la probable falta administrativa consistente en: utilización de información 

falsa; a la C. María de Lourdes Solano Martínez, en su carácter de Coordinadora Administrativa de la 

Secretaría de Educación y Cultura del Gobierno del Estado de Zacatecas, por la probable falta administrativa 

consistente en: desvío de recursos públicos; a la C. María Gabriela García Velázquez, en su carácter de 

Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de Tamaulipas, por la probable falta administrativa 

consistente en: desvío de recursos públicos; al C. Ramiro Chávez Gochicoa, en su carácter de Rector de la 

Universidad Politécnica del Centro, por la probable falta administrativa consistente en: desvío de recursos 

públicos; al C. Wistano Luis Orozco García, en su carácter de Coordinador de Administración de la 

Universidad Autónoma del Estado de Morelos, por la probable falta administrativa consistente en: abuso de 

funciones; a la persona moral denominada GST Diseño Ingeniería y Construcción, S.A. de C.V., en su 

carácter de proveedor respecto al contrato MMA/CDSM/139-2016, por la probable falta administrativa 

consistente en: utilización de información falsa; al C. Sergio Tapia Medina, en su carácter de Director 

General de Productividad y Desarrollo Tecnológico de la entonces Secretaría de Agricultura, Ganadería, 

Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (SAGARPA), ahora Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural 

(SADER), por la probable falta administrativa consistente en: abuso de funciones; a la C. María de Lourdes 

Arteaga Reyna, en su carácter de Subsecretaria de Egresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del 

Estado de Tamaulipas, por la probable falta administrativa consistente en: abuso de funciones; al C. Eliazar 

González González, en su carácter de Tesorero Municipal de Matamoros, en el Estado de Tamaulipas, por la 

probable falta administrativa consistente en: desvío de recursos públicos; y, a la C. María de Lourdes 

Arteaga Reyna, en su carácter de Subsecretaria de Egresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del 

Estado de Tamaulipas, por la probable falta administrativa consistente en: abuso de funciones; con fechas 

dieciocho y diecinueve de septiembre de dos mil veintitrés, dos y cinco de octubre de dos mil veintitrés, se 
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dictaron los acuerdos mediante los cuales se ordenaron emplazarlos a dichos procedimientos por medio de 

edictos; por lo que con fundamento en lo dispuesto en el artículo 315 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles de aplicación supletoria en términos del artículo 1 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, la cual a su vez es supletoria de la Ley General de Responsabilidades Administrativas en su 

diverso 118; se les cita para que comparezcan personalmente ante el suscrito Director de Substanciación 

“A.1” a la audiencia inicial en las fechas y horarios siguientes: 

 

Presunto responsable 

Procedimiento de 

Responsabilidad 

Administrativa 

Fecha de 

audiencia 
Hora 

PLANTACIÓN EL BOLEDO, S.C. DE R.L. 

DE C.V. 

DGSUB“A”/A.1/290/08/2023 

10 DE ENERO 

DE 2024 

09:00 

SODA BIOINDUSTRIAS, S.P.R. DE R.L. 09:30 

SIMBIÓTICA AGROPECUARIA POBLANA, 

S.C. DE R.L. DE C.V. 
10:00 

AGRÍCOLA REGIONAL DE CIHUATLÁN, 

S.P.R. DE R.L. 
10:30 

DESARROLLADORA DMRC, S.A. DE C.V. 11:00 

MARÍA DE LOURDES SOLANO 

MARTÍNEZ 
DGSUB“A”/A.1/307/08/2023 11:30 

MARÍA GABRIELA GARCÍA VELÁZQUEZ DGSUB“A”/A.1/322/08/2023 12:00 

RAMIRO CHÁVEZ GOCHICOA DGSUB“A”/A.1/325/08/2023 12:30 

WISTANO LUIS OROZCO GARCÍA DGSUB“A”/A.1/336/08/2023 13:00 

SERGIO TAPIA MEDINA DGSUB“A”/A.1/343/09/2023 13:30 

GST DISEÑO INGENIERÍA Y 

CONSTRUCCIÓN, S.A. DE C.V. 
DGSUB“A”/A.1/344/09/2023 14:00 

MARÍA DE LOURDES ARTEAGA REYNA DGSUB“A”/A.1/346/09/2023 14:30 

ELIAZAR GONZÁLEZ GONZÁLEZ DGSUB“A”/A.1/355/09/2023 16:30 

MARÍA DE LOURDES ARTEAGA REYNA DGSUB“A”/A.1/392/09/2023  17:00 

 

Las citadas audiencias se celebrarán en las oficinas que ocupa la Dirección General de Substanciación “A” 

de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Auditoría Superior de la Federación, ubicadas en el sexto piso del 

edificio “A” situado en Carretera Picacho Ajusco número 167, Colonia Ampliación Fuentes del Pedregal, C.P. 

14110, Demarcación Territorial Tlalpan, Ciudad de México, para que rindan su declaración por escrito o 

verbalmente y ofrezcan las pruebas que estimen necesarias para su defensa; asimismo, se les informa el 

derecho que tienen de no declarar en contra de sí mismos ni declararse culpables, así como su derecho a 

defenderse personalmente o ser asistidos por un defensor perito en la materia y que de no contar con un 

defensor les será nombrado uno de oficio. Poniéndoseles a su disposición las copias certificadas del Informe 

de Presunta Responsabilidad Administrativa, del Acuerdo por el que se admite y de las constancias de los 

Expedientes de Presunta Responsabilidad Administrativa que nos ocupan, en días hábiles y dentro del horario 

comprendido de las 9:00 a las 15:00 y de las 16:30 a las 18:30. Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en 

el artículo 305 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la materia, se les hace 

saber que en su audiencia inicial deben señalar domicilio para oír y recibir notificaciones en la Ciudad de 

México, sede de la Auditoría Superior de la Federación, apercibidos que de no hacerlo, las que se deban 

practicar posteriormente, inclusive las de carácter personal, se llevarán a cabo a través de rotulón que se fijará 

en los estrados de la Auditoría Superior de la Federación. Si, pasado el término referido anteriormente, no 

comparecen a la audiencia inicial, se seguirá el procedimiento, haciéndoseles las ulteriores notificaciones por 

rotulón, que también se fijará en los estrados de la Auditoría Superior de la Federación, y que contendrá, en 

síntesis, la determinación que ha de notificarse. Ciudad de México, a seis de octubre de dos mil veintitrés. 

El Director de Substanciación “A.1”, Dr. Alfonso Javier Arredondo Huerta.- Rúbrica. 
 

(R.- 543751) 
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Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec 

CONVOCATORIA A LA LICITACIÓN PÚBLICA INTERNACIONAL NÚMERO LPIBI-013AYH-PODEBI-6-2023 

PARA EL ESTABLECIMIENTO DEL “POLO DE DESARROLLO PARA EL BIENESTAR 

ASUNCIÓN IXTALTEPEC” EN EL ISTMO DE TEHUANTEPEC 

 

El Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec (CIIT), con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 25, párrafos primero, cuarto y noveno, y 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 1, fracción V, 72, 77, 84, fracción I, 85, 101, fracciones I y VIII, y 117 de la Ley General de Bienes 

Nacionales; 1, fracciones I y III, 4, fracciones I, X, XI y XII, 10 y 11, fracciones VII, X y XI, del Decreto por el 

que se crea el organismo público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propio, no 

sectorizado, denominado Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec, y 13, párrafo segundo, fracción 

III, del Estatuto Orgánico del Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec; así como en los Lineamientos 

Generales para el Otorgamiento, Operación, Evaluación y Revocación de las Concesiones del Corredor 

Interoceánico del Istmo de Tehuantepec para el establecimiento de los Polos de Desarrollo para el Bienestar y 

demás disposiciones aplicables: 

 

CONVOCA 

A todas las personas físicas y morales interesadas a participar en la Licitación Pública Internacional para 

obtener una concesión por un plazo de dos años para el uso, aprovechamiento y explotación, con posibilidad 

de enajenación, de las superficies efectivas de los polígonos A, B y C (234.10 ha.), sujetas al régimen de 

dominio público de la Federación, ubicada en el Istmo de Tehuantepec, destinada para el establecimiento del 

Polo de Desarrollo para el Bienestar Asunción Ixtaltepec, a que se refiere el Acuerdo por el que se emite la 

Declaratoria del Polo de Desarrollo para el Bienestar Asunción Ixtaltepec, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 16 de octubre de 2023, al que pueden ser aplicables los beneficios fiscales y las facilidades 

administrativas contenidos en el Decreto por el que se fomenta la inversión de los contribuyentes que realicen 

actividades económicas productivas al interior de los Polos de Desarrollo para el Bienestar del istmo de 

Tehuantepec, publicado en el mencionado órgano de difusión oficial el 5 de junio de 2023. 

Las personas que deseen contar con mayor información sobre el presente procedimiento 

licitatorio y participar en el mismo deben solicitar su registro como Interesados al correo electrónico 

polosdesarrollo@ciit.gob.mx, del 13 de noviembre al 7 de diciembre de 2023, mediante el envío de los 

formularios completamente requisitados que se encuentran disponibles en la página de internet: 

https://www.gob.mx/ciit. 

El CIIT llevará a cabo una sesión de orientación que se desarrollará los días 27 y 28 de noviembre de 

2023, con las personas que hayan obtenido la calidad de Interesados, con el fin de dar a conocer de manera 

general la información concerniente al procedimiento licitatorio. 

Las Bases de Licitación Pública serán entregadas a los Interesados que obtengan la Constancia de 

Participante, la cual podrán solicitar por escrito del 11 al 20 de diciembre de 2023, de lunes a viernes, en días 

hábiles y en un horario de 09:00 a 17:00 horas (tiempo de la Zona Centro UTC-6), en el domicilio ubicado en 

Calzada de la Virgen, No. 2799, Colonia CTM Culhuacán, C.P. 04480, Demarcación Territorial Coyoacán, 

Ciudad de México, teléfono 5556246500, ext. 7757 y 7749, presentando el comprobante de pago por derecho 

a participar que se podrá realizar mediante transferencia interbancaria a la cuenta número 0120544639 y 

clabe interbancaria 012180001205446392 en la institución bancaria BBVA México, o cheque certificado 

expedido a favor del "Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec", por un monto de $1,000,000.00 MXN 

(un millón de pesos 00/100 M.N.). Tratándose de transferencias de fondos realizadas desde el extranjero se 

utilizarán el número de cuenta bancaria, institución bancaria y beneficiarios señalados, con código SWIFT 

BCMRMXMMPYM. 
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PROGRAMA DE ACTIVIDADES DEL PROCESO DE LICITACIÓN PÚBLICA 
Etapa Fecha 

1. Acceso al Repositorio CIIT 22 de diciembre 2023 

2. Visita al sitio 8 al 11 de enero 2024 

3. Junta de aclaraciones 22 al 26 de enero 2024 

4. Recepción de Documentos 31 de enero al 2 de febrero 2024 

5. Constancia de Licitante 12 de febrero 2024 

6. Presentación y apertura de propuestas 11 al 12 de marzo 2024 

7. Fallo de la licitación 12 de abril 2024 

8. Otorgamiento del Título de Concesión 15 de abril al 6 de mayo 2024 

 

En atención a las necesidades del procedimiento licitatorio, las fechas y plazos establecidos en el 

Programa de Actividades del Proceso de Licitación Pública podrán ser modificados por el CIIT, lo cual se 

notificará a los Interesados, Participantes y Licitantes, según corresponda, y se les comunicará por los medios 

institucionales con los que cuenta el CIIT. 

Las personas que deseen participar en la Licitación Pública Internacional de referencia estarán sujetas a 

las disposiciones establecidas en las Bases de Licitación Pública. 

El CIIT se reserva el derecho de declarar desierta, cancelar o suspender la Licitación, conforme a lo 

previsto en las Bases de Licitación Pública. 

 

Ciudad de México, a 25 de octubre de 2023. 

Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec 

Director General 

Vicealmirante Raymundo Pedro Morales Ángeles 

Rúbrica. 

(R.- 544173) 

Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec 

CONVOCATORIA A LA LICITACIÓN PÚBLICA INTERNACIONAL NÚMERO LPIBI-013AYH-PODEBI-9-2023 

PARA EL ESTABLECIMIENTO DEL “POLO DE DESARROLLO PARA EL BIENESTAR  

SANTA MARÍA MIXTEQUILLA” EN EL ISTMO DE TEHUANTEPEC 

 

El Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec (CIIT), con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 25, párrafos primero, cuarto y noveno, y 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 1, fracción V, 72, 77, 84, fracción I, 85, 101, fracciones I y VIII, y 117 de la Ley General de Bienes 

Nacionales; 1, fracciones I y III, 4, fracciones I, X, XI y XII, 10 y 11, fracciones VII, X y XI, del Decreto por el 

que se crea el organismo público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propio, no 

sectorizado, denominado Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec, y 13, párrafo segundo, fracción 

III, del Estatuto Orgánico del Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec; así como en los Lineamientos 

Generales para el Otorgamiento, Operación, Evaluación y Revocación de las Concesiones del Corredor 

Interoceánico del Istmo de Tehuantepec para el establecimiento de los Polos de Desarrollo para el Bienestar y 

demás disposiciones aplicables: 

CONVOCA 

A todas las personas físicas y morales interesadas a participar en la Licitación Pública Internacional para 

obtener una concesión por un plazo de dos años para el uso, aprovechamiento y explotación, con posibilidad 

de enajenación, de una superficie sujeta al régimen de dominio público de la Federación, ubicada en el Istmo 

de Tehuantepec, destinada para el establecimiento del Polo de Desarrollo para el Bienestar Santa María 

Mixtequilla a que se refiere el Acuerdo por el que se emite la Declaratoria del Polo de Desarrollo para el 

Bienestar Santa María Mixtequilla, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de octubre de 2023, al 
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que pueden ser aplicables los beneficios fiscales y las facilidades administrativas contenidos en el Decreto por 

el que se fomenta la inversión de los contribuyentes que realicen actividades económicas productivas al 

interior de los Polos de Desarrollo para el Bienestar del istmo de Tehuantepec, publicado en el mencionado 

órgano de difusión oficial el 5 de junio de 2023. 

Las personas que deseen contar con mayor información sobre el presente procedimiento licitatorio y 

participar en el mismo deben solicitar su registro como Interesados al correo electrónico 

polosdesarrollo@ciit.gob.mx, del 13 de noviembre al 7 de diciembre de 2023, mediante el envío de los 

formularios completamente requisitados que se encuentran disponibles en la página de internet: 

https://www.gob.mx/ciit. 

El CIIT llevará a cabo una sesión de orientación que se desarrollará los días 27 y 28 de noviembre de 

2023, con las personas que hayan obtenido la calidad de Interesados, con el fin de dar a conocer de manera 

general la información concerniente al procedimiento licitatorio. 

Las Bases de Licitación Pública serán entregadas a los Interesados que obtengan la Constancia de 

Participante, la cual podrán solicitar por escrito del 11 al 20 de diciembre de 2023, de lunes a viernes, en días 

hábiles y en un horario de 09:00 a 17:00 horas (tiempo de la Zona Centro UTC-6), en el domicilio ubicado en 

Calzada de la Virgen, No. 2799, Colonia CTM Culhuacán, C.P. 04480, Demarcación Territorial Coyoacán, 

Ciudad de México, teléfono 5556246500, ext. 7757 y 7749, presentando el comprobante de pago por derecho 

a participar que se podrá realizar mediante transferencia interbancaria a la cuenta número 0120544639 y 

clabe interbancaria 012180001205446392 en la institución bancaria BBVA México, o cheque certificado 

expedido a favor del "Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec", por un monto de $1,000,000.00 MXN 

(un millón de pesos 00/100 M.N.). Tratándose de transferencias de fondos realizadas desde el extranjero se 

utilizarán el número de cuenta bancaria, institución bancaria y beneficiarios señalados, con código SWIFT 

BCMRMXMMPYM. 

 

PROGRAMA DE ACTIVIDADES DEL PROCESO DE LICITACIÓN PÚBLICA 

Etapa Fecha 

1. Acceso al Repositorio CIIT 22 de diciembre 2023 

2. Visita al sitio 8 al 11 de enero 2024 

3. Junta de aclaraciones 22 al 26 de enero 2024 

4. Recepción de Documentos 31 de enero al 2 de febrero 2024 

5. Constancia de Licitante 12 de febrero 2024 

6. Presentación y apertura de propuestas 11 al 12 de marzo 2024 

7. Fallo de la licitación 12 de abril 2024 

8. Otorgamiento del Título de Concesión 15 de abril al 6 de mayo 2024 

 

En atención a las necesidades del procedimiento licitatorio, las fechas y plazos establecidos en el 

Programa de Actividades del Proceso de Licitación Pública podrán ser modificados por el CIIT, lo cual se 

notificará a los Interesados, Participantes y Licitantes, según corresponda, y se les comunicará por los medios 

institucionales con los que cuenta el CIIT. 

Las personas que deseen participar en la Licitación Pública Internacional de referencia estarán sujetas a 

las disposiciones establecidas en las Bases de Licitación Pública. 

El CIIT se reserva el derecho de declarar desierta, cancelar o suspender la Licitación, conforme a lo 

previsto en las Bases de Licitación Pública. 

 

Ciudad de México, a 25 de octubre de 2023. 

Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec 

Director General 

Vicealmirante Raymundo Pedro Morales Ángeles 

Rúbrica. 

(R.- 544175) 
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Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec 

CONVOCATORIA A LA LICITACIÓN PÚBLICA INTERNACIONAL NÚMERO LPIBI-013AYH-PODEBI-7-2023 

PARA EL ESTABLECIMIENTO DEL “POLO DE DESARROLLO PARA EL BIENESTAR  

CIUDAD IXTEPEC” EN EL ISTMO DE TEHUANTEPEC 

 

El Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec (CIIT), con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 25, párrafos primero, cuarto y noveno, y 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 1, fracción V, 72, 77, 84, fracción I, 85, 101, fracciones I y VIII, y 117 de la Ley General de Bienes 

Nacionales; 1, fracciones I y III, 4, fracciones I, X, XI y XII, 10 y 11, fracciones VII, X y XI, del Decreto por el 

que se crea el organismo público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propio, no 

sectorizado, denominado Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec, y 13, párrafo segundo, fracción 

III, del Estatuto Orgánico del Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec; así como en los Lineamientos 

Generales para el Otorgamiento, Operación, Evaluación y Revocación de las Concesiones del Corredor 

Interoceánico del Istmo de Tehuantepec para el establecimiento de los Polos de Desarrollo para el Bienestar y 

demás disposiciones aplicables: 

CONVOCA 

A todas las personas físicas y morales interesadas a participar en la Licitación Pública Internacional para 

obtener una concesión por un plazo de dos años para el uso, aprovechamiento y explotación, con posibilidad 

de enajenación, de una superficie sujeta al régimen de dominio público de la Federación, ubicada en el Istmo 

de Tehuantepec, destinada para el establecimiento del Polo de Desarrollo para el Bienestar Ciudad Ixtepec a 

que se refiere el Acuerdo por el que se emite la Declaratoria del Polo de Desarrollo para el Bienestar Ciudad 

Ixtepec, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de octubre de 2023, al que pueden ser aplicables 

los beneficios fiscales y las facilidades administrativas contenidos en el Decreto por el que se fomenta la 

inversión de los contribuyentes que realicen actividades económicas productivas al interior de los Polos de 

Desarrollo para el Bienestar del istmo de Tehuantepec, publicado en el mencionado órgano de difusión oficial 

el 5 de junio de 2023. 

Las personas que deseen contar con mayor información sobre el presente procedimiento licitatorio y 

participar en el mismo deben solicitar su registro como Interesados al correo electrónico 

polosdesarrollo@ciit.gob.mx, del 13 de noviembre al 7 de diciembre de 2023, mediante el envío de los 

formularios completamente requisitados que se encuentran disponibles en la página de internet: 

https://www.gob.mx/ciit. 

El CIIT llevará a cabo una sesión de orientación que se desarrollará los días 27 y 28 de noviembre de 

2023, con las personas que hayan obtenido la calidad de Interesados, con el fin de dar a conocer de manera 

general la información concerniente al procedimiento licitatorio. 

Las Bases de Licitación Pública serán entregadas a los Interesados que obtengan la Constancia de 

Participante, la cual podrán solicitar por escrito del 11 al 20 de diciembre de 2023, de lunes a viernes, en días 

hábiles y en un horario de 09:00 a 17:00 horas (tiempo de la Zona Centro UTC-6), en el domicilio ubicado en 

Calzada de la Virgen, No. 2799, Colonia CTM Culhuacán, C.P. 04480, Demarcación Territorial Coyoacán, 

Ciudad de México, teléfono 5556246500, ext. 7757 y 7749, presentando el comprobante de pago por derecho 

a participar que se podrá realizar mediante transferencia interbancaria a la cuenta número 0120544639 y 

clabe interbancaria 012180001205446392 en la institución bancaria BBVA México, o cheque certificado 

expedido a favor del "Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec", por un monto de $1,000,000.00 MXN 

(un millón de pesos 00/100 M.N.). Tratándose de transferencias de fondos realizadas desde el extranjero se 

utilizarán el número de cuenta bancaria, institución bancaria y beneficiarios señalados, con código SWIFT 

BCMRMXMMPYM. 
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PROGRAMA DE ACTIVIDADES DEL PROCESO DE LICITACIÓN PÚBLICA 

Etapa Fecha 

1. Acceso al Repositorio CIIT 22 de diciembre 2023 

2. Visita al sitio 8 al 11 de enero 2024 

3. Junta de aclaraciones 22 al 26 de enero 2024 

4. Recepción de Documentos 31 de enero al 2 de febrero 2024 

5. Constancia de Licitante 12 de febrero 2024 

6. Presentación y apertura de propuestas 11 al 12 de marzo 2024 

7. Fallo de la licitación 12 de abril 2024 

8. Otorgamiento del Título de Concesión 15 de abril al 6 de mayo 2024 

 
En atención a las necesidades del procedimiento licitatorio, las fechas y plazos establecidos en el 

Programa de Actividades del Proceso de Licitación Pública podrán ser modificados por el CIIT, lo cual se 
notificará a los Interesados, Participantes y Licitantes, según corresponda, y se les comunicará por los medios 
institucionales con los que cuenta el CIIT. 

Las personas que deseen participar en la Licitación Pública Internacional de referencia estarán sujetas a 
las disposiciones establecidas en las Bases de Licitación Pública. 

El CIIT se reserva el derecho de declarar desierta, cancelar o suspender la Licitación, conforme a lo 
previsto en las Bases de Licitación Pública. 

 
Ciudad de México, a 25 de octubre de 2023. 

Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec 
Director General 

Vicealmirante Raymundo Pedro Morales Ángeles 
Rúbrica. 

(R.- 544176) 

Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec 

CONVOCATORIA A LA LICITACIÓN PÚBLICA INTERNACIONAL NÚMERO LPIBI-013AYH-PODEBI-8-2023 

PARA EL ESTABLECIMIENTO DEL “POLO DE DESARROLLO PARA EL BIENESTAR 

MATÍAS ROMERO AVENDAÑO” EN EL ISTMO DE TEHUANTEPEC 

 

El Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec (CIIT), con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos 25, párrafos primero, cuarto y noveno, y 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 1, fracción V, 72, 77, 84, fracción I, 85, 101, fracciones I y VIII, y 117 de la Ley General de Bienes 

Nacionales; 1, fracciones I y III, 4, fracciones I, X, XI y XII, 10 y 11, fracciones VII, X y XI, del Decreto por el 

que se crea el organismo público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propio, no 

sectorizado, denominado Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec, y 13, párrafo segundo, fracción 

III, del Estatuto Orgánico del Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec; así como en los Lineamientos 

Generales para el Otorgamiento, Operación, Evaluación y Revocación de las Concesiones del Corredor 

Interoceánico del Istmo de Tehuantepec para el establecimiento de los Polos de Desarrollo para el Bienestar y 

demás disposiciones aplicables: 

 

CONVOCA 

A todas las personas físicas y morales interesadas a participar en la Licitación Pública Internacional para 

obtener una concesión por un plazo de dos años para el uso, aprovechamiento y explotación, con posibilidad 

de enajenación, de una superficie sujeta al régimen de dominio público de la Federación, ubicada en el Istmo 

de Tehuantepec, destinada para el establecimiento del Polo de Desarrollo para el Bienestar Matías Romero 

Avendaño a que se refiere el Acuerdo por el que se emite la Declaratoria del Polo de Desarrollo para el 



Lunes 30 de octubre de 2023 DIARIO OFICIAL      335 

Bienestar Matías Romero Avendaño, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de octubre de 2023, 

al que pueden ser aplicables los beneficios fiscales y las facilidades administrativas contenidos en el Decreto 

por el que se fomenta la inversión de los contribuyentes que realicen actividades económicas productivas al 

interior de los Polos de Desarrollo para el Bienestar del istmo de Tehuantepec, publicado en el mencionado 

órgano de difusión oficial el 5 de junio de 2023. 

Las personas que deseen contar con mayor información sobre el presente procedimiento licitatorio y 

participar en el mismo deben solicitar su registro como Interesados al correo electrónico 

polosdesarrollo@ciit.gob.mx, del 13 de noviembre al 7 de diciembre de 2023, mediante el envío de los 

formularios completamente requisitados que se encuentran disponibles en la página de internet: 

https://www.gob.mx/ciit. 

El CIIT llevará a cabo una sesión de orientación que se desarrollará los días 27 y 28 de noviembre de 

2023, con las personas que hayan obtenido la calidad de Interesados, con el fin de dar a conocer de manera 

general la información concerniente al procedimiento licitatorio. 

Las Bases de Licitación Pública serán entregadas a los Interesados que obtengan la Constancia de 

Participante, la cual podrán solicitar por escrito del 11 al 20 de diciembre de 2023, de lunes a viernes, en días 

hábiles y en un horario de 09:00 a 17:00 horas (tiempo de la Zona Centro UTC-6), en el domicilio ubicado en 

Calzada de la Virgen, No. 2799, Colonia CTM Culhuacán, C.P. 04480, Demarcación Territorial Coyoacán, 

Ciudad de México, teléfono 5556246500, ext. 7757 y 7749, presentando el comprobante de pago por derecho 

a participar que se podrá realizar mediante transferencia interbancaria a la cuenta número 0120544639 y 

clabe interbancaria 012180001205446392 en la institución bancaria BBVA México, o cheque certificado 

expedido a favor del "Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec", por un monto de $1,000,000.00 MXN 

(un millón de pesos 00/100 M.N.). Tratándose de transferencias de fondos realizadas desde el extranjero se 

utilizarán el número de cuenta bancaria, institución bancaria y beneficiarios señalados, con código SWIFT 

BCMRMXMMPYM. 

 

PROGRAMA DE ACTIVIDADES DEL PROCESO DE LICITACIÓN PÚBLICA 

Etapa Fecha 

1. Acceso al Repositorio CIIT 22 de diciembre 2023 

2. Visita al sitio 8 al 11 de enero 2024 

3. Junta de aclaraciones 22 al 26 de enero 2024 

4. Recepción de Documentos 31 de enero al 2 de febrero 2024 

5. Constancia de Licitante 12 de febrero 2024 

6. Presentación y apertura de propuestas 11 al 12 de marzo 2024 

7. Fallo de la licitación 12 de abril 2024 

8. Otorgamiento del Título de Concesión 15 de abril al 6 de mayo 2024 

 

En atención a las necesidades del procedimiento licitatorio, las fechas y plazos establecidos en el 

Programa de Actividades del Proceso de Licitación Pública podrán ser modificados por el CIIT, lo cual se 

notificará a los Interesados, Participantes y Licitantes, según corresponda, y se les comunicará por los medios 

institucionales con los que cuenta el CIIT. 

Las personas que deseen participar en la Licitación Pública Internacional de referencia estarán sujetas a 

las disposiciones establecidas en las Bases de Licitación Pública. 

El CIIT se reserva el derecho de declarar desierta, cancelar o suspender la Licitación, conforme a lo 

previsto en las Bases de Licitación Pública. 

 

Ciudad de México, a 25 de octubre de 2023. 

Corredor Interoceánico del Istmo de Tehuantepec 

Director General 

Vicealmirante Raymundo Pedro Morales Ángeles 

Rúbrica. 

(R.- 544178) 
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30 DE OCTUBRE 
ANIVERSARIO DEL NACIMIENTO DE  

FRANCISCO I. MADERO, EN 1873 

Francisco Ignacio Madero, iniciador y líder de la Revolución mexicana, fue presidente de la República del 

6 de noviembre de 1911 al 18 de febrero de 1913. Nació el 30 de octubre de 1873, en la hacienda del Rosario, 

en Parras, Coahuila. Sus padres fueron Francisco Madero y Mercedes González; su familia era una de las 

más acaudaladas del país. 

Francisco estudió un año en el Colegio de San Juan, en Saltillo, y después fue enviado al Saint-Mary’s 

College, en Baltimore, Estados Unidos. En 1887 ingresó al Liceo de Versalles en París, Francia; y en 1892 se 

matriculó en la Escuela de Altos Estudios Comerciales. Regresó a México y poco después estudió agricultura 

por la Universidad de California, en Berkeley. 

En 1904 decidió participar en la política y contribuir a la transformación democrática del país. Cinco años 

después publicó el libro La sucesión presidencial en 1910, que tuvo repercusiones en la política nacional. 

Madero se convirtió en líder opositor del gobierno del general Porfirio Díaz. Fundó el Partido Nacional 

Antirreeleccionista y fue electo como su candidato para competir por la presidencia de la República frente a 

Díaz. En junio de 1909, Madero inició uno de los episodios más emblemáticos de su vida y de la historia de 

México, sus giras políticas recorrieron todo el país. Hizo proselitismo en varias ciudades y encontró un enorme 

eco en los sectores sociales excluidos de la política porfirista. En plena campaña electoral, Madero fue 

encarcelado en San Luis Potosí, acusado de sedición y alteración del orden público. El presidente Díaz y los 

integrantes de las estructuras del poder político instrumentaron un fraude electoral para asegurar nuevamente 

la reelección. 

Madero denunció y documentó el fraude electoral. Huyó de la prisión en la que estaba confinado y se 

refugió en Estados Unidos, donde dio a conocer el Plan de San Luis, para convocar a una revolución que 

debía estallar el 20 de noviembre de 1910, como un movimiento que pondría fin al largo gobierno de Díaz y 

abriría una nueva etapa en la historia del país. 

Su llamado a las armas cobró fuerza entre noviembre de 1910 y mayo de 1911. El ejército federal fue 

derrotado por multitud de fuerzas revolucionarias y el presidente Díaz renunció a la presidencia de México, 

exiliándose en París, Francia. 

Tras la presidencia interina de Francisco León de la Barra, Madero fue electo presidente de la República y 

tomó posesión el 6 de noviembre de 1911. Su gobierno trazó la pauta de futuras transformaciones, como el 

ejercicio de la democracia. Sin embargo, el gobierno de Madero enfrentó cuatro rebeliones: dos 

conservadoras, las de Félix Díaz y Bernardo Reyes, así como dos rebeliones populares, las de Zapata y 

Pascual Orozco que exigían a Madero acelerar y profundizar los cambios revolucionarios, sobre todo en 

favor de los campesinos sin tierra y de los pueblos despojados por los latifundios, las haciendas y las 

plantaciones agrícolas. 

Una quinta rebelión, consistente en un golpe militar apoyado por Victoriano Huerta en las filas del Ejército 

federal, estalló el 9 de febrero de 1913 y puso fin al gobierno democrático de Madero. A pesar de ello, no 

declinaron los ideales de transformación, justicia y democracia, sostenidos en las etapas subsecuentes de la 

Revolución mexicana. 

Día de fiesta y solemne para la Nación. La Bandera Nacional deberá izarse a toda asta. 

Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México 
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